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La descentralización territorial es uno de los pilares del Estado colombiano,  
por ello en las dos últimas décadas se han producido avances importantes 
que han llevado a Colombia a ser uno de los países más descentralizados 
de America Latina. Los logros de la descentralización se han orientado 
en forma integral en las áreas política, administrativa y fiscal. En esta 
última se ha diseñado un sistema de transferencias intergubernamentales 
denominado Sistema General de Participaciones que se ha convertido en 
una fuente creciente y sostenible de financiación de las competencias que 
se han entregado a las entidades territoriales, relacionadas con la prestación 
de servicios fundamentales a la ciudadanía.

La suma de los recursos del Sistema General de Participaciones, a los recursos 
propios de las entidades territoriales, a las regalías, a la cofinanciación de la 
Nación, entre otras fuentes, han llevado a que las entidades territoriales sean 
las responsables de cerca del 51% del total de la inversión pública del país. 
El SGP, por su parte, es la fuente fundamental de inversión para la mayor 
parte de municipios del país, porque llega a financiar en los municipios 
de categorías 4, 5 y 6 (1.045 municipios) más del 90% del total del gasto 
local.

Con base en lo enunciado, el manejo eficaz, eficiente, transparente y ajustado 
a la normativa de estos recursos es fundamental para el logro del objetivo de 
la descentralización: asegurar a la ciudadanía la provisión de los servicios a 
cargo del Estado, en condiciones óptimas de cobertura y calidad.

De otra parte, es primordial que la ciudadanía conozca el esquema de 
financiamiento municipal, el tipo de recursos que llega a su administración 
municipal, el uso que se debe dar a dichos recursos y los servicios que 
deben exigir a partir de la ejecución de dichos recursos, para que cuenten 
con las herramientas para participar activamente en la gestión local y ejercer 
control social.

Para el logro de estos propósitos, y con el fin de apoyar la gestión de las 
entidades territoriales, en el uso de los recursos del Sistema General de 
Participaciones, el Departamento Nacional de Planeación pone a disposición 
de las entidades territoriales, comunidades educativas, gestores sociales, 
organismos de control y ciudadanos en general, una versión actualizada del 
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documento Orientaciones para la programación y ejecución de recursos del 
Sistema General de Participaciones - SGP 2009.

Producto de la experiencia en el acompañamiento al proceso de 
descentralización y su visión desde la perspectiva local y nacional, este 
libro integra, las diferentes disposiciones relacionadas con la distribución 
de los recursos, los desarrollos sectoriales que afectan la gestión territorial; 
los criterios y las recomendaciones para la ejecución de los recursos; 
la articulación de la gestión del SGP con el proceso presupuestal y de 
planeación, así como, su manejo financiero.

La demanda que este documento ha tenido en todos los ámbitos, ha motivado 
su actualización; en la presente edición se incluyen novedades en temas 
como: el alcance del Acto Legislativo 04 de 2007; la Ley 1176 de 2007; 
nuevos componentes como la Participación para agua potable y saneamiento 
básico; la asignación para primera infancia; los ajustes a la Participación 
de Propósito General; la articulación con la Ley 1122 de 2007 en salud; la 
estrategia de monitoreo, seguimiento y control a los recursos conforme al 
Decreto 028 de 2008.

No sobra recordar que los recursos del SGP han venido creciendo en 
forma sostenida, en 2002 se distribuyeron cerca de $12 billones y en 
2009 se distribuirán $ 22,1 billones, que están siendo  ejecutados por las 
administraciones territoriales en los servicios a su cargo en educación, 
salud, agua potable y otros sectores de inversión social, lo cual resalta la 
importancia de su adecuada y eficiente programación y ejecución.

Dado el papel de los departamentos en la intermediación entre la Nación 
y los municipios, esta publicación, permite fortalecer las competencias de 
asesoría y asistencia técnica hacia los municipios, con lo cual se contribuye 
al fortalecimiento institucional y el desarrollo de capacidades para el logro 
de los  objetivos de la descentralización.

Por ello, invitamos a las autoridades territoriales utilizar los contenidos del 
presente libro como guía de consulta de carácter indicativo, que pretende 
promover el uso transparente, eficaz y eficiente de los recursos del Sistema 
General de Participaciones.

CAROLINA RENTERÍA
Directora General del DNP



CAPÍTULO I
GENERALIDADES

DEL SISTEMA GENERAL DE PARTICIPACIONES

1.1. El Sistema General de Participaciones – SGP

El Sistema General de Participaciones corresponde a los recursos que la Nación transfiere, por mandato de 
los artículos 356 y 357 de la Constitución Política (reformados por los Actos Legislativos 01 de 2001 y 04 
de 2007), a las entidades territoriales – departamentos, distritos y municipios, para la financiación de los 
servicios a su cargo, en salud, educación, agua potable y saneamiento básico y los definidos por las Leyes 
715 de 2001, 1122 y 1176 de 2007.

1.2. Crecimiento de los recursos del Sistema General de Participaciones 

Según lo dispuesto por el Acto Legislativo 04 de 2007, a partir del 2008 los recursos del Sistema General 
de Participaciones crecerán tal como se puede apreciar en el Cuadro 1.

Cuadro 1
Crecimiento del Sistema General de Participaciones

Crecimiento con Acto Legislativo
04 de 2007

Inflación + 2.0%

Inflación + 2.0%

Inflación + 2.0%

Inflación + 2.0%

Inflación + 2.5%

Inflación + 2.5%

Inflación + 2.5%

En adelante
según el crecimiento promedio

de la variación porcentual de los ICN

2002

2003

2004

2005

2006

2007

2008

2009

2010

2011

2012

2013

2014

2015

2016

2017

Inflación + 4.0%  + 1.3% para educación*

Inflación + 4.0%  + 1.3% para educación

Inflación + 3.5%  + 1.6% para educación

Inflación + 3.0%  + 1.8% para educación

Inflación + 3.0%  + 1.8% para educación

Inflación + 3.0%  + 1.8% para educación

Inflación + 3.0%  + 1.8% para educación

Inflación + 3.0%  + 1.8% para educación

Inflación + 3.0%  + 1.8% para educación

En adelante según el crecimiento promedio de la variación porcentual de los ICN
* Estos recursos no hacen base de cálculo para el año siguiente.

Crecimiento con Acto Legislativo
01 de 2001 Año
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A partir del 2017, el monto del Sistema General de Participaciones de los Departamentos, Distritos y 
Municipios, se incrementará anualmente en un porcentaje igual al promedio de la variación porcentual que 
hayan tenido los ingresos corrientes de la Nación durante los cuatro (4) años anteriores. 

En importante tener en cuenta que el crecimiento porcentual anual que la Constitución garantiza durante 
el período de transición, corresponde al total de los recursos del Sistema General de Participaciones y no 
de cada una de las entidades beneficiarias. Lo anterior significa que la asignación correspondiente a un 
departamento, distrito o municipio, en una vigencia fiscal determinada, podrá ser superior, igual o inferior a 
la de la vigencia anterior, dado que la asignación de los recursos a las entidades territoriales beneficiarias del 
Sistema General de Participaciones depende del comportamiento anual de cada una de las variables definidas 
por la ley para la respectiva distribución. 

1.3. Composición del SGP

Luego de la expedición del Acto Legislativo 04 de 2007, que modificó los artículos 356 y 357 de la Constitución 
Política y de conformidad con lo dispuesto por las Leyes 715 de 2001 y 1176 de 2007, el Sistema General 
de Participaciones, tiene la siguiente composición: un grupo de asignaciones especiales y otro compuesto 
por las asignaciones sectoriales.

1.	 Asignaciones especiales equivalentes al 4% del total del SGP, para:

	 1.1.	 Alimentación escolar, 0.5%.

	 1.2.	 Resguardos indígenas, 0.52%.

	 1.3.	 Municipios ribereños del Río Grande de la Magdalena, 0.08%.
 
	 1.4.	 Fondo Nacional de Pensiones de las Entidades Territoriales –Fonpet, 2.9% 

2.	 Participaciones sectoriales correspondientes al 96% del total del SGP, para:

	 2.1.	 Educación, 58.5%.

	 2.2.	 Salud, 24.5%.

	 2.3.	 Agua Potable y Saneamiento Básico, 5.4%.

	 2.4.	 Propósito General, 11.6%.

3.	 Atención Integral a la primera infancia. 

En el Gráfico 1 se presenta la composición del Sistema General de Participaciones.
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1.4. Calendario de giros de los recursos del SGP

La Ley 715 de 2001 establece de manera expresa el calendario de giros para cada uno de los componentes 
del Sistema General de Participaciones. Sin embargo,  para el caso de la Participación para Educación, la 
Ley 1176 de 2007 establece un mecanismo excepcional.

1.4.1. Calendario de giros de los recursos del SGP regla general

De conformidad con lo dispuesto por los artículos 17, 53, 64 y 81 de la Ley 715 de 2001, el giro de los recursos 
de las asignaciones especiales, participaciones de salud, agua potable y propósito general, se realizan por 
mes vencido, es decir, el de enero se gira en los diez (10) primeros días de febrero, y así sucesivamente, de 
tal forma que en el mes de diciembre se giran los recursos del mes de noviembre, para completar así el giro 
total de las once doceavas previstas para la vigencia.

El giro de la última doceava, correspondiente al mes de diciembre, se efectúa en los (10) diez primeros días 
del mes de enero del año siguiente. El calendario de los giros se presenta en el Cuadro 2.

Gráfico 1
COMPOSICIÓN DEL SISTEMA GENERAL DE PARTICIPACIONES
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Para efectos de la programación de los recursos del SGP en cada uno de sus componentes se debe tener en 
cuenta que cada entidad territorial – departamento, distrito y municipio- percibe dentro de la vigencia fiscal, 
es decir, entre el 1 de enero y el 31 de diciembre de cada año, los recursos equivalentes a la última doceava 
del SGP del año anterior más las once doceavas partes del SGP del año correspondiente para el cual se 
programan y se espera ejecutar los recursos, con excepción de la participación para educación, dado que el 
giro de los recursos se efectúa tal como se reseña en el siguiente numeral.

1.4.2. Calendario de giros de los recursos de la participación para educación

En el caso de los giros de la participación para educación, es importante tener en cuenta que el artículo 29 
de la Ley 1176 de 2007, establece lo siguiente:

“Artículo  29. Artículo nuevo. El giro de las transferencias establecido en el último inciso del artículo 17 de la Ley 715 del 
21 de diciembre de 2001, deberá efectuarse en los diez (10) últimos días del mes al que corresponde la transferencia, y las 
entidades territoriales pagarán dentro de los dos (2) días siguientes a la transferencia de la Nación.

Parágrafo transitorio. En la vigencia 2008, el giro deberá efectuarse en los tres (3) primeros días del mes siguiente al que 
corresponde la transferencia. En la vigencia 2009, el giro correspondiente al mes de diciembre se realizará de la siguiente 
forma: una tercera parte en los últimos diez (10) días del año y el saldo en los tres (3) primeros días del mes siguiente al 
que corresponde la transferencia. En la vigencia 2010, el giro correspondiente al mes de diciembre se girará de la siguiente 
forma: dos terceras partes en los últimos diez (10) días del año y el saldo los tres (3) primeros días del mes siguiente al que 
corresponde la transferencia. En todos los casos, las entidades territoriales pagarán dentro de los dos (2) días siguientes 
a la transferencia de la Nación.”

Cuadro 2
Programación de giros del SGP

10 DE ENERO DEL AÑO SIGUIENTE

10 DE DICIEMBRE

10 DE NOVIEMBRE

10 DE OCTUBRE

10 DE SEPTIEMBRE

10 DE AGOSTO

10 DE JULIO

10 DE JUNIO

10 DE MAYO

10 DE ABRIL

10 DE MARZO

FECHA MÁXIMA DE GIRO

10 DE FEBRERO

MES

ENERO

No. DE GIRO

1º

2º

3º

4º

5º

6º

7º

8º

9º

10º

11º

12º

FEBRERO

MARZO

ABRIL

MAYO

JUNIO

JULIO

AGOSTO

SEPTIEMBRE

OCTUBRE

NOVIEMBRE

DICIEMBRE
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1.4.3. Calendario de giros de los recursos de la participación para agua potable y saneamiento 
básico

Con relación al giro de los recursos de la participación para agua potable y saneamiento básico el artículo 
13 de la Ley 1176 de 2007, establece lo siguiente:

“Artículo 13. GIRO DE LOS RECURSOS DE LA PARTICIPACIÓN PARA AGUA POTABLE Y SANEAMIENTO BÁSICO. Los 
recursos de la participación para agua potable y saneamiento básico serán transferidos directamente a los departamentos, 
distritos y municipios. 

Sobre la base del 100% de la apropiación definida en la ley anual de presupuesto, se determinará el programa anual de 
caja, en el cual se establecerán los giros mensuales correspondientes a la participación para agua potable y saneamiento 
básico a departamentos, distritos y municipios. 

Los giros deben efectuarse en los diez (10) primeros días del mes siguiente al que corresponde la transferencia, para tal 
efecto, se apropiará la participación para agua potable y saneamiento básico del Sistema General de Participaciones en 
la Ley Anual de Presupuesto. 

Los recursos del Sistema General de Participaciones con destinación para el sector de agua potable y saneamiento básico 
se girarán directamente al prestador o prestadores de los servicios de acueducto, alcantarillado y aseo, a los patrimonios 
autónomos o a los esquemas fiduciarios que se constituyan o se prevean para el manejo de estos recursos, siempre y cuando 
la entidad territorial competente así lo solicite y en los montos que esta señale. 

Lo anterior aplica en los casos en que la entidad territorial haya vinculado a uno o varios prestadores para prestar uno 
o varios servicios públicos domiciliarios del sector y/o en los casos en que exista un convenio firmado entre la entidad 
territorial y el prestador para la asignación de subsidios al Fondo de Solidaridad y Redistribución de Ingresos. 

PARÁGRAFO. En el evento de toma de posesión de una empresa de Servicios Públicos de acueducto, alcantarillado y/o 
aseo, por parte de la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, se mantendrán los compromisos en cuanto 
al giro de recursos para subsidios a la demanda por parte de la entidad territorial. Los recursos del Sistema General de 
Participaciones destinados a inversión en infraestructura de estos servicios, se ejecutarán en obras y proyectos establecidos 
en el plan de inversiones que defina, para la prestación del servicio, el designado por la Superintendencia de Servicios 
Públicos Domiciliarios.”

1.4.4. Entidades responsables del giro de los recursos

El giro de los recursos de las asignaciones especiales (alimentación escolar, resguardos indígenas, municipios 
ribereños del Río Grande de la Magdalena y el Fondo de Pensiones Territoriales (Fonpet) y de la Participación 
de Propósito General es efectuado por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público. En el caso de las 
asignaciones especiales para municipios ribereños del Río Grande de la Magdalena y alimentación escolar cabe 
señalar que estos recursos son girados a la cuenta autorizada para la participación de propósito general.

Los recursos de las participaciones para salud, educación, agua potable y saneamiento básico,  son girados 
por los Ministerios de Protección Social,  Educación y Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, 
respectivamente.

Por lo tanto, las inquietudes que se puedan presentar con relación al valor girado o por girar, la fecha de giro 
y la cuenta en la cual son situados los recursos, serán resueltas por los Ministerios de Hacienda y Crédito 
Público, Protección Social , Educación y Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, respectivamente, en 
las siguientes dependencias:
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•	 Ministerio de Hacienda y Crédito Público
	 Subdirección Financiera
	 Carrera 8 No. 6 – 64
	 PBX 381 17 00
	 Bogotá, D.C.

•	 Ministerio de la Protección Social
	 Grupo de Tesorería y Pagaduría  
	 Carrera 13 No 32-36
	 PBX 330 5000
	 Bogotá, D.C.

•	 Ministerio de Educación
	 Grupo de Tesorería y Pagaduría
	 Centro Administrativo Nacional. CAN
	 PBX 222 28 00
	 Bogotá, D.C.

•	 Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial
	 Grupo de Finanzas y Presupuesto
	 Calle 37 No 8 - 40
	 PBX 3323400
	 Bogotá, D.C.



CAPÍTULO
DISTRIBUCIÓN Y DESTINACIÓN

DE LAS ASIGNACIONES ESPECIALES

El Sistema General de Participaciones tiene  cuatro asignaciones especiales, las cuales corresponden al 4% 
del total de los recursos, las cuales se explican a continuación.

2.1 Asignación especial para los municipios ribereños del Río Grande de la Magdalena 

2.1.1. Distribución 

Los recursos se distribuyen entre municipios y distritos que tengan ribera sobre el Río Grande de la Magdalena, 
de conformidad con la certificación del Instituto Geográfico Agustín Codazzi (IGAC),  según la proporción 
de los kilómetros de ribera de cada municipio y distrito respecto al total de la longitud del río. El monto a 
distribuir se multiplica por la proporción obtenida para cada beneficiario. 

Ejemplo: el municipio de San José, tiene una ribera sobre el Río Grande de la Magdalena de 50 kilómetros, 
según certificación del IGAC, que equivalen al 50% del total de la ribera (100 kilómetros). El total de recursos 
distribuidos por esta asignación especial para la vigencia es de $200.000.000 de pesos. De acuerdo con lo 
anterior, le corresponden al municipio de San José un total de $100.000.000 pesos que equivalen al porcentaje 
de su ribera sobre el total de recursos a distribuir. Lo anterior se puede apreciar en el Cuadro 3.

II

Cuadro 3
Ejemplo de asignacion de recursos - Municipios ribereños del Rio Magdalena 

% Kilómetros de ribera Asignación (Pesos)

50%

20%

30%

100%

100.000.000

40.000.000

60.000.000

200.000.000

Kilómetros de ribera

50

20

30

100

Municipios

San José

Granada

San Miguel

Total Ribera

2.1.2. Destinación 

De conformidad con lo dispuesto por el artículo 20 de la Ley 1176 de 2007, los recursos de la asignación 
especial del Sistema General de Participaciones para municipios y distritos ribereños del río Magdalena 
deben ser destinados a:
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a)	 Financiar, promover y ejecutar proyectos relacionados con la reforestación que incluye la revegetalización, 
reforestación protectora y el control de erosión.

b)	 El tratamiento de aguas residuales.

c)	 El manejo artificial de caudales que incluye recuperación de la navegabilidad del río, hidrología, manejo 
de inundaciones, canal navegable y estiaje.

d)	 Compra de tierras para protección de microcuencas asociadas al río Magdalena.

2.2. Asignación especial para programas de alimentación escolar

2.2.1. Distribución 

El artículo 17 de la Ley 1176 de 2007, establece que los recursos para alimentación escolar serán distribuidos 
entre los distritos y municipios, con base en los siguientes criterios1:

“1. El 95% por equidad, definida como el peso relativo que se asigna a cada entidad territorial de acuerdo con la matrícula 
de la vigencia anterior para la cual se realiza la distribución, certificada por el Ministerio de Educación Nacional, 
expandida por la dispersión poblacional y ponderada por el Indice de Necesidades Básicas Insatisfechas, o el indicador 
que lo sustituya determinado por el DANE.

2. El 5% por eficiencia, entendida como el incentivo a cada entidad territorial que reduzca la deserción escolar de un 
año a otro. Para el efecto el Ministerio de Educación Nacional adoptará los mecanismos para obtener y certificar la 
información correspondiente.

Parágrafo 1°. La expansión por dispersión se realizará solamente para las entidades territoriales beneficiarias que estén 
por encima de la dispersión nacional. Para el Departamento Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa Catalina se 
tomará un promedio de la dispersión de los municipios más dispersos del país. El Conpes Social definirá la metodología 
respectiva.

Parágrafo 2°. Para los años 2008 y 2009 la eficiencia se entenderá como el incentivo a la entidad territorial que conserve 
o aumente de una vigencia a otra la inversión en alimentación escolar con todas las fuentes de inversión, excepto la 
asignación especial del SGP con destino a alimentación escolar, y se distribuirá con base en el indicador de equidad 
definido en el presente artículo.”

2.2.2. Destinación

Los municipios y distritos deben destinar estos recursos a programas de alimentación escolar, en desarrollo 
de  las competencias asignadas a distritos y municipios en restaurantes escolares1, con el fin de garantizar el 
servicio de complementación alimentaria a los estudiantes de su jurisdicción. 

En concordancia con lo anterior, el artículo 18 de la Ley 1176 de 2007, dispone que los recursos de la 
asignación especial del Sistema General de Participaciones para alimentación escolar deben ser destinados 
a financiar las siguientes actividades, de acuerdo con los lineamientos técnico administrativos establecidos 
por el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar:

1 El numeral 17 del artículo 76 de la Ley 715 de 2001, establecía que los recursos para alimentación escolar debían ser distribuidos con base en los mismos criterios 
de la Participación de Propósito General.
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“a) Compra de alimentos;

b) Contratación de personal para la preparación de alimentos;

c) Transporte de alimentos;

d) Menaje, dotación para la prestación del servicio de alimentación escolar y reposición de dotación;

e) Aseo y combustible para la preparación de los alimentos;

f) Contratación con terceros para la provisión del servicio de alimentación escolar.

Cuando la prestación del servicio de alimentación escolar sea realizada directamente por las entidades territoriales 
beneficiarias, como mínimo el 80% de los recursos de la asignación especial para Alimentación Escolar del SGP serán 
destinados a la compra de alimentos. Los recursos restantes se pueden utilizar para los demás conceptos descritos en los 
literales b), c), d) y e) del presente artículo.”

2.2.3. Focalización del servicio

Según lo establece el artículo 19 de la Ley 1176 de 2007, la focalización de la prestación del servicio es 
responsabilidad de los distritos y municipios, y se llevará a cabo por las respectivas autoridades territoriales 
quienes, de acuerdo con las recomendaciones del Consejo Distrital y/o Municipal de Política Social, 
seleccionarán los establecimientos educativos oficiales, dando prelación a aquellos que atiendan población 
desplazada, comunidades rurales e indígenas y a los establecimientos educativos con la mayor proporción 
de la población clasificada en los niveles 1 y 2 del Sisbén.

Para el efecto, la norma dispone lo siguiente:

“En cada establecimiento educativo seleccionado se cubrirá progresivamente el 100% de los alumnos matriculados por 
grado, conforme a la disponibilidad de recursos, iniciando por el preescolar y grados inferiores de primaria. Una vez 
asegurado el cubrimiento del total de la población de preescolar y primaria, se podrá continuar el programa con escolares 
del grado sexto en adelante, dando prioridad a los grados educativos inferiores.

Para efectuar la selección de la población beneficiaria se tomará la información del Sisbén validada por el Departamento 
Nacional de Planeación y la matrícula. Los departamentos suministrarán, antes del 30 de octubre del año anterior en 
que se realizará la programación y ejecución de los recursos del programa de alimentación escolar, la información sobre 
matrícula a los municipios no certificados en educación.

Parágrafo. La ampliación de cupos en el programa de alimentación escolar que las entidades territoriales realicen con 
recursos diferentes a la asignación especial para alimentación escolar del Sistema General de Participaciones y los 
asignados por el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, se deben mantener de forma permanente. En ningún caso 
podrá haber ampliación de coberturas mientras no se garantice la continuidad de los recursos destinados a financiar 
dicha ampliación.”

2.2.4. Financiación

Con relación a la financiación de los programas de alimentación escolar el artículo 16 de la Ley 1176 de  
2007, establece lo siguiente:

“Artículo 16. El programa de alimentación escolar se financiará con recursos de diferentes fuentes. Para el efecto, las 
entidades territoriales seguirán y aplicarán, en primer término los lineamientos técnico-administrativos básicos respecto de 
la complementación alimentaria, los estándares de alimentación, de planta física, de equipo y menaje y de recurso humano, 
y las condiciones para la prestación del servicio, que establezca el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF) para 
el desarrollo del programa. Adicionalmente, considerarán los lineamientos previstos en sus planes de desarrollo.
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El Instituto Colombiano de Bienestar Familiar articulará las acciones que desarrollen los diferentes agentes para la 
ejecución de este programa.

Parágrafo. Con el fin de alcanzar las coberturas universales básicas en el programa de alimentación escolar, en los 
términos del artículo 19 de la presente ley las entidades territoriales deberán garantizar la continuidad de la cobertura 
alcanzada en la vigencia fiscal de 2007 financiada con recursos propios, recursos de libre inversión y de libre destinación 
de la participación de propósito general y recursos de calidad educativa de la participación de educación del Sistema 
General de Participaciones.

El Gobierno nacional reglamentará a partir de la vigencia fiscal del año 2009, la distribución de los recursos del Presupuesto 
General de la Nación destinados a los programas de alimentación escolar, priorizando para la ampliación de la cobertura 
el logro de coberturas universales en los municipios con mayor índice de pobreza, medida con el Indice de Necesidades 
Básicas Insatisfechas o el indicador que lo sustituya determinado por el DANE.

El ICBF implementará a partir del año de 2009 un sistema de seguimiento y monitoreo a los recursos destinados a 
alimentación escolar en los establecimientos educativos oficiales en el país, que contemple las diferentes fuentes, con el 
fin de monitorear las coberturas alcanzadas y la eficiencia en el uso de los recursos de programa. Los entes territoriales y 
demás agentes deberán reportar la información que para el efecto se defina en los plazos y formatos que establezcan según 
reglamentación que expida el Gobierno nacional.”

Así, el desarrollo de esta competencia deberá orientarse a la ejecución de programas de alimentación escolar, 
en coordinación con los adelantados por el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF), a este propósito 
u otras agencias públicas o privadas. 

Estos recursos deberán ser ejecutados conforme a lo dispuesto por la Directiva Ministerial 13 del 11 de abril 
de 2002, expedida por el Ministerio de Educación y el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF), en 
la cual se establecen orientaciones sobre el uso de los recursos de alimentación escolar del Sistema General 
de Participaciones. De la Directiva citada se destacan los siguientes aspectos:

•	 Beneficiarios: Prioritariamente estudiantes de áreas rurales, pobres, indígenas y vulnerables, teniendo en 
cuenta como instrumento de focalización el SISBEN.

•	 Planeación: En coordinación con el ICBF, el sector educativo y entidades que desarrollen estas alternativas 
de alimentación.

•	 Prioridad en el gasto: Mínimo el 80% en alimentos y el 20% restante para prever otros costos tales como 
transporte, implementos necesarios para su preparación, personal requerido para tal fin y para realizar el 
monitoreo y seguimiento al programa.

•	 Continuidad: Prestar al mismo grupo de usuarios el servicio de alimentación escolar, durante todas las 
semanas lectivas del calendario académico.

•	 Cuotas de participación: No tienen un carácter obligatorio pero en caso de establecerse debe consultarse 
la capacidad de pago de los padres de familia.

•	 Prestación del servicio: Directa o indirecta, para lo cual es recomendable contratar con la asistencia técnica 
del ICBF.

•	 Calidad: La ración debe suministrar aporte nutricional de acuerdo con las pautas técnicas definidas por 
el ICBF.
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•	 Concurrencia: Articular el programa con estrategias tales como escuela saludable, acciones de promoción 
de la salud, establecidos en el Plan de Salud Pública y otros actores y programas afines.

•	 Participación social: Control social en la calidad, manejo eficiente y transparente de los recursos.

•	 Seguimiento y Evaluación: los distritos y municipios deben hacer el seguimiento y evaluación de este 
programa, de acuerdo con las orientaciones del Ministerio de Educación y el ICBF.

Por otra parte, para efectos de la elaboración y ejecución de los programas de alimentación escolar se deben 
tener en cuenta los “Lineamientos Técnico – Administrativos y Estándares para la Asistencia Alimentaria al 
Escolar –Programa de Alimentación Escolar- PAE”, contemplados en la Resolución del Instituto Colombiano 
de Bienestar Familiar – ICBF- No 3858 de 2007. Dicha resolución dispone lo siguiente: 

“Artículo 3º. Los gobernadores y alcaldes deberán seguir y aplicar los Lineamientos Técnico – Administrativos y Estándares 
para la Asistencia Alimentaria al Escolar –Programa de Alimentación Escolar- PAE, respecto de la complementación 
alimentaria, los estándares de alimentación, de planta física, de equipo y menaje y de recursos humano, y las demás 
condiciones para la prestación del servicio establecidas en los lineamientos.” 

Para mayor información los Lineamientos Técnico – Administrativos y Estándares para la Asistencia 
Alimentaria al Escolar –Programa de Alimentación Escolar- PAE pueden ser consultados en el siguiente 
link: http://www.icbf.gov.co/Nuestros_programas/Documentos/Resolucion%203858%20(2). 

2.3. Asignación especial para resguardos indígenas

2.3.1. Distribución

Los recursos de la Asignación Especial del Sistema General de Participaciones para los Resguardos Indígenas 
– AESGPRI, se distribuyen en proporción a la participación de la población de cada resguardo, respecto al 
total de la población indígena del país, tal como lo dispone el artículo 83 de la Ley 715 de 2001.

Para efectos de la certificación de la población de los resguardos indígenas, el Decreto 159 de 2002, establece 
lo siguiente:

“Artículo 3º. Certificación de información. Para efectos de la distribución de los recursos del Sistema General de 
Participaciones asignados a los resguardos indígenas, el Departamento Administrativo Nacional de Estadística, DANE, 
certificará al Departamento Nacional de Planeación la información sobre la población de los resguardos indígenas 
legalmente constituidos por municipio y departamento a más tardar el 30 de junio de cada año.

Para establecer los resguardos indígenas constituidos legalmente, la Dirección General de Asuntos Indígenas del 
Ministerio del Interior y el Instituto Colombiano para la Reforma Agraria, Incora, deberán prestar el apoyo requerido 
por el Departamento Administrativo Nacional de Estadística, DANE.

Parágrafo 1º. Si entre el 1º de julio y el 31 de diciembre del año en el cual se realiza la distribución de los recursos del 
Sistema General de Participaciones para la vigencia siguiente, se presenta la creación de uno o más resguardos indígenas, 
el Departamento Administrativo Nacional de Estadística, DANE, certificará al Departamento Nacional de Planeación los 
ajustes a los datos suministrados.

Parágrafo 2º. Cuando un resguardo indígena se encuentre ubicado en jurisdicción de dos o más municipios o en las 
divisiones departamentales definidas por el Decreto 2274 de 1991, en la certificación del Departamento Administrativo 
Nacional de Estadística, DANE, se establecerá la población del resguardo ubicada en cada uno de los municipios y divisiones 
departamentales. (Resaltado fuera de texto).
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Por ejemplo, el resguardo indígena El Palmar tiene una población de 20 habitantes, según certificación del 
DANE, que equivalen al 40% del total de la población indígena certificada por el DANE (50 habitantes). El 
total de recursos distribuidos por esta asignación especial para la vigencia es de $100.000.000 de pesos. De 
acuerdo con lo anterior, le corresponden al resguardo indígena El Palmar un total de $40.000.000 pesos, que 
equivalen al porcentaje de su población sobre el total de los recursos a distribuir, según se puede apreciar 
en el Cuadro 4.

Cuadro 4
Ejemplo de asignacion de recursos - Resguardos indigenas

% Población
Asignación 11/12 de 2004

(Pesos) 

40%

20%

40%

100%

40.000.000

20.000.000

40.000.000

100.000.000

Población

20

10

20

50

Resguardos

El Palmar

El Pino

El Naranjo

Total Población

Es importante señalar que en los datos de población por resguardo no se encuentra discriminada la composición 
de la población, es decir, que no se identifican grupos étnicos ni las comunidades que los integran.

2.3.2. Destinación

El artículo 83 de la Ley 715 de 2001, establece que los recursos de la AESGPRI deberán destinarse 
prioritariamente  a satisfacer las necesidades básicas de i) salud incluyendo la afiliación al régimen subsidiado, 
ii) educación preescolar, básica y media, iii) agua potable, iv) desarrollo agropecuario y v) vivienda.

La definición de las actividades financiables en cada uno de los sectores autorizados por el artículo 83 de 
la Ley 715 de 2001, se encuentra actualmente en proceso de reglamentación, bajo la responsabilidad del 
Ministerio del Interior, el cual una vez expedido deberá ser considerado por las entidades territoriales y los  
resguardos indígenas para la programación y ejecución de los recursos. No obstante, el uso de los recursos 
debe guardar correspondencia con la destinación constitucional y con lo dispuesto por la ley para cada uno 
de los sectores previstos por el artículo 83 de la Ley 715 de 2001.

2.3.3. Consideraciones generales

2.3.3. 1. Marco legal

El artículo 83 de la Ley 715 de 2001, mediante el cual se establecen las reglas para la distribución y 
administración de los recursos de la AESGPRI, determina lo siguiente:

“Artículo 83. Distribución y administración de los recursos para resguardos indígenas. Los recursos para los resguardos 
indígenas se distribuirán en proporción a la participación de la población de la entidad o resguardo indígena, en el total 
de población indígena reportada por el Incora al DANE.

Los recursos asignados a los resguardos indígenas, serán administrados por el municipio en el que se encuentra el 
resguardo indígena. Cuando este quede en jurisdicción de varios municipios, los recursos serán girados a cada uno 
de los municipios en proporción a la población indígena que comprenda. Sin embargo deberán manejarse en cuentas 
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separadas a las propias de las entidades territoriales y para su ejecución deberá celebrarse un contrato entre la entidad 
territorial y las autoridades del resguardo, antes del 31 de diciembre de cada año, en la que se determine el uso de los 
recursos en el año siguiente. Copia de dicho contrato se enviará antes del 20 de enero al Ministerio del Interior.

Cuando los resguardos se erijan como Entidades Territoriales Indígenas, sus autoridades recibirán y administrarán 
directamente la transferencia.

Los recursos de la participación asignados a los resguardos indígenas deberán destinarse prioritariamente a satisfacer 
las necesidades básicas de salud incluyendo la afiliación al Régimen Subsidiado, educación preescolar, básica primaria 
y media, agua potable, vivienda y desarrollo agropecuario de la población indígena. En todo caso, siempre que la Nación 
realice inversiones en beneficio de la población indígena de dichos resguardos, las autoridades indígenas dispondrán 
parte de estos recursos para cofinanciar dichos proyectos.

Las secretarías departamentales de planeación, o quien haga sus veces, deberá desarrollar programas de capacitación, 
asesoría y asistencia técnica a los resguardos indígenas y autoridades municipales, para la adecuada programación y uso 
de los recursos.

Parágrafo. La participación asignada a los resguardos indígenas se recibirá sin perjuicio de los recursos que los 
departamentos, distritos o municipios les asignen en razón de la población atendida y por atender en condiciones de 
eficiencia y de equidad en el caso de la educación de conformidad con el artículo 16 de esta ley, y el capítulo III del Título 
III en el caso de salud.” (Resaltado fuera de texto).

De la norma transcrita se pueden destacar los siguientes aspectos:

•	 Los recursos para los resguardos indígenas se distribuyen teniendo en cuenta la participación de la 
población del resguardo indígena, en el total de población indígena que habita en los resguardos.

•	 Los recursos asignados a los resguardos indígenas, deben ser administrados por el municipio en el que se 
encuentra el resguardo indígena. En el caso de recursos de resguardos ubicados fuera de la jurisdicción 
municipal, asignados en las divisiones departamentales, conforme al Decreto 2274 de 1991, serán 
administrados por el gobernador del respectivo departamento, tal como lo autoriza el Decreto 1745  de 
agosto de 2002.

•	 Cuando el resguardo esté ubicado en jurisdicción de varios municipios, los recursos deben ser girados a 
cada uno de los municipios en proporción a la población indígena que comprenda.

•	 Los recursos de la participación asignados a los resguardos indígenas deben destinarse prioritariamente 
a satisfacer las necesidades básicas en los sectores señalados por la ley, es decir: i) salud, incluyendo la 
afiliación al régimen subsidiado, ii) educación, en el nivel preescolar, básica primaria y media, iii) agua 
potable, iv) vivienda y v) desarrollo agropecuario.

•	 Los recursos deben ser administrados en cuentas separadas a las propias de las entidades territoriales, 
identificando claramente que los recursos son del respectivo resguardo y no del municipio, y para su 
ejecución deberá celebrarse un contrato marco entre la entidad territorial y la autoridad del resguardo, 
antes del 31 de diciembre de cada año, en la que se determine el uso de los recursos en el año siguiente.

•	 Copia de dicho contrato debe ser enviada al Ministerio del Interior antes del 20 de enero de cada año.

•	 Cuando los resguardos se erijan como Entidades Territoriales Indígenas, sus autoridades recibirán y 
administrarán directamente la transferencia.
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•	 Las secretarías departamentales de planeación, o quienes hagan sus veces, deberán desarrollar programas 
de capacitación, asesoría y asistencia técnica a los resguardos indígenas y autoridades municipales, para 
la adecuada programación y uso de los recursos.

•	 La participación asignada a los resguardos indígenas se recibirá sin perjuicio de los recursos que los 
departamentos, distritos o municipios les asignen en razón de la población atendida y por atender en 
condiciones de eficiencia y de equidad en el caso de la educación de conformidad con el artículo 16, el 
capítulo III del Título III en el caso de salud de la Ley 715 de 2001 y de las inversiones financiadas con 
cargo a los recursos de la Participación de Propósito General y demás fuentes de ingresos municipales.

Es importante señalar que la Corte Constitucional, en la sentencia C-921 de 2007, al fallar la demanda 
de inconstitucionalidad en contra de los incisos 2º y 3º del artículo 83 de la Ley 715 de 200, resolvió lo 
siguiente:

“Primero: Declarar EXEQUIBLE, por los cargos analizados, el inciso segundo del artículo 83 de la Ley 715 de 2001, en 
el entendido de que, dentro del marco de la Constitución y la ley, en el proceso de celebración y suscripción del contrato 
se debe asegurar el respeto de los derechos a la identidad étnica y cultural y a la participación de los resguardos; y, en 
caso de discrepancia sobre el uso de los recursos, prevalecerá la decisión adoptada por las autoridades del respectivo 
resguardo. 

 Segundo: Declarar EXEQUIBLE, por los cargos analizados, el inciso tercero del artículo 83 de la Ley 715 de 2001.”

En ese sentido la Corte Constitucional considera ajustadas a la Constitución las disposiciones contenidas en 
los incisos 2º y 3º del artículo 83 de la Ley 715 de 2001, que establecen, entre otros, los siguientes criterios 
para la programación y administración de los recursos de la AESGPRI: 

•	 Los recursos asignados a los resguardos indígenas serán administrados por el municipio en el que se 
encuentra el resguardo indígena. 

•	 Cuando este quede en jurisdicción de varios municipios los recursos serán girados a cada uno de los 
municipios en proporción a la población indígena que comprenda. 

•	 Los recursos deberán manejarse en cuentas separadas a las propias de las entidades territoriales.

•	 Para la ejecución de los recursos deberá celebrarse un contrato entre la entidad territorial y las autoridades 
del resguardo, antes del 31 de diciembre de cada año, en el que se determine el uso de los recursos en el 
año siguiente. 

•	 Copia de dicho contrato se enviará antes del 20 de enero al Ministerio del Interior.

•	 Cuando los resguardos se erijan como Entidades Territoriales Indígenas sus autoridades recibirán y 
administrarán directamente la transferencia.

No obstante, la Corte Constitucional, en la precitada sentencia, hace énfasis en que son las comunidades de 
los resguardos indígenas las responsables de la programación de los recursos, conforme a los límites que 
consagran la Constitución y la ley, y que, por lo tanto, los alcaldes no pueden desconocer ese derecho. Al 
respecto la Corte expresa:
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“6.5. Cabe recordar, que si bien no existe un mecanismo fiscal que permita el giro directo de recursos del Sistema General 
de Participaciones a los resguardos indígenas, requiriéndose para ello la intermediación de los municipios, ello no 
significa que los resguardos indígenas pierdan el derecho a preservar su identidad étnica y cultural y por ende su 
autonomía, así como el derecho de participación en los asuntos que les conciernen.

	 En efecto, dado que los recursos respectivos del SGP son de los resguardos indígenas, para que el contrato de 
intermediación a que alude la norma demandada se ajuste a la Constitución debe ser un mecanismo que garantice 
tanto el derecho de participación de los pueblos indígenas como su autonomía. De manera que, la determinación 
del uso de los recursos que se plasmará en el contrato a que alude la citada norma, debe consultar el interés propio 
de dichos grupos y comunidades indígenas expresado a través de sus autoridades debidamente constituidas.

6.6. 	 Así, el contrato que debe celebrarse entre la entidad territorial y las autoridades del resguardo, debe sujetarse a 
la Constitución y a la ley; por tanto, no le corresponde a los municipios la determinación del uso de los citados 
recursos, ni pueden, en ningún caso, hacer un uso discrecional de los mismos. La determinación del uso de los 
recursos, que le corresponde a las comunidades y grupos indígenas, debe ser anterior a la administración de 
los recursos, como lo indica la norma demandada; es decir, el convenio definirá el uso de los recursos en el año 
siguiente, pues se trata de un contrato previo a cada vigencia fiscal, mecanismo que así entendido garantiza el 
derecho de participación de los pueblos indígenas así como su autonomía. 

	 Lo anterior por cuanto, de conformidad con la Constitución, no pueden desconocerse las tradiciones y costumbres en materias 
como la salud y las educación de los grupos y comunidades indígenas; por lo que, para la administración de los recursos 
que se les asignen como beneficiarios en el Sistema general de Participaciones, para el cubrimiento de sus necesidades 
básicas, debe contarse con su participación efectiva, de conformidad con la Constitución, las normas internaciones y la 
ley, lo que excluye que se tomen decisiones al solo arbitrio de la entidad municipal; y que, de existir discrepancia entre 
ésta y aquellos, deba prevalecer la decisión adoptada por el respectivo resguardo indígena.” (Negrita fuera de texto).

A continuación se presentan orientaciones generales sobre algunos aspectos relacionados con los procedimientos 
definidos por la ley acerca de la  programación, administración y ejecución de los recursos de la asignación 
especial del Sistema General de Participaciones de los resguardos indígenas:

2.3.3.2. Responsabilidad de la programación de de los recursos

La programación de los recursos de la AESGPRI es competencia exclusiva de las comunidades indígenas y 
de sus autoridades. Para el efecto, se recomienda que de la decisión sobre la programación de los recursos 
se elaboren actas o acuerdos de la comunidad, de conformidad con los planes de vida o planes de desarrollo 
y los planes de inversión de los mismos, en los casos en los cuales hayan sido elaborados dichos planes.

Para la programación de los recursos las autoridades del resguardo conjuntamente con las comunidades 
indígenas pueden realizar un proceso de identificación y selección de los proyectos en los sectores 
determinados como prioritarios por el artículo 83 de la Ley 715 de 2001: i) salud, incluyendo la afiliación al 
régimen subsidiario, ii) educación, en los niveles de preescolar, básica, secundaria y media, iii) agua potable, 
iv) vivienda y, v) desarrollo agropecuario.

Una vez identificadas y priorizadas las necesidades, se deben determinar las alternativas de solución para la 
atención de las necesidades más apremiantes, con base en aquellas que sean seleccionadas por la comunidad 
y las autoridades, se procederá a elaborar los proyectos de inversión. 

Luego de  priorizados los proyectos, se establecerán cuales de ellos serán financiados con los recursos de la 
AESGPRI. Después de definir los proyectos y los montos asignados a cada uno de ellos, se debe elaborar 
un acta en la cual se consignen las decisiones adoptadas en la comunidad.
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Adicionalmente, con base en los proyectos priorizados y la asignación de recursos aprobados por la comunidad, 
se debe elaborar el presupuesto de inversión del resguardo con cargo a los recursos de la asignación de la 
AESGPRI.

Con el propósito de tener mayor claridad y transparencia sobre el uso de los recursos, en el presupuesto de 
inversión del resguardo éstos deben ser programados a nivel de proyecto, por lo tanto, no se pueden programar 
apropiaciones globales.

Los recursos de la AESGPRI deben ser destinados a financiar programas y proyectos priorizados en todos 
los sectores autorizados por el artículo 83 de la Ley 715 de 2001, o en uno o mas de ellos, conforme a las 
decisiones adoptadas en la comunidad.

El acta de acuerdo, los proyectos y el presupuesto de inversión del resguardo con cargo a los recursos de  la 
asignación especial  de la AESGPRI, se constituyen en la base para la elaboración del contrato que debe ser 
celebrado entre el representante del resguardo y el alcalde municipal o autoridad tradicional según el caso, 
para la administración de los recursos y harán parte integral del contrato.

En cumplimiento de lo dispuesto por el artículo 83 de la Ley 715 de 2001, las secretarías departamentales 
de planeación deberán elaborar y ejecutar programas de capacitación, asesoría y asistencia técnica, dirigidos 
a las autoridades indígenas y municipales, y en general a la población de los resguardos, para la adecuada 
programación,  uso y ejecución de los recursos.

Cabe destacar que  con relación a la asignación de recursos del Sistema General de Participaciones a los 
resguardos indígenas, la Corte Constitucional en la sentencia  C-921 de 2007, expresa lo siguiente:

“4.7. Desde el punto de vista de la asignación y efectiva entrega de los recursos económicos que corresponden a los pueblos 
indígenas, esta Corporación ha precisado, que la concreción del derecho constitucional fundamental al reconocimiento y 
debida protección de la diversidad étnica y cultural de los pueblos indígenas comporta: 

“(i) Que se garantice a los Resguardos la posibilidad de conocer cuál es el monto de los recursos de que disponen.

 (ii) Que se asegure a los Resguardos su derecho a participar de manera libre, informada y activa en el diseño del Plan de 
Inversiones y en el control sobre la forma en que la Alcaldía administra y ejecuta esos recursos. 

 (iii) Que las entidades nacionales y territoriales permanezcan atentas respecto de los destinos de estos recursos por 
cuanto existe en su cabeza un grupo de obligaciones que no se restringe únicamente a la distribución y pago oportuno 
de los mismos. Esta obligación se extiende también a tareas de apoyo, asesoría, seguimiento, evaluación y control sin el 
cumplimiento de las cuales el derecho a participar de modo libre, informado y activo en aquellos asuntos que puedan afectar 
el derecho constitucional fundamental de los pueblos indígenas al reconocimiento y debida protección de su diversidad 
étnica y cultural se hace imposible. 

 (iv) Que el trabajo de apoyo, asesoría, seguimiento y evaluación por parte de las entidades nacionales y territoriales sea 
de naturaleza preventiva y se efectúe de manera continua y no sólo esporádicamente. Esta actividad está relacionada, por 
tanto, con varios aspectos dentro de los cuales se destaca, de un lado, la necesidad de elaborar planes de divulgación de 
la legislación vigente así como la obligación de capacitar a los Resguardos y a las Entidades involucradas con el manejo 
de los recursos que les pertenecen para que estos se inviertan de modo efectivo y se garantice con ello la realización de 
la metas propuestas por el Resguardo. Implica, de otro lado, exigir balances periódicos de avances y resultados así como 
respuestas orientadas a cumplir con la realización de los derechos constitucionales fundamentales en juego. Con ello se 
busca que las distintas entidades participen de manera activa en la realización de los derechos así como evitar que los 
recursos necesarios para tales efectos se desvíen o se inviertan de manera irregular.””
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2.3.3.3. Responsabilidad de la administración y ejecución de los recursos

La administración y ejecución de los recursos de la AESGPRI es competencia del alcalde del municipio en 
el cual se encuentre ubicado el resguardo. Para el caso de los resguardos indígenas que están ubicados en 
territorios no municipalizados de los departamentos del Amazonas, Guainía y Vaupés, la competencia para 
la administración de los AESGPRI es competencia del respectivo gobernador del departamento, en virtud 
de lo dispuesto por el artículo 1 del Decreto 1745 de 2002. 

La administración de los recursos es una obligación legal a cargo de las autoridades de las entidades territoriales 
y por lo tanto éstas no pueden establecer ningún tipo de remuneración o compensación por concepto de la 
administración de dichos recursos.

La ejecución de los recursos estará sujeta al control dispuesto en el parágrafo 2° del artículo 89 de la Ley 
715 de 2001, el artículo 25 de la Ley 734 de 2002, el Decreto 028 de 2008 y demás normas concordantes.

De acuerdo con lo anterior, es el alcalde municipal quien tiene la competencia para administrar los recursos 
y por ende la capacidad de ordenar el gasto con cargo a los recursos asignados a los resguardos indígenas. En 
consecuencia, ni el representante del resguardo ni las demás autoridades del mismo tienen la capacidad de 
ordenar gasto en compra de bienes y servicios con cargo a los recursos del Sistema General de Participaciones, 
puesto que no tienen esa atribución.

Cabe aclarar que esa restricción aplica exclusivamente a los recursos de la AESGPRI y no a la ejecución de 
proyectos financiados con otras fuentes de recursos, ya que en ese caso pueden ser administrados y ejecutados 
por las autoridades del resguardo indígena, salvo que las normas legales y reglamentarias dispongan lo 
contrario.

De conformidad con las disposiciones legales los recursos de la AESGPRI por su destinación social son 
inembargables.

Sobre este asunto, la Corte Constitucional en la sentencia C-921 de 2007, afirma lo siguiente:

“…la Constitución prevé que la conformación de las entidades territoriales indígenas se hará con sujeción a los dispuesto 
en la ley orgánica de ordenamiento territorial, y su delimitación se hará por el Gobierno nacional, con participación de 
los representantes de las comunidades indígenas, previo concepto de la comisión de ordenamiento territorial (art. 329 de 
la C.P.), ley que no ha sido expedida por el Congreso de la República.

En efecto, los territorios indígenas hoy en día no están construidos como entidades territoriales indígenas, y por tanto 
no son personas jurídicas de derecho público, situación que sin embargo no obsta para que se garantice el derecho que 
tienen a que la ley los reconozca como beneficiarios de recursos del Sistema General de Participaciones, de conformidad 
con la Constitución, según así lo determina la Ley 715 de 2001. 

Precisamente, con el propósito de evitar que, por no haberse conformado aún las entidades territoriales indígenas, los 
resguardos indígenas no reciban recursos del Sistema General de Participaciones, y atendiendo el deber de la ley de 
establecerlos como beneficiarios de los mismos, la primera de las disposiciones acusadas consagra que los recursos asignados 
a los resguardos indígenas serán administrados por el municipio en que éste se encuentre, para lo cual deberán manejarse 
en cuentas separadas a las propias de la entidad territorial, disposición que no se opone a la Constitución, pues no existe 
constitucionalmente un mecanismo fiscal para el traslado directo de tales recursos a los resguardos indígenas.  

De tal manera, se trata de una situación que obedece justamente a un hecho provisional que vendrá a superarse cuando se 
expida la ley orgánica de ordenamiento territorial que haga posible la existencia de entidades territoriales indígenas para 
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que entren a formar parte de la descentralización administrativa territorial y por ende adquieran la condición de personas 
jurídicas de derecho público. Situación transitoria que, en armonía con la Constitución, reconoce otra de las disposiciones 
acusadas, al disponer expresamente que, cuando los resguardos se erijan como Entidades Territoriales Indígenas, sus 
autoridades recibirán y administrarán directamente la transferencia. 

En efecto, si bien las comunidades y grupos indígenas son titulares de derechos fundamentales, y se les garantiza no sólo una 
autonomía administrativa, presupuestal y financiera dentro de sus territorios, como puede suceder con los departamentos, 
distritos y municipios, al no haberse conformado los resguardos indígenas como entidades territoriales indígenas no son 
personas jurídicas de derecho público, requiriendo por ésta circunstancia, y para efectos fiscales, la intermediación de los 
municipios en relación con los recursos del Sistema General de Participaciones.”

2.3.3.4. Mecanismos de administración de los recursos de la AESGPRI

Para efectos de la administración de los recursos de la Asignación Especial del Sistema General de 
Participaciones para los Resguardos Indígenas, se configuran dos tipos de contratos: i) un contrato entre el 
alcalde y el representante del resguardo, del cual trata el artículo 83 de la Ley 715 de 2001,  y ii) los contratos 
que implica la ejecución de cada uno de los proyectos contemplados en el contrato general.

2.3.3.4.1. Contrato entre el alcalde y el representante del resguardo, del cual trata el artículo 
83 de la Ley 715 de 2001
 
El artículo 83 de la Ley 715 de 2001, establece de manera expresa e imperativa que para la ejecución de los 
recursos de la Asignación Especial del Sistema General de Participaciones para los Resguardos Indígenas 
deberá celebrarse un contrato entre la entidad territorial y las autoridades del resguardo, antes del 31 de 
diciembre de cada año, en la que se determine el uso de los recursos en el año siguiente, tal como se muestra 
en el Gráfico 3.

Gráfico 3
ASIGNACIÓN ESPECIAL DEL SISTEMA GENERAL DE PARTICIPACIONES

PARA LOS RESGUARDOS INDÍGENAS 
PROGRAMACIÓN EJECUCIÓN

CONTRATO DE ADMINISTRACION

•	 Definir y elaborar los proyectos de 
inversión en: i) educación, ii) salud, iii) 
agua potable y saneamiento básico, iv, 
vivienda, y v) desarrollo agropecuario.

•	 Elaborar el presupuesto del resguardo.

•	 Administrar y ejecutar los recursos.
•	 Aplicar normas contables, 

presupuestales, y de contratación.
•	 Celebración de los contratos
	 para la ejecución de los proyectos.

RESGUARDO INDÍGENA ALCALDE MUNICIPAL

El contrato tiene por objeto definir entre el representante legal del resguardo y el alcalde o gobernador, la 
ejecución y mecanismos de seguimiento y control de los recursos de la AESGPRI para cada año. Las partes 
acordarán las cláusulas que estimen necesarias para garantizar el cumplimiento del contrato.
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Es importante que el referido contrato se celebre a más tardar el 30 de diciembre de cada año. Esto con 
el objeto de armonizar su ejecución con el inicio de la vigencia fiscal, la cual va del 1 de enero al 31 de 
diciembre de cada año.

Por otra parte, la ley dispone que  copia del contrato debe ser enviado al Ministerio del Interior y de Justicia 
a más tardar el 20 de enero de cada año, por tal razón, una vez firmado dicho contrato se recomienda que 
sea enviado a dicha entidad.

De acuerdo con el presupuesto anual de inversiones del resguardo y los proyectos, en el contrato se establecerá 
el orden prioritario y tiempo de ejecución en el cual el alcalde o gobernador, ejecutará cada uno de los 
proyectos financiados con los recursos del SGPRI.

El contrato debe firmarse entre el alcalde o gobernador, según sea el caso, y el representante legal del 
resguardo. Sí en las comunidades que integran un resguardo, existen dos o más cabildos y/o autoridades, 
y no existe una autoridad de mayor jerarquía que sea reconocida como representante de todo el resguardo, 
éstas deberán nombrar de común acuerdo un representante, únicamente para efectos de la celebración del 
contrato, lo cual constará en un acta  suscrita por todas las autoridades del resguardo.

El contrato es el instrumento legal que permite al alcalde municipal o gobernador del departamento, según 
sea el caso, iniciar el proceso de administración y ejecución de los recursos del SGP asignados al resguardo 
indígena ubicados en jurisdicción del municipio o del departamento, según sea el caso. 

Esto implica la ordenación del gasto y la ejecución de los proyectos priorizados por las autoridades indígenas 
incorporados en el respectivo contrato. Por lo tanto si no existe dicho contrato no es posible que el alcalde 
pueda adelantar la ejecución de los recursos asignados al resguardo.

Según lo establece la ley, la administración de los recursos es una atribución exclusiva del alcalde o 
gobernador, según el caso y, por lo tanto, las autoridades tradicionales y/o asociaciones de autoridades 
tradicionales indígenas no pueden coadministrar ni coordinar los procesos de contratación que se efectúen 
con cargo a dichos recursos. Por tal razón, en el contrato no se podrán incluir cláusulas que conlleven a la 
coadministración de los recursos.

En el caso de las cláusulas que definan mecanismos de seguimiento y control de la ejecución de los 
recursos por parte de las autoridades de los resguardos, dichas acciones se realizarán sin perjuicio de las 
competencias asignadas por la ley a las Secretarías de Planeación Departamental y a la Contraloría General 
de la República.

Sobre este contrato, la Corte Constitucional, en la sentencia  pluricitada, se expresa así:

“6.9.	En efecto, el convenio al que alude la norma demandada, deberá armonizar con la Constitución, la ley y las normas 
del Plan Nacional de Desarrollo, y en él deberán estar identificadas razonablemente las necesidades básicas de los 
resguardos indígenas, según su propia determinación, así como la formulación de las estrategias que debe seguir el 
municipio para atender tales necesidades básicas. En caso de discrepancia entre la entidad territorial y las autoridades 
del resguardo, sobre el uso de los recursos, prevalecerá la decisión adoptada por la autoridades del respectivo resguardo 
indígena. Contrato entre la entidad territorial y los resguardos indígenas, que además deberá estar precedido del apoyo 
y coordinación respectiva que debe prestar la Dirección de Etnias del Ministerio del Interior y de Justicia.”
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En este caso, la Corte señala que:

•	 En el proceso de programación de los recursos deberán estar identificadas razonablemente las necesidades 
básicas de los resguardos indígenas, según su propia determinación. Es decir, que el uso de los recursos 
debe estar soportado por los respectivos proyectos, que deben estar orientados a coadyuvar a la superación 
de las necesidades básicas de la población del resguardo, en el entendido que los recursos de la AESGPRI 
son complementarios a los de las entidades territoriales.

•	 El proceso de programación de los recursos de la AESGPRI debe tener en cuenta las estrategias, los 
programas y proyectos contemplados en los planes nacionales y de las entidades territoriales, con el 
propósito de armonizar las acciones de cada nivel de gobierno y a su vez lograr un uso eficiente de los 
recursos.

•	 En caso de discrepancia entre la entidad territorial y las autoridades del resguardo, sobre el uso de los 
recursos, prevalecerá la decisión adoptada por las autoridades del respectivo resguardo indígena. Ello tiene 
el propósito de garantizar el derecho  que tienen las comunidades indígenas para determinar el destino 
de los recursos y, como consecuencia, el alcalde o el gobernador del departamento, según sea el caso, 
no puede interferir ni participar en dicho proceso. No obstante, se debe precisar que los recursos de la 
AESGPRI deben ser destinados a la financiación de proyectos en los sectores definidos por el artículo 83 
de la Ley 715 de 2001: i) salud, incluyendo la afiliación al régimen subsidiado, ii) educación, en los niveles 
de preescolar, básica, secundaria y media, iii) agua potable, iv) vivienda y, v) desarrollo agropecuario.

•	 El contrato entre la entidad territorial y los resguardos indígenas deberá estar precedido del apoyo 
y coordinación respectiva que debe prestar la Dirección de Etnias del Ministerio del Interior y de 
Justicia.

2.3.3.4.2. Procesos contractuales desarrollados por las entidades territoriales para la 
ejecución de los proyectos de los resguardos indígenas

Una vez sea firmado el contrato de administración de los recursos de la Asignación Especial del Sistema 
General de Participaciones para los Resguardos Indígenas, el alcalde o gobernador según el caso, deberá 
proceder a la ejecución de cada uno de los proyectos incluidos en dicho contrato, con estricta aplicación de 
las normas que rigen la contratación estatal. Por tal razón, según lo establece la ley, la administración de los 
recursos es una atribución exclusiva del alcalde o gobernador, según el caso y, por lo tanto, las autoridades 
tradicionales y/o asociaciones de autoridades tradicionales indígenas no pueden coadministrar ni coordinar 
los procesos de contratación que se efectúen con cargo a dichos recursos.

Para efectos del cumplimiento del objeto del contrato entre el alcalde y el representante del resguardo, 
previsto por el artículo 83 de la Ley 715 de 2001, el alcalde o el gobernador, según el caso, debe adelantar los 
procesos contractuales para la adjudicación de los contratos de cada uno de los proyectos, dando aplicación 
a lo dispuesto por las Leyes 80 de 1993 y 1150 de 2007 y sus reglamentos. Es decir, que el desarrollo  del 
primero demanda para su cumplimiento la celebración de contratos específicos para la ejecución de cada uno 
de los proyectos contemplados en el contrato inicial de los resguardos indígenas con la alcaldía municipal 
o gobernación correspondiente.

En el caso de los contratos celebrados por el alcalde para la ejecución de los proyectos, en desarrollo del 
contrato previsto por el artículo 83 de la Ley 715 de 2001, que al 31 de diciembre de cada año se encuentren 
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en ejecución, éstos deberán seguir su ejecución hasta tanto se cumpla con el objeto de cada uno de ellos, en 
los términos estipulados contractualmente.

Es claro, entonces, que al alcalde municipal o gobernador, según sea el caso, le corresponde la facultad de 
ejecutar los recursos del SGP asignados a los resguardos indígenas, y, en consecuencia, la norma le confiere 
las atribuciones y la capacidad para ejecutar dichos recursos de acuerdo con las normas presupuestales y 
contractuales aplicadas en el municipio o departamento según el caso. 

Para la administración de los recursos, el municipio o gobernación según el caso, debe tener una cuenta 
a nombre de cada resguardo indígena, la cual debe ser independiente de las cuentas del municipio y para 
su ejecución se deberán cumplir las normas,  procedimientos y llevar los libros presupuestales y contables 
aplicados por la entidad territorial.

2.3.3.4.3. Concepto de la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado

Sobre el tema de la contratación de los recursos de las transferencias a los resguardos indígenas es importante 
tener en cuenta lo expresado por la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado, radicación No 
1297, del 14 de diciembre de 2004 , en respuesta a consulta formulada por el Ministerio del Interior. En el 
concepto la Sala hace las siguientes presiones en referencia al tema de la participación en los ingresos corrientes 
de la Nación, que pueden ser aplicables para el caso de los recursos del Sistema General de Participaciones 
asignados a los resguardos indígenas.

Dentro de las precisiones efectuadas por la Sala se puede destacar lo siguiente:

•	 La referencia que hace el precepto a una «entidad pública especial» debe armonizarse con las funciones 
atribuidas a los cabildos en la Ley 89 de 1890, las cuales no tienen el carácter de públicas, ni forman 
parte de la estructura orgánica de la administración pública, pues tales atribuciones se remiten a regular 
asuntos estrictamente internos de las comunidades indígenas.

•	 Los gobernadores de cabildo y los cabildantes gozan de un régimen excepcional para el cumplimiento 
de las funciones atribuidas a esta entidad, pues la naturaleza de éstas no permite encasillarlas en la 
clasificación de servidores públicos  prevista en el artículo 123 constitucional, dado que no son miembros 
de una corporación pública, ni empleados o trabajadores del Estado y, por lo demás el legislador no ha 
establecido ninguna otra clasificación respecto de ellos, en uso de las facultades del artículo150.23, de la 
Constitución Política.

•	 El hecho de calificarse el cabildo como entidad pública no tiene por virtud transformar las atribuciones de 
los gobernadores de cabildo y cabildantes en públicas y darles a estos la calidad de servidores públicos.

•	 La Ley 80 de 1993 –estatuto general de contratación de la administración pública–, tiene por objeto 
«disponer las reglas y principios que rigen los contratos de las entidades estatales» en ella previstas, 
dentro de las cuales no se encuentran los cabildos indígenas.

•	 El artículo 25 de la Ley 60 de 1993 dispone que tal participación se administrará por el respectivo municipio 
donde se encuentre ubicado el resguardo, «para lo cual se celebrará un contrato entre el municipio o 
municipios y las autoridades del resguardo».  Al respecto cabe precisar que esta fórmula fue retomada 
por el artículo 83 de la Ley 715 de 2001.



DISTRIBUCIÓN Y DESTINACIÓN DE LAS ASIGNACIONES ESPECIALESCAPÍTULO II

34

•	 La ley no ha concedido capacidad contractual a los cabildos indígenas y por lo mismo ni los gobernadores 
de éstos, ni los cabildantes, están habilitados para celebrar ningún tipo de contrato, entre ellos los 
interadministrativos, que sólo se celebran entre las entidades estatales a que se refieren los artículos 2° 
de la Ley 80 de 1993 y 95 de la Ley 489 de 1998, especie contractual no reglamentada aún de manera 
general. 

•	 Una vez sean reglamentados los territorios indígenas por la ley de ordenamiento territorial, éstos 
podrán celebrar todo tipo de contratos, pues están clasificados como entidades estatales con capacidad 
contractual.

No obstante lo anterior, es necesario aclarar que es posible que el gobernador del cabildo como representante 
del resguardo, y los habitantes del resguardo participen como proponentes en las convocatorias efectuadas 
por el alcalde para efectos de la contratación de los proyectos, de conformidad con lo dispuesto por la Ley 
80 de 1993 y sus reglamentos. En este caso, el resguardo participa en igualdad de condiciones a los demás 
proponentes interesados en la ejecución de los proyectos.

Cuando al representante de resguardo indígena, o a uno o varios de sus miembros, les sea adjudicada por 
el alcalde la ejecución de un proyecto, deben cumplir los requisitos previstos por la ley para efectos de la 
legalización y perfeccionamiento de todos los contratos. 

El contrato es el instrumento legal que permite al alcalde municipal, iniciar el proceso de administración y 
ejecución de los recursos del SGP asignados al resguardo indígena ubicados en jurisdicción del municipio. 
Esto implica la ordenación del gasto y la ejecución de los proyectos priorizados por las autoridades indígenas 
incorporados en el respectivo contrato.

Ahora bien, si en un resguardo existen dos o más autoridades indígenas, sin que exista una autoridad de mayor 
jerarquía sobre ellas, es necesario que éstas se organicen y definan un solo representante para la firma de un 
solo contrato con el alcalde, con el propósito que el mandatario municipal pueda ejecutar los proyectos que 
hagan parte del mismo. Es decir, que en ese caso, no se deben firmar convenios individuales con cada una 
de las personas que sean reconocidas como autoridades tradicionales y/o con cada una de las asociaciones 
que existan al interior del resguardo.

En este sentido, con los recursos asignados a cada resguardo debe celebrarse un único contrato entre el 
resguardo indígena y el municipio, y no varios contratos individuales entre el municipio y cada una de las 
asociaciones o autoridades existentes al interior del resguardo. 

2.3.3.5. Población beneficiaria

Teniendo en cuenta que el beneficiario de la AESGPRI, es el resguardo indígena, los recursos que por este 
concepto le sean asignados a un resguardo indígena determinado, sólo pueden ser invertidos en beneficio de 
la población indígena que habite en él, en programas y proyectos que sean ejecutados dentro de la jurisdicción 
del resguardo.

Adicionalmente, se debe tener en cuenta que los recursos del SGP asignados al resguardo no se pueden 
utilizar para financiar gastos de funcionamiento como pago de salarios, honorarios y/o bonificaciones al 
personal vinculado por el resguardo para la atención de asuntos relacionados con la administración del 
resguardo o para financiar al personal de la administración municipal o departamental; tampoco es posible 
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financiar los gastos generales requeridos para el funcionamiento del resguardo, ni los aportes para financiar 
las asociaciones a las cuales esté afiliado.

En el evento en que las autoridades del resguardo indígena, por ejemplo, el cabildo, tengan contratado personal 
para el desempeño de actividades propias de su gobierno y administración, los gastos generados por dicho 
concepto deben ser financiados con recursos propios del resguardo, diferentes de la AESGPRI. Por dicha 
razón, el alcalde o gobernador, según sea el caso, no puede ordenar el pago a los empleados del resguardo, 
municipio o departamento, ni las deudas acumuladas por dichos conceptos.

De otra parte, es necesario tener en cuenta que el Estatuto Orgánico del Presupuesto Nacional prohíbe a los 
servidores públicos, entre ellos el alcalde municipal, el pago de hechos cumplidos y de aquellos compromisos 
asumidos sin el cumplimento de los requisitos legales. 

2.3.3.6. Los recursos de la AESGPRI no se pueden incorporar en el presupuesto municipal 
o departamental

Al respecto, el artículo 120 del Decreto No 111 de 1996 “Estatuto Orgánico de Presupuesto” establece que: 

“Los recursos que de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 357 de la Constitución correspondan a los 
Resguardos Indígenas por su participación en los ingresos corrientes de la Nación, no harán parte del 
presupuesto de rentas de la entidad territorial encargada de su administración”. 

Por lo tanto, para administrar los recursos de la participación de los resguardos indígenas, el municipio o el 
departamento, debe constituir una cuenta especial, de la cual se debe llevar contabilidad separada, sujeta a 
las normas presupuestales y contables vigentes. 

2.3.3.7. Entidad que tiene la competencia para ejercer el control fiscal de la AESGPRI
 
Según lo dispuesto por el artículo 89 de la Ley 715 de 2001, “... el control, seguimiento y verificación del uso 
legal de los recursos del Sistema General de Participaciones es responsabilidad de la Contraloría General 
de la República. Para tal fin establecerá con las contralorías territoriales un sistema de vigilancia especial 
de estos recursos.”

2.3.3.8. Gravámenes de carácter municipal, departamental y nacional sobre los recursos 
del sistema general de participaciones

Con relación a los gravámenes de carácter municipal, departamental y nacional sobre los recursos del Sistema 
General de Participaciones, el artículo 97 de la Ley 715 de 2001, establece lo siguiente:

“Artículo 97. Gravámenes a los recursos del Sistema General de Participaciones. En ningún caso podrán establecer tasas, 
contribuciones o porcentajes de asignación a favor de las contralorías territoriales, para cubrir los costos del control fiscal, 
sobre el monto de los recursos del Sistema General de Participaciones. 

Los recursos transferidos a las entidades territoriales por concepto del Sistema General de Participaciones y los gastos 
que realicen las entidades territoriales con ellos, están exentos para dichas entidades del Gravamen a las transacciones 
financieras. 

Las contralorías de las antiguas comisarías no podrán financiarse con recursos de transferencias. Su funcionamiento sólo 
podrá ser financiado con ingresos corrientes de libre destinación del Departamento dentro de los límites de la Ley 617 de 
2000 menos un punto porcentual.”
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Para mayor información consultar la página web: www.dnp.gov.co Documento, “Orientaciones para la 
programación, administración y ejecución de los recursos del Sistema General de Participaciones para los 
Resguardos Indígenas”.

2.4. Recursos para el Fondo Nacional de Pensiones Territoriales (Fonpet)

2.4.1. Distribución

La distribución de los recursos del Fondo Nacional de Pensiones de las Entidades Territoriales orientadas al 
cubrimiento de los pasivos pensionales territoriales se realiza en los términos previstos en el artículo 2° del 
Decreto 1584 de 2002, por medio del cual se reglamenta parcialmente la Ley 549 de 1999, el cual señala 
lo siguiente:

“Artículo 2º. Recursos del Sistema General de Participaciones. Los recursos del Sistema General de Participaciones 
que se causen a favor del Fondo Nacional de Pensiones de las Entidades Territoriales, Fonpet, de conformidad con el 
parágrafo 2º del artículo 2º de la Ley 715 de 2001, a partir del año 2002 se distribuirán entre las entidades territoriales en 
la misma proporción en que se distribuyan los recursos del Sistema General de Participaciones distintos de las asignaciones 
especiales establecidas en el citado parágrafo. Estos recursos se trasladarán al Fonpet y se abonarán en las cuentas de 
las entidades territoriales con la misma periodicidad y oportunidad prevista para los recursos del Sistema General de 
Participaciones.

Cuando quiera que los recursos del Sistema General de Participaciones se distribuyan parcialmente entre las entidades 
territoriales, el Ministerio de Hacienda y Crédito Público distribuirá parcialmente y en la misma proporción los recursos 
de las participaciones correspondientes al Fondo Nacional de Pensiones de las Entidades Territoriales, Fonpet. Una vez 
se haya realizado totalmente la distribución de las participaciones correspondientes de conformidad con la ley 715 de 
2001, el Ministerio de Hacienda y Crédito Público procederá a completar las reparticiones realizadas de los recursos del 
Fonpet y a trasladar a dicho fondo el saldo correspondiente a los recursos no distribuidos de meses anteriores, para que 
sea abonado en las cuentas de las entidades territoriales que correspondan.”

Es necesario precisar que, a partir de la expedición de la Ley 863 de 2003, por la cual se establecen normas 
tributarias, aduaneras, fiscales y de control para estimular el crecimiento económico y el saneamiento de 
las finanzas públicas, los recursos de la asignación especial anteriormente descrita, no son los únicos del 
Sistema General de Participaciones con destino al Fondo de Pensiones Territoriales (Fonpet) No obstante, lo 
pertinente a esta nueva destinación de recursos se tratará en el capítulo VI, correspondiente a la Participación 
de Propósito General.

Por otra parte cabe señalar que la Ley 549 de 1999, por la cual se dictan normas tendientes a financiar el 
pasivo pensional de las entidades territoriales, se crea el Fondo Nacional de Pensiones de las Entidades 
Territoriales y se dictan otras disposiciones en materia prestacional, contempla mecanismos para que las 
entidades territoriales accedan a los recursos del Fonpet, en los siguientes términos:

“Artículo 5º. Transferencia de activos fijos. El Gobierno podrá fijar los parámetros generales conforme a los cuales el 
Consejo Directivo del Fondo podrá autorizar que se entregue a las entidades territoriales un monto de recursos líquidos 
no superior al treinta por ciento (30%) del saldo de la cuenta de la entidad, con destino al pago de las obligaciones 
pensionales, proveniente de las fuentes de recursos previstas en los numerales 1, 2, 3, 8, 9, 10 y 11 del artículo 2º de la 
presente ley. A cambio de estos recursos, se deberán entregar por las entidades territoriales activos fijos que podrán ser 
administrados en encargos fiduciarios. Dichos activos serán enajenados, en la medida en que se requiera, y los recursos 
allí obtenidos se transferirán al Fonpet.

Los activos que se entreguen deberán ser enajenables, no se podrán recibir por un monto superior a su valor en libros y, 
en todo caso, la entidad territorial deberá obligarse a garantizar la liquidez de los mismos en el evento en que ello sea 
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necesario. Además, periódicamente deberá determinarse el valor de mercado de dichos activos y en el evento en que el 
mismo sea inferior a aquel por el cual se recibió el bien, la entidad territorial quedará obligada a aportar la diferencia en 
la medida en que ello sea necesario para que los recursos en su cuenta cubran el valor del pasivo pensional de acuerdo 
con el cálculo actuarial.

Artículo 6º. Retiro de recursos del Fondo Nacional de Pensiones de las Entidades Territoriales. Sin perjuicio de lo 
establecido en el artículo anterior, no se podrán retirar recursos de la cuenta de cada entidad territorial en el Fondo 
Nacional de Pensiones de las Entidades Territoriales hasta tanto sumado el monto acumulado en la cuenta territorial en 
el Fondo Nacional de Pasivos de las Entidades Territoriales con los recursos que tengan en sus Fondos Territoriales de 
Pensiones o en sus Patrimonios Autónomos o en las reservas legalmente constituidas por las entidades descentralizadas 
o demás entidades del nivel territorial, se haya cubierto el cien por ciento (100%) del pasivo pensional, de conformidad 
con el respectivo cálculo actuarial.

Cumplido dicho monto, la entidad podrá destinar los recursos del Fondo al pago de pasivos pensionales, siempre y cuando, 
en todo caso el saldo de la cuenta en el Fonpet, en los Fondos Territoriales de Pensiones, en los Patrimonios Autónomos 
que tengan constituidos o las reservas constituidas por las entidades descentralizadas u otras entidades del nivel territorial, 
cubra el cálculo del pasivo pensional total de la entidad.

Mientras la suma de estos saldos, no cubra dicho cálculo, la entidad deberá cubrir sus pasivos pensionales exigibles con 
los recursos del Fondo Territorial de Pensiones, el Patrimonio Autónomo constituido, las reservas constituidas con ese 
fin, o con otros recursos.

El Fondo Territorial de Pensiones y los patrimonios autónomos constituidos para garantizar pasivos pensionales de acuerdo 
con la Ley 100 de 1993 y disposiciones complementarias, podrán administrarse conjuntamente en un patrimonio autónomo 
único y su administración estará a cargo de sociedades fiduciarias, administradoras de fondos de pensiones.

Así mismo, cuando los pasivos pensionales, de una entidad estén cubiertos, los recursos a que se refiere el artículo 2º de 
esta ley que se causen a partir de dicha fecha podrán ser destinados por la entidad titular de los mismos a los fines que 
correspondan de acuerdo con las leyes que regulan la destinación de cada uno de estos recursos. En todo caso, si el pasivo 
deja de estar adecuadamente cubierto deberán destinarse los recursos nuevamente a la financiación de la cuenta de la 
entidad en el Fondo Nacional de Pensiones de las Entidades Públicas Territoriales. Los recursos nacionales a que se refiere 
la ley, se distribuirán entre las cuentas de las entidades que no tengan cubierto todo su pasivo.

Los rendimientos financieros que generen los recursos del Fonpet se distribuirán entre las cuentas de las entidades territoriales 
aportantes, a prorrata del valor de las mismas y en consecuencia se sujetarán a lo previsto en la presente ley.

En el mismo sentido la Ley 863 de 2003, dispuso lo siguiente:

“Artículo 51. Para el cubrimiento de las obligaciones por concepto de bonos pensionales y cuotas partes de bonos 
pensionales, los entes territoriales podrán utilizar hasta el cincuenta por ciento (50%) del saldo disponible en la cuenta del 
Fondo Nacional de Pensiones de las Entidades Territoriales, Fonpet, creado por la Ley 549 de 1999, aun cuando la reserva 
constituida no haya alcanzado el ciento por cien to (100%) del pasivo pensional. Conforme al reglamento que establezca 
el Gobierno nacional, estos recursos podrán transferirse directamente a las entidades administradoras en nombre de los 
entes territoriales emisores, previa autorización del representante legal respectivo.”

En desarrollo de estas disposiciones legales el Gobierno nacional expidió el Decreto  4105 de 2004, por 
el cual se reglamenta la entrega y retiro de recursos del Fondo de Pensiones de las Entidades Territoriales, 
(Fonpet), determinando lo siguiente:

“Artículo 1º. Determinación del saldo en cuenta para retiros. Para los efectos de la entrega de retiro de recursos del Fondo 
de Pensiones de las Entidades Territoriales, Fonpet, de que tratan los artículos 5º y 6º de la Ley 549 de 1999 y 51 de la Ley 
863 de 2003, se establecerá anualmente como saldo en cuenta de las entidades territoriales en el Fonpet el valor acumulado 
a 31 de diciembre del año inmediatamente anterior a la solicitud de retiro, de acuerdo con el siguiente procedimiento:

1.1.	 Se tomará el valor de los patrimonios autónomos del Fonpet, tomando como fecha de corte la de aprobación de los 
últimos estados financieros y la distribución entre las cuentas de las entidades territoriales de acuerdo con el Sistema 
de Información del Fonpet (SIF).
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1.2.	 En la cuenta de cada entidad territorial se calcularán saldos independientes para los sectores de salud, educación y 
propósito general.

1.3. 	El saldo en cuenta será igual al total de los ingresos de cada sector a la fecha de corte, calculados en unidades del 
Fonpet.

1.4.	 El límite máximo para retiros será del 30% del saldo en cuenta para los retiros de que trata el Capítulo II del presente 
decreto y del 50% del saldo en cuenta para los retiros de que trata el Capítulo V del presente decreto. En ningún caso 
la suma de los retiros por estos dos conceptos podrá exceder el 50% del saldo en cuenta de cada sector.

1.5. 	El SIF suministrará los saldos en cuenta y los cupos disponibles para los retiros de que tratan los Capítulos II y V 
del presente decreto, de tal manera que sirva de fuente de consulta para las entidades territoriales y para las demás 
entidades que lo requieran.

Parágrafo 1º. El procedimiento para establecer el saldo en cuenta de que trata el presente artículo se aplicará en la 
primera vigencia fiscal en la cual sea autorizado el retiro de recursos a la entidad territorial. Para las vigencias fiscales 
posteriores en las cuales se solicite el retiro de recursos, el saldo en cuenta se establecerá teniendo en cuenta únicamente 
los nuevos recursos que por concepto de aportes y rendimientos financieros hubieren ingresado a la cuenta de la entidad 
territorial a partir de la fecha de autorización del anterior retiro. Lo anterior, con el propósito de mantener los objetivos 
de constitución de reservas de largo plazo previstos en la Ley 549 de 1999 y garantizar el derecho a la pensión de todos 
los servidores públicos incluidos en los cálculos actuariales.

Parágrafo 2º. Para establecer el saldo en cuenta no se tendrán en cuenta los recursos que de conformidad con la Ley 715 
de 2001 se trasladen al Fondo Nacional de Pensiones de las Entidades Territoriales para el sector educación; el retiro de 
estos recursos se someterá al procedimiento establecido en el Capítulo III de este decreto. Tampoco se tendrán en cuenta 
los recursos de que tratan el numeral 10 del artículo 2º de la Ley 549 de 1999 y el parágrafo 3º del artículo 42 de la Ley 
643 de 2001, los cuales se destinarán a atender el financiamiento del pasivo pensional del sector salud, en la forma prevista 
en dichas disposiciones.

Parágrafo 3º. Para la aplicación del procedimiento de retiro de recursos de que trata el presente decreto, será necesario 
que las entidades administradoras hayan realizado las adaptaciones operativas y de información del Fonpet, lo cual deberá 
concluir en un plazo máximo de tres meses, contados a partir de la vigencia del presente decreto.

Artículo 2º. Distribución de retiros entre las administradoras. Los retiros de recursos que trata el presente decreto 
se distribuirán entre las administradoras de Fonpet a prorrata de su participación en el total de recursos de capital 
administrados a la fecha del desembolso.

Para la asignación de nuevos recaudos de recursos entre las administradoras se utilizarán los mecanismos de asignación 
de recursos previstos en los contratos respectivos. A partir de la fecha de autorización de la entrega de recursos, las 
administradoras tendrán un plazo de treinta (30) días para efectuar los desembolsos.

Artículo 3º. Contabilización de los retiros. Los retiros de recursos de Fonpet y los reembolsos que deban realizar las 
entidades territoriales de conformidad con el presente decreto, se contabilizarán por su valor en unidades del Fonpet a 
la fecha de retiro.

En todo caso, las solicitudes de retiros y las autorizaciones de las mismas se realizarán en pesos.

Artículo 4º. Certificación sobre el cumplimiento de la ley. Para el retiro de los recursos de que tratan los capítulos II y V del 
presente decreto, las entidades territoriales deberán acreditar ante el Ministerio de Hacienda y Crédito Público-Dirección 
de Regulación Económica de la Seguridad Social, el cumplimiento de los requisitos establecidos en el Decreto 1308 de 
2003, y las normas que lo modifiquen o adicionen.

Artículo 5º. Sujeción a las apropiaciones presupuestales. La ejecución de estos recursos estará en cabeza de las entidades 
territoriales, quienes deberán incluir en sus presupuestos las partidas correspondientes para su pago, con sujeción a lo 
que dispongan las normas que regulan el manejo del Fondo.

CAPÍTULO II

Retiro de recursos para el pago de obligaciones pensionales

Artículo 6º. Solicitud de la entidad territorial. Para efectos de la autorización de los retiros de que trata el artículo 5º de la 
Ley 549 de 1999, la entidad territorial deberá presentar una solicitud escrita al Ministerio de Hacienda y Crédito Público-
Dirección de Regulación Económica de la Seguridad Social. La solicitud deberá contener el monto del retiro solicitado, 
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descripción de los activos que se entregarán a cambio de los recursos y su correspondiente avalúo, así como del esquema 
del negocio fiduciario que se propone para su administración y venta.

El Ministerio de Hacienda y Crédito Público-Dirección de Regulación Económica de la Seguridad Social, evaluará 
la solicitud presentada por la entidad territorial y solicitará las aclaraciones e información adicional que considere 
pertinentes.

Artículo 7º. Parámetros para la autorización de retiros. De conformidad con el artículo 5º de la Ley 549 de 1999, el Comité 
Directivo de Fonpet podrá autorizar que se entregue a las entidades territoriales un monto de recursos líquidos no superior 
al treinta por ciento (30%) del saldo de la cuenta de la entidad, con destino al pago de las obligaciones pensionales, 
proveniente de las fuentes de recursos previstas en los numerales 1, 2, 3, 8, 9 y 11 del artículo 2º de la Ley 549 de 1999, de 
acuerdo con los siguientes parámetros:

7.1	 El SIF, suministrará anualmente, de acuerdo con los últimos estados financieros de Fonpet que hubiere aprobado 
el Comité Directivo, el saldo en cuenta para efectos de retiros, de conformidad con lo previsto en el artículo 1º del 
presente decreto.

7.2	 Los activos admisibles para efectos de la operación deberán ser activos fijos, que tengan el carácter de bienes fiscales 
fácilmente realizables. Los activos deberán estar libres de gravámenes o cualquier limitación de dominio. Para el 
efecto, a la solicitud se acompañará la copia del acuerdo u ordenanza que autoriza la enajenación.

7.3	 El Ministerio de Hacienda y Crédito Público-Dirección de Regulación Económica de la Seguridad Social, verificará 
el cumplimiento de los requisitos de que tratan los artículos 2º y 3º del Decreto 1308 de 2003 y presentará la solicitud 
para trámite ante el Comité Directivo, con una recomendación técnica sobre la viabilidad de la operación. Para efectos 
de la recomendación, el Ministerio tendrá en cuenta además el cumplimiento de la entidad territorial en las metas de 
desempeño fiscal establecidas en la Ley 617 de 2000.

7.4	 Las autorizaciones de retiros se presentarán al Comité Directivo para su aprobación en el mismo orden en que se 
acredite el cumplimiento de los requisitos de que trata el presente decreto. Las solicitudes aprobadas por el Comité 
Directivo se desembolsarán respetando el mismo orden.

7.5	 Para la aprobación de los retiros será necesario el voto favorable del Ministro de Hacienda y Crédito Público o su 
delegado en el Comité Directivo del Fonpet.

Artículo 8º. Valor de los activos. Los activos serán recibidos por su valor de mercado, el cual se establecerá de acuerdo con 
avalúos emitidos según las disposiciones legales aplicables. En ningún caso el valor de mercado de los activos podrá ser 
superior al valor en libros registrado en la contabilidad de la entidad territorial para la vigencia inmediatamente anterior. 
El valor de mercado de los activos recibidos deberá revisarse anualmente por parte de la entidad territorial y dicha revisión 
deberá ser comunicada al Fonpet por la entidad administradora de los activos.

En cualquier evento en que el valor de mercado de los activos sea inferior a aquel por el cual se recibieron, la entidad 
territorial deberá iniciar las gestiones presupuestales para aportar la diferencia en la vigencia fiscal siguiente, de tal manera 
que los recursos cubran el valor del pasivo pensional, de acuerdo con el cálculo actuarial. El incumplimiento de la entidad 
territorial en su obligación de aportar la diferencia, de acuerdo con el inciso anterior, implicará el incumplimiento de la 
Ley 549 de 1999 para todos los efectos previstos en las disposiciones vigentes.

La liquidez de los activos deberá ser garantizada por la entidad territorial mediante la pignoración de rentas de su propiedad, 
la cual deberá constar en el contrato de encargo fiduciario de que trata el artículo siguiente. Dicha pignoración deberá 
cubrir además la diferencia resultante del menor valor de los activos de que trata el inciso anterior.

Artículo 9º. Constitución de encargo fiduciario. Una vez autorizado el retiro de recursos por el Comité Directivo de 
Fonpet, y en todo caso como condición previa al desembolso, la entidad territorial deberá constituir un encargo fiduciario 
en favor de Fonpet, en entidades legalmente autorizadas para este efecto. Para estos efectos, el plazo de treinta (30) días 
establecido en el inciso tercero del artículo 2º del presente decreto se contará a partir de la entrega del contrato de encargo 
fiduciario, debidamente legalizado, al Ministerio de Hacienda y Crédito Público-Dirección de Regulación Económica de 
la Seguridad Social.

Sin perjuicio de las autorizaciones requeridas legalmente para la celebración de este tipo de contratos, la entidad territorial 
deberá prever de manera expresa los recursos necesarios para atender los gastos que demande el negocio fiduciario.

Para los efectos del artículo 5º de la Ley 549 de 1999, se entiende que se requiere la enajenación de los activos si dentro 
de los dos (2) años siguientes al desembolso de los recursos la entidad territorial no ha restituido al Fonpet el valor de los 
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recursos entregados de acuerdo con este capítulo, actualizados con la rentabilidad promedio obtenida por los patrimonios 
autónomos del Fonpet, para lo cual el contrato de administración que se celebre deberá establecer las previsiones necesarias. 
Los recursos obtenidos de la enajenación de los activos deberán entregarse a Fonpet ingresarán a la cuenta de la entidad 
territorial. Si los activos no fueren enajenados dentro de dicho plazo, o el valor de la venta no fuese suficiente para cubrir 
el valor actualizado de los recursos entregados, la entidad territorial deberá reembolsar al Fonpet el valor actualizado de 
los recursos o la diferencia resultante, dentro de la vigencia fiscal siguiente, sin perjuicio de la facultad del Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público de hacer efectiva la garantía de liquidez de que trata el artículo anterior.

El incumplimiento de la entidad territorial en su obligación de reembolsar el valor actualizado de los recursos o la diferencia 
resultante, de acuerdo con el inciso anterior, implicará el incumplimiento de la Ley 549 de 1999 para todos los efectos 
previstos en las disposiciones vigentes.

Corresponderá a la entidad administradora de los activos verificar que la entidad territorial haya obtenido las autorizaciones 
necesarias para celebrar el contrato y enajenar los activos.

Artículo 10º. Destinación de los retiros. Los recursos cuyo re tiro se autoriza de conformidad con el presente capítulo 
solamente podrán destinarse al pago de las obligaciones pensionales de la entidad territorial en el sector correspondiente. 
Sin perjuicio de las sanciones previstas en las normas legales aplicables, la destinación de los recursos a otros fines implica 
el incumplimiento de la Ley 549 de 1999, para todos los efectos previstos en las disposiciones pertinentes.

CAPÍTULO III

Retiro de recursos cuando se haya cubierto el monto del pasivo pensional

Artículo 11. Cubrimiento del pasivo pensional. Teniendo en cuenta la obligación de cobertura integral del pasivo pensional 
prevista en el artículo 1º de la Ley 549 de 1999, para efectos de establecer el cubrimiento del ciento por ciento (100%) del 
pasivo pensional de que trata el artículo 6º de la misma ley, se calculará, en términos porcentuales, la proporción existente 
entre las reservas y los pasivos de las entidades territoriales y sus descentralizadas así:

11.1	 Las reservas serán el resultado de sumar:

11.1.1	 Los recursos de la cuenta en Fonpet de la entidad territorial.

11.1.2	 Los recursos existentes en los fondos de pensiones territoriales.

11.1.3	 Los recursos existentes en los patrimonios autónomos de garantía o patrimonios autónomos pensionales constituidos 
por la entidad territorial de conformidad con los Decretos 810 de 1998 y 941 de 2002.

11.1.4	 Los recursos existentes en los patrimonios autónomos de garantía o patrimonios autónomos pensionales constituidos 
por las entidades descentralizadas de conformidad con los Decretos 810 de 1998 y 941 de 2002.

11.1.5	 Los demás activos liquidables destinados de manera específica por las entidades descentralizadas para respaldar 
el pago de sus obligaciones pensionales.

11.2	 Los pasivos serán el resultado de sumar:

11.2.1	 Las obligaciones compuestas por los bonos pensionales, el valor correspondiente a las reservas matemáticas de 
pensiones y las cuotas partes de bonos y de pensiones de la entidad territorial de conformidad con el respectivo 
cálculo actuarial.

11.2.2	 Las obligaciones compuestas por los bonos pensionales, el valor correspondiente a las reservas matemáticas de 
pensiones y las cuotas partes de bonos y de pensiones de las entidades descentralizadas de conformidad con el 
respectivo cálculo actuarial.

Parágrafo. Para los efectos del presente artículo, las entidades territoriales deberán acreditar que tienen constituidos los 
Fondos Territoriales de Pensiones, los Patrimonios Autónomos y las reservas correspondientes, con las certificaciones que 
en tal sentido requiera el Ministerio de Hacienda y Crédito Público-Dirección de Regulación Económica de la Seguridad 
Social.

Artículo 12. Cesación de obligaciones. Mientras el cubrimiento del pasivo pensional sea inferior al ciento por ciento (100%), 
la entidad territorial deberá continuar realizando aportes al Fonpet con las fuentes a su cargo previstas en el artículo 2º 
de la Ley 549 de 1999 y las disposiciones que lo modifiquen o adicionen.

Cuando la entidad territorial haya cubierto el ciento por ciento (100%) de su pasivo pensional, cesará su obligación de 
continuar realizando aportes a Fonpet en relación con las fuentes a su cargo previstas en la Ley 549 de 199 9. Dichos 
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recursos podrán ser destinados por la entidad territorial a los mismos fines que correspondan de acuerdo con las leyes 
que regulan su destinación.

Asimismo, cesará la obligación de la Nación de transferir a la cuenta de la entidad territorial en Fonpet los recursos de 
origen nacional previstos en la Ley 549 de 1999 y las disposiciones que la modifiquen o adicionen. Los recursos de origen 
nacional se distribuirán entre las demás entidades territoriales.

En cualquier evento en que se demuestre que la entidad territorial ha asumido nuevas obligaciones pensionales o el monto 
de cubrimiento del pasivo es inferior al inicialmente previsto, se reiniciará su obligación de realizar aportes al Fonpet y, 
correlativamente, la Nación reiniciará la transferencia de recursos de origen nacional. Para estos efectos, el Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público-Dirección de Regulación Económica de la Seguridad Social, realizará la actualización anual 
de los cálculos actuariales y la revisión de las reservas existentes.

Artículo 13. Retiro de recursos. Mientras el cubrimiento del pasivo pensional sea inferior al ciento por ciento (100%), no 
se podrán retirar recursos de la cuenta de la entidad territorial en el Fonpet. En este evento, la entidad deberá atender 
sus obligaciones pensionales exigibles con los recursos del Fondo Territorial de Pensiones, el Patrimonio Autónomo o las 
reservas constituidas para ese fin, o con otros recursos.

Cuando el cubrimiento del pasivo pensional sea igual o superior al ciento por ciento (100%), la entidad territorial tendrá 
derecho a retirar del Fonpet una suma no superior al monto de sus obligaciones corrientes de cada vigencia fiscal, con 
destino al pago de los pasivos de que trata el artículo 11.2.1 de este decreto.

Los recursos serán transferidos por el Fonpet al Fondo Territorial de Pensiones o al Patrimonio Autónomo constituido por 
la entidad territorial para el pago de obligaciones pensionales.

En todo caso, las obligaciones pensionales de la entidad territorial se continuarán atendiendo de manera preferente con 
los recursos del Fondo Territorial de Pensiones o del Patrimonio Autónomo hasta su agotamiento. En consecuencia, para 
que pueda efectuarse la transferencia de recursos de que trata el presente artículo, la entidad territorial deberá acreditar 
ante el Fonpet que el monto de las reservas de que tratan los artículos 11.1.2 y 11.1.3 del presente decreto son insuficientes 
para atender sus obligaciones pensionales corrientes.

Artículo 14. Nuevas entidades territoriales. El cubrimiento del pasivo pensional por parte de las nuevas entidades territoriales 
será verificado por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público-Dirección de Regulación Económica de la Seguridad 
Social, con base en el acto de creación y en cruces de información que realice con la Contaduría General de la Nación, 
los organismos de control y las entidades de las cuales las nuevas entidades fueren segregadas.

Artículo 15. Destinación específica. Los recursos entregados de acuerdo con el presente capítulo deberán destinarse 
exclusivamente al pago de obligaciones pensionales de la misma entidad territorial, de acuerdo con el artículo 11.2 de 
este decreto. Si la entidad territorial no tuviere pasivos a cargo, los recursos previstos en los numerales 1 y 2 del artículo 
2º de la Ley 549 de 1999 y los recursos del Sistema General de Participaciones conservarán en todo caso la destinación 
prevista en la Constitución y en la ley.

CAPÍTULO IV

Transferencia de recursos para amortización de la deuda consolidada con el Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio

Artículo 16. Saldo consolidado de la deuda. De conformidad con el parágrafo 4º del artículo 18 de la Ley 715 de 2001, 
el valor del cálculo actuarial por concepto de pensiones que representa el saldo consolidado de la deuda, de que trata el 
mismo artículo se establecerá en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 3752 de 2003 y se verificará por el Ministerio 
de Hacienda y Crédito Público-Dirección de Regulación Económica de la Seguridad Social. Para establecer el saldo 
consolidado de la deuda se tendrán en cuenta los aportes y amortizaciones de deuda realizados por la entidad territorial, 
los cuales se actualizarán de conformidad con el parágrafo 1º del artículo 6º del Decreto 3752 de 2003.

El valor del cálculo actuarial deberá actualizarse anualmente, con el fin de mantener ajustado el saldo de la deuda con 
respecto al valor real del pasivo.

Mientras se establece el valor del cálculo actuarial por concepto de pensiones, se tendrá en cuenta como saldo consolidado 
de la deuda el valor del pasivo que por este concepto se encuentre registrado en el SIF.

Artículo 17. Transferencia de recursos por el Fonpet. El Fonpet transferirá anualmente de la cuenta de cada una de las 
entidades territoriales al Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio (FPSM) recursos del sector educación, para el 
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cumplimiento de las obligaciones por concepto del saldo de la deuda establecido en el artículo 18 de la Ley 715 del 2001. 
Cumplidas dichas obligaciones, los recursos que se trasladen al Fonpet mantendrán la destinación al pago de obligaciones 
pensionales del sector educación.

Para los efectos anteriores, las entidades territoriales deberán incluir en sus presupuestos, máximo, el monto de los recursos 
del sector de educación registrado en el SIF a 31 de diciembre de la vigencia anterior. La apropiación de esta partida por 
parte de cada entidad territorial será verificada por el FPSM y será indispensable para que el Fonpet le transfiera los 
recursos a este, quien informará a la Dirección de Regulación Económica de la Seguridad Social del Ministerio de Hacienda 
y Crédito Público el cumplimiento de esta condición, para que proceda a autorizar la transferencia de estos recursos.

El valor de la transferencia que realice el Fonpet no podrá ser superior, para cada entidad territorial, al monto de los 
recursos registrados en el SIF a 31 de diciembre de la vigencia anterior ni al saldo consolidado de la deuda de la entidad 
con el FPSM.

Mientras no se haya cubierto el saldo de la deuda con el Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, las entidades 
territoriales serán responsables del pago de las obligaciones que no sean cubiertas con los recursos del Fonpet. Por lo 
anterior, si los recursos transferidos por el Fonpet en cumplimiento del mencionado artículo no fueren suficientes para el 
cubrimiento de dichas obligaciones, la entidad territorial seguirá aportando los recursos faltantes, en concordancia con 
lo establecido en el convenio respectivo.

En todo caso, mientras se realiza el ajuste de los convenios previsto en el Decreto 3752 de 2003, para efectos de las 
transferencias por parte de Fonpet se tomará el valor del cálculo actuarial que aparezca registrado en el Fonpet.

Parágrafo transitorio. Con el fin de dar aplicación al presente artículo el FPSM deberá realizar de manera previa un cruce 
de cuentas a efectos de establecer el valor del saldo consolidado de la deuda de las entidades territoriales, en el término 
de un año, contado a partir de la entrada en vigencia del presente decreto.

CAPÍTULO V

Retiro de recursos para el pago de bonos pensionales y cuotas partes de bonos pensionales.

Artículo 18. Procedimiento. Para el retiro de recursos con destino al pago de bonos pensionales y cuotas p artes de bonos 
pensionales previsto en el artículo 51 de la Ley 863 de 2003 deberán cumplirse los siguientes requisitos:

18.1	 La administradora de pensiones presentará la solicitud a la Oficina de Bonos Pensionales del Ministerio de Hacienda 
y Crédito Público, a la cual deberá adjuntarse la aprobación del bono pensional o de la cuota parte por parte de 
la entidad territorial y la autorización del representante legal de la entidad territorial para realizar el pago con los 
recursos de Fonpet. La Oficina de Bonos Pensionales elaborará los formatos requeridos para estos efectos, en un 
plazo no superior a dos meses, contados a partir de la vigencia del presente decreto.

18.2	 La Oficina de Bonos Pensionales verificará la liquidación del bono pensional o de la cuota parte y solicitará el pago al 
Fonpet con base en los cupos por entidad territorial y subcuenta suministrados por el Fonpet. El Fonpet determinará 
los cupos con base en el saldo de la cuenta de la entidad territorial, de acuerdo con lo establecido en el artículo 1° 
de este decreto.

18.3	 El pago se realizará directamente por el Fonpet a la entidad administradora de pensiones en que se encuentre afiliado 
el beneficiario, previos los trámites presupuestales a que haya lugar por parte de la entidad territorial.

18.4	 No podrá realizarse pago parcial de bonos pensionales o cuotas partes de bonos pensionales con recursos del Fonpet. 
Si el saldo en cuenta para retiros es insuficiente, Fonpet no realizará el pago solicitado.

Artículo 19. Pago de intereses de mora. Los recursos del Fonpet no podrán destinarse al pago de intereses de mora por 
concepto de bonos pensionales o cuotas partes de bonos pensionales. Si dichos intereses llegaren a causarse, deberán ser 
pagados con recursos propios de la entidad territorial. La administradora de pensiones deberá en todo caso certificar que 
los recursos entregados por este concepto se destinaron exclusivamente en la forma prevista en el presente artículo (…)”

En desarrollo del artículo 51 de la Ley 863 de 2003, fue expedido el Decreto 946 de 2006, por el cual se 
dictan normas en relación con el Fondo Nacional de Pensiones de las Entidades Territoriales (Fonpet). Entre 
las disposiciones del mencionado decreto se resaltan las siguientes:
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“Artículo 1o. En desarrollo de lo previsto en el artículo 51 de la Ley 863 de 2003, las entidades territoriales podrán utilizar 
hasta el cincuenta por ciento (50%) del saldo disponible en la cuenta del Fondo Nacional de Pensiones de las Entidades 
Territoriales, Fonpet, aun cuando la reserva constituida no haya alcanzado el ciento por ciento (100%) del pasivo pensional, 
con destino al cubrimiento de las obligaciones por concepto de bonos pensionales y cuotas partes de bonos pensionales.

El Fonpet reembolsará a las entidades territoriales los pagos de bonos pensionales y cuotas partes de bonos pensionales 
que hayan realizado durante el período comprendido entre la entrada en vigencia de la Ley 863 de 2003 y la fecha de 
publicación del presente decreto.

Al reembolso de que trata el presente decreto no se aplicará el procedimiento previsto en el capítulo V del Decreto 4105 
de 2004. No obstante, estará sometido al límite de que trata el artículo 51 de la Ley 863 de 2003, en concordancia con lo 
establecido en el artículo 1o del Decreto 4105 de 2004.

Artículo 2°. Para efectos del reembolso de que trata el artículo anterior, el representante legal de la entidad territorial 
deberá presentar la solicitud correspondiente ante el Ministerio de Hacienda y Crédito Público - Dirección de Regulación 
Económica de la Seguridad Social. En la solicitud se deberá certificar:

2.1. 	 Que la entidad ha realizado los aportes a su cargo en el Fonpet, establecidos en el artículo 2o de la Ley 549 de 1999, 
o que ha celebrado un acuerdo de pago respecto de los aportes adeudados.

2.2. 	 Que la entidad ha cumplido con la Ley 100 de 1993, en cuanto a afiliación de los servidores públicos al Sistema de 
Segundad Social. Igualmente se deberá certificar la situación de la entidad en cuanto al pago de cotizaciones y pago 
de mesadas pensionales.

	 Si la entidad no se encuentra al día en cuanto al pago de cotizaciones y mesadas pensionales, los recursos que se 
reciban por concepto del reembolso deberán destinarse exclusivamente al pago de estas obligaciones.

	 Si la entidad se encuentra en un proceso de reestructuración de pasivos de conformidad con la ley 550 de 1999, la 
certificación deberá referirse a las obligaciones causadas con posterioridad a la iniciación del proceso.

2.3. 	 Que las sumas cuyo reembolso se solicitan correspondan a pagos efectivamente realizados durante el período 
comprendido entre la entrada en vigencia de la Ley 863 de 2003 y la fecha de publicación del presente decreto.

La solicitud deberá estar acompañada de la constancia de pago de los bonos y cuotas partes de bono emitida por el Instituto 
de Seguros Sociales o de las Sociedades Administradoras de Fondos de Pensiones y Cesantías sin incluir los intereses de 
mora que se hubieren causado y pagado por parte de la entidad territorial.”

Respecto a la distribución de los recursos de la asignación especial del Sistema General de Participaciones 
con destino al Fonpet, el Decreto 946 de 2006 establece lo siguiente:

“Artículo 3o. El artículo 2o del Decreto 1584 de 2002 quedará así:

«Artículo 2°. Recursos del Sistema General de Participaciones. Los recursos del Sistema General de Participaciones 
que se causen a favor del Fondo Nacional de Pensiones de la Entidades Territoriales, Fonpet, de conformidad con el 
parágrafo 2o del artículo 2o de la Ley 715 de 2001, a partir del año 2002 se distribuirán por el Departamento Nacional de 
Planeación entre las entidades territoriales en la misma proporción en que se distribuyan los recursos del Sistema General 
de Participaciones distintos de las asignaciones especiales establecidas en el citado parágrafo. Estos recursos se trasladarán 
al Fonpet con la misma periodicidad y oportunidad prevista para los recursos del Sistema General de Participaciones y 
se abonarán anualmente en las cuentas de las entidades territoriales.»”

Adicionalmente, el Gobierno nacional expidió el Decreto 055 de 2009, por medio del cual se expiden 
disposiciones en relación con el Fondo de Pensiones de las Entidades Territoriales, Fonpet. Dicho decreto 
establece lo siguiente:

“Artículo 1°. Entidades excluidas de la obligación de realizar aportes por concepto de regalías, derechos o compensaciones 
al Fonpet. De conformidad con el artículo 48 de la Ley 863 de 2003 las entidades territoriales que hayan cubierto el ciento 
por ciento (100%) de las provisiones del pasivo pensional en los términos previstos en la Ley 549 de 1999, están excluidas 
de la obligación de realizar aportes al Fonpet por concepto de regalías, derechos o compensaciones provenientes de la 
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explotación de recursos no renovables, de acuerdo con la certificación que expida al efecto el Ministerio de Hacienda 
y Crédito Público.

Para efectos de la expedición de la certificación a que hace referencia el presente artículo, el Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público tendrá en cuenta las disposiciones que respecto del cubrimiento del pasivo pensional se establecen en el 
artículo 3° del presente decreto. Copia de esta certificación se remitirá a las entidades responsables del recaudo de los 
aportes.

Artículo 2°. Entidades excluidas de la obligación de realizar aportes por concepto de recursos de la participación de 
propósito general. De conformidad con el artículo 22 de la Ley 1176 de 2007, están excluidos de la obligación de realizar 
aportes al Fonpet por concepto de recursos de la participación de propósito general del Sistema General de Participaciones, 
los departamentos, distritos o municipios, que no tengan pasivo pensional, y aquellos que teniendo pasivo pensional estén 
dentro de un acuerdo de reestructuración de pasivos conforme a la Ley 550 de 1999, o a las normas que la sustituyan o 
modifiquen, siempre y cuando estos recursos se encuentren comprometidos en dicho acuerdo de reestructuración.

Para las entidades que no tengan pasivo pensional, la Dirección de Regulación Económica de la Seguridad Social del 
Ministerio de Hacienda y Crédito Público certificará dicha circunstancia, de acuerdo con lo previsto en el artículo 3° 
del presente decreto. Copia de esta certificación se remitirá al Departamento Nacional de Planeación.

Para las entidades que se encuentren en acuerdo de reestructuración, la Dirección General de Apoyo Fiscal del Ministerio 
de Hacienda y Crédito Público remitirá a la Dirección de Regulación Económica de la Seguridad Social copia de la 
certificación que expida con destino al Departamento Nacional de Planeación, en la cual se manifieste que se han 
reorientado recursos del Sistema General de Participaciones para financiar el acuerdo de reestructuración.

Artículo 3°. Cubrimiento del pasivo pensional. Para los efectos del presente decreto se entenderá que una entidad tiene 
cubierto su pasivo pensional cuando (i) la suma de las reservas constituidas en el Fonpet y las reservas líquidas constituidas 
en el Fondo Territorial de Pensiones y los demás patrimonios autónomos de la entidad territorial que tengan por finalidad 
el pago de pasivos pensionales, sean equivalentes al valor del pasivo pensional, en los términos del inciso 4° del presente 
artículo, y (ii) cuando sus entidades descentralizadas hayan cubierto su pasivo pensional en los términos del inciso 5° del 
presente artículo.

Las reservas constituidas en el Fonpet para cada entidad territorial se obtendrán de la cuenta en Fonpet de la entidad, de 
acuerdo con el Sistema de Información del Fonpet previsto en el Decreto 4105 de 2004.

Las reservas líquidas constituidas en el Fondo Territorial de Pensiones y en los patrimonios autónomos serán certificadas 
por los administradores del Fondo Territorial de Pensiones o del patrimonio autónomo respectivo. Las reservas líquidas 
deberán corresponder a inversiones admisibles de los Fondos de Pensiones Obligatorias y serán certificadas a precios de 
mercado.

El valor del pasivo pensional será igual a la suma de los cálculos actuariales de las entidades territoriales registradas en el 
Fonpet, incluyendo las deudas por aportes al Sistema General de Pensiones junto con sus respectivos intereses, a la fecha 
en que se verifique el cubrimiento del pasivo pensional, adicionados en una provisión del cinco por ciento (5%) para gastos 
de administración y un veinte por ciento (20%) para desviaciones del cálculo actuarial y contingencias.

En relación con las entidades descentralizadas de las entidades territoriales, se entenderá que estas tienen cubierto el 
pasivo pensional cuando hayan adoptado un mecanismo de normalización de pasivos pensionales, de conformidad con 
las reglas contenidas en el artículo 39 de la Ley 1151 de 2007 y las demás normas legales y reglamentarias previstas 
en dicha disposición. La entidad territorial deberá acreditar la normalización del pasivo pensional de sus entidades 
descentralizadas.

Para el retiro de los recursos de la cuenta en Fonpet de la entidad territorial, que excedan los montos señalados en el 
presente artículo, se aplicará el procedimiento previsto en el Decreto 4105 de 2004, así como la destinación señalada para 
los mismos en dicho decreto.

Artículo 4°. Reducción o suspensión de aportes al Fonpet con base en el modelo de administración financiera. De acuerdo 
con lo establecido en el parágrafo 8° del artículo 2° de la Ley 549 de 1999, las entidades territoriales que cumplan las 
metas señaladas en el modelo de administración financiera de aportes al Fonpet adoptado por el Ministerio de Hacienda 
y Crédito Público, podrán solicitar a dicho Ministerio la reducción o suspensión de los aportes al Fonpet con cargo a 
los ingresos de origen territorial.
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Cuando quiera que los aportes de la entidad territorial se reduzcan o suspendan en virtud de lo dispuesto en este artículo, 
la participación de la entidad en los ingresos de origen nacional se reducirá o suspenderá en la misma proporción.

Para los anteriores efectos se entiende por ingresos de origen territorial, los previstos en los numerales 7, 8 y 9 del artículo 
2° de la Ley 549 de 1999, en el artículo 48 de la Ley 863 de 2003 y en el artículo 78 de la Ley 715 de 2001, modificado por 
el artículo 21 de la Ley 1176 de 2007. Para los mismos efectos, se entiende por ingreso de origen nacional, los previstos 
en los numerales 4 y 11 del artículo 2° de la Ley 549 de 1999.

El modelo de administración financiera del Fonpet tendrá en cuenta el monto del pasivo pensional, de acuerdo con el 
artículo 3° del presente decreto, las reservas acumuladas en el Fonpet y el comportamiento esperado de los pagos a cargo 
de la entidad territorial. De acuerdo con el comportamiento esperado de los pagos y las necesidades de financiación de 
pasivos pensionales por sectores específicos, el Ministerio de Hacienda y Crédito Público podrá autorizar la reducción o 
suspensión parcial de aportes por tipos de ingreso de origen territorial.

En cualquier evento en que la entidad territorial solicite la reducción de aportes al Fonpet de conformidad con el presente 
artículo, deberá cumplir con las condiciones previstas para el retiro de recursos de acuerdo con el Decreto 4105 de 2004.

Cuando quiera que los recursos disponibles en el Fondo Territorial de Pensiones o en el patrimonio autónomo de garantía 
se reduzcan, los aportes al Fonpet deberán continuarse realizando en la forma inicialmente prevista en la Ley 549 de 1999 
y sus disposiciones complementarias.

Artículo 5°. Pago de obligaciones vencidas. Las entidades territoriales que no hayan cumplido oportunamente con su 
obligación de transferir recursos al Fonpet, podrán ponerse al día en el pago de sus obligaciones vencidas en las siguientes 
condiciones:

a)	La entidad no podrá tener obligaciones vencidas por concepto de aportes al Fonpet en la última vigencia fiscal para 
la cual se tenga registrada deuda en el Sistema de Información de Fonpet. Si la entidad estuviese en mora por aportes 
de dicha vigencia, deberá realizar el pago de los aportes con los intereses causados hasta la fecha de pago efectivo, de 
acuerdo con lo establecido en el artículo 3° del Decreto 4478 de 2006.

b)	Las obligaciones exigibles en las vigencias fiscales anteriores se refinanciarán a un plazo máximo de tres (3) años, en 
cuotas trimestrales. El valor de la deuda se expresará en unidades Fonpet, de acuerdo con el valor de la unidad al cierre 
del mes anterior a la solicitud. Los pagos se realizarán en el equivalente al valor de unidades Fonpet disponible en el 
Sistema de Información en la fecha en que se efectúe el pago.

c)	 El representante legal de la entidad deberá dirigir una comunicación al Ministerio de Hacienda y Crédito Público 
manifestando su aceptación de las condiciones señaladas en el literal anterior.

Cumplidas las anteriores condiciones, el Ministerio de Hacienda y Crédito Público certificará el cumplimiento del literal 
a) del presente artículo y comunicará a la entidad el monto de las cuotas periódicas en unidades Fonpet que correspondan 
a obligaciones vencidas.

Antes del inicio del procedimiento de cobro coactivo previsto en el artículo 10 de la Ley 549 de 1999, el Ministerio de 
Hacienda comunicará a la entidad territorial el monto de las obligaciones exigibles, tanto por la última vigencia fiscal 
de la cual se tenga información como por las vigencias anteriores, y los respectivos intereses, con el fin de que la entidad 
se acoja a las condiciones previstas en el presente artículo. La entidad territorial deberá pronunciarse en el plazo que el 
Ministerio señale en la comunicación. El silencio de la entidad territorial o su respuesta negativa darán lugar al inicio del 
procedimiento de cobro coactivo, sin perjuicio de la responsabilidad disciplinaria a que hubiere lugar.

Artículo 6°. Distribución de recursos. Las entidades responsables del giro de recursos al Fonpet en cumplimiento de lo 
dispuesto en el artículo 2° de la Ley 549 de 1999 y el artículo 48 de la Ley 863 de 2003, y el ministerio que haya elaborado 
el programa de enajenación de que trata el artículo 6° de la Ley 226 de 1995, para el caso de las privatizaciones de que 
trata el numeral 4 del artículo 2° de la Ley 549 de 1999, deberán expedir un acto administrativo motivado en el cual se 
distribuyan porcentualmente los recursos entre las cuentas de las entidades territoriales en el Fonpet y se explique el 
mecanismo utilizado para este propósito.

Para el caso de los aportes al Fonpet que estén incorporados en el Presupuesto General de la Nación y con fundamento en 
el acto administrativo mencionado, el Ministerio de Hacienda y Crédito Público asignará mediante resolución los recursos 
en las cuentas de las entidades territoriales, a medida que dichos, recursos se apropien presupuestalmente.

Artículo 7°. Saldo en cuenta para retiros. Para los efectos del Capítulo II del Decreto 4105 de 2004, el saldo en cuenta para 
retiros incluirá las fuentes de recursos previstas en el numeral 7 del artículo 2° de la Ley 549 de 1999 que se encuentren 
acreditadas en la cuenta de Fonpet a la fecha de la solicitud.
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Artículo 8°. Autorización de retiro. La autorización del retiro de recursos del Fonpet a que se refieren el artículo 51 de la 
Ley 863 de 2003 y los Capítulos III, IV y V del Decreto 4105 de 2004 se realizará mediante comunicación del Ministerio 
de Hacienda y Crédito Público, en su condición de administrador del Fonpet, a través de la Dirección de Regulación 
Económica de la Seguridad Social, previo el cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias aplicables para 
el efecto.

Artículo 9°. Vigencia y derogatorias. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación y deroga las disposiciones 
que le sean contrarias.” (Negrita fuera de texto).

Para mayor información sobre este tema se recomienda comunicarse con la Dirección de Regulación 
Económica de la Seguridad Social del Ministerio de Hacienda y Crédito Público. Igualmente para conocer 
más detalles sobre el Fonpet puede ser consultada en la página web de dicho ministerio: www.minhacienda.
gov.co.

2.5. Atención Integral a la primera infancia

Aunque los recursos de que trata el parágrafo transitorio 2º del artículo 4 del Acto Legislativo 04 de 2007, 
no constituyen propiamente una asignación especial del Sistema General de Participaciones, debido a que 
no corresponden a un porcentaje definido de éste, sino que dependen del comportamiento de la economía, 
para efectos del presente documento, el tema se incluye en este capítulo sin que esa circunstancia le otorgue 
el atributo de asignación especial.

2.5.1. Distribución

De acuerdo con lo dispuesto por el artículo 14 de la Ley 1176 de 2007, los recursos de que trata el parágrafo 
transitorio 2° del artículo 4 del Acto Legislativo 04 de 2007 se distribuyen teniendo en cuenta los recursos 
certificados por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público para atención integral a la primera infancia.

El Conpes Social realizará, con base en la población de 0 a 6 años ponderada por el Indice de Necesidades 
Básicas Insatisfechas, o el indicador que lo sustituya determinado por el DANE, la distribución de los 
recursos entre municipios, distritos y áreas no municipalizadas de los departamentos de Amazonas, Guainía 
y Vaupés y definirá las actividades financiables con ellos, atendiendo la priorización definida por el Consejo 
Nacional de Política Social.

2.5.2. Destinación

Los recursos se destinarán a la financiación de las acciones en primera infancia, definidas como prioritarias 
por el Consejo Nacional de Política Social, en desarrollo del artículo 206 de la Ley 1098 de 2006 siempre 
que dichas acciones no generen gastos recurrentes. Lo anterior, teniendo en cuenta las prioridades que cada 
entidad territorial determine en sus planes de desarrollo.

A partir de la distribución realizada por el Conpes Social, se realizará un giro anual a los distritos y/o municipios, 
a más tardar el 30 de junio del año en el que se incorporen al Presupuesto General de la Nación.

Para el caso de las áreas no municipalizadas de los departamentos de Amazonas, Guainía y Vaupés, el giro 
se realizará al respectivo departamento. 



CAPÍTULO
PARTICIPACIÓN PARA EDUCACIÓN

3.1. Distribución de competencias

Con relación a la prestación del servicio público de la educación en sus niveles preescolar, básico y medio,  
la Ley 715 de 2001 determina la distribución de competencias entre la Nación y las entidades territoriales.

3.1.1. Competencias de la Nación

El artículo 5 de la Ley 715 de 2001, define como competencias de la Nación, las siguientes:

“Artículo 5°. Competencias de la Nación en materia de educación. Sin perjuicio de las establecidas en otras normas 
legales, corresponde a la Nación ejercer las siguientes competencias relacionadas con la prestación del servicio público 
de la educación en sus niveles preescolar, básico y medio, en el área urbana y rural:

5.1. 	 Formular las políticas y objetivos de desarrollo para el sector educativo y dictar normas para la organización y 
prestación del servicio.

5.2. 	 Regular la prestación de los servicios educativos estatales y no estatales.

5.3. 	 Impulsar, coordinar, financiar, cofinanciar y evaluar programas, planes y proyectos de inversión de orden nacional 
en materia de educación, con recursos diferentes de los del Sistema General de Participaciones. Con estos recursos 
no se podrá pagar personal de administración, directivo, docente o administrativo.

5.4. 	 Definir, diseñar, reglamentar y mantener un sistema de información del sector educativo.

5.5. 	 Establecer las normas técnicas curriculares y pedagógicas para los niveles de educación preescolar, básica y media, 
sin perjuicio de la autonomía de las instituciones educativas y de la especificidad de tipo regional.

5.6. 	 Definir, diseñar y establecer instrumentos y mecanismos para la calidad de la educación.

5.7. 	 Reglamentar los concursos que rigen para la carrera docente.

5.8. 	 Definir, y establecer las reglas y mecanismos generales para la evaluación y capacitación del personal docente y 
directivo docente.

5.9. 	 Evaluar la gestión financiera, técnica y administrativa del sector educativo en las entidades territoriales y el impacto 
de su actividad en la sociedad. Esta facultad se podrá delegar en los departamentos, con respecto a los municipios 
no certificados.

5.10. 	 Prestar asistencia técnica y administrativa a las entidades territoriales, cuando a ello haya lugar.

5.11. 	 Vigilar el cumplimiento de las políticas nacionales y las normas del sector en los distritos, departamentos, municipios, 
resguardos indígenas y/o entidades territoriales indígenas. Esta facultad la podrá delegar en los departamentos, 
con respecto a los municipios no certificados.

5.12.	 Expedir la regulación sobre costos, tarifas de matrículas, pensiones, derechos académicos y otros cobros en las 
instituciones educativas.

III
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5.13. 	 Distribuir los recursos para educación del Sistema General de Participaciones, conforme a los criterios establecidos 
en la presente ley.

5.14. 	 Fijar parámetros técnicos para la prestación del servicio educativo estatal, estándares y tasas de asignación de 
personal, teniendo en cuenta las particularidades de cada región;

5.15. 	 Definir anualmente la asignación por alumno, tanto de funcionamiento como de calidad, para la prestación del 
servicio educativo financiado con recursos del Sistema General de Participaciones, de acuerdo con las tipologías 
educativas y la disponibilidad de recursos del Sistema General de Participaciones.

5.16. 	 Determinar los criterios a los cuales deben sujetarse las plantas docente y administrativa de los planteles educativos 
y los parámetros de asignación de personal correspondientes a: alumnos por docente; alumnos por directivo; y 
alumnos por administrativo, entre otros, teniendo en cuenta las particularidades de cada región.

5.17. 	 Definir la canasta educativa.

5.18. 	 En caso de ser necesaria la creación, fusión, supresión o conversión de los empleos que demande la organización 
de las plantas de personal de la educación estatal, los gobernadores y alcaldes deberán seguir el procedimiento que 
señale el Gobierno nacional para tal fin.

5.19. 	 Establecer los requisitos para la certificación de los municipios, y decidir sobre la certificación de los municipios 
menores a cien mil habitantes de conformidad con el artículo 20 de la presente ley.

5.20. 	 Establecer incentivos para los distritos, municipios e instituciones educativas por el logro de metas en cobertura, 
calidad y eficiencia en el uso de los recursos.

5.21.	 Realizar las acciones necesarias para mejorar la administración de los recursos del Sistema General de 
Participaciones.

5.22. 	 Cofinanciar la evaluación de logros. A cada departamento, distrito o municipio se podrá distribuir cada tres años 
una suma para evaluar el logro educativo de acuerdo con la metodología que señale el Ministerio de Educación 
Nacional. El 80% será financiado por la Nación y el 20% por la entidad territorial.

5.23.	 Las demás propias de las actividades de administración y distribución, regulación del Sistema General de 
Participaciones.”

3.1.2. Competencias de los departamentos

Las competencias asignadas a los departamentos por el artículo 6 de la Ley 715 de 2001, son las 
siguientes:

“Artículo 6°. Competencias de los departamentos. Sin perjuicio de lo establecido en otras normas, corresponde a los 
departamentos en el sector de educación las siguientes competencias:

6.1. 	 Competencias Generales.

6.1.1. 	 Prestar asistencia técnica educativa, financiera y administrativa a los municipios, cuando a ello haya lugar.

6.1.2. 	 Administrar y responder por el funcionamiento, oportunidad y calidad de la información educativa departamental 
y suministrar la información a la Nación en las condiciones que se requiera.

6.1.3. 	 Apoyar técnica y administrativamente a los municipios para que se certifiquen en los términos previstos en la 
presente ley.

6.1.4. 	 Certificar a los municipios que cumplen los requisitos para asumir la administración autónoma de los recursos del 
Sistema General de Participaciones. Si el municipio cumple los requisitos para ser certificado y el departamento 
no lo certifica, podrá solicitarla a la Nación.

6.2. 	 Competencias frente a los municipios no certificados.

6.2.1. 	 Dirigir, planificar; y prestar el servicio educativo en los niveles de preescolar, básica, media en sus distintas 
modalidades, en condiciones de equidad, eficiencia y calidad, en los términos definidos en la presente ley.
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6.2.2. 	 Administrar y distribuir entre los municipios de su jurisdicción los recursos financieros provenientes del Sistema 
General de Participaciones, destinados a la prestación de los servicios educativos a cargo del Estado, atendiendo 
los criterios establecidos en la presente ley.

6.2.3. 	 Administrar, ejerciendo las facultades señaladas en el artículo 153 de la Ley 115 de 1994, las instituciones educativas 
y el personal docente y administrativo de los planteles educativos, sujetándose a la planta de cargos adoptada de 
conformidad con la presente ley. Para ello, realizará concursos, efectuará los nombramientos del personal requerido, 
administrará los ascensos, sin superar en ningún caso el monto de los recursos disponibles en el Sistema General 
de Participaciones y trasladará docentes entre los municipios, preferiblemente entre los limítrofes, sin más requisito 
legal que la expedición de los respectivos actos administrativos debidamente motivados.

6.2.4. 	 Participar con recursos propios en la financiación de los servicios educativos a cargo del Estado, en la cofinanciación 
de programas y proyectos educativos y en las inversiones de infraestructura, calidad y dotación. Los costos amparados 
con estos recursos no podrán generar gastos permanentes a cargo al Sistema General de Participaciones.

6.2.5. 	 Mantener la cobertura actual y propender a su ampliación.

6.2.6. 	 Evaluar el desempeño de rectores y directores, y de los docentes directivos, de conformidad con las normas 
vigentes.

6.2.7. 	 Ejercer la inspección, vigilancia y supervisión de la educación en su jurisdicción, en ejercicio de la delegación que 
para tal fin realice el Presidente de la República.

6.2.8. 	 Prestar asistencia técnica y administrativa a las instituciones educativas, cuando a ello haya lugar.

6.2.9. 	 Promover la aplicación y ejecución de planes de mejoramiento de la calidad.

6.2.10. Distribuir entre los municipios los docentes, directivos y empleados administrativos, de acuerdo con las necesidades 
del servicio, de conformidad con el reglamento.

6.2.11. 	Distribuir las plantas departamentales de personal docente, directivos y empleados administrativos, atendiendo los 
criterios de población atendida y por atender en condiciones de eficiencia, siguiendo la regulación nacional sobre 
la materia.

6.2.12. Organizar la prestación y administración del servicio educativo en su jurisdicción.

6.2.13. Vigilar la aplicación de la regulación nacional sobre las tarifas de matrículas, pensiones, derechos académicos y 
otros cobros en los establecimientos educativos.

6.2.14.	Cofinanciar la evaluación de logros de acuerdo con lo establecido en el numeral 5.22.

6.2.15.	Para efectos de la inscripción y los ascensos en el escalafón, la entidad territorial determinará la repartición 
organizacional encargada de esta función de conformidad con el reglamento que expida el Gobierno nacional.

Algunas de estas competencias, salvo la de nominación y traslado de personal entre municipios, se podrán delegar en los 
municipios no certificados que cumplan con los parámetros establecidos por la Nación.”

3.1.3. Competencias de los distritos y de los municipios certificados

Las competencias asignadas a los distritos y a los municipios certificados por el artículo 7 de la Ley 715 de 
2001, son las siguientes:

“Artículo 7°. Competencias de los distritos y los municipios certificados.

7.1. 	 Dirigir, planificar y prestar el servicio educativo en los niveles de preescolar, básica y media, en condiciones de 
equidad, eficiencia y calidad, en los términos definidos en la presente ley.

7.2. 	 Administrar y distribuir entre los establecimientos educativos de su jurisdicción los recursos financieros provenientes 
del Sistema General de Participaciones, destinados a la prestación de los servicios educativos a cargo del Estado, 
atendiendo los criterios establecidos en la presente ley y en el reglamento.

7.3. 	 Administrar, ejerciendo las facultades señaladas en el artículo 153 de la Ley 115 de 1994, las instituciones educativas, 
el personal docente y administrativo de los planteles educativos, sujetándose a la planta de cargos adoptada de 
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conformidad con la presente ley. Para ello, realizará concursos, efectuará los nombramientos del personal requerido, 
administrará los ascensos, sin superar en ningún caso el monto de los recursos de la participación para educación 
del Sistema General de Participaciones asignado a la respectiva entidad territorial y trasladará docentes entre 
instituciones educativas, sin más requisito legal que la expedición de los respectivos actos administrativos debidamente 
motivados.

7.4. 	 Distribuir entre las instituciones educativas los docentes y la planta de cargos, de acuerdo con las necesidades del 
servicio entendida como población atendida y por atender en condiciones de eficiencia, siguiendo la regulación 
nacional sobre la materia.

7.5. 	 Podrán participar con recursos propios en la financiación de los servicios educativos a cargo del Estado y en la 
cofinanciación de programas y proyectos educativos y en las inversiones de infraestructura, calidad y dotación. 
Los costos amparados con estos recursos no podrán generar gastos permanentes a cargo al Sistema General de 
Participaciones.

7.6. 	 Mantener la actual cobertura y propender a su ampliación.

7.7. 	 Evaluar el desempeño de rectores y directores, y de los directivos docentes.

7.8. 	 Ejercer la inspección, vigilancia y supervisión de la educación en su jurisdicción, en ejercicio de la delegación que 
para tal fin realice el Presidente de la República.

7.9. 	 Prestar asistencia técnica y administrativa a las instituciones educativas cuando a ello haya lugar.

7.10. 	Administrar el Sistema de Información Educativa Municipal o Distrital y suministrar la información al departamento 
y a la Nación con la calidad y en la oportunidad que señale el reglamento.

7.11. 	Promover la aplicación y ejecución de los planes de mejoramiento de la calidad en sus instituciones.

7.12. 	Organizar la prestación del servicio educativo en su jurisdicción.

7.13. 	Vigilar la aplicación de la regulación nacional sobre las tarifas de matrículas, pensiones, derechos académicos y 
cobros periódicos en las instituciones educativas.

7.14. 	Cofinanciar la evaluación de logros de acuerdo con lo establecido en el numeral 5.22.

7.15. Para efectos de la inscripción y los ascensos en el escalafón, la entidad territorial determinará la repartición 
organizacional encargada de esta función de conformidad con el reglamento que expida el Gobierno nacional.”

3.1.4. Competencias de los municipios no certificados

Las competencias asignadas a los municipios no certificados por el artículo 8 de la Ley 715 de 2001, son 
las siguientes:

“Artículo 8°. Competencias de los municipios no certificados. A los municipios no certificados se les asignarán las siguientes 
funciones:

8.1. 	 Administrar y distribuir los recursos del Sistema General de Participaciones que se le asignen para el mantenimiento 
y mejoramiento de la calidad.

8.2. 	 Trasladar plazas y docentes entre sus instituciones educativas, mediante acto administrativo debidamente 
motivado.

8.3. 	 Podrán participar con recursos propios en la financiación de los servicios educativos a cargo del Estado y en las 
inversiones de infraestructura, calidad y dotación. Los costos amparados por estos recursos no podrán generar gastos 
permanentes para el Sistema General de Participaciones.

8.4. 	 Suministrar la información al departamento y a la Nación con la calidad y en la oportunidad que señale el 
reglamento.”



PARTICIPACIÓN PARA EDUCACIÓN CAPÍTULO III

51

3.2. Criterios de distribución

Los criterios que rigen la distribución de los recursos de la participación para educación están definidos por 
el artículo 16 de la Ley 715 de 2001, de la siguiente manera:

“Artículo 16. Criterios de distribución. La participación para educación del Sistema General de Participaciones será 
distribuida por municipios y distritos atendiendo los criterios que se señalan a continuación. En el caso de municipios no 
certificados los recursos serán administrados por el respectivo Departamento.

16.1. 	 Población atendida

16.1.1. Anualmente se determinará la asignación por alumno, de acuerdo con las diferentes tipologías educativas que 
definirá la Nación, atendiendo, los niveles educativos (preescolar, básica y media en sus diferentes modalidades) y 
las zonas urbana y rural, para todo el territorio nacional.

	 Se entiende por tipología un conjunto de variables que caracterizan la prestación del servicio educativo en los 
niveles de preescolar, básica y media, de acuerdo con metodologías diferenciadas por zona rural y urbana. Dentro 
de una misma tipología la asignación será la misma para todos los estudiantes del país.

	 Las tipologías que se apliquen a los departamentos creados por la Constitución de 1991, deberán reconocer sus 
especiales condiciones para la prestación del servicio público de educación, incluida la dispersión poblacional.

	 La asignación por alumno en condiciones de equidad y eficiencia según niveles educativos (preescolar, básica y 
media en sus diferentes modalidades) y zona (urbana y rural) del sector educativo financiado con recursos públicos, 
está conformado, como mínimo por: los costos del personal docente y administrativo requerido en las instituciones 
educativas incluidos los prestacionales, los recursos destinados a calidad de la educación que corresponden 
principalmente a dotaciones escolares, mantenimiento y adecuación de infraestructura, cuota de administración 
departamental, interventoría y sistemas de información.

	 La Nación definirá la metodología para el cálculo de la asignación por alumno y anualmente fijará su valor atendiendo 
las diferentes tipologías, sujetándose a la disponibilidad de los recursos del Sistema General de Participaciones.

16.1.2. La asignación por alumno se multiplicará por la población atendida con recursos del Sistema General de Participaciones 
en cada municipio y distrito. El resultado de dicha operación se denominará participación por población atendida, 
y constituye la primera base para el giro de recursos del Sistema General de Participaciones.

	 La población atendida será la población efectivamente matriculada en el año anterior, financiada con recursos del 
Sistema General de Participaciones.

	 Cuando la Nación constate que debido a deficiencias de la información, una entidad territorial recibió más recursos 
de los que le correspondería de conformidad con la fórmula establecida en el presente artículo, su participación 
deberá reducirse hasta el monto que efectivamente le corresponda. Cuando esta circunstancia se presente, los 
recursos girados en exceso se deducirán de la asignación del año siguiente.

	 Después de determinar la participación por población atendida, el Conpes anualmente, previo análisis técnico, 
distribuirá el saldo de los recursos disponibles atendiendo alguno o algunos de los siguientes criterios.

16.2. 	 Población por atender en condiciones de eficiencia

	 A cada distrito o municipio se le podrá distribuir una suma residual que se calculará así: se toma un porcentaje del 
número de niños en edad de estudiar que no están siendo atendidos por instituciones oficiales y no estatales, y se 
multiplica por la asignación de niño por atender que se determine, dándoles prioridad a las entidades territoriales 
con menor cobertura o donde sea menor la oferta oficial, en condiciones de eficiencia. El Conpes determinará 
cada año el porcentaje de la población por atender que se propone ingrese al sistema educativo financiado con los 
recursos disponibles del Sistema General de Participaciones durante la siguiente vigencia fiscal.

	 La asignación para cada niño por atender se calculará como un porcentaje de la asignación por niño atendido y 
será fijado anualmente por la Nación.

	 Cuando la matrícula en educación en una entidad territorial sea del 100% de la población objetivo, ésta no 
tendrá derecho a recibir recursos adicionales por concepto de población por atender en condiciones de eficiencia. 
Igualmente, cuando la suma de los niños matriculados, más el resultado de la multiplicación del factor de población 
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por atender que determine el Conpes por la población atendida, sea superior a la población objetivo (población 
en edad escolar), sólo se podrá transferir recursos para financiar hasta la población objetivo.

16.3. 	 Equidad

	 A cada distrito o municipio se podrá distribuir una suma residual que se distribuirá de acuerdo con el indicador 
de pobreza certificado por el DANE.”

El artículo 16 de la Ley 715 de 2001 establece que los recursos de la participación para educación se distribuyen 
de acuerdo con los criterios de i) población atendida; ii) población por atender en condiciones de eficiencia 
y iii) equidad. Adicionalmente, de acuerdo con lo  dispuesto por el Parágrafo 3º del Artículo 18 de la Ley 
715 de 2001, la partida de Cancelación de las Prestaciones Sociales del Magisterio (CPSM), hace parte de 
la participación para educación del Sistema General de Participaciones.

La distribución de recursos por población atendida, está conformada  por dos componentes: i) asignación 
por alumno2 y ii) calidad, a cargo de los distritos y municipios certificados y no certificados3.

El esquema de asignación de los recursos de la participación para educación está orientado a asegurar que 
la educación pública esté realmente al servicio de los niños y  jóvenes, bajo criterios de equidad, eficiencia 
y sostenibilidad fiscal, considerando que la metodología utilizada reconoce las diferencias de variables 
educativas4, geográficas5, y sociales6 de cada entidad territorial.

3.2.1. Distribución de recursos por población atendida

3.2.1.1. Asignación por alumno

La asignación por alumno atendido incluye los recursos destinados a financiar la prestación del servicio 
educativo, de acuerdo con los criterios previstos en el artículo 15 de la Ley 715 de 2001. A su vez, de acuerdo 
con el artículo 16 de la Ley 715 de 2001, esta  asignación se determina  a partir de las tipologías que defina 
la Nación.

3.2.1.2. Definición de las tipologías

Para la definición de las tipologías se tienen en cuenta los costos de la prestación del servicio educativo en 
los niveles de preescolar, primaria, secundaria y media, diferenciados por zona urbana y rural, los ciclos de la 
educación de adultos y las condiciones especiales para la prestación del servicio de los departamentos creados 
por la Constitución de 19917, de acuerdo con  la información certificada por el Ministerio de Educación 
Nacional.

2 Esta asignación incluye los alumnos atendidos con recursos públicos en instituciones oficiales y no oficiales.
3 En el caso de los distritos  los recursos para calidad hacen parte de la asignación por alumno.
4 Matrícula y nivel educativo.
5 Ruralidad y dispersión.
6 Indice de Necesidades Básicas Insatisfechas – NBI.
7 Artículo 309. Erígense en departamento las intendencias de Arauca, Casanare, Putumayo, el archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa Catalina, y las comisarías 
del Amazonas, Guaviare, Guainía, Vaupés y Vichada. Los bienes y derechos que a cualquier título pertenecían a las intendencias y comisarías continuarán siendo de 
propiedad de los respectivos departamentos.
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Atendiendo las disposiciones del artículo 31 de la Ley 1176 de 20078, en las tipologías definidas se incluye 
un 6% con el objeto de que las entidades territoriales certificadas puedan financiar el personal administrativo 
de la educación. 

Teniendo en cuenta los valores por tipología, se calcula para cada entidad territorial certificada la asignación 
por alumno que incluye los alumnos atendidos con recursos públicos en instituciones oficiales y no oficiales. 
Para el caso de la población atendida de jóvenes y adultos mediante otras modalidades de prestación del 
servicio9 se consideran las tipologías para los ciclos de educación de adultos certificadas por el Ministerio 
de Educación Nacional, de acuerdo con el artículo 16, numeral 16.1.1 de la Ley 715 de 2001.  

Las entidades territoriales certificadas con los recursos asignados por este criterio, podrán destinar hasta el 1% 
de la asignación por población atendida para cubrir la cuota de administración10, según el artículo 16, numeral 
16.1.1 de la Ley 715 de 2001; las entidades territoriales que lleven a cabo procesos de modernización de las 
Secretarías de Educación con el Ministerio de Educación Nacional, podrán destinar hasta el 1.5% por este 
concepto. Los departamentos creados por la Constitución de 1991, atendiendo sus condiciones especiales, 
podrán destinar hasta el 3%, de acuerdo con los lineamientos fijados por el Ministerio de Educación Nacional 
o hasta el 4% si adelantan procesos de modernización de las Secretarías de Educación con el Ministerio 
de Educación Nacional. Estos recursos deben ser destinados exclusivamente a atender los costos básicos 
misionales asociados a la adecuada, eficiente y oportuna administración y gestión de los recursos de la 
participación para educación del SGP. 

El porcentaje indicado anteriormente podría ser ajustado siempre que se cumpla con los lineamientos que 
para tal fin determine el Ministerio de Educación Nacional.

Finalmente, con los recursos recibidos por concepto de asignación por población atendida, las entidades 
territoriales certificadas que atiendan población discapacitada (excepto baja visión y baja audición)  en 
establecimientos educativos oficiales podrán destinar hasta un 20% del valor de cada tipología para costear 
los apoyos educativos especiales que requieren los estudiantes de preescolar básica y media y que son 
financiados con recursos del Sistema General de Participaciones.  

3.2.1.3.  Ascensos en el escalafón 

Dado que el Gobierno nacional mediante los Decretos 1095 de 2005 y 241 de 2008 estableció los requisitos 
para el reconocimiento de los ascensos en el escalafón del personal docente y directivo docente y que 
éstos harán parte del costo de la nómina en cada vigencia, se incluye este valor como parte del costo de 
la asignación por población atendida y se definen los montos máximos de los cuales podrá disponer cada 
entidad territorial para cubrir los pagos de los mismos que se causen durante la vigencia, conforme con las 
disposiciones establecidas en la Ley 1003 de 2005. 

8 Artículo 31. Artículo nuevo. Gastos de Administración. El Gobierno nacional determinará el porcentaje de las transferencias para prestación del servicio que se podrá 
destinar a financiar el personal administrativo de la educación. Dicho porcentaje debe garantizar el costo de la planta administrativa aprobada a la entidad territorial 
a 30 de noviembre de 2007; lo que supere el porcentaje señalado deberá ser asumido por la entidad territorial con sus recursos propios.
9 Corresponde a la población de jóvenes y adultos atendida en establecimientos educativos oficiales conforme con el Decreto 3011 de 1997 y la atendida bajo otras 
modalidades de aprendizaje (CAFAM, Sistema de Aprendizaje Tutorial – SAT y Servicio Educativo Rural – SER).
10 Estos recursos pueden ser destinados a la financiación del personal administrativo del nivel central de las secretarías de educación que se pagaban con los 
recursos del situado fiscal a diciembre 31 de 2001, y cuyos cargos fueron avalados por el MEN en el proceso de definición y organización de plantas de personal. 
Asimismo, pueden destinarse a la financiación de gastos asociados a los procesos misionales inherentes a la administración del servicio, principalmente los costos de 
procesamiento de nómina, papelería, equipos de cómputo, entre otros. No podrán ser utilizados para crear cargos en la planta de personal administrativo, que causen 
costos adicionales al SGP.
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Los recursos por este concepto se asignan en proporción directa al número de docentes y directivos 
docentes e inversamente proporcionales al grado de escalafón docente promedio de cada entidad territorial 
certificada.   

3.2.1.4.  Asignación complementaria a la asignación por alumno

Considerando que puede presentarse el caso en que entidades territoriales con la asignación por alumno 
atendido no alcancen a cubrir durante la vigencia el costo del personal docente y administrativo  de que trata 
el artículo 16 de la Ley 715 de 2001, es necesario efectuar  una asignación complementaria a la asignación 
por alumno atendido. 

Dicha distribución se hace parcial al comienzo de la vigencia, de conformidad con lo dispuesto por el 
artículo 1º del Decreto 177 de 200411, por el cual se reglamenta parcialmente las Leyes 715 de 2001 y 812 
de 2003. El resto de los recursos complementarios se asignan posteriormente por el Conpes Social, una vez 
las entidades territoriales certificadas demuestren que con la asignación por población atendida no alcanzan 
a cubrir los costos del personal docente, directivo docente y administrativo. Para lo anterior, dichas entidades 
deberán enviar al Ministerio de Educación Nacional la información requerida para determinar su situación, 
de acuerdo con las orientaciones que imparta dicho Ministerio.

Para el cálculo del complemento, la metodología del Ministerio de Educación Nacional tiene en cuenta los 
valores que exceden los estándares contemplados en las tipologías de asignación por alumno. Este mayor 
valor se explica por:

•	 Escalafón promedio superior al grado 11 considerado en el Decreto 2277 de 1979 o su equivalente en 
remuneración del Decreto 1278 de 2002 (Grado 2 nivel B sin especialización).

•	 Horas extras canceladas por la entidad territorial para la atención de adultos (educación en horarios 
nocturnos y alfabetización).

•	 Pago de primas y bonificaciones extraordinarias aprobadas con anterioridad al 30 de noviembre del 
2000.

•	 Valor de la nómina de la planta administrativa que no alcanza a ser cubierto con el 6% definido en la 
tipología.

•	 Reconocimiento adicional por la matrícula de secundaria.

A los valores anteriores, se les descuenta el costo de la ineficiencia en la administración de la planta docente 
viabilizada, representado en el costo de la nómina de los docentes que exceden los requeridos para atender 
la matrícula reportada.

En este sentido, los docentes requeridos por cada entidad territorial se calculan teniendo en cuenta los 
siguientes criterios:

11 Artículo 1°. Distribución del Sistema General de Participaciones para Salud y Educación: Con el propósito de mejorar la eficiencia y la equidad en la asignación de 
los recursos del SGP para salud y educación mediante la disponibilidad y verificación de la información necesaria, el Departamento Nacional de Planeación, DNP, 
podrá realizar distribuciones parciales de estos recursos durante la vigencia fiscal atendiendo los criterios de la Ley 715 de 2001.
La distribución definitiva se efectuará previa evaluación y verificación de la información por parte de las entidades responsables de su certificación.
Estas distribuciones serán aprobadas por el Conpes para la Política Social y los giros mensuales correspondientes se programarán y ajustarán con base en dichas 
distribuciones.
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•	 Matrícula reportada en 2007, con excepción de las 17 entidades territoriales que aumentaron la matrícula 
atendida por docentes oficiales en el 2008, para las cuales se tuvo en cuenta la matrícula reportada a 30 
de junio.

•	 Parámetros estipulados en el Decreto 3020 de 2002 (1,37 docentes por grupo de secundaria, 1,7 docentes 
por grupo de media técnica y 1 docente por grupo de preescolar y primaria).

•	 Tamaño de grupo en secundaria urbana de 35.

•	 Matrícula reportada en la zona rural por sede, nivel y grupo.

3.2.1.5. Calidad a cargo de municipios certificados y no certificados

Los recursos para calidad se distribuyen entre los distritos, municipios certificados y no certificados y las 
áreas no municipalizadas de los departamentos de Amazonas, Guainía y Vaupés para que complementen el 
financiamiento de las actividades que contribuyan al mejoramiento de la calidad educativa. La distribución 
se realiza de la siguiente manera:

•	 Se ajusta la matrícula atendida del año anterior para el cual se distribuyen los recursos en instituciones 
oficiales (mi) teniendo en cuenta el NBI de cada entidad territorial (NBIi)  con relación al total nacional 
(NBIN):

Mi* = mi
NBIi

NBIn

+ 1

•	 Se divide el monto de los recursos de calidad por la población ajustada total, obteniendo la asignación 
por alumno nacional.

•	 Se multiplica la matrícula oficial ajustada de cada entidad territorial por la asignación por alumno nacional, 
para obtener la asignación total de calidad.

Para efectos de la distribución de los recursos de calidad educativa de la vigencia 2008 y siguientes se deben 
tener en cuenta las disposiciones del parágrafo 4, artículo 4 del Acto Legislativo 04 de 2007 y el Decreto 
317 de 200812 en el sentido de asignar los recursos necesarios para que no se disminuyan, por razón de 
la población y el Índice de Necesidades Básicas Insatisfechas, los recursos que recibieron las entidades 
territoriales en la vigencia 2007.

Así mismo, dentro de los recursos de calidad educativa se distribuye una asignación per cápita a los estudiantes 
pertenecientes a los niveles I y II del SISBEN, indígenas y desplazados de los municipios, distritos y áreas no 
municipalizadas de los departamentos de Amazonas, Guainía y Vaupés, que corresponde al reconocimiento 

12 Por el cual se desarrolla parcialmente el Acto Legislativo 04 de 2007.  “Artículo 1°. Transiciones en la aplicación de los resultados del censo 2005 en la distribución 
de los recursos del Sistema General de Participaciones. Con el propósito de evitar los efectos negativos derivados de las variaciones de los datos del Censo 2005 en 
la distribución del Sistema General de Participaciones y de garantizar la adecuada prestación de los servicios a cargo de las entidades territoriales, en la distribución 
de los recursos del Sistema General de Participaciones, se tendrá en cuenta lo siguiente: (…) En la distribución por entidad territorial de los recursos de calidad de 
la participación para Educación del Sistema General de Participaciones se garantizará a todos los municipios y distritos, incluyendo a las áreas no municipalizadas 
de los departamentos del Amazonas, Guainía y Vaupés, como mínimo el monto correspondiente a lo asignado en las doce doceavas del componente de calidad en la 
vigencia 2007, una vez descontados los recursos asignados por concepto de excedentes.”
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de los recursos que las entidades territoriales han dejado de ejecutar en actividades de mejoramiento de la 
calidad educativa, por establecer el no cobro de derechos académicos en los establecimientos educativos 
oficiales. 

3.2.1.6. Cancelación de las Prestaciones Sociales del Magisterio (CPSM)

Esta asignación corresponde a los recursos que se transfieren a las cajas departamentales de previsión 
social o a las entidades que hagan sus veces, con el fin de atender el pago de las prestaciones del personal 
nacionalizado por la Ley 43 de 197513 que en virtud de la Ley 91 de 198914 no quedaron a cargo del Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio.

3.2.1.7. Consideraciones especiales

3.2.1.7.1. Aportes Patronales al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 

Los mayores valores ocasionados por el incremento en la cotización para salud y pensiones de los aportes 
patronales del personal docente y directivo docente, conforme con el artículo 81 de la Ley 812 de 2003, por 
la cual se aprueba el Plan Nacional de Desarrollo 2003-2006, Hacia un Estado Comunitario, vigente según 
el artículo 160 de la Ley 1151 de 2007, por la cual se expide el Plan Nacional de desarrollo 2006 – 2010,  
se encuentran apropiados en el presupuesto de funcionamiento del Ministerio de Educación Nacional y 
serán girados directamente al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. A cargo del Sistema 
General de Participaciones se continuará descontando el 16,33% por concepto de los aportes patronales que 
se venían causando antes de la entrada en vigencia de la normatividad citada.

3.2.1.7.2. Aportes del Afiliado al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 

De acuerdo con lo dispuesto por el artículo 18 de la Ley 715 de 2001, los aportes del afiliado (aportes patronales 
y aportes del empleado), para seguridad social, serán descontados de la participación para educación y girados 
por la Nación al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. Para efectos del control de estos 
recursos las entidades territoriales deben reportar a la entidad fiduciaria administradora de los recursos del 
Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, la información de nómina de sus docentes afiliados 
a dicho fondo, en los términos indicados en el  artículo 8º del Decreto 3752 de 200315.

13 Por la cual se nacionaliza la educación primaria y secundaria que oficialmente vienen prestando los departamentos, el Distrito Especial de Bogotá los municipios, 
las intendencias y comisarías; y se distribuye una participación, se ordenan obras en materia educativa y se dictan otras disposiciones.
14 Por la cual se crea el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio.
15 “Artículo 8°. Reporte de información de las entidades territoriales. Las entidades territoriales que administren plantas de personal docente pagadas con recursos del 
Sistema General de Participaciones y/o con recursos propios, reportarán a la sociedad fiduciaria que administre los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 
del Magisterio, dentro de los primeros diez (10) días de cada mes, copia de la nómina de los docentes activos afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 
del Magisterio; igualmente, reportarán dentro del mismo período las novedades de personal que se hayan producido durante el mes inmediatamente anterior.
Los reportes mensuales se realizarán de acuerdo con los formatos físicos o electrónicos establecidos por la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos 
del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio.
Parágrafo 1°. El reporte de personal no perteneciente a las plantas de personal del respectivo ente territorial acarreará las sanciones administrativas, fiscales, 
disciplinarias y penales a que haya lugar.
Parágrafo 2°. Sin perjuicio de lo anterior, los aportes realizados por concepto de tales personas no generarán derechos prestacionales a su favor y a cargo del Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y serán reintegrados a la entidad territorial, previo cruce de cuentas con el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 
del Magisterio, el cual será realizado por la sociedad fiduciaria encargada del manejo de sus recursos.”
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3.2.1.7.3. Aportes parafiscales 

Las entidades territoriales deben atender directamente el pago de los aportes parafiscales al SENA, ESAP, 
ICBF, Escuelas e Institutos Técnicos Industriales y Cajas de Compensación Familiar con cargo a los recursos 
de la participación para educación hasta tanto el Gobierno nacional reglamente el procedimiento para el 
descuento directo de éstos aportes.

3.2.1.7.4.  Pagos oportunos al personal docente, directivo docente y administrativo 	

Con los recursos que se giran mensualmente de la participación para educación del SGP, los departamentos, 
distritos y municipios certificados deberán atender los pagos de sueldos del personal docente, directivo 
docente y administrativo y demás compromisos del mes y adicionalmente, efectuar las respectivas reservas 
presupuestales y provisiones para el pago de las prestaciones sociales que no son de exigibilidad mensual, 
tales como: primas de vacaciones, de navidad, y dotación del personal docente y administrativo, según Ley 
70 de 198816.

3.2.2 Distribución de recursos por población por atender

De acuerdo con el numeral 16.2 del artículo 16 de la Ley 715 de 2001 a cada distrito o municipio se le podrá 
asignar una suma para ampliación de cobertura, la cual se calcula tomando un porcentaje del número de niños 
en edad de estudiar que no están siendo atendidos por el sistema educativo multiplicado por la asignación de 
niño por atender que se determine. La asignación para cada niño por atender se calculará como un porcentaje 
de la asignación por niño atendido y será fijado anualmente por la Nación.

Cuando la matrícula en educación en una entidad territorial sea del 100% de la población objetivo, ésta 
no tendrá derecho a recibir recursos adicionales por concepto de población por atender en condiciones de 
eficiencia. 

Por su parte respecto a la asignación por población por atender el Decreto 2833 de 2004 en su artículo 1° 
establece que el Conpes determinará el porcentaje de la población por atender que se tendrá en cuenta para 
la asignación del saldo o una parte del saldo de los recursos de la participación del sector educativo. 

La priorización de población por atender en condiciones de eficiencia corresponderá al incremento de la 
matrícula oficial en cada entidad territorial en la presente vigencia, con respecto a la matrícula oficial de la 
vigencia anterior. A partir de la vigencia 2005, este porcentaje será determinado con base en el incremento 
de la matrícula oficial con respecto a la de la vigencia anterior, descontando la reducción de la matrícula no 
oficial, si la hubiere.

3.3. Destinación de la participación de educación 

De conformidad con lo dispuesto por el artículo 15 de la Ley 715 de 2001, los recursos de la participación 
para educación del Sistema General de Participaciones se deben destinar a la financiación de la prestación 
del servicio educativo atendiendo los estándares técnicos y administrativos, en las siguientes actividades:

16 Por la cual se dispone el suministro de calzado y vestido de labor para los empleados del sector público.
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“15.1.	 Pago del personal docente y administrativo de las instituciones educativas públicas, las contribuciones inherentes 
a la nómina y sus prestaciones sociales.

15.2.	 Construcción de la infraestructura, mantenimiento, pago de servicios públicos y funcionamiento de las instituciones 
educativas.

15.3.	 Provisión de la canasta educativa.

15.4.	 Las destinadas a mantener, evaluar y promover la calidad educativa.

Parágrafo 1º. También se podrán destinar estos recursos a la contratación del servicio educativo de conformidad con lo 
establecido en el artículo 27 de la presente ley.

Parágrafo 2º. Una vez cubiertos los costos de la prestación del servicio educativo, los departamentos, distritos y municipios 
destinarán recursos de la participación en educación al pago de transporte escolar cuando las condiciones geográficas lo 
requieran para garantizar el acceso y la permanencia en el sistema educativo de niños pertenecientes a los estratos más 
pobres.

Parágrafo 3º. Transitorio. Con cargo a los recursos de la participación para educación del Sistema General de Participaciones, 
se financiará por una sola vez el faltante establecido para el cubrimiento de los costos de nómina de los docentes de los 
departamentos y de los convenios de cobertura educativa a diciembre 31 de 2001, siempre y cuando los recursos propios de 
los respectivos departamentos hayan sido insuficientes para cumplir con estas obligaciones. Para ello deberán someterse a 
planes de racionalización educativa y presentar para validación del Ministerio de Educación, información sobre el déficit 
a financiar. El giro de los recursos se hará inmediatamente se haya recibido la información respectiva.”

Conforme  con lo dispuesto por el artículo 17 de la Ley 715 de 2001 los distritos y municipios certificados 
recibirán directamente los recursos de la participación para educación. En el caso de los municipios no 
certificados, se transferirá lo correspondiente a la asignación para calidad y la asignación correspondiente a 
los corregimientos departamentales será transferida directamente al respectivo departamento. Los recursos 
de calidad no podrán ser utilizados para gastos de personal de ninguna naturaleza. Es decir, los municipios 
certificados y los distritos financiarán la totalidad de las actividades de la prestación del servicio educativo.

Con relación a los municipios certificados, el artículo 41 de la Ley 715 de 2001, determinó un proceso de 
certificación, con el propósito de que los municipios pudieran asumir la prestación de los servicios educativos. 
Inicialmente la ley estableció que a partir del año 2003 quedarían certificados todos los municipios mayores 
de 100.000 habitantes, y aquellos que cumplan los requisitos exigidos para la certificación. Para el efecto el 
Ministerio de Educación Nacional expidió los Decretos 2700 de 200417 y 3940 de 200718.

Los departamentos, los distritos y los municipios certificados deben administrar los recursos del Sistema 
General de Participaciones en cuentas especiales e independientes de los demás ingresos de las entidades 
territoriales. Estos dineros no harán unidad de caja con las demás rentas y recursos de la entidad territorial. 
Igualmente, es importante tener en cuenta que estos recursos, no podrán ser objeto de embargo, pignoración, 
titularización o cualquier otra clase de disposición financiera.

Los aportes patronales de los docentes (afiliación salud, pensiones y cesantías), se girarán directamente al 
Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio y deberán ser incorporados a los presupuestos sin situación 
de fondos, es decir, que los recursos no ingresan a la tesorería de la entidad territorial, puesto que se giran 
directamente a dicho fondo, lo cual, no exime a la entidad territorial de presupuestarlos y con cargo a ellos 
ejecutar los compromisos correspondientes. Al respecto el Decreto 3752 de 2003 establece lo siguiente:

17 Por el cual se establecen los requisitos y procedimientos para la certificación de los municipios que a 31 de diciembre de 2002 contaban con menos de 100.000 
habitantes.
18 Por el cual se reglamenta el artículo 41 de la Ley 715 de 2001 en materia de cumplimiento de requisitos por parte de los municipios con más de 100.000 habitantes 
para asumir la administración del servicio público educativo.
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“Artículo 8º.- Reporte de información de las entidades territoriales. Las entidades territoriales que administren plantas 
de personal docente pagadas con recursos del Sistema General de Participaciones y/o con recursos propios, reportarán 
a la sociedad fiduciaria que administre los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, dentro 
de los primeros diez (10) días de cada mes, copia de la nómina de los docentes activos afiliados al Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio; igualmente, reportarán dentro del mismo período las novedades de personal que se 
hayan producido durante el mes inmediatamente anterior”….

“Artículo 9º.- Monto total de aportes al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. La sociedad fiduciaria 
administradora de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, con base en la información 
definida en el artículo 8º del presente decreto, proyectará para la siguiente vigencia fiscal el monto correspondiente a 
los aportes previstos en el artículo 81 de la Ley 812 de 2003 y en el numeral 4º del artículo 8º de la ley 91 de 1989. Esta 
proyección será reportada a los entes territoriales a más tardar el 15 de abril de cada año”… 

“Artículo 10º.- Giro de los aportes. El Ministerio de Hacienda y Crédito Publico, con cargo a la participación para 
educación de las entidades territoriales en el Sistema General de Participaciones, girará directamente al Fondo Nacional 
de Prestaciones Sociales del Magisterio, descontados del giro mensual, en las fechas previstas en la Ley 715 de 2001, los 
aportes proyectados conforme al artículo anterior de acuerdo con el programa anual de caja PAC, el cual se incorporará 
en el presupuesto de las entidades territoriales sin situación de fondos”…

De otra parte, el servicio de la deuda con entidades financieras adquirida antes de la promulgación de la Ley 
715 de 2001 originada en el financiamiento de proyectos de inversión en infraestructura podrá ser cancelado 
con la participación de educación del Sistema General de Participaciones, previa la financiación de las 
prioridades de gasto señaladas por la ley y el reglamento.

Ningún departamento, distrito o municipio podrá vincular o contratar docentes, directivos docentes, ni 
empleados administrativos, con recursos diferentes a los del Sistema General de Participaciones, sin contar 
con los ingresos corrientes de libre destinación necesarios para financiar sus salarios y los demás gastos 
inherentes a la nómina incluidas las prestaciones sociales, en el corto, mediano y largo plazo.

Adicionalmente, es necesario considerar que el parágrafo 2º del artículo tercero de la Ley 617 de 2000 establece 
que los gastos para la financiación de docentes que se financien con cargo a recursos de libre destinación 
del departamento, distrito o municipio, y que generen obligaciones que no se extingan en una vigencia, sólo 
podrán seguirse financiando con ingresos corrientes de libre destinación.

Toda contratación de personal para la prestación del servicio educativo con recursos propios, deberá garantizar 
que al menos la cohorte o ciclo completo de estudiantes de educación básica sea atendida, para lo cual se 
deberá realizar un estudio financiero que soporte la autorización de las vigencias futuras por parte de las 
asambleas o concejos, y la aprobación de éstas por parte de las respectivas corporaciones en las condiciones 
previstas en la Ley 819 de 2003.

Los municipios no certificados y los corregimientos departamentales no podrán vincular o contratar docentes, 
directivos docentes ni funcionarios administrativos para el sector educativo, o contratar bajo cualquier modalidad 
personas o instituciones para la prestación del servicio; dicha función será exclusiva del respectivo departamento.

En ningún caso los docentes, directivos docentes y los administrativos vinculados o contratados con 
recursos propios podrán ser financiados con cargo al Sistema General de Participaciones, sin perjuicio 
de la responsabilidad penal y civil, disciplinaria y fiscal de quienes ordenen y ejecuten la vinculación o 
contratación.
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La financiación de las actividades relacionadas con la evaluación, interventoría y sistema de información, 
está condicionada a la reglamentación que sobre la materia expida el Ministerio de Educación Nacional. 
Para mayor información puede consultarse al Ministerio de Educación Nacional, al teléfono 2-22-28-00, o 
en la página web: www.mineducacion.gov.co.

3.4. Prestación del Servicio educativo 

Con relación a la prestación del servicio educativo, ya sea de manera directa o indirecta, es importante señalar 
que el artículo 30 de la Ley 1176 de 2007,  que modificó el artículo 27 de la Ley 715 de 2001, dispone lo 
siguiente:

“Artículo 30. Artículo nuevo. El inciso 1° del artículo 27 de la Ley 715 de 2001 quedará así:

 Prestación del Servicio Educativo. Los departamentos, distritos y municipios certificados, prestarán el servicio público de 
la educación a través del sistema educativo oficial.

 Solamente en donde se demuestre insuficiencia en las instituciones educativas del Sistema Educativo Oficial podrá 
contratarse la prestación del servicio educativo con entidades estatales o privadas sin ánimo de lucro de reconocida 
trayectoria e idoneidad, sin detrimento de velar por la cobertura e infraestructura en los servicios educativos estatales. 
El valor de la prestación del servicio financiado con estos recursos del sistema no puede ser superior a la asignación por 
alumno definido por la Nación.

 Cuando el valor sea superior, el excedente se pagará con recursos propios de la entidad territorial, con las restricciones 
señaladas en la presente ley.

 Cuando con cargo a recursos propios la prestación del servicio sea contratada con entidades no estatales, la entidad 
territorial deberá garantizar la atención de al menos el ciclo completo de estudiantes de educación básica.

 La Educación Misional Contratada y otras modalidades de educación que venían financiándose con recursos del Situado 
Fiscal, y las participaciones de los municipios en los Ingresos Corrientes de la Nación se podrán continuar financiando 
con los recursos del Sistema General de Participaciones.”

Con esta disposición la contratación de servicios educativos podrá contratarse solamente cuando se demuestre 
la insuficiencia de la oferta educativa en los establecimientos educativos de naturaleza oficial y ésta debe 
realizarse únicamente con entidades estatales o privadas sin ánimo de lucro de reconocida trayectoria e 
idoneidad.

Así mismo, los mayores valores de la educación contratada deberán ser cubiertos con recursos propios de la 
entidad territorial certificada, garantizando al menos el ciclo completo hasta la educación básica. 

3.5. Reglamentación

A continuación se presenta una relación y extractos de las principales normas expedidas por el Ministerio 
de Educación Nacional, en el proceso de reglamentación de la Ley 715 de 2001. 

3.5.1. Criterios y procedimientos para organizar las plantas de personal docente y 
administrativo del servicio educativo estatal 

La Ley 715 de 2001 establece en sus artículos 5º y 40º como competencia de la Nación, determinar los 
criterios a los cuales deben sujetarse las plantas docente y administrativa de los planteles educativos y los 
parámetros de asignación de personal. En desarrollo de lo anterior el Decreto 3020 del 10 de diciembre de 
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2002, por el cual se establecen los criterios y procedimientos para organizar las plantas de personal docente 
y administrativo del servicio educativo estatal que prestan las entidades territoriales y se dictan otras 
disposiciones, determina lo siguiente:

(…) 

Artículo 1º. Ámbito de aplicación. El presente decreto se aplica a las entidades territoriales certificadas que financian el 
servicio educativo estatal con cargo al Sistema General de Participaciones y que deben organizar sus plantas de personal 
docente, directivo docente y administrativo.

Artículo 2º. Planta de personal. Mediante acto administrativo, la entidad territorial adoptará la planta de personal, previo 
estudio técnico, en el que determinen los cargos de directivos docentes, docentes por niveles o ciclos, y administrativos, de 
acuerdo con los criterios establecidos en la Ley 715 de 2001 y en este decreto.

La planta de personal será fijada en forma global y debe contener el número de docentes, directivos docentes y administrativos 
de cada departamento, distrito o municipio certificado, necesarios para la prestación del servicio educativo.

Artículo 4º. Criterios generales. Serán criterios para fijar las plantas de personal las particularidades de las regiones y grupos 
poblacionales, las condiciones de las zonas rural y urbana, y las características de los niveles y ciclos educativos…

Artículo 8º. Rector. La autoridad competente de la entidad territorial certificada designará un rector para la administración 
única de cada institución educativa.

Artículo 9º. Director Rural. Para cada centro educativo rural que cuente al menos con 150 estudiantes, la autoridad 
competente de la entidad territorial certificada podrá designar un director sin asignación académica.

Artículo 10º. Coordinadores. La entidad territorial designará coordinadores, sin asignación académica, de acuerdo con 
el número de estudiantes de toda la institución educativa:

Si atiende más de 500 estudiantes:	 un (1) coordinador
Si atiende más de 900 estudiantes:	 dos (2) coordinadores
Si atiende más de 1.400 estudiantes:	 tres (3) coordinadores
Si atiende más de 2.000 estudiantes:	 cuatro (4) coordinadores
Si atiende más de 2.700 estudiantes:	 cinco (5) coordinadores
Si atiende más de 3.500 estudiantes:	 seis (6) coordinadores
Si atiende más de 4.400 estudiantes:	 siete (7) coordinadores
Si atiende más de 5.400 estudiantes:	 ocho (8) coordinadores

Parágrafo. Previa disponibilidad presupuestal, cuando una institución educativa ofrezca jornada nocturna podrá contar 
con un coordinador adicional para atender el servicio educativo en esta jornada. También podrá contar con un coordinador 
adicional la institución educativa que tenga más de cinco sedes o atienda más de 6.000 estudiantes.

Artículo 11. Alumnos por docente. Para la ubicación del personal docente se tendrá como referencia que el número promedio 
de alumnos por docente en la entidad territorial sea como mínimo 32 en la zona urbana y 22 en la zona rural.

Para el cumplimiento del proceso educativo, las entidades territoriales ubicarán el personal docente de las instituciones 
o los centros educativos, de acuerdo con los siguientes parámetros:

Preescolar y educación básica primaria: un docente por grupo. Educación básica secundaria y media académica: 1,36 
docentes por grupo. Educación media técnica: 1,7 docentes por grupo.

Cuando la entidad territorial certificada haya superado los promedios nacionales de cobertura neta en los niveles o ciclos 
correspondientes, certificados por el Ministerio de Educación Nacional, previa disponibilidad presupuestal y con base en 
estudios actualizados, podrá variar estos parámetros con el fin de atender programas destinados al mejoramiento de la 
calidad y la pertinencia educativa.

Para fijar la planta de personal de los establecimientos educativos que atienden estudiantes con necesidades educativas 
especiales, o que cuenten con innovaciones y modelos educativos aprobados por el Ministerio de Educación Nacional o 
con programas de etnoeducación, la entidad territorial atenderá los criterios y parámetros establecidos por el Ministerio 
de Educación Nacional.
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Artículo 13. Planta de personal administrativo. Las entidades territoriales establecerán la planta de personal de los niveles 
profesional, técnico, administrativo y operativo con estricta sujeción al régimen de nomenclatura y clasificación de empleos 
señalado en el Decreto 1569 de 1998, sin superar los costos que por este concepto fueron asumidos por el Sistema General 
de Participaciones.

Con relación a la modificación de las plantas requeridas para la prestación de los servicios docentes, el 
Gobierno nacional expidió el Decreto 1494 de 2005, por el cual se reglamentan los procedimientos para 
realizar modificaciones en las plantas de cargos del personal docente, directivo docente y administrativo 
financiadas con cargo al Sistema General de Participaciones, estableciendo lo siguiente:

“Artículo 1º. Objeto y ámbito de aplicación. El presente decreto reglamenta los procedimientos que deben observar las 
entidades territoriales certificadas para realizar modificaciones en la planta de cargos docentes, directivos docentes y 
administrativos organizada conjuntamente por la Nación y la entidad territorial, financiada con cargo al Sistema General 
de Participaciones.

Artículo 2º. Condiciones generales. Para que una entidad territorial certificada pueda iniciar los trámites para la 
modificación de la planta de cargos docentes, directivos docentes y administrativos financiada con cargo al Sistema General 
de Participaciones debe cumplir las siguientes condiciones:

a)	 Haber culminado el proceso de adopción, incorporación y distribución de plantas de personal en los establecimientos 
educativos respetando los parámetros establecidos en los Decretos 1850 y 3020 de 2002 o en las normas que los 
sustituyan o modifiquen;

b)	 Demostrar la variación en la matrícula oficial en los establecimientos educativos estatales de su jurisdicción, 
corresondiente al año académico inmediatamente anterior si se formula la solicitud dentro del primer semestre 
académico del año lectivo en curso o a la del año académico en curso si la solicitud se formula en el segundo semestre 
del mismo;

c)	 Acreditar capacidad financiera con cargo a la participación en educación del Sistema General de Participaciones, 
teniendo en cuenta el monto de los recursos asignados mediante documento Conpes;

d)	 Demostrar que la modificación solicitada no signifique una disminución del parámetro establecido en el concepto de viabilidad 
técnica emitido por el Ministerio de Educación Nacional en desarrollo de los artículos 5º y 40 de la Ley 715 de 2001;

e)	 Que la modificación solicitada de la planta de cargos administrativos no supere los costos de los cargos determinados 
conjuntamente entre la Nación y la entidad territorial, con excepción de las modificaciones originadas por la supresión 
de los cargos vacantes de directivos docentes de supervisor y director de núcleo. Estas modificaciones deberán orientarse 
a fortalecer los cargos que apoyen directamente los procesos misionales del sector. El procedimiento establecido en 
este decreto es adicional al que, conforme a las disposiciones vigentes, deben cumplir las entidades territoriales para 
la reestructuración o reorganización de sus plantas de personal administrativo;

f)	 Para el caso de incrementos en la planta de cargos del personal docente y directivo docente, la entidad territorial deberá 
efectuar los análisis que le permitan determinar que tal incremento es la estrategia de atención que genera mayores 
beneficios sociales y económicos;

g)	 Haber suprimido las vacantes definitivas generadas en los cargos de supervisores y directores de núcleo.

Parágrafo: Para efectos de la modificación de la planta de cargos del personal administrativo no se aplican los literales 
b) y d) de este artículo.

Artículo 3º. Procedimiento. Para realizar modificaciones en la planta de cargos, docentes, directivos docentes y administrativa 
financiada con cargo al Sistema General de Participaciones la entidad territorial deberá realizar los siguientes pasos:

a)	 Elaborar los estudios descritos a continuación de conformidad con la guía y los formatos establecidos por el Ministerio 
de Educación Nacional para el efecto:

	 Estudio técnico que contendrá los requerimientos de personal por establecimiento educativo y sede con base en la 
matrícula por nivel y los parámetros establecidos en el Decreto 3020 de 2002, teniendo en cuenta las características 
socioeconómicas de la región.
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	 Estudio financiero en el que se evidencie la disponibilidad de recursos de la participación para educación del Sistema 
General de Participaciones asignados mediante documento Conpes. Dicho estudio debe contener los costos de prestación 
del servicio educativo en su jurisdicción, en especial los costos asociados al personal docente, directivo docente y 
administrativo. Adicionalmente deberá anexar la certificación expedida por el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 
del Magisterio donde conste que las obligaciones por concepto de prestaciones de los docentes adscritos a su planta 
de personal están al día o en su defecto que los acuerdos de pago se están cumpliendo;

b)	 Remitir los estudios establecidos en el literal anterior al Ministerio de Educación Nacional, dentro de las fechas que 
para tal efecto este determine, para la verificación del cumplimiento de la normatividad vigente y la eficiencia en el 
uso de los recursos. Una vez realizado este análisis el Ministerio emitirá un concepto sobre el cumplimiento de los 
requisitos antes mencionados;

c)	 Con base en el concepto positivo emitido por el Ministerio de Educación Nacional, la entidad territorial procederá a 
expedir los actos administrativos de modificación, aludiendo dentro de los considerandos a dicho concepto.

Artículo 4º. Otras disposiciones. En ningún caso la entidad territorial certificada podrá efectuar cambios dentro de las plantas 
de cargos administrativos, docentes y directivos docentes financiadas con recursos del Sistema General de Participaciones 
sin el seguimiento estricto de los pasos establecidos en el presente Decreto.

En caso de que una entidad territorial provea cargos que excedan de la planta organizada conjuntamente por la Nación 
y la entidad territorial, tales cargos no podrán ser financiados con recursos del Sistema General de Participaciones sin 
perjuicio de las responsabilidades a que haya lugar.

Las entidades territoriales certificadas no podrán modificar sus plantas de cargos docentes y directivos docentes con 
recursos propios sin contar con las respectivas disponibilidades presupuestales y vigencias futuras para el pago de nómina 
y demás gastos inherentes, incluidas las prestaciones sociales a corto, mediano y largo plazo. En ningún caso los cargos 
docentes, directivos docentes y administrativos financiados con recursos propios podrán ser asumidos con recursos del 
Sistema General de Participaciones.”

Para complementar el tema de la organización de las plantas de personal el Gobierno nacional expidió el 
Decreto 4318 de 2005, por el cual se adiciona el artículo 16 del Decreto 3020 de 2002, mediante el cual se 
establecen los criterios y procedimientos para organizar las plantas de personal docente y administrativo 
del servicio educativo estatal que prestan las entidades territoriales y se dictan otras disposiciones, en los 
siguientes términos:

“Artículo 1º. Adicionase el artículo 16 del Decreto 3020 de 2002 con un Parágrafo del siguiente tenor:

“Parágrafo: Los docentes estatales que se encuentren actualmente en comisión en establecimientos educativos organizados 
por el Ministerio de Defensa, Ejército Nacional, Armada Nacional, Fuerza Aérea Colombiana y Policía Nacional, podrán 
continuar en comisión hasta que se produzca su desvinculación del servicio por cualquiera de las causales previstas en 
el artículo 68 del Decreto 2277 de 1979 y el artículo 63 del Decreto-Ley 1278 de 2002, en todo caso sin exceder el 1º de 
diciembre del año 2012”.

3.5.2. Contratación del servicio público educativo

La contratación del servicio público educativo por parte de las entidades territoriales certificadas deberá 
realizarse de conformidad con lo dispuesto por el Decreto 4313 de 2004, por el cual se reglamenta la 
contratación del servicio público educativo por parte de las entidades territoriales certificadas, el cual 
establece lo siguiente: 

“Artículo 1º. Objeto y ámbito de aplicación. El presente decreto reglamenta la contratación del servicio público educativo 
por parte de las entidades territoriales certificadas. Los departamentos, distritos y municipios certificados podrán celebrar, 
entre otros, los contratos a que se refiere el presente decreto, cuando se demuestre la insuficiencia para prestar el servicio 
educativo en los establecimientos educativos estatales de su jurisdicción.
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Parágrafo. En concordancia con el artículo 9º de la Ley 715 de 2001, los establecimientos educativos, instituciones y centros 
educativos tendrán el carácter de públicos o privados, de conformidad con la calificación que de ellos se realice en forma 
expresa en la licencia de funcionamiento o en el acto de reconocimiento de carácter oficial. En los eventos en los que sea 
necesario, la autoridad territorial procederá a efectuar las aclaraciones que sean del caso.

Artículo 2º. Capacidad para contratar la prestación del servicio educativo. Las entidades territoriales certificadas podrán 
contratar la prestación del servicio educativo que requieran, con personas jurídicas de derecho público o privado, de 
reconocida trayectoria e idoneidad en la prestación o promoción del servicio de educación formal.

Parágrafo 1º. Cuando la contratación que se pretenda realizar sea con las autoridades indígenas, estas deberán estar 
debidamente registradas ante la Dirección de Etnias del Ministerio del Interior y de Justicia. Para efectos de esta contratación, 
los establecimientos educativos promovidos por autoridades indígenas deben cumplir los requisitos a los que se refiere el 
artículo 9º de la Ley 715 de 2001.

En los contratos a los que se refiere el presente parágrafo se deberán tener en cuenta las disposiciones especiales aplicables, 
contenidas en el Decreto 804 de 1995 y demás normas concordantes.

Artículo 3º. Prestación del servicio educativo. La prestación de servicios profesionales a que se refiere el literal d) del 
artículo 24 de la Ley 80 de 1993, para los efectos de la contratación de que trata este decreto, comprende entre sus objetos 
particulares el del servicio educativo.

Artículo 4º. Objeto de los contratos. Conforme a lo previsto en el artículo 1º de este decreto, con el fin de hacer más 
eficientes los recursos disponibles y satisfacer las distintas necesidades del servicio educativo, las entidades territoriales 
certificadas podrán celebrar contratos cuyos objetos podrán ser, entre otros, los siguientes:

a) Contratación de la prestación del servicio público educativo

En esta modalidad, la entidad territorial certificada contrata la prestación del servicio público educativo por el año lectivo 
para determinado número de alumnos. El contratista, de acuerdo con las necesidades del contratante, asumirá todos o 
algunos de los costos inherentes a la prestación del servicio educativo, recibiendo en contraprestación una suma fija de 
dinero por alumno atendido, por cada período lectivo contratado, cuya forma de pago podrá ser convenida libremente 
por las partes. La remuneración se fijará teniendo en cuenta los costos efectivos de los componentes básicos ofrecidos y 
asumidos por el contratista, necesarios para la prestación del servicio.

Cuando se autorice al contratista el cobro de derechos académicos o servicios complementarios, estos deben ser establecidos 
sin exceder las restricciones previstas en las normas vigentes sobre costos educativos para los establecimientos educativos 
estatales del ente territorial contratante. En consecuencia, no podrán pactarse, en ningún caso, cobros diferentes en monto y 
concepto de los establecidos para los establecimientos educativos estatales en los respectivos reglamentos territoriales;

b) Concesión del servicio público educativo

En los términos del numeral 4 del artículo 32 de la Ley 80 de 1993, las entidades estatales podrán entregar en concesión 
a los particulares la prestación del servicio educativo. En estos contratos, el ente territorial podrá aportar dotación e 
infraestructura física o estas podrán ser aportadas, adquiridas o construidas, total o parcialmente por el particular, 
imputando su valor a los costos de la concesión. Deberá pactarse, en todo caso, que a la terminación del contrato opere 
la reversión de la infraestructura física y de la dotación aportada por la entidad territorial o construida o adquirida por 
el particular con cargo al contrato.

La entidad territorial reconocerá al concesionario una suma anual por alumno atendido teniendo en cuenta los costos 
efectivos de los componentes, suministrados por él, necesarios para la prestación del servicio educativo.

Artículo 5º. Procesos de selección. Para la celebración de los contratos a los que se refiere el literal a) del artículo 4º del 
presente decreto, el ente territorial seleccionará al contratista de acuerdo con el procedimiento a que se refiere el Capítulo 
II del presente decreto.

La selección de los contratistas del contrato de concesión del servicio educativo se realizará con base en lo establecido al 
respecto por la Ley 80 de 1993 o las normas que la modifiquen o sustituyan.

Artículo 6º. Recursos financieros. Los contratos a que se refiere el presente decreto podrán financiarse con los recursos de 
que trata el artículo 27 de la Ley 715 de 2001, con aquellos que reciban las entidades territoriales por transferencia con 
destinación específica, con recursos propios u otros que puedan concurrir para tal efecto, con sujeción a las restricciones 
legales.
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Artículo 7º. Requisitos presupuestales para la celebración de contratos. Antes de la celebración de cada contrato, la entidad 
territorial deberá contar con la apropiación presupuestal suficiente para asumir los respectivos compromisos contractuales, 
para la cual deberá obtener el correspondiente certificado de disponibilidad presupuestal. Si el contrato que se suscriba 
afecta presupuestos de vigencias futuras, deberá darse cumplimiento a lo previsto en el artículo 12 de la Ley 819 de 2003 
o a las normas que lo modifiquen o sustituyan.

CAPÍTULO II

De la selección objetiva del contratista

Artículo 8º. Selección del contratista. Cuando la entidad territorial requiera celebrar uno o más contratos a los que se 
refiere el literal a) del artículo 4º del presente decreto, y para determinar las personas jurídicas prestadoras del servicio 
educativo con quienes se celebrarán los respectivos contratos, cada entidad territorial certificada conformará un banco 
de oferentes de la manera como se establece en este decreto.

Las entidades territoriales certificadas sólo podrán celebrar los contratos en mención con las personas jurídicas prestadoras 
del servicio educativo que estén inscritas y calificadas en el respectivo banco de oferentes, de conformidad con los criterios 
que determinen las entidades territoriales en el acto administrativo de invitación pública a la inscripción en el mismo.

La inscripción y calificación en el banco de oferentes serán gratuitas.

Parágrafo. La invitación pública para inscribirse en el banco de oferentes, la calificación e inscripción en tal banco, no 
generan obligación para el ente territorial de realizar contratación alguna. En el evento en que el ente territorial deba 
celebrar un contrato de prestación del servicio educativo deberá hacerlo con las personas jurídicas, en el orden de elegibilidad 
que arroje el proceso de calificación y de conformidad con la correlación existente entre la ubicación geográfica de la 
demanda y el lugar en el cual se prestará el servicio educativo, sin perjuicio del análisis de conveniencia económica.

Artículo 9º. Procedimiento para conformar un banco de oferentes. Las entidades territoriales certificadas deben adelantar 
el siguiente procedimiento para conformar un Banco de Oferentes:

1. 	 Primera etapa. Requerimientos previos para la conformación del banco de oferentes.

1.1 	 Realizar un estudio que demuestre la insuficiencia en los establecimientos educativos del ente territorial para prestar el 
servicio educativo, de conformidad con el artículo 27 de la Ley 715 de 2001, cuyas conclusiones deben ser consignadas 
en la parte motiva del acto administrativo de invitación pública.

1.2 	 Elaborar la invitación pública, que debe contener:

a) 	 Datos básicos de la entidad territorial interesada en conformar el banco de oferentes;

b) 	 Destinatarios de la invitación;

c) 	 Objeto de la invitación;

d) 	 Requisitos que deben acreditar los interesados en inscribirse, principalmente los relacionados con la acreditación 
de la experiencia e idoneidad para prestar el servicio público de educación y la capacidad para celebrar 
contratos;

e) 	 Criterios para evaluar a los inscritos;

f) 	 Fecha y hora a partir de la cual se inicia el proceso de inscripción, así como el lugar en que tal procedimiento se 
adelantará;

g) 	 Fecha y hora en la que se cierra la inscripción;

h) 	 Término durante el cual se realizará la evaluación y calificación de los inscritos;

i) 	 Medio a través del cual se informará a cada inscrito la calificación obtenida;

j) 	 La información adicional necesaria a juicio de cada ente territorial.

1.3 	 Elaborar el formato de inscripción, que hará parte integral de la invitación pública.

1.4 	 Elaborar el formato de evaluación de los inscritos que hará parte integral de la invitación pública.

1.5 	 Elaborar la tabla de calificación y clasificación de acuerdo con el formato de evaluación, estableciendo un puntaje 
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máximo y mínimo para cada aspecto evaluable y el puntaje total. Para ser incorporado al banco de oferentes y poder 
celebrar los respectivos contratos deberá haberse superado el puntaje mínimo requerido en cada uno de los aspectos 
objeto de evaluación. El orden de elegibilidad estará determinado por el puntaje que arroje el proceso de calificación 
de mayor a menor. La tabla de calificación hará parte integral de la invitación pública.

1.6	 Establecer los medios de divulgación de la invitación pública que se emplearán, la dependencia responsable de dicha 
actividad, la duración y frecuencia con que se utilizarán los medios elegidos.

2. 	 Segunda etapa. Realización de la invitación pública a inscribirse para la conformación del banco de oferentes, mediante 
la expedición de un acto administrativo motivado, que contendrá la información a que se refiere el numeral 1.

3. 	 Tercera etapa. Selección. Tal etapa comprende evaluación, calificación y clasificación.

El Ministerio de Educación Nacional establecerá los criterios de evaluación y de calificación, los cuales incluirán los 
aspectos técnicos, referidos a trayectoria e idoneidad, y los aspectos económicos a considerar. Igualmente adoptará los 
modelos, formatos y demás instrumentos requeridos para la conformación del banco de oferentes.

CAPÍTULO III

De la contratación con las iglesias y las confesiones religiosas

Artículo 10º. Legislación aplicable. Los contratos que celebren las entidades territoriales con iglesias y confesiones 
religiosas cuyo objeto contractual sea cualquiera de los contemplados en los artículos 13 y 14 del presente decreto, se 
sujetarán únicamente a los requisitos exigidos para la contratación entre particulares, de conformidad con el artículo 200 
de la Ley 115 de 1994.

Artículo 11. Alcance de las expresiones iglesia y confesión religiosa. Para los efectos del presente decreto las expresiones 
iglesia y confesión religiosa comprenden también a las entidades que estas hayan erigido o fundado y que gocen de 
reconocimiento jurídico ante el Estado, lo mismo que a las denominaciones religiosas, sus federaciones, confederaciones 
o asociaciones de ministros.

Artículo 12. Requisitos para la celebración de contratos. Las entidades territoriales sólo podrán celebrar los contratos de que 
tratan los artículos 13 y 14 de este decreto con las iglesias y confesiones religiosas, que reúnan los siguientes requisitos:

a) 	 Cuenten con personería jurídica, de conformidad con las normas que regulan la materia;

b) 	 Demuestren experiencia superior a tres años en la dirección y administración de establecimientos educativos o en la 
prestación del servicio educativo organizado por particulares.

Artículo 13. Administración del servicio educativo. En esta contratación, la entidad territorial podrá aportar su infraestructura 
física, docente y administrativa o alguna de ellas y el contratista por su parte, su capacidad de administración, dirección, 
coordinación y organización del servicio educativo, brindando la correspondiente orientación pedagógica. En desarrollo 
de este contrato, el contratista suministrará los componentes que la entidad territorial no aporte y que sean necesarios para 
la prestación del servicio. El contratista podrá prestar el servicio de administración a través de una sola persona o de un 
equipo de personas. El contratista recibirá por el servicio efectivamente prestado una suma fija, determinada en función 
de los costos que asuma o por alumno atendido, cuya forma de pago se determinará de común acuerdo entre las partes.

La persona designada por el contratista para ejercer en forma inmediata la administración, dirección y orientación 
pedagógica impartirá las instrucciones a que haya lugar para el adecuado funcionamiento del establecimiento educativo, 
las que deberán serán acatadas por el personal docente y administrativo que labore en el establecimiento educativo, sin 
perjuicio de las que competa impartir o ejecutar a la entidad territorial. En tal evento, las relaciones laborales de los 
respectivos docentes y personal administrativo, así como el régimen disciplinario, se someterán a las disposiciones legales 
aplicables a la entidad territorial y serán ejercidas por las autoridades territoriales competentes.

En estos contratos se podrá incluir como obligación del contratista la realización de mejoras y reparaciones locativas de 
la infraestructura física de la entidad territorial contratante, costos que podrán incluirse dentro de la remuneración del 
contratista, o asumirse con cargo al Fondo de Servicios Educativos respectivo a que se refiere el artículo 13 de la Ley 715 
de 2001.

Artículo 14. Educación misional contratada. Se entiende que la modalidad de contratación de administración denominada 
educación misional contratada es la celebrada entre la Iglesia Católica y las entidades territoriales certificadas.
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Artículo 15. Requisitos para la celebración de contratos de educación misional contratada. Sólo se podrán celebrar contratos 
de educación misional contratada o prorrogar los vigentes cuando el servicio de administración y de coordinación de los 
servicios educativos estatales se vaya a prestar en municipios que por su ubicación geográfica, por razones de seguridad o por 
condiciones logísticas no puedan ser asumidos por la Secretaría de Educación del respectivo ente territorial, situación respecto 
de la cual el ordenador del gasto de la entidad territorial deberá dejar constancia escrita en el respectivo contrato.

Parágrafo 1º. Vencido el término de vigencia pactado para cada contrato de educación misional contratada, se revisará 
la continuidad o desaparición de las condiciones que justificaron su celebración. Siendo entendido que sólo en el evento 
que estas permanezcan, se podrá prorrogar el contrato por el período que acuerden las partes.

Parágrafo 2º. Los contratos de educación misional contratada que se ejecuten en los territorios o para la atención de las 
comunidades indígenas, tanto para su celebración como su prórroga deberán ser previamente consultados con representantes 
de las respectivas comunidades.

Artículo 16. Naturaleza del vínculo laboral. El personal de dirección, administración y docente, que se vincule para la 
ejecución de los contratos de administración del servicio educativo y de educación misional cuyo costo sea cancelado 
con los recursos asignados en el contrato para tal efecto, en ningún caso formará parte de la planta oficial de la entidad 
territorial contratante.

Artículo 17. Propiedad de los bienes. Los bienes que sean adquiridos con los recursos públicos destinados a financiar los 
contratos de educación misional contratada, serán de propiedad del ente territorial respectivo. Para tal efecto, las partes 
deberán realizar un inventario en el que se incluya la totalidad de tales bienes a más tardar en los dos primeros meses de 
cada año calendario, manteniéndolo permanentemente actualizado.

CAPÍTULO IV

Otras disposiciones

Artículo 18. En ningún caso, la entidad territorial contratante contraerá obligación laboral con las personas que el 
contratista vincule para la ejecución de los contratos a que se refiere el presente decreto.

Artículo 19. Aplicación de disposiciones generales de educación. A la totalidad de los contratos que se celebren de 
acuerdo con lo dispuesto en este decreto le son plenamente aplicables las normas que regulan la prestación del servicio 
de educación en el país.

Artículo 20. Vigencia y derogatorias. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación y deroga el Decreto 
1286 de 2001, el Decreto 1528 de 2002, 1264 de 2004 y las demás normas que le sean contrarias.”

Es importante señalar que el Decreto 4313 de 2004 derogó los Decretos 1528 de 2002 y 1264 de 2004.

Posteriormente el Gobierno nacional expidió el Decreto 2085 de 2005, por el cual se modifica parcialmente 
el artículo 2 del decreto 4313 de 2004, que determina lo siguiente:

“Artículo 1º. El artículo 2 del decreto 4313 de 2004 quedará así: 

“Artículo 2º- Capacidad para contratar la prestación del servicio educativo. Las entidades territoriales certificadas podrán 
contratar la prestación del servicio educativo que requieran, con personas jurídicas y naturales de derecho público o 
privado, de reconocida trayectoria e idoneidad en la prestación o promoción del servicio de educación formal.”

Respecto a la contratación del servicio público educativo es necesario tener en cuenta lo dispuesto por el 
artículo 30 de la Ley 1176 de 2007. Esta disposición legal modifica el artículo 2 del Decreto 4313 de 2004, 
en el sentido de que se condiciona la contratación de la prestación del servicio educativo con entidades 
estatales o privadas sin ánimo de lucro de reconocida trayectoria e idoneidad.

3.5.3. Ascensos en el escalafón docente

La Ley 715 de 2001 establece que para efectos de la inscripción y los ascensos en el escalafón, la entidad 
territorial determinará la repartición organizacional encargada de esta función de conformidad con el 
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reglamento que expida el Gobierno nacional. En desarrollo de lo anterior el Decreto 300 del 22 de febrero 
de 2002, por el cual se reglamentan parcialmente el numeral 6.2.15 del artículo 6º y el numeral 7.15 del 
artículo 7º de la Ley 715 de 2001,  contempla los siguientes aspectos:

“Artículo 1º. Una vez las entidades territoriales, mediante acto administrativo, determinen la repartición organizacional 
encargada de tramitar y decidir sobre las inscripciones y ascensos en el escalafón, estas podrán proceder a resolver las 
solicitudes radicadas antes de la vigencia de la Ley 715 de 2001, con la aplicación de la parte pertinente, en cuanto a 
términos y requisitos, de las normas vigentes a la fecha de la radicación de los documentos.

Artículo 2º. Las solicitudes de inscripción y ascenso en el escalafón docente, presentadas a partir de la vigencia de la Ley 
715 de 2001, sólo podrán ser tramitadas una vez sea expedido por el Gobierno nacional el correspondiente reglamento a 
que se refieren el numeral 6.2.15 del artículo 6º y el numeral 7.15 del artículo 7º de la citada ley.

Artículo 3º. Los funcionarios de las entidades territoriales responsables del tramite de las solicitudes de inscripción y 
ascenso en el escalafón docente, desarrollarán su actuación con fundamento en los principios de moralidad, economía, 
celeridad, eficacia e imparcialidad de conformidad con el artículo 209 de la Constitución Política.”

Posteriormente, el Gobierno nacional expidió el Decreto 1095 de 2005, por el cual se reglamenta los artículos 
6º, numeral 6.2.15, 7º numeral 7.15 y 24 de la Ley 715 de 2001 en lo relacionado con el ascenso en el Escalafón 
Nacional Docente, de los docentes y directivos docentes en Carrera que se rigen por el Decreto-Ley 2277 
de 1979, y se dictan otras disposiciones, estableciendo lo siguiente:

“Artículo 1. Ámbito de aplicación. El presente decreto se aplica a los docentes y directivos docentes en carrera escalafonados 
de acuerdo con el Decreto-Ley 2277 de 1979 que se financian con recursos del Sistema General de Participaciones, y por 
el período comprendido entre el 1º de enero de 2002 y el 30 de diciembre de 2008.

(…)

Artículo 4º. Programas de formación cursados en otras entidades territoriales. Las entidades territoriales certificadas 
podrán dar validez en su jurisdicción, a los programas de formación permanente registrados previamente ante el Comité 
de Capacitación de Docentes de alguna de ellas de conformidad con el Decreto 709 de 1996, mediante la expedición del 
correspondiente acto administrativo, debidamente motivado.

(…)

Artículo 6º. Financiación de los ascensos. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 24 de la Ley 715 de 2001 y el artículo 
69 de la Ley 921 de 2004, para financiar ascensos en el escalafón, previo certificado de la disponibilidad presupuestal, las 
entidades territoriales certificadas, podrán destinar hasta un punto del incremento adicional que tenga el Sistema General 
de Participaciones en los términos del segundo parágrafo transitorio del Acto Legislativo 01 de 2001.

Cualquier ascenso que supere el límite del porcentaje del incremento adicional del Sistema General del Participaciones que 
puede ser destinado a financiar ascensos en el escalafón, deberá ser financiado con ingresos corrientes de libre disposición 
de la respectiva entidad territorial, previo certificado de disponibilidad presupuestal.

Con cargo al Sistema General de Participaciones no procederá ningún reconocimiento que supere este límite, los que se 
realicen no tendrán validez y darán lugar a responsabilidad fiscal para el funcionario que ordene el respectivo gasto.

Parágrafo. Cuando los efectos fiscales del ascenso impliquen la responsabilidad en el pago de más de una entidad territorial 
certificada, la entidad en la que actualmente se encuentre laborando el docente o directivo docente expedirá, previo certificado 
de disponibilidad presupuestal, el correspondiente acto administrativo de reconocimiento y posteriormente deberá exigir 
el pago de la deuda correspondiente a la entidad de la cual proviene el funcionario ascendido”.

Con relación a este tema, es importante señalar que los recursos asignados a la fecha, con destinación específica 
para ascensos en el escalafón, solamente podrán  ejecutarse con base en lo dispuesto por el Decreto 1095 
de 2005.
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En el año 2008, el Gobierno nacional expidió el Decreto 241, por el cual se modifica parcialmente el Decreto 
1095 de 2001, el cual se refiere al trámite, requisitos y efectos fiscales de los ascensos en el escalafón docente, 
en los siguientes términos:

“Artículo  1°. Modifícase el artículo 2° del Decreto 1095 de 2005, el cual quedará así:

“Artículo 2°. Trámite de las solicitudes de ascenso. Las solicitudes de ascenso serán presentadas ante la repartición 
organizacional determinada por la entidad territorial certificada, en la cual se encuentra laborando el docente, o directivo 
docente. Serán tramitadas en estricto orden de radicación.

Si verificada la solicitud de ascenso, esta cumple con los requisitos establecidos, la decisión de ascenso en el Escalafón 
Nacional Docente será adoptada mediante resolución motivada en la que conste el cumplimiento de todos los requisitos.

Cuando la solicitud de ascenso no se acompañe de los documentos o informaciones necesarias o estos no cumplen todos 
los requisitos exigidos para cada caso, en el acto de recibo se le indicarán al peticionario los que falten.

La solicitud de ascenso será resuelta en el término fijado en el artículo 6° del Código Contencioso Administrativo. No 
obstante, si una vez radicada la solicitud, las informaciones o documentos que proporcione el interesado al iniciar la 
actuación administrativa no son suficientes para decidir, se le requerirá, por una sola vez, para que aporte la información 
o documentos que deben subsanar, aclarar o completar. Este requerimiento interrumpirá los términos establecidos para 
que las autoridades decidan. Desde el momento en que el interesado aporte nuevos documentos o informaciones con el 
propósito de satisfacer el requerimiento, comenzarán otra vez a correr los términos pero, en adelante, las autoridades 
no podrán pedir más información, y decidirán con base en aquello de que dispongan; lo anterior de conformidad con lo 
establecido en el Código Contencioso Administrativo. Se entenderá que el peticionario ha desistido de su solicitud si hecho 
el requerimiento de completar los requisitos o documentos, no da respuesta en el término de dos (2) meses. Acto seguido 
se archivará el expediente, sin perjuicio de que el interesado presente posteriormente una nueva solicitud.

Parágrafo. Las solicitudes de ascenso radicadas con anterioridad al 1° de enero de 2002, respecto de quienes hayan 
cumplido los requisitos establecidos en la legislación que se encontraba vigente con anterioridad a la Ley 715 de 2001, 
serán resueltas de conformidad con las normas sustantivas vigentes al momento de la presentación de la solicitud. Las 
radicadas con posterioridad a la entrada en vigencia de la citada ley, respecto de quienes hayan cumplido los requisitos 
establecidos en la legislación vigente anterior a la expedición de la misma Ley, serán resueltas de conformidad con los 
requisitos dispuestos en el Decreto 2277 de 1979. Las solicitudes radicadas respecto de quienes hayan cumplido requisitos 
con posterioridad al 1° de enero de 2002 serán resueltas de acuerdo con los requisitos establecidos en el artículo 24 de 
la Ley 715 de 2001.

Artículo 2°. Modificar el artículo 3° del Decreto 1095 de 2005, el cual quedará así:

“Artículo 3°. Requisitos para ascender en el Escalafón. De conformidad con lo dispuesto en el Decreto 2277 de 1979, la 
Ley 115 de 1994, el Decreto 709 de 1996, la Sentencia de la Corte Constitucional C-507 de 1997 y la Ley 715 de 2001, para 
ascender en el Escalafón Nacional Docente los docentes y directivos docentes, en carrera, deben acreditar el cumplimiento 
de los siguientes requisitos:

TÍTULOS

a)	Bachiller Pedagógico

a)	Perito o Experto en Educación
b)	Bachiller Pedagógico

a)	Perito o Experto en Educación
b)	Bachiller Pedagógico

a)	Técnico o Experto en Educación
b)	Perito o Experto en Educación
c)	Bachiller Pedagógico

a)	Profesional con título universitario diferente 
al de Licenciado en Ciencias de la educación

b)	Tecnólogo en Educación
c)	Técnico o Experto en Educación
d)	Perito o Experto en Educación
e)	Bachiller Pedagógico

CAPACITACIÓN

...

...
Créditos

Créditos
...

...

...
Créditos

Curso

...
Créditos
Créditos

...

GRADOS

Al grado 2

Al grado 3

Al grado 4

Al grado 5

Al grado 6

EXPERIENCIA

2 años en el grado 1

3 años en el grado 2
3 años en el grado 2

3 años en el grado 3
3 años en el grado 3

3 años en el grado 4
4 años en el grado 4
3 años en el grado 4

3 años en el grado 5

3 años en el grado 5
3 años en el grado 5
3 años en el grado 5
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A partir del grado séptimo, el docente o directivo docente debe haber cumplido el requisito de permanencia en el grado 
inmediatamente anterior de conformidad con lo establecido en los artículos 10 del Decreto-Ley 2277 de 1979 y 24 de la 
Ley 715 de 2001.

Sólo podrán homologarse los estudios de Pregrado y Posgrado, reconocidos por el Gobierno nacional de conformidad 
con lo establecido en la Ley 30 de 1992, para ascender hasta el grado 10 del Escalafón Nacional Docente. El título por 
el cual se obtenga el reconocimiento por efectos del mejoramiento académico, no podrá ser utilizado posteriormente para 
nuevos ascensos en el Escalafón Nacional Docente.

La fecha correspondiente al cumplimiento del requisito de permanencia en el grado inmediatamente anterior quedará 
especificada en el acto administrativo de ascenso, de acuerdo con el inciso 2° del artículo 5° del presente decreto.

a)	Licenciado en Ciencias de la educación
b)	Profesional con título universitario diferente 

al de Licenciado en Ciencias de la educación
c)	Tecnólogo en Educación
d)	Técnico o Experto en Educación
e)	Perito o Experto en Educación
f)	 Bachiller Pedagógico

a)	Licenciado en Ciencias de la educación
b)	Profesional con título universitario diferente 

al de Licenciado en Ciencias de la educación
c)	Tecnólogo en Educación
d)	Técnico o Experto en Educación
e)	Perito o Experto en Educación
f)	 Bachiller Pedagógico

...

...

Créditos
...
...

Créditos

...
Créditos

...
Créditos
Créditos

...

Al grado 7

Al grado 8

3 años en el grado 6
3 años en el grado 6

4 años en el grado 6
3 años en el grado 6
4 años en el grado 6

3 años en el grado 7
3 años en el grado 7

4 años en el grado 7
3 años en el grado 7
4 años en el grado 7
3 años en el grado 7

TÍTULOS CAPACITACIÓNGRADOS EXPERIENCIA

a)	Licenciado en Ciencias de la educación
b)	Profesional con título universitario diferente 

al de Licenciado en Ciencias de la educación
c)	Tecnólogo en Educación
d)	Técnico o Experto en Educación

a)	Licenciado en Ciencias de la educación
b)	Profesional con título universitario diferente 

al de Licenciado en Ciencias de la educación
c)	Tecnólogo en Educación
d)	Técnico o Experto en Educación

a)	Licenciado en Ciencias de la educación
b)	Profesional con título universitario diferente 

al de Licenciado en Ciencias de la educación
c)	Tecnólogo en Educación

a)	Licenciado en Ciencias de la educación
b)	Profesional con título universitario diferente 

al de Licenciado en Ciencias de la educación

a)	Licenciado en Ciencias de la educación
b)	Profesional con título universitario diferente 

al de Licenciado en Ciencias de la educación

a)	Licenciado en Ciencias de la Educación o 
Profesional con Título Utniversitario diferente 
al de Licenciado en Ciencias de la educación, 
que no haya sido sancionado con exclusión 
del Escalafón Docente y que cumpla uno de 
los siguientes requisitos. Título de posgrado 
reconocido por el Ministerio de Educación 
Nacional o autor de una obra de carácter 
científico, pedagógico o técnico.

Créditos
Créditos

...

...
Créditos

...
Créditos

Créditos
...

Créditos

Créditos

Créditos
Créditos

...

Al grado 9

Al grado 10

Al grado 11

Al grado 12

Al grado 13

Al grado 14

3 años en el grado 8
3 años en el grado 8

3 años en el grado 8
3 años en el grado 8

3 años en el grado 9
3 años en el grado 9

3 años en el grado 9
4 años en el grado 9

3 años en el grado 10
3 años en el grado 10

4 años en el grado 10

5 años en el grado 11
5 años en el grado 11

4 años en el grado 12
4 años en el grado 12

3 años en el grado 13
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Parágrafo. Los docentes y directivos docentes que presentaron sus solicitudes de ascenso que fueron negadas con base en el 
incumplimiento de los requisitos señalados en el parágrafo del artículo 2° y el artículo 3° del Decreto 1095 de 2005, y que 
se adecúen a los requisitos contenidos en el presente artículo, podrán solicitar a la respectiva entidad territorial certificada 
la revisión de su solicitud de ascenso, la cual será resuelta de conformidad con lo establecido en el presente decreto”.

Artículo  3°. Modificar el artículo 5° del Decreto 1095 de 2005, el cual quedará así:

“Artículo 5°. Efectos fiscales. Los efectos fiscales del ascenso se generarán a partir de la fecha de expedición del acto 
administrativo de ascenso que determina la clasificación en el grado correspondiente del Escalafón y máximo dentro de 
los quince (15) días siguientes a la fecha de radicación de la solicitud.

El tiempo de servicio para el nuevo ascenso se contará a partir de la fecha en que se hubieren cumplido todos los requisitos 
para el ascenso inmediatamente anterior.

Parágrafo transitorio. Las entidades territoriales certificadas deberán resolver inicialmente y en estricto orden de radicación 
las solicitudes de ascenso radicadas con anterioridad a la expedición del presente decreto, con el lleno de los requisitos 
legales.

Una vez expedidos la totalidad de los actos administrativos de ascenso de que trata el inciso anterior y cuyos efectos 
fiscales se generarán a partir de la fecha de expedición del acto, las entidades territoriales, deberán expedir los actos 
administrativos de reconocimiento del costo acumulado del ascenso. Este costo será el correspondiente al causado a partir 
de la radicación de la solicitud hasta la fecha de expedición del acto administrativo de ascenso. Para la expedición de los 
actos administrativos de reconocimiento del costo acumulado del ascenso las entidades territoriales deberán atender las 
solicitudes en estricto orden de radicación.

En ningún caso podrá la resolución de ascenso reconocer indexación o intereses de cualquier tipo por concepto de los 
efectos fiscales del reconocimiento”.

Artículo 4°. Las solicitudes de ascenso no sujetas a las disposiciones del artículo 24 de la Ley 715 de 2001, serán presentadas 
ante la repartición organizacional determinada por la entidad territorial certificada en la que se haya surtido el último 
trámite de inscripción o ascenso del peticionario en el Escalafón Nacional Docente y serán tramitadas en estricto orden de 
radicación. Las solicitudes de inscripción serán presentadas ante la repartición organizacional determinada por la entidad 
territorial certificada del domicilio del peticionario.”

3.5.4. Estatuto de profesionalización docente

El nuevo Estatuto de Profesionalización Docente fue expedido mediante el Decreto - Ley 1278 de 2002, 
estableciendo, entre otras, las siguientes disposiciones:

(…)

Objeto, aplicación y alcance

Artículo 1º. Objeto. El presente decreto tiene por objeto establecer el Estatuto de Profesionalización Docente que regulará las 
relaciones del Estado con los educadores a su servicio, garantizando que la docencia sea ejercida por educadores idóneos, 
partiendo del reconocimiento de su formación, experiencia, desempeño y competencias como los atributos esenciales que 
orientan todo lo referente al ingreso, permanencia, ascenso y retiro del servidor docente y buscando con ello una educación 
con calidad y un desarrollo y crecimiento profesional de los docentes.

Artículo 2º. Aplicación. Las normas de este estatuto se aplicarán a quienes se vinculen a partir de la vigencia del presente 
decreto para desempeñar cargos docentes y directivos docentes al servicio del Estado en los niveles de preescolar, básica 
(primaria y secundaria) o media, y a quienes sean asimilados de conformidad con lo dispuesto en esta misma norma.

Los educadores estatales ingresarán primero al servicio, y si superan satisfactoriamente el período de prueba se inscribirán 
en el Escalafón Docente, de acuerdo con lo dispuesto en este decreto.

(…).
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CAPÍTULO II

Requisitos y procedimientos para ingresar al servicio educativo estatal y clases de nombramiento.

(…)

Artículo 8º. Concurso para ingreso al servicio educativo estatal. El concurso para ingreso al servicio educativo estatal 
es el proceso mediante el cual, a través de la evaluación de aptitudes, experiencia, competencias básicas, relaciones 
interpersonales y condiciones de personalidad de los aspirantes a ocupar cargos en la carrera docente, se determina su 
inclusión en el listado de elegibles y se fija su ubicación en el mismo, con el fin de garantizar disponibilidad permanente 
para la provisión de vacantes que se presenten en cualquier nivel, cargo o área de conocimiento dentro del sector educativo 
estatal.

(…)

CAPÍTULO III

Carrera y escalafón docente

Artículo 16. Carrera docente. La carrera docente es el régimen legal que ampara el ejercicio de la profesión docente en 
el sector estatal. Se basa en el carácter profesional de los educadores; depende de la idoneidad en el desempeño de su 
gestión y de las competencias demostradas; garantiza la igualdad en las posibilidades de acceso a la función para todos 
los ciudadanos aptos para el efecto; y considera el mérito como fundamento principal para el ingreso, la permanencia, la 
promoción en el servicio y el ascenso en el Escalafón.

Artículo 17. Administración y vigilancia de la carrera docente. La carrera docente se orientará a atraer y a retener los 
servidores más idóneos, a promover el desarrollo profesional y el mejoramiento continuo de los educadores y a procurar 
una justa remuneración, requiriendo al mismo tiempo una conducta intachable y un nivel satisfactorio de desempeño y 
competencias. Será administrada y vigilada por las entidades territoriales certificadas, las cuales, a su vez, conocerán en 
primera instancia de las reclamaciones que se presenten en relación con la aplicación de la carrera. La segunda instancia 
corresponderá a la Comisión Nacional del Servicio Civil.

Artículo 18. Ingreso a la carrera. Gozarán de los derechos y garantías de la carrera docente los educadores estatales que 
sean seleccionados mediante concurso, superen satisfactoriamente el período de prueba, y sean inscritos en el Escalafón 
Docente.

Artículo 19. Escalafón Docente. Se entiende por Escalafón Docente el sistema de clasificación de los docentes y directivos 
docentes estatales de acuerdo con su formación académica, experiencia, responsabilidad, desempeño y competencias, 
constituyendo los distintos grados y niveles que pueden ir alcanzando durante su vida laboral y que garantizan la permanencia 
en la carrera docente con base en la idoneidad demostrada en su labor y permitiendo asignar el correspondiente salario 
profesional.

La idoneidad encierra el conjunto de conocimientos, habilidades, actitudes, aptitudes, rendimiento y valores que se consideran 
imprescindibles para el desempeño de la función docente.

Artículo 20. Estructura del Escalafón Docente. El Escalafón Docente estará conformado por tres (3) grados. Los grados se 
establecen con base en formación académica. Cada grado estará compuesto por cuatro (4) niveles salariales (A-B-C-D).

Quienes superen el período de prueba se ubicarán en el Nivel Salarial A del correspondiente grado, según el título académico 
que acrediten; pudiendo ser reubicados en el nivel siguiente o ascende r de grado, después de tres (3) años de servicio, 
siempre y cuando obtengan en la respectiva evaluación de competencias el puntaje indicado para ello, según lo dispuesto 
en el artículo 36 del presente decreto.

(…)

Artículo 23. Inscripción y Ascenso en el Escalafón Docente. En cada entidad territorial certificada existirá una repartición 
organizacional encargada de llevar el registro de inscripción y ascenso en el Escalafón de los docentes y directivos docentes 
estatales, con las correspondientes evaluaciones y los documentos de soporte para cada grado y nivel salarial, comunicando 
a la dependencia que se encargue de las novedades de nómina cada vez que se presente una modificación de los mismos.

Los ascensos en el Escalafón y la reubicación en un nivel salarial superior procederán cuando la entidad territorial 
certificada convoque a evaluación de competencias y se obtenga el puntaje establecido en el artículo 36 de este decreto. 
Dicha convocatoria establecerá el monto de la disponibilidad presupuestal para efectos de ascenso y reubicación salarial. 
No podrán realizarse ascensos y reubicación que superen dicha disponibilidad.
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Artículo 24. Exclusión del Escalafón. La exclusión del Escalafón Docente procederá por una de las siguientes causales:

a) Por las causales genéricas de retiro del servicio;

b) Por evaluación de desempeño no satisfactoria, de acuerdo con lo dispuesto en el presente decreto.

Parágrafo. La exclusión del Escalafón Docente por evaluación no satisfactoria trae como consecuencia el retiro del servicio, 
y se efectuará por el nominador mediante acto motivado, el cual no será susceptible de los recursos de la vía gubernativa, 
por tratarse de un acto de ejecución...”

La Corte Constitucional en sentencia C-0734 de 2003, declaró la inexequibilidad parcial del parágrafo del 
artículo 9 y de los artículos 42, 43 y 44 del Decreto – Ley 1278 de 2002, por el cual se expide el Estatuto 
de Profesionalización Docente.

Posteriormente la misma Corte Constitucional mediante Sentencia C-1157 de 2003, declaró inexequibles 
los artículos 41, 45 y 62 del Decreto – Ley 1278 de 2002.

En el año 2004, la Corte Constitucional en la sentencia constitucionalidad C-1169, declaró la inexequibilidad 
del artículo 7 del Decreto –Ley 1278 de 2002 y de la expresión: “y según el título que acrediten, para los 
docentes nombrados en provisionalidad o en período de prueba”, contenida en el artículo 46 de la misma 
norma.

Con el  propósito de establecer los objetivos y los requisitos del programa de pedagogía que deben acreditar 
los profesionales con título diferente al de licenciado en educación al término del período de prueba, de 
acuerdo con las disposiciones del artículo 12 del Decreto-Ley 1278 de 2002, el Gobierno nacional expidió 
el Decreto 2035 de 2005, el cual establece lo siguiente:

“Artículo 1º. Objeto. El presente decreto establece los objetivos y los requisitos del programa de pedagogía que deben 
acreditar los profesionales con título diferente al de licenciado en educación al término del período de prueba, de acuerdo 
con las disposiciones del artículo 12 del Decreto-Ley 1278 de 2002.

Artículo 2º. Objetivos del programa de Pedagogía. El programa de Pedagogía para profesionales no licenciados debe 
lograr:

a)	Consolidación de una visión de sí mismo, de su profesión y de la responsabilidad del ejercicio de la docencia, orientada 
por valores éticos;

b) 	Construcción personal y profesional de una fundamentación pedagógica y una actitud de formación permanente que 
redunde en el mejoramiento progresivo de su práctica educativa;

c) 	Desarrollo de una comprensión del mundo, del país y de su entorno, que tenga en cuenta las características territoriales 
y las diferencias culturales;

d) 	Apropiación de herramientas que faciliten la organización de ambientes y el diseño de situaciones pedagógicas que 
permitan a los profesionales no licenciados y a los educandos, comprender la realidad y actuar para transformarla.

Artículo 3º. Aspectos institucionales. Las instituciones de educación superior que, de conformidad con lo establecido en 
el parágrafo 1º del artículo 12 del Decreto 1278 de 2002, ofrezcan el programa de Pedagogía deben llenar los siguientes 
requisitos:

a) 	Ofrecer programas en educación y haber obtenido para ellos acreditación previa o registro calificado;

b) 	Tener al menos una línea de investigación para apoyar el programa que se propone desarrollar.

Parágrafo. Para desarrollar el programa de Pedagogía, las instituciones de educación superior, podrán realizar convenios 
con las escuelas normales superiores, debidamente acreditadas.
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Artículo 4º. Aspectos curriculares del programa. Las instituciones de educación superior que ofrezcan el programa de 
pedagogía estructurarán un conjunto de acciones formativas, que tengan en cuenta:

a) 	Las competencias pedagógicas: saber enseñar, organizar, desarrollar y dirigir situaciones y ambientes de aprendizaje; 
evaluar, proponer, desarrollar y sistematizar nuevas estrategias de aprendizaje y articular la práctica pedagógica con 
los contextos;

b) 	Los cambios físicos y psicológicos que se producen en el desarrollo de niñas, niños y jóvenes, y su relación con los 
procesos de aprendizaje;

c) 	Las bases conceptuales y prácticas de la pedagogía, su interdisciplinariedad, la organización curricular y el uso de los 
recursos de aprendizaje y de los medios interactivos de comunicación e información;

d) 	La profundización de nuevas teorías, enfoques, modelos, metodologías o estrategias en el campo de la educación, la 
pedagogía, las didácticas y las nuevas tecnologías, relacionadas con la práctica profesional del educador;

e) 	Los fundamentos de la evaluación, teniendo en cuenta sus diferentes usos: diagnóstico, seguimiento y mejoramiento de 
los procesos formativos, de desempeño docente y directivo, y desarrollo institucional.

Artículo 5º. Duración y metodología del programa. La institución que ofrezca el programa de pedagogía, deberá facilitar 
al participante las condiciones necesarias para desarrollar las acciones formativas presenciales y el acompañamiento 
requerido en las acciones del trabajo autónomo.

El programa académico se organizará en créditos, de tal manera que permita la evaluación de su calidad, con un componente 
presencial no inferior al 50%. Los programas tendrán como mínimo 10 créditos académicos. Un crédito corresponde a 48 
horas de trabajo académico.

Artículo 6º. Validez de los programas. Los profesionales con título diferente al de licenciado en educación que no estén 
vinculados al servicio educativo estatal en período de prueba, podrán realizar un programa de pedagogía.

Los cursos de pedagogía para profesionales no licenciados, organizados en virtud de la Ley 115 de 1994 y el Decreto 709 
de 1996, registrados ante el Comité Territorial de Capacitación y que a juicio de la Secretaría de Educación, cumplan los 
objetivos y las disposiciones establecidas en el presente Decreto, y realizados antes de la vigencia del presente decreto, 
son válidos como programa de pedagogía para los profesionales no licenciados.”

3.5.5. Certificación de municipios con población menor a 100.000 habitantes

Con la expedición del Decreto 2700 de 2004, el Gobierno nacional estableció el procedimiento y requisitos 
para que los municipios con población menor a 100.000 habitantes puedan certificarse, determinando lo 
siguiente:

“Artículo 1º. Ámbito de aplicación. El presente decreto se aplica a los municipios que a 31 de diciembre de 2002 contaban 
con menos de cien mil (100.000) habitantes, que soliciten la certificación en los términos del artículo 20 de la Ley 715 de 
2001 y demuestren tener la capacidad técnica, administrativa y financiera para asumir la administración autónoma del 
servicio educativo.

Artículo 2º. Requisitos para la certificación. Los requisitos que un municipio debe acreditar para ser certificado son los 
siguientes:

a) Plan de desarrollo municipal armónico con las políticas nacionales;

b) Establecimientos educativos organizados para ofrecer el ciclo de educación básica completa;

c) Planta de personal definida de acuerdo con los parámetros nacionales;

d) Capacidad institucional, para asumir los procesos y el sistema de información del sector educativo.

Artículo 3º. Plan de desarrollo municipal armónico con las políticas nacionales. El municipio presentará el plan de desarrollo 
municipal que deberá contener en el capítulo educación, los programas, proyectos, metas e indicadores de resultado en 
cobertura, calidad y eficiencia, así como la programación plurianual de inversiones. Dicho Plan, aprobado por el Concejo 
Municipal deberá guardar coherencia con las políticas educativas nacionales y departamentales.
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Si en el momento en que el municipio solicita la certificación ha transcurrido por lo menos un año del período de gobierno, 
deberá presentar adicionalmente un informe de cumplimiento de las metas definidas para el sector educativo y un balance de 
los programas de apoyo que ha desarrollado para el fortalecimiento de la gestión institucional y el mejoramiento continuo 
de las instituciones educativas como estrategia fundamental para elevar la calidad.

Si en el momento de la certificación se están desarrollando en el municipio proyectos de inversión en el sector educativo 
con participación del departamento, conjuntamente las dos entidades territoriales establecerán, en un acta los acuerdos 
para asegurar la continuidad de dichos proyectos hasta su culminación.

Artículo 4º. Establecimientos educativos organizados para ofrecer el ciclo de educación básica completa. Todos los 
establecimientos educativos estatales del municipio deberán estar organizados en instituciones y en centros educativos 
en los términos establecidos en el artículo 9º de la Ley 715 de 2001, de tal manera que garanticen la continuidad de los 
estudiantes en el proceso educativo y el cumplimiento del calendario académico.

Artículo 5º. Planta de personal definida de acuerdo con los parámetros nacionales. El municipio deberá elaborar el estudio 
técnico que justifíque la planta de personal, de conformidad con los parámetros técnicos establecidos en las normas vigentes, 
y remitirlo al departamento con el correspondiente estudio de viabilidad financiera de acuerdo con las tipologías existentes 
a la luz de la matricula reportada en el municipio correspondiente.

Parágrafo. En la fecha de la certificación del municipio, el departamento hará entrega formal y efectiva de la planta de 
personal docente, directivo docente y administrativo y del manejo definitivo de la nómina. En la misma fecha, el municipio 
adoptará dicha planta mediante acto administrativo e incorporará a los funcionarios docentes, directivos docentes y 
administrativos de los establecimientos educativos de su jurisdicción a la planta de personal municipal.

Para efectos de la incorporación a la planta es obligatorio tomar posesión del nuevo cargo al cual se incorpora sin que 
ello implique solución de continuidad en el cargo. En la entrega del personal tendrá prioridad aquel que a la fecha de la 
solicitud de certificación se encuentre laborando en el municipio que se certifica. De conformidad con el artículo 21 de la Ley 
715 de 2001, los departamentos o los municipios certificados no podrán crear en ningún caso prestaciones o bonificaciones 
con cargo a recursos del Sistema General de Participaciones, antes o después de la certificación. Cualquier modificación 
de este tipo deberá ser cubierta con recursos propios de libre disposición de la entidad territorial.

Artículo 6º. Capacidad institucional para asumir los procesos y el sistema de información del sector educativo. Previamente 
a la solicitud de certificación y con base en los lineamientos del Ministerio de Educación Nacional el municipio ejecutará el 
plan de modernización que le permita asumir técnicamente las funciones para la administración del servicio educativo.

Una vez culminada la ejecución del plan de modernización, el municipio acreditará que ha implantado los procesos 
misionales y de apoyo, los sistemas de información adecuados a los mismos y que los responsables los operan de acuerdo 
con los procedimientos establecidos.

Artículo 7º. Apoyo al proceso de certificación. El municipio solicitará formalmente apoyo al departamento para cumplir con 
los requisitos de la certificación. A partir de la presentación de dicha solicitud, en un plazo no mayor a un mes, el gobernador 
deberá acordar con el alcalde municipal un plan de acompañamiento con su respectivo cronograma. El municipio deberá 
enviar copia de dicho plan al Ministerio de Educación Nacional.

Para el adecuado acompañamiento del proceso de certificación el Ministerio de Educación Nacional podrá requerir a los 
departamentos informes sobre su estado y verificar el cumplimiento, por parte de los municipios, de los requisitos a los 
que se refiere este decreto.

El departamento conformará un equipo de funcionarios de las áreas que realizan la gestión del sector educativo para que 
apoye al municipio en el cumplimiento de los requisitos necesarios para certificarse. El departamento formalizará sus 
acciones de acompañamiento mediante la suscripción de actas y la emisión de conceptos técnicos.

Los archivos físicos y magnéticos que contienen la información sobre los establecimientos educativos, el personal directivo, 
docente y administrativo, los bienes muebles e inmuebles, deben ser organizados por el departamento, de acuerdo con la 
Ley General de Archivo 594 de 2000, para ser entregados al municipio. Antes de la certificación el departamento deberá 
adelantar con el municipio un paralelo sobre el manejo de la información y en especial de la nómina.

Cuando se encuentren inconvenientes para la identificación de la propiedad de algún inmueble, el departamento y el municipio 
acordarán un procedimiento para subsanar la situación y proceder a efectuar la entrega real y material del mismo, en forma 
tal que se garantice la continuidad en la prestación del servicio educativo al cual está afecto el respectivo inmueble.



PARTICIPACIÓN PARA EDUCACIÓNCAPÍTULO III

76

Artículo 8º. Trámite de la certificación. Cuando el municipio reúna todos los requisitos solicitará formalmente al 
departamento la certificación. Una vez verificado el cumplimiento de los mismos, el gobernador expedirá el acto 
administrativo de certificación y suscribirá un acta por medio de la cual entrega el personal docente, directivo docente y 
administrativo de los establecimientos educativos estatales, así como los recursos físicos y los archivos de información en 
medio físico y magnético.

En el acta se relacionarán las obligaciones a cargo de las partes y su forma de atenderlas, entre otras, las deudas con los 
empleados incluyendo las prestaciones causadas hasta la fecha efectiva de la entrega, y si fuere necesario, se acordará un 
cronograma de compromisos para el perfeccionamiento de la entrega de los bienes muebles e inmuebles.

Parágrafo 1º. En el caso que el departamento no resuelva o rechace la solicitud, dentro de los seis meses siguientes a la 
radicación de la solicitud con el lleno de los requisitos establecidos en el presente decreto, el municipio podrá remitir la 
solicitud al Ministerio de Educación Nacional para que este resuelva en un plazo no mayor de tres (3) meses.

Parágrafo 2º. Mientras el Consejo Nacional de Política Económica y Social, CONPES, asigna los recursos del Sistema 
General de Participaciones al nuevo municipio certificado y ordena el giro directo a esta entidad territorial, el departamento 
suscribirá un convenio con el municipio en el cual se comprometa a transferirle, a más tardar el día siguiente a aquel en 
el cual recibe el giro, los recursos del Sistema General de Participaciones (SGP), que le corresponden de acuerdo con 
la matrícula certificada en la vigencia anterior y atendiendo al monto por niño atendido reconocido para la respectiva 
tipología. Dicho convenio deberá formalizarse en la misma fecha de la certificación.

Artículo 9º. Acto de certificación. La certificación de un municipio para efecto de administrar el servicio público educativo 
se otorgará por parte del gobernador del departamento, o en los eventos previstos en la ley por el Ministro de Educación 
Nacional, mediante acto administrativo motivado. Una vez publicado el acto administrativo de certificación del municipio, 
el departamento debe remitir copia al Ministerio de Educación Nacional y este al Ministerio de Hacienda y Crédito Público 
y al Departamento Nacional de Planeación para lo de su competencia.”

En el marco del Decreto 2700 de 2004, el Ministerio de Educación Nacional elaboró la  “Guía Certificación 
de Municipios Menores de Cien Mil Habitantes” con el propósito de brindar orientaciones a las autoridades 
departamentales y municipales y, en general, a los funcionarios involucrados en la gestión del servicio 
educativo sobre los procedimientos e instrumentos técnicos para el alistamiento, cumplimiento y verificación 
de los requisitos legales que deben acreditar los municipios interesados en obtener la certificación. Dicha 
Guía puede ser consultada en la siguiente dirección: http://www.mineducacion.gov.co/1621/articles-81012_
archivo_pdf.unknown.

3.5.6. Certificación de municipios con población mayor de 100.000 habitantes para asumir 
la administración del servicio público educativo

El Decreto 3940 de 2007, por el cual se reglamenta el artículo 41 de la Ley 715 de 2001 en materia de 
cumplimiento de requisitos por parte de los municipios con más de 100.000 habitantes para asumir la 
administración del servicio público educativo, establece lo siguiente:

“Artículo 1°. Ámbito de aplicación y objetivo. El presente decreto aplica a los municipios con más de 100.000 habitantes 
según la información certificada por el Departamento Administrativo Nacional de Estadística, DANE, que cumplan con 
los requisitos de capacidad técnica, administrativa y financiera para asumir la administración del servicio educativo, de 
conformidad con la ley.

Artículo 2°. Requisitos. Los municipios con más de 100.000 habitantes deben demostrar ante el Ministerio de Educación 
Nacional el cumplimiento de los siguientes requisitos:

a). Plan de desarrollo municipal, armónico con las políticas educativas nacionales;

b). Establecimientos educativos estatales organizados para ofrecer, por lo menos, el ciclo de educación básica completa;

c). Planta de personal docente y directivo docente definida de acuerdo con los parámetros nacionales;

d). Capacidad institucional para asumir los procesos y operar el sistema de información del sector educativo.
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Artículo 3°. Plan de desarrollo municipal. El municipio deberá presentar el plan de desarrollo municipal, el cual debe 
contener lo concerniente al servicio educativo en el que se prevean los programas, proyectos, metas e indicadores en 
cobertura, calidad y eficiencia, así como la programación plurianual de inversiones. Dicho Plan deberá guardar coherencia 
con las políticas educativas nacionales y departamentales. Si en el momento en que el Departamento Administrativo Nacional 
de Estadística, DANE, le certifica al municipio la población mayor de 100.000 habitantes, ha transcurrido por lo menos un 
año del período de gobierno local, deberá presentar al Ministerio de Educación Nacional un informe de cumplimiento de 
las metas definidas para el sector educativo y de los planes de mejoramiento continuo de los establecimientos educativos 
para elevar la calidad.

Igualmente si en la misma fecha se están desarrollando en el municipio proyectos de inversión en el sector educativo con 
participación del departamento, conjuntamente las dos entidades territoriales establecerán en un acta los acuerdos para 
asegurar la continuidad de dichos proyectos hasta su culminación.

Artículo 4°. Establecimientos educativos estatales. Todos los establecimientos educativos estatales del municipio deberán 
estar organizados en instituciones y en centros educativos en los términos establecidos en el artículo 9° de la Ley 715 de 
2001, de tal manera que garanticen la continuidad de los estudiantes en el sistema educativo formal y el cumplimiento del 
calendario académico.

Artículo 5°. Planta de personal. El municipio deberá elaborar en coordinación con el departamento el estudio técnico 
que justifique la planta de personal docente y directivo docente que requiere, de conformidad con los parámetros técnicos 
establecidos en las normas vigentes, y remitirlo al Ministerio de Educación Nacional, con el correspondiente estudio de 
viabilidad financiera de acuerdo con las tipologías existentes a la luz de la última matrícula reportada por el departamento 
y validada por el Ministerio de Educación Nacional.

Artículo 6°. Capacidad institucional para asumir los procesos y operar el sistema de información del sector educativo. 
Con base en los lineamientos del Ministerio de Educación Nacional, el municipio ejecutará un plan que le permita asumir 
técnicamente las funciones para la administración del servicio educativo. Una vez culminada su ejecución, el municipio 
demostrará que ha implantado los procesos de cobertura, calidad, recursos humanos, recursos financieros y atención al 
ciudadano y que los sistemas de información funcionan de acuerdo con los procedimientos establecidos por el Ministerio 
de Educación Nacional.

Artículo 7°. Acompañamiento. Para el cumplimiento de los requisitos a que se refiere el artículo 2° de este decreto el alcalde 
de cada municipio acordará con el departamento y el Ministerio de Educación Nacional un plan de acompañamiento.

El departamento a través de la respectiva Secretaría de Educación o la dependencia que haga sus veces facilitará las 
acciones tendientes a que el ente territorial demuestre el cumplimiento de los requisitos y adelantará con el municipio un 
paralelo sobre el manejo de la información, en especial de la nómina y de matrícula.

Artículo 8°. Trámite. El Ministerio de Educación Nacional verificará que el municipio cumpla todos los requisitos y expedirá 
el acto administrativo que así lo reconozca y ordenará al departamento que proceda, dentro del mes siguiente, a la entrega 
de la administración del servicio educativo.

El Ministerio de Educación Nacional deberá remitir copia del acto de reconocimiento del cumplimiento de requisitos al 
Ministerio de Hacienda y Crédito Público y al Departamento Nacional de Planeación para lo de su competencia.

Artículo 9°. Formalización de la entrega. El departamento suscribirá con el municipio un acta por medio de la cual entrega 
el personal docente, directivo docente y administrativo de los establecimientos educativos estatales, así como los recursos 
físicos y los archivos de información en medio físico y magnético. En el acta se relacionarán las obligaciones a cargo de 
las partes y su forma de atenderlas, entre otras, las deudas con los empleados incluyendo las prestaciones causadas hasta 
la fecha efectiva de la entrega, y si fuere necesario, se acordará un cronograma de compromisos para el perfeccionamiento 
de la entrega de los bienes muebles e inmuebles.

Cuando se encuentren inconvenientes para la identificación de la propiedad de algún inmueble, el departamento y el municipio 
acordarán un procedimiento para subsanar la situación y proceder a efectuar la entrega real y material del mismo, en forma 
tal que se garantice la continuidad en la prestación del servicio educativo al cual está afecto el respectivo inmueble.

Los archivos físicos y magnéticos que contienen la información sobre los establecimientos educativos, el personal directivo, 
docente y administrativo, los bienes muebles e inmuebles, deben ser organizados por el departamento, de acuerdo con la 
Ley General de Archivo 594 de 2000, para ser entregados al municipio respectivo.
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Parágrafo. Mientras el Consejo Nacional de Política Económica y Social, Conpes, asigna los recursos del Sistema General 
de Participaciones al municipio certificado y ordena el giro directo a esta entidad territorial, el departamento suscribirá un 
convenio con el municipio en el cual se comprometa a transferirle, los recursos del Sistema General de Participaciones, que 
le corresponden de acuerdo con la matrícula certificada en la vigencia anterior y atendiendo al monto por niño atendido 
reconocido para la respectiva tipología. Dicho convenio deberá formalizarse en la misma fecha de la suscripción del acta 
de entrega de la administración del servicio educativo.

Artículo 10º. Entrega de la planta de personal. Expedido por el Ministerio de Educación Nacional el acto administrativo de 
cumplimiento de los requisitos de que trata el artículo 2° del presente decreto, el departamento hará entrega formal y efectiva 
de la planta de personal docente, directivo docente y administrativo y del manejo definitivo de la nómina y el municipio 
adoptará dicha planta mediante acto administrativo y procederá a su incorporación a la planta de personal municipal.

Para efectos de la incorporación a la planta es obligatorio tomar posesión del nuevo cargo al cual se incorpora sin que 
ello implique solución de continuidad en la prestación del servicio por parte del servidor público.

En la entrega del personal tendrá prioridad aquel que a la fecha de la verificación del cumplimiento de los requisitos a 
la que se refiere el artículo 7° de este decreto, se encuentre laborando en el municipio que asume la administración del 
servicio educativo.

Para la entrega del personal tendrán prioridad aquellos servidores públicos que se encuentren asignados al municipio, en 
la fecha en la que el DANE certifica la población mayor de 100.000 habitantes.

Artículo 11. Otras disposiciones. De conformidad con el artículo 21 de la Ley 715 de 2001, las entidades territoriales 
certificadas no pueden crear en ningún caso prestaciones o bonificaciones con cargo a recursos del Sistema General de 
Participaciones. Cualquier decisión de este tipo deberá ser atendida con recursos propios de libre disposición de la entidad 
territorial.

Artículo 12. Plazo máximo. Los municipios con más de 100.000 habitantes según la información certificada por el 
Departamento Administrativo Nacional de Estadística, DANE, asumirán la administración del servicio educativo, en un 
plazo no mayor a dieciocho meses contados a partir de la expedición de dicha certificación. Para aquellos municipios que 
a la fecha de expedición del presente decreto ya cuenten con dicha certificación, el plazo de dieciocho meses se contará a 
partir de la fecha de entrada en vigencia de este decreto.”

3.5.7. Definición de la población por atender

Teniendo en cuenta que el numeral 16.2 del artículo 16 de la Ley 715 de 2001 establece que uno de los 
criterios para distribuir el saldo de los recursos disponibles de la participación en educación del Sistema 
General de Participaciones es «la población por atender en condiciones de eficiencia», el Gobierno nacional 
expidió el Decreto 2833 de 2004, por el cual se reglamenta el inciso 1º del numeral 16.2 del artículo 16 de 
la Ley 715 de 2001, autorizando  al Conpes para determinar el porcentaje de la población por atender que 
se tendrá en cuenta para la asignación del saldo o una parte del saldo de los recursos de la participación del 
sector educativo, en los siguientes términos:

“Artículo 1º. Para la distribución en cada vigencia del saldo de los recursos disponibles de la participación en educación 
del Sistema General de Participaciones a que se refiere el inciso 1º del numeral 16.2 del artículo 16 de la Ley 715 de 2001, 
el Conpes determinará en cada una de ellas el porcentaje de la población por atender que se tendrá en cuenta para la 
asignación del saldo o una parte del saldo de los recursos de la participación del sector educativo.

La priorización de población por atender en condiciones de eficiencia corresponderá al incremento de la matrícula oficial 
en cada entidad territorial en la presente vigencia, con respecto a la matrícula oficial de la vigencia anterior. A partir de 
la vigencia 2005, este porcentaje será determinado con base en el incremento de la matrícula oficial con respecto a la de 
la vigencia anterior, descontando la reducción de la matrícula no oficial, si la hubiere.

La asignación para cada niño por atender se calculará como un porcentaje de la asignación por niño atendido y será 
fijado anualmente por la Nación.”
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3.5.8. Fondos de servicios educativos de los establecimientos educativos estatales

El Ministerio de Educación Nacional expidió el Decreto 4791 de 2008, por el cual se reglamentan parcialmente 
los artículos 11, 12, 13 y 14 de la Ley 715 de 2001 en relación con el Fondo de Servicios Educativos de 
los establecimientos educativos estatales19. En desarrollo de lo anterior el decreto regula los siguientes 
aspectos:

“Artículo 1°. Ámbito de aplicación. Las normas contenidas en el presente decreto son aplicables a las entidades territoriales 
y a los establecimientos educativos estatales.

Artículo 2°. Definición. Los fondos de servicios educativos son cuentas contables creadas por la ley como un mecanismo 
de gestión presupuestal y de ejecución de los recursos de los establecimientos educativos estatales para la adecuada 
administración de sus ingresos y para atender sus gastos de funcionamiento e inversión distintos a los de personal.

Parágrafo. Con sujeción a lo establecido en la normatividad vigente, la administración y ejecución de estos recursos por 
parte de las autoridades del establecimiento educativo, es autónoma. Los ingresos del Fondo de Servicios Educativos son 
recursos propios de carácter público sometidos al control de las autoridades administrativas y fiscales de los órdenes 
nacional y territorial.

Artículo 3°. Administración del Fondo de Servicios Educativos. El rector o director rural en coordinación con el consejo 
directivo del establecimiento educativo estatal administra el Fondo de Servicios Educativos de acuerdo con las funciones 
otorgadas por la Ley 715 de 2001 y el presente decreto.

Parágrafo. Se entiende por administrar el Fondo de Servicios Educativos las acciones de presupuestación, recaudo, 
conservación, inversión, compromiso, ejecución de sus recursos y rendición de cuentas, entre otras, con sujeción a la 
reglamentación pertinente y a lo dispuesto por el consejo directivo.

Artículo 4°. Ordenación del gasto. Los fondos de servicios educativos carecen de personería jurídica. El rector o director 
rural es el ordenador del gasto del Fondo de Servicios Educativos y su ejercicio no implica representación legal.

Artículo 5°. Funciones del Consejo Directivo. En relación con el Fondo de Servicios Educativos, el consejo directivo 
cumple las siguientes funciones:

1. 	 Antes del inicio de cada vigencia fiscal, analizar, introducir ajustes y aprobar mediante acuerdo el presupuesto de 
ingresos y gastos del proyecto presentado por el rector o director rural.

2. 	 Adoptar el reglamento para el manejo de la tesorería, el cual por lo menos determinará la forma de realización de los 
recaudos y de los pagos, según la normatividad existente en la entidad territorial certificada, así como el seguimiento 
y control permanente al flujo de caja y los responsables en la autorización de los pagos.

3. 	 Aprobar las adiciones al presupuesto vigente así como los traslados presupuestales que afecten el mismo.

4. 	 Verificar la existencia y presentación de los estados contables por parte del rector o director rural, elaborados de acuerdo 
con las normas contables vigentes expedidas por el Contador General de la Nación, con la periodicidad señalada por 
los organismos de control.

5 	 Determinar los actos o contratos que requieran su autorización expresa.

6. 	 Reglamentar mediante acuerdo los procedimientos, formalidades y garantías para toda contratación que no supere los 
veinte (20) salarios mínimos legales mensuales vigentes (smlmv).

7. 	 Aprobar la contratación de los servicios que requiera el establecimiento educativo y que faciliten su funcionamiento 
de conformidad con la ley.

8. 	 Autorizar al rector o director rural para la utilización por parte de terceros de los bienes muebles o inmuebles dispuestos 
para el uso del establecimiento educativo, bien sea gratuita u onerosamente, previa verificación del procedimiento 
establecido por dicho órgano escolar de conformidad con lo dispuesto en el Decreto 1860 de 1994.

19 Deroga el Decreto 992 del 21 de mayo de 2002, por el cual se reglamentan parcialmente los artículos 11, 12, 13 y 14 de la Ley 715 de 2001.
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9. 	 Aprobar la utilización de recursos del Fondo de Servicios Educativos para la realización de eventos pedagógicos, 
científicos, culturales, deportivos, o la participación de los educandos en representación del establecimiento educativo 
y fijar la cuantía que se destine para el efecto.

10. Verificar el cumplimiento de la publicación en lugar visible y de fácil acceso del informe de ejecución de los recursos 
del Fondo de Servicios Educativos.

Artículo 6°. Responsabilidades de los rectores o directores rurales. En relación con el Fondo de Servicios Educativos, los 
rectores o directores rurales son responsables de:

1. 	Elaborar el proyecto anual de presupuesto del Fondo de Servicios Educativos y presentarlo para aprobación al consejo 
directivo.

2. 	Elaborar el flujo de caja anual del Fondo de Servicios Educativos estimado mes a mes, hacer los ajustes correspondientes 
y presentar los informes de ejecución por lo menos trimestralmente al consejo directivo.

3. 	Elaborar con la justificación correspondiente los proyectos de adición presupuestal y los de traslados presupuestales, 
para aprobación del consejo directivo.

4. 	Celebrar los contratos, suscribir los actos administrativos y ordenar los gastos con cargo a los recursos del Fondo 
de Servicios Educativos, de acuerdo con el flujo de caja y el plan operativo de la respectiva vigencia fiscal, previa 
disponibilidad presupuestal y de tesorería.

5. 	Presentar mensualmente el informe de ejecución de los recursos del Fondo de Servicios Educativos.

6. 	Realizar los reportes de información financiera, económica, social y ambiental, con los requisitos y en los plazos 
establecidos por los organismos de control y la Contaduría General de la Nación, y efectuar la rendición de cuentas 
con la periodicidad establecida en las normas.

7. 	Suscribir junto con el contador los estados contables y la información financiera requerida y entregarla en los formatos 
y fechas fijadas para tal fin.

8. 	Presentar, al final de cada vigencia fiscal a las autoridades educativas de la respectiva entidad territorial certificada, el 
informe de ejecución presupuestal incluyendo el excedente de recursos no comprometidos si los hubiere, sin perjuicio 
de que la entidad pueda solicitarlo en periodicidad diferente.

9. 	El rector o director rural de aquellos establecimientos educativos con sede en los municipios no certificados, deberá 
presentar al Alcalde respectivo, en la periodicidad que este determine, un informe sobre la ejecución de los recursos 
que hubiere recibido por parte de esta entidad territorial.

Artículo 7°. Presupuesto anual. Es el instrumento de planeación financiera mediante el cual en cada vigencia fiscal se 
programa el presupuesto de ingresos y de gastos. El de ingresos se desagrega a nivel de grupos e ítems de ingresos, y el de 
gastos se desagrega en funcionamiento e inversión, el funcionamiento por rubros y la inversión por proyectos.

Artículo 8°. Presupuesto de ingresos. Contiene la totalidad de los ingresos que reciba el establecimiento educativo a través 
del Fondo de Servicios Educativos sujetos o no a destinación específica. Se clasificará en grupos con sus correspondientes 
ítems de ingresos de la siguiente manera:

1. 	Ingresos operacionales. Son las rentas o recursos públicos o privados de que dispone o puede disponer regularmente 
el Fondo de Servicios Educativos del establecimiento, los cuales se obtienen por utilización de los recursos del 
establecimiento en la prestación del servicio educativo, o por la explotación de bienes y servicios.

	 En aquellos casos en que los ingresos operacionales sean por la explotación de bienes de manera permanente, 
debe sustentarse con estudio previo que garantice la cobertura de costos y someterse a aprobación de la entidad 
territorial.

	 Cuando la explotación del bien sea eventual debe contar con la autorización previa del consejo directivo y quien lo usa 
deberá restituirlo en las mismas condiciones que le fue entregado.

2. 	Transferencias de recursos públicos. Son los recursos financieros que las entidades públicas de cualquier orden y sin 
contraprestación alguna deciden girar directamente al establecimiento educativo a través del Fondo de Servicios 
Educativos.

3. 	Recursos de capital. Son aquellas rentas que se obtienen eventualmente por concepto de recursos de balance, rendimientos 
financieros, entre otros
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Parágrafo 1°. Los ingresos operacionales del Fondo de Servicios Educativos no pueden presupuestar recursos por concepto 
de créditos o préstamos.

Parágrafo 2°. Los recursos financieros que se obtengan por el pago de derechos académicos del ciclo complementario en 
las escuelas normales superiores deben ser incorporados en el presupuesto del Fondo de Servicios Educativos como una 
sección presupuestal independiente.

Artículo 9°. Presupuesto de gastos o apropiaciones. Contiene la totalidad de los gastos, las apropiaciones o erogaciones 
que requiere el establecimiento educativo estatal para su normal funcionamiento y para las inversiones que el Proyecto 
Educativo Institucional demande, diferentes de los gastos de personal.

El presupuesto de gastos debe guardar estricto equilibrio con el presupuesto de ingresos y las partidas aprobadas deben 
entenderse como autorizaciones máximas de gasto.

Artículo 10º. Ejecución del presupuesto. La ejecución del presupuesto del Fondo de Servicios Educativos debe realizarse 
con sujeción a lo determinado en la Ley 715 de 2001, el presente decreto y las disposiciones territoriales expedidas en 
materia presupuestal. En todo caso, deben observarse las normas vigentes en materia de austeridad del gasto y las que 
en adelante las modifiquen.

El rector o director rural no puede asumir compromisos, obligaciones o pagos por encima del flujo de caja o sin contar 
con disponibilidad de recursos en tesorería, ni puede contraer obligaciones imputables al presupuesto de gastos del Fondo 
de Servicios Educativos sobre apropiaciones inexistentes o que excedan el saldo disponible.

Parágrafo 1°. Las transferencias o giros que las entidades territoriales efectúen al Fondo de Servicios Educativos no pueden 
ser comprometidos por el rector o director rural hasta tanto se reciban los recursos en las cuentas del respectivo Fondo. La 
entidad territorial deberá informar a cada establecimiento educativo estatal a más tardar en el primer trimestre de cada 
año, el valor y las fechas que por concepto de dichas transferencias realice, y dar estricto cumplimiento a la información 
suministrada.

Parágrafo 2°. Los ingresos obtenidos con destinación específica deben utilizarse únicamente para lo que fueron aprobados 
por quien asignó el recurso.

Artículo 11. Utilización de los recursos. Los recursos sólo pueden utilizarse en los siguientes conceptos, siempre que guarden 
estricta relación con el Proyecto Educativo Institucional:

1. 	 Dotaciones pedagógicas del establecimiento educativo tales como mobiliario, textos, libros, materiales didácticos y 
audiovisuales, licencias de productos informáticos y adquisición de derechos de propiedad intelectual.

2. 	 Mantenimiento, conservación, reparación, mejoramiento y adecuación de los bienes muebles e inmuebles del 
establecimiento educativo, y adquisición de repuestos y accesorios. Las obras que impliquen modificación de la 
infraestructura del establecimiento educativo estatal deben contar con estudio técnico y aprobación previa de la entidad 
territorial certificada respectiva.

3. 	 Adquisición de los bienes de consumo duradero que deban inventariarse y estén destinados a la producción de otros 
bienes y servicios, como muebles, herramientas y enseres, equipo de oficina, de labranza, cafetería, mecánico y 
automotor.

4. 	 Adquisición de bienes de consumo final que no son objeto de devolución, como papel y útiles de escritorio, elementos 
de aseo, cafetería, medicinas y materiales desechables de laboratorio, gas, carbón, o cualquier otro combustible 
necesario para el establecimiento educativo.

5. 	 Arrendamiento de bienes muebles e inmuebles necesarios para el funcionamiento del establecimiento educativo.

6. 	 Adquisición de impresos y publicaciones.

7. 	 Pago de servicios públicos domiciliarios, telefonía móvil e Internet, en las condiciones fijadas por la entidad 
territorial.

8. 	 Pago de primas por seguros que se adquieran para amparar los bienes del establecimiento educativo cuando no estén 
amparadas por la entidad territorial certificada respectiva, así como las primas por la expedición de las pólizas de 
manejo que sean obligatorias.

9. 	 Gastos de viaje de los educandos tales como transporte, hospedaje y manutención, cuando sean aprobados por el 
consejo directivo de conformidad con el reglamento interno de la institución. Los costos que deban asumirse por tal 
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concepto podrán incluir los gastos del docente acompañante, siempre y cuando la comisión otorgada por la entidad 
territorial no haya generado el pago de viáticos.

10. 	Sufragar los costos destinados al sostenimiento de semovientes y proyectos pedagógicos productivos. 

11. 	Contratación de servicios técnicos y profesionales prestados para una gestión específica y temporal en desarrollo de 
actividades diferentes a las educativas, cuando no sean atendidas por personal de planta. Estos contratos requerirán la 
autorización del consejo directivo del establecimiento educativo y se rigen por las normas y principios de la contratación 
estatal. En ningún caso podrán celebrarse contratos de trabajo, ni estipularse obligaciones propias de las relaciones 
laborales tales como subordinación, cumplimiento de jornada laboral o pago de salarios. En todo caso, los recursos 
del Fondo de Servicios Educativos no podrán destinarse al pago de acreencias laborales de ningún orden.

12. Realización de actividades pedagógicas, científicas, deportivas y culturales para los educandos, en las cuantías 
autorizadas por el consejo directivo.

13. Inscripción y participación de los educandos en competencias deportivas, culturales, pedagógicas y científicas de orden 
local, regional, nacional o internacional, previa aprobación del consejo directivo.

14. Acciones de mejoramiento de la gestión escolar y académica enmarcadas en los planes de mejoramiento 
institucional.

Parágrafo 1°. Las adquisiciones a que hacen referencia los numerales 1, 3, 4 y 5 se harán con sujeción al programa general 
de compras debidamente aprobado por el consejo directivo y de conformidad con las normas que rigen la materia.

Parágrafo 2°. En las escuelas normales superiores, los gastos que ocasione el pago de hora cátedra para docentes del 
ciclo complementario deben sufragarse única y exclusivamente con los ingresos percibidos por derechos académicos del 
ciclo complementario.

Artículo 12. Adiciones y traslados presupuestales. Todo nuevo ingreso que se perciba y que no esté previsto en el presupuesto 
del Fondo de Servicios Educativos, será objeto de una adición presupuestal mediante acuerdo del consejo directivo, 
previa aprobación de la entidad territorial, de conformidad con el reglamento que esta expida para tal efecto. En este 
acuerdo se deberá especificar el origen de los recursos y la distribución del nuevo ingreso en el presupuesto de gastos o 
apropiaciones.

Cuando se requiera efectuar algún gasto cuyo rubro no tenga apropiación suficiente, de existir disponibilidad presupuestal 
se efectuarán los traslados presupuestales a que haya lugar, previa autorización del consejo directivo, sin afectar recursos 
de destinación específica.

Artículo 13. Prohibiciones en la ejecución del gasto. El ordenador del gasto del Fondo de Servicios Educativos no 
puede:

1. 	Otorgar donaciones y subsidios con cargo a los recursos del Fondo de Servicios Educativos.

2. 	Reconocer o financiar gastos inherentes a la administración de personal, tales como viáticos, pasajes, gastos de viaje, 
desplazamiento y demás, independientemente de la denominación que se le dé, sin perjuicio de lo dispuesto en el numeral 
9 del artículo 11 de presente decreto.

3. 	Contratar servicios de aseo y vigilancia del establecimiento educativo.

Artículo 14. Flujo de caja. Es el instrumento mediante el cual se define mes a mes los recaudos y los gastos que se pueden 
pagar, clasificados de acuerdo con el presupuesto y con los requerimientos del plan operativo.

Artículo 15. Manejo de Tesorería. Los recursos del Fondo de Servicios Educativos se reciben y manejan en una cuenta 
especial a nombre del Fondo de Servicios Educativos, establecida en una entidad del sistema financiero sujeta a la inspección 
y vigilancia de la Superintendencia Financiera, registrada en la tesorería de la entidad territorial certificada a la cual 
pertenezca el establecimiento educativo.

La entidad territorial certificada debe ajustar el manual de funciones respecto de quien debe ejercer la función de tesorería 
o pagaduría del Fondo de Servicios Educativos y el perfil profesional requerido para tal efecto. Así mismo, debe establecer 
el proceso para el registro de la cuenta y determinar las condiciones de apertura y manejo de la misma, al igual que señalar 
políticas de control en la administración de dichos fondos.

La función de tesorería o pagaduría del Fondo no puede ser ejercida por el personal docente o directivo docente, y debe 
estar amparada por una póliza de manejo equivalente por lo menos al valor de lo presupuestado en el año inmediatamente 
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anterior. El retiro de recursos requerirá la concurrencia de al menos dos firmas, una de las cuales deberá ser la del rector 
o director rural en su calidad de ordenador del gasto.

Artículo 16. Contabilidad. Los fondos de servicios educativos estatales deben llevar contabilidad de acuerdo con las normas 
vigentes expedidas por el Contador General de la Nación.

La entidad territorial certificada debe establecer las condiciones en que se realizará el proceso operativo de preparación 
y elaboración de la contabilidad del establecimiento educativo estatal.

Parágrafo. Con el fin de optimizar el uso de los recursos, dos o más establecimientos educativos podrán celebrar acuerdos 
entre sí con el fin de contratar conjuntamente los servicios contables requeridos.

Artículo 17. Régimen de Contratación. La celebración de contratos a que haya lugar con recursos del Fondo de Servicios 
Educativos, debe realizarse con estricta sujeción a lo dispuesto en el estatuto contractual de la administración pública, 
cuando supere la cuantía de veinte (20) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

Si la cuantía es inferior a los veinte (20) salarios mínimos legales mensuales vigentes se deben seguir los procedimientos 
establecidos en el reglamento expedido por el consejo directivo, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 13 de la 
Ley 715 de 2001, y en todo caso siguiendo los principios de transparencia, economía, publicidad, y responsabilidad, de 
conformidad con los postulados de la función administrativa.

Parágrafo. Cuando un particular destine bienes o servicios para provecho directo de la comunidad educativa, debe 
realizarse un contrato entre este y el rector o director rural, previa autorización del consejo directivo, en el cual se señale 
la destinación del bien y la transferencia o no de la propiedad. Este contrato se regirá por las normas del Código Civil.

Si se adquieren obligaciones pecuniarias en virtud de tales contratos, estas deben ser de tal clase que se puedan cumplir 
dentro de las reglas propias de los gastos del Fondo.

Artículo 18. Control, asesoría y apoyo. Respecto del Fondo de Servicios Educativos, corresponde a las entidades territoriales 
certificadas en educación ejercer el control interno, brindar asesoría y apoyo administrativo, contractual, financiero, 
presupuestal y contable de acuerdo con las normas vigentes.

La entidad territorial certificada debe ejercer seguimiento en la administración y ejecución de los recursos de los fondos 
de servicios educativos, para lo cual el establecimiento educativo debe suministrar toda la información que le sea 
solicitada.

Artículo 19. Rendición de cuentas y publicidad. Con el fin de garantizar los principios de moralidad, imparcialidad, 
publicidad y transparencia en el manejo de los recursos del Fondo de Servicios Educativos el rector o director rural debe 
garantizar el cumplimiento de lo siguiente:

1. 	Publicar en el sitio web del establecimiento educativo, así como en un lugar visible y de fácil acceso del mismo, el 
informe de ejecución de los recursos y los estados contables del Fondo de Servicios Educativos.

2. 	Al inicio de cada vigencia fiscal, enviar a la entidad territorial certificada copia del acuerdo anual del presupuesto del 
Fondo, numerado, fechado y aprobado por el consejo directivo.

3. 	Publicar mensualmente en lugar visible y de fácil acceso la relación de los contratos y convenios celebrados durante el 
período transcurrido de la vigencia, en la que por lo menos se indique el nombre del contratista, objeto, valor, plazo y 
estado de ejecución del contrato.

4. 	A más tardar el último día de febrero de cada año y previa convocatoria a la comunidad educativa, celebrar audiencia 
pública para presentar informe de la gestión realizada con explicación de la información financiera correspondiente, 
incluyendo los ingresos obtenidos por conveníos con particulares, premios, donaciones u otros, cuyo principal propósito 
sea el de beneficiar a la comunidad educativa.

5. 	El rector o director rural de aquellos establecimientos educativos con sede en los municipios no certificados, deberá 
presentar al Alcalde respectivo, en la periodicidad que este determine, un informe sobre la ejecución de los recursos 
que hubiere recibido por parte de esta entidad territorial.

Artículo 20. Responsabilidad fiscal y disciplinaria. Siempre que el Estado sea condenado con ocasión de obligaciones 
contraídas en contravención de lo dispuesto en la ley y el presente decreto, la entidad territorial certificada procederá 
a iniciar los proceso de responsabilidad disciplinaria y fiscal a que haya lugar, y a ejercer la acción de repetición de 
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conformidad con la ley contra los servidores públicos que resultaren responsables de dicha contravención o contra los 
miembros del consejo directivo, cuando estos últimos no fueren servidores públicos.

Artículo 21. Vigencia y derogación. Este decreto rige a partir de la fecha de su publicación y deroga los Decretos 1857 de 
1994 y 992 de 2002, y todas las disposiciones que le sean contrarias.”

3.5.9. Estímulos para los docentes en áreas de difícil acceso

Mediante el Decreto 1171 de 2004, por el cual se reglamenta el inciso 6° del artículo 24 de la Ley 715 de 
2001 en lo relacionado con los estímulos para los docentes y directivos docentes de los establecimientos 
educativos estatales ubicados en áreas rurales de difícil acceso, el Gobierno nacional  estableció los estímulos 
para los docentes y directivos docentes de los establecimientos educativos estatales ubicados en áreas rurales 
de difícil acceso, de la siguiente manera:

“Artículo 1º. Ámbito de aplicación. El presente decreto se aplica a los docentes y directivos docentes que se financian con 
cargo al Sistema General de Participaciones y que laboran en establecimientos educativos estatales ubicados en áreas 
rurales de difícil acceso.

Artículo 2º. Áreas rurales de difícil acceso. Área rural de difícil acceso es aquella que cumple con los criterios establecidos 
en el presente decreto para ser considerada como tal.

Para los efectos previstos en el artículo 24 de la Ley 715 de 2001 y en este decreto, el gobernador o alcalde de la entidad 
territorial certificada determinará anualmente cuáles son las áreas rurales de difícil acceso de su jurisdicción. Para este 
fin tendrá en cuenta la definición sobre áreas rurales adoptada, en virtud del artículo 8º numeral 1 de la Ley 388 de 1997, 
por el concejo distrital o municipal, y al menos dos de los siguientes criterios:

a) 	Que sea necesaria la utilización habitual de dos o más medios de transporte para un desplazamiento hasta el perímetro 
urbano;

b) 	Que no existan vías de comunicación que permitan el tránsito motorizado durante la mayor parte del año lectivo;

c) 	Que la prestación del servicio público de transporte terrestre, fluvial o marítimo, tenga una sola frecuencia (ida o vuelta) 
diaria.

Artículo 3º. Determinación de los establecimientos educativos ubicados en áreas rurales de difícil acceso. Determinadas 
las áreas rurales de difícil acceso, la secretaría de educación de la entidad territorial certificada definirá anualmente, 
mediante acto administrativo, las sedes de los establecimientos educativos estatales de la respectiva entidad territorial 
ubicadas en áreas rurales de difícil acceso.

Artículo 4º. Estímulos. Los docentes y directivos docentes que laboran en las sedes de los establecimientos educativos 
estatales, ubicadas en áreas rurales de difícil acceso podrán acceder a los estímulos establecidos en el presente decreto.

Artículo 5º. Bonificación. Los docentes y directivos docentes que laboren en establecimientos educativos estatales, cuyas 
sedes estén ubicadas en áreas rurales de difícil acceso, tendrán derecho a una bonificación equivalente al quince por ciento 
(15%) del salario que devenguen. Esta bonificación no constituye factor salarial ni prestacional para ningún efecto y para 
su reconocimiento por parte de la entidad territorial, requerirá previa disponibilidad presupuestal.

Esta bonificación se pagará proporcionalmente al tiempo laborado durante el año académico en las sedes de los 
establecimientos educativos estatales, ubicadas en áreas rurales de difícil acceso. Se dejará de causar si el docente es 
reubicado temporal o definitivamente en otra sede que no reúna las condiciones para el reconocimiento de este beneficio 
o cuando la respectiva sede del establecimiento pierda el carácter señalado en este decreto. No tendrá derecho a esta 
bonificación el docente que se encuentre suspendido en el ejercicio de su cargo o en situaciones administrativas de licencia 
o comisión no remuneradas.

Artículo 6º. Capacitación. Las entidades territoriales certificadas, previa disponibilidad presupuestal, podrán financiar 
programas especiales de actualización para los docentes y directivos docentes que laboran en las sedes de los establecimientos 
educativos estatales, ubicadas en áreas rurales de difícil acceso. Estos programas formarán parte de los planes de 
mejoramiento institucional.
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Parágrafo. Los docentes y directivos docentes que laboran en las sedes de los establecimientos educativos estatales, 
ubicadas en áreas rurales de difícil acceso tendrán prioridad para la asignación de créditos para estudios formales de 
educación superior otorgados por el Icetex.

Artículo 7º. Tiempo. La entidad territorial certificada podrá conceder, por una sola vez al año, permisos especiales a los 
docentes y directivos docentes que laboran en las sedes de los establecimientos educativos estatales ubicadas en áreas rurales 
de difícil acceso, para que participen en encuentros o reuniones de carácter pedagógico y correspondan a los propósitos 
del Proyecto Educativo Institucional. Así mismo, podrá conceder tiempo para realizar pasantías en otros establecimientos 
educativos de la misma entidad territorial.

Estos permisos no pueden superar una duración de cinco (5) días hábiles, ni generarán gastos de viaje, alojamiento o 
alimentación con cargo a recursos del Sistema General de Participaciones. Durante estos períodos, la entidad territorial 
dispondrá todo lo que sea pertinente para garantizar la prestación del servicio educativo a los estudiantes.

Artículo 8º. Otros estímulos. Previa disponibilidad presupuestal, la entidad territorial certificada podrá conceder un pasaje 
aéreo de ida y regreso entre la capital del departamento en que laboran y la capital de la República, o su equivalente en 
dinero, a los docentes y directivos docentes que laboran en las sedes de los establecimientos educativos estatales, ubicadas 
en áreas rurales de difícil acceso, correspondientes a los departamentos de Amazonas, Arauca, Caquetá, Casanare, Guainía, 
Guaviare, Vichada, Vaupés, Putumayo.”

3.5.10. Reglamentación de la jornada escolar

Mediante el Decreto 1850 de 2002,  por el cual se reglamenta la organización de la jornada escolar y la jornada 
laboral de directivos docentes y docentes de los establecimientos educativos estatales de educación formal, 
administrados por los departamentos, distritos y municipios certificados, y se dictan otras disposiciones, 
fueron definidas la jornada escolar y la jornada laboral de directivos docentes, docentes, estableciendo las 
siguientes disposiciones:

“Artículo 1º. Jornada escolar. Es el tiempo diario que dedica el establecimiento educativo a sus estudiantes en la prestación 
directa del servicio público educativo, de conformidad con las normas vigentes sobre calendario académico y con el plan 
de estudios.

Artículo 2º. Horario de la jornada escolar. El horario de la jornada escolar será definido por el rector o director, al comienzo 
de cada año lectivo, de conformidad con las normas vigentes, el proyecto educativo institucional y el plan de estudios, y 
debe cumplirse durante las cuarenta (40) semanas lectivas establecidas por la Ley 115 de 1994 y fijadas por el calendario 
académico de la respectiva entidad territorial certificada.

El horario de la jornada escolar debe permitir a los estudiantes, el cumplimiento de las siguientes intensidades horarias 
mínimas, semanales y anuales, de actividades pedagógicas relacionadas con las áreas obligatorias y fundamentales y con 
las asignaturas optativas, para cada uno de los grados de la educación básica y media, las cuales se contabilizarán en 
horas efectivas de sesenta (60) minutos.

HORAS ANUALES

1.000

1.200

HORAS SEMANALES

25

30

Básica primaria

Básica secundaria y media

Parágrafo 1º. En concordancia con los artículos 23 y 31 de la Ley 115 de 1994, como mínimo el 80% de las intensidades 
semanales y anuales señaladas en el presente artículo serán dedicadas por el establecimiento educativo al desarrollo de 
las áreas obligatorias y fundamentales.

Parágrafo 2º. La intensidad horaria para el nivel preescolar será como mínimo de veinte (20) horas semanales efectivas 
de trabajo con estudiantes, las cuales serán fijadas y distribuidas por el rector o director del establecimiento educativo.

(…)
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Artículo 9º. Jornada laboral de los docentes. Es el tiempo que dedican los docentes al cumplimiento de la asignación 
académica; a la ejecución de actividades curriculares complementarias tales como la administración del proceso educativo; 
la preparación de su tarea académica; la evaluación, la calificación, planeación, disciplina y formación de los alumnos; 
las reuniones de profesores generales o por área; la dirección de grupo y servicio de orientación estudiantil; la atención de 
la comunidad, en especial de los padres de familia; las actividades formativas, culturales y deportivas contempladas en el 
proyecto educativo institucional; la realización de otras actividades vinculadas con organismos o instituciones del sector 
que incidan directa e indirectamente en la educación; actividades de investigación y actualización pedagógica relacionadas 
con el proyecto educativo institucional; y actividades de planeación y evaluación institucional.

Artículo 10º. Jornada laboral de los directivos docentes de las instituciones educativas. Es el tiempo que dedican al 
cumplimiento de las funciones propias de dirección, planeación, programación, organización, coordinación, orientación, 
seguimiento y evaluación de las actividades de los establecimientos educativos.

Artículo 11. Cumplimiento de la jornada laboral. Los directivos docentes y los docentes de los establecimientos educativos 
estatales deberán dedicar todo el tiempo de su jornada laboral al desarrollo de las funciones propias de sus cargos con 
una dedicación mínima de ocho (8) horas diarias.

El tiempo que dedicarán los docentes al cumplimiento de su asignación académica y a la ejecución de actividades curriculares 
complementarias en el establecimiento educativo será como mínimo de seis (6) horas diarias, las cuales serán distribuidas 
por el rector o director de acuerdo con lo establecido en el artículo 7º del presente decreto. Para completar el tiempo 
restante de la jornada laboral, los docentes realizarán fuera o dentro de la institución educativa actividades propias de su 
cargo, indicadas en el artículo 9 del presente Decreto como actividades curriculares complementarias.

Parágrafo 1º. Los directivos docentes, rectores y coordinadores, de las instituciones educativas integradas de acuerdo con 
lo dispuesto en el parágrafo 4 del artículo 9 de la Ley 715 de 2001, distribuirán su permanencia en las jornadas o plantas 
físicas a su cargo, de tal manera que dediquen como mínimo ocho (8) horas diarias al cumplimiento de sus funciones en 
el establecimiento educativo.

Parágrafo 2º. Los orientadores escolares cumplirán sus funciones de apoyo al servicio de orientación estudiantil conforme 
al horario que les asigne el rector, el cual será como mínimo de ocho (8) horas diarias en el establecimiento educativo.

Artículo 12. Organización. El rector o director es el superior inmediato del personal directivo docente y docente destinado 
para la atención de las actividades propias del servicio público de educación en cada establecimiento educativo.

El superior inmediato de los rectores o directores de los establecimientos educativos estatales, será determinado por la 
autoridad educativa de cada ente territorial certificado. En ausencia de tal determinación, lo será el alcalde o gobernador 
de la respectiva entidad territorial.

Los alcaldes municipales, en su jurisdicción, ejercerán las funciones de seguimiento y control sobre el cumplimiento de la 
jornada escolar y de la jornada laboral de los directivos docentes y docentes de los establecimientos educativos….(…)”

El Ministerio de Educación Nacional expidió el Decreto 1373 de 2007, por el cual se establece una semana 
de receso estudiantil. Este decreto dispone lo siguiente:

“Artículo 1°. Los establecimientos de educación preescolar, básica y media incorporarán en su calendario académico 
cinco (5) días de receso estudiantil en la semana inmediata anterior al día feriado en que se conmemora el descubrimiento 
de América.

Esta semana de receso estudiantil no modifica el tiempo de clase que deben dedicar los establecimientos educativos al 
desarrollo de las áreas obligatorias y fundamentales establecidas en la Ley 115 de 1994 en sus decretos reglamentarios.

Artículo 2°. Las entidades territoriales certificadas en educación incluirán este receso en el calendario académico 
que de, conformidad con el Decreto 1850 de 2002, deben expedir para los establecimientos educativos estatales de su 
jurisdicción.

Parágrafo. Los establecimientos educativos estatales que cuentan con internados para estudiantes de las regiones rurales 
continuarán el calendario académico de acuerdo con sus condiciones locales.

Artículo 3°. En la expedición del calendario académico las entidades territoriales certificadas establecerán que la semana 
de receso estudiantil previstas en este Decreto, será para los docentes y directivos docentes al servicio del Estado una de 
las semanas de desarrollo institucional previstas en el Artículo 8° del Decreto 1850 de 2002.
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Esta semana de receso para los estudiantes y de desarrollo para los docentes y directivos no modifica las siete (7) semanas 
de vacaciones de los directivos y docentes, establecidas en el Decreto 1850 de 2002.

Artículo 4°. El presente Decreto rige a partir de su publicación.”

3.5.11. Evaluación del desempeño de docentes y directivos docentes que se rigen por el 
Decreto - Ley 2277 de 1979 y se desempeñan como tales en los establecimientos educativos 
oficiales

Mediante el Decreto 2582 de 2003, por el cual se establecen reglas y mecanismos generales para la evaluación 
del desempeño de los docentes y directivos docentes que laboran en los establecimientos educativos estatales, 
el Gobierno nacional determinó las reglas y mecanismos generales para la evaluación  del desempeño de 
los docentes y directivos docentes que laboran en los establecimientos educativos estatales, entre las cuales 
están las siguientes:

“Artículo 1º. Ámbito de aplicación. El presente decreto se aplica a los servidores públicos que son docentes o directivos 
docentes de las entidades territoriales, que se rigen por el Decreto-Ley 2277 de 1979 y se desempeñan como tales en los 
establecimientos educativos oficiales.

Parágrafo. El Ministerio de Educación Nacional expedirá una reglamentación especial, concertada con los representantes 
de las organizaciones indígenas del orden departamental, para el desarrollo del proceso de la evaluación de desempeño de 
los docentes y directivos docentes que laboran en los establecimientos educativos estatales ubicados en sus comunidades 
y que atienden población indígena.

Artículo 2º. Principios de la evaluación de desempeño. La evaluación de desempeño de los docentes y directivos docentes 
contribuirá al cumplimiento de los fines de la educación, formará parte de la evaluación institucional anual y tendrá por 
objeto el mejoramiento personal, profesional e institucional.

La evaluación de desempeño se realizará al terminar cada año lectivo y se sujetará a los principios de objetividad, 
pertinencia, transparencia, participación y equidad.

Artículo 3º. Contenido de la evaluación de desempeño. La evaluación de desempeño se referirá a la idoneidad ética y 
pedagógica que requiere la prestación del servicio educativo, y describirá el grado de cumplimiento de las responsabilidades 
inherentes al cargo que desempeña el docente o el directivo docente y que se hacen evidentes en los diferentes contextos 
institucionales.

La evaluación de desempeño valorará la actuación del docente como profesional que participa en el desarrollo del Proyecto 
Educativo Institucional, planea su labor educativa, aplica las estrategias pedagógicas más apropiadas para mejorar la 
formación de los estudiantes, evalúa los resultados del aprendizaje y se integra con la comunidad educativa.

La evaluación de desempeño valorará la actuación del directivo docente como orientador del Proyecto Educativo 
Institucional, promotor de la integración de la comunidad educativa, administrador de los recursos físicos y financieros, 
responsable de los resultados educativos institucionales y facilitador del trabajo en equipo destinado a mejorar la equidad, 
calidad y eficiencia del establecimiento educativo.

El evaluado y el evaluador acordarán el plan de desarrollo profesional, que es un componente esencial del proceso de 
evaluación de desempeño, para consolidar las fortalezas y mejorar aquellos aspectos que requieren un mayor esfuerzo 
personal durante el año lectivo siguiente.

Artículo 4º. Responsabilidades del Ministerio de Educación Nacional. El Ministerio de Educación Nacional diseñará el 
proceso y los instrumentos para la evaluación de desempeño de los docentes y directivos docentes, que permitan obtener 
información válida, confiable y objetiva sobre la actuación del docente o directivo docente durante un año lectivo, en el 
cumplimiento de sus responsabilidades y en el logro de las metas del plan de desarrollo profesional. Los instrumentos 
deberán contener aspectos significativos del desempeño, una breve descripción de cada uno y una escala que permita 
establecer en forma porcentual, la valoración global del evaluado.

Prestará asesoría y hará seguimiento a las entidades territoriales en la organización y desarrollo del proceso de evaluación, 
el análisis de los resultados y la elaboración de planes de mejoramiento institucional.
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Diseñará e implementará aplicaciones informáticas necesarias para sistematizar la información obtenida de la evaluación 
anual de desempeño, hará análisis globales de los resultados y de su incidencia en los planes de mejoramiento de la calidad 
del servicio público educativo.

Artículo 5º. Responsabilidades de la Secretaría de Educación. La Secretaría de Educación de la entidad territorial certificada 
organizará el proceso de evaluación de desempeño de docentes y directivos docentes en su entidad territorial y definirá por 
medio de acto administrativo, el responsable de efectuar la evaluación de los rectores y directores.

Diseñará indicadores de los aspectos significativos del desempeño con miras a una evaluación objetiva y documentada 
del desempeño de los directivos docentes, capacitará a los rectores y directores y les prestará asistencia técnica en la 
administración del proceso de evaluación, y velará por su aplicación con un enfoque de mejoramiento continuo.

Analizará la información de la evaluación del desempeño de los docentes y los resultados de las pruebas de competencias 
básicas de los estudiantes de los establecimientos educativos con el fin de desarrollar estrategias regionales de mejoramiento 
y entregará información consolidada al Ministerio de Educación Nacional.

Atenderá las reclamaciones y definirá los casos de aquellos responsables de la evaluación que pudieran declararse impedidos, 
de acuerdo con el artículo 40 de la Ley 734 de 2002, Código Disciplinario Único.

Artículo 6º. Responsabilidades del rector y director. El rector o director informará a la comunidad educativa sobre los 
fines y la metodología de la evaluación de desempeño, y como superior inmediato, evaluará a los docentes, orientadores 
y coordinadores.

Diseñará indicadores de los aspectos significativos del desempeño con miras a una evaluación objetiva y documentada 
del desempeño de los docentes y directivos docentes del establecimiento educativo; capacitará a los coordinadores en 
el proceso de evaluación y seguimiento, conformará con ellos un equipo para realizar la evaluación de los docentes y 
orientadores, analizará los resultados de la evaluación y los utilizará para elaborar y fortalecer los planes de mejoramiento 
institucional.

Entregará copia del instrumento de evaluación de cada evaluado, debidamente diligenciado, a la oficina de personal o la 
que haga sus veces en la secretaría de educación para que sea incorporado a la respectiva hoja de vida y también entregará 
la información consolidada de estos resultados a la oficina de la secretaría de educación responsable de orientar los planes 
de mejoramiento institucional.

Parágrafo. Los coordinadores de las instituciones educativas apoyarán la evaluación de desempeño de los docentes y 
realizarán el seguimiento del plan de desarrollo profesional. Este seguimiento será registrado en el formato diseñado por 
el Ministerio de Educación Nacional para garantizar la objetividad y periodicidad del mismo.

Artículo 7º. Proceso general de la evaluación de desempeño. Como elemento fundamental de la gestión directiva orientada 
al mejoramiento continuo de los establecimientos educativos, los procedimientos y los instrumentos diseñados para realizar 
la evaluación del desempeño permitirán: identificar las fortalezas y los aspectos de mejoramiento; facilitar el propio 
reconocimiento y valoración del quehacer profesional; verificar por parte de la comunidad educativa que los procesos 
pedagógicos que se llevan a cabo en los establecimientos educativos favorecen el mejoramiento de la calidad y el incremento 
de la eficiencia del sistema educativo.

Los responsables de la evaluación del desempeño efectuarán observaciones periódicas y sistemáticas de la actividad del 
evaluado en los diferentes espacios de la institución en el transcurso del año lectivo. Realizarán reuniones periódicas de 
trabajo con los docentes o directivos docentes y tendrán en cuenta las observaciones de los diferentes integrantes de la 
comunidad educativa.

En el proceso de evaluación del desempeño, se realizarán entrevistas con el propósito de notificar la evaluación, definir 
el plan de desarrollo profesional y hacer seguimiento. Los directivos docentes realizarán las entrevistas de seguimiento 
del logro de las metas acordadas, con una frecuencia al menos semestral que debe quedar registrada en un instrumento 
diseñado para tal fin.

Parágrafo. El evaluado podrá interponer recurso de reposición o de apelación sobre la evaluación definitiva en los términos 
establecidos en el Código Contencioso Administrativo.

Artículo 8º. Período de la evaluación de desempeño. La evaluación de desempeño comprenderá el año lectivo correspondiente, 
será consignada durante el último mes del año lectivo en el formato diseñado para tal fin. El seguimiento de los compromisos 
de mejoramiento se realizará en el transcurso del año lectivo siguiente.
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La evaluación definitiva del desempeño se aplicará a los docentes o directivos docentes que hayan servido en un 
establecimiento educativo estatal por un término igual o superior a tres (3) meses consecutivos durante el respectivo año 
lectivo.

Cuando un docente o directivo docente sea trasladado a otro establecimiento educativo, deberá ser evaluado por el periodo 
laborado sin importar su duración. La evaluación definitiva, será el promedio ponderado de esta evaluación y de las demás 
efectuadas durante el año lectivo.

Parágrafo 1º. Cuando el responsable de la evaluación de desempeño se retire o sea trasladado, deberá dejar evaluada la 
totalidad de los docentes o directivos docentes por el período transcurrido desde la última evaluación del correspondiente 
año lectivo.

Parágrafo 2º. El docente o directivo docente que no sea evaluado por su superior inmediato al final del año lectivo, 
deberá solicitar por escrito que su evaluación sea realizada antes de iniciar el año lectivo siguiente. Una vez solicitada la 
evaluación, el evaluador tendrá un plazo de dos (2) días para realizar la evaluación…”

3.5.12. Evaluación anual de desempeño laboral de los servidores públicos docentes y 
directivos docentes que se rigen por el Decreto-Ley 1278 de 2002

Con el propósito de establecer los criterios para la Evaluación anual de desempeño laboral de los servidores 
públicos docentes y directivos docentes que se rigen por el Decreto - Ley 1278 de 2002, el Gobierno nacional 
expidió el Decreto 3782 de 2007, por el cual se reglamenta la evaluación anual de desempeño laboral de los 
servidores públicos docentes y directivos docentes que se rigen por el Decreto-Ley 1278 de 2002. Dicho 
decreto establece  lo siguiente:

“Artículo 1°. Ámbito de aplicación. El presente decreto aplica a los servidores públicos docentes y directivos docentes de 
las entidades territoriales certificadas, sujetos al Estatuto de Profesionalización Docente establecido mediante el Decreto-
Ley 1278 de 2002.

Artículo 2°. Concepto. La evaluación anual de desempeño laboral del docente o del directivo docente es la ponderación del 
grado de cumplimiento de las funciones y responsabilidades inherentes al cargo que desempeña y del logro de resultados, 
a través de su gestión.

Esta evaluación es un proceso permanente que permite verificar el quehacer profesional de los educadores, identificando 
fortalezas y aspectos de mejoramiento, mediante la valoración de sus competencias funcionales y comportamentales.

Artículo 3°. Propósitos. El proceso de evaluación anual de desempeño laboral de docentes y directivos docentes tiene 
por objeto verificar los niveles de idoneidad y eficiencia de los educadores en el desempeño de sus funciones, como factor 
fundamental del mejoramiento de la calidad de la educación.

Este proceso debe proporcionar información objetiva, válida y confiable sobre el desempeño laboral de los evaluados, para 
brindarles retroalimentación y estimular en ellos una disposición positiva hacia el mejoramiento continuo.

Los resultados de la evaluación anual de desempeño laboral harán parte de la autoevaluación institucional y servirán 
para el diseño de los planes de mejoramiento institucional y de desarrollo personal y profesional de docentes y directivos 
docentes.

Artículo 4°. Principios. La evaluación anual de desempeño laboral se sujetará a los principios de objetividad, confiabilidad, 
universalidad, pertinencia, transparencia, participación y concurrencia, establecidos en el artículo 29 del Decreto-Ley 
1278 de 2002.

Artículo 5°. Período. La evaluación anual de desempeño laboral comprende el año escolar y se aplica al docente o 
directivo docente que haya superado el período de prueba y laborado en el establecimiento educativo, en forma continua 
o discontinua, un término igual o superior a tres (3) meses.

Artículo 6°. Evaluador. El rector o el director rural, según el caso, evaluará a los coordinadores y docentes del establecimiento 
educativo que dirige.
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Cada rector o director rural será evaluado por su superior jerárquico, definido de acuerdo con la estructura organizacional 
adoptada por cada entidad territorial certificada.

Para realizar el proceso de evaluación anual de desempeño laboral de los docentes y coordinadores, el evaluador contará 
con el apoyo de los coordinadores del establecimiento educativo. Para la evaluación de los rectores o directores rurales, 
el evaluador contará con el apoyo del responsable de las estrategias de cobertura, eficiencia y calidad de la respectiva 
secretaría de educación.

Artículo 7°. Responsables del proceso. La evaluación anual de desempeño laboral de docentes y directivos docentes es 
responsabilidad, de acuerdo con lo establecido en la ley y en el presente decreto, de la Comisión Nacional del Servicio 
Civil, del Ministerio de Educación Nacional, de las secretarías de educación de las entidades territoriales certificadas, de 
los evaluadores y de los evaluados. 

Artículo 8°. Responsabilidades de la Comisión Nacional del Servicio Civil. Además de las competencias asignadas en otras 
disposiciones, la Comisión Nacional del Servicio Civil debe:

a) 	 Dar orientaciones sobre la aplicación de las normas que regulan el proceso de evaluación anual de desempeño laboral 
de docentes y directivos docentes; 

b) 	 Adoptar el protocolo para la evaluación anual de desempeño laboral de acuerdo con la ley, el presente decreto y las 
políticas de calidad definidas por el Ministerio de Educación Nacional;

c) 	 Vigilar la correcta aplicación de normas y procedimientos de evaluación anual de desempeño laboral y adoptar las 
decisiones y acciones pertinentes;

d) 	 Conocer las quejas y reclamaciones que se presenten por la aplicación del sistema de evaluación de desempeño laboral 
de docentes y directivos docentes; 

e) 	 Absolver consultas que se le formulen sobre el proceso de evaluación anual de desempeño laboral de los directivos 
docentes y docentes. 

Artículo 9°. Responsabilidades del Ministerio de Educación Nacional. Además de las competencias asignadas en otras 
disposiciones, el Ministerio de Educación Nacional debe:

a) 	 Impartir orientaciones sobre el proceso de evaluación anual de desempeño laboral en el marco de la política de calidad 
de la educación, a través de guías metodológicas que faciliten la efectiva aplicación de los instrumentos de evaluación 
para obtener información válida, confiable, objetiva, contextualizada y comparable, sobre el desempeño de docentes 
y directivos docentes;

b) 	 Prestar asistencia técnica y hacer seguimiento a las secretarías de educación de las entidades territoriales certificadas, 
en la organización y desarrollo de los procesos de evaluación, análisis y uso de los resultados;

c) 	 Consolidar y analizar los resultados nacionales;

d) 	 Orientar el mejoramiento de los procesos de formación inicial y en servicio de los docentes y directivos docentes, con 
base en los resultados de la evaluación anual de desempeño laboral.

Artículo 10º. Responsabilidades de la secretaría de educación de la entidad territorial certificada. Además de las 
competencias asignadas en otras disposiciones, la secretaría de educación de la entidad territorial certificada debe:

a) 	 Organizar y divulgar el proceso de evaluación anual de desempeño laboral en su jurisdicción;

b) 	 Prestar asistencia técnica a los evaluadores en el desarrollo del proceso y orientar su aplicación con un enfoque de 
mejoramiento continuo;

c) 	 Verificar la efectiva y oportuna realización de la evaluación e iniciar las acciones administrativas cuando ello no sea 
así;

d) 	 Analizar los resultados de la evaluación de su entidad territorial, como insumo para el diseño y la implementación de 
planes de apoyo al mejoramiento;

e) 	 Presentar a la comunidad educativa la información consolidada sobre los resultados de su entidad territorial y al 
Ministerio de Educación Nacional y a la Comisión Nacional del Servicio Civil, en los términos que estos definan;

f) 	 Incorporar una copia del protocolo con el resultado final de la evaluación y su notificación en la historia laboral del 
evaluado.



PARTICIPACIÓN PARA EDUCACIÓN CAPÍTULO III

91

Artículo 11. Responsabilidades del evaluador. Además de las competencias asignadas en otras disposiciones, el evaluador 
debe:

a) 	 Promover un ambiente de confianza, respeto y comunicación efectiva que facilite el proceso de evaluación;

b) 	 Valorar las evidencias de desempeño recolectadas a lo largo del período de evaluación, para emitir la calificación del 
docente o directivo docente en la forma y oportunidad establecidas;

c) 	 Notificar al docente o directivo docente el resultado final de su evaluación;

d) 	 Concertar con el evaluado un plan de desarrollo personal y profesional, objeto de seguimiento periódico;

e) 	 Resolver y dar curso a los recursos que le sean interpuestos;

f) 	 Entregar a la secretaría de educación, en los términos que esta establezca, los resultados finales de la evaluación en 
los protocolos debidamente diligenciados.

Artículo 12. Responsabilidades del evaluado. En el marco del proceso de evaluación anual de desempeño laboral de 
docentes y directivos docentes, corresponde al evaluado: 

a) 	 Informarse sobre el proceso de evaluación; 

b) 	 Participar en el proceso de evaluación y facilitar el desarrollo del mismo, promoviendo un ambiente de confianza, 
respeto y comunicación efectiva;

c) 	 Aportar oportunamente evidencias pertinentes sobre su desempeño laboral; 

d) 	 Solicitar por escrito al evaluador que evalúe su desempeño laboral cuando aquel no lo haya efectuado en el término 
definido para ello;

e) 	 Cumplir con los compromisos fijados en el plan de desarrollo personal y profesional.

CAPÍTULO II

Metodología de evaluación

Artículo 13. Competencias. Para el proceso de evaluación anual de desempeño laboral las competencias de los docentes y 
directivos docentes se clasifican en funcionales y comportamentales. Las funcionales representan el 70% de la evaluación 
y las comportamentales el 30%.

Artículo 14. Competencias funcionales. Las competencias funcionales corresponden al desempeño de las responsabilidades 
específicas del cargo de docente o directivo docente, definidas en la ley y los reglamentos. 

Artículo 15. Competencias funcionales para la evaluación de los directivos docentes. La evaluación anual de desempeño 
laboral de los directivos docentes valora sus competencias funcionales en cuatro (4) áreas de la gestión institucional, 
así:

a) 	 Gestión directiva. Comprende competencias para orientar y dirigir el establecimiento educativo en función del proyecto 
educativo institucional y las directrices de las autoridades del sector. Involucra la capacidad para guiar a la comunidad 
educativa hacia el logro de las metas institucionales. En esta área de gestión se evaluarán las siguientes competencias: 
Planeación y organización y Ejecución; 

b) 	 Gestión académica. Comprende competencias para organizar procesos institucionales de enseñanza aprendizaje para 
que los estudiantes adquieran y desarrollen competencias.

	 Implica la capacidad para diseñar, planear, implementar y evaluar un currículo que promueva el aprendizaje en las aulas 
y que atienda la diversidad con una perspectiva de inclusión. En esta área de gestión se evaluarán las competencias 
relativas a la pedagogía y didáctica y a la innovación y direccionamiento académico;

c) 	 Gestión administrativa. Comprende competencias para organizar y optimizar los recursos destinados al funcionamiento 
del establecimiento educativo, en coherencia con el proyecto educativo institucional y los planes operativos institucionales. 
Involucra la capacidad de implementar acciones para la obtención, distribución y articulación de recursos humanos, 
físicos y financieros, así como la gestión de los servicios complementarios del establecimiento. En esta área de gestión 
se evaluarán las competencias relativas a la administración de recursos, y a la gestión del talento humano;

d) 	 Gestión comunitaria. Comprende competencias para generar un clima institucional adecuado, fomentar relaciones 
de colaboración y compromiso colectivo con acciones que impacten en la comunidad, y conducir las relaciones de la 
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institución con el entorno y otros sectores para crear y consolidar redes de apoyo. En esta área de gestión se evaluarán 
las competencias relativas a la comunicación institucional, y a la interacción con la comunidad y el entorno.

Artículo 16. Competencias funcionales para la evaluación de los docentes. La evaluación anual de desempeño laboral de 
los docentes valora sus competencias funcionales en tres (3) áreas de la gestión institucional, así:

a) 	 Gestión académica. Comprende las competencias para la aplicación de estrategias pedagógicas y evaluativas enmarcadas 
en los estándares básicos de competencias, según el contexto y los resultados alcanzados por los estudiantes. En esta 
área de gestión se evaluarán las competencias relativas al dominio de contenidos de las áreas a cargo, de planeación y 
organización, las competencias pedagógicas y didácticas y la evaluación, para el desarrollo de actividades académicas, 
acordes con el proyecto educativo institucional;

b) 	 Gestión administrativa. Comprende el conocimiento y cumplimiento de las normas y de los procedimientos administrativos 
de la institución, para el funcionamiento eficiente del establecimiento y la conservación de los recursos del mismo. 
Involucra la capacidad para participar activamente en el desarrollo de los proyectos de la organización escolar. 

	 En esta área de gestión se evaluarán las competencias relativas al uso eficiente de recursos pedagógicos, y la participación 
y seguimiento de procesos institucionales; 

c) 	 Gestión comunitaria. Comprende la capacidad para interactuar efectivamente con la comunidad educativa y apoyar el 
logro de las metas institucionales, establecer relaciones con la comunidad a través de las familias, potenciar su actividad 
pedagógica aprovechando el entorno social, cultural y productivo y aportar al mejoramiento de la calidad de vida 
local. En esta área de gestión se evaluarán las competencias relativas a la comunicación institucional, e Interacción 
con la comunidad y el entorno. 

Artículo 17. Competencias comportamentales. Las competencias comportamentales se refieren a las actitudes, los valores, 
los intereses y las motivaciones con que los educadores cumplen sus funciones. Son comunes a docentes y directivos docentes. 
Se evaluarán las siguientes: Liderazgo, Comunicación y relaciones interpersonales, Trabajo en equipo, Negociación y 
mediación, Compromiso social e institucional, Iniciativa, Orientación al logro.

Artículo 18. Escala. La valoración de cada una de las competencias, así como el resultado final de la evaluación anual de 
desempeño laboral del docente o directivo docente se expresará en una escala cuantitativa de uno (1) a cien (100) puntos, 
que corresponde a las siguientes categorías:

a) Sobresaliente: entre 90 y 100 puntos;

b) Satisfactorio: entre 60 y 89 puntos;

c) No Satisfactorio: entre 1 y 59 puntos.

Artículo 19. Evidencias. Es el conjunto de pruebas objetivas y pertinentes recolectadas a lo largo del período de evaluación, 
como producto del seguimiento al desempeño laboral, que podrán ser aportadas y consultadas por el evaluado y el evaluador 
en cualquier tiempo.

Las evidencias que dan cuenta del desempeño laboral del evaluado se recogerán durante todo el período, haciendo uso 
de diferentes instrumentos como encuestas a estudiantes y padres de familia, pautas de observación en clase, formatos de 
entrevista, entre otros.

 Estas evidencias se compilarán en una carpeta que deberá incluir el seguimiento al avance en los planes de desarrollo 
personal y profesional de los docentes y directivos docentes.

Artículo 20. Valoraciones y calificación. El proceso de evaluación anual de desempeño laboral de docentes y directivos 
docentes comprende dos valoraciones de las competencias definidas en el presente decreto.

La primera valoración se efectuará en la mitad del año académico como parte del seguimiento al desempeño, con base en 
las evidencias obtenidas hasta ese momento, y el resultado se comunicará al evaluado. La segunda valoración se efectuará 
al final del año académico con base en las evidencias obtenidas desde la primera valoración.

La calificación final será el promedio ponderado por el número de días de cada valoración, de acuerdo con el tiempo 
laborado por el docente o directivo docente en el período evaluado.

Parágrafo transitorio. La calificación correspondiente al año escolar 2007 de los docentes y directivos docentes que 
laboran en establecimientos educativos de calendario A, corresponderá a la valoración que se realice al finalizar este año 
escolar. 
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Artículo 21. Protocolo. Los resultados de las dos valoraciones y la calificación final se consignarán en el protocolo 
adoptado por la Comisión Nacional del Servicio Civil, el cual deberá contener como mínimo la siguiente información: 
datos de identificación del evaluador y el docente o directivo docente evaluado, período evaluado, competencias objeto de 
evaluación, escala de valoración y constancia de notificación.

CAPÍTULO III

Otras disposiciones

Artículo 22. Notificación de la evaluación. Concluida la evaluación, el resultado se notificará personalmente al evaluado y 
en caso de no ser posible se efectuará por edicto en los términos establecidos en el Código Contencioso Administrativo.

Artículo 23. Recursos. Contra el acto de la evaluación anual de desempeño laboral proceden los recursos de reposición y 
apelación, los cuales deben ser resueltos dentro de los quince (15) días hábiles siguientes a su presentación por el inmediato 
superior y por el superior jerárquico, respectivamente.

Los recursos deben ser presentados personalmente ante el evaluador en la forma y términos establecidos en el Código 
Contencioso Administrativo.

Artículo 24. Impedimentos y recusaciones. El evaluador deberá declararse impedido para realizar la evaluación de 
desempeño laboral de un docente o directivo docente, cuando se encuentre incurso en una o varias de las causales de 
recusación previstas en la ley, en particular en el Código de Procedimiento Civil y el Código Único Disciplinario. 

El evaluador expresará por escrito, a su superior jerárquico, la causal aducida explicando las razones en que se fundamenta. 
El superior jerárquico adoptará la decisión a que haya lugar, mediante acto administrativo motivado, dentro de los cinco 
(5) días hábiles siguientes.

El docente o directivo docente podrá recusar al evaluador ante el superior jerárquico de este, a quien le expresará por escrito 
la causal aducida, explicando las razones en que se fundamenta. La decisión será adoptada mediante acto administrativo 
motivado, dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes.

Contra la decisión que resuelva la recusación o el impedimento no procede recurso alguno, de acuerdo con lo establecido 
en el Código de Procedimiento Civil.

Artículo 25. Consecuencias. En firme la evaluación anual de desempeño laboral, producirá las consecuencias establecidas 
en el numeral 1 del artículo 36 del Decreto-Ley 1278 de 2002.

El seguimiento de la evaluación para los docentes y los directivos docentes que en el año inmediatamente anterior hayan 
obtenido evaluaciones de desempeño laboral no satisfactorias, incluirá la valoración de los avances logrados en el plan 
de desarrollo personal y profesional.

Cuando por segunda vez consecutiva un docente obtenga una calificación no satisfactoria en la evaluación anual de 
desempeño laboral, la Comisión Nacional del Servicio Civil deberá excluirlo del escalafón docente y el nominador declarar 
insubsistente el nombramiento.

Cuando un directivo docente proveniente de la docencia estatal obtenga una calificación no satisfactoria en la evaluación 
anual de desempeño laboral, en dos años consecutivos, será regresado al cargo docente para el cual concursó antes de 
ser directivo docente, una vez exista vacante. Si el directivo docente no proviene de la docencia estatal, será excluido del 
escalafón y retirado del servicio.”

Adicionalmente El Ministerio de Educación Nacional expidió la Directiva 08 del 8 de abril de 2008, sobre 
la evaluación anual de desempeño de docentes y directivos docentes regidos por el Decreto-Ley 1278 de 
2002, en la cual se expresa lo siguiente:

“En el marco de la política de calidad de la educación, la evaluación de docentes y directivos docentes ocupa un 
lugar fundamental, puesto que constituye un instrumento para el desarrollo profesional y personal de los educadores 
colombianos.

En este sentido, el ejercicio de la carrera está ligado a la evaluación permanente como una estrategia para verificar que 
en el desempeño de las funciones de los educadores, se mantienen las condiciones de idoneidad, calidad y eficiencia que 
demostraron en el ingreso por concurso y que justifican la permanencia, los ascensos y las reubicaciones. Así, contempla 
tres tipos de evaluación:
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Evaluación de período de prueba.

Evaluación ordinaria periódica de desempeño anual

Evaluación de competencias.

Específicamente, la evaluación anual de desempeño permite identificar las fortalezas y las oportunidades de mejoramiento 
del ejercicio de la docencia y la dirección educativa en las instituciones educativas oficiales.

Bajo esta premisa, el Gobierno nacional mediante el Decreto 3782 de 2007,reglamentó la evaluación anual de desempeño 
laboral de los servidores públicos docentes y directivos docentes regidos por el Decreto-Ley 1278 de 2002, según el cual 
corresponde a las Secretarías de Educación organizar y divulgar el proceso en su entidad territorial, y prestar asistencia 
técnica a evaluadores y evaluados en el  desarrollo del mismo.

En su sesión del día 31 de enero de 2008 y comunicado mediante oficio 001474 de la misma fecha, la Comisión Nacional 
del Servicio Civil aprobó los protocolos con los cuales se debe evaluar, a partir de este año, el desempeño laboral de los 
docentes y directivos docentes. Las Secretarías de Educación deben implementar esta evaluación, de acuerdo con las 
orientaciones de la Guía Metodológica diseñada por el Ministerio para este proceso, disponible en la dirección electrónica 
http://mineducacion.gov.co/docentes.

El Ministerio de Educación Nacional cuenta con diferentes alternativas para apoyar la implementación del proceso en las 
entidades territoriales, entre las cuales se encuentran la asistencia técnica por demanda a las Secretarías de Educación 
que lo soliciten, la realización de talleres de formación de evaluadores de desempeño y la divulgación de información 
complementaria y de respuestas a preguntas frecuentes en la dirección electrónica mencionada arriba.”

3.5.13. Traslado de docentes y directivos docentes de los establecimientos educativos 
estatales

Mediante el Decreto 3222 de 2003, por el cual se reglamenta el artículo 22 de la Ley 715 de 2001, en relación 
con traslados de docentes y directivos docentes de los establecimientos educativos estatales, se definen los 
siguientes los criterios para efectuar los traslados de docentes y directivos docentes de los establecimientos 
educativos estatales:

“Artículo 1º. Ámbito de aplicación. El presente decreto se aplica a todos los docentes y directivos docentes de las entidades 
territoriales que se financian  con los recursos del Sistema General de Participaciones.

Artículo 2º. Traslados por necesidades del servicio. Cuando para la debida prestación del servicio educativo se requiera 
el traslado de un docente o directivo docente, la autoridad nominadora efectuará el traslado mediante acto administrativo 
debidamente motivado. Para todo traslado la autoridad nominadora deberá tener en cuenta las necesidades del servicio 
y la disponibilidad presupuestal.

Los traslados por necesidades del servicio son de carácter discrecional y pueden tener origen en disposición de la autoridad 
nominadora, b) solicitud de los docentes o directivos docentes.

Para los traslados solicitados por los docentes o directivos docentes, la entidad territorial certificada hará pública la 
información sobre los cargos de docentes y directivos docentes disponibles en los establecimientos educativos de su 
jurisdicción, como mínimo dos (2) meses antes de la finalización del ano lectivo, conforme al  calendario académico 
adoptado. Estos traslados se harán efectivos en el primer mes del año lectivo siguiente. 

Para decidir sobre los traslados solicitados por los docentes o directivos docentes, la autoridad nominadora tendrá en 
cuenta los siguientes criterios: a) El docente o directivo docente debe haber prestado como mínimo tres (3) años de servicio 
en el establecimiento educativo, b) La evaluación de desempeño del año anterior debe satisfactoria de acuerdo con la 
metodología establecida por el Ministerio de Educación Nacional. 

Las solicitudes de traslado que se sustenten en razones de salud, y estén verificadas por la entidad territorial teniendo en 
cuenta el concepto de la entidad prestadora de salud, podrán ser atendidas en cualquier época del año y no se sujetarán 
a las disposiciones establecidas en el inciso anterior. 

La decisión sobre traslado por permutas solicitadas por docentes o directivos docentes se ejecutara discrecionalmente, 
procederán estrictamente de acuerdo con las necesidades del servicio según lo establecido en el inciso 3 del artículo 22 
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te la ley 715 de 2001, Y requieren previa disponibilidad presupuestal cuando exista diferencia salarial. El traslado por 
permuta que implique un cambio de entidad territorial certificada, se tramitará de conformidad con lo establecido en el 
artículo 4 del  presente decreto.

Parágrafo 1º. Cuando la autoridad nominadora efectúe un traslado de un docente: o un directivo docente, deberá garantizar 
la continuidad de la prestación del servicio en el establecimiento educativo. 

Parágrafo 2º. El traslado por permuta no será autorizado por la autoridad nominadora si a uno de los dos solicitantes le 
faltan cuatro (4) años o menos de servicio, para alcanzar la edad de retiro forzoso.

Parágrafo 3º. El traslado no procederá cuando el docente o directivo docente deba permanecer en el municipio por orden 
judicial o de autoridad policiva. 

Artículo 3º. Traslados por razones de seguridad. Cuando surja una amenaza o un desplazamiento forzoso, debido a una 
situación de orden público que atente contra su vida o integridad personal, el docente o directivo docente podrá presentar 
solicitud de traslado. A la solicitud, adjuntará los soportes o pruebas con la indicación de las circunstancias en que 
fundamenta la petición, copia de la comunicación enviada a la Procuraduría Regional y de la denuncia presentada ante 
la Fiscalia o, en su defecto ante la autoridad judicial competente. 

La autoridad nominadora de la entidad territorial certificada determinará la reubicación transitoria o el traslado definitivo 
con base en el informe del Comité Especial de Docentes Amenazados o Desplazados que creará cada entidad territorial con 
el fin de conceptuar sobre la situación que afecta al docente; directivo docente amenazado o desplazado, a más tardar dentro 
de los tres (3) días hábiles siguientes a la presentación de la solicitud. Este comité estará conformado por el secretario de 
educación o quien haga sus veces, quien lo presidirá, el procurador regional o su delegado, el jefe de la oficina de personal 
o quien haga sus veces y un representante del sindicato que agrupe el mayor número de docentes de la entidad territorial. 
En las entidades territoriales que no cuenten con organizaciones sindicales, participará un representante de los docentes 
seleccionado para este efecto en una reunión general de los docentes. En ningún caso este comité decidirá sobre el sitio 
de reubicación del solicitante o hará gestiones relacionadas con su traslado. 

La autoridad nominadora, como primer recurso, evaluará la posibilidad de trasladar al  docente o directivo docente 
amenazado o desplazado, dentro de su jurisdicción.

Cuando por razones de seguridad, la autoridad nominadora considere necesario trasladar al docente o directivo docente a 
otra entidad territorial, previo convenio interadministrativo, gestionará el traslado preferiblemente a una entidad territorial 
de tipología similar, donde será incorporado a la planta de la respectiva entidad territorial.

Cuando no se logre un acuerdo para el traslado definitivo a otra entidad territorial la entidad territorial nominadora 
podrá reubicar transitoriamente hasta por un año al docente o directivo docente amenazado o desplazado en otra entidad 
territorial, previo convenio interadministrativo, en el cual deberá explicitarse que la entidad remisora continuará cancelando 
el salario y las prestaciones sociales de los docentes que se encuentren ubicados transitoriamente fuera de su jurisdicción 
por razones de seguridad.

Al final del período convenido, las dos entidades evaluarán las circunstancias; en que se generó el convenio y su desarrollo 
para decidir sobre el posible traslado definitivo a la entidad receptora, prórroga del convenio hasta por un año más, el 
regreso a la entidad nominadora o su traslado a otra entidad territorial. 

Parágrafo 1º. Las entidades territoriales que actualmente tienen docentes directivos  docentes que, por razones de seguridad, 
están por fuera de la entidad en que están nombrados, deberán adelantar todas las diligencias administrativas necesarias 
para definir su situación, a más tardar el 31 de diciembre de 2003. 

Parágrafo 2º. Si efectuado el traslado, la autoridad nominadora constata con apoyo de los organismos estatales competentes, 
que las razones de la solicitud que originó el traslado son infundadas, tomará las medidas administrativas, penales y 
disciplinarías pertinentes. 

Artículo 4º. Traslados entre entidades territoriales certificadas. Los traslados de docentes o directivos docentes entre 
depar1amentos, distritos o municipios cer1ificados, previo convenio interadministrativo, procederán sin solución de 
continuidad. La entidad en que labora el docente expedirá el acto administrativo de traslado y en el acta de posesión, 
la autoridad nominadora de la entidad territorial receptora hará constar la existencia previa del convenio entre las dos 
entidades, la vacancia del cargo y la disponibilidad presupuestal correspondiente. 

La entidad territorial remisora entregará toda la documentación correspondiente a la hoja I de vida del docente o directivo 
docente trasladado, que incluya los datos de inscripción y ascenso en el Escalafón Nacional Docente. Así mismo, si los 
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hubiere, informará sobre  los antecedentes disciplinarios y procesos en curso, y una vez finalizados éstos, remitirá esta 
documentación a la entidad territorial receptora…”

3.5.14. Cotizaciones del personal docente al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio

Mediante el Decreto 4982 de 2007, por el cual se establece el incremento en la cotización para el Sistema 
General de Pensiones a partir del año 2008, de conformidad con las Leyes 1122 de 2007 y 797 de 2003, el 
Gobierno nacional estableció lo siguiente:

“Artículo 1°. Cotización al Sistema General de Pensiones. A partir del 1° de enero del año 2008, la tasa de cotización al 
Sistema General de Pensiones será del 16% del ingreso base de cotización.

El valor total de la tasa de cotización de los docentes afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 
será de 28.5% del ingreso base de cotización.

Artículo 2°. Distribución de las cotizaciones. La cotización al Sistema General de Pensiones se distribuirá entre el empleador 
y el trabajador en la forma prevista en la ley.

La cotización al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio se distribuirá así: 20.5% el empleador y 8% el 
servidor.

Artículo 3°. Aportes al Fondo de Solidaridad Pensional. Lo previsto en los artículos precedentes se entiende sin perjuicio 
de los aportes adicionales que deban realizarse al Fondo de Solidaridad Pensional de conformidad con el artículo 20 de 
la Ley 100 de 1993, modificado por el artículo 7° de la Ley 797 de 2003 y en las demás disposiciones pertinentes.

Artículo 4°. Vigencia y derogatorias. El presente decreto rige a partir de la fecha de su promulgación y deroga las 
disposiciones que le sean contrarias.”

Es importante señalar que el Decreto 2341 de 2003, se establecía las cotizaciones de los docentes afiliados 
al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, entre el 2003 y el 2007.

3.5.15. Proceso de afiliación de los docentes al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 
del Magisterio

El Gobierno nacional expidió el Decreto 3752 de de 2003, por el cual se reglamentan los artículos 81 parcial 
de la Ley 812 de 2003, 18 parcial de la Ley 715 de 2001 y la Ley 91 de 1989 en relación con el proceso 
de afiliación de los docentes al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y se dictan otras 
disposiciones. Dicha norma dispone lo siguiente:

“Artículo 1º. Personal que debe afiliarse al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. Los docentes del 
servicio público educativo que estén vinculados a las plantas de personal de los entes territoriales deberán ser afiliados al 
Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, previo el cumplimiento de los requisitos y trámites establecidos 
en los artículos 4° y 5° del presente decreto, a más tardar el 31 de octubre de 2004.

Parágrafo 1º. La falta de afiliación del personal docente al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio implicará 
la responsabilidad de la entidad territorial nominadora por la totalidad de las prestaciones sociales que correspondan, sin 
perjuicio de las sanciones administrativas, fiscales y disciplinarias a que haya lugar.

Parágrafo 2°. Los docentes vinculados a las plantas de personal de las entidades territoriales de manera provisional 
deberán ser afiliados provisionalmente al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio mientras conserve su 
nombramiento provisional.

Artículo 2°. Prestaciones sociales causadas. Se entiende por causación de prestaciones el cumplimiento de los requisitos 
legales que determinan su exigibilidad.
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Las prestaciones sociales de los docentes causadas con anterioridad a la afiliación al Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio, así como sus reajustes, reliquidaciones y sustituciones estarán a cargo de la respectiva entidad 
territorial o de la entidad de previsión social a la cual se hubieren realizado los aportes.

Las prestaciones sociales que se causen con posterioridad a la afiliación al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, así como sus reajustes, reliquidaciones y sustituciones serán reconocidas de conformidad con lo que establezca 
la Ley y se pagarán por el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio.

Sin perjuicio de lo anterior, el reconocimiento y pago de prestaciones sociales que se causen a favor de los afiliados al 
Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, se limitará al período de cotizaciones que haya efectivamente 
recibido el Fondo y al valor del pasivo actuarial que le haya sido efectivamente cancelado.

(…)

Artículo 4°. Requisitos de afiliación del personal docente de las entidades territoriales. Para la afiliación al Fondo Nacional 
de Prestaciones Sociales del Magisterio de los docentes vinculados a plantas de personal de entidades territoriales, deberá 
presentarse por parte de la respectiva entidad territorial la solicitud de afiliación ante la sociedad fiduciaria encargada del 
manejo de los recursos del Fondo, de acuerdo con el formato que se elabore para el efecto. En dicha solicitud se indicará, 
como mínimo, la información básica de cada docente y deberá estar acompañada de los siguientes documentos:

1. 	 Historia laboral de cada uno de los docentes cuya afiliación se pretende, con el soporte documental requerido de 
acuerdo con el formulario de afiliación que se establezca para tal efecto.

2. 	 Certificado expedido por la respectiva entidad territorial, en el que se incluyan tanto a los docentes con pasivo prestacional 
a cargo de la entidad territorial como a aquellos que no presenten pasivo prestacional a cargo de tales entidades, en 
el cual se indique el régimen prestacional que por ley cobije a cada uno de los docentes cuya afiliación se pretende.

3. 	 Autorización del representante legal de la entidad territorial de conformidad con la Ley 715 de 2001, para que con 
los recursos propios de esta se cubra todo aquello que no se alcance a cubrir con lo que dispone el Fonpet. Así mismo 
deberá autorizar que sus recursos en el Fonpet le sean descontados, luego del cruce contra el cálculo actuarial que 
refleja su pasivo y que de los recursos que le corresponden a la entidad territorial de la participación para educación en 
el Sistema General de Participaciones se realicen los descuentos directos de que trata el parágrafo 1° del artículo 18 de 
la Ley 715 de 2001. El pago del pasivo que no pueda ser cubierto con los recursos del Fonpet se garantizará mediante 
la entrega de un pagaré a favor del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, el cual se entregará junto 
con la autorización de que trata el presente numeral.

Parágrafo 1º. La información de los numerales 1 y 2 deberá ser suficiente, de acuerdo con los parámetros que fije el 
Ministerio de Hacienda y Crédito Público para la elaboración del cálculo actuarial. La sociedad fiduciaria encargada del 
manejo de los recursos del Fondo para autorizar la afiliación certificará en cada caso que dicha información se encuentra 
acorde con lo señalado en este inciso.

Parágrafo 2°. Para cada grupo de docentes que se pretenda afiliar se deberá agotar este procedimiento y el cálculo se 
adicionará con las novedades que ingresen.

Artículo 5°. Trámite de la afiliación del personal de las entidades territoriales. Presentada la solicitud de afiliación por 
parte de la entidad territorial, dentro de los sesenta (60) días siguientes, se adelantará el siguiente procedimiento:

1. 	Elaboración del cálculo actuarial que determine el total del pasivo prestacional, presentando de manera separada 
cesantías y pensiones, del personal docente que se pretende afiliar y, por tanto, el valor de la deuda de la entidad 
territorial con el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio.

	 Tal cálculo será elaborado, con cargo a los recursos del Fondo, por parte de la sociedad fiduciaria encargada del 
manejo de sus recursos y la respectiva entidad territorial de conformidad con los parámetros que señale el Ministerio 
de Hacienda y Crédito Público para el efecto.

2. 	Definido el monto total de la deuda, previa revisión del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, este será comunicado a 
la entidad territorial por parte de la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo. Tal comunicado 
deberá indicar, adicionalmente, el plazo y la forma de pago que deberá ajustarse, en todo caso, a lo establecido en el 
artículo 1° de la Ley 549 de 1999. El monto a pagar por vigencia se cubrirá con los recursos que traslade el Fonpet al 
Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. Si estos recursos no fueren suficientes, la entidad territorial 
aportará de sus recursos hasta cubrir la totalidad de las obligaciones corrientes que correspondan.
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3.	  El Ministerio de Educación Nacional, en su calidad de fideicomitente de la fiducia mercantil por medio de la cual se 
administran los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, ejercerá la interventoría del 
mismo.

Artículo 6°. Convenios interadministrativos. Los convenios de afiliación de docentes al Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio que hubieren sido suscritos y se encuentren debidamente perfeccionados en los términos de las 
Leyes 91 de 1989, 60 de 1993 y 115 de 1994 y su respectiva reglamentación, deberán ajustarse a las disposiciones del 
presente decreto.

El ajuste indicado en el inciso anterior se realizará sin perjuicio de los derechos de los afiliados en virtud de tales convenios, 
salvo que de él resulte que existen personas afiliadas al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio sin el 
cumplimiento de los requisitos previstos en la ley.

Parágrafo 1°. Los pagos realizados por la entidad territorial en cumplimiento de los convenios suscritos serán actualizados 
teniendo en cuenta la tasa de rentabilidad de las reservas del Fondo. Así mismo, la amortización de la deuda por concepto 
de pasivo prestacional, incluidos los intereses tanto moratorios como corrientes, será imputada al pasivo de pensiones en 
un setenta por ciento (70%) y al de cesantías en un treinta por ciento (30%).

Parágrafo 2°. Los valores cancelados por las entidades territoriales por concepto de aportes de personal que no reúne 
los requisitos de ley para ser afiliado al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio serán reintegrados a la 
entidad territorial, previo cruce de cuentas con el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, el cual será 
realizado por la sociedad fiduciaria encargada del manejo de sus recursos. En todo caso, la responsabilidad por los derechos 
prestacionales del docente estará a cargo de la entidad territorial como empleador.

Artículo 7°. Transferencia de recursos al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. Los aportes que de 
acuerdo con la Ley 812 de 2003 debe recibir el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio se descontarán 
directamente de los recursos de la participación para educación del Sistema General de Participaciones y de los recursos 
que aporte adicionalmente la Nación en los términos de la Ley 812 de 2003, para lo cual las entidades territoriales deberán 
reportar a la fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo, la información indicada en el artículo 8° del 
presente decreto.

Artículo 8°. Reporte de información de las entidades territoriales. Las entidades territoriales que administren plantas de 
personal docente pagadas con recursos del Sistema General de Participaciones y/o con recursos propios, reportarán a 
la sociedad fiduciaria que administre los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, dentro 
de los primeros diez (10) días de cada mes, copia de la nómina de los docentes activos afiliados al Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio; igualmente, reportarán dentro del mismo período las novedades de personal que se 
hayan producido durante el mes inmediatamente anterior.

Los reportes mensuales se realizarán de acuerdo con los formatos físicos o electrónicos establecidos por la sociedad 
fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio.

Parágrafo 1°. El reporte de personal no perteneciente a las plantas de personal del respectivo ente territorial acarreará 
las sanciones administrativas, fiscales, di sciplinarias y penales a que haya lugar.

Parágrafo 2°. Sin perjuicio de lo anterior, los aportes realizados por concepto de tales personas no generarán derechos 
prestacionales a su favor y a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y serán reintegrados a la 
entidad territorial, previo cruce de cuentas con el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, el cual será 
realizado por la sociedad fiduciaria encargada del manejo de sus recursos.

Artículo 9°. Monto total de aportes al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. La sociedad fiduciaria 
administradora de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, con base en la información 
definida en el artículo 8° del presente decreto, proyectará para la siguiente vigencia fiscal el monto correspondiente a 
los aportes previstos en el artículo 81 de la Ley 812 de 2003 y en el numeral 4 del artículo 8° de la Ley 91 de 1989. Esta 
proyección será reportada a los entes territoriales a más tardar el 15 de abril de cada año.

El cálculo del valor de nómina proyectado, con el cual se establecen los aportes de ley, se obtendrá de acuerdo con el 
ingreso base de cotización de los docentes y según el grado en el escalafón en el que fueron reportados; los incrementos 
salariales decretados por el Gobierno nacional y; un incremento por el impacto de los ascensos en el escalafón, según los 
criterios definidos en la Ley 715 de 2001. Dicha información será generada por la sociedad fiduciaria administradora de 
los recursos del Fondo, discriminada por entidad territorial y por concepto.
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Parágrafo 1°. La entidad territorial, en el plazo de un mes, contado a partir de la fecha de recibo del valor proyectado, 
deberá presentar las observaciones a que haya lugar, ante la sociedad fiduciaria administradora de los recursos del Fondo, 
reportando la información que sustente esta situación. En los eventos en que el ente territorial no dé respuesta dentro del 
plazo estipulado, se dará aplicación a lo previsto en el artículo siguiente.

Parágrafo 2°. Hasta tanto se disponga de la información reportada por los entes territoriales, el cálculo para determinar 
el valor a girar por concepto de aportes de ley se realizará con base en la información que de cada ente territorial reposa 
en la sociedad fiduciaria administradora de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y 
las novedades reportadas. En el caso de los denominados docentes Nacionales y Nacionalizados se tomará como base 
de cálculo la información reportada al Ministerio de Educación Nacional y a la sociedad fiduciaria que administre los 
recursos del Fondo.

Artículo 10º. Giro de los aportes. El Ministerio de Hacienda y Crédito Público, con cargo a la participación para 
educación de las entidades territoriales en el Sistema General de Participaciones, girará directamente al Fondo Nacional 
de Prestaciones Sociales del Magisterio, descontados del giro mensual, en las fechas previstas en la Ley 715 de 2001, los 
aportes proyectados conforme al artículo anterior de acuerdo con el programa anual de caja PAC, el cual se incorporará 
en el presupuesto de las entidades territoriales sin situación de fondos.

El Ministerio de Hacienda y Crédito Público informará el valor de los giros efectuados, discriminando por entidad territorial 
y por concepto, a la sociedad fiduciaria que administra los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio. Para los aportes por concepto de salud deberá tenerse en cuenta en lo pertinente el Decreto 2019 de 2000.

Artículo 11. Ajuste de cuantías. Con base en las novedades de personal de la planta docente reportadas por las entidades 
territoriales, la sociedad fiduciaria administradora de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, en los meses de marzo, julio y noviembre de cada año, solicitará el ajuste de las cuantías que debe girar el 
Ministerio de Hacienda y Crédito Público, para cubrir los aportes de ley a cargo de las entidades territoriales y de los 
afiliados al Fondo, de tal manera que con cargo a la misma vigencia fiscal y a más tardar en el mes de enero del año siguiente, 
se cubra y gire el total de aportes a favor del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. El Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público le informará a la entidad territorial de los ajustes pertinentes.

Parágrafo 1°. En todo caso la entidad territorial es responsable de verificar el pago de los aportes. De no efectuarse el 
descuento, o ser este insuficiente para cubrir la obligación de la entidad territorial, esta deberá adelantar las acciones 
necesarias para atender dicha obligación dentro de los cinco (5) primeros días de cada mes.”

Cabe señalar que el artículo 3 del Decreto 3752 de de 2003 fue derogado por el artículo 160 de la Ley 1151 
de 2007.

3.5.16. Concursos para la vinculación de docentes

Con el proceso de definir las reglas para  la vinculación del personal a la carrera docente, el Gobierno nacional 
expidió el Decreto 3982 de 2006, por el cual se reglamenta parcialmente el Decreto-Ley  1278 de 2002 y se 
establece el procedimiento de selección mediante concurso para la carrera docente y se determinan criterios 
para su aplicación. Esta norma reglamentaria derogó los Decretos 3238 de 200420, 3755 de 200421, 4235 de 
200422 y 3333 de 200523.

20 Por el cual se modifica parcialmente el Decreto 3238 de 2004, se reglamentan los concursos para la carrera docente y se determinan criterios, contenidos y 
procedimientos para su aplicación.
21 Por medio del cual se modifica el inciso 2º del artículo 1 del Decreto 3238 de 2004.
22 Por el cual se modifica parcialmente el Decreto 3238 de 2004.
23 Por el cual se modifica parcialmente el Decreto 3238 de 2004 mediante el cual se reglamentan los concursos que rigen para la carrera docente y se determinan 
criterios, contenidos y procedimientos para su aplicación.
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El Decreto 3982  de 2007, contempla las siguientes disposiciones:

“Artículo 1°. Ámbito de aplicación. El presente decreto se aplica a los concursos de méritos para seleccionar docentes 
y directivos docentes para proveer los cargos de la planta de cargos del servicio educativo estatal administrado por las 
entidades territoriales certificadas, de conformidad con lo dispuesto en el Decreto-Ley 1278 de 2002.

Parágrafo. Los concursos para la provisión de cargos de etnoeducadores necesarios para la prestación del servicio en 
los establecimientos educativos estatales ubicados en territorios indígenas, afrocolombianos o raizales o que atienden 
mayoritariamente a estas poblaciones o que tienen proyectos etnoeducativos indígenas, afrocolombianos o raizales, se 
regirán por las normas especiales expedidas para el efecto por el Gobierno nacional.

Artículo 2°. Principios. Los concursos para la selección de docentes y directivos docentes estarán sujetos a los principios 
de mérito, igualdad de oportunidades, publicidad, objetividad, imparcialidad, confiabilidad, transparencia y validez de 
los instrumentos, eficacia y eficiencia.

Artículo 3°. Estructura del concurso. El concurso para la provisión de cargos de docentes y directivos docentes del servicio 
educativo estatal tendrá las siguientes etapas:

a) Convocatoria;

b) Inscripción y publicación de admitidos a las pruebas;

c) Aplicación de pruebas de aptitudes, competencias básicas y psicotécnicas;

d) Publicación de resultados de las pruebas de aptitudes, competencias básicas psicotécnicas;

e) Recepción de documentos, verificación de requisitos y citación a entrevista;

f) Valoración de antecedentes y entrevista;

g) Publicación de resultados de la valoración de antecedentes y entrevista;

h) Conformación y publicación de lista de elegibles;

i) Nombramiento en período de prueba;

j) Periodo de prueba.

Artículo 4°. Determinación de vacantes. Deberán ser convocados para provisión mediante concurso todos los cargos 
vacantes definitivos de docentes y directivos docentes de la planta de cargos del servicio educativo estatal administrado por 
las entidades territoriales certificadas, correspondientes a la planta organizada conjuntamente por la Nación y la entidad 
territorial en los términos del artículo 37 de la Ley 715 de 2001 y el Decreto 1494 de 2005, así como la planta financiada 
con recursos propios de cada entidad territorial certificada.

Para la determinación de las vacantes cada entidad territorial certificada, deberá haber resuelto previamente la situación 
de los docentes y directivos docentes amenazados y la de los docentes que deban ser reincorporados al servicio por decisión 
judicial, en coordinación con la Comisión Nacional del Servicio Civil, de acuerdo con su competencia.

Para que la Comisión Nacional del Servicio Civil convoque a concurso para la selección de docentes y directivos docentes 
del servicio educativo estatal, cada entidad territorial certificada determinará previamente, por niveles, ciclos y áreas, 
los cargos vacantes definitivos existentes incluyendo aquellos provistos mediante nombramientos provisionales; los cuales 
deben ser reportados a dicha Comisión, dentro del término que establezca para tal fin.

Parágrafo 1°. La determinación de las vacantes definitivas, incluyendo los cargos provistos mediante nombramientos 
provisionales, deberá identificar los cargos de docentes y directivos docentes necesarios para la prestación del servicio en 
los establecimientos educativos estatales ubicados en territorios indígenas, afrocolombianos y raizales que atienden estas 
poblaciones, los cuales serán provistos mediante concurso especial.

Parágrafo 2°. Cada entidad territorial certificada deberá presentar a la Comisión Nacional del Servicio Civil un plan de 
provisión de cargos atendiendo los tiempos, contenidos y programación que esta determine.

Artículo 5°. Convocatoria. La Comisión Nacional del Servicio Civil realizará la convocatoria a concurso para los cargos 
de docentes y directivos docentes para el servicio educativo estatal, de acuerdo con el cronograma que fije anualmente para 
la aplicación de las pruebas de aptitudes, de competencias básicas y psicotécnicas que diseñará, adoptará y aplicará el 
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Instituto Colombiano para el Fomento de la Educación Superior, ICFES, de conformidad con lo establecido en el numeral 
3.13 del artículo 3° del Decreto 2232 de 2003.

El acto administrativo de la convocatoria deberá contener los siguientes aspectos reguladores del concurso y sus disposiciones 
son de obligatorio cumplimiento:

a)	Entidad o entidades para las cuales se realiza el concurso;

b) 	Entidad que realiza el concurso;

c) 	Medios de divulgación;

d) 	Identificación de los cargos objeto del concurso: con indicación del número de cargos docentes, nivel, ciclo y área, que 
serán convocados para cada entidad territorial;

e) 	Número de cargos de directores rurales, coordinadores y rectores que serán convocados para cada entidad 
territorial;

f) 	Requisitos exigidos para cada uno de los cargos;

g) 	Pruebas que serán aplicadas, su carácter eliminatorio o clasificatorio; puntaje mínimo aprobatorio para las pruebas 
eliminatorias, valor de cada prueba dentro del concurso; fecha de aplicación y metodología de citación;

h) 	Organismo competente para resolver reclamaciones y términos para presentarlas;

i) 	Metodología para la utilización de la lista de elegibles;

j) 	Duración del período de prueba.

Artículo 6°. Divulgación de la convocatoria. La Comisión Nacional del Servicio Civil divulgará la convocatoria a través 
de la página web que defina para el concurso y a través de medios que garanticen su difusión, así como en un lugar de fácil 
acceso al público, de la entidad para la cual se realiza el concurso. La entidad territorial podrá divulgar la convocatoria 
por medios masivos de comunicación, con cargo a su presupuesto y atendiendo las indicaciones de la Comisión.

La convocatoria podrá ser modificada o complementada en cualquier aspecto por la Comisión Nacional del Servicio Civil, 
en cualquier momento hasta antes de iniciarse las inscripciones; una vez iniciadas las mismas, la convocatoria sólo podrá 
modificarse en cuanto al sitio, hora y fecha de recepción de inscripciones y aplicación de las pruebas, estas modificaciones 
se divulgarán por los mismos medios utilizados para la divulgación de la convocatoria, por lo menos con dos (2) días de 
anticipación a la fecha de iniciación del período modificado.

Artículo 7°. Requisitos para participar en el concurso. Podrán inscribirse en el concurso de docentes y directivos docentes 
quienes reúnan respectivamente los requisitos señalados en los artículos 116 y 118 de la Ley 115 de 1994, los artículos 3° 
y 10 del Decreto-Ley 1278 de 2002. Para efectos del concurso de ingreso a la Carrera Administrativa Docente, el título de 
Tecnólogo en Educación será equivalente al de Normalista Superior.

El aspirante a ocupar un cargo de directivo docente, vinculado en propiedad como servidor público docente o directivo 
docente antes del 1° de enero de 2002 y en carrera docente de conformidad con el artículo 27 del Decreto-Ley 2277 de 
1979, deberá acreditar los requisitos establecidos en los artículos 33 y 34 de este mismo Decreto-Ley, en el artículo 1° del 
Decreto 610 de 1980 y en el artículo 128 de la Ley 115 de 1994, según el caso.

La experiencia exigida como requisito para desempeñar cargos de directivos docentes a los servidores públicos que se rigen 
por el Decreto-Ley 2277 de 1979, puede ser como docente o directivo docente, en propiedad, en asignación de funciones 
o en encargo. Esta experiencia deberá ser debidamente certificada.

De conformidad con lo establecido en el artículo 10 del Decreto-Ley 1278 de 2002, los aspirantes con título profesional 
diferente al de licenciado en educación, que se rigen por la mencionada norma deberán acreditar en la experiencia exigida 
como requisito para desempeñar cargos de directivos docentes al menos dos años en cargos cuyas funciones correspondan 
a manejo de personal, finanzas o planeación.

Los perfiles para los cargos de director rural, coordinador o rector en los establecimientos educativos estatales tendrá 
en cuenta el dominio y habilidades sobre planeación y visión organizacional, gestión académica, gestión de personal y 
de recursos, evaluación institucional, seguimiento y control, compromiso institucional, trabajo en equipo, mediación de 
conflictos, relaciones interpersonales, toma de decisiones y liderazgo. La Comisión Nacional del Servicio Civil expedirá 
el instructivo con los criterios y lineamientos para la valoración de antecedentes y la entrevista.
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Parágrafo 1°. La convocatoria establecerá la afinidad entre los títulos de los profesionales no licenciados en educación y 
los énfasis de las licenciaturas con los niveles, ciclos y áreas del conocimiento en las que los aspirantes podrán inscribirse 
de acuerdo con los criterios definidos por el Ministerio de Educación Nacional.

Parágrafo 2°. Para los efectos previstos en el literal i) del artículo 6° de la Ley 133 de 1994, los aspirantes a un cargo 
docente en el área de educación religiosa, para acreditar su idoneidad deberán aportar la certificación expedida por 
la autoridad que corresponda, dentro de la organización de su iglesia o confesión reconocida, a la que asista o enseñe, 
conforme a sus reglamentos internos.

Artículo 8°. Inscripción en el concurso. La inscripción se hará dentro del término previsto en la convocatoria o en el aviso 
de modificación, si lo hubiere, de acuerdo con la forma y con los procedimientos y requisitos señalados en la misma. El 
término para realizar las inscripciones no podrá ser menor de quince (15) días calendario.

La información consignada en la inscripción, se entenderá suministrada bajo la gravedad de juramento y una vez efectuada 
no podrá ser modificada.

Artículo 9°. Derechos de participación. Con el fin de financiar los costos que conlleve la realización de los procesos de 
selección para la provisión de los cargos a que se refiere el presente decreto, la Comisión Nacional del Servicio Civil 
cobrará a los aspirantes como derechos de participación en dichos concursos una suma equivalente a un día y medio de 
salario mínimo legal diario, tal como lo señala el artículo 9° de la Ley 1033 de 2006.

Si el valor recaudado es insuficiente para atender los costos que genere el proceso de selección, el faltante será cubierto 
por la respectiva entidad territorial certificada que requiera proveer el cargo.

La entidad territorial certificada podrá autorizar a la Nación para realizar el descuento y traslado a la Comisión Nacional 
del Servicio Civil o a la organización que esta determine, de la suma que resulte a su cargo de conformidad con lo dispuesto 
en el inciso anterior, con cargo a los recursos que le corresponda en la distribución del Sistema General de Participaciones 
destinados a educación.

Artículo 10º. Pruebas. La prueba de aptitudes y competencias básicas tiene por objeto establecer niveles de dominio sobre 
los saberes profesionales básicos, como también las concepciones del aspirante frente al conocimiento disciplinar y frente 
a sus funciones de acuerdo con lo establecido en los artículos 4°, 5° y 6° del Decreto-Ley 1278 de 2002.

La prueba psicotécnica valorará las actitudes, habilidades, motivaciones e intereses profesionales de los aspirantes en la 
realización directa de los procesos pedagógicos o de gestión institucional.

Los aspirantes presentarán las pruebas de aptitudes, competencias básicas y psicotécnicas en una misma oportunidad. 
Conjuntamente con la prueba, y con fines estadísticos, el Instituto Colombiano para el Fomento de la Educación Superior, 
ICFES, podrá solicitar información complementaria a los aspirantes, según requerimientos del Ministerio de Educación 
Nacional, en cuestionarios especialmente diseñados para ello.

Artículo 11. Presentación de la documentación y verificación de los requisitos. La Comisión Nacional del Servicio Civil, podrá 
directamente o mediante delegación, suscribir contrato con universidades o instituciones de educación superior acreditadas 
para realizar procesos de selección, con el propósito de solicitar y recibir los documentos, verificar el cumplimiento de 
requisitos y valorar los antecedentes de los aspirantes.

Artículo 12. Entrevistas y valoración de antecedentes. Estas pruebas se realizarán en las condiciones que disponga la 
Comisión Nacional del Servicio Civil en la convocatoria. La tabla de valoración de antecedentes se publicará con anterioridad 
a la fecha dispuesta para la recepción de documentos o en la convocatoria.

Artículo 13. Valoración de las pruebas, antecedentes y entrevista. Los resultados que obtengan los aspirantes a cargos 
de docentes y directivos docentes del servicio educativo estatal, en cada una de las pruebas, valoración de antecedentes 
y entrevista, se expresarán en una calificación numérica en escala de cero (0) a cien (100) puntos; para su registro y 
clasificación el puntaje incluirá una parte entera y dos (2) decimales.

La calificación mínima para superar cada una de las pruebas de aptitudes y competencias básicas y psicotécnicas y, por 
ende ser admitido a la valoración de antecedentes y entrevista, es de sesenta puntos (60.00) para cargos docentes y setenta 
puntos (70.00) para cargos directivos docentes.

El resultado final del concurso obtenido por cada aspirante se expresará en escala de cero (0) a cien (100) puntos, con 
una parte entera y dos (2) decimales.
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Artículo 14. Publicación de resultados de las pruebas. La Convocatoria señalará los medios y términos de publicación de 
resultados de cada una de las pruebas, así como los medios y tiempos de presentación de reclamaciones.

Artículo 15. Listas de elegibles. La Comisión Nacional del Servicio Civil conformará en estricto orden de mérito y como 
resultado de los puntajes obtenidos en las pruebas, las listas de elegibles por cada entidad territorial certificada para la 
cual convocó el concurso así: cargos de director rural, coordinador o rector; cargos de docentes de educación preescolar; 
cargos de docentes del ciclo de educación básica primaria; cargos de docentes del ciclo de educación básica secundaria 
y del nivel de educación media, por cada área del conocimiento, en los términos de los artículos 23 y 31 de la Ley 115 de 
1994. En el caso de las áreas técnicas de la Educación Media y la educación artística, la lista de elegibles se conformará 
por especialidad.

Las listas de elegibles se adoptarán mediante acto administrativo que incluirá por lo menos el nombre y documento 
de identidad de quienes hayan obtenido como mínimo en el resultado final del concurso sesenta puntos (60.00) para 
cargos docentes y setenta puntos (70.00) para cargos directivos docentes, con indicación del puntaje en estricto orden 
descendente.

Dentro de los tres (3) días siguientes a la fecha de la publicación de la lista de elegibles, los interesados podrán presentar 
reclamaciones.

Las listas de elegibles tendrán una vigencia de dos (2) años, una vez queden en firme y deberán ser divulgadas por la 
Comisión Nacional del Servicio Civil a través de su página de Internet durante este mismo término.

Cuando se presenten puntajes totales iguales en la conformación de las listas de elegibles, se resolverá la situación atendiendo 
los criterios de desempate señalados para el Sistema General de Carrera. De persistir el empate, se aplicará como criterio 
de desempate, el mayor puntaje obtenido en cada una de las pruebas, siguiendo su orden de aplicación.

Artículo 16. Exclusión de la lista de elegibles. La Comisión Nacional del Servicio Civil deberá excluir de la lista de elegibles, 
sin perjuicio de las acciones de carácter disciplinario y penal a que hubiere lugar, a quien se le compruebe que incurrió 
en una o más de las siguientes situaciones:

a) 	No cumplir los requisitos exigidos para el ejercicio del cargo para el cual concursa;

b) 	Estar incurso en una inhabilidad para ejercer el cargo;

c) 	Haber aportado documentos falsos o adulterados o haber incurrido en falsedad de información;

d) 	Haber sido suplantado por otra persona en cualquier momento del concurso;

e) 	Haber sido anulados los resultados de sus pruebas por el Instituto Colombiano para el Fomento de la Educación 
Superior.

Parágrafo 1°. La Comisión Nacional del Servicio Civil deberá modificar el acto administrativo a través del cual adoptó la 
lista de elegibles cuando previamente haya constatado la existencia de errores, mediante acto administrativo debidamente 
motivado, que deberá publicar y difundir de la misma manera.

Parágrafo 2°. Las listas de elegibles sólo tendrán validez para los cargos convocados y para la respectiva entidad territorial 
certificada para la cual se realizó el concurso. No obstante, la Comisión Nacional del Servicio Civil dispondrá, dentro de 
su competencia de administración del sistema de carrera, las condiciones de utilización de las listas de elegibles, para la 
provisión de cargos, para lo cual podrá establecer, entre otros mecanismos, que cuando en una entidad territorial se agote 
la lista de elegibles y subsistan o sobrevengan cargos por proveer, podrá aplicar la lista de elegibles de otras entidades 
territoriales para proceder al nombramiento en período de prueba, en estricto orden de puntajes, a aquellos docentes que 
acepten el nombramiento. En este caso, si el docente o directivo docente no acepta el nombramiento no será causal de 
exclusión del listado en la entidad de origen.

Artículo 17. Nombramiento en período de prueba. En firme la lista de elegibles, la Comisión Nacional del Servicio Civil 
enviará copia al jefe de la entidad, para la cual se realizó el concurso, para que dentro de los diez (10) días hábiles siguientes 
al recibo de la misma, en estricto orden de méritos se produzca el nombramiento en período de prueba, en el cargo objeto 
del concurso, el cual no podrá ser provisto bajo ninguna otra modalidad una vez se reciba la lista de elegibles. La Comisión 
reglamentará en cada convocatoria la forma de administrar y utilizar la lista de elegibles.

La Comisión Nacional del Servicio Civil o la entidad que esta delegue o contrate realizará una audiencia pública para que 
los integrantes de la lista de elegibles, en estricto orden descendente de puntajes, seleccionen el establecimiento educativo 
al cual deberán ser destinados.
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El aspirante que se encuentre incluido en la lista de elegibles, sólo podrá ser nombrado en el nivel, ciclo, área de conocimiento 
o cargo directivo para el que concursó.

Una vez comunicado el nombramiento, el designado dispone de un término improrrogable de cinco (5) días hábiles para 
comunicar a la entidad territorial su aceptación al cargo y diez (10) días hábiles adicionales para tomar posesión del 
mismo. En caso de no aceptar o no tomar posesión del cargo en el término establecido, la entidad territorial certificada 
procederá a nombrar a quien siga en la lista de elegibles.

Parágrafo. Los aspirantes seleccionados serán nombrados en período de prueba en la planta de cargos respectiva, mediante 
acto administrativo que indique el lugar de trabajo; en todo caso por necesidad del servicio la entidad puede, de manera 
autónoma, trasladar al docente o directivo docente entre los diferentes establecimientos educativos de su jurisdicción, sólo 
una vez haya superado el período de prueba.

Artículo 18. Provisión de nuevas vacantes. Una vez provistas las vacantes objeto del concurso, la entidad territorial 
certificada deberá utilizar las listas de elegibles vigentes, en estricto orden descendente, para proveer las nuevas vacantes 
que se presenten en su planta de personal.

Cuando existan listas de elegibles vigentes y se generen vacantes definitivas en los cargos correspondientes, estas no se 
podrán proveer mediante nombramiento provisional o encargo, de conformidad con lo previsto en los artículos 13 y 15 del 
Decreto-Ley 1278 de 2002, y los nombramientos provisionales existentes subsistirán sólo en cuanto los respectivos cargos 
no puedan ser provistos mediante nombramiento en período de prueba o en propiedad. En todo caso, cuando se generen 
vacantes definitivas, no podrán proveerse cargos de docentes y directivos docentes mediante nombramiento provisional 
sin autorización de la Comisión Nacional del Servicio Civil.

Las novedades de personal que generen vacancia definitiva o temporal de cargos de la planta de personal docente y directivo 
docente deberán ser reportadas mensualmente por la Secretaría de Educación de la entidad territorial certificada a la 
Comisión Nacional del Servicio Civil, así como el nombramiento de los integrantes de la lista de elegibles en período de 
prueba, en provisionalidad o en propiedad.

Artículo 19. Nombramiento en propiedad e inscripción en el Escalafón Docente. Los docentes que superen el período de 
prueba en los términos del artículo 31 del Decreto-Ley 1278 de 2002 y cumplan con los demás requisitos de ley, serán 
inscritos en el Escalafón Docente y obtendrán la remuneración establecida por el Gobierno nacional para el nivel salarial A 
del correspondiente grado, según el título académico que acrediten. Los aspirantes nombrados en un cargo docente, que no 
superen el período de prueba serán excluidos del servicio, de acuerdo con el artículo 25 del Decreto-Ley 1278 de 2002.

Los directivos docentes que superen el período de prueba, serán inscritos en el nuevo Escalafón de acuerdo con el título que 
acrediten y obtendrán la remuneración establecida por el Gobierno nacional para el nivel salarial A del correspondiente 
grado, salvo los servidores estatales nombrados en propiedad en un cargo público docente antes de la vigencia del Decreto-
Ley 1278 de 2002, quienes, sin solución de continuidad, conservarán las condiciones establecidas en el Decreto-Ley 2277 
de 1979. Su cargo docente o directivo docente de origen, sólo podrá ser provisto de manera temporal hasta tanto el servidor 
supere el período de prueba en el nuevo cargo. Si no lo superan serán regresados a su cargo de origen.

Artículo 20. Delegación. La Comisión Nacional del Servicio Civil podrá delegar la suscripción de los contratos para 
el proceso de selección, en todo o en parte, para la selección de docentes y directivos docentes del servicio educativo 
estatal...”

Para efectos de la provisión de las plazas de docentes etnoeducadores afrocolombianos y raizales el Ministerio 
de Educación Nacional expidió el Decreto 3323 de 2005, por el cual se reglamenta el proceso de selección 
mediante concurso para el ingreso de etnoeducadores afrocolombianos y raizales a la carrera docente, se 
determinan criterios para su aplicación y se dictan otras disposiciones, el cual establece lo siguiente:

“Artículo 1º. Objeto. El presente decreto reglamenta el concurso de méritos para seleccionar docentes y directivos docentes 
etnoeducadores afrocolombianos y raizales, con el fin de proveer la planta de cargos organizada conjuntamente por la 
Nación y las entidades territoriales certificadas en el servicio educativo estatal, de conformidad con lo dispuesto en el 
Decreto-Ley 1278 de 2002 y el Decreto 804 de 1995.

Parágrafo: Los concursos para la provisión de los cargos necesarios se realizarán en cada entidad territorial donde 
existan vacantes previamente reservadas para etnoeducadores afrocolombianos y raizales y éstas hayan sido reportadas 
al Ministerio de Educación Nacional. Los etnoeducadores afrocolombianos y raizales seleccionados por las entidades 
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territoriales serán nombrados en período de prueba en la planta de cargos respectiva, mediante acto administrativo. En 
todo caso por necesidad del servicio, las entidades territoriales certificadas pueden trasladar al docente o directivo docente 
entre los diferentes establecimientos educativos de su jurisdicción, que atiendan población afrocolombiana y raizal. En el 
caso de territorios colectivos o consejos comunitarios se requiere previo aval de la autoridad respectiva.

Artículo 2º. Principios. Los concursos para la selección de docentes y directivos docentes afrocolombianos y raizales estarán 
sujetos a los principios de objetividad, imparcialidad, confiabilidad, transparencia e igualdad de oportunidades; así como 
los establecidos en el  artículo 2 del Decreto 804 de 1995, y los principios de territorialidad e identidad establecidos en 
los Lineamientos Generales para la Etnoeducación en las Comunidades Afrocolombianas. 

Artículo 3º. Estructura del concurso. Los concursos para la provisión de cargos de docentes y directivos docentes 
etnoeducadores afrocolombianos y raizales del servicio educativo estatal, tendrán en su orden, las siguientes etapas:

a) Convocatoria,

b) Inscripción y publicación de admitidos a las pruebas,

c) Prueba integral etnoeducativa,

d) Publicación de resultados de la prueba integral etnoeducativa,

e) Valoración de antecedentes y entrevista,

g) Conformación y publicación de listas de elegibles, h) Nombramiento en período de prueba.

Artículo 4º. Determinación de cargos por proveer. Mediante concurso deberán proveerse los cargos vacantes de las plantas 
de cargos organizadas conjuntamente por la Nación y la entidad territorial certificada en los términos del artículo 37 de 
la Ley 715 de 2001. Las entidades territoriales certificadas que atiendan población afrocolombiana y raizal, antes de la 
convocatoria del concurso correspondiente identificarán las vacantes conjuntamente con autoridades representativas 
afrocolombianas y raizales, de conformidad con los artículos 10, 11 y 13 del Decreto 804 de 1995. Una vez identificadas, 
las entidades territoriales deberán reservarlas para la realización del concurso especial a que se refiere este decreto, con 
la especificación por nivel, ciclo, áreas y especialidad; y reportar tal información al Ministerio de Educación Nacional.

Parágrafo. En caso de que una entidad territorial certificada provea cargos reportados previamente al Ministerio de 
Educación Nacional como reservados para la atención del servicio educativo de la población afrocolombiana y raizal, o 
cargos que excedan las plantas aprobadas conjuntamente, no podrán financiarlas con recursos del Sistema General de 
Participaciones.

Artículo 5º. Convocatoria para provisión de cargos vacantes. Las entidades territoriales certificadas realizarán la 
convocatoria a los concursos de selección de los docentes y directivos docentes afrocolombianos y raizales para el servicio 
educativo estatal, de acuerdo con el cronograma que fije el Ministerio de Educación Nacional para la aplicación de la 
prueba integral etnoeducativa que diseñará, adoptará y aplicará el Instituto Colombiano para el Fomento de la Educación 
Superior.

Parágrafo. La entidad territorial certificada sólo podrá efectuar las convocatorias en su jurisdicción, para los cargos 
vacantes de manera definitiva, o que se encuentren provistos mediante nombramiento provisional, pertenecientes a la 
planta organizada conjuntamente con la Nación, previo certificado de disponibilidad presupuestal para la provisión de 
dichos cargos.

Artículo 6º. Procedimiento de las convocatorias. Las entidades territoriales certificadas efectuarán las convocatorias 
mediante invitación pública a los interesados en acceder a los cargos vacantes reservados para etnoeducadores 
afrocolombianos y raizales.

El acto administrativo de la convocatoria deberá contener los aspectos reguladores del concurso y sus normas son de 
obligatorio cumplimiento tanto para la entidad convocante como para los aspirantes.

La convocatoria debe contener al menos la siguiente información:

a) 	Fecha de fijación

b) Número de cargos vacantes que serán provistos para docentes etnoeducadores afrocolombianos y raizales, incluyendo 
nivel, ciclo, área y especialidad

c) 	Número de cargos vacantes que serán provistos para directores rurales, coordinadores y rectores etnoeducadores 
afrocolombianos y raizales
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d) 	Pruebas que serán aplicadas y su ponderación, de conformidad con lo dispuesto en este decreto

e) 	Tabla de valoración de antecedentes

f) 	Calendario de realización del concurso

g) 	Firma del gobernador o alcalde de la entidad territorial certificada

h) 	Número de personas que integrarán la lista de elegibles,

i) 	Requisitos exigidos para cada uno de los cargos

La entidad territorial certificada divulgará las convocatorias a través de medios masivos de comunicación y de otros 
mecanismos idóneos para garantizar su difusión tales como medios de comunicación comunitarios. Como mínimo deberá 
publicarse la convocatoria en un diario de amplia circulación en la correspondiente jurisdicción y mediante anuncios en 
emisoras radiales de amplia audiencia en la entidad territorial certificada. Además fijará durante cinco (5) días calendario, 
como mínimo, copia de las convocatorias en un lugar público y visible de la secretaría de educación, gobernación, y en las 
alcaldías de las cabeceras municipales de la entidad territorial convocante, casa de la cultura o sedes de las organizaciones 
afrocolombianas y raizales que se encuentren en la respectiva jurisdicción.

(…)

Artículo 8º. Requisitos para la inscripción. Podrá inscribirse en el concurso toda persona que mantenga conciencia de su 
identidad como criterio fundamental para determinar su carácter y pertenencia étnica afrocolombiana y raizal de acuerdo 
con lo establecido en el Convenio 169 de la OIT, incorporado a la legislación colombiana mediante la Ley 21 de 1991, 
artículo 1 o , literal 2 o , así como lo establecido en la Ley 70 de 1993 artículo 2, numeral 5.

Artículo 9º. Componentes de la Prueba Integral Etnoeducativa. Los componentes de la prueba integral etnoeducativa medirán 
el conocimiento de los aspirantes en los saberes básicos y específicos de dichos pueblos, concretamente en los aspectos 
de territorialidad, culturas locales, interculturalidad, organización social, historia, relaciones interétnicas y diálogo de 
saberes, así como en los principios de etnoeducación, pedagogía, derechos y legislación etnoeducativa básica.

También se evaluarán los niveles de dominio en conocimientos o disciplina específica frente a las funciones a desarrollar 
por el aspirante en el ejercicio de la docencia; aptitud matemática y verbal, así como el nivel psicotécnico de interés 
profesional, vocación, y sentido de apropiación y reconocimiento cultural afrocolombiano y raizal.

Parágrafo: Los contenidos específicos de lo afrocolombiano y raizal de la prueba integral etnoeducativa serán diseñados en 
un trabajo conjunto y coordinado entre el Instituto Colombiano para el Fomento de la Educación Superior y una comisión 
representativa de la Comisión Pedagógica Nacional conformada para este fin, de no mas de cinco (5) integrantes ni menos 
de tres (3), designados para períodos de dos años y que por primera vez deberá conformarse dentro de los quince (15) días 
siguientes a la entrada en vigencia del presente decreto.

Artículo 10º. Publicación de resultados de las pruebas. El Instituto Colombiano para el Fomento de la Educación Superior 
dará a conocer en la página de Internet la lista con los resultados de las pruebas con dos cifras de aproximación decimal. 
Así mismo, entregará a las entidades territoriales certificadas dichas listas. Las reclamaciones relacionadas con los 
resultados de las pruebas, deberán ser formuladas ante el Instituto Colombiano para el Fomento de la Educación Superior, 
a través de la dirección electrónica definida para el efecto, dentro de los tres (3) días hábiles siguientes a la presentación 
en la página de Internet.

Parágrafo. El Instituto Colombiano para el Fomento de la Educación Superior anulará los resultados de los exámenes en caso 
de fraude, sustracción del material de examen, suplantación de persona o cuando efectuados los controles de aplicación o 
calificación, se infiera o se demuestre la ocurrencia de circunstancias irregulares en su desarrollo que afecten su validez.

(…)

Artículo 13. Listas de elegibles. Cada entidad territorial convocante conformará sendas listas de elegibles, así: para los 
cargos de director rural, coordinador o rector; para los cargos de docentes de educación preescolar; para los cargos de 
docentes del ciclo de educación básica primaria; para los cargos de docentes del ciclo de educación básica secundaria 
y del nivel de educación media, por cada área del conocimiento, en los términos de los artículos 23 y 31 de la ley 115 de 
1994. En el caso de las bellas artes y la formación técnica, la lista de elegibles se conformará por especialidad.

La lista de elegibles se adoptará mediante acto administrativo que incluirá por lo menos el nombre y documento de identidad 
de quienes hayan superado las pruebas del concurso abierto para cada nivel, ciclo, área, especialidad y cargo, en estricto 
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orden descendente de los puntajes obtenidos, sin que tal lista pueda exceder tres veces el número de vacantes convocadas 
por la entidad territorial para cada nivel, ciclo, área, especialidad y cargo.

Las reclamaciones que formulen los aspirantes relacionadas con las listas de elegibles, deberán ser presentadas ante la 
secretaría de educación de la entidad territorial dentro de los tres (3) días hábiles siguientes a su publicación.

Las listas de elegibles tendrán una vigencia de dos (2) años a partir de su publicación y deberán ser difundidas por la 
secretaría de educación de la entidad territorial certificada convocante en lugar visible durante un término mínimo de 
dos (2) meses.

Cuando se presenten puntajes totales iguales en la elaboración en una de las listas de elegibles, se resolverá la situación 
atendiendo, en orden, los siguientes criterios:

a) Haber estado en alguna de las situaciones previstas en el artículo 38 de la Ley 715 de 2001;

b) Mayor puntaje obtenido en la prueba integral etnoeducativa

c) Mayor puntaje obtenido en la valoración de antecedentes;

d) Mayor puntaje obtenido en la entrevista;

La autoridad nominadora deberá excluir a un aspirante de la lista de elegibles, sin perjuicio de las acciones adicionales 
de carácter disciplinario y penal a que hubiere lugar, cuando haya comprobado que la persona incurrió en una o más, de 
las siguientes situaciones:

a) No cumplir los requisitos exigidos para el ejercicio del cargo para el cual concursa.

b) Estar incurso en una inhabilidad para ejercer el cargo;

c) Haber aportado documentos falsos o adulterados o haber incurrido en falsedad de información;

d) Haber sido suplantado por otra persona en cualquier momento del concurso;

Parágrafo 1º. La entidad territorial deberá modificar el acto administrativo a través del cual adoptó la lista de elegibles 
cuando previamente haya constatado la existencia de errores aritméticos, mediante acto administrativo debidamente 
motivado, que deberá publicar y difundir de la misma manera.

Parágrafo 2º. Las listas de elegibles sólo tendrán validez para la respectiva entidad territorial certificada que realizó los 
concursos. No obstante, cuando una entidad territorial agote sus listas de elegibles y subsistan cargos por proveer, podrá 
de forma autónoma solicitar los listados de elegibles de otras entidades territoriales para proceder al nombramiento en 
período de prueba, en estricto orden de puntajes, a aquellos docentes que acepten el nombramiento. En este caso, si el 
docente o directivo docente no acepta el nombramiento no será causal de exclusión del listado en la entidad de origen.

Artículo 14. Reclamaciones por violación de las normas de carrera. Las reclamaciones por la presunta violación de las 
normas que rigen la carrera docente, se efectuarán en los términos del artículo 17 del Decreto-Ley 1278 de 2002.

Artículo 15. Criterios para la provisión de vacantes. La entidad territorial, al momento de realizar la convocatoria, 
deberá adoptar y publicar mediante acto administrativo los criterios que utilizará para proveer los cargos vacantes de 
docentes y directivos docentes en los establecimientos educativos de su jurisdicción, teniendo en cuenta las necesidades 
del servicio.

Artículo 16. Nombramiento en período de prueba. La entidad territorial deberá adoptar y publicar los criterios que utilizará 
para proveer, mediante nombramiento en periodo de prueba, los cargos vacantes de docentes y directivos docentes en los 
establecimientos educativos de su jurisdicción.

La entidad territorial deberá comunicar el nombramiento en período de prueba dentro de los quince (15) días hábiles siguientes 
a la fecha de publicación de la lista de elegibles o de aquella en la que se produzcan nuevas vacantes definitivas.

El aspirante que se encuentre incluido en la lista de elegibles, sólo podrá ser nombrado, en el nivel, ciclo, área de conocimiento 
o cargo directivo para el que concursó.

Cuando existan vacantes definitivas y listas de elegibles vigentes para los cargos correspondientes, aquellas no se podrán 
proveer mediante nombramiento provisional o encargo de conformidad con lo previsto en el artículo 15 del Decreto-Ley 
1278 de 2002, y los nombramientos provisionales existentes subsistirán solo en cuanto los respectivos cargos no puedan 
ser provistos mediante nombramiento en periodo de prueba o en propiedad.
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Los docentes que sean nombrados en período de prueba y se rijan por el Decreto-Ley 1278 de 2002, obtendrán la 
remuneración establecida por el Gobierno nacional para el nivel salarial A del correspondiente grado según el título 
académico que acrediten. Los directivos docentes adicionalmente devengarán el sobresueldo establecido para el cargo, 
sin que ello implique para unos y otros inscripción en el Escalafón, la cual procederá solamente una vez aprobado el 
período de prueba.

La evaluación del período de prueba del aspirante se efectuará sobre el desempeño de las funciones del cargo para el cual 
concursó y fue nombrado en período de prueba.

Parágrafo 1º. Los docentes que superen el período de prueba en los términos del artículo 31 del Decreto-Ley 1278 de 
2002 y cumplan con los demás requisitos de ley, serán inscritos en el Escalafón de Profesionalización Docente y obtendrán 
la remuneración establecida por el Gobierno nacional para el nivel salarial A del correspondiente grado, según el título 
académico que acrediten. Los aspirantes que sean nombrados en un cargo docente que no superen el período de prueba 
serán excluidos del servicio.

Los directivos docentes que superen el período de prueba, serán inscritos en el nuevo Escalafón de acuerdo con el título que 
acrediten y obtendrán la remuneración establecida por el Gobierno nacional para el nivel salarial A del correspondiente 
grado, según el título académico que acrediten, salvo los servidores estatales nombrados en propiedad en un cargo público 
docente antes de la vigencia del Decreto-Ley 1278 de 2002, quienes, sin solución de continuidad, conservarán las condiciones 
establecidas en el Decreto-Ley 2277 de 1979. Su cargo docente o directivo docente de origen, sólo podrá ser provisto de 
manera temporal hasta tanto el servidor supere el período de prueba en el nuevo cargo.

Los directivos docentes que no superen el período de prueba, si eran servidores públicos docentes nombrados en propiedad, 
serán regresados a su cargo de origen, los demás serán retirados del servicio.

Parágrafo 2º. Una vez comunicado el nombramiento, el designado dispone de un término improrrogable de cinco (5) días 
hábiles para comunicar a la entidad territorial que lo nombró la aceptación del cargo y diez (10) días hábiles adicionales 
para tomar posesión del mismo. En caso de no aceptar, la entidad territorial lo excluirá del listado de elegibles y nombrará 
y posesionará a quien le sigue en la lista de elegibles.

Parágrafo 3º. La vacancia definitiva de cargos sólo podrá establecerse después de atender los fallos o sentencias judiciales 
sobre reintegro de personal. (…)”

Posteriormente fue expedido el Decreto 140 de 2006,  el cual modifica parcialmente el Decreto 3323 de 
2005 y reglamenta el proceso de selección mediante concurso especial para el ingreso de etnoeducadores 
afrocolombianos y raizales a la carrera docente, se determinan criterios para su aplicación. Dicha norma 
establece lo siguiente:

“Artículo 1º. Modificase el artículo 7o del Decreto 3323 de 2005, el cual quedará así:

«Artículo 7º. Inscripción en el concurso. El aspirante deberá inscribirse a través de la página de Internet que para el 
efecto disponga el Instituto Colombiano para el Fomento de la Educación Superior de acuerdo con el procedimiento y 
condiciones que éste determine.

Quien no pueda hacerlo a través de tal medio podrá realizar su inscripción ante la secretaría de educación de la entidad 
territorial certificada para la cual concursa, mediante el diligenciamiento y entrega del formulario único de inscripción en 
el concurso, que será suministrado gratuitamente por la secretaría de educación. En este último caso la entidad territorial 
certificada diligenciará el formulario electrónico en la página de Internet dispuesta para tal fin por el Instituto Colombiano 
para el Fomento de la Educación Superior de cada aspirante que haya entregado el formulario debidamente diligenciado 
dentro del término previsto para inscribirse en la respectiva convocatoria.

La información consignada en desarrollo de dicho proceso de inscripción se entenderá suministrada bajo la gravedad del 
juramento, y una vez efectuada la inscripción no podrá ser modificada bajo ninguna circunstancia. Los aspirantes asumirán 
la responsabilidad de la  veracidad de los datos consignados en el momento de la inscripción, así como de los documentos 
que acrediten el cumplimiento de requisitos.

El aspirante al concurso de docentes indicará la entidad territorial, el nivel de Preescolar, el ciclo de Básica Primaria o el 
área de conocimiento y asignatura del ciclo de Básica Secundaria y Media, para el cual concursa. En el caso de las bellas 
artes y la formación técnica indicará la especialidad. Asimismo, el aspirante al concurso de directivos docentes deberá 
indicar el cargo de director rural, coordinador o rector, para el cual concursa.
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La constancia de la inscripción efectiva en el concurso para aquellos aspirantes que se inscriban a través de la página de 
Internet, cuya impresión podrá efectuar el aspirante, será el número que reporte el sistema al terminar este proceso, con 
el cual se indicará el lugar, fecha y hora de aplicación de las pruebas. En el caso de la inscripción ante la secretaría de 
educación la constancia será entregada al aspirante en el momento de la radicación del formulario único de inscripción.

En el acto de convocatoria la entidad territorial certificada establecerá el término para realizar las inscripciones, el cual no 
podrá ser menor de quince (15) días calendario y será fijado de conformidad con el cronograma que establezca el Ministerio 
de Educación Nacional para la realización de la prueba integral etnoeducativa que aplicará el Instituto Colombiano para 
el Fomento de la Educación Superior.

El Instituto Colombiano para el Fomento de la Educación Superior dará a conocer en la página de Internet las listas de 
citados a las pruebas el quinto día hábil siguiente a la fecha de cierre de la inscripción. La entidad territorial certificada 
fijará en lugar público, al quinto día siguiente al vencimiento del término de inscripción y por un término no menor a tres 
(3) días hábiles, las listas de inscritos citados a las pruebas del concurso convocado por ella, indicando el lugar, fecha y 
hora de su realización.

Las reclamaciones relacionadas con la inscripción y citación de los aspirantes que se inscriban por Internet deberán ser 
formuladas ante el Instituto Colombiano para el Fomento de la Educación Superior, a través de la dirección electrónica 
que defina para el efecto, dentro de los tres (3) días hábiles siguientes a la presentación en la página de Internet. Las 
reclamaciones relacionadas con la inscripción y citación, de los aspirantes que se inscriban a través de la Secretaría de 
Educación de la entidad territorial certificada, deberán ser formuladas ante esta, dentro de los tres (3) días hábiles siguientes 
a la fijación en lugar público de la lista.

Parágrafo. Cuando un mismo aspirante se inscriba más de una vez en el concurso, ya sea a través de Internet o de las 
secretarías de educación, o en una o varias entidades territoriales certificadas, sólo será válida la primera inscripción 
que ingrese en la página dispuesta para este fin por parte del Instituto Colombiano para el Fomento de la Educación 
Superior.»

Artículo 2o. Modifícase el artículo 11o del Decreto 3323 de 2005, el cual quedará así:

Artículo 11. Valoración de antecedentes y entrevista. En el plazo y ante la dependencia que establezca la entidad 
territorial en el acto de convocatoria, el aspirante que haya obtenido el puntaje mínimo exigido para superar la prueba 
integral etnoeducativa presentará los documentos que acrediten los requisitos de títulos y experiencia relacionados con 
el cargo para el cual concursa, así como el proyecto etnoeducativo. Cuando la hoja de vida del aspirante repose en los 
archivos de la secretaría de educación, no será necesario presentar nuevamente los documentos, salvo que se requiera su 
actualización.

El jurado realizará la valoración de antecedentes con el propósito de analizar los méritos académicos y la experiencia de 
los aspirantes. Para este efecto la entidad territorial certificada adoptará y difundirá la tabla de valoración de antecedentes 
de conformidad con los criterios que fije conjuntamente la Comisión Pedagógica Nacional de Comunidades Negras y 
el Ministerio de Educación Nacional. El aspirante deberá acreditar uno de los siguientes títulos: Normalista Superior, 
Licenciado en Educación o título profesional de conformidad con lo establecido en el Decreto-Ley 1278 de 2002; o título 
de tecnólogo según lo establecido en el Decreto 4235 de 2004 o demás normas que lo sustituyan.

Vencido el plazo de presentación de documentos y verificados los requisitos, la entidad territorial publicará, por un término 
de cinco (5) días hábiles, la lista de los aspirantes admitidos a entrevista con la indicación del sitio, fecha y hora de su 
realización. No será citado a entrevista el aspirante que se inscriba en un cargo para el cual no cumple requisitos.

Establecida la lista de admitidos a la entrevista, las reclamaciones relacionadas con su conformación deberán ser presentadas 
a más tardar dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes al vencimiento del término de su publicación y serán resueltas 
por la entidad territorial.

El aspirante citado presentará la entrevista ante un jurado compuesto por tres (3) miembros de la Comisión Pedagógica 
Nacional o por quien ella designe y dos (2) integrantes designados por la entidad territorial certificada, y mediante acto 
administrativo. Para el caso de San Basilio de Palenque y San Andrés, Providencia y Santa Catalina, las respectivas 
secretarías de educación designarán un comité que incluirá miembros de la Comisión Pedagógica Nacional para las 
Comunidades Negras.

Este comité evaluará el nivel de competencia del aspirante en lengua materna e inglés para el caso de San Andrés. Esta 
prueba se realizará en el momento de la entrevista.
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La entrevista tiene el propósito de apreciar las condiciones personales y profesionales y el grado de compenetración con 
su cultura y quehacer de los aspirantes frente al perfil del cargo correspondiente, tendrá tres (3) componentes básicos: 
conocimiento del contexto educativo, manejo práctico de situaciones educativas y actitud frente al medio en el que ejercerá el 
cargo. El jurado contará con un instrumento previamente elaborado por la entidad territorial certificada según el protocolo 
establecido por el Ministerio de Educación Nacional previa consulta a la Comisión Pedagógica Nacional de Comunidades 
Negras y para el registro de los resultados de la entrevista.

El aspirante en la entrevista deberá efectuar una sustentación verbal del proyecto etnoeducativo, aportado en el momento 
establecido en la convocatoria para presentar los documentos que acrediten los requisitos de títulos y experiencia relacionados 
con el cargo para el cual concursa, orientada al buen desarrollo del proceso etnoeducativo afrocolombiano y raizal, cuya 
presentación escrita no podrá sobrepasar el número de cinco páginas y estará basada en los siguientes criterios:

a)	Demostrar una visión del contexto que muestre conocimiento general de la comunidad con la que aspira trabajar.

b)	Definir el modelo pedagógico con el cual implementará el proyecto etnoeducativo.

c)	 Establecer los contenidos curriculares en los cuales basará el proyecte etnoeducativo.

d)	Presentar los métodos de evaluación del proyecto etnoeducativo.

e)	 Describir el aporte que el proyecto etnoeducativo dará a la institución o centro educativo y a la comunidad en 
general.

Artículo 3o. Modificase el artículo 12° del Decreto 3323 de 2005, el cual quedará así:

Artículo 12. Valoración de la prueba. Los resultados que obtengan los aspirantes a cargos de docentes y directivos docentes 
afrocolombianos y raizales del servicio educativo estatal, en cada una de las pruebas que a continuación se enumeran, 
se expresarán en una calificación numérica en escala de cero (0) a cien (100) puntos; para su registro y clasificación el 
puntaje incluirá una parte entera y dos (2) decimales.

La calificación mínima para superar la prueba integral etnoeducativa, y por ende ser admitido a la entrevista y valoración 
de antecedentes, es de sesenta puntos (60.00) para cargos docentes, y setenta puntos (70.00) para cargos directivos 
docentes.

La valoración de los resultados de cada uno de los aspirantes, se expresará en escala de cero (0) a cien (100) puntos con 
una parte entera y dos (2) decimales, y será la suma ponderada de las calificaciones obtenidas en cada una de las distintas 
pruebas, con los valores determinados a continuación:

a) Prueba integral etnoeducativa 50%

b) Proyecto etnoeducativo 30%

d) Valoración de antecedentes 10%

c) Entrevista 10%

Parágrafo. La entidad territorial deberá publicar en lugar visible la lista con los resultados del conjunto de pruebas, de 
acuerdo con el calendario que para tal fin haya establecido en la convocatoria, sin que dicho término pueda ser inferior 
a tres (3) días hábiles.

Artículo 4º. Modificase el artículo 17º del Decreto 3323 de 2005, el cual quedará así:

Artículo 17. Nombramiento en período de prueba en territorios colectivos. Los integrantes de la lista de elegibles para 
ser nombrados en período de prueba en cargos vacantes en los territorios colectivos deberán contar con el aval de 
reconocimiento cultural expedido por la autoridad comunitaria competente del respectivo Consejo Comunitario. El cual 
deberá ser entregado en la entidad territorial certificada dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a la publicación 
de la lista de elegibles.

En caso de no contar con dicho aval no podrá ser nombrado en la vacante correspondiente al territorio colectivo. 

El aval será otorgado por la Junta del respectivo Consejo Comunitario y entregado a la secretaría de educación de la 
entidad territorial certificada por parte del aspirante.
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Artículo 5º. Modificase el artículo 18º del Decreto 3323 de 2005, el cual quedará así:

“Artículo 18. La entidad territorial certificada deberá garantizar el desarrollo del concurso con la participación de la 
Comisión Pedagógica Nacional para las Comunidades Negras (CPN) o por quien ella designe en los términos previstos 
en el presente decreto.”

Con relación a los cargos por proveer, en el caso de etnoeducadores afrocolombianos y raizales, se debe 
tener en cuenta las disposiciones del Decreto 804 de 1995, por el cual se reglamenta la atención educativa 
a los grupos étnicos, el cual establece lo siguiente:

“Artículo 1°. La Educación para grupos étnicos hace parte del servicio público educativo y se sustenta en un compromiso 
de elaboración colectiva, donde los distintos miembros de la comunidad en general, intercambian saberes y vivencias con 
miras a mantener, recrear y desarrollar un proyecto global de vida de acuerdo con su cultura, su lengua, sus tradiciones 
y sus fueros propios y autóctonos.

Artículo 2°. Son principios de la etnoeducación:

a.	 Integridad. entendida como la concepción global que cada pueblo posee y que posibilita una relación armónica y 
recíproca entre los hombres, su realidad social y la naturaleza; 

b.	 Diversidad lingüística, entendida como las formas de ver, concebir y construir el mundo que tienen los grupos étnicos, 
expresadas a través de las lenguas que hacen parte de la realidad nacional en igualdad de condiciones;

c.	 Autonomía, entendida como el derecho de los grupos étnicos para desarrollar sus procesos etnoeducativos; 

d.	 Participación comunitaria, entendida como la capacidad de los grupos étnicos para orientar, desarrollar y evaluar sus 
procesos etnoeducativos, ejerciendo su autonomía; 

e.	 Interculturalidad, entendida como la capacidad de conocer la cultura propia y otras culturas que interactúan y se 
enriquecen de manera dinámica y recíproca, contribuyendo a plasmar en la realidad social, una coexistencia en igualdad 
de condiciones y respeto mutuo; 

f.	 Flexibilidad. entendida como la construcción permanente de los procesos etnoeducativos, acordes con los valores 
culturales, necesidades y particularidades de los grupos étnicos;

 g.	Progresividad, entendida como la dinámica de los procesos etnoeducativos generada por la investigación, que articulados 
coherentemente se consolidan y contribuyen al desarrollo del conocimiento, y 

h.	 Solidaridad, entendida como la cohesión del grupo alrededor de sus vivencias que le permite fortalecerse y mantener 
su existencia, en relación con los demás grupos sociales. 

(…)

Artículo 10º. Para los efectos previstos en el artículo 62 de la Ley 115 de 1994, son autoridades competentes de las 
comunidades de los grupos étnicos para concertar la selección de los docentes con las autoridades de las entidades 
territoriales, las siguientes:

a.	 El Consejo de Mayores y/o las que establezcan las organizaciones de las comunidades que integran la Comisión Consultiva 
Departamental o Regional, con la asesoría de las organizaciones representativas y de los comités de etnoeducación de 
las comunidades negras y raizales, y 

b.	 Las autoridades tradicionales de los pueblos indígenas, con la asesoría de sus organizaciones y/o de los comités de 
etnoeducación de la comunidad, donde los hubiere. 

Artículo 11. Los docentes para cada grupo étnico serán seleccionados teniendo en cuenta sus usos y costumbres, el grado 
de compenetración con su cultura, compromiso, vocación, responsabilidad, sentido de pertenencia a su pueblo, capacidad 
investigativa, pedagógica y de articulación con los conocimientos y saberes de otras culturas.

En consecuencia, de conformidad con lo previsto en el artículo 62 de la Ley 115 de 1994, se seleccionarán a los educadores 
para laborar en sus territorios, preferiblemente entre los miembros de las comunidades en ellas radicadas.
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En las comunidades con tradición lingüística propia, el maestro debe ser bilingüe, para lo cual deberá acreditar conocimientos 
y manejo de la lengua de la comunidad y del castellano.

(…)

Artículo 13.- Los concursos para nombramientos de docentes de las comunidades negras y raizales, deben responder a los 
criterios previamente establecidos por las instancias de concertación de las mismas.(…).

El Ministerio de Educación Nacional expidió la Directiva 05 del 14 de febrero de 2006, mediante la cual aclara 
aspectos relacionados  con el concurso de meritos y la provisión de vacantes, en los siguientes términos: 

“En relación con el desarrollo de los concursos de méritos para la selección de docentes y directivos docentes y la provisión 
de vacantes como resultado de los mismos, el Ministerio de Educación Nacional considera oportuno aclarar y precisar 
lo siguiente:

1. 	Los docentes y directivos docentes que aprueben el concurso ingresarán al servicio educativo estatal en período de 
prueba, una vez superado éste satisfactoriamente serán inscritos en el Escalafón Docente, en el nivel y grado que les 
corresponda de acuerdo con el título que acrediten. Es ilegal en consecuencia solicitarles renuncia o desvincularlos 
entre una situación administrativa y otra.

2. 	Los docentes o directivos docentes en carrera, amparados por el Decreto-Ley 2277 de 1979, que participen y aprueben el 
concurso en una entidad territorial diferente a aquella en la que prestan sus servicios, deberán informar esta situación a 
la entidad territorial certificada a la cual se encuentran vinculados en propiedad, en el momento en que se les comunique 
oficialmente el nuevo nombramiento en período de prueba, con el fin de que la entidad territorial a la cual está vinculado 
expida el decreto o resolución de comisión de servicios para la entidad territorial donde cumplirá el período de prueba. 
Durante su ausencia el cargo del cual es titular sólo podrá proveerse temporalmente mediante encargo o nombramiento 
provisional, a la espera de que el docente o directivo docente supere el período de prueba y sea nombrado en propiedad 
en el cargo para el cual concursó o regrese a su cargo si no lo aprueba.

	 En consecuencia el docente o directivo docente no debe presentar renuncia, ni solicitar traslado u otro tipo de situación 
administrativa para cumplir el período de prueba en una entidad territorial diferente a la de su vinculación en 
propiedad.

3. 	El concurso de docentes y directivos docentes debe ser convocado mediante acto administrativo expedido por la respectiva 
entidad territorial, el cual debe incluir un cronograma que debe adelantarse estrictamente. Los aspirantes que superen 
las diferentes etapas del concurso y sean incorporados a la lista de elegibles, adquieren el derecho a ser nombrados en 
las vacantes ofrecidas.

	 La Ley 996 de 2005 (Ley de garantías electorales) no restringió la obligación de realizar concursos públicos para 
la provisión de los cargos vacantes de las entidades del Estado ni la de surtir las etapas faltantes de aquellos que 
se encuentran en curso. El realizar un concurso para el ingreso a la carrera docente no contraría lo señalado en la 
mencionada ley, y así mismo es necesario que se desarrolle normalmente, sin desconocer la administración los legítimos 
derechos de los aspirantes que han participado o participen y superen las pruebas y demás etapas preestablecidas 
conforme a la ley. Entre estos derechos se encuentran: el derecho a ser nombrado en el cargo para el cual concursó, 
en caso de encontrarse en las listas de elegibles, el derecho al debido proceso y el respeto a los derechos legalmente 
adquiridos. En consecuencia los concursos de docentes y directivos docentes deben seguir con sus cronogramas y 
efectuar los nombramientos que se tienen previstos.

4. 	Las listas de elegibles tienen como finalidad determinar el orden de elegibilidad de los docentes y directivos docentes 
que aprobaron el concurso y que deberán ser nombrados en período de prueba en el plazo que establece el Decreto 
3333 de 2005 en las plazas convocadas. Así mismo permite que los demás aspirantes que se encuentran en la lista 
sean nombrados en las vacantes que se produzcan durante los dos años siguientes a la fecha de expedición del acto 
administrativo que la adoptó, respetando en todo caso el orden de elegibilidad, así como el ciclo, nivel, cargo y área 
para el cual concursaron.

	 La demora en los nombramientos en periodo de prueba amparándose en los dos (2) años de vigencia que tienen las 
listas de elegibles, contraviene a todas luces el objetivo del concurso que es proveer las vacantes y viola los principios 
de objetividad, imparcialidad, confiabilidad, transparencia e igualdad de oportunidades consignados en el Decreto 3238 
del 2004.
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5. 	La ley autoriza la participación en los concursos para la provisión de cargos docentes y directivos docentes de Licenciados 
en Educación, Profesionales con título distinto al de licenciado, Normalistas Superiores, y Tecnólogos en Educación, 
quienes son sometidos a las diferentes etapas en igualdad de condiciones. Como consecuencia de lo previsto en la ley, 
sólo debe resultar una lista de elegibles por cargo, ciclo, nivel o área de conocimiento, iniciando por quien obtuvo el 
mayor puntaje y luego en forma descendente, sin diferenciar entre los integrantes de la lista de elegibles por el título 
que acrediten. De acuerdo con este listado de cada concurso deberán efectuarse los nombramientos en período de 
prueba.

	 Las Listas de elegibles que se diferencian en razón del título que detenta el docente o directivo docente desconocen el 
derecho a la igualdad establecido en la Constitución Política y contravienen el Decreto-Ley 1278 de 2002, en especial 
el literal i) del artículo 9, así como y sus decretos reglamentarios.

6. 	En el caso de los tecnólogos, sólo podrán participar en concursos para el ejercicio de la docencia y ser citados a 
entrevista y continuar en el proceso quienes acrediten título de TECNÓLOGO EN EDUCACIÓN, título que como lo 
establece el Decreto 4235 del 2004, será equivalente al de Normalista Superior y como establecen las normas vigentes, 
ejercerá sólo en el los niveles de Preescolar y el ciclo de Básica Primaria.

7. 	Los profesionales no licenciados que hayan sido nombrados mediante concurso, que superen satisfactoriamente el 
periodo de prueba y acrediten el título normalista superior deberán ser inscritos en el Escalafón Docente, sin que tenga 
que haber cursado el programa de pedagogía de que trata el decreto 2035 de 2005 porque su formación pedagógica en 
la Escuela Normal Superior responde a los objetivos previstos en el programa de pedagogía.

8. 	Las reclamaciones que se presenten con ocasión de la realización del concurso deben ser resueltas en vía gubernativa 
por las entidades territoriales certificadas.

La Comisión Nacional del Servicio Civil conocerá en segunda instancia las reclamaciones que se presenten respecto a la 
aplicación de la carrera docente en las entidades territoriales certificadas de conformidad con lo establecido en el artículo 
17 del Decreto-Ley 1278 de 2002.”

3.5.17. Incorporación de docentes, directivos docentes y administrativos a las plantas de 
personal financiadas con recursos del Sistema General de Participaciones

El Ministerio de Educación Nacional expidió la Directiva Ministerial 20 del 31 de diciembre de 2003, mediante 
la cual se establecen los lineamientos generales para la incorporación de docentes, directivos docentes y 
administrativos a las plantas de personal financiadas con recursos del Sistema General de Participaciones. 
Dicha directiva establece lo siguiente:

(…) “De conformidad con lo establecido en el artículo 37 de la Ley 715 de 2001, las plantas de cargos docentes y la de los 
administrativos de los establecimientos educativos estatales serán organizadas conjuntamente por la Nación, departamentos, 
distritos y municipios, teniendo en cuenta los criterios establecidos en la misma ley. Así mismo, el artículo 38, dispone que 
la provisión de cargos en las plantas financiadas con recursos del Sistema General de Participaciones, se realizará por 
parte de la respectiva entidad territorial.

Luego de que las entidades territoriales certificadas adopten, mediante acto administrativo, la planta de que trate el artículo 
37 de la Ley 715 de 2001, los servidores públicos se incorporarán mediante posesión.

La incorporación de los funcionarios se hará sin solución de continuidad por medio de la suscripción de un acta de posesión 
entre el nominador y el servidor público en los términos del artículo 46 y siguientes del decreto 1950 de 1993.

Con el propósito de que las entidades territoriales aborden de manera coherente y con unidad de criterio la incorporación 
del personal docente, directivo docente y administrativo a las plantas de cargos definidas conjuntamente con la Nación, 
deben tener en cuenta las siguientes orientaciones generales:

A.	Incorporación a las plantas de personal de los servidores públicos actualmente vinculados en propiedad al sector 
educativo.

1. 	Por regla general, de conformidad con lo establecido en el artículo 125 de la Constitución Política, los empleos en 
los órganos y entidades del Estado son de carrera, salvo los exceptuados en la misma norma y en la ley. Así mismo, 
esta  disposición determina que el ingreso a los cargos de carrera y el ascenso en los mismos, se harán previo 
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cumplimiento de los requisitos y condiciones que fije la ley para determinar los méritos y calidades de los aspirantes, 
lo cual implica que únicamente podrán ser incorporados a las plantas de personal los docentes, directivos docentes 
y administrativos, que cumplan con los requisitos constitucionales y legales para acceder y permanecer en el cargo 
del que se trate.

2. 	De acuerdo con lo previsto en el artículo 38 de la Ley 715 de 2001, la provisión de cargos en las plantas financiadas 
con recursos del Sistema General de Participaciones, se realizará dando prioridad al personal actualmente vinculado 
en propiedad y que cumpla los requisitos para el ejercicio del cargo. Dentro de este contexto, la entidad territorial 
respectiva verificará que el personal docente, directivo docente y administrativo que se va a incorporar haya cumplido 
con los requisitos legales vigentes para su vinculación a la fecha en que ésta se realizó, de acuerdo con los siguientes 
parámetros:

•	 Para los docentes y directivos docentes vinculados en propiedad antes de la vigencia del Decreto-Ley 1278 de 2002, 
los requisitos serán los contemplados en el Decreto 2277 de 1979, sus reglamentarios y la Ley 115 de 1994.

•	 Para el caso de los docentes y directivos docentes nombrados después de la vigencia del Decreto-Ley 1278 de 
2002 y para aquellos que voluntariamente se acojan a lo dispuesto en dicho decreto, los requisitos serán los 
contemplados en esta disposición.

•	 Para el personal administrativo, los requisitos que se verificarán serán los contenidos en las normas que regulan 
la vinculación y administración del personal de carrera administrativa, de conformidad con lo dispuesto en la 
Ley 443 de 1998 y demás normas que la modifiquen, sustituyan y reglamenten.

	 Lo anterior sin perjuicio de los casos especiales consagrados en la ley y en particular lo dispuesto en el Decreto 804 
de 1995.

3. 	Para efectos de la aplicación de las anteriores disposiciones es importante anotar, que los vicios en que se haya 
incurrido en procesos anteriores, no se subsanan con esta incorporación, salvo que las normas expresamente hayan 
dispuesto excepciones.

4. 	Los docentes, directivos docentes y funcionarios administrativos de los establecimientos educativos, que a la fecha en 
la que se hace la incorporación no hayan participado en concurso alguno, cuando éste haya sido un requisito legal 
a la fecha en que fueron vinculados o que a la fecha de su vinculación no hayan cumplido con los requisitos legales 
para ejercer el cargo y se encuentren ejerciéndolo, deberán ser nombrados de manera provisional, hasta tanto se 
provean por concurso de méritos los respectivos empleos de carrera, de conformidad con las normas actuales que 
rigen la materia.

5. 	Los docentes y directivos docentes estatales vinculados en propiedad, con el lleno de los requisitos, que prestaban 
sus servicios en establecimientos de educación superior y se encontraban en comisión, como consecuencia de la 
reorganización del sector, deberán ser reubicados sin necesidad de nuevo concurso en las plantas de los establecimientos 
estatales de educación preescolar, básica (primaria, secundaria) y media.

6. 	Los docentes, directivos docentes y funcionarios administrativos que fueron nombrados sin la existencia del cargo en 
la respectiva planta, carecen de situación jurídica consolidada y, en consecuencia, del derecho a ser incorporados a 
las nuevas plantas. No obstante, en el evento en que cumplan los requisitos del cargo al que aspiran y se necesiten por 
razones del servicio, podrán ser nombrados provisionalmente, hasta tanto se lleve a cabo el respectivo concurso.

7.	 En virtud de lo dispuesto en el artículo 11 del Decreto 1850 de 2002, está prohibida la incorporación de personal 
a las plantas de docentes en jornadas de medio tiempo. Aquellos docentes que se encontraban en esta situación, 
únicamente podrán ser vinculados siempre y cuando sean requeridos, cumplan los requisitos para el cargo respectivo 
y su jornada sea de tiempo completo.

8.	 A los directivos docentes, cuyos cargos no se requieran por efectos de la reorganización de las plantas, y no puedan 
ser trasladados a otra entidad territorial, se les asignarán funciones docentes y serán incorporados mediante acto 
administrativo bajo la denominación «Docente-(directivo docente)». Una vez se retiren del servicio, el cargo que 
quede vacante deberá ser provisto como docente.

9.	 Cuando por efectos de los conceptos de viabilidad de plantas emitidos por el Ministerio de Educación resultaren 
excedentes de personal nombrado en propiedad, las entidades territoriales certificadas deberán proveer, mediante 
traslados, las vacantes disponibles dando prioridad a dicho personal. Estos traslados deberán realizarse en primera 
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instancia dentro del ámbito del respectivo departamento. Así mismo, deberá priorizarse el personal amenazado de 
otras entidades territoriales que se encuentren laborando en sus establecimientos educativos, de conformidad con la 
normatividad vigente.

B.	Incorporación a las plantas de personal de docentes, directivos docentes y administrativos que venían desempeñándose 
en virtud de órdenes de prestación de servicios.

	 Los docentes, directivos docentes y funcionarios administrativos de los establecimientos educativos, que se encontraban 
contratados mediante órdenes de prestación de servicios, de conformidad con los términos de la ley, podrán ser 
nombrados en provisionalidad en los cargos que resulten vacantes luego del proceso de reorganización de acuerdo con 
las necesidades del servicio y la disponibilidad presupuestal.

	 La provisionalidad del cargo se mantendrá hasta tanto se provean por concurso de méritos los respectivos empleos de 
carrera* y observando los siguientes lineamientos:

•	 Se dará prioridad a aquellos que a 1o. de noviembre de 2000 se encontraban contratados en departamentos y 
municipios por órdenes de prestación de servicios, que cumplan los requisitos para el ejercicio del respectivo cargo 
(Decreto-Ley 1278 de 2002) y cuyos contratos fueron renovados en el año 2001 en virtud del artículo 38 de la Ley 
715 de 2001, por el municipio o el departamento.

•	 Posteriormente, se podrán vincular los docentes, directivos docentes y funcionarios administrativos de los 
establecimientos educativos que demuestren que tuvieron órdenes de prestación de servidos suscritas por los 
departamentos o municipios, dentro de los dos meses antes y el 1o. de noviembre de 2000, demostrando solución de 
continuidad durante ese período y que cumplan los requisitos del cargo (Decreto-Ley 1278 de 2002).

•	 Finalmente serán vinculados los docentes, directivos docentes y funcionarios administrativos de los establecimientos 
educativos que a 1o. de noviembre de 2000 se encontraban contratados en departamentos y municipios por órdenes de 
prestación de servicios, que cumplan los requisitos para el ejercicio del respectivo cargo (Decreto-Ley 1278 de 2002) 
y cuyos contratos no fueron renovados en el 2001, salvo que sus contratos hayan sido suprimidos como resultado del 
proceso de reorganización del sector educativo o de la entidad territorial.

•	 En caso de que la entidad territorial requiera menos funcionarios de los actualmente vinculados por órdenes de 
prestación de servicios y que cumplan con los requisitos establecidos en el artículo 38 de la Ley 715 de 2001, la 
entidad territorial deberá establecer criterios para seleccionar el personal que será nombrado en provisionalidad, 
entre otros, serán consideradas las necesidades por área de formación y la experiencia educativa con poblaciones 
de características similares a aquellas donde se va a asignar.

Teniendo en cuenta que el artículo 21 de la ley 715 de 2001 establece como límite para la aprobación de plantas de personal 
el monto de recursos del Sistema General de Participaciones asignados a la respectiva entidad territorial, la Nación ha 
priorizado la financiación de la planta de docentes y directivos docentes requeridos para atender la matrícula escolar. Para 
el caso de la planta de administrativos la Nación ha aprobado los cargos existentes. En tal sentido, los cargos vacantes de 
administrativos deberán proveerse priorizando las funciones que apoyen procesos misionales.

Se podrá contratar la prestación de servicios no misionales como aseo y vigilancia cuando la entidad territorial lo requiera, 
teniendo en cuenta la disponibilidad de recursos.

Es de aclarar que de conformidad con el artículo 7 del Decreto 1528 de 2002, las entidades territoriales no pueden 
contratar, directamente o a través de terceros, personal docente o directivo para prestar servicio en los establecimientos 
educativos del Estado.”

3.5.18. Homologación del personal administrativo del sector educativo

El Ministerio de Educación Nacional, ante las inquietudes formuladas con relación a la viabilidad de la 
homologación de los funcionarios administrativos del sector educativo y de la consecuente nivelación salarial 
que puede generar en las respectivas entidades territoriales de las cuales dependen tales funcionarios, expidió 
la Directiva 10  del 30 de junio de 2005, mediante la cual se efectúan las siguientes precisiones:
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“ANTECEDENTES

Este Despacho elevó consulta al H. Consejo de Estado, Sala de Consulta y Servicio Civil, con relación con la procedencia 
de la homologación de los cargos de las plantas de personal administrativo transferidas a las entidades territoriales 
certificadas en virtud de la descentralización del servicio educativo, dispuesta por las leyes 60 de 1993 y 715 de 2001, y 
sus efectos, la cual fue respondida, mediante concepto con número de radicación 1607 de fecha 9 de diciembre del 2004 
-el texto completo aparece en la pagina Web de este Ministerio-, de la siguiente manera:

“Las entidades territoriales como consecuencia del proceso de descentralización del servicio educativo previa homologación 
de los cargos previstos en las plantas de personal nacional y departamental en lo relacionado con la clasificación, funciones, 
requisitos, responsabilidades y remuneración, etc. de los empleos, incorporan en iguales o equivalentes condiciones el 
personal administrativo que reciban en virtud de la certificación”.

“En virtud de lo dispuesto por el artículo 3 del Acto Legislativo No.1 de 2001, que modificó el artículo 357 de la Constitución, 
el Sistema General de Participaciones  debió comprender en la base inicial, a 1 de noviembre de 2000, los costos provenientes 
de la homologación e incorporación del personal administrativo realizada por las entidades territoriales con fundamento 
en la ley 60 de 1993. Si así no se hizo y los mayores costos por los conceptos mencionados provienen de homologaciones 
realizadas conforme a la normatividad aplicable para la adopción de las plantas, la Nación debe asumirlos; de lo contrario, 
serán de cargo de los departamentos”.

“En el evento de existir mayores costos con ocasión del proceso de homologación en virtud de lo dispuesto en la ley 715 de 
2001, si el proceso se cumplió conforme a derecho y existe disponibilidad, debe asumirlos el SGP; si no existe disponibilidad, 
serán de cargo de la Nación. Si el respectivo municipio homologó e incorporó al personal administrativo contrariando el 
orden jurídico, responderá con sus recursos propios”.

A. PROCEDIMIENTO PARA LA HOMOLOGACIÓN DE CARGOS Y LA NIVELACIÓN DE SALARIOS

Con el objeto de orientar el proceso de homologación y nivelación salarial del personal administrativo y dar cumplimiento a 
las disposiciones normativas en materia de organización de plantas de personal en ejercicio de las funciones que competen 
a este Despacho, a continuación se presentan los criterios y pasos a tener en cuenta en dicho proceso.

1. Elaboración de un estudio técnico

La homologación y nivelación salarial del personal administrativo debe basarse en un estudio técnico cuyo producto es una 
tabla de homologación de las plantas de cargos con las nivelaciones salariales que de ella se desprendan – en los casos 
en que el salario del cargo origen sea inferior a aquel del cargo destino- . Dicho estudio debe contener específicamente 
lo siguiente:

1.1	 Un análisis comparativo y detallado, cargo por cargo, de la planta de personal administrativo transferida, con la 
planta de personal administrativo de la entidad territorial receptora, en el año que se produjo la incorporación y en 
los años posteriores para determinar la existencia o no de diferencias, por razón de denominación, código y grado, y 
su incidencia en la asignación salarial. Como resultado de este estudio debe elaborarse una tabla de homologación 
de planta de cargos. Dicha tabla incluirá la clasificación (código y grado), funciones, requisitos y asignación salarial 
para todos los cargos que incluyan las dos plantas de personal, indicando claramente el cargo homologado.

1.2 	La identificación de las diferencias salariales y prestacionales que persisten actualmente por no haber adelantado el 
proceso de homologación y nivelación salarial con la identificación por cargo, de la asignación básica y demás costos 
inherentes a la nómina, debidamente desagregado.

2.  Homologación de cargos y nivelación salarial con efectos a partir de la fecha

Una vez elaborado el estudio técnico y fundamentándose en éste, la entidad territorial certificada procederá a realizar, bajo 
la responsabilidad del secretario de educación y del jefe de personal o quien haga sus veces, la homologación y nivelación 
salarial de los cargos administrativos conforme a la normatividad vigente, mediante acto administrativo general. 

Con base en este último, la homologación de cada funcionario administrativo se realizará, mediante acto administrativo 
individualizado el cual debe especificar el cargo al cual es homologado y la nivelación salarial respectiva -si a ella hay 
lugar según el estudio técnico que rige a partir de la fecha de expedición de dicho acto administrativo, previo certificado de 
disponibilidad presupuestal. El certificado de disponibilidad presupuestal será emitido contra recursos del Sistema General 
de Participaciones -SGP. Si el costo de la planta de personal administrativo aprobada, incluido el aumento por concepto 
de la nivelación y homologación, no alcanza a ser cubierto con los recursos del SGP asignados por alumno atendido 
para el pago de la prestación del servicio, la entidad territorial podrá solicitar al MEN su cubrimiento por concepto de 
complemento de planta.
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B. EFECTOS RETROACTIVOS DE LA HOMOLOGACION Y NIVELACION

Para determinar la deuda por concepto de retroactividad de la homologación y nivelación salarial, es preciso que la entidad 
territorial elabore un listado de las reclamaciones recibidas, indicando en cada caso, la fecha de presentación de la misma. 
Con base en este listado, debe proceder a determinar el monto de las deudas respectivas.

Sólo se realizará el reconocimiento de la retroactividad de aquellos derechos que no hayan prescrito de conformidad con lo 
dispuesto en los artículos 102 y 103 del Decreto 1848 de 1969, y 151 del Código Procesal Laboral, conforme a los cuales 
las acciones que emanen de las leyes sociales prescribirán en tres años, que se contarán desde que la respectiva obligación 
se haya hecho exigible y que el simple reclamo escrito del titular de un derecho, o prestación debidamente determinado, 
recibido por el empleador, interrumpe la prescripción por un lapso igual.

1. Determinación de la deuda

Con base en el análisis de las peticiones radicadas, las acreencias laborales directamente derivadas de la homologación 
y la nivelación salarial se deberán cuantificar por anualidades, teniendo en cuenta lo siguiente:

a) La fecha de la petición,

b) La no prescripción de derechos,

c) La congruencia entre lo pedido y los reconocimientos efectuados en dichas homologación y nivelación salarial,

d) Los documentos que respaldan la plena identificación de lo que se adeuda de conformidad con la ley.

En la página WEB del Ministerio aparece un documento con los textos normativos y explicativos sobre la prescripción de 
acciones en materia laboral administrativa para efectos de consulta y aplicación.

2. Procedimientos frente a los procesos judiciales y solicitudes en vía gubernativa

Teniendo en cuenta el obligatorio cumplimiento de las decisiones judiciales, tanto las adoptadas en virtud de acciones de 
tutela como las derivadas de acciones de nulidad y restablecimiento del derecho, “sin perjuicio de las impugnaciones y 
recursos que procedan”, y los eventos en los que la homologación y consecuente incorporación, precisan de nivelar salarios, 
cuando no procede la incorporación horizontal, “… siempre bajo el supuesto de la no desmejora, en modo alguno, de las 
condiciones laboral, salarial y prestacional”, las entidades territoriales deberán:

a)	Pagar los fallos y las sentencias condenatorias en su totalidad y en la forma y términos en los que se disponga en 
estos.

b)	Respecto de los procesos judiciales en curso, procurar su terminación conciliada siguiendo para ello las directrices 
aquí diseñadas, y en todo caso, buscando el menor costo para los recursos del SGP.

c)	 Resolver las solicitudes nuevas o en curso en vía gubernativa, de conformidad con las disposiciones legales vigentes, 
incluidas las relativas al servicio civil, que comprenden entre otros temas clasificación, funciones, requisitos y 
remuneración de los empleos públicos, así como las de orden presupuestal que comprende la disponibilidad presupuestal 
que requiera el reconocimiento y pago de sus efectos salariales y prestacionales.

3. Financiamiento de la deuda

Establecida la deuda por efecto de la homologación y nivelación salarial de los funcionarios administrativos en los términos 
previstos en el concepto emitido por el H. Consejo de Estado al que nos venimos refiriendo, se atenderá lo señalado en 
dicho concepto en relación con la fuente de financiación.

La asignación de los recursos para el pago de la deuda queda supeditada al arbitrio de los recursos presupuestales del 
Sistema General de Participaciones o de otros de la Nación que  se dispongan para tal fin.

Para el reconocimiento de la deuda por parte de la Nación, la entidad territorial deberá enviar a la Oficina Asesora de 
Planeación y Finanzas del MEN, la liquidación individual anualizada de la deuda, el estudio técnico que sirvió de base 
para la nivelación y homologación, realizado de conformidad con lo previsto en el numeral A.1 de la presente Directiva, y 
los actos administrativos correspondientes mediante los cuales se hacen efectivas, todo lo anterior debidamente certificado 
por el gobernador o alcalde y secretario de educación respectivos.

En los casos de reconocimiento de deudas por decisiones de homologación que no hayan seguido estrictamente los 
criterios legales, las entidades territoriales, con la debida diligencia, acudirán al ejercicio de las acciones judiciales y 
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administrativas procedentes en aras de proteger los intereses del Estado (Nación, Departamento, Distrito o Municipio), 
de lo cual informarán a este Ministerio en la misma oportunidad a la que se refiere el inciso anterior.”

3.5.19. Orientaciones sobre inspección y vigilancia

Con el fin de apoyar a las entidades territoriales certificadas en el desarrollo de acciones estratégicas destinadas 
a mejorar la calidad educativa, el Ministerio de Educación Nacional expidió la Directiva  14 del 29 de julio 
de 2005, mediante la cual se plantea lo siguiente:

“Esta Directiva se ocupa de las competencias de inspección y vigilancia que en virtud de las Leyes 115 de 1994 y 715 de 
2001, corresponden a los gobernadores y alcaldes, a través de las secretarías de educación, sobre los establecimientos 
educativos del Estado o los fundados por particulares que presten el servicio público educativo formal y no formal.

Con fundamento en los ámbitos señalados en el artículo 2 del Decreto 907 de 1996, el Ministerio de Educación Nacional 
orienta la inspección y vigilancia hacia la verificación del cumplimiento de las normas mediante el ejercicio del control, 
puesto que las operaciones de seguimiento, asesoría y evaluación institucional de los establecimientos educativos se están 
desarrollando a través de diferentes programas de las secretarías de educación.

La inspección y vigilancia de la educación, como función de Estado, se ejerce para verificar que la prestación del servicio 
educativo se cumpla dentro del ordenamiento constitucional, legal y reglamentario. Tiene como fin velar por su calidad, por 
la observancia de sus fines, el desarrollo adecuado de los procesos pedagógicos y asegurar a los educandos las condiciones 
necesarias para su acceso y permanencia en el sistema educativo.

Es una función que se ejecuta mediante la evaluación de la totalidad o de parte específica de los procesos que desarrollan 
los establecimientos educativos, frente a las normas que deben cumplir. El resultado de este proceso de evaluación con 
fines de inspección y vigilancia, dará lugar a recomendar las acciones de mejoramiento y seguimiento o imposición de las 
sanciones institucionales a que haya lugar. Igualmente, en los eventos en los que se presuman responsabilidades personales, 
se procederá a dar traslado a otras autoridades para lo de su competencia.

1. ORGANIZACIÓN DE LA INSPECCIÓN Y VIGILANCIA

La función de inspección y vigilancia es permanente y se organizará de manera autónoma, por las entidades territoriales, 
con equipos interdisciplinarios, para los procesos de control de la gestión de los establecimientos educativos, atendiendo 
fundamentalmente la cobertura, calidad, eficiencia y equidad del servicio educativo.

La secretaría de educación de la entidad territorial conformará equipos interdisciplinarios integrados por servidores públicos, 
a los que se les deben asignar funciones relacionadas con la inspección y vigilancia de la educación. Estas funciones se 
asignarán, con carácter permanente, como propias del cargo, en cuyo caso se deberán incluir en el manual de funciones 
de la respectiva secretaría de educación, o se pueden asignar temporalmente mediante acto administrativo, por un periodo 
determinado, de acuerdo con las necesidades de la entidad territorial y sus particularidades, sin perjuicio de que las dos 
modalidades se puedan combinar. Las entidades territoriales certificadas podrán contratar lo relacionado con el ejercicio 
del control, inspección y vigilancia, con entidades públicas, mediante convenios interadministrativos.

La asignación de la responsabilidad de un proceso de inspección de vigilancia, a un funcionario o funcionarios, se hará 
mediante acto administrativo expedido por la autoridad territorial competente, en el cual se precisan los actos y hechos 
que lo motivan, el establecimiento o establecimientos educativos sobre los que recae la acción y el plazo en que se debe 
cumplir, en cada caso específico.

Los supervisores y directores de núcleo podrán formar parte de los equipos interdisciplinarios, previa asignación de 
funciones relacionadas con inspección y vigilancia por parte de la autoridad nominadora.

Las entidades territoriales certificadas pueden recurrir a la contratación de apoyos técnicos en el proceso de inspección y 
vigilancia cuando se requiera el concepto de expertos en aspectos específicos o sea útil para el conocimiento de la situación 
objeto del control.

2. REGLAMENTO TERRITORIAL DE INSPECCIÓN Y VIGILANCIA

La secretaría de educación de las entidades territoriales certificadas expedirán el Reglamento Territorial, para el ejercicio 
de las funciones de inspección y vigilancia de la educación en su jurisdicción. Es procedente que dicho reglamento contenga 
por lo menos los siguientes aspectos:
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a. 	Principios y criterios en el proceso de inspección y vigilancia 

b. 	La organización de la inspección y vigilancia en su jurisdicción

c. 	Perfiles y calidades de los funcionarios públicos a quienes se les asignarán procesos de inspección y vigilancia, de 
acuerdo con lo establecido en esta directiva.

d. 	Lineamientos para el establecimiento de alianzas o convenios interadministrativos y la eventual contratación de expertos 
cuando se requiera de su concepto técnico

e. 	Medios e instrumentos que se utilizarán para la iniciación, desarrollo y culminación del ejercicio de la inspección y 
vigilancia en la respectiva entidad territorial.

3. PLAN OPERATIVO ANUAL DE INSPECCIÓN Y VIGILANCIA

Las secretarías de educación de las entidades territoriales certificadas elaborarán un Plan Operativo Anual de Inspección y 
Vigilancia, con énfasis en el control, articulado con el Plan de Desarrollo Educativo, enmarcado en los principios y criterios 
del Reglamento Territorial. El Plan debe contener, como mínimo, las estrategias, metas e indicadores de cumplimiento, las 
actividades, los responsables de la ejecución, las fechas y los recursos requeridos.

4. APOYO DEL MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL

El Ministerio de Educación Nacional, en lo relacionado con la inspección y vigilancia de la educación que deben ejercer 
las secretarias de educación de las entidades territoriales certificadas sobre los establecimientos educativos, apoyará 
la capacitación de los funcionarios que actuarán como multiplicadores en los equipos interdisciplinarios y brindará la 
asistencia técnica sobre los instrumentos para ejercer la función.

El Ministerio de Educación, a través de la Dirección de Descentralización, efectuará el seguimiento del cumplimiento de 
los planes operativos de inspección y vigilancia, para lo cual las secretarías de educación, una vez formalizados, remitirán 
los informes de avance que se requieran.”

3.5.20. Orientaciones generales sobre el pago de primas extralegales creadas en las entidades 
territoriales

El Ministerio de Educación Nacional expidió la Directiva 21 del 30 de noviembre de 2005, con el propósito de 
precisar el marco de responsabilidades de la Nación, los departamentos, los distritos y municipios certificados 
para el pago de primas extralegales creadas por las asambleas departamentales y concejos municipales 
(Armonizar lectura con el numeral 3.5.25). En dicha directiva se expresa lo siguiente:

“Con cargo al Sistema General de Participaciones (SGP), podrán pagarse las primas extralegales reportadas con corte al 
1 de noviembre de 2000 y que sirvieron para el cálculo de la base del SGP, con ocasión de la entrada en vigencia del Acto 
Legislativo 01 de 2001 y la Ley 715 de 2001, con destino al pago del personal docente y administrativo de los establecimientos 
educativos públicos, las contribuciones inherentes a la nómina y sus prestaciones sociales.

Las primas extralegales y otros beneficios no reportados en su oportunidad, de acuerdo con lo señalado anteriormente, 
no podrán ser asumidos con recursos del SGP y serán pagados con cargo a los recursos propios de la entidad territorial, 
cuando a esto haya lugar. La entidad territorial deberá realizar el respectivo análisis de legalidad con el fin de determinar 
si es procedente el pago y/o el ejercicio de la acción de nulidad.

Para facilitar dicho análisis en la página Web del Ministerio www.mineducacion.gov.co están publicados entre otras los 
textos legales así como los diferentes pronunciamientos de las altas Cortes relacionados con el tema. En especial el Concepto 
No 1.518 de la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado del 11 de septiembre de 2003, Consejera Ponente 
Susana Montes Echeverri; el Concepto No. 1.393 de la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado del 18 de 
julio de 2002, Consejero Ponente Flavio Augusto Rodríguez Arce y la Sentencia de la Sala de lo Contencioso Administrativo, 
Sección Segunda, Subsección “B” del Consejo de Estado, Consejero Ponente Jesús María Lemos Bustamante del 19 de 
mayo de 2005, expediente No. 11001032500020020211 01.
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3.5.21. Directivas Ministeriales sobre el manejo de los recursos del Sistema General de  
Participaciones en Educación

El Ministerio de Educación Nacional expidió la Directiva Ministerial 04 del 27 de marzo de 2003, mediante 
la cual se establecen orientaciones para el manejo de los recursos de la Participación para Educación.

(…) “1. Administración de los recursos del Sistema General de Participaciones

La participación para educación del Sistema General de Participaciones - S.G.P.  corresponde a los recursos que la 
Nación transfiere a las entidades territoriales por mandato de los artículos 356 y 357 de la Constitución Política para la 
financiación de la prestación del servicio público educativo, en virtud del Acto Legislativo 01 de julio de 2001 y la Ley 
715 de diciembre de 2001.

Los recursos del S.G.P. para educación se deberán incorporar a los presupuestos de los departamentos, distritos y municipios, 
artículo 89 de la Ley 715 de 2001.  Estas entidades, al elaborar el  Plan Operativo Anual de Inversiones y el Presupuesto, 
programarán los recursos recibidos de la participación para educación, cumpliendo con la destinación específica establecida 
para ellos y articulándolos con las estrategias, objetivos y metas de su Plan de Desarrollo. En dichos documentos incluirán 
indicadores de resultados que permitan medir el impacto de las inversiones realizadas con éstos.

Según los artículos 18 y 91 de la Ley 715 de 2001 los departamentos, los distritos y los municipios administrarán los recursos 
del S.G.P. para educación en Cuentas Especiales e independientes de los demás ingresos de las entidades territoriales. 
Estos dineros no harán Unidad de Caja con las demás rentas y recursos de la entidad   territorial.

(…)

Considerando que los recursos que transfiere la Nación a las entidades territoriales tienen por objeto atender compromisos y 
obligaciones asumidos con dichos recursos frente a su personal y a terceros y no proveer de fondos a las entidades financieras 
(artículo 14 del Decreto 359 de 1995), las entidades territoriales deben efectuar todos los procedimientos administrativos 
y financieros de manera que los pagos se hagan dentro de los cinco días siguientes al recibo del giro de la Nación.

Los departamentos y municipios certificados, con los recursos que se giran mensualmente para prestación de servicios, 
deberán hacer las respectivas reservas y provisiones para las prestaciones sociales que no son de exigibilidad mensual, 
tales como: primas de vacaciones, de navidad y dotación del personal docente y administrativo según Ley 70 de 1988.

(…)

2.1. Transferencia de la participación para educación  del S.G.P. a los Departamentos

(…)

Con los recursos de prestación de servicios los departamentos deberán cancelar:

•	 Los costos del personal docente, directivo docente y administrativo de los establecimientos educativos oficiales y los 
costos de los contratos/convenios de prestación de servicios reconocidos en el año 2002 a los departamentos y  municipios 
no certificados.

Para efectos de mantener la cobertura y la permanencia de los niños en el sistema educativo,  la renovación de los contratos/
convenios de prestación de servicios a que hace referencia el párrafo anterior se deberán ajustar a los términos previstos 
en el Decreto 1528 de julio 24 de 2002.

•	 Gastos generales asociados a la prestación del servicio de los establecimientos educativos, tales como: servicios 
públicos, mantenimiento, comunicaciones y transporte, materiales y suministros, dotaciones escolares, impresos y 
publicaciones, arrendamientos y la dotación de los docentes y administrativos según la Ley 70 de 1988 y sus decretos 
reglamentarios.

Adicionalmente se podrán pagar las comisiones bancarias y los impuestos prediales de los establecimientos educativos.

2.2. Transferencia de la participación para educación del S.G.P. a los Municipios Certificados

(…).
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Con los recursos para prestación de servicio los municipios certificados deberán cancelar prioritariamente:

•	 Los costos del personal docente, directivo docente y administrativo de los establecimientos educativos oficiales de su 
jurisdicción y los costos de los contratos/convenios de prestación de servicios reconocidos en el año 2002.

Los recursos para calidad deben destinarse a los siguientes conceptos de gasto:

•	 Dotaciones de los establecimientos educativos: mobiliario, textos, bibliotecas, materiales didácticos y audiovisuales.

•	 Construcción, mantenimiento y adecuación de establecimientos educativos.

•	 Servicios públicos y funcionamiento de los establecimientos educativos municipales.

Como lo establece el parágrafo 2º. del artículo 15 de la Ley 715 de 2001, una vez cubiertos los costos de la prestación 
del servicio educativo, los municipios certificados  podrán destinar  recursos  de la participación en educación al pago 
de transporte escolar, cuando las condiciones geográficas lo requieran para garantizar el acceso y la permanencia en el 
sistema  educativo de niños pertenecientes a los estratos más pobres.  Así mismo, en caso de ser necesario podrán destinar 
recursos para complementar los costos de los programas de alimentación escolar, en los términos previstos en la Directiva 
Ministerial No. 13 de abril 11 de 2002.

2.3 Transferencia de la participación para educación del S.G.P. a los Municipios no Certificados

(…)

Los recursos de calidad se pueden invertir en los siguientes conceptos de gasto:

•	 Dotaciones de los establecimientos educativos:  mobiliario, textos, bibliotecas, materiales didácticos y audiovisuales.

•	 Construcción, mantenimiento y adecuación  de establecimientos educativos.

•	 Servicios públicos y funcionamiento de los establecimientos educativos municipales.

Los municipios no certificados podrán destinar  recursos  de la participación en educación al pago de transporte escolar, 
cuando las condiciones geográficas lo requieran para garantizar el acceso y la permanencia en el sistema  educativo 
de niños pertenecientes a los estratos más pobres.  Así mismo, en caso de ser necesario podrán destinar recursos para 
complementar los costos de los programas de alimentación escolar, en los términos previstos en la Directiva Ministerial 
No. 13 de abril 11 de 2002.

2.4. Transferencia de la participación para educación del S.G.P. a los Distritos

(…)

Con estos recursos los Distritos deberán atender los pagos del personal docente, directivo docente y administrativo de los 
establecimientos educativos y destinar recursos para calidad de la educación.

3. Prioridad de pagos

Los pagos con los recursos del Sistema General de Participaciones se deben concentrar prioritariamente  en los siguientes 
conceptos de gasto:

•	 Pagos del personal docente, directivo docente y administrativo, con sus correspondientes prestaciones sociales y las 
contribuciones inherentes a la nómina.

•	 Pagos de servicios públicos y gastos de funcionamiento de los establecimientos educativos.

4. Rendimientos financieros 

En virtud del artículo 91 de la Ley 715 de 2001 , los rendimientos financieros de los recursos de la participación para 
educación  del Sistema General de Participaciones se invertirán en mejoramiento de la calidad.

5. Control y Seguimiento 

Según lo dispuesto en el Artículo 5º. Numeral  5.9  de la Ley 715 de 2001, a la Nación le corresponde evaluar la gestión 
financiera, técnica, y administrativa del sector educativo en las entidades territoriales y el impacto de su actividad en la 
sociedad.

En este sentido, los departamentos, distritos y municipios certificados deberán remitir al Ministerio de Educación Nacional 
– Dirección de Planeación la siguiente documentación:
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•	 Actos administrativos por el cual se incorpora, liquida y distribuye el presupuesto del Sistema General de Participaciones 
para educación.

•	 Informes mensuales sobre la ejecución de los recursos del Sistema General de Participaciones en los diez primeros días 
del mes siguiente, con los actos administrativos que sustentan las modificaciones presupuestales.

6. Ajustes al Presupuesto del Sistema General de Participaciones para  Educación durante la vigencia 2003.

En caso de ser necesario ajustar la partida del Sistema General de Participaciones como resultado de la programación 
presupuestal de éstos recursos, bien sea adicionar o reducir la cuantía de las apropiaciones del presupuesto de la vigencia,  
estas modificaciones deberán ser presentadas ante la Asamblea o Concejo para su aprobación o tramitarlas directamente 
en los casos en que haya facultades, conforme con el Estatuto de Presupuesto de la entidad territorial, el cual debe ser la 
adaptación del Decreto 111 de 1996.

7. Consideraciones Generales

•	 Los recursos asignados a los municipios certificados y no certificados para calidad de la educación no podrán ser 
destinados a cancelar gastos de personal o contratos por servicios personales indirectos (personal supernumerario, 
honorarios, jornales, remuneración servicios técnicos).

(…)

•	 Los recursos por concepto de derechos académicos que dejen de percibir los establecimientos educativos oficiales, por 
haber decretado las entidades territoriales la gratuidad en la educación, no podrán ser sustituidos con los recursos de 
la participación para educación del Sistema General de Participaciones.

•	 De conformidad con el artículo 92 de la Ley 715 de 2001, el pago del servicio de la deuda contraída por los distritos 
y municipios con entidades financieras para desarrollar proyectos de infraestructura escolar, podrá ser cubierta con 
cargo a los recursos de la participación para educación  del Sistema General de Participaciones.

•	 Con los recursos del Sistema General de Participaciones,  una vez cubiertas las prioridades de pago, se podrán destinar 
recursos para financiar los costos que se deriven de la implantación del sistema de información del sector educativo, 
con excepción de los gastos recurrentes de mantenimiento y operación del sistema.”

Con el propósito de establecer orientaciones para el manejo de los recursos del Sistema General de 
Participaciones - destinados a la calidad de la educación, incluyendo los de gratuidad para los estudiantes 
de sisben I y II, en situación de desplazamiento e indígenas, el  Ministerio de Educación Nacional expidió 
la Directiva Ministerial 12  de 2008, en la cual se plantea lo siguiente:

“(…) Asignación de recursos para Calidad

Los recursos del Sistema General de Participaciones (SGP) destinados a la calidad educativa los distribuye el CONPES a 
distritos, municipios certificados y no certificados teniendo en cuenta la población matriculada en el sector oficial en el año 
anterior y las condiciones económico-sociales de las entidades, las cuales se reflejan en valores per cápita diferenciales.

En el presente año, se adicionaron a estos recursos unos montos dirigidos a garantizar la gratuidad de los estudiantes de 
SISBEN I y II, en condición de desplazamiento e indígenas, los cuales deben ser girados a los establecimientos educativos 
que los atienden de acuerdo con los registros de matricula…

(…)

Para el segundo semestre del 2008 y los siguientes años, el Ministerio de Educación Nacional ajustará la asignación 
realizada en el CONPES 112, teniendo en cuenta los siguientes criterios:

•	 Estudiantes que se encuentren registrados en el SINEB durante el año inmediatamente anterior y estén incluidos en la 
última actualización de la base del SISBEN, clasificados en los niveles I y II.

•	 Estudiantes en condición de desplazamiento que se encuentren registrados en el SINEB durante el año inmediatamente 
anterior y crucen con la información del sistema de información de población desplazada (SIPOD).

•	 Estudiantes indígenas registrados en el SINEB durante el año inmediatamente anterior y que crucen con el registro del 
sistema de salud de comunidades indígenas del Ministerio de la Protección Social.
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Si un estudiante aparece en varios cruces sólo se reconocerá una vez.

Uso de los recursos de calidad

Los recursos asignados para la calidad de la educación deben ser destinados a los siguientes conceptos de gasto24  1:

•	 Dotación pedagógica de los establecimientos educativos: mobiliario, textos, bibliotecas, materiales didácticos y 
audiovisuales.

•	 Acciones de mejoramiento de la gestión académica enmarcadas en los Planes de Mejoramiento Institucional.

•	 Construcción, mantenimiento y adecuación de establecimientos educativos.

•	 Servicios públicos y funcionamiento de los establecimientos educativos oficiales.

•	 Estos recursos no podrán ser destinados a cancelar gastos de personal o contratos por servicios personales indirectos 
(personal supernumerario, honorarios, jornales, remuneración de servicios técnicos).

•	 Pueden ser destinados al pago del servicio de transporte escolar cuando las condiciones geográficas lo requieran para 
garantizar el acceso y la permanencia en el sistema educativo de niños, niñas y jóvenes pertenecientes a los estratos más 
pobres. En caso que sea necesario, también pueden destinar recursos para complementar los programas de alimentación 
escolar, de acuerdo con lo establecido en la directiva ministerial No. 13 de 2002.

El municipio está en la obligación de transferir a los Fondos de Servicios Educativos (FSE) de los establecimientos educativos 
los recursos asignados para gratuidad mediante acto administrativo. Los valores deben ser los que estipule el CONPES y 
pueden consultarse en la página web del Ministerio de Educación Nacional. La administración de estos recursos deberá 
sujetarse a la normatividad existente para los FSE25. 

En caso que un establecimiento educativo no tenga constituido el FSE, la entidad territorial certificada deberá establecerlo 
o promoverá la firma de un convenio con un FSE existente, aplicando criterios de eficiencia. Los municipios no certificados, 
deberán reportar a la secretaría de educación departamental los giros que realicen a cada uno de los FSE y sus respectivos 
montos.

Los establecimientos que reciban estos recursos no podrán exigir pagos por ningún concepto a la población incluida en este 
cálculo, para lo cual el Ministerio remitirá al municipio el respectivo listado de la población. Igualmente, están obligados 
a reportar su ejecución trimestralmente al municipio y éste a su vez a la secretaría de educación del departamento cuando 
se trate de municipios no certificados. Las entidades territoriales certificadas, deben reportar al Ministerio de Educación 
Nacional en el marco del sistema de monitoreo al uso de los recursos del SGP.

Los recursos destinados al reconocimiento de la gratuidad deberán ser invertidos en los mismos objetos de gasto que los 
recursos de calidad mencionados anteriormente.

En virtud del artículo 91 de la Ley 715 de 2001, los rendimientos financieros de los recursos de la participación para educación 
del SGP se invertirán en mejoramiento de la calidad. Así mismo, los rendimientos generados por los recursos girados a 
los municipios que a la fecha de la expedición de la presente directiva no hayan sido asignados a los establecimientos 
destinatarios de los mismos; estos recursos deben ser sumados al monto asignado por la Nación.”

3.5.22. Transporte escolar

Respecto al transporte escolar el artículo 15 de la Ley 715 de 2001 y la Directiva 04 de 2003 del Ministerio 
de Educación Nacional, establecen que las entidades territoriales destinarán recursos   de la Participación en 
Educación al pago de transporte escolar  cuando las condiciones geográficas lo requieran para garantizar el 
acceso y la permanencia en el sistema educativo de los niños pertenecientes a los estratos más pobres. 

Es importante tener en cuenta que el transporte escolar es una modalidad que corresponde al Servicio Público 
de Transporte Terrestre Especial, el cual está reglamentado por los Decretos 174 de 2001 y 805 de 2008. 

24 Guía para la administración de los recursos del sector educativo - Guía N° 8 del Ministerio de Educación Nacional.
25 Decreto 992 de 2002 y cualquier norma que lo modifique.
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En primer lugar, el Decreto 174 de 2001, por el cual se reglamenta el Servicio Público de Transporte Terrestre 
Automotor Especial, dispone, entre otras normas, lo siguiente:

(…)

“Artículo 4º. Transporte público. De conformidad con el artículo 3º de la Ley 105 de 1993, el transporte público es una 
industria encaminada a garantizar la movilización de personas o cosas, por medio de vehículos apropiados, en condiciones 
de libertad de acceso, calidad y seguridad de los usuarios y sujeto a una contraprestación económica.

Artículo 5º. Transporte privado. De acuerdo con el artículo 5º de la Ley 336 de 1996, transporte privado es aquel que 
tiende a satisfacer necesidades de movilización de personas o cosas dentro del ámbito de las actividades exclusivas de las 
personas naturales o jurídicas.

Cuando no se utilicen equipos propios, la contratación del servicio de transporte deberá realizarse con empresas de 
transporte público legalmente constituidas y debidamente habilitadas.

Artículo 6º. Servicio público de transporte terrestre automotor especial. Es aquel que se presta bajo la responsabilidad de 
una empresa de transporte legalmente constituida y debidamente habilitada en esta modalidad, a un grupo específico de 
personas ya sean estudiantes, asalariados, turistas (prestadores de servicios turísticos) o particulares, que requieren de un 
servicio expreso y que para todo evento se hará con base en un contrato escrito celebrado entre la empresa de transporte 
y ese grupo específico de usuarios.

(…)

Artículo 10º. Habilitación. Las empresas legalmente constituidas, interesadas en prestar el Servicio Público de Transporte 
Terrestre Automotor Especial, deberán solicitar y obtener habilitación para operar. La habilitación lleva implícita la 
autorización para la prestación del Servicio Público de Transporte en esta modalidad.

(…)

Artículo 17. Obligatoriedad. De conformidad con los artículos 994 y 1003 del Código de Comercio, las empresas de 
Transporte Público Terrestre Automotor Especial deberán tomar por cuenta propia, con una compañía de seguros autorizada 
para operar en Colombia, las pólizas de seguros de responsabilidad civil contractual y extracontractual que las ampare 
contra los riesgos inherentes a la actividad transportadora, así:

1.	 Póliza de responsabilidad civil contractual que deberá cubrir al menos, los siguientes riesgos:

a)	Muerte;

b) Incapacidad permanente;

c) Incapacidad temporal;

d) Gastos médicos, quirúrgicos, farmacéuticos y hospitalarios.

El monto asegurable por cada riesgo no podrá ser inferior a 60 smmlv por persona.

2. Póliza de responsabilidad civil extracontractual que deberá cubrir al menos los siguientes riesgos:

a) Muerte o lesiones a una persona;

b) Daños a bienes de terceros;

c) Muerte o lesiones a dos o más personas.

El monto asegurable por cada riesgo no podrá ser inferior a 60 smmlv por persona.

(…)

Artículo 21. Radio de acción. El radio de acción de las empresas de Transporte Público Terrestre Automotor Especial será 
de carácter Nacional, incluyendo los perímetros Departamental, Metropolitano, Distrital y/o Municipal.

Artículo 22. Contratación. El servicio Público de Transporte Terrestre Automotor Especial, sólo podrá contratarse con 
empresas de transporte legalmente habilitadas para esta modalidad, y en ningún caso se podrá prestar sin sujeción a un 
contrato escrito y se prestará bajo las condiciones estipuladas por las partes.
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Artículo 23. Extracto del contrato. Durante toda la prestación del servicio, el conductor del vehículo deberá portar en 
papel membreteado de la empresa y firmado por el representante legal de la misma, un extracto del contrato que contenga 
como mínimo los siguientes datos:

1. Nombre de la entidad contratante.

2. Duración del contrato, indicando su fecha de iniciación y terminación.

3. Objeto del contrato.

4. Origen y destino.

5. Placa, marca, modelo y número interno del vehículo.

Parágrafo. El Ministerio de Transporte diseñará el “Formato Único de Extracto del Contrato” y establecerá la ficha 
técnica para su elaboración y los mecanismos de control correspondientes.

(…)

Artículo 26. Colores distintivos. Los vehículos deberán llevar los colores verde y /o blanco distribuidos a lo largo y ancho 
de la carrocería.

Artículo 27. Específicos para el transporte de estudiantes. Las empresas de Transporte Público Terrestre Automotor Especial 
que se dediquen al transporte de estudiantes, además de lo mencionado en el artículo anterior, según el caso, deben pintar 
en la parte posterior de la carrocería del vehículo franjas alternas de diez (10) centímetros de ancho en colores amarillo 
y negro, con inclinación de 45 grados y una altura mínima de 60 centímetros.

Igualmente, en la parte superior trasera y delantera de la carrocería en caracteres destacados, de altura mínima de 10 
centímetros, deberán llevar la leyenda «Escolar».

Artículo 28. Protección a los estudiantes. Con el fin de garantizar la protección de los estudiantes, durante todo el recorrido 
en la prestación del servicio de transporte, los vehículos dedicados a este servicio deberán llevar un adulto en representación 
de la entidad docente.

(…)

 (…)

Artículo 60. Tipología vehicular. El servicio escolar en vehículos particulares podrá prestarse en equipos clase automóvil, 
microbús, camioneta, bus y buseta y en ningún caso el modelo del vehículo podrá superar los veinte (20) años de edad.

En zonas urbanas consideradas de difícil acceso por sus condiciones topográficas y viales y en zonas rurales, se podrá 
continuar prestando el servicio en vehículos clase campero.

Parágrafo. Los equipos destinados al servicio escolar en vehículos particulares, deberán efectuar su revisión técnico-
mecánica anualmente, de acuerdo con la programación que para tal fin establezcan las autoridades de transporte 
competentes.

(…)

Artículo 68. Transporte escolar privado. En cumplimiento del artículo quinto de la Ley 336, dentro del ámbito del transporte 
privado, los establecimientos educativos podrán continuar prestando el servicio de transporte exclusivamente a sus alumnos, 
siempre que los equipos sean propiedad del establecimiento educativo.

Parágrafo. En todo caso es obligación del establecimiento educativo mantenerlo en óptimas condiciones mecánicas y de 
seguridad y cumplir con los distintivos y requisitos especiales establecidos en los artículos 61, 62 y 63 de este decreto.

Los vehículos de propiedad del establecimiento educativo, destinados al transporte privado de sus estudiantes, deberán 
efectuar su revisión técnico-mecánica anualmente, de acuerdo con la programación que para tal fin establezcan las 
autoridades de transporte competentes.

Artículo 69. Obligatoriedad de los seguros. A partir de la publicación del presente decreto, las pólizas de seguros en éste 
señaladas se exigirán a todas las empresas, con licencia de funcionamiento vigente o que se encuentren habilitadas y 
serán en todo caso requisito y condición necesaria para la prestación del servicio de transporte por parte de sus vehículos 
vinculados o propios. (…)”



PARTICIPACIÓN PARA EDUCACIÓNCAPÍTULO III

126

En segundo lugar, el Decreto 805 de 2008, por el cual se adoptan unas medidas especiales para la prestación del 
servicio de transporte escolar”, que modifica parcialmente el Decreto 174 de 2001, establece lo siguiente: 

CAPÍTULO I

Prestación del servicio de transporte escolar en municipios de más de treinta mil habitantes

Artículo 1°. Transporte escolar. En los municipios con población superior a treinta mil (30.000) habitantes, las personas 
naturales que conforme a lo dispuesto por los Decretos 1449 de 1990, 1556 de 1998 y 174 de 2001 destinaron sus vehículos 
de servicio particular al transporte escolar, podrán prestar dicho servicio hasta el 31 de diciembre del año 2010, siempre 
y cuando se encuentren vinculados a empresas habilitadas para la prestación del servicio público de transporte especial y 
sean autorizados por el Ministerio de Transporte, previa la acreditación de los siguientes requisitos:

1. 	Solicitud dirigida a la Dirección Territorial competente del Ministerio de Transporte, suscrita por el representante legal 
de la empresa de donde va a operar el vehículo.

2. 	Copia del permiso de transporte escolar vigente al 31 de diciembre de 2007.

3. 	Copia del contrato de prestación del servicio celebrado entre la empresa y los padres de familia o la entidad contratante 
del servicio o el grupo específico de usuarios.

4. 	Licencia de tránsito del automotor.

5. 	Seguro Obligatorio de Accidentes de Tránsito- SOAT y certificado de revisión técnico-mecánica y de gases vigentes.

6. 	Certificación del sistema de comunicación bidireccional entre el contratante del servicio y el conductor del vehículo.

7. 	Copia de las pólizas de responsabilidad civil contractual y extracontractual vigentes, exigidas en el presente decreto.

8. 	Informar al Ministerio de Transporte la jurisdicción del municipio donde se prestará el servicio escolar.

Una vez verificado el cumplimiento de estos requisitos por parte de la dirección territorial competente, esta expedirá el 
permiso para la prestación del servicio.

Artículo 2°. Los propietarios de los vehículos de placa particular de servicio escolar que obtuvieron el permiso 
correspondiente, sólo podrán realizar la reposición o renovación del vehículo por otro nuevo o de mejores condiciones de 
operación, siempre que este sea de servicio público y cumpla con las condiciones de homologación y edad exigidas para 
el servicio público de transporte especial.

CAPÍTULO II

Prestación del servicio de transporte escolar en municipios hasta de treinta mil habitantes

Artículo 3°. En los municipios con población total hasta de treinta mil (30.000) habitantes, las personas naturales que destinen 
sus vehículos de servicio particular al transporte escolar rural, podrán prestar dicho servicio hasta el 31 de diciembre del 
año 2010, siempre y cuando obtengan permiso de la autoridad municipal para operar dentro de su jurisdicción, previa 
acreditación de los siguientes requisitos:

1. Solicitud dirigida a la autoridad de transporte municipal, suscrita por el propietario del vehículo.

2. Copia del contrato de prestación del servicio celebrado entre el propietario del vehículo y los padres de familia o la 
entidad contratante del servicio.

3. Licencia de tránsito del automotor.

4. Seguro Obligatorio de Accidentes de Tránsito- SOAT y certificado de revisión técnico-mecánica y de gases vigentes.

5. Certificación del sistema de comunicación bidireccional entre el contratante del servicio y el conductor del vehículo.

6. Copia de las pólizas de responsabilidad civil contractual y extracontractual vigentes, exigidas en el presente decreto.

Parágrafo. El permiso para prestar el servicio de transporte escolar rural será expedido únicamente al propietario del 
vehículo automotor, siempre y cuando este sea a la vez el conductor, acreditando esta condición con las licencias de tránsito 
y de conducción.
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CAPÍTULO III

Disposiciones comunes

Artículo 4°. Los vehículos particulares autorizados para prestar el servicio escolar en virtud del presente decreto, podrán 
operar exclusivamente en la jurisdicción del municipio, distrito o área metropolitana para el cual fue autorizado. Cuando la 
residencia del escolar o la sede del establecimiento educativo se encuentre situada en jurisdicción de un municipio contiguo 
se podrá extender su operación únicamente en el recorrido entre la sede del establecimiento y la residencia del escolar.

Artículo 5°. Renovación del permiso. El permiso otorgado por las autoridades competentes tendrá una vigencia de un año, 
renovable hasta por el mismo término, el cual no puede superar el 31 de diciembre de 2010. Para los efectos pertinentes 
se deberán acreditar los requisitos de los artículos 1° y 3°, según el caso, y los vehículos cumplan con la edad prevista en 
el artículo 7° del presente decreto.

Artículo 6°. Pólizas de seguro. Las condiciones de las pólizas de responsabilidad civil contractual y extracontractual 
exigidas en los numerales 7 del artículo 1° y 6 del artículo 3° del presente decreto, serán las siguientes:

1. Póliza de responsabilidad civil contractual: Deberá cubrir al menos, los siguientes riesgos:

a) Muerte;

b) Incapacidad permanente;

c) Incapacidad temporal;

d) Gastos médicos, quirúrgicos, farmacéuticos y hospitalarios.

El monto asegurable por cada riesgo no podrá ser inferior a 60 s.m.m.l.v. por persona.

2.	 Póliza de responsabilidad civil extracontractual: Deberá cubrir al menos, los siguientes riesgos:

a) Muerte o lesiones a una o más personas;

b) Daños a bienes de terceros.

El monto asegurable por cada riesgo de seguro no podrá ser inferior a 60 s.m.m.l.v. por persona.

Artículo 7°. Equipos. El servicio escolar en vehículos particulares podrá prestarse en automóvil, microbús, campero, 
camioneta, buseta y bus, cuya antigüedad no podrá superar los diez (10) años de edad.

Parágrafo. Los equipos destinados al servicio escolar en vehículos particulares, deberán efectuar la revisión técnico-
mecánica y de gases anualmente, de acuerdo con las normas vigentes para el servicio público.

Artículo 8°. Condiciones de operación. Para la prestación del servicio escolar, los vehículos autorizados por el Ministerio 
de Transporte y por la autoridad local, deberán cumplir las siguientes condiciones:

1. 	 El conductor del vehículo debe portar el permiso expedido por la autoridad competente.

2. 	 No se admitirán pasajeros de pie en ningún caso.

3. 	 Cada pasajero ocupará un (1) puesto.

4. 	 El número de ocupantes del vehículo no debe superar la capacidad establecida en la licencia de tránsito.

5. 	 Los estudiantes deberán ir acompañados de un adulto durante toda la operación del servicio.

6. 	 El conductor debe disponer de un sistema de comunicación bidireccional, el cual debe ser conocido por los padres de 
familia y el plantel educativo.

7. 	 La parte posterior de la carrocería del vehículo, debe pintarse de franjas alternas de diez (10) centímetros de ancho 
en colores amarillo y negro, con inclinación de 45 grados y una altura mínima de 60 centímetros.

 	 Adicionalmente en la parte superior delantera y trasera de la carrocería deberá llevar pintado en caracteres destacados, 
de una altura mínima de diez (10) centímetros, la leyenda Escolar.

8. 	 Mantener vigente las pólizas de seguros contemplados en el presente decreto.

9. 	 En ningún caso los vehículos de transporte escolar podrán transitar a velocidades superiores a 40 kilómetros por hora, 
durante la prestación de este servicio.

10.	Por ningún motivo se deben transportar simultáneamente pasajeros escolares y carga.
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Artículo 9°. Las condiciones de operación previstas en los numerales 2 al 10 del artículo 8° del presente decreto, aplican 
de igual manera para la prestación del transporte escolar por parte de las empresas habilitadas en el servicio público de 
transporte terrestre automotor especial, de que trata el Decreto 174 de 2001.

Artículo 10º. Control y vigilancia. La Superintendencia de Puertos y Transporte y las autoridades de transporte municipal, 
distrital y metropolitano según su competencia, serán las encargadas de velar por el estricto cumplimiento de las disposiciones 
establecidas en el presente decreto y aplicar el régimen sancionatorio por infracción a las normas de transporte.

Parágrafo. El régimen de sanciones por infracciones a las disposiciones del presente decreto, será el establecido en el 
Decreto 3366 de 2003 o la norma que lo modifique o sustituya en lo que sea pertinente.

Artículo  11. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación y deroga los artículos 54 a 64 del Decreto 174 
de 2001.”

Con base en lo anterior, se debe tener presente que el municipio tiene la responsabilidad de garantizar las 
condiciones del servicio de transporte escolar, para que este sea prestado conforme a las disposiciones vigentes 
sobre la materia, velando en todo caso por el bienestar y la seguridad de los estudiantes.

3.5.23.  Condiciones del reporte de información para la implementación de la primera 
etapa del Sistema de Información del Sector Educativo

El Ministerio de Educación Nacional expidió la Resolución 166 del 4 de febrero de 2003, mediante la cual 
se establecen las condiciones del reporte de información para la implementación de la primera etapa del 
Sistema de Información del Sector Educativo, en los siguientes términos:

“Artículo 1º. información que se reportará durante la primera etapa de implementación del sistema de información. Cada 
departamento y distrito reportará la siguiente información para la implementación de la primera etapa del sistema de 
información del sector educativo:

Directorio de establecimientos: se reportará información de las instituciones educativas privadas y públicas siguiendo el 
formato que se presenta en el Anexo 1.

Matrícula de estudiantes del sector Oficial:  se reportará la información de la matrícula del año corriente y los indicadores 
de cobertura para las instituciones educativas públicas y para aquellas privadas que atienden estudiantes bajo el sistema 
de subsidios, siguiendo el formato que se presenta en el Anexo 2. La fecha de corte para calcular los datos solicitados 
será el 30 de marzo de cada año para las instituciones educativas de Calendario A y el 30 de octubre de cada año para las 
instituciones educativas de Calendario B.

Planta de personal docente y administrativo: se reportará la información del estado de la planta docente y administrativa 
de las instituciones educativas públicas de la entidad territorial, siguiendo el formato que se presenta en el Anexo 3.

Composición y valor de al nómina de personal docente, directivo docente y administrativo: se reportará la información 
de la nómina de las instituciones educativas públicas y de las secretarías de educación de acuerdo con lo establecido en 
el Anexo 4.

Matrícula de estudiantes del sector No Oficial:  se reportará la información de la matrícula del año corriente y los indicadores 
de cobertura para las instituciones educativas privadas, siguiendo el formato que se presenta en el Anexo 5. La fecha de 
corte para calcular los datos solicitados será el 30 de marzo de cada año para las instituciones educativas de Calendario 
A y el 30 de octubre de cada año para las instituciones educativas de Calendario B.

Parágrafo 1º. la información debe entregarse en archivo plano, archivo Excel, archivo en Access o base de datos en Oracle, 
siguiendo las convenciones de nombres, codificaciones y tipos de variables que se establecen en los Anexos 1 a 5 de la 
presente Resolución.

Parágrafo 2º. Como propuesta para los niveles departamental, distrital y municipal sobre la información mínima que 
deben administrar para cumplir con lo establecido en el presente artículo en cuanto al Directorio de Establecimientos y 
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la información de Matrículas, en el Anexo 6 se presenta un formato con la propuesta de variables. Dicho formato podrá 
ser ajustado con base en las necesidades particulares de cada entidad territorial y con las bases de datos y sistemas de 
información que tengan implementados.

Artículo 2º. Cronograma de reporte de información. El calendario anual de entrega de información al Ministerio, tanto 
para instituciones educativas calendario A como B, será el siguiente:

•	 Directorio de instituciones educativas: Febrero 28

•	 Matrícula sector oficial:  Abril 25

•	 Planta de personal docente y administrativa: Mayo 15

•	 Composición y valor de la nómina de personal docente, directivo docente y administrativo: Mayo 15

•	 Matrícula sector no oficial: Mayo 30

Artículo 3º. CALIDAD DE LA INFORMACIÓN. Para efectos de garantizar la calidad de la información se implementarán 
los siguientes mecanismos:

a)	La información solicitada a los departamentos y distritos en el Artículo 1, se entregará a la Secretaría General del 
Ministerio de Educación Nacional acompañada de una certificación de calidad de la información. La certificación deberá 
cumplir con las siguientes condiciones: a) estar firmada por el Secretario de Educación y el jefe de la oficina responsable 
de la actualización de la información; b) describir los mecanismos de verificación de calidad de la información que la 
entidad territorial implementó; c) describir los resultados de la verificación de información de los estudiantes y de los 
funcionarios administrativos y docentes contra la base de datos de la Registraduría Nacional; y d) anexar copia de las 
certificaciones que a su vez firmaron los secretarios de educación municipal.

b)	La Dirección de Planeación del Ministerio de Educación realizará análisis de consistencia de la información de matrícula 
con base en la información de comportamiento de la matrícula para el ente territorial que se esté analizando y en los 
indicadores de crecimiento y migración de la población que publica el DANE. La Dirección de Planeación contratará 
auditorias para verificar la calidad de la información reportada por las entidades territoriales mediante visitas a las 
secretarías de educación y a las instituciones educativas de las entidades territoriales. Las secretarías de Educación 
tendrán la obligación de facilitar el trabajo de las auditorias contratadas por el Ministerio, así como de suministrar a 
sus representantes la información necesaria para el cumplimiento de sus funciones.

c)	 Para aquellos entes territoriales que entreguen información inexacta o de mala calidad (ver el Parágrafo 2 del presente 
Artículo), el Ministerio, a través de la Secretaría General, otorgará un plazo no mayor a diez días hábiles, contados a 
partir de la fecha de notificación que el Ministerio hará a la Secretaría de Educación con el resultado del análisis de 
calidad efectuado, para que la Secretaría efectúe los ajustes requeridos y remita la información corregida a la Secretaría 
General del MEN. En caso de que una vez verificada la información por parte de la Dirección de Planeación, se 
encuentre información inexacta o de mala calidad (ver el Parágrafo 2 del presente Artículo), el Ministerio emprenderá 
las acciones administrativas y legales para investigar a los responsables del manejo de la información y de los secretarios 
de educación que avalaron con su firma el reporte de la información.

d)	De acuerdo con lo establecido en el Capítulo IV, Artículo 16, numeral 16.1.2 de la Ley 715 de 2001, cuando la 
Nación constate que debido a deficiencias de la información, una entidad territorial recibió más recursos de los que 
le correspondería de conformidad con la población atendida y la asignación por alumno que defina el Ministerio de 
Educación, su participación deberá reducirse hasta el monto que efectivamente le corresponda. Cuando esta circunstancia 
se presente, los recursos girados en exceso se deducirán de la asignación del año siguiente.

Parágrafo 1º. La base de datos de la Registraduría Nacional está disponible en la Dirección de Planeación del Ministerio 
de Educación y éste será responsable de notificar a las secretarías de educación departamentales y distritales sobre las 
nuevas actualizaciones.

Parágrafo 2º. Como se definió en el Decreto No. 1526 del 24 de Julio de 2002, se considera información inexacta o de mala 
calidad: i) aquella que se aparta en más o menos un 5% de la información que representa en forma exacta la realidad, 
cuando se trata de información de naturaleza cuantitativa; ii)  la información que ha sido elaborada sin tener en cuenta 
y verificar los hechos a que ella se refiere, ya sea que coincida o no con la realidad a describir; y iii) la información 
suministrada que no coincida con la realidad a describir.
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El cálculo del porcentaje de calidad de la información reportada se hará para cada tema de información definido en el 
Artículo 1 de la presente Resolución y la fórmula de cálculo será:

La oportunidad en la entrega de información es un parámetro de calidad de la información. Por consiguiente, el no cumplir 
con las fechas de entrega estipuladas en el Artículo 2 de la presente Resolución implicará el retraso en la verificación 
de calidad de la información por parte del MEN y en la corrección de inconsistencias por parte de la secretaría de 
educación.

Parágrafo 4º. Cada entidad territorial deberá definir los procedimientos y calendario de actividades para recoger la 
información de sus instituciones educativas y validar la calidad de la misma. Así mismo, de acuerdo con lo establecido 
en el Artículo 4 del Decreto No. 1526 del 2002, cada entidad territorial efectuará las auditorias que considere necesarias 
a la información y contrastará la información de población matriculada y del personal docente y administrativo con la 
información de la Registraduría Nacional.

Artículo 4º. RESPONSABILIDADES DE REPORTE DE INFORMACIÓN  DE LOS DIFERENTES NIVELES 
TERRITORIALES. Como lo establece el Decreto No. 1526 del 24 de julio de 2002, los municipios alimentarán su sistema con 
la información que les proporcionen las instituciones educativas y los departamentos lo harán a su vez con la información 
que le suministren los municipios.

El nivel nacional recibirá información de los departamentos y distritos. Para efectos de la presente Resolución, el Ministerio 
solicitará a los departamentos la consolidación de la información de todos sus municipios, incluidos los certificados, y 
cualquier información que requiera de los municipios o instituciones educativas se hará directamente al departamento o 
distrito correspondiente.”

Es importante tener en cuenta que la Resolución 166 de 2003, tiene seis (6) cuadros anexos para diligenciar 
la información que se debe remitir al Ministerio de Educación Nacional. Adicionalmente, cabe señalar que 
mediante Circular del 18 de abril de 2005, expedida por el mismo Ministerio se aclaran algunos aspectos 
relacionados con la Resolución 166 de 2003.

3.5.24. Reorganización de entidades territoriales que atienden población indígena

El Ministerio de Educación Nacional expidió la Directiva Ministerial 08  del 25 de abril de 2003, mediante 
la cual se establecen orientaciones para el proceso de reorganización de entidades territoriales que atienden 
población indígena, de la siguiente manera:

“El Ministerio de Educación Nacional, ante las múltiples consultas surgidas respecto de la aplicación y vigencia de la 
legislación concerniente a la prestación del servicio educativo en las comunidades indígenas del país, se permite hacer 
las siguientes consideraciones.

De conformidad con lo establecido en la Constitución Política de Colombia, en los artículos 7 y 8, el Estado reconoce y 
protege la diversidad étnica y cultural de la Nación. Así mismo, el artículo 10 dispone que la enseñanza que se imparta en 
las comunidades con tradición lingüística propia, será bilingüe; el artículo 67 reconoce a la educación como un derecho 
de la persona y un servicio público que tiene una función social, por tanto debe ser garantizada por el Estado.

A su vez, el artículo 68 señala que todos los grupos étnicos tendrán derecho a una formación que respete y desarrolle su 
identidad cultural.

No. de registros de información reportados con todos sus datos

completos y exactos (de acuerdo a lo solicitado en los Anexos 1 a 5)

No. de registros totales

x 100%
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Por otra parte, el Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo, ratificado por Colombia mediante la Ley 
21 de 1991, en sus artículos 6 y 7 establece expresamente la obligación de consultar a los pueblos interesados, mediante 
procedimientos apropiados y en particular a través de sus instituciones representativas, cada vez que se prevean medidas 
legislativas o administrativas susceptibles de afectarles directamente. Igualmente, dispone que el mejoramiento de las 
condiciones de vida, de trabajo, de salud y educación de los pueblos interesados, previa su participación y cooperación, 
deberá ser prioritario en los planes de desarrollo económico global de las regiones donde habitan.

En desarrollo de los preceptos constitucionales referidos, la Ley General de Educación (Ley 115 de 1994), al referirse al 
servicio educativo de los grupos étnicos define que éste debe estar ligado al ambiente, al proceso de producción social y 
cultural, con el debido respeto a sus creencias y tradiciones, el cual adicionalmente deberá estar orientado por los principios 
y fines generales de la educación, bajo los criterios de integralidad. interculturalidad, diversidad lingüística, entre otros.

El Gobierno nacional reglamentó la atención educativa a los grupos étnicos mediante el Decreto 804 de 1995, norma que 
se encuentra vigente, fijando como regla general de curriculum de la etnoeducación. La territorialidad, la autonomía, la 
lengua, la concepción de vida de cada pueblo y su historia e identidad según sus usos y costumbres El diseño y construcción 
del curriculum se hará con participación de la comunidad en general, la comunidad educativa en particular, sus autoridades 
y organizaciones tradicionales.

Conforme a lo expuesto debemos anotar que efectivamente tanto la Constitución Política, como las Leyes y Decretos 
reglamentarios, han reconocido el proyecto de vida etnoeducativo y han fijado, por consiguiente, unos criterios y principios 
particulares que rigen la misma. Así, la legislación nacional ha dispuesto excepciones en cuanto a las formalidades que 
deben cumplir los etnoeducadores, siendo criterio principal para su selección, el conocer la cultura e idioma de la comunidad 
en la cual se preste el servicio.

Reorganización de instituciones:

Para el proceso de reorganización en las entidades territoriales que tienen población indígena, deben tenerse en cuenta 
los siguientes lineamientos:

1. 	Para proceder a la fusión o asociación de establecimientos educativos para la conformación de instituciones educativas, 
se debe partir del análisis de la naturaleza jurídica de los establecimientos a fusionar para respetar el ejercicio de 
autoridad pública a la que correspondan, es decir, establecimientos departamentales, municipales o comunitarios, lo 
cual determina la autoridad competente para adoptar las decisiones. Así mismo, según lo estipulado en el Convenio 
169 de la OIT, estos procesos de fusión y asociación se debería concertar con las autoridades indígenas respetando sus 
proyectos educativos comunitarios.

	 La fusión o asociación debe en todo caso estar orientada a ofrecer como mínimo la educación del grado obligatorio de 
preescolar a 9. No obstante, teniendo en cuenta los proyectos de vida de las comunidades indígenas y las circunstancias 
de hecho que pueden impedir dicho fin, cuando no sea posible garantizar la prestación del servicio educativo para la 
totalidad de dichos grados, se permitirá proceder a la fusión, siempre y cuando la institución fusionada elabore un 
cronograma de trabajo que en el mediano plazo permita el cumplimiento del ciclo completo (preescolar y básica).

2. 	El calendario escolar que fije la entidad territorial certificada de acuerdo con lo establecido en el artículo 14 del 
decreto 1850 de 2002, incluirá los calendarios específicos para los indígenas que habitan en comunidades y territorios 
indígenas; estos calendarios deben ser elaborados por la respectiva entidad territorial en acuerdo con las comunidades 
indígenas, respetando su proyecto de vida. Para su modificación se seguirá el procedimiento establecido en el artículo 
15 del Decreto 1850 de 2002.

3. 	De conformidad con lo previsto en los artículos 62, 115 y 116 de la Ley 115 de 1994 y en las normas especiales vigentes que 
rigen la vinculación de etnoeducadores, para el nombramiento de docentes indígenas y de directivos docentes indígenas 
que presten sus servicios en sus respectivas comunidades, podrá exceptuarse del requisito del título de licenciado o de 
normalista y del concurso. 

	 En el evento de existir personal escalafonado, titulado o en formación dentro de los miembros del respectivo grupo étnico 
que se encuentre en capacidad y disponibilidad para prestar el servicio como etnoeducadores, éste tendrá prelación 
para ser vinculado (Artículo 12, Decreto 804 de 1995)

	 En consecuencia, de conformidad con lo previsto en el artículo 62 de la Ley 115 de 1994, las comunidades seleccionarán a 
educadores radicados en su territorio para que presten el servicio en sus comunidades En las comunidades con tradición 
lingüistica propia, el maestro debe ser bilingüe, para lo cual deberá acreditar conocimientos y manejo de la lengua de 
la comunidad y del castellano (Artículo 11, Decreto 804 de 1995)
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4. 	Los maestros financiados con recursos para resguardos del SGP (definidos en el artículo 83 de la Ley 715 de 2001) 
podrán seguirse financiando con estos recursos durante el año 2003.

	 En todo caso, cuando existan vacantes en las plantas de cargos respectivas con su correspondiente respaldo presupuesta!, 
y los pueblos y autoridades indígenas así lo determinen, estos docentes podrán ser incorporados a la planta de la entidad 
territorial, teniendo en cuenta lo establecido en los artículos 10 y 68 de la Constitución Nacional y el artículo 27 del 
convenio 169 de la OIT y los artículos 11 a 13 del Decreto 804 de 1995.

	 Para ello, se deberán cumplir los requisitos y parámetros establecidos en el decreto 3020 de 2002, a la luz de las 
particularidades de las respectivas comunidades y de acuerdo con su proyecto de vida.

	 Finalmente, y en todo caso, se deberá tener especial cuidado en dar cumplimiento a la legislación vigente referente a 
la participación de los grupos étnicos en la toma de las decisiones que les afectan directamente.”

Sobre el ingreso al servicio educativo estatal de docentes y directivos docentes para atención  la población 
indígena, la sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado, mediante concepto del 20 de octubre 
de 2005, radicación número 1.690, se pronunció en los siguientes términos:

“Referencia: ETNOEDUCADORES. INGRESO AL SERVICIO EDUCATIVO ESTATAL DE DOCENTES Y 
DIRECTIVOS DOCENTES PARA ATENCIÓN DE POBLACIÓN INDÍGENA. Aplicación de concurso, procedimiento 
y requisitos. Estatuto de Profesionalización Docente.

La señora Ministra de Educación Nacional, doctora Cecilia María Vélez White, solicita concepto de la Sala sobre el régimen 
jurídico que debe aplicarse para el acceso al servicio educativo estatal de los docentes y directivos docentes dedicados a 
la atención de grupos étnicos y, al efecto formula los siguientes interrogantes:

“1.	¿El ingreso a la carrera docente de etnoeducadores docentes y directivos docentes para la atención de población 
indígena debe realizarse mediante concurso público abierto, de acuerdo con lo establecido en el artículo 125 de la 
Constitución Política Nacional, el artículo 105 de la Ley 115 de 1994, y el artículo 8 del Decreto-Ley 1278 de 2002; 
o podrían excepcionarse del concurso sin que exista disposición de rango legal que así lo disponga?

2. 	 En el caso en que la selección de etnoeducadores docentes y directivos docentes para la atención de población 
indígena efectivamente deba realizarse mediante concurso abierto ¿Este concurso debe ajustarse a todas las etapas 
previstas en el Decreto-Ley 1278 de 2002, en su artículo 9, o tendría un carácter especial y por ende un procedimiento 
diferente? En tal caso, ¿Que autoridad puede establecerlo? ¿Las pruebas de aptitud, competencias básicas y prueba 
psicotécnica, establecidas en el artículo 9 del Decreto-Ley 1278 de 2002 serían aplicable a este concurso?

3. 	 ¿Para ingresar a la carrera docente los docentes y directivos docentes etnoeducadores que atiendan población indígena 
deben cumplir con los requisitos previstos en el artículo 105 y 116 de la Ley 115 de 1994, y 3 y 10 del Decreto-Ley 
1278 de 2002, o pueden excepcionarse de su cumplimiento sin que exista disposición de rango legal que así lo 
disponga?

4. 	 ¿Los docentes y directivos docentes etnoeducadores que atiendan población indígena que se vinculen como docentes 
estatales se rigen por las normas de inscripción, ascenso, evaluación y exclusión del Escalafón Docente establecidas 
en el Decreto-Ley 1278 de 2002?”

(…)

La Sala responde:

1. 	 El ingreso a la carrera docente de etnoeducadores docentes y directivos docentes para la atención de población indígena 
debe realizarse mediante concurso abierto especial, de acuerdo con lo establecido en el artículo 125 de la Constitución 
Política Nacional, la Ley 115 de 1994, y el Estatuto de Profesionalización Docente contenido en el Decreto-Ley 1278 
de 2002.

	 Solamente el legislador tiene competencia para crear excepciones a la regla constitucional de la selección por 
mérito.

2. 	 Las bases del concurso especial para la selección de los docentes y directivos docentes para atención de la población 
indígena, deben concertarse en la forma indicada en este concepto. El procedimiento general del artículo 9 del Estatuto 
de Profesionalización Docente y sus etapas deben respetarse en la forma allí estatuida. Sin embargo, podrán establecerse 
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nuevas etapas para incluir los elementos contenidos en el artículo 62 de la ley 115 de 1994, o bien, adicionar las etapas 
existentes con los citados elementos del artículo 62.

	 Un decreto reglamentario deberá establecer las bases del concurso, en el cual se precisará, entre otros temas, la forma 
y contenidos de las pruebas de aptitud, competencias básicas y prueba psicotécnica.

3. Para ingresar a la carrera docente los docentes y directivos docentes etnoeducadores que atiendan población indígena 
deben cumplir con los requisitos previstos en el artículo 105 y 116 de la Ley 115 de 1994, y 3, 10 y 21 del Decreto-Ley 
1278 de 2002. Sin embargo, los títulos de normalista superior en etnoeducación y de licenciado en etnoeducación, 
deben homologarse a los de normalista superior y licenciado en educación. Por tanto, servirán para acreditar esos 
requisitos en los concursos.

	 Igualmente, si el currículo formal contempla las materias específicas sobre “conocimientos básicos del respectivo grupo 
étnico” o enseñanza de la “lengua materna”, para dictar esas materias la obligación de presentar título de normalista 
superior o licenciado en educación, puede obviarse y en los requisitos del concurso específico, se dirá la forma de 
acreditar esos conocimientos.

	 El artículo 12 del decreto reglamentario 804 de 1995, no constituye por si mismo una excepción imperativa a la exigencia 
de títulos, pues esta materia requiere de ley que así lo disponga.

4. 	 Los docentes y directivos docentes etnoeducadores que atiendan población indígena que se vinculen como docentes 
estatales se rigen por las normas de inscripción, ascenso, evaluación y exclusión del Escalafón Docente establecidas 
en el Decreto-Ley 1278 de 2002.”

3.5.25. Competencias de la Nación y de las entidades territoriales para el pago de primas 
extralegales con recursos del Sistema General de Participaciones, de acuerdo con lo 
dispuesto en la Constitución Política de Colombia y la Ley 715 de 2001

El Ministerio de Educación Nacional expidió la Directiva Ministerial 14  del 14 de agosto  de 2003, mediante 
la cual se definen orientaciones en torno a las competencias de la Nación y de las entidades territoriales  
para  el  pago  de  primas extralegales con recursos del Sistema General de Participaciones, de acuerdo con 
lo dispuesto en la Constitución Política de Colombia y la Ley 715 de 2001. En dicha Directiva se expresa 
lo siguiente:

“Estimados Gobernadores, Alcaldes y Secretarios de Educación del país, con relación al asunto de la referencia, este 
Despacho considera pertinente aclararles lo siguiente;

A la luz de la Constitución Política de Colombia y la Ley 715 de 2001, no puede hacerse ningún pago con cargo al Sistema 
General de Participaciones, al personal docente, directivo docente y administrativo de las instituciones educativas del país, 
por fuera del régimen salarial y prestacional establecido por la Ley o de acuerdo con esta.

Así lo señala expresamente el artículo 38, inciso 3° de la ley 715 de 2001: «A los docentes, directivos docentes y funcionarios 
administrativos de los planteles educativos que se financien con recursos del Sistema General de Participaciones, sólo se 
/es podrá reconocer el régimen salarial y prestacional establecido por la ley o de acuerdo con esta.” (Resaltado fuera de 
Texto).

Para la correcta aplicación de la anterior disposición, es necesario tener en cuenta, que en la fijación del régimen salarial 
y prestacional de los servidores públicos del orden territorial, las Asambleas Departamentales y Concejos Municipales 
no pueden exceder los límites máximos señalados por el Gobierno nacional y el Congreso de la República en uso de las 
competencias atribuidas a éstos por la Constitución Política.

En efecto, la Ley 4a. de 1992, ley marco del régimen salarial y prestacional de los empleados públicos en Colombia, 
expedida por el Congreso de la República de acuerdo con la competencia especificada en el artículo 150, numeral 19, 
literal e) de la Constitución Política, señaló sin distinción alguna, que «Todo régimen salarial o prestacional que se 
establezca contraviniendo las disposiciones contenidas en la presente Ley o en los decretos que dicte el Gobierno nacional 
en desarrollo de la misma, carecerá de todo efecto y no creará derechos adquiridos.» (Art.10, Ley 4a. de 1992). (Resaltado 
fuera de texto).
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Con el mismo rigor, el artículo 12 de la misma ley, prescribió: «El régimen prestacional de los servidores públicos de las 
entidades territoriales será fijado por el Gobierno nacional, con base en las normas, criterios y objetivos contenidos en 
la presente Ley.

“En consecuencia, no podrán las corporaciones públicas territoriales arrogarse esta facultad.”

Y el parágrafo de esta norma dispuso, que en cuanto al régimen salarial de estos servidores, igualmente es el Gobierno 
nacional el competente para señalar el límite máximo salarial guardando equivalencias con cargos similares en el orden 
Nacional. (Resaltado fuera de texto)

La Corte Constitucional al hacer el estudio de constitucionalidad de este artículo, expresó que “La determinación de un 
límite máximo salarial, de suyo general, si bien incide en el ejercicio de las facultades de las autoridades territoriales, no 
las cercena ni las torna inocuas. Ni el Congreso ni el Gobierno sustituyen a las autoridades territoriales en su tarea de 
establecer las correspondientes escalas salariales y concretar los emolumentos de sus empleados. Dentro del límite máximo, 
las autoridades locales ejercen libremente sus competencias. La idea de límite o de marco general puesto por la Ley 
para el ejercicio de competencias confiadas a las autoridades territoriales, en principio, es compatible con el príncipio de 
autonomía. Lo contrario, llevaría a entronizar un esquema de autonomía absoluta, que el Constituyente rechazó al señalar: 
“Las entidades territoriales gozan de autonomía para la gestión de sus intereses, y dentro de los límites de la Constitución 
y la ley” (C.P. art. 287)” (Resaltado fuera de texto)(Sentencia C- 315 de 1995, Corte Constitucional).

Es de anotar que las competencias de las Corporaciones públicas territoriales en materia del régimen salarial y prestacional 
de sus empleados públicos, siempre han estado sujetas a la ley, no sólo en vigencia de la Constitución Política de 1991, 
sino también en vigencia de nuestro anterior ordenamiento constitucional.

Así lo ha manifestado categóricamente el Consejo de Estado al resolver varias consultas sobre el tema, de las cuales podemos 
citar, por ejemplo la del 27 de mayo de 1999, con ponencia de) Dr. Luis Camilo Osorio, en donde se anotó;

“(...).

Es decir, la competencia para fijar el régimen de prestaciones sociales de los servidores públicos municipales, tanto en 
vigencia de la Constitución de 1886 como de la actual, es de orden estrictamente legal. Por tanto, los concejos no pueden 
ejercer competencia en esta materia, la cual es privativa del congreso e indelegable por prohibición constitucional; por 
ello, los reglamentos que reconocieron prestaciones sociales por fuera de la ley o de las convenciones colectivas de trabajo, 
son contrarios al ordenamiento jurídico.» (Resaltamos)

En igual sentido la misma Corporación señaló en consulta publicada el 18 de julio de 2002, «a) De 1686 a 1968. (...) No 
existía norma, como tampoco ahora, que facultara a las entidades territoriales para establecer prestaciones sociales.

«b) A partir del Acto Legislativo No. 1 de 1968, el Congreso determinaba las escalas de remuneración correspondientes 
a las distintas categorías de empleos, así como el régimen de prestaciones sociales (Art.11). .... En todo caso, es claro que 
para esa época el régimen prestacíonal de los empleados públicos de todos los niveles - nacional, seccional o local - tenía 
única y exclusivamente carácter legal, no siendo viable su reconocimiento mediante actos jurídicos de distinto contenido 
- acuerdos, ordenanzas, actas convenio o convenciones colectivas.» (Resaltado fuera de texto)

De modo que para el Ministerio de Educación Nacional es claro, que para los efectos del artículo 38 de la Ley 715 de 
2001, inciso 3°, cualquier prima, bonificación, sobresueldo o cualquier otro emolumento decretado por las corporaciones 
públicas territoriales medíante ordenanzas o acuerdos, que no se halle dentro de los límites establecidos por la ley o el 
Gobierno nacional, no podrá pagarse con recursos del Sistema General de Participaciones, puesto que no pertenecen al 
régimen salarial y prestacional establecido por ley o de acuerdo con esta. 

Así las cosas, este Despacho invita a las autoridades competentes del orden territorial, a tener en cuenta las anteriores 
normas constitucionales y legales, y los planteamientos jurisprudenciales anotados, cuando deban tomar las decisiones 
que les competen sobre el asunto tratado.”

3.5.26.  Administración del sistema de información del sector educativo

La Ley 715 de 2001 establece en su artículo 5° numeral 5.4 como competencia de la Nación, definir, diseñar, 
reglamentar y mantener un sistema de información del sector educativo. En desarrollo de lo anterior el Decreto 
1526 del 24 de julio de 2002, establece lo siguiente:
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“ (…)

Estructura del Sistema de Información del Sector Educativo Nacional

Artículo 1º.

… El sistema de información nacional se alimentará de todos aquellos datos necesarios para la toma de decisiones en los 
niveles nacional, departamental, distrital, municipal y de las instituciones educativas.

Los municipios alimentarán su sistema con la información que les proporcione las instituciones educativas y los 
departamentos lo harán a su vez con la información que le suministren los municipios. 

El nivel nacional recibirá la información de los departamentos, distritos y de los municipios certificados y podrá, 
excepcionalmente, solicitar información directamente a los municipios no certificados y a las instituciones educativas.

Artículo 2º. Objetivos del Sistema de Formación del Sector Educativo. El Sistema de Información del Sector Educativo 
tiene como objetivos fundamentales los siguientes:

a) 	Proporcionar los datos necesarios para determinar la cobertura, calidad, equidad y eficiencia del servicio;

b) 	Brindar a la Nación, los departamentos, distritos y municipios la información requerida para la planeación del servicio 
educativo y para la evaluación de sus resultados en cuanto a su cobertura, calidad y eficiencia;

c) 	Permitir la estimación de costos y la determinación de fuentes de financiación del servicio público educativo;

d) 	Servir de base para distribuir entre las entidades territoriales los recursos de la participación para educación del 
Sistema General de Participaciones de acuerdo con la población atendida y la población por atender en condiciones 
de eficiencia;

e) 	Servir de registro público de la información relativa a las instituciones educativas, los estudiantes de la educación 
formal, los docentes, directivos docentes y los administrativos;

f) 	Servir como base para la consolidación de estadísticas educativas y para la construcción de indicadores.

Artículo 3º. Información básica que debe contener el sistema. Cada entidad territorial debe contar con un sistema de 
información confiable y actualizado que contenga por lo menos los siguientes datos:

a) 	Población en edad escolar (entre 5 y 17 años), cuya fuente de información será el Departamento Administrativo Nacional 
de Estadística, DANE;

b) 	Instituciones educativas según sede, jornada y grados que ofrecen, con el número de grupos que atienden y su ubicación 
en la zona rural o urbana y en el sector oficial o privado;

c) 	Población escolarizada por institución educativa, grado, edad, sexo, zona rural y urbana y sector oficial y privado. A 
partir del año 2002 los distritos y municipios certificables y a partir del 2003 los departamentos deberán disponer del 
nombre, apellidos y documento de identificación de cada estudiante del sector estatal y de la población escolarizada por 
modalidad de contratación del servicio. Para tal efecto, dicha información se contrastará con la Registraduría Nacional 
del Estado Civil; 

d) 	Información relacionada con la situación académica al finalizar el año aprobados, reprobados y desertores, de cada 
uno de los estudiantes por instituciones educativas según sede, jornada y grados;

e) 	Planta de cargos y planta de personal docente estatal según 1os niveles educativos que atiende y grados en el escalafón; 
directivo docente por tipos de cargo (Supervisores, Directores de Núcleo, Rectores, Vicerrectores, Directores y 
Coordinadores) y grados en el escalafón y personal administrativo con sus respectivos niveles, códigos y grados;

f) 	Resultado de la evaluación trienal de logros educativos censales sobre las metas de calidad;

g) 	Composición y valor de la nómina del personal docente,, directivo docente y administrativo de las instituciones educativas, 
que incluya el nombre, número de identificación, tipo de vinculación, tipo de empleado cargo y grado de cada docente, 
directivo docente y administrativo, especificando las fuentes de financiación;

h) 	Gasto en educación por fuente de financiación, clasificado en las cuentas que detalla el Presupuesto General de la 
Nación;

i) 	Ingresos y gastos de los Fondos de Servicios Educativos de las instituciones educativas estatales.
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Artículo 4º. Calidad de la información. Para efectos de garantizar la calidad de la información, la Nación realizará 
periódicamente la validación y verificación de la información reportada por los departamentos, distritos y municipios 
certificados. 

Igualmente, será responsabilidad de cada entidad territorial, una vez al año, efectuar las auditorías que considere necesarias 
a la misma y la información de la población matriculada y del personal docente y administrativo y contrastarla con la 
información de la Registraduría Nacional del Estado Civil.

Parágrafo. Se considera información de mala calidad o inexacta, aquella que, se aparta en más o menos un 5% de la 
información que representa en forma exacta la realidad cuando esta es de naturaleza cuantitativa; cuando ha sido elaborada 
sin tener en cuenta y verificar los hechos a los que ella se refiere, ya sea que coincida o no con la realidad a describir; cuando 
no coincide con la realidad a describir y ha sido elaborada con el propósito de obtener efectos distintos a los que se buscan 
con las leyes y reglamentos que se refieren a ella, tal como puede deducirse de las normas que regulan la materia.

Artículo 5º. Reporte de la información. Los departamentos, distritos y los municipios certificados deben reportar la 
información de manera sistemática al Ministerio de Educación Nacional, en los formatos y estructuras que para tal fin 
se expidan. Los municipios no certificados reportarán la información básica a los departamentos. Las informaciones 
financieras deberán ser refrendadas por el contador departamental, distrital o municipal. La veracidad de los datos que 
se suministren será responsabilidad del funcionario competente, así mismo, constituye responsabilidad el no proporcionar 
información o proporcionarla de manera inexacta.

Artículo 6º. Oportunidad de la información. El Ministerio de Educación Nacional señalará las fechas y períodos en los 
cuales los departamentos, los distritos y municipios certificados le deberán reportar a la Nación las respectivas  es.

Artículo 7º. Administración y uso de la información. El Ministerio de Educación Nacional utilizará la información reportada 
por las entidades territoriales para la toma de decisiones del sector educativo y en especial para la distribución de los 
recursos de la participación para educación del Sistema General de Participaciones.

El Ministerio de Educación Nacional será el responsable de mantener la información actualizada con base en la remitida 
por las entidades territoriales y de reportarla al Ministerio de Hacienda y Crédito Público y al Departamento Nacional 
de Planeación”.

3.5.27.  Cuota de administración

De conformidad con lo expresado por el Ministerio de Educación Nacional, la cuota de administración 
corresponde a un monto limitado de los recursos de la Participación para Educación del Sistema General de 
Participaciones para atender los costos asociados a la administración y gestión eficiente y oportuna de los 
recursos del SGP, de acuerdo con las competencias de los departamentos, distritos y municipios certificados, 
señaladas en los artículos 6º y 7º de la Ley 715 de 2001. 
 
Las entidades territoriales certificadas podrán destinar hasta el 1% de la asignación por alumno como cuota de 
administración; los departamentos creados por la Constitución de 1991, atendiendo sus condiciones especiales, 
podrán destinar hasta el 3%, de acuerdo con los lineamientos fijados por el Ministerio de Educación Nacional. 
Estos recursos deben ser destinados exclusivamente a atender los costos básicos misionales asociados a la 
adecuada, eficiente y oportuna administración y gestión de los recursos de la Participación de Educación, de 
conformidad con las competencias de los departamentos, distritos y municipios certificados.

Estos recursos se pueden destinar a la financiación del personal administrativo del nivel central de las 
secretarías de educación que se pagaban con los recursos del situado fiscal a diciembre 31 de 2001 y cuyos 
cargos fueron avalados por el Ministerio de Educación en el proceso de definición y organización de plantas 
de personal.  
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Asimismo, pueden destinarse a la financiación de gastos asociados a los procesos misionales inherentes a la 
administración del servicio, tales como: costos de procesamiento de nómina, papelería, muebles y equipos, 
entre otros.

Estos recursos no se pueden utilizar para crear cargos en la planta de personal administrativo, que causen 
costos adicionales al Sistema General de Participaciones.

Es importante señalar que el artículo 31 de la Ley 1176 de 2007, facultó al Gobierno nacional para la 
expedición de un reglamento sobre la cuota de administración., así:

“Artículo 31. Artículo nuevo. Gastos de Administración. El Gobierno nacional determinará el porcentaje de las transferencias 
para prestación del servicio que se podrá destinar a financiar el personal administrativo de la educación. Dicho porcentaje 
debe garantizar el costo de la planta administrativa aprobada a la entidad territorial a 30 de noviembre de 2007; lo que 
supere el porcentaje señalado deberá ser asumido por la entidad territorial con sus recursos propios.”

3.5.28.  Núcleos educativos y mecanismos de coordinación entre la entidad territorial 
certificada y los establecimientos educativos

El Ministerio de Educación Nacional expidió el Decreto 4710 de 2008,  por medio del cual se fijan criterios 
para la organización del apoyo que prestan las entidades territoriales certificadas a los establecimientos 
educativos mediante los núcleos educativos u otra modalidad de coordinación adoptada. Este decreto dispone 
lo siguiente:

“Artículo 1°. Las entidades territoriales certificadas en educación, con la finalidad de fortalecer el apoyo a los 
establecimientos educativos de su jurisdicción, dispondrán de formas de coordinación tales como los actuales núcleos 
educativos u otras que correspondan a los mismos fines, según su propia organización.

Artículo 2°. La dirección de núcleo educativo o la dependencia que haga sus veces, de conformidad con la forma de 
organización que adopte cada entidad territorial certificada, tendrá funciones de coordinación y apoyo en la planeación, 
seguimiento y evaluación de los procesos propios de los establecimientos educativos de su jurisdicción, orientadas a mejorar 
la calidad y pertinencia del servicio educativo, aumentar la cobertura y promover su eficiencia.

Parágrafo. El apoyo de estas dependencias de coordinación se extenderá en lo que sea pertinente a los establecimientos 
educativos privados.

Artículo 3°. Cada dependencia de coordinación estará conformada por los niveles ocupacionales y el número de cargos 
que la entidad territorial certificada defina de acuerdo con el estudio técnico que para el efecto realice, el cual por lo 
menos considerará la densidad poblacional, la matrícula tanto del sector estatal como del sector privado y, en el caso de 
los departamentos, el número de municipios. Para apoyar esta organización, el Ministerio de Educación incrementará el 
porcentaje de la asignación por niño atendido destinada a cubrir gastos administrativos.

Artículo 4°. El responsable de la dependencia de coordinación podrá ser funcionario de libre nombramiento y remoción, 
de acuerdo con la ley. En las entidades territoriales certificadas en las que haya actualmente directores de núcleo o 
supervisores, las dependencias de coordinación respectivas estarán preferentemente a su cargo. Cuando se trate de cargos 
de libre nombramiento y remoción podrán ser desempeñados por directivos docentes o docentes con experiencia directiva, 
previa comisión para desempeñarlos de acuerdo con la ley.

Artículo 5°. El responsable de estas dependencias en los departamentos actuará en coordinación con los alcaldes de los 
municipios no certificados de su jurisdicción; en el caso de los distritos y municipios certificados, con los funcionarios 
responsables de las respectivas localidades, corregimientos u otra subdivisión existente en el respectivo territorio.

Artículo 6°. El presente decreto rige a partir de su promulgación y deroga las disposiciones que le sean contrarias.”
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3.5.29. Orientaciones sobre el manejo de los recursos del Sistema General de  Participaciones 
en Educación

En este acápite se transcriben apartes de algunos conceptos relacionados con la  participación para educación,  
con el alcance que otorga el artículo 25 del Código Contencioso Administrativo.

3.5.29.1. Canasta educativa

La canasta educativa corresponde a  los “insumos, bienes y servicios requeridos para prestar un servicio 
educativo de calidad. Este conjunto de insumos se construye a partir de estándares o normativa existente 
para el sector educativo”.

La Canasta educativa tiene los siguientes componentes26: 

I.	 Recurso humano

	 •	 Personal docente y directivo docente.

	 •	 Personal administrativo:

		  • 	 Profesionales y Directivos en las Secretarias.

		  • 	 Técnicos y asistenciales.

	 • 	 Aseo y vigilancia (planta y contratado).

II.	 Recurso físico

	 • 	 Dotación del establecimiento (de aulas, laboratorios,  talleres y zonas administrativas).

	 • 	 Dotación Pedagógica: (textos, material didáctico y recursos audiovisuales).

	 •	 Materiales y suministros (papelería e insumos).

	 • 	 Servicios públicos.

	 • 	 Mantenimiento planta física y dotación.

	 • 	 Construcción y adecuación de infraestructura.

III.	 Componente alumno

	 • 	 Transporte escolar.

	 • 	 Complemento nutricional.

26 Según presentación elaborada por el Ministerio de Educación Nacional.
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IV.	 Administración central

	 •	 Recurso humano de la secretaría y servicios profesionales.

	 •	 Gastos generales.

	 •	 Otros costos (dotación, sistemas de información).

3.5.29.2. Compra  de kits escolares

Con relación a la compra y distribución de kits escolares, a continuación se transcribe la respuesta de la  Oficina 
Jurídica del Ministerio de Educación Nacional, mediante la  cual da respuesta a la consulta formulada por la 
Dirección de Regalías del DNP, sobre “inversión de las entidades territoriales en uniformes, kits escolares 
y canasta educativa.”

“(…) A través de la Ley 715 de 2002 se dictan normas orgánicas en materia de recursos y competencias, se certifica en 
materia educativa a partir del año 2002, a los departamentos y distritos y a partir del año 2003 a todos los municipios 
mayores de cien mil habitantes, quienes deberán prestar el servicio público de la educación a través de las instituciones 
educativas oficiales. 

El Sistema General de Participaciones está constituido por los recursos que la Nación  transfiere por mandato de la 
Constitución a las entidades territoriales para la financiación de los servicios que conforman el sistema como son: 1) 
una participación con destinación específica para el sector educativo que se denomina participación para educación, 
2) una participación con destinación específica para el sector salud que se denomina participación para salud y 3) una 
participación de propósito general que incluye las recursos para agua potable y saneamiento básico, que se denominará 
participación para propósito general. 

De acuerdo con el artículo 15 de la ley 715 de 2001 los recursos del Sistema General de Participaciones de la participación 
para educación, transferidos por la nación a las entidades territoriales tienen destinación específica con el siguiente orden 
de prioridad 

1. 	Pago del personal docente y administrativo de las instituciones educativas públicas, las contribuciones inherentes a la 
nómina y sus prestaciones sociales. 

2. 	Construcción de la infraestructura, mantenimiento, pago de servicios públicos y funcionamiento de las instituciones 
educativas.

3. 	Provisión de la canasta educativa1.

 4. Las destinadas a mantener, evaluar y promover la calidad educativa.

De acuerdo  con la guía No 8, Guía para la administración de los recursos del sector educativo, expedida por esta entidad, 
una vez cubiertas las demandas anteriores, en el evento de haber capacidad presupuestal, se pueden destinar recursos a 
transporte escolar, según el acceso y ubicación geográfica de los estudiantes. Así mismo a alimentación escolar, de acuerdo 
con los términos establecidos en la directiva ministerial n° 13 de abril 11 de 2002, firmada conjuntamente entre el ICBF 
y el MEN. 

Con los recursos que se giran mensualmente, las entidades territoriales certificadas en materia educativa, deberán atender 
los compromisos del mes y efectuar las respectivas reservas y provisiones para el pago de las prestaciones sociales que 
no son de exigibilidad mensual.

 En este orden de ideas y dando respuesta a su solicitud, no existe norma positiva que permita a las entidades territoriales 
certificadas en materia educativa, financiar con recursos del Sistema General de Participaciones uniformes de uso diario 
para los estudiantes de las instituciones educativas de su jurisdicción.
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1. No existe definición  normativa, no obstante y a manera de orientación, la Guía N° 8 del MEN ha señalado que es la 
conformada por los elementos propios de soporte pedagógica como dotación escolar para la adecuada prestación del 
servicio.“

Para mayor información y consulta sobre la totalidad de la reglamentación expedida por el Ministerio de 
Educación Nacional relacionada con la Ley 715 de 2001, se puede visitar la siguiente página web:

www.mineducacion.gov.co

Conmutador: 222 28 00



CAPÍTULO
PARTICIPACIÓN DE SALUD

4.1. Distribución de competencias

Con relación a la prestación de los servicio de salud la Ley 715 de 2001 determina la distribución de 
competencias entre la Nación y las entidades territoriales.

4.1.1.  Competencias de la Nación

El artículo 42 de la Ley 715 de 2001, asigna las siguientes competencias a l nivel nacional en materia de 
salud:

“Artículo 42. Competencias en salud por parte de la Nación. Corresponde a la Nación la dirección del sector salud y del 
Sistema General de Seguridad Social en Salud en el territorio nacional, de acuerdo con la diversidad regional y el ejercicio 
de las siguientes competencias, sin perjuicio de las asignadas en otras disposiciones:

42.1. 	 Formular las políticas, planes, programas y proyectos de interés nacional para el sector salud y el Sistema General 
de Seguridad Social en Salud y coordinar su ejecución, seguimiento y evaluación.

42.2. 	 Impulsar, coordinar, financiar, cofinanciar y evaluar programas, planes y proyectos de inversión en materia de 
salud, con recursos diferentes a los del Sistema General de Participaciones.

42.3 	 Expedir la regulación para el sector salud y el Sistema General de Seguridad Social en Salud.

42.4. 	 Brindar asesoría y asistencia técnica a los departamentos, distritos y municipios para el desarrollo e implantación 
de las políticas, planes, programas y proyectos en salud.

42.5. 	 Definir y aplicar sistemas de evaluación y control de gestión técnica, financiera y administrativa a las instituciones 
que participan en el sector y en el Sistema General de Seguridad Social en Salud; así como divulgar sus resultados, 
con la participación de las entidades territoriales.

42.6. 	 Definir, diseñar, reglamentar, implantar y administrar el Sistema Integral de Información en Salud y el Sistema de 
Vigilancia en Salud Pública, con la participación de las entidades territoriales.

42.7. 	 Reglamentar, distribuir, vigilar y controlar el manejo y la destinación de los recursos del Sistema General de 
Participaciones en Salud y del Sistema General de Seguridad Social en Salud, sin perjuicio de las competencias de 
las entidades territoriales en la materia.

42.8. 	 Establecer los procedimientos y reglas para la intervención técnica y/o administrativa de las instituciones que 
manejan recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud, sea para su liquidación o administración a 
través de la Superintendencia Nacional de Salud en los términos que señale el reglamento. El Gobierno nacional 
en un término máximo de un año deberá expedir la reglamentación respectiva.

42.9. 	 Establecer las reglas y procedimientos para la liquidación de instituciones que manejan recursos del sector salud, 
que sean intervenidas para tal fin.

IV
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42.10. 	Definir en el primer año de vigencia de la presente ley el Sistema Único de Habilitación, el Sistema de Garantía 
de la Calidad y el Sistema Único de Acreditación de Instituciones Prestadoras de Salud, Entidades Promotoras de 
Salud y otras Instituciones que manejan recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud.

42.11. 	Establecer mecanismos y estrategias de participación social y promover el ejercicio pleno de los deberes y derechos 
de los ciudadanos en materia de salud.

42.12. 	Definir las prioridades de la Nación y de las entidades territoriales en materia de salud pública y las acciones 
de obligatorio cumplimiento del Plan de Atención Básica (PAB), así como dirigir y coordinar la red nacional de 
laboratorios de salud pública, con la participación de las entidades territoriales.

42.13 	 Adquirir, distribuir y garantizar el suministro oportuno de los biológicos del Plan Ampliado de Inmunizaciones 
(PAI), los insumos críticos para el control de vectores y los medicamentos para el manejo de los esquemas básicos 
de las enfermedades transmisibles y de control especial.

42.14. Definir, implantar y evaluar la Política de Prestación de Servicios de Salud. En ejercicio de esta facultad regulará 
la oferta pública y privada de servicios, estableciendo las normas para controlar su crecimiento, mecanismos para 
la libre elección de prestadores por parte de los usuarios y la garantía de la calidad; así como la promoción de la 
organización de redes de prestación de servicios de salud, entre otros.

42.15. 	Establecer, dentro del año siguiente a la vigencia de la presente ley, el régimen para la habilitación de las instituciones 
prestadoras de servicio de salud en lo relativo a la construcción, remodelación y la ampliación o creación de nuevos 
servicios en los ya existentes, de acuerdo con la red de prestación de servicios pública y privada existente en el 
ámbito del respectivo departamento o distrito, atendiendo criterios de eficiencia, calidad y suficiencia.

42.16. 	Prestar los servicios especializados a través de las instituciones adscritas: Instituto Nacional de Cancerología, 
el Centro Dermatológico Federico Lleras Acosta y los Sanatorios de Contratación y Agua de Dios, así como el 
reconocimiento y pago de los subsidios a la población enferma de Hansen, de conformidad con las disposiciones 
legales vigentes.

	 La Nación definirá los mecanismos y la organización de la red cancerológica nacional y podrá concurrir en su 
financiación. Los Sanatorios de Agua de Dios y Contratación prestarán los servicios médicos especializados a los 
enfermos de Hansen.

	 Los departamentos de Cundinamarca y Santander podrán contratar la atención especializada para vinculados y lo 
no contemplado en el POS Subsidiado con los Sanatorios de Agua de Dios y Contratación.

42.17. 	Expedir la reglamentación para el control de la evasión y la elusión de los aportes al Sistema General de Seguridad 
Social en Salud y las demás rentas complementarias a la participación para salud que financian este servicio.

42.18. 	Reglamentar el uso de los recursos destinados por las entidades territoriales para financiar los tribunales seccionales 
de ética médica y odontológica;

42.19. 	Podrá concurrir en la financiación de las inversiones necesarias para la organización funcional y administrativa 
de la red de instituciones prestadoras de servicios de salud a su cargo.

42.20. 	Concurrir en la afiliación de la población pobre al régimen subsidiado mediante apropiaciones del presupuesto 
nacional, con un cuarto de punto (0.25) de lo aportado por los afiliados al régimen contributivo.”

El artículo 32 de la Ley 1176 de 2007, adicionó un nuevo numeral, el cual contempla la siguiente 
competencia:

“Artículo  32. Artículo nuevo. Adiciónase al artículo 42 de la Ley 715 de 2001 el siguiente numeral:

“42.21	 Regular y promover el desarrollo del sistema integral de transporte aéreo medicalizado y servicios de telemedicina 
en concordancia con los objetivos de las Leyes 1151 de 2007 artículo 6°, Plan Nacional de Desarrollo 2007-2010 
y la Ley 1122 de 2007”.”
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4.1.2.  Competencias de los departamentos

El artículo 35 de la Ley 715 de 2001 define como competencias de los departamentos en materia de salud 
las siguientes:

“Artículo 43. Competencias de los departamentos en salud. Sin perjuicio de las competencias establecidas en otras 
disposiciones legales, corresponde a los departamentos, dirigir, coordinar y vigilar el sector salud y el Sistema General 
de Seguridad Social en Salud en el territorio de su jurisdicción, atendiendo las disposiciones nacionales sobre la materia. 
Para tal efecto, se le asignan las siguientes funciones:

43.1. De dirección del sector salud en el ámbito departamental.

43.1.1. 	 Formular planes, programas y proyectos para el desarrollo del sector salud y del Sistema General de Seguridad 
Social en Salud en armonía con las disposiciones del orden nacional.

43.1.2. 	 Adoptar, difundir, implantar, ejecutar y evaluar, en el ámbito departamental las normas, políticas, estrategias, 
planes, programas y proyectos del sector salud y del Sistema General de Seguridad Social en Salud, que formule 
y expida la Nación o en armonía con éstas.

43.1.3. 	 Prestar asistencia técnica y asesoría a los municipios e instituciones públicas que prestan servicios de salud, en 
su jurisdicción.

43.1.4. 	 Supervisar y controlar el recaudo y la aplicación de los recursos propios, los cedidos por la Nación y los del 
Sistema General de Participaciones con destinación específica para salud, y administrar los recursos del Fondo 
Departamental de Salud.

43.1.5. 	 Vigilar y controlar el cumplimiento de las políticas y normas técnicas, científicas y administrativas que expida el 
Ministerio de Salud, así como las actividades que desarrollan los municipios de su jurisdicción, para garantizar 
el logro de las metas del sector salud y del Sistema General de Seguridad Social en Salud, sin perjuicio de las 
funciones de inspección y vigilancia atribuidas a las demás autoridades competentes.

43.1.6. 	 Adoptar, implementar, administrar y coordinar la operación en su territorio del sistema integral de información 
en salud, así como generar y reportar la información requerida por el Sistema.

43.1.7. 	 Promover la participación social y la promoción del ejercicio pleno de los deberes y derechos de los ciudadanos 
en materia de salud y de seguridad social en salud.

43.1.8. 	 Financiar los tribunales seccionales de ética medica y odontológica y vigilar la correcta utilización de los 
recursos.

43.1.9. 	 Promover planes, programas, estrategias y proyectos en salud para su inclusión en los planes y programas 
nacionales.

43.1.10.	Ejecutar las acciones inherentes a la atención en salud de las personas declaradas por vía judicial como inimputables 
por trastorno mental o inmadurez psicológica, con los recursos nacionales de destinación específica que para tal 
efecto transfiera la Nación.

43.2. De prestación de servicios de salud

43.2.1. 	Gestionar la prestación de los servicios de salud, de manera oportuna, eficiente y con calidad a la población pobre 
en lo no cubierto con subsidios a la demanda, que resida en su jurisdicción, mediante instituciones prestadoras de 
servicios de salud públicas o privadas.

43.2.2. 	Financiar con los recursos propios, si lo considera pertinente, con los recursos asignados por concepto de 
participaciones y demás recursos cedidos, la prestación de servicios de salud a la población pobre en lo no cubierto 
con subsidios a la demanda y los servicios de salud mental.

43.2.3. 	Adoptar, difundir, implantar, ejecutar y evaluar la Política de Prestación de Servicios de Salud, formulada por la 
Nación.

43.2.4. 	Organizar, dirigir, coordinar y administrar la red de Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud públicas en 
el departamento.
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43.2.5. 	Concurrir en la financiación de las inversiones necesarias para la organización funcional y administrativa de la 
red de instituciones prestadoras de servicios de salud a su cargo.

43.2.6. 	Efectuar en su jurisdicción el registro de los prestadores públicos y privados de servicios de salud, recibir la 
declaración de requisitos esenciales para la prestación de los servicios y adelantar la vigilancia y el control 
correspondiente.

43.2.7. 	Preparar el plan bienal de inversiones públicas en salud, en el cual se incluirán las destinadas a infraestructura, 
dotación y equipos, de acuerdo con la Política de Prestación de Servicios de Salud.

43.2.8. 	Vigilar el cumplimiento de las normas técnicas dictadas por la Nación para la construcción de obras civiles, 
dotaciones básicas y mantenimiento integral de las instituciones prestadoras de servicios de salud y de los centros 
de bienestar de anciano.

43.3. De Salud Pública

43.3.1. 	Adoptar, difundir, implantar y ejecutar la política de salud pública formulada por la Nación.

43.3.2. 	Garantizar la financiación y la prestación de los servicios de laboratorio de salud pública directamente o por 
contratación.

43.3.3. 	Establecer la situación de salud en el departamento y propender por su mejoramiento.

43.3.4. 	Formular y ejecutar el Plan de Atención Básica departamental.

43.3.5. 	Monitorear y evaluar la ejecución de los planes y acciones en salud pública de los municipios de su jurisdicción.

43.3.6. 	Dirigir y controlar dentro de su jurisdicción el Sistema de Vigilancia en Salud Pública.

43.3.7. 	Vigilar y controlar, en coordinación con el Instituto Nacional para la Vigilancia de Medicamentos y Alimentos, 
Invima, y el Fondo Nacional de Estupefacientes, la producción, expendio, comercialización y distribución de 
medicamentos, incluyendo aquellos que causen dependencia o efectos psicoactivos potencialmente dañinos para 
la salud y sustancias potencialmente tóxicas.

43.3.8. Ejecutar las acciones de inspección, vigilancia y control de los factores de riesgo del ambiente que afectan la salud 
humana, y de control de vectores y zoonosis de competencia del sector salud, en coordinación con las autoridades 
ambientales, en los corregimientos departamentales y en los municipios de categorías 4ª, 5ª y 6ª de su jurisdicción. 
(Modificado por el artículo 34 de la Ley 1122 de 2007).

43.3.9. Coordinar, supervisar y controlar las acciones de salud pública que realicen en su jurisdicción las Entidades 
Promotoras de Salud, las demás entidades que administran el régimen subsidiado, las entidades transformadas 
y adaptadas y aquellas que hacen parte de los regímenes especiales, así como las Instituciones Prestadoras de 
Servicios de Salud e instituciones relacionadas.

43.4. De Aseguramiento de la Población al Sistema General de Seguridad Social en Salud

43.4.1. Ejercer en su jurisdicción la vigilancia y el control del aseguramiento en el Sistema General de Seguridad Social 
en Salud y en los regímenes de excepción definidos en la Ley 100 de 1993.

43.4.2. En el caso de los nuevos departamentos creados por la Constitución de 1991, administrar los recursos financieros 
del Sistema General de Participaciones en Salud destinados a financiar la afiliación al Régimen Subsidiado de 
la población pobre y vulnerable de los corregimientos departamentales, así como identificar y seleccionar los 
beneficiarios del subsidio y contratar su aseguramiento.”

4.1.3.  Competencias de los distritos

Con relación a las competencias de los distritos el artículo 45 de la Ley 715 de 2001, establece lo 
siguiente:

“Artículo 45. Competencias en salud por parte de los Distritos. Los distritos tendrán las mismas competencias que los municipios 
y departamentos, excepto aquellas que correspondan a la función de intermediación entre los municipios y la Nación.
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La prestación de los servicios de salud en los distritos de Barranquilla, Cartagena y Santa Marta se articulará a la red de 
prestación de servicios de salud de los respectivos departamentos. En los mencionados distritos, el laboratorio departamental 
de salud pública cumplirá igualmente con las funciones de laboratorio distrital.”

4.1.4.  Competencias de los municipios

En materia de salud el artículo 44 de la Ley 715 de 2001 asigna a los municipios las siguientes 
competencias.

“Artículo 44. Competencias de los municipios. Corresponde a los municipios dirigir y coordinar el sector salud y el Sistema 
General de Seguridad Social en Salud en el ámbito de su jurisdicción, para lo cual cumplirán las siguientes funciones, sin 
perjuicio de las asignadas en otras disposiciones:

44.1. De dirección del sector en el ámbito municipal:

44.1.1. Formular, ejecutar y evaluar planes, programas y proyectos en salud, en armonía con las políticas y disposiciones 
del orden nacional y departamental.

44.1.2. Gestionar el recaudo, flujo y ejecución de los recursos con destinación específica para salud del municipio, y 
administrar los recursos del Fondo Local de Salud.

44.1.3. Gestionar y supervisar el acceso a la prestación de los servicios de salud para la población de su jurisdicción.

44.1.4. Impulsar mecanismos para la adecuada participación social y el ejercicio pleno de los deberes y derechos de los 
ciudadanos en materia de salud y de seguridad social en salud.

44.1.5. Adoptar, administrar e implementar el sistema integral de información en salud, así como generar y reportar la 
información requerida por el Sistema.

44.1.6. Promover planes, programas, estrategias y proyectos en salud y seguridad social en salud para su inclusión en los 
planes y programas departamentales y nacionales.

El artículo 33 de la Ley 1176 adicionó un nuevo numeral que establece lo siguiente: 

“Artículo  33. Artículo nuevo. Adiciónase al numeral 44.1 del artículo 44 de la Ley 715 de 2001 el siguiente numeral:

“44.1.7	 Coordinar con la organización que agremia nacionalmente los municipios colombianos, la integración de 
la red local de salud con el sistema integral de transporte aéreo medicalizado y servicios de telemedicina en 
concordancia con los objetivos de las Leyes 1151 de 2007 artículo 6°, Plan Nacional de Desarrollo 2007-2010 
y la Ley 1122 de 2007”.”

44.2. De aseguramiento de la población al Sistema General de Seguridad Social en Salud

44.2.1. 	 Financiar y cofinanciar la afiliación al Régimen Subsidiado de la población pobre y vulnerable y ejecutar 
eficientemente los recursos destinados a tal fin.

44.2.2. 	 Identificar a la población pobre y vulnerable en su jurisdicción y seleccionar a los beneficiarios del Régimen 
Subsidiado, atendiendo las disposiciones que regulan la materia.

44.2.3. 	 Celebrar contratos para el aseguramiento en el Régimen Subsidiado de la población pobre y vulnerable y realizar 
el seguimiento y control directamente o por medio de interventorías.

44.2.4. 	 Promover en su jurisdicción la afiliación al Régimen Contributivo del Sistema General de Seguridad Social en 
Salud de las personas con capacidad de pago y evitar la evasión y elusión de aportes.

44.3. De Salud Pública

44.3.1. 	 Adoptar, implementar y adaptar las políticas y planes en salud pública de conformidad con las disposiciones del 
orden nacional y departamental, así como formular, ejecutar y evaluar el Plan de Atención Básica municipal.
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44.3.2. 	 Establecer la situación de salud en el municipio y propender por el mejoramiento de las condiciones determinantes 
de dicha situación. De igual forma, promoverá la coordinación, cooperación e integración funcional de los 
diferentes sectores para la formulación y ejecución de los planes, programas y proyectos en salud pública en su 
ámbito territorial.

44.3.3. 	 Además de las funciones antes señaladas, los distritos y municipios de categoría especial, 1°, 2° y 3°, deberán 
ejercer las siguientes competencias de inspección, vigilancia y control de factores de riesgo que afecten la salud 
humana presentes en el ambiente, en coordinación con las autoridades ambientales. (Modificado por el artículo 
34 de la Ley 1122 de 2007).

44.3.3.1. Vigilar y controlar en su jurisdicción, la calidad, producción, comercialización y distribución de alimentos para 
consumo humano, con prioridad en los de alto riesgo epidemiológico, así como los de materia prima para 
consumo animal que representen riesgo para la salud humana.

44.3.3.2. 	 Vigilar las condiciones ambientales que afectan la salud y el bienestar de la población generadas por ruido, 
tenencia de animales domésticos, basuras y olores, entre otros.

44.3.3.3. 	 Vigilar en su jurisdicción, la calidad del agua para consumo humano; la recolección, transporte y disposición 
final de residuos sólidos; manejo y disposición final de radiaciones ionizantes, excretas, residuos líquidos y aguas 
servidas; así como la calidad del aire. Para tal efecto, coordinará con las autoridades competentes las acciones 
de control a que haya lugar.

44.3.4. 	 Formular y ejecutar las acciones de promoción, prevención, vigilancia y control de vectores y zoonosis.

44.3.5. 	 Ejercer vigilancia y control sanitario en su jurisdicción, sobre los factores de riesgo para la salud, en los 
establecimientos y espacios que puedan generar riesgos para la población, tales como establecimientos educativos, 
hospitales, cárceles, cuarteles, albergues, guarderías, ancianatos, puertos, aeropuertos y terminales terrestres, 
transporte público, piscinas, estadios, coliseos, gimnasios, bares, tabernas, supermercados y similares, plazas 
de mercado, de abasto público y plantas de sacrificio de animales, entre otros.

44.3.6. 	 Cumplir y hacer cumplir en su jurisdicción las normas de orden sanitario previstas en la Ley 9ª de 1979 y su 
reglamentación o las que la modifiquen, adicionen o sustituyan.

Parágrafo. Los municipios certificados a 31 de julio de 2001 que hayan asumido la prestación de los servicios de salud, 
podrán continuar haciéndolo, si cumplen con la reglamentación que se establezca dentro del año siguiente a la expedición 
de la presente ley. Ningún municipio podrá asumir directamente nuevos servicios de salud ni ampliar los existentes y están 
obligados a articularse a la red departamental.” 

4.1.5.  Certificación de distritos y municipios para la prestación de los servicios de salud

La Ley 715 de 2001 determinó que sólo los municipios que fueron certificados a 31 de julio de 2001, durante la 
vigencia de la Ley 60 de 1993, y que hubieran asumido la prestación de los servicios de salud, podrían continuar 
haciéndolo, siempre y cuando cumplan con la reglamentación que se establecida para garantizar la calidad y  
cobertura de los servicios. Es decir que la Ley 715 de 2001 eliminó el mecanismo de certificación, por lo tanto, 
no había posibilidad para que nuevos municipios pudieran asumir la prestación de servicios de salud.

Con la expedición de la Ley 1176 de 2007, se restablece el mecanismo de certificación, sujeto a reglamentación, 
para que los distritos y municipios puedan asumir la prestación de los servicios de salud, para el efecto la 
ley dispone lo siguiente:

“Artículo 25. Prestación de servicios de salud. Modifíquese el artículo 45 de la Ley 715 de 2001 en los siguientes 
términos:

“Parágrafo. Los distritos y municipios que no hayan asumido la prestación de los servicios de salud, podrán hacerlo si 
cumplen con la reglamentación que para el efecto expida el Gobierno, y tendrán el plazo definido por este.””
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4.1.6.  Competencias de lo municipios no certificados

Teniendo en cuenta lo anterior, los municipios no certificados no tienen competencia para la prestación de 
servicios de salud. En consecuencia, solamente tienen competencia en materia de aseguramiento al régimen 
subsidiado y en salud pública.

4.1.7. Prohibición de prestación directa de servicios de salud por parte de las entidades 
territoriales

Si bien el parágrafo del artículo 44 de la Ley 715 de 2001 establecía que ningún municipio podía asumir 
directamente nuevos servicios de salud ni ampliar los existentes y están obligados a articularse a la red 
departamental, el artículo 31 de la Ley 1122 de 2007, reitera dicha prohibición en los siguientes términos: 

“Artículo 31. PROHIBICIÓN EN LA PRESTACIÓN DE SERVICIOS DE SALUD. En ningún caso se podrán prestar servicios 
asistenciales de salud directamente por parte de los Entes Territoriales.”

En el mismo sentido, la Ley 1122 de 2007, dispone que la prestación de los servicios de salud por parte de 
instituciones públicas debe realizarse a través de  de Empresas Sociales del Estado. Para el efecto dicha ley 
dispone lo siguiente:

“Artículo 26. DE LA PRESTACIÓN DE SERVICIOS POR PARTE DE LAS INSTITUCIONES PÚBLICAS. La prestación de 
servicios de salud por parte de las instituciones públicas sólo se hará a través de Empresas Sociales del Estado (ESE) que 
podrán estar constituidas por una o varias sedes o unidades prestadoras de servicios de salud. En todo caso, toda unidad 
prestadora de servicios de salud de carácter público deberá hacer parte de una Empresa Social del Estado, excepto las 
unidades de prestación de servicios de salud que hacen parte de las empresas industriales y comerciales del Estado y de 
aquellas entidades públicas cuyo objeto no es la prestación de servicios de salud. En cada municipio existirá una ESE o 
una unidad prestadora de servicios integrante de una ESE.

Parágrafo 1º. Cuando por las condiciones del mercado de su área de influencia, las ESE no sean sostenibles financieramente 
en condiciones de eficiencia, las entidades territoriales podrán transferir recursos que procuren garantizar los servicios 
básicos requeridos por la población, en las condiciones y requisitos que establezca el reglamento.

Parágrafo 2º. La Nación y las entidades territoriales promoverán los servicios de Telemedicina para contribuir a la 
prevención de enfermedades crónicas, capacitación y a la disminución de costos y mejoramiento de la calidad y oportunidad 
de prestación de servicios como es el caso de las imágenes diagnósticas. Especial interés tendrán los departamentos de 
Amazonas, Casanare, Caquetá, Guaviare, Guainía, Vichada y Vaupés.”

En concordancia con lo anterior, el artículo 35 de la Ley 1176 de 2007, establece un mecanismo de excepción 
para la contratación de los servicios de salud del primer  nivel, para lo cual dispone lo siguiente:

“Artículo 35. Artículo nuevo. Los recursos del Sistema General de Participaciones girados a los departamentos del Vichada, 
Guainía, Vaupés y Guaviare, con sus respectivos municipios, destinados a prestar servicios de salud de primer nivel y 
prevención en salud, serán contratados por ellos exclusivamente con la red hospitalaria pública existente en lugar, siempre 
que tengan los servicios disponibles y estos sean prestados en forma eficiente con tarifas competitivas y de buena calidad. 
El Ministerio de la Protección Social podrá diseñar planes de seguimiento para el cumplimiento de esta norma.”

4.1.8.  Aseguramiento en salud

La Ley 1122 de 2007, define el aseguramiento en los siguientes términos:

“Artículo 14. ORGANIZACIÓN DEL ASEGURAMIENTO. Para efectos de esta ley entiéndase por aseguramiento en salud, 
la administración del riesgo financiero, la gestión del riesgo en salud, la articulación de los servicios que garantice el 
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acceso efectivo, la garantía de la calidad en la prestación de los servicios de salud y la representación del afiliado ante 
el prestador y los demás actores sin perjuicio de la autonomía del usuario. Lo anterior exige que el asegurador asuma el 
riesgo transferido por el usuario y cumpla con las obligaciones establecidas en los Planes Obligatorios de Salud.

 Las Entidades Promotoras de Salud en cada régimen son las responsables de cumplir con las funciones indelegables del 
aseguramiento. Las entidades que a la vigencia de la presente ley administran el régimen subsidiado se denominarán en 
adelante Entidades Promotoras de Salud del Régimen Subsidiado (EPS). Cumplirán con los requisitos de habilitación y 
demás que señala el reglamento. (…)”

 
4.1.9.  Salud Pública

El artículo 32 de la Ley 1122 de 2007, se refiere a la salud pública  de la siguiente manera:

“Artículo 32. DE LA SALUD PÚBLICA. La salud pública está constituida por el conjunto de políticas que buscan garantizar 
de una manera integrada, la salud de la población por medio de acciones de salubridad dirigidas tanto de manera individual 
como colectiva, ya que sus resultados se constituyen en indicadores de las condiciones de vida, bienestar y desarrollo del 
país. Dichas acciones se realizarán bajo la rectoría del Estado y deberán promover la participación responsable de todos 
los sectores de la comunidad.”

4.1.10. Supervisión en algunas áreas de salud pública

La Ley 1122 de 2007 asigna al Instituto Nacional de Vigilancia de Medicamentos y Alimentos, Invima, como 
autoridad sanitaria nacional las siguientes competencias:

“Artículo 34. SUPERVISIÓN EN ALGUNAS ÁREAS DE SALUD PÚBLICA. Corresponde al Instituto Nacional de Vigilancia 
de Medicamentos y Alimentos, Invima, como autoridad sanitaria nacional, además de las dispuestas en otras disposiciones 
legales, las siguientes: 

a) 	La evaluación de factores de riesgo y expedición de medidas sanitarias relacionadas con alimentos y materias primas 
para la fabricación de los mismos; 

b) 	La competencia exclusiva de la inspección, vigilancia y control de la producción y procesamiento de alimentos, de las 
plantas de beneficio de animales, de los centros de acopio de leche y de las plantas de procesamiento de leche y sus 
derivados así como del transporte asociado a estas actividades;

c) 	La competencia exclusiva de la inspección, vigilancia y control en la inocuidad en la importación y exportación 
de alimentos y materias primas para la producción de los mismos, en puertos, aeropuertos y pasos fronterizos, sin 
perjuicio de las competencias que por ley le corresponden al Instituto Colombiano Agropecuario, ICA. Corresponde a 
los departamentos, distritos y a los municipios de categorías 1ª 2ª, 3ª y especial, la vigilancia y control sanitario de la 
distribución y comercialización de alimentos y de los establecimientos gastronómicos, así como, del transporte asociado 
a dichas actividades. Exceptúase del presente literal al departamento archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa 
Catalina por tener régimen especial; 

d) 	La garantía mediante una tecnología de señalización de medicamentos, su identificación en cualquier parte de la cadena 
de distribución, desde la producción hasta el consumidor final con el objetivo de evitar la falsificación, adulteración, 
vencimiento y contrabando. Las entidades territoriales exigirán tanto a distribuidores como a productores que todos 
los medicamentos que se comercialicen en su jurisdicción cumplan con estos requisitos. 

Los establecimientos farmacéuticos minoristas se ajustarán a las siguientes definiciones: Farmacia-Droguería: Es el 
establecimiento farmacéutico dedicado a la elaboración de preparaciones magistrales y a la venta al detal de medicamentos 
alopáticos, homeopáticos, fitoterapéuticos, dispositivos médicos, suplementos dietarios, cosméticos, productos de tocador, 
higiénicos y productos que no produzcan contaminación o pongan en riesgo la salud de los usuarios. Estos productos deben 
estar ubicados en estantería independiente y separada. En cuanto a la recepción y almacenamiento, dispensación, transporte 
y comercialización de medicamentos y dispositivos médicos, se someterán a la normatividad vigente, en la materia. 
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Droguería: Es el establecimiento farmacéutico dedicado a la venta al detal de productos enunciados y con los mismos 
requisitos contemplados para Farmacia-Droguería, a excepción de la elaboración de preparaciones magistrales.

Parágrafo. El Invima, podrá delegar algunas de estas funciones de común acuerdo con las entidades territoriales.”

4.2. Criterios de Distribución

La distribución de los recursos de la participación para salud del Sistema General de Participaciones se 
realiza entre departamentos, distritos y municipios teniendo en cuenta las competencias asignadas por la 
ley en materia de régimen subsidiado, salud pública y prestación de servicios, tal como se puede ver en el 
Cuadro 5.

La distribución de los recursos del SGP se realiza de conformidad con las fórmulas establecidas en los artículos 
48 y 52 de la Ley 715 de 2001, la Ley 1122 de 2007, lo dispuesto en el artículo 17 de la Ley 1151 de 2007 
y los Decretos 2878 de 2007, 159 de 2002, 177 de 2004, 313 de 2008, 317 de 2008 y 4815 de 2008.

4.2.1. Financiación a la población pobre mediante subsidios a la demanda

Con relación a la asignación de los recursos del Sistema General de Participaciones para subsidios a la 
demanda, el artículo 48 de la Ley 715 de 2001, establecía lo siguiente:

“Artículo 48. Financiación a la población pobre mediante subsidios a la demanda. Los recursos del Sistema General de 
Participaciones destinados para la financiación de la población pobre mediante subsidios a la demanda, serán los asignados 
con ese propósito en la vigencia inmediatamente anterior, incrementados en la inflación causada y en el crecimiento real 
de los recursos del Sistema General de Participaciones para Salud. (Modificado por la Ley 1122 de 2007).

Los recursos que forman parte del Sistema General de Participaciones de las Entidades Territoriales asignados a este 
componente, serán distribuidos entre distritos, municipios y corregimientos departamentales.

Estos recursos se dividirán por el total de la población pobre atendida en el país mediante subsidios a la demanda, en la 
vigencia anterior. El valor per cápita resultante se multiplicará por la población pobre atendida mediante subsidios a la 
demanda en la vigencia anterior, en cada ente territorial. La población atendida para los efectos del presente cálculo, será 
la del año anterior a aquel para el cual se realiza la distribución.

El resultado será la cuantía que corresponderá a cada distrito, municipio o corregimiento departamental.

Cuadro 5
Composición de la participación de salud

Sistema General de Participaciones

CONTINUIDAD AMPLIACION

Para municipios, 
distritos y 

corregimientos 
departamentales

REGIMEN SUBSIDIADO
(SUBSIDIOS A LA DEMANDA)

Para municipios, 
distritos y 

corregimientos 
departamentales

SALUD 
PUBLICA

Para 
departamentos, 

distritos y 
municipios

A departamentos, distritos  y 
municipios certificados a 31 de julio de 
2001, que hayan asumido la prestación 

del servicio de salud (1er nivel)

PRESTACIÓN DE SERVICIOS
A LA POBLACIÓN POBRE

EN LO NO CUBIERTO CON 
SUBSIDIOS A LA DEMANDA 
(SUBSIDIOS A LA OFERTA)
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Los recursos producto del crecimiento adicional a la inflación del Sistema General de Participaciones en Salud, serán 
destinados a financiar la nueva afiliación de la población por atender urbana y rural al Régimen Subsidiado, aplicando el 
criterio de equidad, entendido como un indicador que pondera el déficit de cobertura de la entidad territorial y su proporción 
de población por atender a nivel nacional, siempre que los recursos destinados a la prestación de los servicios de salud a 
la población pobre en lo no cubierto con subsidios a la demanda mantengan por lo menos el mismo monto de la vigencia 
anterior, incrementado en la inflación.

Parágrafo 1º. Los corregimientos departamentales de que trata este artículo, son aquellos pertenecientes a los nuevos 
departamentos creados por la Constitución de 1991. La población pobre atendida de estos corregimientos departamentales 
hará parte del cálculo de los recursos de que trata el presente artículo y dichos recursos serán administrados por el 
departamento correspondiente.”

Cuando la ley menciona los corregimientos departamentales de los nuevos departamentos, se refiere a aquellas 
áreas no municipalizadas de los departamentos del Amazonas, Guainía y Vaupés.

Por otra parte, el artículo 214 de la Ley 100 de 1994, modificado por el artículo 11 de la Ley 1122 de 2007, 
establece lo siguiente:

“Artículo 214. Recursos del Régimen Subsidiado. El régimen subsidiado se financiará con los siguientes recursos: 

1.	 De las entidades territoriales. 

a) 	Los recursos del Sistema General de Participaciones en Salud, SGP.S, que se destinarán previo concepto del Conpes, 
y en una forma progresiva al Régimen Subsidiado en Salud: En el año 2007 el 56%, en el año 2008 el 61% y a partir 
del año 2009 el 65%, porcentaje que no podrá ser superado. El porcentaje restante se destinará, de acuerdo a la 
reglamentación que expida el Gobierno nacional para financiar la atención de la población pobre no asegurada, las 
actividades no cubiertas por subsidio a la demanda y a las acciones en salud pública; 

b) 	Los recursos obtenidos como producto del monopolio de juegos de suerte y azar y los recursos transferidos por 
ETESA a las entidades territoriales, que no estén asignados por ley a pensiones, funcionamiento e investigación. 
Estos recursos se contabilizarán como esfuerzo propio territorial; 

c) 	Sin perjuicio de lo previsto en el primer inciso del artículo 60 de la Ley 715 de 2001, a partir del año 2009, del monto 
total de las rentas cedidas destinadas a salud de los departamentos y el Distrito Capital, se destinará por lo menos 
el 25% a la financiación del régimen subsidiado o el porcentaje que a la entrada en vigencia de la presente ley estén 
asignando, si este es mayor. Estos recursos se contabilizarán como esfuerzo propio territorial. Para los años 2007 y 
2008 se mantendrá en pesos constantes el monto de los recursos de rentas cedidas asignados al régimen subsidiado 
en la vigencia 2006; 

d) 	Otros recursos propios de las entidades territoriales que hoy destinan o que puedan destinar en el futuro a la 
financiación del régimen subsidiado; 

e) 	Los recursos propios y los demás que asignen las entidades territoriales al régimen subsidiado, diferentes a los que 
deben destinar por ley, deberán estar garantizados de manera permanente. 

2.	 Del Fondo de Solidaridad y Garantía, Fosyga. 

a) Uno punto cinco de la cotización del régimen contributivo y de los regímenes especiales y de excepción; 

b) El Gobierno nacional aportará un monto por lo menos igual en pesos constantes más un punto anual adicional a lo 
aprobado en el presupuesto de la vigencia del año 2007 cuyo monto fue de doscientos ochenta y seis mil novecientos 
cincuenta y tres millones de pesos ($286.953.000.000,00). En todo caso el Gobierno nacional garantizará los recursos 
necesarios para c umplir con el proceso de universalización de la población de Sisbén I, II y III en los términos 
establecidos en la presente ley; 

c) El monto de las cajas de compensación familiar de que trata el artículo 217 de la Ley 100 de 1993. 

3.	 Otros. 

a) Los recursos que para tal efecto sean aportados por gremios, asociaciones y otras organizaciones; 
b) Los rendimientos financieros que produzcan las diferentes fuentes que financian el régimen subsidiado;
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 c) El 15% de los recursos adicionales que a partir de 2007 reciban los municipios, distritos y departamentos como 
participación y transferencias por concepto de impuesto de rentas sobre la producción de las empresas de la industria 
petrolera causada en la zona de Cupiagua y Cusiana; 

d) Los recursos que aporten los afiliados que tienen derecho a subsidio parcial y que quieran optar al subsidio pleno o 
al POS del régimen contributivo. 

Parágrafo. Los recursos del régimen subsidiado de salud transferidos por el Sistema General de Participaciones y el 
Fondo de Solidaridad y Garantía se distribuirán dentro de los municipios y distritos con criterio de equidad territorial. En 
todo caso, se garantizará la continuidad del aseguramiento de quienes lo han adquirido, siempre y cuando cumplan los 
requisitos para estar en el régimen subsidiado.”

 
Adicionalmente el artículo 17 de la Ley 1151 de 2007, por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 
2006-2010, determina que:

“Artículo 17. TRANSFERENCIA OFERTA A DEMANDA. Teniendo en cuenta la necesidad urgente de llegar a la cobertura 
universal en salud y que hoy faltan 7.5 millones de personas por afiliarse al Régimen Subsidiado en niveles 1, 2 y 3 del 
Sisbén y de acuerdo al compromiso nacional y a la Ley 1122 de enero 9 de 2007, adiciónase al literal a) del numeral 1 del 
artículo 214 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 11 de la Ley 1122 de 2007 el siguiente inciso:

 Los recursos de transformación de oferta a demanda del Sistema General de Participación en salud se utilizarán en aumento 
de la cobertura hasta que se alcance la cobertura universal planteada en la Ley 1122 de enero 9 de 2007.

 Este inciso rige para los años 2007, 2008, 2009.” 

4.2.1.1. Subsidios a la demanda - Continuidad

Los recursos distribuidos y girados para financiar a la población pobre mediante subsidios a la demanda 
–Continuidad–, tienen como objetivo financiar la afiliación al régimen subsidiado alcanzada en la vigencia 
anterior. Su forma de cálculo se describe a continuación.

a)	 Se estima un valor per-cápita resultado de dividir el monto total de recursos disponibles para este objeto 
entre el número total de personas afiliadas al régimen subsidiado durante la vigencia anterior. 

b)	 El monto que corresponde a cada entidad  territorial por este concepto resulta de multiplicar el valor per 
cápita obtenido y  el número de afiliados al régimen subsidiado en la vigencia anterior.

Los recursos distribuidos de esta manera serán ejecutados por cada municipio y distrito, los departamentos 
ejecutarán recursos de este componente sólo en el caso de los antiguos corregimientos departamentales. 

4.2.1.2. Subsidios a la demanda – Ampliación

Los recursos distribuidos y girados para financiar a la población pobre mediante subsidios a la demanda 
–Ampliación–, tienen como objetivo financiar la nueva afiliación de la población pobre por atender urbana 
y rural al régimen subsidiado, es decir, para ampliación de cobertura.

El artículo 48 de la Ley 715 de 2001 señala que para su distribución se debe aplicar el criterio de equidad 
que pondera el déficit en cobertura de cada entidad territorial. Lo anterior, con el fin de contribuir a reducir 
la brecha existente en los niveles de cobertura entre entidades territoriales.
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Es importante tener en cuenta que el parágrafo 2 del artículo 48 de la ley 715 de 2001, condiciona la ampliación 
de cobertura con recursos propios o de capital, en los siguientes términos:

“Parágrafo 2º. La ampliación de cobertura de la población pobre mediante subsidios a la demanda, que se haga con recursos 
propios de las entidades territoriales, deberá financiarse con ingresos corrientes de libre destinación, con destinación 
especifica para salud o con recursos de capital, cuando en este último caso, se garantice su continuidad como mínimo por 
cinco (5) años. En ningún caso podrá haber ampliación de cobertura mientras no se garantice la continuidad de los 
recursos destinados a financiar a la población pobre mediante los subsidios a la demanda.” (Negrita fuera de texto).

Es necesario señalar que en relación con las acciones de promoción y prevención financiadas con recursos 
de subsidios a la demanda, el artículo 46 de la Ley 715 de 2001 establece lo siguiente:

•	 Los municipios y distritos tendrán a cargo la ejecución de las acciones de salud pública en la promoción 
y prevención, y  en particular aquellas que hacen parte del Plan Obligatorio de Salud del régimen 
subsidiado (POS-S), y que fueron definidas en el Acuerdo 229 del Consejo Nacional de Seguridad Social 
en Salud.

•	 Para el efecto las entidades territoriales deben realizar e incorporar al Plan de Atención Básica – Plan 
Territorial de Salud Pública, según la Ley 1122 de 2007- las acciones señaladas y tener una evaluación 
de su ejecución que sea satisfactoria. En caso contrario, los recursos deben ser girados directamente al 
departamento para su administración.

4.2.2. Prestación de los servicios de salud a la población pobre en lo no cubierto con subsidios 
a la demanda

La  distribución de los recursos para la prestación del servicio de salud a la población pobre en lo no cubierto con 
subsidios a la demanda, esta definida por los artículos 49 y 58 de la Ley 715 de 2001, en los siguientes términos:

“Artículo 49. Distribución de los recursos de la participación para la prestación del servicio de salud a la población pobre 
en lo no cubierto con subsidios a la demanda. Para el cálculo de los recursos del componente destinado a la prestación de 
los servicios de salud a la población pobre, en lo no cubierto con subsidios a la demanda, se tomará el total de los recursos 
del Sistema General de Participaciones para salud en la respectiva vigencia y se le restarán los recursos liquidados para 
garantizar la financiación a la población pobre mediante subsidios a la demanda y los recursos destinados a financiar 
acciones de salud pública definidas como prioritarias por el Ministerio de Salud.

Para distribuir los recursos entre estas entidades territoriales, se tomará el monto total de los recursos para este componente, 
se dividirá por la población pobre por atender nacional ajustada por dispersión poblacional y por un factor de ajuste 
que pondere los servicios no incluidos en el Plan Obligatorio de Salud Subsidiado. El valor per cápita así resultante, se 
multiplicará por la población pobre por atender de cada municipio, corregimiento departamental o distrito ajustada p or 
dispersión poblacional y por un factor de ajuste que pondere los servicios no incluidos en el Plan Obligatorio de Salud 
Subsidiado. La población atendida para los efectos del presente cálculo, será la del año anterior a aquel para el cual se 
realiza la distribución.

A cada departamento le corresponderá el 59% de los montos resultantes de efectuar los cálculos anteriormente descritos 
de los municipios y corregimientos departamentales de su jurisdicción, los cuales deberán destinarse para garantizar la 
atención en salud de los servicios diferentes a los de primer nivel de complejidad, con los mismos criterios que la Nación 
aplica en la distribución para este componente. El 41% restante se deberá destinar a financiar la atención en el primer 
nivel de complejidad de cada uno de los municipios y corregimientos de los respectivos departamentos.

Para los efectos del presente artículo se entiende como población pobre por atender, urbana y rural de cada distrito, municipio 
o corregimiento departamental, la población identificada como pobre por el Sistema de Identificación de Beneficiarios que 
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defina el Conpes, no afiliada al régimen contributivo o a un régimen excepcional, ni financiada con recursos de subsidios 
a la demanda.

Se entiende por dispersión poblacional, el resultado de dividir la extensión en kilómetros cuadrados de cada distrito o 
municipio entre la población urbana y rural del mismo. El ajuste se hará en favor de los municipios cuyo indicador esté 
por encima del promedio nacional, de acuerdo con un factor que determinará anualmente el Conpes.

Al departamento Archipiélago de San Andrés y Providencia se le aplicará el factor de ajuste que corresponda a las entidades 
cuya dispersión esté por encima del promedio nacional.”

(…)

Artículo 58. De los aportes patronales. Las sumas correspondientes a los recursos que las entidades territoriales y sus entes 
descentralizados, deben destinar como aportes patronales de los empleados del sector salud, que se venían financiando con 
los recursos del situado fiscal, deberán ser pagadas con cargo a los recursos del Sistema General de Participaciones de 
salud y deben ser giradas directamente por la Nación a los Fondos de Pensiones y Cesantías, Administradoras de Riesgos 
Profesionales y a las Entidades Promotoras de Salud a las cuales se encuentren afiliados los trabajadores.

Los recursos a los que se refiere el presente artículo se presupuestarán y contabilizarán sin situación de fondos, por parte 
de las entidades territoriales y sus entes descentralizados.

Parágrafo. Cuando una entidad beneficiaria del Sistema General de Participaciones, haya registrado en los años anteriores 
a la vigencia de la presente ley, excedentes por el pago de aportes patronales deberá destinarlos así:

a) A sanear el pago de los aportes patronales para cesantías, pensiones, salud y riesgos profesionales causados a partir 
de 1994, de conformidad con la reglamentación que para el efecto expida el Ministerio de Salud;

b) Una vez efectuado el saneamiento de los aportes patronales, los saldos existentes podrán ser solicitados por la entidad 
territorial y adicionados a su presupuesto para financiar la prestación de servicios de salud a la población pobre en lo 
no cubierto con subsidios a la demanda, de acuerdo con el reglamento que expida el Ministerio de Salud.

Lo anterior, fue modificado por el Decreto 2878 de 2007, por el cual se reglamenta parcialmente el literal a) 
del numeral 1 del artículo 11 de la Ley 1122 de 200727, regulan la distribución de los recursos del Sistema 
General de Participaciones destinados a la financiación de los servicios  a la población pobre no asegurada, 
de la siguiente manera: 

“Artículo 1°. Objeto. El presente decreto fija los criterios de distribución y asignación de los recursos del Sistema General de 
Participaciones en Salud (SGP-S) para el componente de salud pública y para la financiación de la prestación de servicios 
de salud a la población pobre no asegurada y a las actividades no cubiertas con subsidios a la demanda, en desarrollo de 
lo establecido en el literal a) del numeral 1 del artículo 11 de la Ley 1122 de 2007, y sólo serán aplicables a la distribución 
y asignación que realice la Nación.

Artículo 2°. Definiciones. Para efectos del presente decreto se adoptan las siguientes definiciones:

Factor de dispersión poblacional: Es el resultado de dividir la extensión en kilómetros cuadrados de cada distrito o 
municipio entre la población urbana y rural del mismo. El ajuste se hará a favor de los municipios cuyo indicador esté por 
encima del promedio nacional, de acuerdo con un factor que determinará anualmente el Conpes Social.

Factor no POS-S: Valor en porcentaje de los servicios no incluidos en el plan obligatorio de salud del régimen subsidiado 
y corresponde a la diferencia del gasto en salud entre la unidad de pago por capitación promedio del régimen contributivo, 

27 Artículo  11. Modifícase el artículo 214 de la Ley 100, el cual quedará así:
“Artículo 214. Recursos del Régimen Subsidiado. El régimen subsidiado se financiará con los siguientes recursos:
1. De las entidades territoriales.
a)  Los recursos del Sistema General de Participaciones en Salud, SGP.S, que se destinarán previo concepto del Conpes, y en una forma progresiva al Régimen 
Subsidiado en Salud: En el año 2007 el 56%, en el año 2008 el 61% y a partir del año 2009 el 65%, porcentaje que no podrá ser superado. El porcentaje restante se 
destinará, de acuerdo a la reglamentación que expida el Gobierno nacional para financiar la atención de la población pobre no asegurada, las actividades no cubiertas 
por subsidio a la demanda y a las acciones en salud pública.(…)”.
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descontado el gasto administrativo, y la unidad de pago por capitación del régimen subsidiado descontando el gasto 
administrativo. Este factor será definido anualmente por el Ministerio de la Protección Social y el Departamento Nacional 
de Planeación de conformidad con lo señalado en el inciso 6° del artículo 66 de la Ley 715 de 2001.

Población de corregimientos departamentales: La población pobre por atender de los corregimientos departamentales hará 
parte del cálculo de los recursos de que trata el presente decreto y dichos recursos serán administrados por el departamento 
correspondiente. Los corregimientos departamentales a que hace referencia el presente decreto son aquellas áreas no 
municipalizadas pertenecientes a los nuevos departamentos creados por la Constitución Política de 1991.

Población pobre no asegurada: Es aquella población urbana y rural de cada distrito, municipio o corregimiento 
departamental, identificada como pobre por el Sistema de Identificación de Beneficiarios que defina el Conpes, no afiliada 
al régimen contributivo, a un régimen excepcional o al régimen subsidiado.

La población pobre no asegurada para los efectos de los cálculos de distribución y asignación de los recursos del SGP-S, 
será la del año anterior a aquel para el cual se realiza la distribución. El Ministerio de la Protección Social certificará 
al Departamento Nacional de Planeación la población pobre no asegurada en los términos y condiciones previstos en el 
Decreto 159 de 2002, e igualmente comunicará la metodología y los datos que sirvieron de base para el cálculo de dicha 
población.

Artículo 3°. Recursos de prestación de servicios y de salud pública del Sistema General de Participaciones de salud. Los 
recursos del Sistema General de Participaciones en Salud (SGP-S) que se destinarán al componente de salud pública 
corresponderán al 10.1% de la bolsa total del SGP-S, el porcentaje restante una vez descontados los recursos destinados 
por la Ley 1122 de 2007 a la financiación del régimen subsidiado, se destinará a la financiación de la prestación de servicios 
de salud a la población pobre no asegurada, y a las actividades no cubiertas con subsidios a la demanda.

Artículo 4°. Distribución de los recursos del Sistema General de Participaciones destinados a la financiación de la 
prestación de servicios a la población pobre no asegurada y a las actividades no cubiertas con subsidios a la demanda. 
Para efectos de la distribución del monto de los recursos del SGP-S descontados los recursos destinados a la financiación 
del régimen subsidiado y a salud pública, se definirá un porcentaje para la financiación de la prestación de servicios de 
salud a la población pobre no asegurada, y un porcentaje para la financiación de las actividades no cubiertas con subsidios 
a la demanda.

La participación de los recursos a ser asignados para la prestación de servicios de salud a la población pobre no asegurada 
se determinará teniendo en cuenta la participación que tenga el total nacional de esta población ajustada por el factor de 
dispersión poblacional frente al total nacional de esta población ajustada por el factor de dispersión poblacional más la 
totalidad de los afilados al régimen subsidiado ponderados por el factor NoPOS-S.

La participación de recursos a ser asignados para las actividades no cubiertas con subsidios a la demanda se determinará 
teniendo en cuenta la participación que tenga la población total nacional afilada al régimen subsidiado ponderada por el 
factor NoPOS-S frente al total nacional de la población pobre no asegurada ajustada por el factor de dispersión poblacional 
más la totalidad de los afilados al régimen subsidiado ponderados por el factor NoPOS-S.

Artículo 5°. Distribución y asignación de los recursos para la prestación de servicios de salud a la población pobre no 
asegurada. La distribución de los recursos para la prestación de servicios de salud a la población pobre no asegurada se 
realizará por municipio, distrito y corregimiento departamental, teniendo en cuenta la participación de la población pobre 
no asegurada ajustada por el factor de dispersión poblacional de cada entidad territorial, frente al total nacional de la 
población pobre no asegurada ajustada por el factor de dispersión poblacional.

La asignación entre departamentos, municipios y distritos se hará con base en el porcentaje que para el efecto definan 
anualmente el Ministerio de la Protección Social y el Departamento Nacional de Planeación, el cual deberá considerar tanto 
el nivel de complejidad de los servicios que deben ser financiados así como los responsables de garantizar su prestación. 
La determinación del porcentaje deberá construirse a partir de los Registros Individuales de Prestación de Servicios de 
Salud -RIPS, validados y disponibles.

Parágrafo 1°. Al Departamento Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa Catalina, se le aplicará el factor de 
dispersión que corresponda a las entidades cuya dispersión esté por encima del promedio nacional.

Parágrafo 2°. La asignación para la prestación de servicios de salud a la población pobre no asegurada de los municipios 
certificados que hayan asumido la competencia para la prestación de los servicios de salud, será girada directamente a 
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estos por la Nación. Para los demás municipios el respectivo departamento será el responsable de prestar los servicios de 
salud y administrar los recursos correspondientes.

Artículo 6°. Distribución y asignación de los recursos que financian las actividades no cubiertas con subsidios a la 
demanda. El cálculo de la distribución de los recursos, para la financiación de las actividades no cubiertas con subsidios 
a la demanda, se realizará por municipio, distrito y corregimiento departamental teniendo en cuenta la participación de 
la población afiliada al régimen subsidiado de cada entidad territorial ponderada por el factor NoPOS-S frente al total 
nacional de la población al régimen subsidiado ponderada por el factor NoPOS-S.

La asignación entre departamentos, municipios y distritos se hará con base en el porcentaje que para el efecto definan 
anualmente el Ministerio de la Protección Social y el Departamento Nacional de Planeación; el porcentaje deberá tener en 
cuenta el nivel de complejidad de los servicios no incluidos en el Plan Obligatorio de Salud Subsidiado, considerando tanto 
el nivel de complejidad de los servicios que deben ser financiados así como los responsables de garantizar su prestación. 
La determinación del porcentaje deberá consultar los Registros Individuales de Prestación de Servicios de Salud -RIPS, 
validados y disponibles.

Artículo 7°. Aportes patronales. Conforme a lo dispuesto en el artículo 58 de la Ley 715 de 2001, si la totalidad de los 
recursos asignados a cada entidad territorial, a que se refieren los artículos 5° y 6° del presente decreto, es menor que el 
valor de los aportes patronales, se reconocerán dentro de esta asignación el valor del aporte patronal. No obstante si los 
aportes patronales son menores, se asignará el valor calculado. Los aportes patronales para efectos de la distribución no 
podrán crecer por encima de la inflación causada en el respectivo período. Estos recursos se presupuestarán y contabilizarán 
sin situación de fondos.

Parágrafo 1°. Cuando por efecto de la reducción de los costos laborales, se reduzcan los requerimientos de recursos para 
los aportes patronales, los excedentes se destinarán a la prestación de servicios de salud a la población pobre no asegurada 
y a las actividades no cubiertas con subsidios a la demanda.

Parágrafo 2°. Cuando la asignación a las entidades territoriales se haya realizado teniendo en cuenta el mínimo por 
aportes patronales, y se determine un mayor valor en la asignación por errores de estimación u otros no justificados este 
se redistribuirá por el Conpes Social a las demás entidades territoriales.

Artículo 8°. Compensación. Con el fin de evitar una disminución de los recursos que financian la prestación de servicios 
de salud a la población pobre no asegurada y a las actividades no cubiertas con subsidios a la demanda que pueda afectar 
la atención de dicha población, la asignación de los recursos del Sistema General de Participaciones para salud incluirá 
un factor de compensación decreciente.

El Conpes Social realizará la compensación de la siguiente manera:

1. De la base de los recursos destinados a la prestación de servicios de salud a la población pobre no asegurada y a las 
actividades no cubiertas con subsidios a la demanda se destinará un porcentaje de compensación de la siguiente manera: 
en 2007 será del 15.6%; para el 2008 será del 10%; para el 2009 el 5%; para el 2010 será del 3%, y a partir del año 2011 
no habrá compensación, el resto de los recursos se distribuirá conforme a los artículos 4° a 7° del presente decreto.

2. Los recursos de la compensación se distribuirán entre los municipios, distritos y departamentos que obtuvieran un monto 
inferior al asignado en la vigencia inmediatamente anterior para financiar la prestación de servicios a la población 
pobre no asegurada y las actividades no cubiertas con subsidios a la demanda. El monto inferior es la diferencia que 
resulta de restar la asignación de la vigencia actual, calculada con base en los artículos 5° a 7° del presente decreto, 
y la asignación del año anterior.

3. Esta compensación se distribuirá y asignará aplicando, al monto a ser compensado, la distribución proporcional de 
la sumatoria de las disminuciones en recursos que se presenten en las entidades territoriales. No se tendrán en cuenta 
para la aplicación de la compensación, aquellas entidades territoriales donde el valor total asignado de los recursos de 
que tratan los artículos 5° y 6°, del presente decreto hayan sido ajustados en función del valor requerido para aportes 
patronales.

4. La compensación por entidad territorial podrá ser diferencial y deberá ser decreciente y no aplicará para los municipios 
que lograron cobertura universal en el régimen subsidiado. La cobertura universal será determinada con base en la 
información certificada por el Ministerio de la Protección Social al Departamento Nacional de Planeación.”
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4.2.3. Financiación de acciones de Salud Pública definidas como prioritarias por el 
Ministerio de Protección Social 

La asignación de recursos para salud pública está definida por el artículo 52 de la Ley 715 de 2001, de la 
siguiente manera:

“Artículo 52. Distribución de los recursos para financiar las acciones de Salud Pública definidas como prioritarios para el 
país por el Ministerio de Salud. Los recursos para financiar las acciones de salud pública, definidas como prioritarias para 
el país por el Ministerio de Salud, serán iguales a los asignados durante la vigencia anterior incrementados en la inflación 
causada y se distribuirán entre los distritos, municipios y corregimientos departamentales, de los nuevos departamentos 
creados por la Constitución de 1991, de acuerdo con la sumatoria de los valores correspondientes a la aplicación de los 
criterios de población, equidad y eficiencia administrativa, definidos así:

52.1. 	Población por atender. Es la población total de cada entidad territorial certificada por el DANE para el respectivo 
año y se distribuirá entre los distritos, municipios y corregimientos de acuerdo con su población.

52.2. 	Equidad. Es el peso relativo que se asigna a cada entidad territorial, de acuerdo con su nivel de pobreza y los riesgos 
en salud pública.

52.3. 	Eficiencia administrativa. Es el mayor o menor cumplimiento en metas prioritarias de salud pública, medidas por 
indicadores trazadores.

Los recursos para financiar los eventos de salud pública, se distribuirán de acuerdo con los criterios antes señalados así: 
40% por población por atender, 50% por equidad y 10% por eficiencia administrativa, entendiéndose que ésta existe, 
cuando se hayan logrado coberturas útiles de vacunación.

Los departamentos recibirán el 45% de los recursos destinados a este componente, para financiar los eventos de salud 
pública de su competencia, para la operación y mantenimiento de los laboratorios de salud pública, y el 100% de los 
asignados a los corregimientos departamentales.

Los municipios y distritos recibirán el 55% de los recursos asignados a este componente, con excepción del Distrito Capital 
que recibirá el 100%.”

La distribución de recursos para este componente se realiza de acuerdo con los siguientes criterios y variables 
definidas en la ley.

•	 Población por atender: Entendida como la participación de la población de cada entidad territorial en la 
población total nacional. El 40% de los recursos de este componente se asigna en función de este criterio.

•	 Equidad: Entendida como el peso relativo que se asigna a cada entidad territorial en función del nivel de 
pobreza y los riesgos en salud pública. El 50% de los recursos de este componente se asigna en función 
de este criterio28.

•	 Eficiencia administrativa: Medida por el cumplimiento de los niveles de cobertura útil establecidos para cada 
biológico del Plan Ampliado de Inmunizaciones por cada municipio, distrito y corregimiento departamental, 
de acuerdo a las metas fijadas por el Ministerio de la Protección Social con corte a 30 de septiembre del 
año anterior. El 10% de los recursos de este componente se asigna en función de este criterio.

28 El artículo 7 del Decreto 159 de 2002 define de manera inicial los indicadores a tomar en cuenta para distribuir el monto de los recursos correspondientes al criterio 
de equidad. Estos son: pobreza relativa, población con riesgo de dengue, población con riesgo de malaria, población susceptible de ser vacunada, accesibilidad 
geográfica. La información de cada uno de estos indicadores, es certificada por el DANE, el IGAC y el Ministerio de la Protección Social, en los términos señalados 
en los artículos 7 y 9 del Decreto 159 de 2002. A cada indicador corresponde el 20% (10 puntos) del total (50%). 
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Adicionalmente, la distribución aplica lo dispuesto por el Acto Legislativo 04 de 2007 y el Decreto 317 
de 2008, con el fin de garantizar a todas las entidades territoriales que los recursos del Sistema General de 
Participaciones no se disminuyan con respecto al 2007 en los criterios afectados por el censo 2005, por 
razones atribuibles a los cambios en los datos de población e índice de necesidades básicas insatisfechas.

La metodología para asignar los recursos a las entidades territoriales se realiza para cada criterio arriba 
señalado por municipio, distrito y corregimiento departamental aplicando lo dispuesto en el artículo de 52 
de la Ley 715 de 2001. Los departamentos reciben el 45% de los recursos y los municipios el 55% restante 
de cada criterio. Para el Distrito de Capital la asignación es del 100%.

La distribución contempla lo establecido por el Decreto 317 de 2008, con el objeto de evitar que los recursos 
del SGP se vean reducidos por efectos de los datos del censo de 2005.

4.2.4. Recursos complementarios para el financiamiento de los subsidios a la demanda 
–FOSYGA–

Los recursos complementarios para financiar los subsidios de demanda serán distribuidos de acuerdo a la 
necesidad de cofinanciación de la atención en salud de la población pobre mediante subsidios a la demanda, 
una vez se hayan descontado del valor total de la afiliación al régimen subsidiado los recursos del Sistema 
General de Participaciones para salud para financiar a la población pobre mediante subsidios a la demanda 
–Continuidad- y los recursos propios comprometidos en vigencias anteriores. 

De acuerdo con lo anterior, las inquietudes referentes a la asignación y giro de estos recursos serán resueltas 
por la dependencia del Ministerio de Protección Social que administra los recursos del FOSYGA.

4.3. Destinación

La destinación de los recursos del Sistema General de Participaciones correspondientes a la participación 
para salud está definida por el artículo 47 de la Ley 715 de 2001, el cual dispone lo siguiente: 

“Artículo 47. Destino de los recursos del Sistema General de Participaciones para Salud. Los recursos del Sistema General 
en Participaciones en salud se destinarán a financiar los gastos de salud, en los siguientes componentes:

47.1. Financiación o cofinanciación de subsidios a la demanda, de manera progresiva hasta lograr y sostener la cobertura total.

47.2. Prestación del servicio de salud a la población pobre en lo no cubierto con subsidios a la demanda.

47.3. Acciones de salud pública, definidos como prioritarios para el país por el Ministerio de Salud.”

4.3.1. Población pobre mediante subsidios a la demanda

A partir de la implementación de la Ley 715 los distritos, municipios y los departamentos que tienen áreas 
no municipalizadas29, son los responsables de financiar y cofinanciar la afiliación al régimen subsidiado de 
la población pobre y vulnerable.
  

29 Corresponden a los antiguos corregimientos departamentales de los departamentos del Amazonas, Guainía y Vaupés.
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En consecuencia, estas entidades territoriales deben celebrar contratos para el aseguramiento en el régimen 
subsidiado, realizar su seguimiento y control. 

Adicionalmente, los recursos distribuidos por concepto del SGP financiación a la población pobre mediante 
subsidios a la demanda –Continuidad- sólo pueden ser destinados para financiar compromisos generados 
por los contratos con administradoras del régimen subsidiado de la vigencia en curso.

De otro lado, la continuidad de los contratos efectuados a cargo de los recursos del SGPS financiación a la 
población pobre mediante subsidios a la demanda -Ampliación- se reconocerán en la vigencia siguiente por 
el subcomponente de –Continuidad–.

La contratación en el régimen subsidiado de las EPS, se realiza conforme a lo dispuesto por el artículo 16 
de la Ley 1122 de 207.

4.3.2. Prestación de los servicios de salud a la población pobre en lo no cubierto con subsidios 
a la demanda y actividades No Pos

Los recursos asignados para la población pobre en lo no cubierto con subsidios de demanda, deben destinarse 
para financiar la atención en salud a través de la contratación de instituciones prestadoras de servicios públicas 
o privadas utilizando para el pago correspondiente los recursos del Sistema General de Participaciones, 
las rentas cedidas y los demás recursos propios que destinen para tal fin, mediante modalidades de pago 
diferentes a la transferencia directa. 

Bajo el nuevo esquema la responsabilidad de gestionar la prestación de los servicios de salud de manera 
oportuna, eficiente y con calidad a la población pobre en lo no cubierto con subsidios a la demanda es 
esencialmente del departamento. 

Sólo aquellos municipios o distritos que a 31 de Julio de 2001 se habían descentralizado y habían asumido 
la prestación de los servicios de salud, son responsables de la atención del primer nivel de complejidad de 
la población pobre en lo no cubierto con subsidios a la demanda y actividades No Pos. Sin embargo, dichos 
municipios deberán coordinar con el departamento la articulación  de las instituciones de prestación de 
servicios de salud de su jurisdicción a la red departamental.
 
Es así como, la responsabilidad de la red prestadora de servicios es del departamento, quien debe coordinar 
la articulación con los municipios certificados. 

4.3.3. Salud pública

Los recursos del Sistema General de Participaciones asignados para financiar las acciones de salud pública 
deben ser destinados en el marco de la prioridades definida en el Plan Nacional de Salud Pública adoptado 
por el Ministerio de la Protección Social.

Es importante señalar que el artículo 33 de la Ley 1122 de 2007, con relación al Plan Nacional de salud 
Pública, define los siguientes criterios:

“Artículo  33. Plan Nacional de Salud Pública. El Gobierno nacional definirá el Plan Nacional de Salud Pública para cada 
cuatrienio, el cual quedará expresado en el respectivo Plan Nacional de Desarrollo. Su objetivo será la atención y prevención 
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de los principales factores de riesgo para la salud y la promoción de condiciones y estilos de vida saludables, fortaleciendo 
la capacidad de la comunidad y la de los diferentes niveles territoriales para actuar. Este plan debe incluir:

a) El perfil epidemiológico, identificación de los factores protectores de riesgo y determinantes, la incidencia y prevalencia 
de las principales enfermedades que definan las prioridades en salud pública. Para el efecto se tendrán en cuenta las 
investigaciones adelantadas por el Ministerio de la Protección Social y cualquier entidad pública o privada. En materia de 
vacunación, salud sexual y reproductiva, salud mental con énfasis en violencia intrafamiliar, drogadicción y suicidio;

b) Las actividades que busquen promover el cambio de estilos de vida saludable y la integración de estos en los distintos 
niveles educativos;

c) 	Las acciones que, de acuerdo con sus competencias, debe realizar el nivel nacional, los niveles territoriales y las 
aseguradoras;

d) 	El plan financiero y presupuestal de salud pública, definido en cada uno de los actores responsables del Sistema General 
de Seguridad Social en Salud, incluyendo las entidades territoriales, y las EPS;

e) 	Las coberturas mínimas obligatorias en servicios e intervenciones de salud, las metas en morbilidad y mortalidad 
evitables, que deben ser alcanzadas y reportadas con nivel de tolerancia cero, que serán fijadas para cada año y para 
cada período de cuatros años;

f) 	Las metas y responsabilidades en la vigilancia de salud pública y las acciones de inspección, vigilancia y control de los 
factores de riesgo para la salud humana;

g) 	Las prioridades de salud pública que deben ser cubiertas en el Plan Obligatorio de Salud y las metas que deben ser 
alcanzadas por las EPS, tendientes a promover la salud y controlar o minimizar los riesgos de enfermar o morir;

h) 	Las actividades colectivas que estén a cargo de la Nación y de las entidades territoriales con recursos destinados 
para ello, deberán complementar las acciones previstas en el Plan Obligatorio de Salud. El Plan de salud pública de 
intervenciones colectivas, reemplazará el Plan de Atención Básica; 

i) 	Los modelos de atención, tales como, salud familiar y comunitaria, atención primaria y atención domiciliaria;

j) 	El plan nacional de inmunizaciones que estructure e integre el esquema de protección específica para la población 
colombiana en particular los biológicos a ser incluidos y que se revisarán cada cuatro años con la asesoría del Instituto 
Nacional de Salud y el Comité Nacional de Prácticas de Inmunización;

k) 	El plan deberá incluir acciones orientadas a la promoción de la salud mental, y el tratamiento de los trastornos de 
mayor prevalencia, la prevención de la violencia, el maltrato, la drogadicción y el suicidio;

l) 	El Plan incluirá acciones dirigidas a la promoción de la salud sexual y reproductiva, así como medidas orientadas a 
responder a comportamiento de los indicadores de mortalidad materna.

Parágrafo 1°. El Estado garantizará, que los programas de televisión en la franja infantil, incluyan de manera obligatoria 
la promoción de hábitos y comportamientos saludables.

Parágrafo 2°. Las Empresas Promotoras de Salud (EPS) y las entidades territoriales presentarán anualmente un plan 
operativo de acción, cuyas metas serán evaluadas por parte del Ministerio de la Protección Social, de acuerdo con la 
reglamentación que se expida para tal efecto. Las personas que administran los recursos deberán contar con suficiente 
formación profesional e idónea para hacerlo.

Parágrafo 3°. El Ministerio de la Protección Social definirá los protocolos de atención que respondan a las prioridades 
definidas en el literal a) del presente artículo. El Ministerio definirá los protocolos de atención, remisión y tratamiento de 
los servicios de urgencias para los trastornos mentales de mayor prevalencia.

Parágrafo 4°. El Instituto Nacional de Salud se fortalecerá técnicamente para cumplir además de las funciones descritas 
en el Decreto 272 de 2004 las siguientes:

a) Definir e implementar el modelo operativo del Sistema de Vigilancia y Control en Salud Pública en el Sistema General 
de Seguridad Social en Salud;

b) Realizar los estudios e investigación que soporten al Ministerio de la Protección Social para la toma de decisiones para 
el Plan Nacional de Salud.”
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En desarrollo del artículo 33 de la Ley 1122 de 2007, el Gobierno expidió el Decreto 3039 de 2007, por el 
cual se adopta el Plan Nacional de salud Pública 2007 – 2010, el cual dispone lo siguiente:

“Artículo 1°. PLAN NACIONAL DE SALUD PÚBLICA. Adóptase el Plan Nacional de Salud Pública para el cuatrienio 
2007-2010, contenido en el documento que forma parte integral del presente Decreto.

El Plan Nacional de Salud Pública 2007-2010 será de obligatorio cumplimiento, en el ámbito de sus competencias y 
obligaciones por parte de la Nación, las entidades departamentales, distritales y municipales de salud, las entidades 
promotoras de salud de los regímenes contributivo y subsidiado, las entidades obligadas a compensar, las entidades 
responsables de los regímenes especiales y de excepción y los prestadores de servicios de salud.

Artículo 2°. IMPLEMENTACIÓN. El Ministerio de la Protección Social deberá desarrollar, adoptar o ajustar los documentos 
técnicos y expedir los actos administrativos que se requieran para facilitar la implementación del Plan Nacional de Salud 
Pública 2007 -2010 atendiendo las diferencias regionales, étnicas y culturales.”

El Plan Nacional de Salud Pública 2007 – 2010, contiene, entre otros, los siguientes criterios generales:
 

“CAPÍTULO I. ALCANCE

En desarrollo de las competencias consagradas en la Constitución Política, la Ley 9 de 1979, Ley 10 de 1990, Ley 100 de 
1993, Ley 715 de 2001, Ley 691 de 2001, Ley 1122 de 2007 y la Ley 1151 de 2007, el Ministerio de la Protección Social, 
como ente rector del Sistema de Protección Social, del Sistema General de Seguridad Social en Salud - SGSSS y del sector 
salud, tiene la función de proveer de manera integral, las acciones de salud individuales y colectivas con la participación 
responsable de todos los sectores de la sociedad, que mejoren la condiciones de salud de la población.

Al Gobierno nacional, de acuerdo con lo establecido en el Artículo 33 de la Ley 1122 de 2007, le corresponde definir cada 
cuatro años el Plan Nacional de Salud Pública. El Plan Nacional de Salud Pública incluye:

1. Las prioridades, objetivos, metas y estrategias en salud, en coherencia con los indicadores de situación de salud, las 
políticas de salud nacionales, los tratados y convenios internacionales suscritos por el país y las políticas sociales 
transversales de otros sectores.

2. Define las responsabilidades en salud pública a cargo de la Nación, de las entidades territoriales, y de todos los actores 
del Sistema General de Seguridad Social en Salud - SGSSS, que se complementarán con las acciones de los actores de 
otros sectores definidas en el plan nacional de desarrollo y en los planes de desarrollo territorial.

De acuerdo con lo establecido en las Leyes 10 de 1990, 100 de 1993, 715 de 2001, 691 de 2006 y 1122 de 2007, corresponde 
a las entidades nacionales, a las entidades adscritas al Ministerio de la Protección Social, a las direcciones territoriales 
de salud, a las entidades promotoras de salud - EPS, a las entidades de los regímenes especiales y de excepción, a las 
administradoras de riesgos profesionales - ARP, a los prestadores de servicios de salud - IPS, a los resguardos indígenas, 
y a la sociedad civil en general, adoptar las políticas, prioridades, objetivos, metas y estrategias del Plan Nacional de 
Salud Pública.

Para ello se formulará y aprobará el Plan de Salud Territorial a cargo de las direcciones territoriales de salud, comprende 
acciones del Plan de Salud Pública de Intervenciones Colectivas y las acciones previstas en el plan obligatorio de salud - 
POS del régimen contributivo y del régimen subsidiado y el de riesgos profesionales. Los anteriores planes se formularán 
en coherencia con los perfiles de salud territorial. Además, se adoptará el sistema de evaluación de resultados para realizar 
los correctivos pertinentes y así cumplir con las metas definidas para el cuatrienio.

Por tanto, el Ministerio de la Protección Social previa consulta a expertos y concertación con los actores del sector salud, 
formula el Plan Nacional de Salud Pública 2007 - 2010, cuyo propósito es definir la política pública en salud que garantice las 
condiciones para mejorar la salud de la población Colombiana, prolongando la vida y los años de vida libres de enfermedad, 
promoviendo condiciones y estilos de vida saludables, previniendo y superando los riesgos para la salud, y recuperando o 
minimizando el daño, entendiendo la salud como un derecho esencial individual, colectivo y comunitario logrado en función 
de las condiciones de salud, bienestar y calidad de vida, mediante acciones sectoriales e intersectoriales.
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El Plan Nacional de Salud Pública 2007- 2010, en coherencia con las políticas del Plan Nacional de Desarrollo 2006 - 
2010, previstas en la Ley 1151 de 2007, define las prioridades en salud de los próximos cuatro años, los objetivos, metas 
y estrategias para su cumplimiento, y las enmarca en las competencias de todos los actores involucrados conforme a los 
recursos disponibles.

PROPÓSITOS DEL PLAN NACIONAL DE SALUD PÚBLICA

Son propósitos del Plan Nacional de Salud Pública los siguientes:

1. Mejorar el estado de salud de la población Colombiana.

2. Evitar la progresión y los desenlaces adversos de la enfermedad.

3. Enfrentar los retos del envejecimiento poblacional y la transición demográfica.

4. Disminuir las inequidades en salud de la población Colombiana.

(…)

ENFOQUES

El Plan Nacional de Salud Pública integra el mandato constitucional sobre el derecho a la salud bajo diversos enfoques 
conceptuales, enmarcados en el Artículo 33 de la Ley 1122 de2007 con el objetivo de mejorar las condiciones de salud, 
bienestar y calidad de vida de la población residente en el territorio Colombiano. En este sentido, el Plan Nacional de 
Salud Pública debe entenderse como el producto de la movilización social de actores y la concertación y articulación de 
las acciones sectoriales e intersectoriales.

Para ello se articulan los siguientes enfoques, con el propósito de reducir la carga de la enfermedad y crear las condiciones 
para modificar la carga futura en la población.

1. Enfoque poblacional

Se entiende por enfoque poblacional, las intervenciones en salud simples o combinadas dirigidas a la población en general 
que buscan modificar los riesgos acumulados en cada uno de los momentos del ciclo vital, que incrementan la carga de 
morbilidad, mortalidad y discapacidad.

2. Enfoque de determinantes

Los determinantes son un conjunto de factores que inciden de forma directa en el estado de salud de los individuos y de las 
poblaciones. El enfoque de determinantes plantea que los resultados en salud de los individuos, grupos y colectividades, 
dependen de la interacción de cuatro grupos de factores: ambientales, del comportamiento humano, de la herencia y de las 
respuestas de los servicios de salud. Este abordaje pretende intervenir aquellos factores de riesgo que sean modificables.

3. Enfoque de gestión social del riesgo

El enfoque de gestión social del riesgo se plantea como un proceso dinámico, creativo en el cual se construyen soluciones a 
partir de un abordaje causal de los riesgos de salud en poblaciones especificas, buscando la identificación y modificación de 
éstos, para evitar desenlaces adversos, teniendo en cuenta que muchos de los eventos de salud no ocurren al azar sino que 
son predecibles y modificables con el concurso de los actores de salud, otros sectores comprometidos y la comunidad.

PRINCIPIOS

Los principios que guían el Plan Nacional de Salud Pública son los siguientes:

Es la garantía del derecho a la salud con calidad para todas las personas, sin ninguna discriminación, en todas las etapas 
de la vida.

Equidad

La equidad en salud se logra cuando todas las personas alcancen su potencial de salud y por lo tanto, ninguna persona 
sea afectada en su capacidad de alcanzar ese potencial debido a su condición social o por circunstancias socialmente 
determinadas y evitables.
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Calidad

Es la provisión de servicios individuales y colectivos accesibles y equitativos, con un nivel profesional óptimo, que tiene 
en cuenta los recursos disponibles y logra la adhesión y satisfacción del usuario.

Eficiencia

Es la mejor utilización social y económica de los recursos administrativos, técnicos y financieros del Estado y los particulares 
para garantizar el derecho a la salud y al acceso de los servicios integrales de promoción de la salud y la calidad de vida, 
prevención de los riesgos y recuperación de la salud con oportunidad, calidad y suficiencia.

Responsabilidad

Es la garantía del acceso a las acciones individuales y colectivas en salud pública con oportunidad, calidad, eficiencia y 
equidad. La responsabilidad implica que los actores asuman consecuencias administrativas, penales, civiles y éticas por 
acciones inadecuadas u omisiones que atenten contra la salud o la calidad de vida.

Respeto por la diversidad cultural y étnica

Es la garantía del respeto, del entendimiento de la cosmovisión, usos, costumbres, territorio ancestral, sitios sagrados y 
creencias de los grupos étnicos frente a la promoción, prevención, protección y recuperación de la salud, bajo el ejercicio de 
la consulta y concertación con las comunidades, garantizando su participación en la formulación, seguimiento y evaluación 
de los planes de salud en concordancia con las disposiciones de la autoridad de salud y la Ley 691 del 2001.

Participación social

Es la intervención de la comunidad en la planeación, gestión y control social y evaluación del Plan, se deberá promover 
la vinculación efectiva de la población para garantizar que las prioridades en salud y bienestar territorial respondan a las 
necesidades sentidas de los grupos sociales, y que éstas se concreten en los planes de salud territoriales.

Intersectorialidad

Es la interrelación y articulación de los distintos actores intra y extrasectoriales con el fin de lograr resultados de salud 
de manera más eficaz, eficiente y sostenible, orientadas a alcanzar las metas comunes en salud.

CAPÍTULO III. LÍNEAS DE POLÍTICA

El Ministerio de la Protección Social, como principal responsable y gestor de las acciones dirigidas a mejorar las condiciones 
de salud en la población, define las siguientes líneas para el desarrollo de la política en salud:

l. La promoción de la salud y la calidad de vida.

2. La prevención de los riesgos.

3. La recuperación y superación de los daños en la salud.

4. La vigilancia en salud y gestión del conocimiento.

5. La gestión integral para el desarrollo operativo y funcional del Plan Nacional de Salud Pública.

Estas líneas buscan armonizar y articular el Sistema de Protección Social para el logro de las metas y especialmente para 
reducir las brechas en salud existentes entre regiones y grupos poblacionales. Esto exige una articulación efectiva de 
esfuerzos del sector, entre la Nación, las entidades territoriales, las entidades promotoras de salud - EPS, las administradoras 
de riesgos profesionales - ARP, los prestadores de servicios de salud -IPS, la sociedad civil organizada, las sociedades 
científicas, las instituciones formadoras del talento humano en salud, los otros sectores de la sociedad y las entidades de 
cooperación técnica internacional.

(…)

Línea de política número 1. Promoción de la salud y la calidad de vida

La promoción de la salud y la calidad de vida constituye un proceso político y social que abarca las acciones dirigidas a 
fortalecer los medios necesarios para mejorar la salud como derecho humano inalienable, a consolidar una cultura de la 
salud que involucre a individuos, familias, comunidades y la sociedad en su conjunto, a integrar el trabajo de los sectores 
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y las instituciones en un proceso orientado a modificar los condicionantes o determinantes de la salud, con el fin de mitigar 
su impacto en la salud individual y colectiva.

Se asume la promoción de la salud y la calidad de vida como una dimensión del trabajo de salud que ubica su centro en 
la noción de salud, en su sentido positivo como bienestar y calidad de vida, que se articula y se combina con la acción 
preventiva. La promoción de la salud y la calidad de vida integra las acciones individuales y colectivas encaminadas a 
hacer que los individuos y las colectividades estén en condiciones de ejercer un mayor control sobre los determinantes de 
su salud.

Esta línea hace posible la vinculación de los temas del sector salud con los temas de otros sectores y con la política económica 
y social. El objetivo es fomentar las capacidades y generar en los individuos y las comunidades las oportunidades para 
que sean capaces de identificar y satisfacer sus necesidades en salud, cambiar o adaptarse al medio ambiente, asumir 
estilos de vida que reduzcan su vulnerabilidad, y participar en el control social para la mejoría de las condiciones del 
entorno con el fin de facilitar el desarrollo de una cultura de la salud con calidad de vida y el desarrollo de la autonomía 
individual y colectiva.

La calidad de vida se define como la percepción del individuo sobre su posición en la vida dentro del contexto cultural y el 
sistema de valores en el que vive y con respecto a sus metas, expectativas, normas y preocupaciones. Supone la satisfacción 
mínima aceptable del complejo de necesidades y satis factores en las dimensiones individual, familiar y comunitaria en los 
ámbitos locales, regionales y nacionales.

Estrategias de la promoción de la salud y la calidad de vida

Para el desarrollo de esta política se definen las siguientes estrategias:

A cargo de la Nación:

a. 	Formulación, desarrollo y evaluación de políticas públicas de promoción de la salud y la calidad de vida.

b. 	Fomento de la educación para la salud dentro y fuera del sector salud.

c. 	Formulación, desarrollo y evaluación de las políticas para mejorar la participación social y el empoderamiento 
comunitario.

d. 	Abogacía para movilizar voluntades, compromisos políticos intersectoriales y comunitarios para mejorar la salud y 
calidad de vida y establecer alianzas para la construcción de entorno s saludables.

e. 	Formulación, desarrollo y evaluación de las políticas para la reorientación de los servicios de salud hacia la promoción 
de la salud y la calidad de vida, bajo estándares de calidad y satisfacción de los usuarios.

A cargo de las entidades territoriales:

a. 	Adopción y evaluación de políticas públicas de promoción de la salud y la calidad de vida y prevención de los 
riesgos.

b. 	Fomento de la educación para la salud dentro y fuera del sector salud.

c. 	Formulación, adopción y evaluación de políticas para mejorar la participación social y comunitaria en salud.

d. 	Abogacía para movilizar voluntades, compromisos políticos intersectoriales y comunitarios para mejorar la salud y 
calidad de vida y establecer alianzas para la construcción de entorno s saludables.

e. 	Formulación, adopción y evaluación de políticas para la reorientación de los servicios de salud hacia la promoción de 
la salud y la calidad de vida, bajo estándares de calidad y satisfacción de los usuarios.

A cargo de las entidades promotoras de salud - EPS, administradoras de riesgos profesionales - ARP e instituciones 
prestadoras de servicios de salud - IPS:

a. 	Promoción del conocimiento de los derechos y deberes dentro del Sistema General de Seguridad Social en Salud - SGSSS 
en la población a su cargo.

b. 	Promoción de entorno s saludables en la población a su cargo y en el ámbito de los servicios de salud.

c. 	Promoción del desarrollo individual integral por ciclo vital y de la adopción de estilos de vida saludable.
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d. 	Promoción de la salud mental con énfasis en el ámbito intrafamiliar.

e. 	Promoción del uso racional, adecuado y oportuno de los servicios en salud.

f. 	 Promoción de la conformación de redes sociales de apoyo y de usuarios que faciliten los procesos de mejoramiento de 
la salud y calidad de vida.

Línea de política número 2. Prevención de los riesgos

Es el conjunto de acciones individuales y colectivas en salud orientadas a la reducción de los riesgos de enfermar o morir. 
El objetivo de esta línea de política es minimizar la pérdida de bienestar evitando, mitigando o reduciendo al mínimo la 
probabilidad de daño, mediante intervenciones compartidas entre el Estado, la comunidad, las entidades promotoras de 
salud - EPS, las administradoras de riesgos profesionales - ARP y los sectores cuyas acciones tienen incidencia en la salud 
de las personas.

Esta línea de política abarca las medidas destinadas no solamente a evitar la aparición de la enfermedad, la prevención 
primaria, sino también a gestionar el riesgo para detener su avance y atenuar sus consecuencias una vez establecida, la 
prevención secundaria.

Estrategias de la prevención de los riesgos

Para el desarrollo de esta política se definen las siguientes estrategias:

A cargo de la Nación:

a. 	Definición, desarrollo, seguimiento y evaluación de las políticas públicas de prevención de los riesgos biológicos, del 
consumo, del comportamiento, del medio ambiente, laborales, sanitarios y fitosanitarios.

b. 	Definición, seguimiento y evaluación de las acciones de prevención específica y detección temprana del plan obligatorio 
de salud - POS de los regímenes contributivo y subsidiado.

c. 	Definición de las normas técnicas y guías de atención integral basadas en la evidencia para estandarizar los procesos 
de atención en el plan obligatorio de salud - POS de los regímenes contributivo y subsidiado.

d. 	Desarrollo del Sistema Obligatorio de Garantía de la Calidad de la Atención en Salud - SOGCS.

e. 	Definición, seguimiento y evaluación de las intervenciones preventivas de tipo colectivo priorizadas en el Plan Nacional 
de Salud Pública.

f. 	 Formulación, desarrollo y evaluación de planes preventivos en lo relativo a la salud, frente a las emergencias y desastres 
en salud.

g. 	Definición, desarrollo, seguimiento y evaluación de los servicios preventivos en salud ocupacional y laboral.

h. 	Desarrollo de acciones de coordinación y articulación intra y extrasectorial para la formulación y ejecución de las 
estrategias de prevención de los riesgos que afectan la salud.

A cargo de las entidades territoriales:

a. 	Formulación, desarrollo y evaluación de políticas públicas de prevención de los riesgos biológicos, del consumo, del 
comportamiento, del medio ambiente, laborales, sanitarios y fitosanitarios.

b. 	Seguimiento y evaluación de las acciones de prevención específica y detección temprana del plan obligatorio de salud 
- POS de los regímenes contributivo y subsidiado.

c. 	Difusión y vigilancia de la aplicación de las normas técnicas y guías de atención integral basadas en la evidencia.

d. 	Adopción del Sistema Obligatorio de Garantía de la Calidad de la Atención en Salud - SOGCS, en sus competencias.

e. 	Desarrollo, seguimiento y evaluación de las intervenciones preventivas de tipo colectivo que afectan las prioridades del 
Plan Nacional de Salud Pública, en su jurisdicción.

f. 	 Formulación, desarrollo y evaluación de planes preventivos en lo relativo a la salud, frente a las emergencias y desastres 
en salud, en su jurisdicción.

g. 	Definición, desarrollo, seguimiento y evaluación del desarrollo de los servicios preventivos en salud ocupacional y 
laboral, en su jurisdicción.
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h. 	Desarrollo de acciones de coordinación y articulación intra y extrasectorial para la formulación y ejecución de las 
estrategias de prevención de los riesgos que afectan la salud, en su jurisdicción.

A cargo de las entidades promotoras de salud - EPS, las administradoras de riesgos profesionales - ARP y de las 
instituciones prestadoras de servicios de salud - IPS:

a. 	Desarrollo por ciclo vital a nivel individual y familiar de las acciones de prevención específica y detección temprana 
incluidas en el plan obligatorio de salud - POS de los regímenes contributivo y subsidiado.

b. 	Desarrollo de su red de instituciones prestadoras de servicios de salud - IPS y del sistema de referencia y 
contrarreferencia.

c. 	Cumplimiento de los estándares definidos en el Sistema Obligatorio de Garantía de la Calidad de la Atención en Salud 
- SOGCS.

d. 	Mejoramiento continúo de las competencias del talento humano y capacitación en salud pública.

e. 	Evaluación de la percepción del riesgo y satisfacción de los servicios desde la perspectiva de los usuarios.

Línea de política número 3. Recuperación y superación de los daños en la salud

Es el conjunto de acciones individuales del plan obligatorio de salud - POS de los regímenes contributivo y subsidiado, que 
busca recuperar la salud y superar los daños ocurridos en los individuos y las poblaciones, mediante el acceso oportuno 
y con calidad a los servicios de diagnóstico, tratamiento y rehabilitación y a los programas y redes de protección social. 
lnvolucra acciones de prevención secundaria y terciaria que se realizan en todos los niveles de atención y grados de 
complejidad con el objeto de detener o reducir el daño que pueda producir la enfermedad ya presente, el establecimiento 
de la cronicidad, sus recidivas o sus secuelas.

Esta política demanda de las autoridades de salud y de la sociedad en general, una permanente evaluación del acceso, 
oportunidad, calidad, pertinencia y grado de satisfacción de los usuarios de los servicios de salud.

Estrategias para la recuperación y superación de los daños en la salud

Para el desarrollo de esta política se definen las siguientes estrategias:

A cargo de la Nación:

a. 	Definición, seguimiento y evaluación de las acciones de detección temprana, prevención específica y atención en salud 
incluidos del plan obligatorio de salud - POS de los regímenes contributivo y subsidiado.

b. 	Definición de las normas técnicas y guías de atención integral basadas en la evidencia para estandarizar los procesos 
de atención en el plan obligatorio de salud - POS de los regímenes contributivo y subsidiado.

c. 	Desarrollo del Sistema Obligatorio de Garantía de la Calidad de la Atención en Salud - SOGCS.

d. 	Desarrollo de acciones de coordinación y articulación intra y extrasectorial para la formulación y ejecución de las 
estrategias de recuperación y superación de los daños en la salud.

e. 	Definición, desarrollo, supervisión y evaluación de la redes de urgencias y de los sistemas de referencia y 
contrarreferencia.

f. 	 Definición, desarrollo, supervisión y evaluación de los servicios de atención integral de los accidentes de trabajo y la 
enfermedad derivada de la actividad laboral.

g. 	Definición, desarrollo, supervisión y evaluación de los servicios diferenciales por ciclo vital para la atención y 
rehabilitación de las discapacidades.

h. Fomento de la telemedicina.

A cargo de las entidades territoriales:

a. 	Seguimiento y evaluación de las acciones de detección temprana y atención en salud del plan obligatorio de salud - POS 
de los regímenes contributivo y subsidiado, en su jurisdicción.

b. 	Prestación de servicios de salud a la pobre, no asegurada, en lo establecido en el plan obligatorio de salud - POS del 
régimen contributivo.
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c. 	Difusión y vigilancia de la aplicación de las normas técnicas y guías de atención integral basadas en la evidencia 
para estandarizar los procesos de atención en el plan obligatorio de salud - POS de los regímenes contributivo y 
subsidiado.

d. 	Desarrollo del Sistema Obligatorio de Garantía de la Calidad de la Atención en Salud - SOGCS, en sus 
competencias.

e. 	Desarrollo de acciones de coordinación y articulación intra y extrasectorial para la formulación y ejecución de las 
estrategias de recuperación y superación de los daños en la salud, en su jurisdicción.

f. 	 Desarrollo de la redes de urgencias y de los sistemas de referencia y contrarreferencia, en su jurisdicción.

i. 	 Desarrollo, supervisión y evaluación de los servicios de atención integral de los accidentes de trabajo y la enfermedad 
derivada de la actividad laboral, en su jurisdicción.

g. 	Vigilancia y fomento del desarrollo de servicios diferenciales por ciclo vital para la atención y rehabilitación de las 
discapacidades.

h. 	Fomento de la telemedicina.

A cargo de las entidades promotoras de salud - EPS. las administradoras de riesgos profesionales - ARP y de las 
instituciones prestadoras de servicios de salud - IPS:

a. 	Desarrollo de la redes de instituciones prestadoras de servicios de salud - IPS y del sistema de referencia y 
contrarreferencia.

b. 	Cumplimiento de los estándares definidos en el Sistema Obligatorio de Garantía de la Calidad de la Atención en Salud 
- SOGCS, en sus competencias.

c. 	Mejoramiento continúo de las competencias del talento humano y capacitación en salud pública.

d. 	Desarrollo por ciclo vital a nivel individual y familiar de las acciones de protección específica y atención en salud en 
el plan obligatorio de salud - POS de los regímenes contributivo y subsidiado.

e. 	Fomento y desarrollo de la telemedicina.

Línea de política número 4. Vigilancia en salud y gestión del conocimiento

Es el conjunto de procesos sistemáticos y constantes de recolección, análisis, interpretación y divulgación de información, 
y de investigación para la identificación de las necesidades de salud de la población y de la respuesta de los servicios para 
el mejoramiento de la salud y la calidad de vida de los colombianos.

La vigilancia en salud está compuesta por los procesos de vigilancia en salud pública, vigilancia en salud en el entorno 
laboral, vigilancia sanitaria e inspección, vigilancia y control de la gestión del Sistema General de Seguridad Social en 
Salud - SGSSS.

Vigilancia en salud pública

La vigilancia en salud pública vigila los riesgos y daños biológicos, del comportamiento y del medio ambiente, tanto 
individuales como colectivos. Para ello emplea la notificación obligatoria, la vigilancia activa por medio de observatorios 
y centinelas, entre otros, y la investigación de modelos de riesgo y enfermedad en las condiciones y eventos priorizados. 
Este proceso es liderado por el Instituto Nacional de Salud - INS.

Vigilancia en salud en el entorno laboral

La vigilancia en salud en el entorno laboral vigila los riesgos laborales, los accidentes de trabajo y la enfermedad derivada 
de la actividad laboral. Para ello emplea la vigilancia activa haciendo uso entre otros de la metodología de buenas prácticas, 
y de la investigación. Este proceso es liderado por el Ministerio de la Protección Social.

Vigilancia sanitaria

La vigilancia sanitaria vigila los riesgos relacionados con los alimentos, medicamentos, tecnologías en salud, productos 
de uso doméstico, establecimientos públicos y las cadenas productivas. Para ello emplea la vigilancia activa haciendo uso 
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entre otros de la metodología de buenas prácticas, y de la investigación. Este proceso es liderado por el Instituto Nacional 
de Vigilancia de Medicamentos y Alimentos - INVIMA.

Inspección, vigilancia y control de la gestión del Sistema General de Seguridad Social en Salud - SGSSS

La inspección, vigilancia y control de la gestión del Sistema General de Seguridad Social en Salud - SGSSS es el conjunto 
de normas, agentes, y procesos articulados entre sí, en los ejes de financiamiento, aseguramiento, prestación de servicios, 
atención al usuario y participación social. Este proceso es liderado por la Superintendencia Nacional de Salud.

La vigilancia en salud, aplicando todos sus procesos y componentes generará el conocimiento sobre la situación de salud 
de la población Colombiana, la cual permitirá al Ministerio de la Protección Social junto con el modelo de desarrollo 
general ajustar el Plan Nacional de Salud Pública.

Esta línea demanda el desarrollo de procesos de aprendizaje individual, grupal y organizacional para la generación, 
aplicación y apropiación del conocimiento. Esto lleva a una concepción dinámica de la relación entre el conocimiento, 
el sujeto que conoce y el entorno en el cual actúa para lograr una transformación positiva de la realidad. Requiere la 
construcción de alianzas entre el sector salud y los sectores como educación, medio ambiente, agua, y comunicación entre 
otros, para la innovación e introducción de nuevas tecnologías.

La generación de conocimiento estará apoyada en el sistema de información de salud y en la investigación, procesos 
fundamentales en el Plan Nacional de Salud Pública, y tiene como objetivo la identificación de las necesidades de salud 
de la población y sus determinantes.

La evaluación de resultados tiene como objetivo monitorear el grado de apropiación, ejecución y mejoramiento continuo 
de las políticas sectoriales y extrasectoriales definidas en el Plan Nacional de Salud Pública y su impacto en la salud 
individual y colectiva. Incluye la verificación de cumplimiento de los indicadores de gestión, los resultados y los recursos 
programados, conforme a lo establecido en el sistema de evaluación que el Ministerio de la Protección Social defina en 
cumplimiento del Artículo 2 de la Ley 1122 de 2007.

Estrategias de la vigilancia en salud y gestión del conocimiento

Para el desarrollo de esta política se definen las siguientes estrategias:

A cargo de la Nación:

a. Diseño, desarrollo, seguimiento y evaluación de las acciones de vigilancia en salud y gestión del conocimiento.

b. Diseño, desarrollo, seguimiento y evaluación del análisis de la situación de salud de la población.

c. Desarrollo del sistema de información de salud.

d. Diseño, desarrollo, seguimiento y evaluación del Plan Nacional de Salud Pública.

e. Fomento de la investigación aplicada en áreas de interés del Plan Nacional de Salud Pública.

f. Desarrollo de estrategias de difusión de los resultados en salud.

A cargo de las entidades territoriales:

a. 	Desarrollo e implementación de las acciones de vigilancia en salud en su jurisdicción.

b. 	Monitoreo, evaluación, y análisis de la situación de salud en su jurisdicción.

c. 	Evaluación del impacto de las políticas y estrategias formuladas para atender las prioridades del Plan Nacional de 
Salud Pública, en su jurisdicción.

d. 	Implementación del sistema de evaluación de gestión y de resultados en salud y bienestar del Sistema de Protección 
Social, en su jurisdicción.

e. 	Implementación del sistema de información de salud en su jurisdicción.

f. 	 Desarrollo de estrategias de difusión de resultados en salud en su jurisdicción.

A cargo de las entidades promotoras de salud - EPS, las administradoras de nesgos profesionales - ARP y de las instituciones 
prestadoras de servicios de salud - IPS:
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a. Desarrollo del sistema de vigilancia en salud en sus competencias.

b. Diseño, desarrollo, seguimiento y evaluación de la situación de salud de sus afiliados y usuarios.

c. Generación de la información requerida por el sistema de información de salud.

Línea de política número 5. Gestión integral para el desarrollo operativo y funcional del Plan Nacional de Salud 
Pública

La gestión integral para el desarrollo operativo y funcional del Plan Nacional de Salud Pública, busca fortalecer las 
competencias para liderar, planear, ejecutar y evaluar las políticas y sus estrategias. La gestión es el eje central de 
integración, coordinación y articulación de las competencias, responsabilidades y funciones en salud pública de los actores 
en el ámbito nacional, territorial e institucional, público, privado y comunitario.

Esta línea de política permite promover el liderazgo de las entidades territoriales de salud y los demás actores institucionales 
para fortalecer la capacidad de la autoridad de salud territorial en el desempeño de las competencias de salud, permite 
generar escenarios para apoyar el ejercicio de rectoría y gobemabilidad del sector, para mejorar la capacidad de 
coordinación, regulación, planificación, conducción, vigilancia, evaluación y comunicación de los riesgos en salud y de los 
resultados y efectos de las políticas de promoción de la salud y la calidad de vida, prevención de los riesgos y recuperación 
de la salud.

Mediante estas acciones de gestión se identifican las necesidades locales y se articulan las respuestas en los espacios 
cotidianos donde transcurre la vida de las personas, con el fin de promover el ejercicio del poder por parte de los sujetos 
para transformar las prácticas de vida y potenciar el desarrollo de autonomía que conduzca al mejoramiento de la calidad 
de vida y el ejercicio pleno de los derechos.

La gestión integral se apoya en un conjunto de procesos, estrategias, procedimientos, intervenciones, actividades, 
herramientas, instrumentos, capacidades y habilidades gerenciales, técnicas, operativas, logísticas, de información y 
comunicación enmarcadas en los principios de calidad. Articula procesos de planeación, seguimiento y evaluación de 
las competencias de salud pública individuales y colectivas y los mecanismos de control de la gestión con calidad, y el 
seguimiento para el logro de las metas definidas en el Plan Nacional de Salud Pública. Además, fomenta la comunicación 
en salud, como estrategia que permite corregir las asimetrías en el manejo social del riesgo, generar redes de protección 
social, lograr equidad y aumentar la calidad de vida en la población Colombiana.

El Ministerio de la Protección Social con el apoyo del Instituto Nacional de Salud - INS, el Instituto Nacional de Vigilancia 
de Medicamentos y Alimentos - INVIMA, el Instituto Colombiano Agropecuario - ICA, el Instituto Nacional de Cancerología 
- INC, el Instituto Dermatológico Federico Lleras; el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar - ICBF, la Superintendencia 
Nacional de Salud y las entidades territoriales de salud del orden departamental, distrital y municipal, realizará las acciones 
de rectoría, seguimiento, monitoreo y evaluación de las políticas, estrategias, procedimientos, y acciones individuales y 
colectivas en salud pública, en el ámbito de sus competencias.

Estrategias para la gestión integral para el desarrollo operativo y funcional del Plan Nacional de Salud Pública.

Para el desarrollo de esta política se definen las siguientes estrategias:

A cargo de la Nación y de las entidades territoriales:

a. 	Aseguramiento universal en salud, priorizando la población pobre y vulnerable.

b. 	Fortalecimiento de la capacidad de rectoría, regulación, gestión y fiscalización en salud pública para garantizar el 
cumplimiento de las competencias en los diferentes niveles territoriales.

c. 	Mejoramiento de la capacidad institucional para la planificación y gestión de las acciones individuales y colectivas en 
salud pública.

d. 	Concertación intersectorial para la modificación de los determinantes de la salud y reducción de condiciones de 
vulnerabilidad de los individuos y poblaciones.

e. 	Desarrollo de los modelos de atención en salud de origen intercultural.

f. 	 Fomento del mejoramiento continúo de las competencias del talento humano en áreas de interés en salud pública.
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g. 	Desarrollo de un plan de asesoría y asistencia técnica a todos los actores del Sistema de Protección Social.

h. 	Promoción del control social y la rendición de cuentas.

A cargo de las entidades promotoras de salud - EPS, las administradoras de riesgos profesionales - ARP y las instituciones 
prestadoras de servicios de salud - IPS:

a. 	Generación de la información que permita vigilar, monitorear y evaluar el uso y calidad de los servicios de salud, 
la percepción de los usuarios, los resultados en salud y proveer la información necesaria para ajustar los planes de 
beneficios.

b. 	Evaluación y mejoramiento continúo de la calidad de los servicios de salud a su cargo.

c. 	Desarrollo e implementación de los modelos de atención en salud que respondan mejor a las necesidades de salud de 
la población a su cargo, teniendo en cuenta sus diferencias étnicas, socioculturales, de género y de ciclo vital.

d. 	Fomento del mejoramiento continúo de las competencias del talento humano y capacitación en áreas de interés en salud 
pública.

e. 	Desarrollo de balance social y rendición de cuentas.

(…)

CAPÍTULO V. PRIORIDADES NACIONALES EN SALUD

Entre las razones que fundamentan la necesidad de establecer prioridades en salud, las más destacadas son; el cambio 
en los patrones en salud (por envejecimiento poblacional, cambio en los detenninantes por desarrollo económico y social, 
nuevas patologías), el cambio en los conceptos de salud (descubrimientos de nuevas causalidades, tratamientos para 
situaciones antes incurables), las necesidades y expectativas de los grupos de interés, exceden los recursos disponibles 
(necesidades de salud infinitas, nuevas tecnologías, intereses particulares) y sobre todo, porque el uso de los recursos 
salud es de interés público y existe la exigencia de hacerlo de forma eficiente, donde el bienestar para la mayoría prime y 
se impacte de la manera más amplia posible.

El Plan Nacional de Salud Pública define las prioridades y los parámetros de actuación en respuesta a las necesidades de 
salud, a los recursos disponibles y a compromisos establecidos por la Nación en los acuerdos internacionales.

Los objetivos de las prioridades en salud son respuesta a las necesidades del país en materia de salud, las cuales han sido 
debatidas y consensuadas con los distintos actores del sector, de otros sectores y representantes de los ciudadanos y usuarios 
de los servicios de salud, a través de mesas de discusión y aportes individuales y de diferentes colectividades.

Las prioridades nacionales en salud son:

1.	 La salud infantil.

2.	 La salud sexual y reproductiva.

3.	 La salud oral.

4.	 La salud mental y las lesiones violentas evitables.

5.	 Las enfermedades transmisibles y las zoonosis.

6.	 Las enfermedades crónicas no transmisibles.

7.	 La nutrición.

8.	 La seguridad sanitaria y del ambiente.

9.	 La seguridad en el trabajo y las enfermedades de origen laboral.

10.	 La gestión para el desarrollo operativo y funcional del Plan Nacional de Salud Pública.

Las prioridades en salud del Plan Nacional de Salud Pública son de estricto cumplimiento en la Nación, en los planes de 
salud territoriales y en los planes operativos de las entidades promotoras de salud - EPS, en coherencia con los perfiles 
de salud territorial.

Los objetivos, metas y estrategias, definidos en este documento serán ajustados para cada departamento, distrito y municipio 
del país. A las metas territoriales se le aplicaran criterios diferenciales, por población y territorio.
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Las estrategias de salud pública se han seleccionado con base en evidencia y en la investigación, para garantizar su idoneidad 
y efectividad. Se elaboraron y siguieron marcos lógicos de intervención, adecuados a cada prioridad. De la misma manera, 
se evaluará y difundirá de forma periódica el resultado de las intervenciones y acciones en salud pública.

El conocimiento y la experiencia aprendida se incorporarán de forma sistemática para los ajustes sucesivos del Plan 
Nacional de Salud Pública.

CAPÍTULO VI. RESPONSABILIDADES DE LOS ACTORES DEL SECTOR SALUD

DE LA NACIÓN

Sin perjuicio de las competencias establecidas en las normas legales, corresponde a la Nación - Ministerio de la Protección 
Social asumir, frente al Plan Nacional de Salud Pública, las siguientes responsabilidades:

1. 	 Realizar, actualizar y divulgar el análisis de la situación de salud de la población Colombiana y la capacidad de 
respuesta sectorial e intersectoria1 de los actores, con base en investigaciones y en la información generada por el 
sistema de información de salud.

2. 	 Diseñar, desarrollar y articular con los actores intra y extrasectoria1es la p1aneación, la ejecución, el seguimiento y 
la evaluación de las metas del Plan Nacional de Salud Pública.

3. 	 Definir las acciones que integran el Plan de Salud Pública de Intervenciones Colectivas a cargo de las entidades 
territoriales.

4. 	 Diseñar, imp1ementar y evaluar el desarrollo normativo de carácter técnico-científico, administrativo y financiero 
para todas las líneas de política del Plan Nacional de Salud Pública.

5. 	 Diseñar y desarrollar la supervisión, el seguimiento, la evaluación y la difusión de los resultados del Plan Nacional 
de Salud Pública.

6. 	 Brindar asesoría y asistencia técnica a los departamentos, distritos y municipios para la implementación, seguimiento 
de la ejecución y evaluación de las metas incluidas en los Planes de Salud Territoriales.

7. 	 Definir, desarrollar, administrar y actualizar el sistema de información de salud.

8. 	 Promover en concurrencia con el Programa Nacional de Ciencia y Tecnología de la Salud, el desarrollo de 
investigaciones periódicas y sistemáticas sobre las necesidades y problemas de salud de la población y la respuesta 
sectorial, que provean evidencia para el ajuste del Plan Nacional de Salud Pública.

9. 	 Adquirir y distribuir, directamente o a través de terceros, los biológicos del Programa Ampliado de Inmunizaciones - 
PAl, y los medicamentos e insumos críticos para las condiciones priorizadas, que defina el Ministerio de la Protección 
Social.

10.	 Fortalecer y regular en coordinación con el Instituto Nacional de Salud - INS y el Instituto de Vigilancia de Medicamentos 
y Alimentos - INVIMA la red nacional de laboratorios, el sistema de gestión de la garantía de la calidad de los 
laboratorios de salud pública y la red de laboratorios clínicos.

11.	 Definir las intervenciones de prevención, mitigación y superación de los riesgos para la salud derivados de las 
condiciones propias del trabajo, en especial a los del sector informal de la economía.

12.	 Coordinar la vigilancia y control de todos los aspectos relacionados con la administración, prevención, atención y 
control de los riesgos profesionales que adelanten las administradoras de riesgos profesionales - ARP.

13.	 Definir, desarrollar, administrar y aplicar el sistema nacional de vigilancia de riesgos profesionales y ocupacionales, 
con la participación de las entidades territoriales e instituciones prestadoras de servicios de salud - IPS.

14.	 Definir, administrar e implementar en coordinación con el Instituto de Vigilancia de Medicamentos y Alimentos - 
INVIMA el sistema de vigilancia sanitaria.

15.	 Definir y desarrollar en coordinación con los actores intra y extrasectoriales, los componentes que fortalecerán la 
capacidad nacional para cumplir con el Reglamento Sanitario Internacional.

DE LOS DEPARTAMENTOS, DISTRITOS, Y MUNICIPIOS CATEGORÍA E, 1, 2, Y 3

Sin perjuicio de las competencias establecidas en las normas legales, corresponde a los departamentos, distritos y municipios 
categorías E, 1,2, Y3 asumir, frente al Plan Nacional de Salud Pública, las siguientes responsabilidades:
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l.	 Realizar, actualizar y divulgar el análisis de la situación de salud de la población en su territorio y la capacidad de 
respuesta sectorial e intersectorial de los actores en su territorio.

2. 	 Coordinar y articular con los actores intra y extrasectoriales la planeación, la ejecución, el seguimiento y la evaluación 
de las metas del Plan de Salud Territorial.

3. 	 Adoptar y adaptar el Plan Nacional de Salud Pública a su territorio y formular el Plan de Salud Territorial y el plan 
operativo anual en consulta y concertación con los distintos actores, bajo los lineamientos establecidos por el Ministerio 
de la Protección Social.

4. 	 Tramitar ante el Consejo Territorial de Planeación la inclusión del Plan de Salud Territorial en el Plan de Desarrollo 
Territorial.

5. 	 Adoptar las normas técnico-científicas, administrativas y financieras que para la ejecución del Plan de Salud Territorial 
defina el Ministerio de la Protección Social.

6. 	 Realizar la supervisión, seguimiento, evaluación y difusión de los resultados del Plan de Salud Territorial.

7. 	 Promover el ejercicio pleno de los deberes y derechos de los ciudadanos y comunidades en la planeación, ejecución, 
seguimiento y control social del Plan de Salud Territorial.

8. 	 Ejercer la autoridad sanitaria para garantizar la promoción de la salud y la prevención de los riesgos y la recuperación 
y superación de los daños en salud en su jurisdicción.

9. 	 Brindar asistencia técnica a las entidades de acuerdo a sus competencias.

10. 	Generar la información requerida por el sistema de información de salud, tal como lo defina el Ministerio de la 
Protección Social.

11.	 Garantizar la conservación y red de frío y distribuir los biológicos del Programa Ampliado de lnmunizaciones - PAl,  
y los medicamentos e insumos críticos para el control de vectores, tuberculosis y lepra.

12.	 Coordinar el desarrollo y operación de la vigilancia en salud en sus componentes de vigilancia en salud pública, 
vigilancia sanitaria e inspección, vigilancia y control en la gestión del Sistema General de Seguridad Social en Salud 
- SGSSS, en su jurisdicción.

DE LOS MUNICIPIOS CATEGORÍA 4, 5 Y 6

Sin perjuicio de las competencias establecidas en las normas legales, corresponde a los municipios categorías 4, 5 Y 6 
asumir, frente al Plan Nacional de Salud Pública, las siguientes responsabilidades:

1. 	 Participar en el desarrollo del análisis de las necesidades y problemas de salud de la población de su territorio y de 
la capacidad de respuesta sectorial e intersectorial de los actores de su territorio.

2. 	 Formular con asesoría del departamento el Plan de Salud Territorial y el plan operativo anual.

3. 	 Concertar las metas y estrategias sectoriales e intersectoriales, con la participación de la comunidad, los actores del 
Sistema de Protección Social y de otros sectores.

4. 	 Tramitar ante el Consejo Territorial de Planeación la inclusión del Plan de Salud Territorial en el Plan de Desarrollo 
Territorial.

5. 	 Adoptar las normas técnico-científicas, administrativas y financieras que para la ejecución del Plan de Salud Territorial 
defina el Ministerio de la Protección Social.

6. 	 Participar en la supervisión, seguimiento, evaluación y difusión de los resultados del Plan de Salud Territorial.

7. 	 Promover el ejercicio pleno de los deberes y derechos de los ciudadanos y comunidades en la planeación, ejecución, 
seguimiento y control social del Plan de Salud Territorial.

8. 	 Ejercer la autoridad sanitaria para garantizar la promoción de la salud y la prevención de los riesgos y la recuperación 
y superación de los daños en salud en su jurisdicción.

9. 	 Generar la información requerida por el sistema de información de salud, tal como lo defina el Ministerio de la 
Protección Social.
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10. 	Apoyar el funcionamiento del Programa Ampliado de lnmunizaciones - PAl, en coordinación con el departamento.

11. 	Coordinar el desarrollo con el departamento la operación de la vigilancia en salud en el componente de vigilancia en 
salud pública.

DE LAS ENTIDADES PROMOTORAS DE SALUD

Sin perjuicio de las competencias establecidas en las normas legales, corresponde a las entidades promotoras de salud - EPS 
y a las entidades que ejercen funciones de entidades promotoras de salud - EPS de los regímenes contributivo y subsidiado 
asumir, frente al Plan Nacional de Salud Pública, las siguientes responsabilidades:

1. 	 Realizar y actualizar el análisis de la situación de salud de la población afiliada.

2. 	 Articularse con las direcciones territoriales para la formulación, seguimiento y evaluación de las metas de las acciones 
individuales en salud pública incluidas en el Plan de Salud Territorial, de acuerdo con los lineamientos que defina el 
Ministerio de la Protección Social.

3. 	 Formular el plan operativo de acción anual discriminado territorialmente, de acuerdo con los lineamientos que defina 
el Ministerio de la Protección Social.

4. 	 Participar en la elaboración del Plan de Salud Territorial en los municipios de su influencia.

5. 	 Adoptar y aplicar las normas técnico-científicas, administrativas y financieras para el cumplimiento de las acciones 
individuales en salud pública incluidas en el plan obligatorio de salud - POS del régimen contributivo y del régimen 
subsidiado.

6. 	 Desarrollar un plan de asesoría, asistencia técnica y auditoría para las instituciones prestadoras de servicios de 
salud - lPS que hacen parte de su red que garantice el cumplimiento de las metas de las acciones individuales de salud 
pública incluidas en el Plan de Salud Territorial.

7. 	 Promover los conocimientos de la población a su cargo en derechos y deberes, en el uso adecuado de servicios de salud 
y en la conformación y organización de alianzas de usuarios y su articulación con la defensoría de los usuarios.

8. 	 Promover la conformación de redes sociales para la promoción de la salud y la calidad de vida.

9. 	 Realizar seguimiento y análisis por cohortes, de pacientes con tuberculosis, infección por VlH, insuficiencia renal 
crónica, cáncer, diabetes e hipertensión y cualquier otra condición priorizada, tal como lo defina el Ministerio de la 
Protección Social.

10. 	Adoptar el sistema de evaluación por resultados y rendición de cuentas.

11. 	Participar en la operación de la vigilancia en salud, en sus componentes de vigilancia en salud pública e inspección, 
vigilancia y control de la gestión del Sistema General de Seguridad Social en Salud - SGSSS.

12. 	Cumplimiento de los estándares establecidos en el Sistema Obligatorio de Garantía de la Calidad de la Atención en 
Salud - SOGCS, que le corresponden.

(…)

OBJETIVOS DE LAS PRIORIDADES NACIONALES EN SALUD PARA EL PERIODO 2007 - 2010:

l. Mejorar la salud infantil.

2. Mejorar la salud sexual y reproductiva.

3. Mejorar la salud oral.

4. Mejorar la salud mental.

5. Disminuir las enfermedades transmisibles y las zoonosis.

6. Disminuir las enfermedades crónicas no transmisibles y las discapacidades.

7. Mejorar la situación nutricional.

8. Mejorar la seguridad sanitaria y ambiental.

9. Mejorar la seguridad en el trabajo y disminuir las enfermedades de origen laboral.

10. Fortalecer la gestión para el desarrollo operativo y funcional del Plan Nacional de Salud Pública. (…)”
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Para facilitar la elaboración de los planes de salud pública por parte de las autoridades de la en entidades 
territoriales, el Ministerio de la Protección Social expidió la Resolución 425 de 2008, por la cual se define la 
metodología para la elaboración, ejecución, seguimiento, evaluación y control del Plan de Salud Territorial, 
y las acciones que integran el Plan de Salud Pública de Intervenciones Colectivas a cargo de las entidades 
territoriales. En dicha resolución se establecen, entre otros, los siguientes aspectos:

“Artículo 1°. Objeto y campo de aplicación. La presente resolución tiene por objeto definir la metodología que deberán 
cumplir las entidades territoriales para la elaboración, ejecución, seguimiento, evaluación y control del Plan de Salud 
Territorial y las acciones que integran el Plan de Salud Pública de Intervenciones Colectivas de obligatorio cumplimiento 
a cargo de las entidades territoriales.

T Í T U L O II

PLAN DE SALUD TERRRITORIAL

CAPÍTULO I

Generalidades

Artículo 2º. Plan de Salud Territorial. El Plan de Salud Territorial es equivalente al plan sectorial de salud de los 
departamentos, distritos y municipios, por tanto, es parte integral de la dimensión social del plan de desarrollo territorial 
y se rige en lo pertinente, en materia de principios, procedimientos y mecanismos de elaboración, ejecución, seguimiento, 
evaluación y control por la Ley Orgánica del Plan de Desarrollo –Ley 152 de 1994–. Así mismo, se rige por lo establecido 
en las Leyes 715 de 2001, 1122 y 1151 de 2007 y el Decreto 3039 de 2007 y las demás normas que las modifiquen, adicionen 
y sustituyan. 

Artículo 3°. Propósito, enfoques y principios. El Plan de Salud Territorial tiene como propósito fundamental el mejoramiento 
del estado de salud de la población de los departamentos, distritos y municipios, para lograr en el mediano y largo plazo 
evitar la progresión y ocurrencia de desenlaces adversos de la enfermedad, enfrentar los retos del envejecimiento poblacional 
y la transición demográfica, como también disminuir las inequidades territoriales en salud. 

El Plan de Salud Territorial se regirá por los enfoques y principios previstos en el Plan Nacional de Salud Pública.

Artículo 4°. Líneas de política. El Plan de Salud Territorial adoptará, adaptará e implementará las líneas de política de 
promoción de la salud y la calidad de vida, prevención de riesgos, recuperación y superación de los daños en la salud, 
vigilancia en salud y gestión del conocimiento y gestión integral para el desarrollo operativo y funcional del Plan.

Artículo 5°. Prioridades y metas nacionales de salud. El Plan de Salud Territorial, deberá adaptar las prioridades y metas 
en salud establecidas en el Plan Nacional de Salud Pública.

Artículo 6°. Ejes programáticos. El Plan de Salud Territorial, estará integrado por los siguientes ejes programáticos:

1. Aseguramiento.

2. Prestación y desarrollo de servicios de salud.

3. Salud pública.

4. Promoción social.

5. Prevención, vigilancia y control de riesgos profesionales.

6. Emergencias y desastres.

CAPÍTULO II

Elaboración y aprobación del plan de salud territorial

Artículo  7°. Elaboración y aprobación del plan de salud territorial. Es responsabilidad de los gobernadores y alcaldes 
liderar el proceso de elaboración con la asesoría del Consejo Territorial de Seguridad Social en Salud.
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Los términos legales y los procedimientos para la elaboración y aprobación del Plan de Salud Territorial y su articulación 
con la dimensión social del Plan de Desarrollo departamental, distrital y municipal se regirán por lo establecido en los 
Capítulos VIII, IX y X de la Ley 152 de 1994 y las disposiciones que la modifiquen, adicionen o sustituyan. 

(…)

T Í T U L O III

ACCIONES DE OBLIGATORIO CUMPLIMIENTO EN LOS EJES PROGRAMÁTICOS

DEL PLAN DE SALUD TERRITORIAL

Artículo 15. Acciones de obligatorio cumplimiento en los ejes programáticos del Plan de Salud Territorial. Las acciones 
incluidas en cada uno de los ejes programáticos del Plan de Salud Territorial, en el ámbito de sus competencias, se 
desarrollan a través de las siguientes áreas subprogramáticas de obligatorio cumplimiento:

1.	 Eje Programático de Aseguramiento. Incluye las siguientes áreas subprogramáticas de gestión:

a) Promoción de la afiliación al SGSSS;

b) Identificación y priorización de la población a afiliar;

c) Gestión y utilización eficiente de los cupos del Régimen Subsidiado; 

d) Adecuación tecnológica y recurso humano para la administración de la afiliación en el municipio;

e) Celebración de los contratos de aseguramiento;

f) Administración de bases de datos de afiliados;

g) Gestión financiera del giro de los recursos; 

h) Interventoría de los contratos del Régimen Subsidiado;

i) Vigilancia y control del aseguramiento. 

2. 	Eje Programático de Prestación y Desarrollo de Servicios de Salud. Incluye las siguientes áreas subprogramáticas, en 
desarrollo de la política nacional de prestación de servicios de salud:

a) Mejoramiento de la accesibilidad a los servicios de salud;

b) Mejoramiento de la calidad en la atención en salud; 

c) Mejoramiento de la eficiencia en la prestación de servicios de salud y sostenibilidad financiera de las IPS públicas.

3. Eje Programático de Salud Pública. Incluye las siguientes áreas subprogramáticas de carácter individual y colectivo:

a) Acciones de promoción de la salud y calidad de vida;

b) Acciones de prevención de los riesgos (biológicos, sociales, ambientales y sanitarios);

c) Acciones de vigilancia en salud y gestión del conocimiento;

d) Acciones de gestión integral para el desarrollo operativo y funcional del Plan Nacional en Salud Pública. 

4. 	Eje Programático de Promoción Social. Incluye las siguientes áreas subprogramáticas:

a) 	Acciones de promoción de la salud, prevención de riesgos y atención de las poblaciones especiales, tales como 
población en situación de desplazamiento, población en situación de discapacidad, adultos mayores, mujeres gestantes, 
población indígena, población infantil, adolescente y joven;

b) 	Acciones de salud en la “Red para la Superación de la Pobreza Extrema - Red Juntos”;

c) 	Acciones educativas de carácter no formal dirigidas a técnicos, profesionales y líderes comunitarios sobre diferentes 
aspectos de la promoción social, tales como entornos saludables, participación social, discapacidad, desplazamiento, 
adulto mayor, constitución de redes, formación para el trabajo, desarrollo de modelos de atención a población 
indígena.

5. 	Eje Programático de Prevención, Vigilancia y Control de Riesgos Profesionales. Incluye las siguientes áreas 
subprogramáticas:
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a) 	Acciones de promoción de la salud y calidad de vida en ámbitos laborales;

b) 	Acciones de inducción a la demanda a los servicios de promoción de la salud, prevención de los riesgos en salud y 
de origen laboral en ámbitos laborales;

c) 	Acciones de inspección, vigilancia y control de los riesgos sanitarios, fitosanitarios, ambientales en los ámbitos 
laborales y riesgos en las empresas con base en los riesgos profesionales; 

d) 	Acciones de sensibilización para la reincorporación y la inclusión del discapacitado en el sector productivo; 

e) 	Acciones de seguimiento, evaluación y difusión de resultados de la vigilancia en salud en el entorno laboral. 

6. 	Eje Programático de Emergencias y desastres. Comprende las siguientes áreas subprogramáticas:

a) 	Gestión para la identificación y priorización de los riesgos de emergencias y desastres;

b) 	Acciones de articulación intersectorial para el desarrollo de los planes preventivos, de mitigación y superación de 
las emergencias y desastres;

c) 	Acciones de fortalecimiento institucional para la respuesta territorial ante las situaciones de emergencias y 
desastres;

d) 	Acciones de fortalecimiento de la red de urgencias. 

T Í T U L O IV

PLAN DE SALUD PÚBLICA DE INTERVENCIONES COLECTIVAS

Artículo 16. Plan de Salud Pública de intervenciones colectivas. El Plan de Salud Pública de intervenciones colectivas incluye 
un conjunto de intervenciones, procedimientos y actividades a cargo del Estado, dirigidas a promover la salud y calidad 
de vida, la prevención y control de los riesgos y daños en salud de alta externalidad para alcanzar las metas prioritarias 
en salud definidas en el Plan Nacional de Salud Pública, las cuales son complementarias a las acciones de promoción, 
prevención y atención previstas en los Planes Obligatorios de Salud del Sistema General de Seguridad Social en Salud.

Artículo 17. Componentes. El plan de salud pública de intervenciones colectivas está compuesto por las intervenciones, 
procedimientos y actividades cuya ejecución se ceñirá a los lineamientos técnicos que para el efecto expida la Dirección 
General de Salud Pública del Ministerio de la Protección Social y que se señalan a continuación: 

1. Promoción de la salud y calidad de vida. 

a) 	 Difusión y promoción de las Políticas Públicas en Salud, Modelos, Normas Técnicas y Guías de Atención Integral;

b) 	 Promoción de la estrategia de vacunación sin barreras con la cooperación intersectorial y comunitaria para el logro 
de coberturas útiles de vacunación; 

c) 	 Promoción comunitaria de la lactancia materna exclusiva hasta los seis (6) meses y alimentación complementaria 
adecuada hasta los primeros dos (2) años de vida;

d) 	 Promoción del programa canguro para la atención del recién nacido de bajo peso al nacer, en todas las instituciones 
prestadoras de servicios de salud con servicios de atención del binomio madre-hijo.

e) 	 Promoción de las estrategias “Atención Integral de las Enfermedades Prevalentes de la Infancia”, AIEPI; “Instituciones 
Amigas de la Mujer y de la Infancia”, IAMI, en todas las Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud, IPS;

f) 	 Promoción de redes sociales de apoyo para la promoción y garantía del derecho a la protección de la salud infantil, 
salud sexual y reproductiva;

g) 	 Desarrollo de programas de formación para la sexualidad, construcción de ciudadanía y habilidades para la vida que 
favorezcan el desarrollo de un proyecto de vida autónomo, responsable, satisfactorio, libremente escogido y útil para 
sí mismo y la sociedad, teniendo en cuenta la diversidad étnica y cultural;

h) 	 Promoción de hábitos higiénicos de salud bucal en el hogar, ámbito laboral, escolar y en instituciones como guarderías 
y hogares de bienestar;

i) 	 Promoción de la red comunitaria en salud mental y formación de grupos gestores y redes de apoyo para el desarrollo 
de actividades de promoción de la salud mental, prevención de trastornos mentales y del consumo de sustancias 
psicoactivas; 
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j) 	 Tamizaje en salud mental, detección temprana, canalización, seguimiento y rehabilitación comunitaria;

k) 	 Prevención del consumo de sustancias psicoactivas; 

l) 	 Desarrollo de las estrategias de Instituciones Educativas, Espacios de Trabajo y Espacios Públicos Libres de Humo 
de Tabaco y de combustibles sólidos, en coordinación con Entidades Promotoras de Salud, EPS, Administradoras de 
Riesgos Profesionales, ARP, los sectores educativo, de cultura, deporte y otros;

m) 	Desarrollo de la estrategia de entornos saludables en coordinación con las Entidades Promotoras de Salud, EPS, y 
Administradoras de Riesgos Profesionales, ARP, los sectores educativo, de cultura, deporte y otros;

n) 	 Promoción del desarrollo de servicios de salud diferenciados para la prevención del consumo experimental y cesación 
del consumo de tabaco por ciclo vital, sexo y etnia;

o) 	 Promoción de campañas de asesoría y prueba voluntaria para VIH en población general y gestante, en coordinación 
con las Entidades Promotoras de Salud, EPS, y Administradoras de Riesgos Profesionales, ARP;

p) 	 Promoción de la actividad física en los servicios de salud, escenarios educativos, redes y grupos comunitarios y ámbitos 
laborales, entre otros;

q) 	 Promoción de la dieta saludable en los servicios de salud, comedores, restaurantes públicos y en los restaurantes de 
empresas e instituciones de trabajo, entre otros;

r) 	 Promoción de campañas de diagnóstico precoz de diabetes e hipertensión arterial en coordinación con las Entidades 
Promotoras de Salud, EPS, y Administradoras de Riesgos Profesionales, ARP;

s) 	 Promoción del Programa Visión 20/20 e inducción a la demanda de los servicios de atención en salud en coordinación 
con las Entidades Promotoras de Salud, EPS; 

t) 	 Promoción de la salud auditiva y cognitiva, y prevención de las lesiones evitables en coordinación con las Entidades 
Promotoras de Salud, EPS.

2. Acciones de prevención de los riesgos en salud.

a) 	 Apoyo al desarrollo de jornadas de vacunación, intensificación o bloqueo según el riesgo municipal;

b) 	 Realización de censos de canalización y vacunación extramural, monitoreo rápido de coberturas y vacunación en áreas 
dispersas según lineamientos nacionales;

c) 	 Suplementación con vitamina A, “estrategia PAI-plus” en poblaciones de alto riesgo.

d) 	 Fortalecimiento de salas ERA, UROC y UAIRAC en sitios de alta prevalencia de IRA-EDA;

e) 	 Búsqueda activa de gestantes para captación en el primer trimestre de embarazo en coordinación con las Entidades 
Promotoras de Salud, EPS, Administradoras de Riesgos Profesionales, ARP, Instituciones Prestadoras de Servicios de 
Salud;

f) 	 Identificación de poblaciones vulnerables y canalización hacia los servicios de tamizaje, detección y tratamiento de 
los riesgos y daños en salud sexual y reproductiva, con énfasis en planificación familiar y citología cérvico-uterina, 
en coordinación con las Entidades Promotoras de Salud, EPS, Administradoras de Riesgos Profesionales, ARP, e 
Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud;

g) 	 Implementación del modelo de servicios amigables para atención en salud sexual y reproductiva para los adolescentes, 
con énfasis en consejería, oferta anticonceptiva de métodos modernos y de emergencia;

h) 	 Impulsar el desarrollo de la atención integral protocolizada en salud con enfoque de riesgo biopsicosocial, sin barreras y 
con calidad, para control prenatal, atención del parto y posparto, las emergencias obstétricas, e interrupción voluntaria 
del embarazo;

i) 	 Impulsar el desarrollo del modelo de gestión programática en VIH/SIDA y la Guía de Atención en VIH/SIDA;

j) 	 Desarrollo e implementación del Plan de Respuesta Intersectorial en VIH/SIDA vigente en Colombia, en coordinación 
con las Entidades Promotoras de Salud, EPS, y Administradoras de Riesgos Profesionales, ARP, los actores de otros 
sectores y la comunidad;

k) 	 Implementación de la estrategia de “Atención Primaria en Salud Mental” en coordinación con las Entidades Promotoras 
de Salud – EPS-, Administradoras de Riesgos Profesionales, ARP, los actores de otros sectores y la comunidad;
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l) 	 Gestión de los insumos críticos, medicamentos, elementos y dispositivos del Plan Ampliado de Inmunizaciones, control 
de vectores, lepra, tuberculosis y zoonosis; 

m) 	Fortalecimiento de la red de frío del Programa Ampliado de Inmunizaciones;

n) 	 Actualización del censo de población canina y felina, control de su natalidad y desarrollo de jornadas de vacunación 
antirrábica;

o) 	 Coordinación con otras autoridades y sectores de las actividades de prevención, vigilancia y control de zoonosis, 
tales como rabia silvestre, encefalitis equinas, brucelosis, tuberculosis bovina, teniosis-cisticercosis, encefalopatías de 
etiología priónica y otras que, a juicio de las autoridades de salud, se consideren de interés en salud pública;

p) 	 Aplicación de las medidas de prevención y control selectivo e integral de vectores, según los lineamientos 
nacionales;

q) 	 Búsqueda activa de sintomáticos respiratorios y de piel y sistema nervioso periférico, en coordinación con las Entidades 
Promotoras de Salud, EPS, y Administradoras de Riesgos Profesionales, ARP;

r) 	 Desarrollo e implementación del plan estratégico “Colombia Libre de Tuberculosis 2006-2015”, en coordinación con 
las Entidades Promotoras de Salud, EPS;

s) 	 Fortalecimiento e implementación de la estrategia “Tratamiento Acortado Supervisado DOTS/TAS”, para el manejo 
de pacientes con tuberculosis en coordinación con las Entidades Promotoras de Salud, EPS;

t) 	 Tamizaje visual en adultos mayores de 50 años no afiliados al Sistema General de Seguridad Social en Salud y canalización 
a los servicios de atención para el control de la ceguera;

u) 	 Desparasitación y suplementación con micronutrientes a grupos de más alta vulnerabilidad no afiliados al Sistema 
General de Seguridad Social en Salud;

v) 	 Canalización y seguimiento hasta lograr la recuperación nutricional de los menores de dos (2) años con algún grado 
de desnutrición, en coordinación con las Entidades Promotoras de Salud, EPS.

Parágrafo. Los municipios de categorías 4, 5 y 6, en el Plan de Salud Pública de Intervenciones Colectivas, darán prioridad 
a las acciones previstas en el presente artículo que contribuyan al mejoramiento de la salud infantil, salud sexual y 
reproductiva, salud mental, nutrición y prevención de las lesiones violentas evitables.

Artículo 18. Financiación del Plan de Salud Pública de intervenciones colectivas. El Plan de Salud Pública de Intervenciones 
Colectivas se financiará con los recursos que integran la subcuenta de salud pública del fondo de salud de la respectiva 
entidad territorial y en su ejecución, respecto de los recursos del Sistema General de Participaciones destinados a la 
financiación de las acciones de salud pública a cargo de la entidad territorial, se atenderán las siguientes reglas: 

1. 	En los municipios de categorías 4, 5 y 6 deberán destinar el cien por ciento (100%) a la financiación del Plan de Salud 
Pública de Intervenciones Colectivas del respectivo municipio. 

2. 	En los distritos y municipios de categorías especial, 1, 2 y 3 deberán destinar, como mínimo, el sesenta por ciento 
(60%) a la financiación del Plan de Salud Pública de Intervenciones Colectivas. El porcentaje restante se destinará al 
cumplimiento de las competencias asignadas en salud pública, tales como la vigilancia en salud pública de riesgos y 
daños biológicos, y del comportamiento; la vigilancia sanitaria, la inspección y vigilancia y control del ambiente; el 
seguimiento, evaluación y control a la gestión integral de las acciones de promoción y prevención, incluidas en el Plan 
de Salud de Intervenciones Colectivas y en el Plan Obligatorio de Salud de los regímenes contributivo y subsidiado, y 
las dirigidas a la población pobre en lo no cubierto con subsidios a la demanda. 

3. 	En los departamentos se destinará hasta el cuarenta por ciento (40%) a la financiación del Plan de Salud Pública de 
Intervenciones Colectivas a su cargo y a la financiación de las intervenciones colectivas en salud oral, prevención y 
control de enfermedades transmisibles y zoonosis, y prevención de enfermedades crónicas no transmisibles, en los 
municipios de su jurisdicción, especialmente los de categorías 4, 5 y 6. 

El porcentaje restante se destinará al cumplimiento de las competencias asignadas en salud pública a los departamentos 
y respecto de los municipios de categorías 4, 5 y 6 de su jurisdicción, tales como la vigilancia en salud pública de riesgos 
y daños biológicos, y del comportamiento; la vigilancia sanitaria, la inspección y vigilancia y control del ambiente; el 
seguimiento, evaluación y control a la gestión integral de las acciones de promoción y prevención, incluidas en el Plan 
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de Salud de Intervenciones Colectivas y en el Plan Obligatorio de Salud de los regímenes contributivo y subsidiado, y las 
dirigidas a la población pobre en lo no cubierto con subsidios a la demanda. 

Artículo 19. Contratación de las acciones de promoción de la salud y calidad de vida y prevención de los riesgos en salud 
del Plan de Salud Pública de intervenciones colectivas. Conforme a lo dispuesto en los artículos 46 de la Ley 715 de 2001 y 
31 de la Ley 1122 de 2007, las acciones de promoción de la salud y calidad de vida y prevención de los riesgos en salud del 
Plan de Salud Pública de Intervenciones Colectivas, se contratarán con IPS públicas ubicadas en el área de influencia de 
acuerdo con su capacidad técnica y operativa, siempre y cuando estas cumplan las condiciones del Sistema Obligatorio de 
Garantía de Calidad de la Atención de Salud del Sistema General de Seguridad Social en Salud, establecido en el Decreto 
1011 de 2006 y la Resolución 1043 de 2006 y las demás disposiciones que las modifiquen, adicionen o sustituyan. 

La contratación de estas intervenciones con otras instituciones se realizará, cuando las IPS públicas del área de influencia 
carezcan de capacidad técnica y operativa para la ejecución de dichas actividades o no cumplan con las condiciones 
establecidas en el Sistema Obligatorio de Garantía de Calidad o cuando las IPS públicas no cumplan las metas previstas 
en los contratos. 

Para el desarrollo de las competencias de vigilancia en salud pública y gestión integral en salud definidas en el Decreto 
3039 de 2007 o la norma que lo modifique, adicione u sustituya, las entidades territoriales deberán adecuar y orientar su 
estructura administrativa, técnica y de gestión, para su cabal cumplimiento, en virtud de su carácter indelegable señalado 
por la Constitución y la ley.”

4.4. Directrices generales para la ejecución de la participación del SGP para salud

De conformidad con el artículo 42 de la Ley 715 de 2001, corresponde a la Nación la dirección del sector 
salud y del Sistema General de Seguridad Social en Salud (SGSSS) en el territorio nacional; esta facultad le 
permite orientar el uso de los recursos destinados al sector con el fin de alcanzar las metas de interés para el 
país. Para el efecto, se imparte a las entidades territoriales las siguientes directrices generales:

A) Subsidios a la Demanda – depuración y reasignación de cupos de continuidad de coberturas: 

Para el otorgamiento de los subsidios, con el propósito de ampliar la cobertura actual a la población priorizada, 
aún no afiliada, los municipios, distritos y departamentos, deberán: 

•	 Depurar la base de datos de la población afiliada al Régimen Subsidiado del SGSSS, con el objeto de 
establecer la existencia de multiafiliación.

•	 Reemplazar los cupos de los multiafiliados detectados con beneficiarios aún no afiliados, según las listas 
de priorizados, dando prelación a los menores de 5 años y madres gestantes.

•	 Garantizar el orden de prelación para la afiliación y evitar la multiafiliación.

•	 El Ministerio de la Protección Social deberá validar la asignación de cupos por parte de las entidades 
territoriales proceder a hacer efectiva su cofinanciación con recursos del Presupuesto General de la Nación 
sólo cuando dichas asignaciones se ajusten a los criterios de focalización y priorización establecidos en 
las normas vigentes. Para el efecto ver el Compes Social 122 de 2008.

B)	Prestación de Servicios de Salud a la población pobre no asegurada: 

De conformidad con los artículos 43 y 44 de la ley 715 de 2001, corresponde a los departamentos y municipios 
certificados la prestación de servicios de salud a la población pobre en lo no cubierto con subsidios a la 
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demanda. Para tal efecto, deberán contratar la prestación de dichos servicios con instituciones prestadoras 
de servicios de salud públicas o privadas, utilizando para el pago correspondiente los recursos del Sistema 
General de Participaciones, las rentas cedidas y los demás recursos propios que destinen para tal fin, mediante 
modalidades de pago diferentes a la transferencia directa. Por lo anterior: 

•	 La aplicación de los recursos antes citados, incluyendo los referentes al pago directo de los aportes 
patronales del SGP, hacen parte del pago por la prestación de los servicios contratados.

•	 Las entidades territoriales focalizarán la aplicación de los recursos en la atención de grupos prioritarios de 
población como son: madres gestantes, menores de cinco (5) años, ancianos, desplazados, discapacitados 
e indigentes.

•	 En tal sentido, la contratación de los recursos para atender a la población pobre no asegurada, deberá 
fundamentarse en criterios de equidad y cobertura, priorizando los grupos señalados y aplicando en lo 
posible un per cápita departamental que corresponda a la garantía de unos beneficios mínimos según el 
perfil epidemiológico de la población objeto de cobertura, las metas de salud pública y sin discriminación 
alguna respecto del municipio de residencia de la jurisdicción departamental.

•	 Disponer de los mecanismos necesarios para realizar la auditoria médica respectiva a las IPS públicas y 
privadas, que permitan realizar el seguimiento a la contratación realizada.

•	 De igual manera, orientar la asignación de los recursos para garantizar la complementariedad y 
subsidiariedad en la financiación de los servicios de salud a la población pobre no asegurada de su 
jurisdicción, sin discriminación municipal alguna.

•	 Definir y ejecutar políticas de contratación y pago oportuno, tanto con IPS como con EPS.

•	 En los esquemas de seguimiento y control de los contratos, las entidades territoriales deberán asegurarse 
que sus prestadores den cumplimiento a sus obligaciones de pago de los aportes parafiscales inherentes a 
la nómina, relacionados con: (a) Cajas de Compensación Familiar; (b) Instituto Colombiano de Bienestar 
Familiar (ICBF); (c) Escuelas Industriales e Institutos Técnicos; (d) Servicio Nacional de Aprendizaje 
(SENA); y (e) Escuela Superior de Administración Pública (ESAP).

C) Acciones de Salud Pública: 

Los recursos de Salud Pública del SGP deben aplicarse para la financiación de las acciones de salud pública 
definidas como prioritarias para el país por el Ministerio de la Protección Social y en el cumplimiento de 
las competencias asignadas en el numeral 3 de los artículos 43 y 44 y lo pertinente del artículo 45 de la Ley 
715 de 2001, de acuerdo con los criterios, principios y objetivos contemplados en el Plan Nacional de Salud 
Pública y en los planes territoriales.

Otras orientaciones pertinentes para la ejecución de los recursos del Sistema General de Participaciones para 
salud son las siguientes:

•	 Los recursos del SGP en salud se deben administrar y ejecutar en los fondos municipales, departamentales 
o distritales de salud dentro de una cuenta especial separada de las demás rentas de la entidad, teniendo 
en cuenta que estos recursos no hacen unidad de caja.
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	 El fondo de salud debe tener un manejo contable independiente, de tal manera que permita identificar con 
precisión el origen y la destinación de los recursos de cada fuente de financiación del sector contemplada 
en el presupuesto de la entidad territorial. 

•	 Los recursos del SGP en salud son inembargables y no pueden ser objeto de titularización ni podrán 
ser pignorados, excepto los de prestación de servicios de salud para la población pobre, que podrán ser 
pignorados a favor del Gobierno nacional cuando este les haya otorgado préstamos condonables a las 
entidades territoriales con el fin de adelantar el programa de organización y modernización de redes, 
conforme al parágrafo 3 del artículo 54 de la Ley 715 de 2001.

•	 La reducción de los costos laborales y de los aportes patronales que hayan realizado o realice cada entidad 
territorial, cuando fuere el caso, se destinarán a la prestación de servicios de salud de oferta o demanda, 
según lo defina la entidad territorial que genere el ahorro.

•	 De acuerdo con el concepto de destinación específica es posible cubrir con los recursos de la Participación 
de Salud el servicio de la deuda con entidades financieras adquiridas antes de la promulgación de la Ley 
715 de 2001 y que tuvieron como destino la financiación de proyectos de inversión en infraestructura 
en desarrollo de las competencias de la entidad territorial, siempre y cuando se garantice previamente 
el acceso a la atención en salud de la población, así mismo la deuda podrá ser cubierta con los recursos 
de la participación de propósito general. Cuando el servicio de la deuda deba ser administrado por otra 
entidad territorial, se tendrá que suscribir un acuerdo entre las entidades territoriales involucradas para 
garantizar su pago con los recursos del Sistema General de Participaciones.

•	 No se podrán realizar inversiones en infraestructura, dotación o equipos, que no se encuentren previstos en 
el plan bienal de inversiones en salud  elaborados por las secretarias distritales y departamentales de salud, 
previa aprobación del Ministerio de la Protección Social. Sin perjuicio de las sanciones administrativas 
a que hubiere lugar, la institución pública que realice inversiones por fuera del plan bienal, no podrá 
financiar con recursos del Sistema General de Participaciones el costo de la inversión o el de operación 
y funcionamiento de los nuevos servicios. 

•	 El plan bienal de inversiones debe definir la infraestructura y equipos necesarios en las áreas que el 
Ministerio de la Protección Social defina como de control de oferta. Las instituciones públicas que realicen 
inversiones en estas áreas no previstas en el plan bienal, serán sancionadas. Los gerentes y las juntas 
directivas de las instituciones públicas podrán ser destituidos por mala conducta.

	 Es importante señalar que la Corte Constitucional mediante sentencia C-615 de agosto de 2002, declaro 
la inexequibilidad de los apartes relacionados con el sector privado del artículo 65 de la Ley 715 de 2001, 
dejando la aplicación del plan bienal sólo para las instituciones públicas.

•	 Las instituciones prestadoras de servicios de salud deberán tener en cuenta que los recursos asignados 
para cubrir el costo de los aportes patronales son parte del  pago de la atención en salud de la población 
pobre en lo no cubierto con subsidios a la demanda que hacen las entidades territoriales.

•	 Los giros correspondientes a los aportes patronales de los respectivos funcionarios del sector salud se 
harán de acuerdo con lo establecido por el Decreto 1636 de 2006, por el cual se reglamenta la forma y 
oportunidad para efectuar los giros de aportes patronales del Sistema General de Participaciones para Salud 
en desarrollo de lo establecido en el artículo 53 de la Ley 715 de 2001 y se dictan otras disposiciones.
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4.5. Reglamentación

A continuación se presenta un extracto de las principales normas expedidas por el Ministerio de la Protección 
Social, reglamentarias de las Leyes 715 de 2001, 1122 de 2007 y 1176 de 2007. 

4.5.1. Evaluación anual a los municipios certificados

Mediante el Decreto 3003 de 2005, por el cual se reglamenta el parágrafo del artículo 44 de la Ley 715 
de 2001  y se deroga el Decreto 027 de 200330, se establecieron los criterios para evaluar a los municipios 
certificados como descentralizados en salud, con el propósito de determinar si los municipios reúnen o no 
las condiciones para mantener dicha condición.

“Artículo 1°. Objeto y campo de aplicación. Las disposiciones contenidas en el presente decreto tienen por objeto establecer 
el procedimiento de evaluación de los municipios que fueron certificados a 31 de julio de 2001 y hayan asumido la prestación 
de los servicios de salud, en cumplimiento de lo dispuesto en el parágrafo del artículo 44 de la Ley 715 de 2001.

Artículo 2°. Capacidad de gestión. Los municipios certificados a 31 de julio de 2001 que hubieran asumido la prestación 
de los servicios de salud podrán continuar haciéndolo, siempre y cuando demuestren capacidad de gestión en las áreas de 
dirección y de prestación de servicios de salud, evaluada de acuerdo con la metodología definida por el Ministerio de la 
Protección Social, la cual tendrá en cuenta como mínimo, los siguientes aspectos:

1. 	Adecuado manejo de los recursos financieros destinados al sector salud en los componentes de aseguramiento, salud 
pública y prestación de servicios a la población pobre en lo no cubierto con subsidios a la demanda.

2. 	Implementación de procedimientos de gestión de la dirección del sector salud en el ámbito municipal.

3. 	Articulación de las instituciones prestadoras de servicios de salud públicas del orden municipal a la red departamental 
de prestación de servicios de salud.

4. 	Demostración de condiciones de sostenibilidad de las instituciones prestadoras de servicios de salud públicas de carácter 
municipal en los términos establecidos en la política de prestación de servicios de salud, definidas en desarrollo de lo 
dispuesto en el numeral 42.14 del artículo 42 de la Ley 715 de 2001.

5. 	Ejecución de los recursos destinados a la prestación de servicios de salud a la población pobre en lo no cubierto con 
subsidios a la demanda, debidamente soportada en la compra de servicios de salud, mediante modalidades de pago 
que sean consistentes con la cantidad y valor de los servicios efectivamente prestados en los términos convenidos en 
los respectivos contratos, exceptuándose, las condiciones especiales previstas en el parágrafo 1° del artículo 38 de la 
Ley 812 de 2003.

Parágrafo. Cuando el Departamento no haya organizado la red departamental de servicios de salud, en los términos del 
artículo 54 de la Ley 715 de 2001, no será exigible lo dispuesto en el numeral 3 del presente artículo.

Artículo 3°. Procedimiento de evaluación de la capacidad de gestión. La evaluación de la capacidad de gestión de que 
trata el artículo anterior, se efectuará de acuerdo con la metodología de evaluación que anualmente determine el Ministerio 
de la Protección Social, la cual deberá ser dada a conocer a los departamentos a más tardar el 30 de abril del año objeto 
de evaluación.

Parágrafo. Para efectos de la evaluación de la capacidad de gestión de la vigencia 2005, el Ministerio de la Protección 
Social deberá dar a conocer la metodología de evaluación a más tardar el 31 de agosto de 2005.

Artículo 4°. Evaluación y verificación de la capacidad de gestión. La evaluación y verificación de la capacidad de gestión, 
de acuerdo con lo establecido en los artículos anteriores, se realizará anualmente por las direcciones departamentales de 
salud, mediante acto administrativo proferido por el Gobernador, el cual se notificará al Alcalde Municipal de conformidad 
con lo establecido en los artículos 44 y siguientes del Código Contencioso Administrativo.

30 Por el cual se reglamenta el parágrafo del artículo 44 de la Ley 715 de 2001.
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Parágrafo 1°. Los departamentos podrán recomendar la formulación de planes de mejoramiento para ser ejecutados por 
los municipios, en aquellos aspectos susceptibles de mejora durante el siguiente año a la evaluación, siempre y cuando 
hayan sido evaluados satisfactoriamente.

Parágrafo 2°. El Ministerio de la Protección Social podrá verificar en cualquier tiempo la evaluación, bien sea por iniciativa 
propia o por solicitud del municipio evaluado o del respectivo departamento.

Si como resultado de la verificación anterior, se establecen inconsistencias respecto de la evaluación efectuada por el 
departamento frente a lo dispuesto en la metodología de que trata el artículo 3° del presente decreto, el Ministerio de la 
Protección Social, podrá solicitar al Departamento la revisión y ajuste de la correspondiente evaluación.

Artículo 5°. Reporte de la información. Las direcciones departamentales de salud deberán enviar al Ministerio de la 
Protección Social, en los formatos que para el efecto este determine, la información correspondiente a la evaluación 
respectiva, a más tardar el 30 de junio de cada año.

Parágrafo 1°. El no reporte de la información por parte de los departamentos en los plazos establecidos en el presente 
artículo, o el reporte incorrecto que induzca a error en la asignación de los recursos, conllevará a que los responsables 
del mismo se hagan acreedores a las sanciones a que haya lugar, de conformidad con lo establecido en el artículo 96 de 
la Ley 715 de 2001 y la Ley 734 de 2001.

Parágrafo 2°. En aquellos municipios en donde por razones de orden público, caso fortuito o fuerza mayor, no sea posible 
efectuar la evaluación de la capacidad de gestión de que trata el presente decreto, se tendrá en cuenta el resultado de la 
evaluación obtenida en el año anterior, siempre y cuando el Gobernador del respectivo Departamento certifique la situación, 
ante el Ministerio de la Protección Social, a más tardar el 30 de junio de cada año.

Artículo 6°. Evaluación insatisfactoria. Los municipios que no demuestren capacidad de gestión, de acuerdo con la 
metodología que para el efecto establezca el Ministerio de la Protección Social, no podrán continuar asumiendo la 
competencia de la prestación de los servicios de salud a la población pobre en lo no cubierto con subsidios a la demanda 
y, en consecuencia, será el respectivo departamento quien asuma la responsabilidad de gestionar y administrar los recursos 
para la atención en salud de esa población.”

4.5.2. Factor de compensación en la asignación de los recursos del Sistema General de 
Participaciones para salud

El artículo 8 del Decreto 2878 de 2007, por el cual se reglamenta parcialmente el literal a) del numeral 1 del 
artículo 11 de la Ley 1122 de 2007, derogó el Decreto 2194 de 200531,  establece  un factor de compensación 
en la asignación de los recursos del Sistema General de Participaciones para salud, de la siguiente manera:

“Artículo 8°. Compensación. Con el fin de evitar una disminución de los recursos que financian la prestación de servicios 
de salud a la población pobre no asegurada y a las actividades no cubiertas con subsidios a la demanda que pueda afectar 
la atención de dicha población, la asignación de los recursos del Sistema General de Participaciones para salud incluirá 
un factor de compensación decreciente.

El Conpes Social realizará la compensación de la siguiente manera:

1. 	De la base de los recursos destinados a la prestación de servicios de salud a la población pobre no asegurada y a 
las actividades no cubiertas con subsidios a la demanda se destinará un porcentaje de compensación de la siguiente 
manera: en 2007 será del 15.6%; para el 2008 será del 10%; para el 2009 el 5%; para el 2010 será del 3%, y a partir 
del año 2011 no habrá compensación, el resto de los recursos se distribuirá conforme a los artículos 4° a 7° del presente 
decreto.

2. 	Los recursos de la compensación se distribuirán entre los municipios, distritos y departamentos que obtuvieran un monto 
inferior al asignado en la vigencia inmediatamente anterior para financiar la prestación de servicios a la población 

31 Por el cual se reglamenta parcialmente la Ley 715 de 2001.
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pobre no asegurada y las actividades no cubiertas con subsidios a la demanda. El monto inferior es la diferencia que 
resulta de restar la asignación de la vigencia actual, calculada con base en los artículos 5° a 7° del presente decreto, y 
la asignación del año anterior.

3. 	Esta compensación se distribuirá y asignará aplicando, al monto a ser compensado, la distribución proporcional de 
la sumatoria de las disminuciones en recursos que se presenten en las entidades territoriales. No se tendrán en cuenta 
para la aplicación de la compensación, aquellas entidades territoriales donde el valor total asignado de los recursos de 
que tratan los artículos 5° y 6°, del presente decreto hayan sido ajustados en función del valor requerido para aportes 
patronales.

4. 	La compensación por entidad territorial podrá ser diferencial y deberá ser decreciente y no aplicará para los municipios 
que lograron cobertura universal en el régimen subsidiado. La cobertura universal será determinada con base en la 
información certificada por el Ministerio de la Protección Social al Departamento Nacional de Planeación.”

4.5.3. Forma y oportunidad para efectuar los giros de aportes patronales del Sistema 
General de Participaciones para Salud

El Ministerio de la Protección Social expidió el Decreto 1636 de 2006, por el cual se reglamenta la forma y 
oportunidad para efectuar los giros de aportes patronales del Sistema General de Participaciones para Salud 
en desarrollo de lo establecido en el artículo 53 de la Ley 715 de 200132 y se dictan otras disposiciones. 
Dicho decreto establece lo siguiente:

“Artículo 1º. CAMPO DE APLICACIÓN. El presente Decreto es aplicable a las entidades empleadoras entendidas como 
instituciones de prestación de servicios de salud de la red pública y Direcciones y/o Secretarias Departamentales, Distritales 
y Municipales de Salud, que tengan a su cargo empleados públicos y trabajadores oficiales que se dedican a la prestación 
de los servicios de salud, a los cuales se hará referencia en este decreto con el término genérico de servidores públicos.

Artículo 2. DESTINACIÓN DE LOS RECURSOS DEL SISTEMA GENERAL DE PARTICIPACIONES PARA SALUD 
- APORTES PATRONALES. Los recursos de que tratan el parágrafo segundo del artículo 49, inciso tercero del artículo 
53 y el artículo 58 de la Ley 715 de 2001, serán destinados a cubrir el valor de los aportes patronales para pensiones, 
cesantías, salud y riesgos profesionales, de los servidores públicos de las instituciones de prestación de servicios de salud 
de la red pública y de las Direcciones y/o Secretarías Departamentales, Distritales y Municipales de Salud, que se dedican 
al cumplimiento de funciones de prestación de servicios de salud.

Artículo 3º. OBLIGACIONES DE LAS ENTIDADES EMPLEADORAS EN EL PAGO DE LOS APORTES PATRONALES 
Y DE LAS COTIZACIONES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. Sin perjuicio de las obligaciones legales vigentes, 
frente al pago de los aportes patronales, los representantes legales de las entidades empleadoras de que trata el artículo 
1° del presente Decreto, tienen además las siguientes:

a)	Garantizar que los factores salariales que forman parte del cálculo del Ingreso Base de Cotización de los aportes al 
Sistema de Seguridad Social Integral y para las cesantías, tengan fundamento legal y hayan sido decretados por autoridad 
competente

b)	Suministrar en los términos y dentro de los plazos previstos en el presente Decreto, a través de las entidades territoriales, 
la información requerida por el Ministerio de la Protección Social, para efectos de la distribución del componente de 
Aportes Patronales del Sistema General de Participaciones para Salud.

c)	 Efectuar el descuento de las cotizaciones para pensiones y salud con destino a los Fondos de Pensiones y Cesantías y 
Entidades Promotoras de Salud - EPS al servidor público y pagar a dichas entidades dentro de los plazos establecidos 
en el Decreto 1406 de 1999 y demás normas que lo modifiquen, adicionen o sustituyan.

32 Artículo 53. TRANSFERENCIAS DE LOS RECURSOS. La apropiación de los recursos del Sistema General de Participaciones para salud se hará sobre la base 
del 100% del aforo que aparezca en la Ley de Presupuesto. 
Los giros se deberán efectuar en los diez (10) primeros días del mes siguiente al que corresponde la transferencia, a los fondos que para el efecto deben crear y 
organizar las entidades territoriales. 
Los giros correspondientes a los aportes patronales se harán directamente a la entidad u organismo que administra las pensiones, cesantías, salud y riesgos profesionales 
del sector salud de las entidades territoriales, en la forma y oportunidad que señale el reglamento.
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Por lo tanto, de acuerdo con lo señalado en el Código Disciplinario Único no se podrá retardar u omitir el pago de las 
sumas descontadas al servidor público. El incumplimiento de estas obligaciones deberá ser reportado a las autoridades 
competentes por la Oficina de Control Interno o quién haga sus veces en la entidad empleadora.

d)	Efectuar y presentar mensualmente la autoliquidación de aportes al Sistema de Seguridad Social Integral y anualmente 
la liquidación de los aportes de cesantías, teniendo en cuenta las disposiciones vigentes.

e)	 Con base en la autoliquidación de aportes, efectuar la conciliación contable del valor de los aportes con las Entidades 
Promotoras de Salud, Administradoras de Fondos de Pensiones y Cesantías y Administradoras de Riesgos Profesionales, 
en los términos previstos en el presente Decreto, e informar, por lo menos una (1) vez, al año sobre los resultados de 
tales conciliaciones contables a las respectivas Direcciones Territoriales de Salud, para los fines pertinentes.

Parágrafo 1º. De conformidad con el artículo 23 de la Ley 100 de 1993, la parte de los aportes a cargo del servidor 
público que no se consigne dentro de los plazos señalados para el efecto en el Decreto 1406 de 1999 o en las normas que 
lo sustituyan o modifiquen, generará un interés moratorio a cargo del empleador, igual al que rige para el impuesto sobre 
la renta y complementarios.

Parágrafo 2º. En todas las entidades del sector público será obligatorio incluir en el presupuesto las partidas necesarias 
para el pago del aporte patronal al Sistema de Seguridad Social Integral y para el pago de cesantías, como requisito para 
la presentación, trámite y estudio presupuestal por parte de la autoridad correspondiente.

De conformidad con el artículo 22 de la Ley 100 de 1993, en concordancia con el parágrafo del artículo 161 de la precitada 
ley, el empleador responderá por la totalidad del aporte aún en el evento de que no hubiera efectuado el descuento al 
servidor público.

Parágrafo 3. En el evento de que los recursos del Sistema General de Participaciones para Salud - Aportes Patronales 
sean insuficientes frente al monto declarado en las Autoliquidaciones de Aportes y la liquidación anual de cesantías, de 
acuerdo con el régimen aplicable, es obligación de la entidad empleadora asumir el pago con sus recursos propios, de las 
sumas faltantes por concepto de aportes patronales al Sistema de Seguridad Social Integral y para el pago del auxilio de 
cesantías, que resulten mensualmente. y al finalizar la respectiva vigencia fiscal.

CAPÍTULO II

DE LA DISTRIBUCIÓN Y PROGRAMACIÓN PRESUPUESTAL DEL SISTEMA

GENERAL DE PARTICIPACIONES PARA SALUD - APORTES PATRONALES

Artículo 4º. CERTIFICACIÓN DEL COSTO DE APORTES PATRONALES. Para efectos de la distribución de los recursos 
del Sistema General de Participaciones para Salud - Aportes Patronales, las entidades empleadoras remitirán a más tardar 
el 30 de marzo de cada año la información de que trata el presente artículo, a los Departamentos y Distritos para que 
éstos consoliden y certifiquen al Ministerio de la Protección Social el valor total de los aportes patronales, previstos en el 
parágrafo segundo del artículo 49 y el artículo 58 de la Ley 715 de 2001, antes del 30 de abril de cada año. En todo caso, 
la entidad empleadora deberá contar con la información detallada de la nómina de personal que sustenta la certificación 
de que trata el presente artículo.
Los departamentos también consolidarán la información de los municipios que a 31 de julio de 2001, hubieren asumido 
la prestación de los servicios de salud.
Las entidades empleadoras calcularán el valor de los aportes patronales con base en el costo de la planta de personal 
vigente al 28 de febrero de cada año, la política salarial prevista por el Gobierno nacional para cada vigencia fiscal y lo 
establecido en las normas legales que rigen las cotizaciones en salud, pensiones, riesgos profesionales y los aportes para 
cesantías.
A más tardar el 30 de junio de cada año, el Ministerio de la Protección Social, certificará al Departamento Nacional de 
Planeación, los montos correspondientes a los aportes patronales para cada entidad territorial, señalados en el primer 
inciso de este artículo en concordancia con el inciso quinto del artículo 9° del Decreto 159 de 2002 y demás normas que los 
adicionen, modifiquen o sustituyan, para efectos de la distribución de los recursos del Sistema General de Participaciones 
para Salud.
Parágrafo. De conformidad con los formatos, anexos técnicos e instructivos que determine el Ministerio de la Protección 
Social, la certificación sobre el valor de los aportes patronales de cada entidad empleadora, deberá incluir tanto para el año 
en el cual se elabora la certificación como para el año que se proyectan los aportes patronales, como mínimo la siguiente 
información para cada tipo o denominación de cargo, diferenciando el personal administrativo del personal asistencial:
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a)	Número de servidores públicos.

b)	El valor de las asignaciones básicas anuales.

c)	 El valor total anual del ingreso base de cotización para cada uno de los conceptos de aportes patronales a la seguridad 
social integral y para cesantías.

d)	El valor total anual de los aportes patronales para salud, pensiones, cesantías y riesgos profesionales.

Tratándose de las cesantías, la entidad empleadora deberá diferenciar el número y monto estimado de los aportes para 
los servidores públicos bajo el régimen de retroactividad, de aquellos que están bajo el régimen de liquidación anual, 
teniendo en cuenta los factores prestacionales aplicables a cada régimen, de acuerdo con las disposiciones legales vigentes 
e indicar el nombre de las entidades administradoras a las cuales están afiliados bajo el régimen de la Ley 50 de 1990 y el 
de las administradoras con las cuales la entidad empleadora tenga convenios para la administración de los recursos bajo 
el régimen de retroactividad de los servidores públicos.

En todo caso, en documento anexo, que se considera parte integrante de la certificación de que trata el presente artículo, 
deben relacionarse las normas legales que soportan las prestaciones sociales incluidas para el cálculo.

Artículo 5º.  PRESUPUESTACIÓN POR LAS ENTIDADES TERRITORIALES Y SUS ENTES DESCENTRALIZADOS 
DE LOS RECURSOS DEL SISTEMA GENERAL DE PARTICIPACIONES PARA SALUD - APORTES PATRONALES. 
Una vez el CONPES apruebe la distribución de recursos del Sistema General de Participaciones se deberá, dentro de los 
cinco (5) días siguientes, informar a las entidades territoriales, el monto asignado de los aportes patronales del Sistema 
General de Participaciones para Salud, para su inclusión en los proyectos de presupuesto de las entidades territoriales, 
para la respectiva vigencia fiscal.

Recibida dicha información, las entidades territoriales asignarán por entidad empleadora el monto de los aportes patronales 
del Sistema General de Participaciones para Salud, con base en la información de que trata el parágrafo del artículo 4° 
del presente Decreto. La distribución deberá ser comunicada por la entidad territorial a cada entidad empleadora, dentro 
de los quince (15) días siguientes a la fecha en la cual recibieron la información.

Parágrafo 1º. Las entidades empleadoras en cada vigencia deberán presupuestar la totalidad del valor de los aportes 
patronales de sus respectivas nóminas incluyendo el monto de los recursos del Sistema General de Participaciones para 
Salud asignado para tal fin y en caso de que éstos sean insuficientes, presupuestar con recursos propios la diferencia.

Parágrafo 2º. Los recursos del Sistema General de Participaciones para Salud - Aportes Patronales, se presupuestarán y 
contabilizarán en las entidades territoriales y en las Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud Públicas, sin situación 
de fondos.

Artículo 6º. DISTRIBUCIÓN DE LOS RECURSOS DEL SISTEMA GENERAL DE PARTICIPACIONES PARA SALUD 
- APORTES PATRONALES POR LAS ENTIDADES TERRITORIALES YIO ENTIDADES EMPLEADORAS. A más 
tardar el cinco (5) de diciembre de cada año, las entidades empleadoras deberán remitir una certificación a la respectiva 
Dirección y/o Secretaria Departamental, Distrital o Municipal de Salud, de la distribución de los recursos del Sistema 
General de Participaciones para Salud - Aportes Patronales, entre las Administradoras de los Fondos de Pensiones 
y Cesantías, Entidades Promotoras de Salud - EPS y Administradoras de Riesgos Profesionales - ARP, a los cuales se 
encuentren afiliados los servidores públicos al momento de la distribución, en los formatos diseñados por el Ministerio de 
la Protección Social para tal fin.

Los municipios certificados deberán reportar la distribución de sus entidades empleadoras, a la respectiva Dirección o 
Secretaria Departamental de Salud, dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes al plazo previsto en el inciso primero 
del presente artículo.

Cada Departamento o Distrito deberá revisar y consolidar las distribuciones presentadas por las entidades empleadoras 
y los municipios de su jurisdicción y remitirla al Ministerio de la Protección Social antes del 10 de enero del año al que 
corresponden las participaciones.

Parágrafo. Los intereses por mora que conforme al artículo 23 de la Ley 100 de 1993 y el Decreto 1406 de 1999, se generen 
por retraso u omisión en el envío de la información de que trata el presente artículo al Ministerio de la Protección Social, 
serán responsabilidad de la entidad empleadora o de la entidad territorial que haya ocasionado el incumplimiento, con 
cargo a sus recursos propios.
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CAPÍTULO III

DEL GIRO DE LOS RECURSOS DEL SISTEMA GENERAL DE PARTICIPACIONES

PARA SALUD - APORTE PATRONAL

Artículo 7º. GIRO DE LOS RECURSOS.- Con base en la información suministrada por las entidades territoriales, el 
Ministerio de la Protección Social a más tardar el 31 de enerode cada año preparará y comunicará, la programación 
inicial de los giros mensuales a las Direcciones y/o Secretarías Departamentales y Distritales de Salud, así como a las 
Entidades Promotoras de Salud, a las Administradoras de Riesgos Profesionales y a las Administradoras de los Fondos 
de Pensiones y Cesantías.

El giro efectivo de los recursos del Sistema General de Participaciones para Salud - Aportes Patronales, será efectuado por 
la Nación - Ministerio de Hacienda y Crédito Público, previa instrucción de giro del Ministerio de la Protección Social, 
a través del Sistema Integrado de Información Financiera - SIIF, directamente a las Entidades Promotoras de Salud, a 
las Administradoras de Riesgos Profesionales, a las Administradoras de Fondos de Pensiones y Cesantías, a las cuales se 
encuentren afiliados los servidores públicos, dentro de los diez (10) primeros días del mes siguiente al que corresponde la 
transferencia, como lo establece el artículo 53 de la ley 715 de 2001.

Parágrafo 1º. las entidades territoriales y las entidades empleadoras registrarán mensualmente la ejecución presupuestal 
de ingresos y gastos de los recursos del Sistema General de Participaciones para Salud - Aportes Patronales, con base en 
los giros efectuados por la Nación - Ministerio de Hacienda y Crédito Público y si fuere el caso, registrará con la misma 
periodicidad la ejecución con recursos propios.

Parágrafo 2. Sin perjuicio de lo señalado en el literal c) del artículo 3° del presente Decreto, para Ios efectos previstos 
en las normas vigentes sobre autoliquidación de aportes y giro de recursos en el Sistema de Seguridad Social Integral, en 
especial el Decreto 1406 de 1999 y demás normas que lo modifiquen adicionen o sustituyan, no constituirá mora el giro de 
los aportes patronales que se financian con los recursos del Sistema General de Participaciones para Salud que se realice 
dentro del plazo de diez (10) días previsto por el artículo 53 de la ley 715 de 2001.

Artículo 8. INCLUSIÓN DE LOS RECURSOS DE LOS APORTES PATRONALES EN LOS CONTRATOS DE COMPRA 
DE SERVICIOS. Por tratarse de recursos incluidos en la distribución del Sistema General de Participaciones para la 
prestación del servicio de salud a la población pobre en lo no cubierto con subsidios a la demanda, los recursos para 
Aportes Patronales deberán hacer parte de los contratos de prestación de servicios previstos en los artículos 238 de la ley 
100 de 1993 y 38 de la ley 812 de 2003. (…)”

4.5.4. Optimización del flujo financiero de los recursos del régimen subsidiado del Sistema 
General de Seguridad Social en Salud

Mediante el Decreto 050 de 2003, por el cual se adoptan unas medidas para optimizar el flujo financiero 
de los recursos del régimen subsidiado del Sistema General de Seguridad Social en Salud y se dictan otras 
disposiciones, se expidieron las siguientes disposiciones, con el propósito de lograr mayor eficiencia en el 
manejo de los recursos:

“Artículo 1º. Objeto y campo de aplicación. El presente decreto tiene por objeto regular el flujo financiero de los recursos 
del Régimen Subsidiado del Sistema General de Seguridad Social en Salud, desde el origen de cada una de las fuentes que 
lo financian hasta su pago y aplicación para garantizar el acceso efectivo de la población a los servicios de salud y otros 
aspectos relacionados con el manejo de recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud.

Sus disposiciones se aplican a cualquier persona natural o jurídica responsable de la generación, presupuestación, 
recaudo, giro, administración, custodia o protección y aplicación de los recursos del Sistema General de Seguridad Social 
en Salud.

Artículo 2º. Obligaciones de los actores en el flujo de recursos del Régimen Subsidiado. Los actores que intervienen en la 
generación, presupuestación, recaudo, giro, administración, custodia o protección y aplicación de los recursos del Régimen 
Subsidiado del Sistema General de Seguridad Social en Salud, tienen la obligación de garantizar el flujo de los mismos 
a través del cumplimiento de lo dispuesto en el presente decreto y demás normas que regulan la materia; y responderán 
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por su acción u omisión, según el caso, cuando su conducta entorpezca el flujo o genere la aplicación indebida de tales 
recursos. El incumplimiento de las obligaciones dará lugar a la aplicación de las sanciones personales, entre otras, las 
del artículo 68 de la Ley 715 de 2001.

Artículo 3º. Deber de información. Las autoridades públicas, entidades privadas y demás actores que intervienen en el flujo 
de recursos del Régimen Subsidiado, están obligadas a suministrar la información acerca de las bases de cálculo de los 
recursos del sistema, su recaudo y giro, en los términos y condiciones señaladas por las normas expedidas por el Ministerio 
de Salud y en los convenios y contratos que se suscriban para efectos del giro de los recursos.

Artículo 4º. Instrucciones sobre el flujo de recursos del Régimen Subsidiado. En ejercicio de sus funciones, corresponde 
a la Superintendencia Nacional de Salud impartir las instrucciones necesarias para la correcta aplicación de las normas 
relativas al flujo de recursos del Régimen Subsidiado desde el origen de la fuente hasta el pago al prestador efectivo de 
los servicios.

Artículo 5º. Programación y distribución de los recursos. La programación y distribución de los recursos del régimen 
subsidiado se hará de conformidad con las siguientes reglas:

a) 	Recursos del Sistema General de Participaciones. El Ministerio de Hacienda y Crédito Público comunicará al 
Departamento Nacional de Planeación dentro de los tres (3) días siguientes a la radicación del proyecto de ley de 
presupuesto ante el Congreso de la República, el monto incorporado por concepto del Sistema General de Participaciones 
para la siguiente vigencia fiscal.

	 Con base en el monto apropiado el Departamento Nacional de Planeación, DNP, hará la distribución del Sistema General 
de Participaciones y lo someterá a consideración del Consejo Nacional de Política Económica y Social, Conpes, quien 
deberá aprobarla a más tardar el 1º de octubre del año en que se realiza la distribución, debiendo ser comunicada por 
el Departamento Nacional de Planeación, DNP, a las entidades territoriales dentro de los cinco (5) días siguientes a la 
aprobación del respectivo documento Conpes;

b) 	Recursos de la Subcuenta de Solidaridad del Fondo de Solidaridad y Garantía en Salud, Fosyga. El Ministerio de Salud 
deberá presentar al Departamento Nacional de Planeación y al Ministerio de Hacienda y Crédito Público, la solicitud de 
cupo de apropiación de la Subcuenta de Solidaridad del Fondo de Solidaridad y Garantía, Fosyga, de acuerdo con las 
necesidades de recursos para garantizar la continuidad de la afiliación al Régimen Subsidiado y la meta de ampliación 
de cobertura para la siguiente vigencia, que deberá contar con un estudio de sostenibilidad financiera de mediano plazo. 
Dicha solicitud se presentará en la fecha prevista en el calendario de presentación de los anteproyectos de Presupuesto, 
y deberá ser sostenible fiscalmente.

El Ministerio de Hacienda y Crédito Público comunicará al Ministerio de Salud el monto apropiado en la Ley Anual del 
Presupuesto aprobada por el Congreso de la República para la siguiente vigencia fiscal destinado a la Subcuenta de 
Solidaridad del Fondo de Solidaridad y Garantía, Fosyga, cinco (5) días después de dicha aprobación;

c) 	Distribución de los recursos del Régimen Subsidiado. Con la información de los recursos del Sistema General de 
Participaciones, distribuidos por el Consejo Nacional de Política Económica y Social Conpes, con los recursos disponibles 
en cada entidad territorial, y con el monto apropiado para el régimen subsidiado, el Consejo Nacional de Seguridad 
Social en Salud aprobará el presupuesto del Fondo de Solidaridad y Garantía, Fosyga, y hará la distribución de los 
recursos de la Subcuenta de Solidaridad, a más tardar en la última sesión de cada año, entre los entes territoriales 
conforme a la necesidad de cofinanciación de la afiliación alcanzada en la vigencia en curso y los cupos de ampliación 
de cobertura, la cual deberá dar prioridad a las entidades territoriales con mayor rezago.

El Ministerio de Salud comunicará a cada ente territorial su respectivo cupo, dentro de los cinco (5) días siguientes a la 
expedición del acuerdo de distribución.

Artículo 6º. Presupuestación de los recursos por parte de las entidades territoriales. Los departamentos, municipios y distritos 
deberán incorporar en los proyectos de presupuesto para la siguiente vigencia fiscal, los recursos propios destinados al 
régimen subsidiado, los recursos de la Subcuenta de Solidaridad del Fosyga, una vez les hayan sido comunicados por el 
Ministerio de Salud, y los recursos del régimen subsidiado financiados a través del Sistema General de Participaciones en 
Salud, con base en la información remitida por el Departamento Nacional de Planeación, DNP.

Artículo 7º. Prohibición de la Unidad de Caja de los recursos del Régimen Subsidiado con otros recursos. Los recursos 
del Régimen Subsidiado se manejarán en los fondos departamentales, distritales o municipales de salud, según el caso, de 
acuerdo con lo establecido en el artículo 57 de la Ley 715 de 2001, las normas que lo desarrollen, adicionen o modifiquen 
y no podrán hacer unidad de caja con ningún otro recurso de la entidad territorial.
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Artículo 8º. Inembargabilidad de los recursos del Régimen Subsidiado. Los recursos de que trata el presente decreto no 
podrán ser objeto de pignoración, titularización o cualquier otra clase de disposición financiera, ni de embargo.

(…)

CAPÍTULO III

Flujo de los recursos de la Nación a las entidades territoriales

Artículo 19. Giro de los recursos del Sistema General de Participaciones. El giro de los recursos del Sistema General 
de Participaciones para subsidios a la demanda se efectuarán a los fondos municipales, distritales o departamentales de 
salud, en los diez (10) primeros días del mes siguiente al que corresponde la transferencia, conforme lo señala el artículo 
53 de la Ley 715 de 2001.

(…)

CAPÍTULO IV

Flujo de recursos entre las entidades territoriales y las administradoras del régimen subsidiado

Artículo 29. Contratos de aseguramiento. Para administrar los recursos del régimen subsidiado y proveer el aseguramiento 
de la población afiliada a este régimen, las entidades territoriales suscribirán un sólo contrato con cada Administradora del 
Régimen Subsidiado (ARS) para cada periodo de contratación. El contrato debe incluir todas las fuentes de financiación 
del régimen subsidiado.

Para la ejecución de los recursos durante el período de contratación, la entidad territorial deberá garantizar la aplicación 
del 100% de los recursos del régimen subsidiado provenientes del Sistema General de Participaciones en Salud y de los 
recursos propios que amparan presupuestalmente estos contratos.

Artículo 30. Descuento de la UPC para acciones de promoción y prevención a cargo de las entidades territoriales. La 
proporción de la UPC definida por el Consejo Nacional de Seguridad Social en Salud destinada a financiar las acciones 
de promoción y prevención a cargo de los entes territoriales, de conformidad con el artículo 46 de la Ley 715 de 2001, 
será descontada por el ente territorial respectivo en el momento de efectuar cada uno de los giros a las Administradoras 
del Régimen Subsidiado (ARS), y será consignada en el Fondo de Salud de la entidad Territorial, calculada únicamente 
sobre el número de UPC que van a ser efectivamente pagadas a las Administradoras del Régimen, Subsidiado (ARS). Estos 
valores, estarán sujetos a los mismos ajustes que se realicen a las Administradoras del Régimen Subsidiado (ARS) por 
concepto de novedades o cualquier otro motivo que implique un mayor o menor reconocimiento de UPC.

Las Cajas de Compensación Familiar que administran directamente los recursos destinados a subsidios a la demanda en el 
régimen subsidiado, deberán girar a los Fondos de Salud, dentro de los tres (3) días siguientes, a la fecha límite establecida 
para el recaudo de los recursos del Sistema del Subsidio Familiar, los recursos destinados a promoción y prevención, de 
conformidad con el número de afiliados efectivos, establecidos de acuerdo con las normas vigentes, sin perjuicio de los 
ajustes a que haya lugar cuando deba efectuarse un mayor o menor reconocimiento de UPC.

Los recursos de que trata el presente artículo, tienen destinación específica y sólo podrán utilizarse para realizar las 
acciones de promoción y prevención sobre la población afiliada y por la cual se reconoce UPC a las Administradoras del 
Régimen Subsidiado (ARS).

Las entidades territoriales deberán informar sobre la ejecución de estos recursos al Consejo Territorial de Seguridad Social 
en Salud, de conformidad con la oportunidad, los lineamientos y formatos que defina el Ministerio de Salud y aquel a su 
vez deberá enviar los consolidados al Consejo Nacional de Seguridad Social en Salud.

De conformidad con lo dispuesto en la Ley 715 de 2001, estos recursos deberán ser contratados prioritariamente con las 
instituciones prestadoras de servicios de salud  públicas de primer nivel, vinculadas a la entidad territorial.

Parágrafo 1º. En todos los eventos en que haya giro directo de recursos, se descontará del valor de la UPC el porcentaje 
destinado a promoción y prevención y se girará a la cuenta correspondiente del fondo de salud.

Parágrafo 2º. Si a partir del año 2003, no existiere el Plan de Atención Básica en los términos establecidos en el inciso 3º 
del artículo 46 de la Ley 715 de 2001, los recursos de que trata este artículo se girarán al fondo departamental de salud, 
con la misma oportunidad señalada en el presente artículo, caso en el cual tales recursos deberán destinarse a la población 
beneficiaria de los subsidios a la demanda del respectivo municipio.

Parágrafo 3º. Exceptúase de lo anterior, las UPC pagadas a las Administradoras del Régimen Subsidiado Indígenas (ARSI), 
conforme a lo previsto en el segundo inciso del artículo 46 de la Ley 715 de 2001…”
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El Gobierno expidió el Decreto 1020 de 2007, por el cual se reglamenta la ejecución y giro de unos recursos 
del régimen subsidiado y aspectos de la prestación de servicios de salud a la población cubierta con subsidios 
a la demanda, en el que se establece lo siguiente:

“Ejecución y giro de unos recursos del régimen subsidiado

Artículo 1°. Recursos de régimen subsidiado. Son recursos del régimen subsidiado los indicados en el artículo 11 de la Ley 
1122 de 2007, por el cual se modificó el artículo 214 de la Ley 100 de 1993.

Los recursos de que trata el literal b del numeral 1 del artículo 11 mencionado, se contabilizarán como recursos de rentas 
cedidas, para lo cual se aplicará lo dispuesto en el literal c del numeral 1 del artículo 11 de la Ley 1122 de 2007. En 
consecuencia, a partir del año 2009 deberán destinarse para el régimen subsidiado como mínimo el 25% de los recursos 
allí señalados. Durante las vigencias 2007 y 2008, se mantendrá como mínimo, en pesos constantes, el monto de estos 
recursos asignados al régimen subsidiado en la vigencia 2006, sin perjuicio de que destinen un mayor porcentaje, en cuyo 
caso, tales recursos se contabilizarán como esfuerzo propio territorial para efectos de acceder a la cofinanciación del 
Fondo de Solidaridad y Garantía, Fosyga.

Artículo 2°. Recursos que deben destinar los municipios y distritos para la inspección, vigilancia y control. Los municipios 
y distritos, del total de los recursos de régimen subsidiado apropiados en sus presupuestos, calcularán, para cada vigencia, 
el 0.2% con destino a la Superintendencia Nacional de Salud.

Cuando se produzca una adición o ajuste presupuestal, los municipios y distritos deberán volver a calcular este porcentaje 
sobre la suma adicionada o efectuar los ajustes que correspondan al presupuesto definitivo.

Parágrafo 1°. Los recursos de que trata el presente artículo incluye el costo de supervisión y control de los distritos y 
municipios de que trata el artículo 98 de la Ley 488 de 1998.

Parágrafo 2°. Para la vigencia 2007, el total de los recursos de régimen subsidiado apropiados en los presupuestos se 
calculará el porcentaje destinado a la Superintendencia Nacional de Salud, en forma proporcional al número de meses 
calendario que falten de la vigencia fiscal, contados a partir de la publicación del presente Decreto.

Artículo 3°. Procedibilidad del giro de los recursos destinados a la inspección, vigilancia y control. Una vez los municipios 
y distritos suscriban los contratos de administración de recursos de régimen subsidiado que garantizan la continuidad en 
el aseguramiento en los términos establecidos en el Acuerdo 244 de 2003, o las normas que lo modifiquen, adicionen o 
sustituyan, los municipios y distritos podrán girar el 0.2% de los recursos del régimen subsidiado a la Superintendencia 
Nacional de Salud.

En ningún caso, el monto correspondiente al 0.2% podrá afectar los recursos destinados a garantizar la continuidad de 
la afiliación.

Artículo 4°. Información, giro y recaudo. Los municipios y distritos deberán informar a la Superintendencia Nacional de 
Salud el monto de los recursos del régimen subsidiado presupuestados y cancelarán en una o varias cuotas, teniendo en 
cuenta lo establecido en el artículo anterior, en las fechas, que para tal efecto, señale la Superintendencia Nacional de 
Salud.

Para el recaudo de estos recursos, la Superintendencia Nacional de Salud informará a los municipios y distritos la cuenta 
bancaria que se inscribirá como beneficiaria de la Cuenta Maestra del Régimen Subsidiado, de conformidad con el Decreto 
4693 de 2005, o las normas que lo modifiquen, adicionen o sustituyan.

Artículo 5°. Recursos destinados a financiar los servicios de interventoría del régimen subsidiado. Una vez garantizada 
la financiación de la continuidad de la afiliación y los recursos con destino a la Superintendencia Nacional de Salud, los 
municipios y distritos destinarán los recursos para financiar las interventorías del régimen subsidiado, sin que supere el 
0.4% de los recursos del régimen subsidiado apropiados en sus presupuestos.”

Posteriormente el Ministerio de la Protección Social expidió el Decreto 3260 de 2007, por el cual se adoptan 
medidas para optimizar el flujo de recursos en el Sistema General de Seguridad Social en Salud, que establece 
las siguientes medidas:
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“Artículo 1°. Giro de los recursos de la Subcuenta de Solidaridad del Fondo de Solidaridad y Garantía, Fosyga. Los recursos 
de la Subcuenta de Solidaridad del Fondo de Solidaridad y Garantía, Fosyga, asignados para cofinanciar la afiliación al 
Régimen Subsidiado, se girarán a los fondos municipales, distritales o departamentales de salud, por trimestre anticipado 
dentro de los diez (10) primeros días de cada trimestre y conforme al período contractual.

Parágrafo. El giro de los recursos correspondientes al primer trimestre de cada vigencia fiscal se efectuará a más tardar 
el día 10 de febrero del respectivo año.

Artículo 2°. Requisitos para el giro de los recursos de la Subcuenta de Solidaridad del Fondo de Solidaridad y Garantía, 
Fosyga. Para efectos del giro se requerirá en forma previa:

1. 	La creación y/o acreditación por parte de las entidades territoriales de una subcuenta especial dentro de los fondos 
seccionales, distritales y locales de salud para el manejo de subsidios en salud y el registro ante el administrador fiduciario 
del Fondo de Solidaridad y Garantía, Fosyga, de la cuenta a la cual deben realizarse los giros. Esta subcuenta especial 
manejará exclusivamente los recursos destinados a subsidiar la demanda de servicios de salud.

2. 	La constitución, actualización y remisión al Ministerio de la Protección Social de las bases de datos de afiliados al 
régimen subsidiado.

3. 	Copia de los contratos de administración del régimen subsidiado o el instrumento sustitutivo que defina el Ministerio 
de la Protección Social.

Parágrafo. A partir del año 2005, la actualización de que trata el numeral 2 del presente artículo, deberá efectuarse 
conforme al sistema de información definido por el Ministerio de la Protección Social, antes de finalizar el primer semestre 
del periodo de contratación. En el evento de que no se cumpla con esta condición, no habrá lugar al giro de los recursos 
de los siguientes trimestres, hasta tanto se cumpla con la misma.

Artículo 3°. Giro directo de recursos del Sistema General de Participaciones y del Fondo de Solidaridad y Garantía, 
Fosyga. El Ministerio de la Protección Social, mediante acto administrativo debidamente motivado, determinará las 
entidades territoriales respecto de las cuales se adoptará la medida de giro directo de los recursos del Sistema General de 
Participaciones y del Fosyga a las Administradoras del Régimen Subsidiado que atienden la población del respectivo ente 
territorial, de conformidad con lo establecido en el artículo 64 de la Ley 715 de 2001, en los siguientes eventos:

1. 	Cuando la entidad territorial, habiendo recibido los giros del Fosyga y del Sistema General de Participaciones, no le 
pague a la entidad administradora del régimen subsidiado las UPC-S, dentro de los veinte (20) días siguientes a la 
fecha en la cual se vence el término contractual para hacerlo.

2. 	Cuando por razones de orden público o fuerza mayor y a solicitud del alcalde o del gobernador del departamento 
que administre recursos del Régimen Subsidiado, se imposibilite el cumplimiento de una o varias de las obligaciones 
consagradas en el artículo 44.2 de la Ley 715 de 2001.

La aplicación de las medidas adoptadas de conformidad con el presente artículo, deberá ser informada a la Entidad 
Territorial y a la Superintendencia Nacional de Salud, para lo de sus competencias.

Parágrafo 1°. La medida de giro directo se mantendrá durante el período contractual pactado entre las Administradoras 
del Régimen Subsidiado y la entidad territorial. Esta medida se prorrogará en los periodos contractuales siguientes hasta 
tanto la entidad territorial acredite ante el Ministerio de la Protección Social el pago de las deudas que originaron la 
medida de giro directo a las ARS.

Parágrafo 2°. Cuando la Administradora del Régimen Subsidiado (ARS) no solicite el giro directo de los recursos en el 
caso del numeral 1 del presente artículo, no podrá acogerse a lo previsto en el parágrafo del artículo 2° del Decreto 882 
de 1998.

Artículo 4°. Procedimiento para realizar giro directo de los Recursos del Sistema General de Participaciones y del Fondo 
de Solidaridad y Garantía, Fosyga, a las Administradoras del Régimen Subsidiado (ARS). El Ministerio de la Protección 
Social adoptará la medida de giro directo de los recursos del Sistema General de Participaciones y del Fosyga a las ARS 
previa la realización del siguiente procedimiento:

1. 	La medida de giro directo de los recursos procederá a solicitud de una o varias ARS, pero aplicará para todas las 
Administradoras del Régimen Subsidiado que tengan contrato vigente con la respectiva entidad territorial.

2. 	La solicitud de giro directo será presentada mediante escrito dirigido al Ministerio de la Protección Social-Dirección 
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General de Gestión de la Demanda en Salud, acompañada de los siguientes documentos:

a) 	Copia del contrato o contratos suscritos entre la entidad territorial y la ARS respecto de los cuales se pretende 
acreditar la existencia de la causal para la adopción de la medida;

b) 	Certificación del representante legal y del revisor fiscal de la ARS donde conste el valor pagado del contrato a la 
fecha y el valor adeudado discriminando los periodos a los que corresponde la deuda y el tiempo de mora.

3. 	Una vez recibidos los documentos correspondientes, el Ministerio de la Protección Social dará traslado de la solicitud y 
sus anexos a la entidad territorial respectiva con el fin de que esta se pronuncie dentro de los diez (10) días calendario 
siguientes al envío de la información y aporte o solicite las pruebas a que haya lugar para determinar la existencia o no de 
la causal de giro directo y dará cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 14 del Código Contencioso Administrativo.

4. 	Dentro de los diez (10) días calendario siguientes al vencimiento del plazo señalado en el numeral anterior el Ministerio 
de la Protección Social, mediante acto administrativo motivado y con base en los documentos que reposen en el 
expediente, decidirá sobre la procedencia o no del giro directo. Dicho acto administrativo será proferido por el Director 
General de Gestión de la Demanda en Salud del Ministerio de la Protección Social y se notificará a la entidad territorial 
y al solicitante. Contra el mismo procederán los recursos de ley y la apelación será resuelta por el Viceministro de 
Salud y Bienestar. Una vez en firme, el acto administrativo se comunicará a las demás ARS que operan en la entidad 
territorial.

Parágrafo. Cuando se trate de la causal prevista en el numeral 2 del artículo 3° del presente decreto, sólo se requerirá 
la solicitud del alcalde o del gobernador acompañada de la certificación sobre la existencia de la causal expedida por 
la autoridad competente y la medida se adoptará mediante acto administrativo debidamente motivado y procederán los 
mismos recursos previstos en el presente artículo.

Artículo 5°. Ejecución de la medida de giro directo de los recursos del Sistema General de Participaciones y del Fondo de 
Solidaridad y Garantía, Fosyga. Una vez el acto administrativo mediante el cual se adoptó la medida de giro directo de 
los recursos se encuentre en firme, se utilizará el siguiente procedimiento para su ejecución:

1. 	El Ministerio de la Protección Social solicitará a todas las ARS que operan en la entidad territorial respecto de la cual 
se aplicó la medida de giro directo, la información sobre las cuentas bancarias a las cuales se deben girar los recursos 
del Sistema General de Participaciones y del Fosyga.

2. 	El Ministerio de la Protección Social definirá el porcentaje de recursos del Fosyga que corresponde a cada ARS, del 
total del giro de la entidad territorial, con base en la información reportada en los contratos de régimen subsidiado.

3. 	El Ministerio de la Protección Social - Fondo de Solidaridad y Garantía, a partir de la ejecutoria de la resolución, 
efectuará, dentro de los plazos previstos en el artículo primero del presente decreto, los giros de los recursos de la 
subcuenta de solidaridad del Fosyga, correspondientes a la entidad territorial, a todas y cada una de las ARS contratadas, 
en los porcentajes que correspondan e informará el monto de los mismos a la entidad territorial. De los valores a 
girar se descontará el porcentaje definido por el Consejo Nacional de Seguridad Social en Salud para la realización 
de las actividades de promoción de la salud y prevención de la enfermedad, porcentaje que será girado a la entidad 
territorial.

4. 	Tratándose de los recursos del Sistema General de Participaciones, el Ministerio de la Protección Social, previo registro 
de las cuentas corrientes o de ahorros destinatarias del giro directo, informará a la Dirección del Tesoro Nacional del 
Ministerio de Hacienda y Crédito Público, los entes territoriales a los que deba aplicarse esta medida y los montos a 
girar a cada ARS de acuerdo con la información reportada en los contratos de aseguramiento y la participación de los 
recursos del Sistema General de Participaciones en la financiación de cada contrato.

5. 	La entidad territorial continuará con su obligación de efectuar la interventoría al contrato suscrito con la ARS, al igual 
que la de verificar el comportamiento de las novedades que afectan la ejecución financiera del contrato. En el evento 
en que las novedades del contrato determinen saldos a favor de la entidad territorial estos deberán ser girados por la 
ARS directamente al fondo de salud de la respectiva entidad territorial contratante.

6. 	El Ministerio de la Protección Social informará a la entidad territorial el monto de los recursos girados en aplicación 
de la medida de giro directo y la entidad territorial respecto de la cual se aplique el giro directo de los recursos del 
Sistema General de Participaciones y de la subcuenta de solidaridad del Fosyga efectuará la ejecución presupuestal de 
los recursos girados a la ARS sin situación de fondos.
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7. 	El levantamiento de las medidas de giro directo de los recursos del Sistema General de Participaciones y del Fondo 
de Solidaridad y Garantía, Fosyga, deberá efectuarse, mediante acto administrativo debidamente motivado, previa 
verificación del pago de las obligaciones que dieron lugar a su adopción.

Artículo 6°. Giro excepcional de UPS y giro directo a las IPS cuando existan contratos por capitación. Siempre y cuando 
se encuentren al día en sus obligaciones con las ARS, las entidades territoriales, mediante acto administrativo debidamente 
motivado, en los casos que lo ameriten, de acuerdo con el presente artículo, adoptarán las siguientes medidas:

1. 	Girar a las Administradoras del Régimen Subsidiado, solamente el porcentaje de la UPC destinado al pago de la 
prestación de los servicios en salud, sin perjuicio de lo previsto en el Decreto 882 de 1998. Esta medida se levantará 
cuando la administradora del régimen subsidiado acredite el pago de las obligaciones que dieron lugar a la misma.

2. 	Girar directamente a las Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud, el valor correspondiente cuando existan 
contratos por capitación entre la ARS y las IPS, con cargo a las UPC que el municipio deba pagar a la respectiva ARS. 
Esta medida sólo podrá levantarse en los periodos contractuales siguientes al periodo contractual durante el cual se 
inició su aplicación, cuando la administradora del régimen subsidiado acredite el pago de las obligaciones que dieron 
lugar a la misma.

La adopción de las medidas de giro excepcional de la UPC-S y de giro directo a las IPS procederá únicamente cuando la 
Administradora del Régimen Subsidiado no realice el pago de las cuentas debidamente aceptadas por concepto de prestación 
de servicios de salud a cualquiera de las IPS que hacen parte de su red de prestación de servicios, dentro de los diez (10) 
días calendario siguientes a la fecha en la cual debe efectuarse el pago.

Parágrafo 1°. Para efectos de lo previsto en el presente artículo se entenderá que una cuenta está debidamente aceptada 
en cualquiera de los siguientes casos:

a) 	Cuando la ARS ha reconocido la factura o cuenta de cobro correspondiente;

b) 	Cuando de conformidad con las disposiciones legales o reglamentarias o los contratos, deban efectuarse anticipos sobre 
las cuentas de cobro o facturas radicadas por los prestadores de servicios de salud;

c) 	Cuando se hayan vencido los plazos contractuales o legales para glosar la cuenta sin que la ARS lo haya hecho;

d) 	Cuando se formulen glosas parciales por parte de la ARS, en cuyo caso se entiende aceptada la parte no glosada de la 
respectiva cuenta;

e) 	Cuando se hayan resuelto las glosas y resulte un pago a favor de la Institución Prestadora de Servicios de Salud;

f) 	Cuando en los contratos por capitación, no se efectúe el pago dentro del término previsto en el presente Decreto.

Parágrafo 2°. El levantamiento de las medidas de giro excepcional de UPS y de giro directo a las IPS, deberá efectuarse, 
mediante acto administrativo debidamente motivado, previa verificación del pago de las obligaciones que dieron lugar a 
su adopción.

Artículo 7°. Procedimiento para aplicar las medidas de giro excepcional de UPC-S y el giro directo a las instituciones 
prestadoras de servicios de salud. La entidad territorial adoptará las medidas de giro excepcional de UPC-S y de giro 
directo a las Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud, previa la realización del siguiente procedimiento:

1. 	Las medidas procederán a solicitud de las IPS, pero podrán iniciarse de oficio.

2. 	La solicitud será presentada mediante escrito dirigido a la entidad territorial respectiva acompañada de los siguientes 
documentos:

a) 	Copia del contrato o contratos suscritos entre la ARS y la IPS respecto de los cuales se pretende acreditar la existencia 
de la causal para la adopción de las medidas;

b) 	Certificado de existencia y representación legal de la IPS expedida por la autoridad competente;

c) 	Certificación del representante legal de la IPS y del revisor fiscal cuando estuviere obligado a ello, donde conste el 
valor pagado del contrato a la fecha de la solicitud y el valor adeudado respecto de las cuentas debidamente aceptadas 
determinando el tiempo de mora;
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d) 	Copia de las facturas o cuentas de cobro radicadas ante la ARS, de las glosas efectuadas y en general de los documentos 
necesarios que acrediten la existencia de una cuenta debidamente aceptada respecto de la cual han transcurrido más 
de diez (10) días calendario a partir del momento en que se hizo exigible el pago.

3. 	Una vez recibidos los documentos correspondientes, la entidad territorial dará traslado de la solicitud y sus anexos a 
la Administradora del Régimen Subsidiado respectiva con el fin de que esta se pronuncie dentro de los diez (10) días 
calendario siguientes al envío de la información y aporte o solicite las pruebas a que haya lugar para determinar la 
existencia o no de la causal de giro excepcional de UPC-S y de giro directo a las IPS.

4. 	Dentro de los diez (10) días calendario siguientes al vencimiento del plazo señalado en el numeral anterior la entidad 
territorial, mediante acto administrativo motivado y con base en los documentos que reposen en el expediente y siempre 
y cuando el valor adeudado supere el uno por ciento (1%) del valor del contrato entre la administradora del régimen 
subsidiado y la entidad territorial, adoptará la medida de giro excepcional de UPC-S o de giro directo a la IPS. Dicho 
acto administrativo será notificado a la ARS y al solicitante, contra el mismo procederán los recursos de ley y se aplicará 
durante el período contractual pactado entre las Administradoras del Régimen Subsidiado y la IPS. Esta medida se 
prorrogará en los periodos contractuales siguientes hasta tanto la Administradora de Régimen Subsidiado enerve la 
causal de mora.

Parágrafo 1°. Cuando las medidas de giro excepcional de UPC-S y de giro directo a las IPS se adopten de oficio, la entidad 
territorial aplicará en lo pertinente el procedimiento descrito en el presente artículo.

Parágrafo 2°. Cuando se pretenda aplicar la medida de giro directo a las IPS, la entidad territorial solicitará a la ARS 
copia de todos los contratos por capitación que haya suscrito para garantizar la prestación de los servicios de salud de 
los afiliados relacionados en el respectivo contrato de aseguramiento suscrito con la entidad territorial.

Parágrafo 3°. Los actos administrativos mediante los cuales se adopten las medidas de giro excepcional de UPC-S y 
de giro directo a las IPS y su levantamiento se comunicarán a la Superintendencia Nacional de Salud para lo de su 
competencia.

Artículo 8°. Ejecución de la medida de giro directo a las IPS. Una vez el acto administrativo mediante el cual se adoptó la 
medida de giro directo a las IPS se encuentre en firme, se seguirá el siguiente procedimiento para su ejecución:

1. 	Con los recursos de la UPC-S que en virtud del contrato de Régimen Subsidiado corresponden a una determinada 
ARS el ente territorial pagará directamente a las IPS los valores mensuales correspondientes, teniendo en cuenta el 
valor pactado en los contratos por capitación que haya suscrito la ARS para la prestación de los servicios de salud a 
los afiliados de la respectiva entidad territorial, sin perjuicio de los ajustes posteriores por concepto de novedades o 
carnetización de conformidad con lo pactado en los respectivos contratos de régimen subsidiado. La entidad territorial 
informará a las ARS el monto de los valores girados directamente a las IPS.

2. 	La ARS continuará con todas sus obligaciones contractuales respecto de los afiliados incluidos en el contrato de régimen 
subsidiado, incluyendo el reporte de novedades, la organización de la red de servicios y la garantía del acceso a los 
servicios de salud por parte del usuario.

(…)

Artículo 13. Vigencia y derogatorias. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación en el Diario Oficial 
y deroga el parágrafo del artículo 19 y los artículos 20, 23, 24, 25, 26, 27, 28, 33, 34, 38, 39, 40 y 42 del Decreto 050 de 
2003 y demás disposiciones que le sean contrarias.”

En diciembre de 2007, en el marco de la reglamentación de la Ley 1122 de 2007, expidió el Decreto 4747 de 
2007, por medio del cual se regulan algunos aspectos de las relaciones entre los prestadores de servicios de 
salud y las entidades responsables del pago de los servicios de salud de la población a su cargo, y se dictan 
otras disposiciones, en el que se establecen las siguientes disposiciones:

“Artículo 1°. OBJETO. El presente decreto tiene por objeto regular algunos aspectos de la relación entre los prestadores 
de servicios de salud y las entidades responsables del pago de los servicios de salud de la población a su cargo.

Artículo 2°. CAMPO DE APLICACIÓN. El presente decreto aplica a los prestadores de servicios de salud y a toda entidad 
responsable del pago de los servicios de salud. Cuando las entidades que administran regímenes especiales y de excepción 



PARTICIPACIÓN DE SALUDCAPÍTULO IV

194

suscriban acuerdos de voluntades con prestadores de servicios de salud a quienes les sea aplicable el presente decreto, 
deberán cumplir con los términos aquí establecidos.

Artículo 3°. DEFINICIONES. Para efectos del presente decreto se adoptan las siguientes definiciones:

a). Prestadores de servicios de salud. Se consideran como tales las instituciones prestadoras de servicios de salud y los 
grupos de práctica profesional que cuentan con infraestructura física para prestar servicios de salud y que se encuentran 
habilitados. Para efectos del presente decreto, se incluyen los profesionales independientes de salud y los servicios de 
transporte especial de pacientes que se encuentren habilitados;

b). Entidades responsables del pago de servicios de salud. Se consideran como tales las direcciones departamentales, 
distritales y municipales de salud, las entidades promotoras de salud de los regímenes contributivo y subsidiado, las 
entidades adaptadas y las administradoras de riesgos profesionales.

c). Red de prestación de servicios. Es el conjunto articulado de prestadores de servicios de salud, ubicados en un espacio 
geográfico, que trabajan de manera organizada y coordinada en un proceso de integración funcional orientado por 
los principios de complementariedad, subsidiariedad y los lineamientos del proceso de referencia y contrarreferencia 
establecidos por la entidad responsable del pago, que busca garantizar la calidad de la atención en salud y ofrecer 
una respuesta adecuada a las necesidades de la población en condiciones de accesibilidad, continuidad, oportunidad, 
integralidad y eficiencia en el uso de los recursos.

d). Modelo de atención. Comprende el enfoque aplicado en la organización de la prestación del servicio, la integralidad de 
las acciones, y la consiguiente orientación de las actividades de salud. De él se deriva la forma como se organizan los 
establecimientos y recursos para la atención de la salud desde la perspectiva del servicio a las personas, e incluye las 
funciones asistenciales y logísticas, como la puerta de entrada al sistema, su capacidad resolutiva, la responsabilidad 
sobre las personas que demandan servicios, así como el proceso de referencia y contrarreferencia.

e). Referencia y contrarreferencia. Conjunto de procesos, procedimientos y actividades técnicos y administrativos que 
permiten prestar adecuadamente los servicios de salud a los pacientes, garantizando la calidad, accesibilidad, 
oportunidad, continuidad e integralidad de los servicios, en función de la organización de la red de prestación de servicios 
definida por la entidad responsable del pago. La referencia es el envío de pacientes o elementos de ayuda diagnóstica 
por parte de un prestador de servicios de salud, a otro prestador para atención o complementación diagnóstica que, de 
acuerdo con el nivel de resolución, dé respuesta a las necesidades de salud.

	 La contrarreferencia es la respuesta que el prestador de servicios de salud receptor de la referencia, da al prestador que 
remitió. La respuesta puede ser la contrarremisión del paciente con las debidas indicaciones a seguir o simplemente la 
información sobre la atención prestada al paciente en la institución receptora, o el resultado de las solicitudes de ayuda 
diagnóstica.

f). Acuerdo de voluntades. Es el acto por el cual una parte se obliga para con otra a dar, hacer o no hacer alguna cosa. 
Cada parte puede ser de una o varias personas naturales o jurídicas. El acuerdo de voluntades estará sujeto a las 
normas que le sean aplicables, a la naturaleza jurídica de las partes que lo suscriben y cumplirá con las solemnidades, 
que las normas pertinentes determinen.

Artículo 4°. MECANISMOS DE PAGO APLICABLES A LA COMPRA DE SERVICIOS DE SALUD. Los principales 
mecanismos de pago aplicables a la compra de servicios de salud son:

a). Pago por capitación. Pago anticipado de una suma fija que se hace por persona que tendrá derecho a ser atendida 
durante un periodo de tiempo, a partir de un grupo de servicios preestablecido. La unidad de pago está constituida por 
una tarifa pactada previamente, en función del número de personas que tendrían derecho a ser atendidas.

b). Pago por evento. Mecanismo en el cual el pago se realiza por las actividades, procedimientos, intervenciones, insumos y 
medicamentos prestados o suministrados a un paciente durante un período determinado y ligado a un evento de atención 
en salud. La unidad de pago la constituye cada actividad, procedimiento, intervención, insumo o medicamento prestado 
o suministrado, con unas tarifas pactadas previamente.

c). Pago por caso, conjunto integral de atenciones, paquete o grupo relacionado por diagnóstico. Mecanismo mediante 
el cual se pagan conjuntos de actividades, procedimientos, intervenciones, insumos y medicamentos, prestados o 
suministrados a un paciente, ligados a un evento en salud, diagnóstico o grupo relacionado por diagnóstico. La unidad 
de pago la constituye cada caso, conjunto, paquete de servicios prestados, o grupo relacionado por diagnóstico, con 
unas tarifas pactadas previamente.
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CAPÍTULO II

Contratación entre prestadores de servicios de salud y entidades responsables del pago de servicios de salud

Artículo 5°. REQUISITOS MÍNIMOS QUE SE DEBEN TENER EN CUENTA PARA LA NEGOCIACIÓN Y SUSCRIPCIÓN 
DE LOS ACUERDOS DE VOLUNTADES PARA LA PRESTACIÓN DE SERVICIOS. Son requisitos, mínimos para la 
negociación y suscripción de acuerdos de voluntades para la prestación de servicios los siguientes:

a). Por parte de los prestadores de servicios de salud:

1. 	Habilitación de los servicios por prestar.

2. 	Soporte de la suficiencia para prestar los servicios por contratar estimada a partir de la capacidad instalada, frente 
a las condiciones demográficas y epidemiológicas de la población del contratante que va a ser atendida.

3. 	Modelo de prestación de servicios definido por el prestador.

4. 	Indicadores de calidad en la prestación de servicios, definidos en el Sistema de Información para la Calidad del 
Sistema Obligatorio de Garantía de Calidad de la Atención en Salud.

b). Por parte de las entidades responsables del pago de los servicios de salud de la población a su cargo:

1. Información general de la población objeto del acuerdo de voluntades con los datos sobre su ubicación geográfica 
y perfil demográfico.

2. Modelo de atención definido por la entidad responsable del pago.

3. 	Diseño y organización de la red de servicios, indicando el nombre, ubicación de los prestadores de servicios de salud 
con el tipo y complejidad de los servicios contratados, que garanticen la oportunidad, integralidad, continuidad y 
accesibilidad a la prestación de servicios de la población a cargo de la entidad responsable del pago.

4. 	Mecanismos y medios de difusión y comunicación de la red de prestación de servicios a los usuarios.

5. 	Indicadores de calidad en los servicios de aseguramiento definidos en el Sistema de Información para la Calidad del 
Sistema Obligatorio de Garantía de Calidad de la Atención en Salud.

6. 	Diseño, organización y documentación del proceso de referencia y contrarreferencia que involucre las normas 
operacionales, sistemas de información y recursos logísticos, requeridos para la operación de la red.

Parágrafo 1°. En el diseño, y organización de la red de prestación de servicios, incluyendo los servicios administrativos de 
contacto con el paciente, las entidades responsables del pago de los servicios de salud garantizarán los servicios de baja 
complejidad de manera permanente en el municipio de residencia de los afiliados, salvo cuando a juicio de estos sea más 
favorable recibirlos en un municipio diferente con mejor accesibilidad geográfica.

Parágrafo 2°. Las entidades responsables del pago de los servicios de salud deberán difundir entre sus usuarios la 
conformación de su red de prestación de servicios, para lo cual deberán publicar anualmente en un periódico de amplia 
circulación en su área de influencia el listado vigente de prestadores de servicios de salud que la conforman, organizado 
por tipo de servicios contratado y nivel de complejidad. Adicionalmente se deberá publicar de manera permanente en la 
página web de la entidad dicho listado actualizado, o entregarlo a la población a su cargo como mínimo una vez al año 
con una guía con los mecanismos para acceder a los servicios básicos electivos y de urgencias.

En aquellos municipios en donde no circule de manera periódica y permanente un medio de comunicación escrito, esta 
información se colocará en un lugar visible en las instalaciones de la alcaldía, de la entidad responsable del pago y de los 
principales prestadores de servicios de salud ubicados en el municipio.

Parágrafo 3°. De los requisitos mínimos establecidos en el presente artículo, tanto los prestadores de servicios de salud 
como las entidades responsables del pago de los servicios de salud, deberán conservar la evidencia correspondiente.

Artículo 6°. CONDICIONES MÍNIMAS QUE DEBEN SER INCLUIDAS EN LOS ACUERDOS DE VOLUNTADES PARA 
LA PRESTACIÓN DE SERVICIOS. Independientemente del mecanismo de pago que se establezca en los acuerdos de 
voluntades para la prestación de servicios, estos deberán contener, como mínimo los siguientes aspectos:

1. 	 Término de duración.

2. 	 Monto o los mecanismos que permitan determinar el valor total del mismo.
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3. 	 Información general de la población objeto con los datos sobre su ubicación geográfica y perfil demográfico.

4. 	 Servicios contratados.

5. 	 Mecanismos y forma de pago.

6. 	 Tarifas que deben ser aplicadas a las unidades de pago.

7. 	 Proceso y operación del sistema de referencia y contrarreferencia.

8. 	 Periodicidad en la entrega de Información de Prestaciones de Servicios de Salud, RIPS.

9. 	 Periodicidad y forma como se adelantará el programa de auditoría para el mejoramiento de la calidad y la revisoría 
de cuentas.

10. Mecanismos de interventoría, seguimiento y evaluación del cumplimiento de las obligaciones, durante la vigencia del 
acuerdo de voluntades.

11. Mecanismos para la solución de conflictos.

12.	Mecanismos y términos para la liquidación o terminación de los acuerdos de voluntades, teniendo en cuenta la 
normatividad aplicable en cada caso.

Parágrafo 1°. Para el suministro de la información de la población a ser atendida, en cumplimiento del parágrafo 1° del 
artículo 44 de la Ley 1122 de 2007, las entidades responsables del pago de servicios de salud, garantizarán la administración 
en línea de las bases de datos de los afiliados al Sistema General de Seguridad Social en Salud, SGSSS, asegurando su 
depuración, y el correcto y oportuno registro de las novedades. En caso de no contar con la información actualizada en 
línea, deberán entregar y actualizar la información por los medios disponibles. De no actualizarse la información en línea 
o no reportarse novedades, se entenderá que continúa vigente la última información disponible. Las atenciones prestadas 
con base en la información reportada en línea o por cualquier otro medio, no podrán ser objeto de glosa con el argumento 
de que el usuario no está incluido.

Parágrafo 2°. Los servicios que se contraten deberán garantizar la integralidad de la atención, teniendo en cuenta los 
servicios habilitados por el prestador, salvo que en casos excepcionales se justifique que puede prestarse el servicio con 
una mayor oportunidad por parte de otro prestador de servicios de salud, o que exista solicitud expresa del usuario de 
escoger otro prestador de la red definida por la entidad responsable del pago.

Parágrafo 3°. La auditoría de la calidad de la atención de los servicios deberá desarrollarse de acuerdo con el Programa 
de Auditoría para el Mejoramiento de la Calidad, Pamec, de cada uno de los actores, definido en el Decreto 1011 de 2006 
o la norma que lo adicione, modifique o sustituya.

Artículo 7°. CONDICIONES MÍNIMAS QUE SE DEBEN INCLUIR EN LOS ACUERDOS DE VOLUNTADES PARA LA 
PRESTACIÓN DE SERVICIOS MEDIANTE EL MECANISMO DE PAGO POR CAPITACIÓN. Los acuerdos de voluntades 
para la prestación de servicios que celebren las entidades responsables del pago de servicios de salud con prestadores de 
servicios de salud establecidos en su red para la atención de la población a su cargo, mediante el mecanismo de pago por 
capitación, deberán contemplar, además de las condiciones mínimas establecidas en el artículo 6° del presente decreto, 
las siguientes:

1. 	Base de datos con la identificación de los usuarios cubiertos con el acuerdo de voluntades.

2. 	Perfil epidemiológico de la población objeto del acuerdo de voluntades.

3. 	Monto que debe ser pagado por el responsable del pago por cada persona con derecho a ser atendida, en un período 
determinado, en el marco de los servicios convenidos o pactados con el prestador de servicios.

4. 	Identificación de las actividades, procedimientos, intervenciones, insumos y medicamentos incluidos en la capitación, 
de acuerdo con la codificación que establezca el Ministerio de la Protección Social.

5. 	Metas de cobertura, resolutividad y oportunidad en la atención, que tengan en cuenta la normatividad vigente.

6. 	Condiciones de ajuste en el precio asociadas a las novedades de ingreso o retiro que se presenten en la población a 
cargo de la entidad responsable del pago.

7. 	Condiciones para el reemplazo de personas cubiertas por el acuerdo de voluntades, asociadas a las novedades de ingreso 
o retiro que se presenten en la población a cargo de la entidad responsable del pago.
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Parágrafo 1°. Las actividades, procedimientos, intervenciones, insumos y medicamentos incluidos en la capitación deben ser 
prestados o suministrados directamente por el prestador de servicios de salud contratado. Si las actividades, procedimientos, 
intervenciones, insumos y medicamentos, contratados por capitación son prestados o suministrados por otro prestador, 
por remisión de la institución prestadora o en caso de urgencias, la entidad responsable del pago cancelará su importe a 
quien haya prestado el servicio, y podrá previa información descontar el valor de la atención.

Parágrafo 2°. Este mecanismo de pago no genera en ningún caso la transferencia de las obligaciones propias del 
aseguramiento a cargo exclusivo de las entidades responsables de cubrir el riesgo en salud.

Artículo 8°. Condiciones mínimas que se deben incluir en los acuerdos de voluntades para la prestación de servicios 
mediante el mecanismo de pago por evento, caso, conjunto integral de atenciones, paquete o grupo relacionado por 
diagnóstico. Los acuerdos de voluntades para la prestación de servicios que celebren las entidades responsables del pago 
de servicios de salud con los prestadores de servicios de salud establecidos en su red para la atención de la población a 
su cargo bajo el mecanismo de pago por evento, caso, conjunto integral de atenciones, paquete o grupo relacionado por 
diagnóstico, deberán contemplar, además de las condiciones mínimas establecidas en el artículo 6° del presente decreto, 
los siguientes aspectos:

1. 	Actividades, procedimientos, intervenciones, insumos y medicamentos que deben ser prestados o suministrados por 
el prestador de servicios de salud, o listado y descripción de diagnósticos, paquetes, conjuntos integrales o grupos 
relacionados por diagnóstico.

2. 	Tarifas que deben ser aplicadas a las actividades, procedimientos, intervenciones, insumos y medicamentos, o los 
conjuntos integrales de atenciones, paquetes o grupos relacionados por diagnóstico. La identificación y denominación 
de los procedimientos en salud deberá tener en cuenta lo establecido en el artículo 19 del presente decreto.

Artículo 9°. INSTITUCIONES PRESTADORAS DE SERVICIOS DE SALUD ACREDITADAS EN SALUD. Las entidades 
promotoras de salud de los regímenes contributivo y subsidiado que tengan afiliados en el área de influencia de una institución 
prestadora de servicios de salud acreditada en salud, privilegiarán su inclusión en la red de prestación de servicios para 
lo cual suscribirán los acuerdos de voluntades correspondientes, siempre y cuando la institución acreditada lo acepte.

(…)

Artículo  30. VIGENCIA Y DEROGATORIAS. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación y deroga 
el Decreto 2759 de 1991, el Decreto 723 de 1997, los artículos 9°, 10, 11 y 12 del Decreto 3260 de 2004 y las demás 
disposiciones que le sean contrarias.”

Mediante el Decreto 1281 de 2002, se  expiden las normas que regulan los flujos de caja y la utilización 
oportuna y eficiente de los recursos del sector salud y su utilización en la prestación de los servicios de salud 
a la población del país, estableciendo las siguientes normas:

“Artículo 1º. Eficiencia y oportunidad en el manejo de los recursos. Para  efectos del presente decreto, se entenderá por 
eficiencia, la mejor utilización social y económica de los recursos financieros disponibles para que los beneficios que se 
garantizan con los recursos del Sector Salud de que trata el presente decreto, se presten en forma adecuada y oportuna.

La oportunidad hace referencia a los términos dentro de los cuales cada una de las entidades, instituciones y personas, que 
intervienen en la generación, el recaudo, presupuestación, giro, administración, custodia o protección y aplicación de los 
recursos, deberán cumplir sus obligaciones, en forma tal que no se afecte el derecho de ninguno de los actores a recibir 
el pronto pago de los servicios a su cargo y fundamentalmente a que se garantice el acceso y la prestación efectiva de los 
servicios de salud a la población del país. 

Artículo 2º. Rendimiento financieros. Los rendimientos financieros generados por las cotizaciones recaudadas por las 
EPS y demás entidades obligadas a compensar, EOC, pertenecen al Sistema General de Seguridad Social en Salud y sólo 
podrán ser apropiados por dichas entidades o, a través del FOSYGA, por el Ministerio de Salud, para financiar actividades 
relacionadas con el recaudo de las cotizaciones y para evitar, su evasión y elusión, en los montos y condiciones establecidas  
en la autorización expresa del Ministerio de Salud.

(…)
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Artículo 4º. Intereses moratorios. El incumplimiento de los plazos previstos para el pago o giro de los recursos de que 
trata este decreto, causará intereses moratorios a favor de quien debió recibirlos, liquidados  a la tasa de interés moratorio 
establecida para los tributos administrados por la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales

Artículo 5º. Sistema integral de información del sector salud.  Quienes administren recursos del sector salud, y quienes 
manejen información sobre la población incluyendo los regímenes especiales o de excepción del sistema general de seguridad 
social en salud, harán parte del Sistema Integral de Información del Sector Salud para el control de la afiliación, del estado 
de salud de la población y de los recursos y responderán por su reporte oportuno, confiable y efectivo de conformidad con 
las disposiciones legales y los requerimientos del Ministerio Salud.

Corresponde al Ministerio de Salud definir las características del sistema de información necesarias para el adecuado control 
y gestión de los recursos del sector salud y a la Superintendencia Nacional de Salud, de conformidad con tales definiciones, 
impartir las instrucciones de carácter particular o general que resulten necesarias para el adecuado cumplimiento de sus 
funciones de inspección, vigilancia y control. 

Cuando el incumplimiento de los deberes de información no imposibilite el giro ó pago de los recursos, se debe garantizar 
su  flujo para la financiación de la prestación efectiva de los servicios de salud. En todo caso, procederá la imposición 
de las sanciones a que haya lugar por parte de la Superintendencia Nacional de Salud y las demás acciones de carácter 
administrativo, disciplinario o fiscal que correspondan.

(…)

Artículo 7º. Trámite de las cuentas presentadas por los prestadores de servicios de salud.  Además de los requisitos legales, 
quienes estén obligados al pago de los servicios, no podrán condicionar el pago a los prestadores de servicios de salud, a 
requisitos distintos a la existencia de autorización previa o contrato cuando se requiera, y a la demostración efectiva de 
la prestación de los servicios.

Cuando en el trámite de las cuentas por prestación de servicios de salud se presenten glosas, se efectuará el pago de lo 
no glosado. Si las glosas no son resueltas por parte de la institución prestadora de servicios de salud, IPS, en los términos 
establecidos por el reglamento se entenderán aceptadas y, en consecuencia, no darán lugar al reconocimiento de intereses, 
ni otras sanciones pecuniarias.

En el evento en que las glosas formuladas resulten infundadas el prestador de servicios tendrá derecho al reconocimiento 
de intereses moratorios desde la fecha de presentación de la factura, reclamación o cuenta de cobro.

Las cuentas de cobro, facturas o reclamaciones ante las entidades promotoras de salud, las administradoras del régimen 
subsidiado, las entidades territoriales y el FOSYGA, se deberán presentar a más tardar dentro de los 6 meses siguientes a 
la fecha de la prestación de los servicios o de la ocurrencia del hecho generador de las mismas.  Vencido este término no 
habrá lugar al reconocimiento de intereses, ni otras sanciones pecuniarias.

(…)

CAPÍTULO III

FLUJO DE CAJA DEL RÉGIMEN SUBSIDIADO

Artículo 10º. Giro de los recursos del punto de cotización de solidaridad del régimen subsidiado. En las cuentas de las 
Entidades Promotoras de Salud y demás entidades obligadas a compensar no podrán permanecer recursos del punto 
de solidaridad que no hayan sido girados al FOSYGA en las fechas establecidas por el reglamento. Si en las fechas 
establecidas existe recaudo no identificado,  se girará una doceava de éste, sin perjuicio de los ajustes que puedan efectuarse 
posteriormente una vez hayan sido identificados o aclarados los recaudos.

Las entidades exceptuadas del sistema general de seguridad social en salud, deberán girar mensualmente a la subcuenta 
de solidaridad del FOSYGA, el valor correspondiente al punto de solidaridad, complementario al Sistema General de 
Participaciones, a más tardar el quinto día hábil del mes siguiente al que corresponda  la nómina.

Artículo 11. Aplicación del giro directo de los recursos del Sistema General de Participaciones y del FOSYGA.  En los casos 
en que se aplique el giro directo de los recursos del Sistema General de Participaciones o del FOSYGA a las Entidades 
Administradoras del Régimen Subsidiado, ARS, cuando la entidad territorial no suministre en los términos y condiciones 
previstos en las normas vigentes la información necesaria para efectuarlo, la Nación podrá utilizar la información que 
suministre la respectiva ARS y la de los contratos. La entidad territorial será responsable del pago de lo no debido que, 
como consecuencia del incumplimiento de los deberes de información, llegaré a realizar la Nación o el administrador 
fiduciario del FOSYGA a las administradoras del régimen subsidiado, ARS.
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Artículo 12. Aplicación del giro directo de los recursos del régimen subsidiado por parte de las Entidades Territoriales. 
En los casos en que se giren directamente los recursos del régimen subsidiado a las Instituciones Prestadoras de Servicios 
de Salud, IPS, la entidad territorial  podrá utilizar la información que ellas suministren y la de los contratos de prestación 
de servicios, para aplicar la medida. Cuando la administradora del régimen subsidiado no suministre en los términos y 
condiciones previstas en las normas vigentes la información necesaria para efectuar el giro, será responsable del pago 
de lo no debido que, como consecuencia del incumplimiento de los deberes de información, llegaré a realizar la entidad 
territorial.

(…)
CAPÍTULO V

OTRAS DISPOSICIONES

Artículo 16. Pago de la prestación de los servicios de salud a la población pobre en lo no cubierto con subsidios a la 
demanda.  Las entidades territoriales garantizarán el flujo mensual de caja de los recursos destinados a financiar la 
prestación de los servicios de salud a la población pobre en lo no cubierto con subsidios a la demanda.  Las reglas para 
el pago a las instituciones con las que exista convenio y/o contrato  serán las mismas establecidos para los pagos de las 
Administradoras del Régimen Subsidiado a las IPS.
Artículo 17. Hechos sancionables por el incorrecto manejo de los recursos del sector. Sin perjuicio de la responsabilidad 
penal, disciplinaria y fiscal, los representantes legales de los departamentos, distritos y municipios, directores de salud o 
quienes hagan sus veces, jefes de presupuesto, tesoreros y demás funcionarios responsables de la administración y manejo de 
los recursos del Sistema General de Participaciones y del sector salud en las entidades territoriales, se harán acreedores por 
parte de la Superintendencia Nacional de Salud, a la sanción prevista en el artículo 68 de la Ley 715 de 2001, cuando:
1.	 No acaten las instrucciones impartidas por la Superintendencia Nacional de Salud;
2.	 No rindan la información en los términos y  condiciones solicitados por esta entidad;
3.	 Los datos suministrados sean inexacto;
4.	 No organicen y manejen los fondos departamentales, distritales y municipales de salud, conforme a lo previsto en la ley, 

en el presente decreto y demás normas que lo adicionen o modifiquen;
5.	 Incumplan lo establecido en el presente decreto sobre la aplicación de los recursos del fondo de salud ;
6. 	Desatiendan las previsiones legales referentes al flujo de recursos del sector salud y al adecuado, oportuno y eficiente 

recaudo, administración, aplicación y giro de ellos.

4.5.5. Planes bienales de inversión 

Con relación a los planes bienales de inversión establecidos por el artículo 65 de la Ley 715 de 2001, el 
Ministerio de la Protección Social expidió la Resolución 5123 de 2006,  por la cual se reglamentan los 
procedimientos para la elaboración, aprobación, ajuste, seguimiento y control de los Planes Bienales de 
Inversión en Salud. Esta resolución derogó la Resolución 1541 de 2003, que regulaba el mismo tema.

“Artículo 1°. Objeto y campo de aplicación. La presente resolución tiene por objeto establecer los procedimientos para 
la elaboración, aprobación, ajuste, seguimiento y control de los Planes Bienales de Inversión en Salud, que incluirán 
la proyección de inversiones en infraestructura física en todos los niveles de complejidad y las de dotación en equipos 
biomédicos para la prestación de servicios de salud considerados como de control especial de oferta, señalados en el 
artículo 2º de la presente norma. 

La formulación de planes bienales de inversión es de carácter obligatorio para las Direcciones Departamentales y Distritales 
de Salud de todo el territorio nacional basada en la información suministrada por las Empresas Sociales del Estado y todos 
los prestadores de servicios de salud de la red pública.

Los Planes Bienales de inversión en salud deben considerarse como una herramienta que permite la programación de 
recursos de inversión y la racionalización de la oferta de servicios de salud para direccionar su desarrollo. Se excluyen de esta 
disposición las instituciones públicas prestadoras de servicios de salud de las Fuerzas Militares y la Policía Nacional.
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Artículo 2°. Servicios de control especial de oferta. Son servicios de control especial de oferta los siguientes:

1. Servicios de hemodiálisis.

2. Servicios de radioterapia.

3. Servicios de Imagenología: De mediana y alta complejidad de acuerdo con lo establecido por el Sistema Único de 
Habilitación.

4. Unidades de Cuidados Intermedios e Intensivos Neonatal, Pediátrico y Adultos.

5. Servicios obstétricos de mediana y alta complejidad.

6. Cirugía cardiovascular.

7. Cirugía de trasplantes e implantes.

8. Cirugía ortopédica.

9. Cirugía neurológica.

10. Cirugía estética reconstructiva.

Artículo 3°. Procedimiento para la elaboración y presentación de los planes bienales de inversiones en salud. Las Direcciones 
Departamentales y Distritales de Salud deberán preparar cada dos (2) años el plan bienal de inversiones en salud, de 
acuerdo con el siguiente procedimiento:

1. 	Realizar un inventario de la infraestructura física en todos los niveles de complejidad y de la dotación de equipos 
biomédicos para la prestación de servicios de salud considerados como de control especial de la oferta e identificar las 
necesidades de inversión en las instituciones públicas prestadoras de servicios de salud de su jurisdicción.

2. 	Elaborar el Plan Bienal de Inversión en Salud, que deberá contener los nombres de los proyectos por Institución en los 
formatos que para tal efecto suministre el Ministerio de la Protección Social, estos proyectos, deberán ser concordantes 
con los Planes de Desarrollo de cada Entidad Territorial y de las Empresas Sociales del Estado.

3. 	Presentar el Plan Bienal de Inversiones en Salud ante el Consejo Territorial de Seguridad Social en Salud.

Parágrafo. La inversión en dotación en equipos biomédicos que debe consignarse en el Plan Bienal de Inversiones en 
Salud, será únicamente la considerada por el Ministerio de la Protección Social como de Control Especial.

Artículo 4°. Plazos para la presentación y aprobación de los Planes Bienales de Inversión en Salud. Los Planes Bienales 
de Inversión en Salud serán elaborados por períodos de dos (2) años, de manera que coincidan con el inicio y la mitad del 
período de gobierno del Jefe de la Entidad Territorial respectiva. 

Los Planes Bienales de Inversión en Salud, deberán ser presentados para estudio y aprobación del Ministerio de la 
Protección Social a más tardar el 30 de junio del primer año y el 31 de marzo del tercer año de gobierno del Jefe de la 
Entidad Territorial respectiva.

El Ministerio de la Protección Social tendrá un plazo de dos (2) meses, contados a partir de la fecha de presentación del 
Plan Bienal de Inversiones de Salud por parte de la Dirección Territorial, para su estudio y emisión de concepto. 

En caso de emitirse concepto negativo por parte del Ministerio de la Protección Social, frente al plan presentado, la 
Dirección Departamental o Distrital de Salud tendrá un (1) mes para la presentación del plan modificado, y el Ministerio 
a partir de su recepción tendrá un (1) mes para estudio y emisión de concepto y/o aprobación.

En cualquier caso, el concepto emitido por el Ministerio de la Protección Social, deberá ser remitido a la Dirección 
Departamental o Distrital de Salud.

Las Empresas Sociales del Estado de carácter Nacional y las escindidas del Seguro Social, presentarán la información 
de inversión del Plan Bienal a las Direcciones Territoriales de Salud de conformidad con la ubicación Departamental o 
Distrital de cada una de sus Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud.

Parágrafo. El Plan Bienal de Inversiones en Salud para las vigencias 2007-2008 se prolongará hasta diciembre de 2009, 
con el objeto de homologar la vigencia del mismo con el período de Gobernadores y Alcaldes. Para este efecto, de ser 
necesario, las Entidades Territoriales adicionarán a los Planes Bienales de Inversión en Salud vigentes, los requerimientos 



PARTICIPACIÓN DE SALUD CAPÍTULO IV

201

de inversión que fueren necesarios para la vigencia 2009, cumpliendo los procedimientos previstos en el artículo 3º de la 
presente resolución.

Artículo 5°. Documentos que hacen parte del Plan Bienal de Inversión en Salud. Las Direcciones Departamentales y 
Distritales de Salud deberán presentar para el estudio y concepto por parte del Ministerio de la Protección Social, los 
siguientes documentos:

1. 	Ficha de identificación de proyectos de inversión en infraestructura, dotación o equipos biomédicos para la prestación 
de servicios de control especial de oferta.

2. 	Certificación expedida por el Director Departamental o Distrital de Salud, que indique la concordancia del Plan Bienal 
de Inversiones en Salud, con los Planes de Desarrollo Territoriales respectivos y de las Empresas Sociales del Estado 
del orden nacional y escindidas del Seguro Social.

3. 	Acta del Consejo Territorial de Seguridad Social de la presentación del Plan Bienal de Inversiones en Salud por parte 
de la Entidad Territorial de Salud.

4. 	Copia del certificado de la inscripción de habilitación de cada institución que presenta inversión en el Plan Bienal.

5. 	Fichas A por Institución. (Anexo N° 1 de la presente resolución).

6. 	Fichas B por Institución. (Anexo N° 2 de la presente resolución).

7. 	Ficha C de Consolidado Departamental. (Anexo N° 3 de la presente resolución).

Toda la inversión incluida en el Plan Bienal de Inversión en Salud deberá contar con la identificación de las diferentes 
fuentes de financiación de las inversiones incluidas en el Plan Bienal de Inversiones en Salud.

Para cada uno de los proyectos de inversión en dotación de control especial, se deberá incluir una relación desagregada 
en cantidades y precios. 

El Plan bienal de Inversiones en Salud deberá ser presentado en medio físico y magnético, debidamente argollado y foliado 
con carta de presentación del Secretario de Salud Departamental y/o Distrital.

Artículo 6°. Ajustes al Plan Bienal de Inversiones en Salud. En caso de requerirse ajustes a los Planes Bienales de 
Inversiones en Salud aprobados por el Ministerio de la Protección Social, las Direcciones Departamentales y Distritales 
de Salud, podrán solicitar aprobación a los cambios o precisiones requeridos, cumpliendo los procedimientos previstos 
en la presente resolución.

No podrán presentarse ajustes al Plan Bienal de Inversiones en Salud, durante el último trimestre de la vigencia del 
mismo. 

El Ministerio de la Protección Social, tendrá un plazo de un (1) mes, para el estudio, emisión y remisión de concepto sobre 
los ajustes a los Planes Bienales de Inversión en Salud. 

Artículo 7°. De los Planes Bienales de Inversión en Salud presentados y aprobados. Cumplidos los plazos para la presentación 
de los planes de inversión establecidos en la presente resolución, el Ministerio de la Protección Social reportará al 
Departamento Nacional de Planeación el listado de los Planes bienales de Inversión en Salud aprobados.

Artículo 8°. De los Planes Bienales de Inversión en Salud no presentados. Cumplidos los plazos para la presentación 
de los planes de inversión establecidos en el artículo 4° de la presente resolución, el Ministerio de la Protección Social 
reportará a las entidades de vigilancia y control, el listado de las Direcciones Departamentales y Distritales de Salud que 
no presentaron el plan Bienal de Inversiones en Salud en los plazos establecidos.

Artículo 9°. De los Planes Bienales de Inversión en Salud no aprobados. Si de acuerdo con el estudio efectuado por el 
Ministerio de la Protección Social, se emite concepto negativo a los planes Bienales de Inversión en Salud presentados o 
a sus ajustes, las entidades no podrán realizar las inversiones propuestas. 

De vencerse los plazos establecidos en el inciso 4° del artículo 4° de la presente resolución, el Ministerio de la Protección 
Social reportará a las entidades de vigilancia y control el listado de las Direcciones Departamentales y Distritales de Salud 
que no obtuvieron aprobación de sus Planes Bienales de Inversión en Salud.
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Artículo 10º. De la aprobación de proyectos de inversión. Todo proyecto de inversión en infraestructura física en todos 
los niveles de complejidad y los de dotación en equipos biomédicos para la prestación de servicios de salud considerados 
como de control especial de oferta, que se presente ante el Ministerio de la Protección Social para estudio y aprobación, 
deberá estar incluido en el Plan Bienal de Inversiones en Salud del Departamento o Distrito a que corresponda. 

Artículo 11. Sistema de seguimiento y control de la inversión en servicios de control especial de oferta. Se establece el 
sistema de seguimiento y control de la inversión de los Planes Bienales de Inversión en Salud, el cual está constituido por 
el conjunto de procesos e instrumentos que permitan verificar que la programación de los recursos en infraestructura y 
dotación en servicios de control especial de oferta, se realice en forma oportuna y eficiente, de acuerdo con las pautas de 
calidad, establecidas por el Ministerio de la Protección Social. 

El seguimiento y control de la inversión en servicios de control especial de oferta seguirá el siguiente procedimiento.

1. 	Anualmente, cada una de las Instituciones Públicas Prestadoras de Servicios de Salud de la jurisdicción del Departamento 
o Distrito, reportará el inventario actualizado de infraestructura, dotación o equipos biomédicos para la prestación de 
servicios de Control Especial de oferta ante la Dirección de Salud respectiva, en el formato establecido por el Ministerio 
de la Protección Social (Anexo N° 4 de la presente resolución).

2. 	La Dirección Territorial de Salud, confrontará la información del inventario recibido, con el de la vigencia inmediatamente 
anterior y establecerá las diferencias en la infraestructura, dotación o equipos biomédicos para la prestación de servicios 
de Control Especial de oferta.

3. 	Las diferencias se confrontarán con las inversiones incluidas en el Plan Bienal de Inversiones en Salud vigente.

4. 	Con los anteriores insumos la Dirección Departamental o Distrital de Salud deberá elaborar un informe en el que 
consigne los hallazgos encontrados, el análisis de las causas y las acciones de control establecidas, relacionadas con 
la no ejecución de lo establecido en el Plan Bienal de Inversiones en Salud aprobado, o la realización de inversiones 
en servicios de Control Especial de oferta no incluidas en el Plan Bienal de Inversiones en Salud aprobado.

5. 	La Dirección Territorial de Salud deberá enviar el informe al Ministerio de la Protección Social a más tardar el 31 de 
julio de cada año.

6. 	Cuando lo estime necesario, y con el fin de validar la información reportada por cada institución pública prestadora 
de servicios de salud, la Dirección Territorial de Salud, podrá efectuar visitas de verificación o utilizar otras fuentes de 
información que permitan establecer el cumplimiento de lo establecido en los planes.

Parágrafo. Sin perjuicio de las funciones asignadas a las Direcciones Territoriales de Salud, el Ministerio de la Protección 
Social podrá en cualquier tiempo verificar la información reportada por las Direcciones Territoriales de Salud frente al 
cumplimiento de los Planes Bienales de Inversión en Salud.

Artículo 12. Prohibiciones. No podrán girarse recursos del orden nacional, departamental, distrital o municipal, ni 
iniciarse ningún tipo de inversión en infraestructura, dotación o equipos biomédicos para la prestación de servicios de 
control especial de oferta, que no se encuentren en los Planes Bienales de Inversión en Salud, debidamente aprobados por 
el Ministerio de la Protección Social.

Ninguna entidad que administre recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud, podrá contratar con Instituciones 
Públicas Prestadoras de Servicios de Salud servicios de control especial de oferta, que hayan sido establecidos o dotados 
por fuera del Plan Bienal de Inversiones en Salud.

Para el efecto, las Direcciones Departamentales y Distritales de Salud, deberán comunicar anualmente, a las entidades 
que administran recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud en su jurisdicción, el listado de instituciones 
y servicios que no podrán ser contratados. 

Artículo 13. Sanciones. En el evento en que una IPS pública realice inversiones en infraestructura, dotación o equipos 
biomédicos para la prestación de servicios de control especial de oferta, no previstas en el Plan Bienal de Inversiones de 
Salud, aprobado por el Ministerio de la Protección Social, se aplicarán las sanciones dispuestas en el inciso cuarto del 
artículo 65 de la Ley 715 de 2001. 

Artículo  14. Vigencia. La presente resolución rige a partir de la fecha de su publicación y deroga las normas que le sean 
contrarias, en especial la Resolución número 1541 de 2003.”
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4.5.6. Recursos ETESA 

En cuanto a la distribución de los recursos de ETESA el Decreto 1659 del 2 de agosto de 2002, por el cual 
se reglamenta la distribución y giro oportuno por parte de ETESA de los recursos de que trata la Ley 643 
de 2001,  establece lo siguiente:

“Artículo 1º. De la distribución de los recursos provenientes de los juegos de suerte y azar localizados. Los recursos 
provenientes de juegos de suerte y azar localizados en ciudades de menos de cien mil (100.000) habitantes, incluidos los 
rendimientos financieros generados por ellos, se destinarán al municipio generador de los mismos y los generados en los 
demás, se distribuirán el cincuenta por ciento (50%) acorde con la jurisdicción donde se generaron los derechos o regalías 
y el otro cincuenta por ciento (50%), se distribuirá entre los municipios, los distritos y el Distrito Capital, con base en 
el porcentaje de participación de la distribución efectuada para cada uno de ellos en el total de los recursos del Sistema 
General de Participaciones para el sector salud.

El procedimiento para efectuar la distribución de los recursos acorde con el porcentaje de participación del Sistema General 
de Participaciones para el sector salud es el siguiente:

1. 	Para cada municipio, distrito y el Distrito Capital, se efectuará la sumatoria de los recursos del Sistema General de 
Participaciones para salud, distribuidos por concepto de subsidios a la demanda, prestación de servicios de salud a la 
población pobre, en lo no cubierto con subsidios a la demanda y de acciones de salud pública.

2. 	El porcentaje de participación será el resultante de dividir la suma del total de estos recursos para cada municipio, 
distrito y el Distrito Capital, entre el total nacional de los recursos distribuidos por concepto del Sistema General de 
Participaciones para el sector salud.

3. 	El porcentaje de participación de cada municipio, distrito y el Distrito Capital, calculado en el numeral anterior, se 
aplicará al total de los recursos a distribuir, previo descuento del porcentaje del siete por ciento (7%) con destino al 
Fondo de Investigación en Salud, obteniendo de esta manera los recursos que le corresponden a cada municipio, distrito 
y Distrito Capital.

Artículo 2º. De la distribución de los recursos provenientes de los juegos de suerte y azar novedosos diferentes al lotto 
en línea, lotería preimpresa y lotería instantánea. La distribución del cincuenta por ciento (50%) del veinte por ciento 
(20%) de los recursos correspondientes a los departamentos se realizará de acuerdo con la participación de la asignación 
de cada departamento, en el total de la asignación nacional total departamental del Sistema General de Participaciones 
para el sector salud.

Artículo 3º. De la distribución de los recursos provenientes de la explotación del lotto en línea, lotería preim presa y la lotería 
instantánea. La distribución de la totalidad de las rentas obtenidas por la Empresa Territorial para la Salud, ETESA, por 
concepto de la explotación del lotto en línea, la lotería preimpresa y la lotería instantánea, incluyendo sus correspondientes 
rendimientos financieros, destinadas a la financiación del pasivo pensional territorial del sector salud, a través del Fondo 
Nacional de Pensiones de las Entidades Territoriales, Fonpet, se efectuará semestralmente con cortes a 30 de junio y a 31 
de diciembre de cada año, por parte del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, con base en la metodología definida para 
los juegos novedosos en el artículo anterior, y la información remitida por la Empresa Territorial para la Salud, ETESA, 
sin efectuar el descuento del siete por ciento (7%) para el Fondo de Investigaciones en Salud.

Artículo 4º. De la distribución de recursos de rifas, juegos promocionales, eventos deportivos, gallísticos, caninos y similares. 
Los recursos por concepto de rifas, juegos promocionales, eventos deportivos, gallísticos, caninos y similares, explotados por 
la Empresa Territorial para la Salud, ETESA, incluidos sus rendimientos financieros, se distribuirán entre los municipios, 
distritos y el Distrito Capital, aplicando el porcentaje de participación en la distribución total de los recursos del Sistema 
General de Participaciones para el sector salud, calculado de acuerdo con la metodología descrita en el artículo 1° del 
presente decreto, previa deducción del siete por ciento (7%) con destino al Fondo de Investigaciones en Salud.

Artículo 5º. De la distribución de los recursos provenientes de los eventos hípicos. Los recursos derivados de las apuestas 
hípicas y sus rendimientos financieros, explotados por la Empresa Territorial para la Salud, ETESA, previa deducción del 
siete por ciento (7%) con destino al Fondo de Investigaciones en Salud, son de propiedad de los municipios, distritos y el 
Distrito Capital, según su localización, por lo tanto su distribución se efectuará a la Entidad Territorial que los generó.

Artículo 6º. Distribución y giro de los recursos. Los recursos de que trata el presente decreto se distribuirán y girarán por 
parte de la Empresa Territorial para la Salud, ETESA, con la siguiente periodicidad:



PARTICIPACIÓN DE SALUDCAPÍTULO IV

204

1. 	Los recursos de juegos localizados, juegos promocionales, rifas, apuestas en eventos deportivos, gallísticos, caninos y 
similares, los de eventos hípicos, así como los correspondientes a nuevos juegos que operen debidamente autorizados, 
se distribuirán mensualmente, dentro de los primeros diez (10) días hábiles del mes siguiente a su recaudo por parte 
de la Empresa Territorial para la Salud, ETESA. El giro a los Fondos Municipales y Distritales de Salud, así como al 
Fondo de Investigación en Salud, se efectuará dentro del término antes señalado.

2. 	Los recursos de juegos novedosos distintos al lotto en línea, lotería preimpresa y lotería instantánea, se distribuirán 
semestralmente con corte a 30 de junio y a 31 de diciembre de cada año y su giro a los Fondos Departamentales, 
Distritales y Municipales de Salud, así como al Fondo de Investigación en Salud, se efectuará a más tardar el décimo 
día hábil del mes siguiente al del corte.

3. 	Los recursos provenientes de la explotación de juegos novedosos del lotto en línea, lotería preimpresa y lotería instantánea, 
se distribuirán semestralmente con corte a 30 de junio y a 31 de diciembre de cada año y su giro al Fondo Nacional de 
Pensiones de las Entidades Territoriales, Fonpet, se efectuará a más tardar el décimo día hábil del mes siguiente al del 
corte.

Parágrafo 1º. Las entidades territoriales, deberán reportar a la Empresa Territorial para la Salud, ETESA, la información 
relacionada con la cuenta corriente que se haya dispuesto para la recepción de los recursos de que trata la Ley 643 de 
2001, dentro de los quince (15) días siguientes a la fecha de publicación del presente decreto.

Estos recursos en ningún caso podrán hacer unidad de caja con las demás rentas del ente territorial, se manejarán en 
forma separada y deberán destinarse exclusivamente a los fines establecidos en la Ley 643 de 2001, de acuerdo con las 
competencias fijadas por la Ley 715 de 2001.

Parágrafo 2º. Los recursos de la Nación destinados al Fondo de Investigaciones en Salud, se girarán por parte de la Empresa 
Territorial para la Salud, ETESA, a la cuenta que para tal efecto le informe el Instituto Colombiano para el Desarrollo de 
la Ciencia y la Tecnología Francisco José de Caldas, Colciencias.

Parágrafo 3º. Los recursos provenientes de la lotería instantánea, la lotería preimpresa y del lotto en línea, se girarán por 
parte de la Empresa Territorial para la Salud, ETESA, al Fondo Nacional de Pensiones de las Entidades Territoriales, 
Fonpet, a las cuentas certificadas por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público.

Artículo 8º. Informes sobre la distribución y giros. La Empresa Territorial para la Salud, ETESA, dentro de los cinco (5) 
días siguientes a la fecha de consignación de los recursos a la entidad territorial, remitirá a cada una de las entidades 
territoriales un informe de los valores asignados en la distribución, discriminando:

1. 	Valor total asignado en la distribución de los recursos originados en juegos diferentes del lotto en línea, lotería preimpresa 
y lotería instantánea.

2.	 Valor girado al Fondo de Investigaciones en Salud.

3.	 Valor girado a la respectiva entidad territorial…”

Por otra parte, el Decreto 2121 de 2004, por el cual se reglamenta el artículo 38 de la Ley 643 de 2001 en 
lo relativo a la modalidad de juegos novedosos33, establece lo siguiente:

“Artículo 8º. Giro de recursos del monopolio. Constituyen rentas del monopolio y son de propiedad de las entidades 
territoriales, los derechos de explotación, los intereses de mora y los rendimientos financieros, provenientes de la operación 
de los juegos a que se refiere el presente decreto.

Estas rentas, deberán ser giradas por la Empresa Territorial para la Salud ETESA dentro de los primeros diez (10) días 
hábiles del mes siguiente a su recaudo, a los fondos de salud departamentales, distritales y municipales, en la proporción 
y condiciones establecidas en el Decreto 1659 de 2002 y demás normas que lo modifiquen o sustituyan.

Igualmente, remitirá dentro de los cinco (5) días siguientes a la fecha de consignación de los recursos el informe de que 
trata el decreto citado.”

33 Artículo 38. JUEGOS NOVEDOSOS. Son cualquier otra modalidad de juegos de suerte y azar distintos de las loterías tradicionales o de billetes, de las apuestas 
permanentes y de los demás juegos a que se refiere la presente ley. Se consideran juegos novedosos, entre otros, la lotto preimpresa, la lotería instantánea, el lotto en 
línea en cualquiera de sus modalidades y los demás juegos masivos, realizados por medios electrónicos, por Internet o mediante cualquier otra modalidad en tiempo 
real que no requiera la presencia del apostador.
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La destinación de estos recursos corresponde a lo previsto en el artículo 42 de la Ley 643 de 2001, el artículo 
11 de la Ley 1122 de 2007 y el artículo 1º del Decreto 1020 de 2007.

4.5.7. Sistema Obligatorio de Garantía de Calidad de la Atención de Salud del Sistema 
General de Seguridad Social en Salud

El Ministerio de la Protección Social expidió el Decreto 1011 de 2006, por el cual se establece el Sistema 
Obligatorio de Garantía de Calidad de la Atención de Salud del Sistema General de Seguridad Social en Salud.  
Este decreto derogó el Decreto 2309 del 15 de octubre de 200234 y establece las siguientes disposiciones en 
materia de Calidad de la Atención de Salud del Sistema General de Seguridad Social en Salud:

“Artículo 1°. Campo de aplicación. Las disposiciones del presente decreto se aplicarán a los Prestadores de Servicios de 
Salud, las Entidades Promotoras de Salud, las Administradoras del Régimen Subsidiado, las Entidades Adaptadas, las 
Empresas de Medicina Prepagada y a las Entidades Departamentales, Distritales y Municipales de Salud.

Así mismo, a los prestadores de servicios de salud que operen exclusivamente en cualquiera de los regímenes de excepción 
contemplados en el artículo 279 de la Ley 100 de 1993 y la Ley 647 de 2001, se les aplicarán de manera obligatoria las 
disposiciones del Sistema Obligatorio de Garantía de Calidad de la Atención de Salud del Sistema General de Seguridad 
Social en Salud, SOGCS, de que trata este decreto, excepto a las Instituciones del Sistema de Salud pertenecientes a las 
Fuerzas Militares y a la Policía Nacional, las cuales podrán acogerse de manera voluntaria al SOGCS y de manera 
obligatoria, cuando quieran ofrecer la prestación de servicios de salud a Empresas Administradoras de Planes de Beneficios, 
EAPB, Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud, IPS, o con Entidades Territoriales.

Parágrafo 1°. Salvo los servicios definidos por el Ministerio de la Protección Social y para los cuales se establezcan 
estándares, no se aplicarán las normas del SOGCS a los Bancos de Sangre, a los Grupos de Práctica Profesional que no 
cuenten con infraestructura física para la prestación de servicios de salud, a los procesos de los laboratorios de genética 
forense, a los Bancos de Semen de las Unidades de Biomedicina Reproductiva y a todos los demás Bancos de Componentes 
Anatómicos, así como a las demás entidades que producen insumos de salud y productos biológicos, correspondiendo de 
manera exclusiva al Instituto Nacional de Vigilancia de Medicamentos y Alimentos, Invima, de conformidad con lo señalado 
por el artículo 245 de la Ley 100 de 1993, la vigilancia sanitaria y el control de calidad de los productos y servicios que 
estas organizaciones prestan.

Artículo 2°. Definiciones. Para efectos de la aplicación del presente decreto se establecen las siguientes definiciones:

Atención de salud. Se define como el conjunto de servicios que se prestan al usuario en el marco de los procesos propios 
del aseguramiento, así como de las actividades, procedimientos e intervenciones asistenciales en las fases de promoción y 
prevención, diagnóstico, tratamiento y rehabilitación que se prestan a toda la población.

Auditoría para el mejoramiento de la calidad de la atención de salud. Es el mecanismo sistemático y continuo de evaluación y 
mejoramiento de la calidad observada respecto de la calidad esperada de la atención de salud que reciben los usuarios.

Calidad de la atención de salud. Se entiende como la provisión de servicios de salud a los usuarios individuales y colectivos 
de manera accesible y equitativa, a través de un nivel profesional óptimo, teniendo en cuenta el balance entre beneficios, 
riesgos y costos, con el propósito de lograr la adhesión y satisfacción de dichos usuarios.

Condiciones de capacidad tecnológica y científica. Son los requisitos básicos de estructura y de procesos que deben cumplir 
los Prestadores de Servicios de Salud por cada uno de los servicios que prestan y que se consideran suficientes y necesarios 
para reducir los principales riesgos que amenazan la vida o la salud de los usuarios en el marco de la prestación del 
servicio de salud

Empresas Administradoras de Planes de Beneficios, EAPB. Se consideran como tales, las Entidades Promotoras de Salud 
del Régimen Contributivo y del Régimen Subsidiado (Administradoras del Régimen Subsidiado), Entidades Adaptadas y 
Empresas de Medicina Prepagada.

34 Por el cual se define el Sistema Obligatorio de Garantía de Calidad de la Atención de Salud del Sistema General de Seguridad Social en Salud. 
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Prestadores de Servicios de Salud. Se consideran como tales, las Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud, los 
Profesionales Independientes de Salud y los Servicios de Transporte Especial de Pacientes.

Para los efectos del presente decreto se consideran como instituciones prestadoras de servicios de salud a los grupos de 
práctica profesional que cuentan con infraestructura física para prestar servicios de salud.

Profesional independiente. Es toda persona natural egresada de un programa de educación superior de ciencias de la 
salud de conformidad con la Ley 30 de 1992 o las normas que la modifiquen, adicionen o sus tituyan, con facultades para 
actuar de manera autónoma en la prestación del servicio de salud para lo cual podrá contar con personal de apoyo de los 
niveles de formación técnico y/o auxiliar.

Sistema Obligatorio de Garantía de Calidad de Atención en Salud del Sistema General de Seguridad Social en Salud, SOGCS. 
Es el conjunto de instituciones, normas, requisitos, mecanismos y procesos deliberados y sistemáticos que desarrolla el 
sector salud para generar, mantener y mejorar la calidad de los servicios de salud en el país.

Unidad sectorial de normalización en salud. Es una instancia técnica para la investigación, definición, análisis y concertación 
de normas técnicas y estándares de calidad de la atención de salud, autorizada por el Ministerio de Comercio, Industria 
y Turismo.

Los estándares de calidad propuestos por esta Unidad se considerarán recomendaciones técnicas de voluntaria aplicación 
por los actores del Sistema Obligatorio de Garantía de la Calidad de la Atención de Salud del Sistema General de Seguridad 
Social en Salud, los cuales podrán ser adoptados mediante acto administrativo por el Ministerio de la Protección Social, 
en cuyo caso tendrán el grado de obligatoriedad que este defina.

TÍTULO II

SISTEMA OBLIGATORIO DE GARANTIA DE CALIDAD DE ATENCIÓN EN SALUD DEL SISTEMA GENERAL 
DE SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD, SOGCS

Artículo 3°. Características del SOGCS. Las acciones que desarrolle el SOGCS se orientarán a la mejora de los resultados 
de la atención en salud, centrados en el usuario, que van más allá de la verificación de la existencia de estructura o de la 
documentación de procesos los cuales sólo constituyen prerrequisito para alcanzar los mencionados resultados.

Para efectos de evaluar y mejorar la Calidad de la Atención de Salud, el SOGCS deberá cumplir con las siguientes 
características:

1. 	Accesibilidad. Es la posibilidad que tiene el usuario de utilizar los servicios de salud que le garantiza el Sistema General 
de Seguridad Social en Salud.

2. 	Oportunidad. Es la posibilidad que tiene el usuario de obtener los servicios que requiere, sin que se presenten retrasos 
que pongan en riesgo su vida o su salud. Esta característica se relaciona con la organización de la oferta de servicios 
en relación con la demanda y con el nivel de coordinación institucional para gestionar el acceso a los servicios.

3. 	Seguridad. Es el conjunto de elementos estructurales, procesos, instrumentos y metodologías basadas en evidencias 
científicamente probadas que propenden por minimizar el riesgo de sufrir un evento adverso en el proceso de atención 
de salud o de mitigar sus consecuencias.

4. 	Pertinencia. Es el grado en el cual los usuarios obtienen los servicios que requieren, con la mejor utilización de los 
recursos de acuerdo con la evidencia científica y sus efectos secundarios son menores que los beneficios potenciales.

5. Continuidad. Es el grado en el cual los usuarios reciben las intervenciones requeridas, mediante una secuencia lógica 
y racional de actividades, basada en el conocimiento científico.

Artículo 4°. Componentes del SOGCS. Tendrá como componentes los siguientes:

1. El Sistema Único de Habilitación.

2. La Auditoría para el Mejoramiento de la Calidad de la Atención de Salud.

3. El Sistema único de Acreditación.

4. El Sistema de Información para la Calidad.
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Parágrafo 1°. El Ministerio de la Protección Social ajustará periódicamente y de manera progresiva, los estándares que 
hacen parte de los diversos componentes del SOGCS, de conform idad con el desarrollo del país, con los avances del 
sector y con los resultados de las evaluaciones adelantadas por las Entidades Departamentales, Distritales de Salud y la 
Superintendencia Nacional de Salud.

Parágrafo 2°. Las Entidades Promotoras de Salud, las Administradoras del Régimen Subsidiado, las Entidades Adaptadas, 
las Empresas de Medicina Prepagada, los Prestadores de Servicios de Salud y las Entidades Departamentales, Distritales y 
Municipales de Salud, están obligadas a generar y suministrar los datos requeridos para el funcionamiento de este Sistema, 
de conformidad con las directrices que imparta el Ministerio de la Protección Social.

Artículo 5°. Entidades responsables del funcionamiento del SOGCS. Las siguientes, son las entidades responsables del 
funcionamiento del SOGCS:

1. 	Ministerio de la Protección Social. Desarrollará las normas de calidad, expedirá la reglamentación necesaria para la 
aplicación del presente decreto, velará por su permanente actualización y por su aplicación para el beneficio de los 
usuarios, prestará asistencia técnica a los integrantes del Sistema con el propósito de orientarlos en el cumplimiento 
de sus responsabilidades y emitirá concepto en aspectos técnicos cuando lo soliciten las Entidades Territoriales y los 
prestadores de servicios de salud siempre que el Ministerio lo considere pertinente.

	 También corresponde al Ministerio de la Protección Social velar por el establecimiento y mantenimiento de la 
compatibilidad del Sistema Obligatorio de Garantía de Calidad de la Atención de Salud con otros Sistemas de Gestión 
de Calidad.

2. 	Superintendencia Nacional de Salud. Ejercerá las funciones de vigilancia, inspección y control dentro del SOGCS y 
aplicará las sanciones en el ámbito de su competencia.

3. 	Entidades Departamentales y Distritales de Salud. En desarrollo de sus propias competencias, les corresponde cumplir y 
hacer cumplir en sus respectivas jurisdicciones, las disposiciones establecidas en el presente decreto y en la reglamentación 
que para el efecto expida el Ministerio de la Protección Social, divulgar las disposiciones contenidas en esta norma y 
brindar asistencia a los Prestadores de Servicios de Salud y los definidos como tales para el cabal cumplimiento de las 
normas relativas a la habilitación de las mismas.

4. 	Entidades Municipales de Salud. En desarrollo de sus propias competencias, les corresponde brindar asistencia técnica 
para implementar la Auditoría para el Mejoramiento de la Calidad de la Atención de Salud en los Prestadores de Servicios 
de Salud de su jurisdicción y también realizar la Auditoría para el Mejoramiento de la Calidad de la Atención de Salud 
a los Prestadores de Servicios de Salud, que prestan servicios de salud a la población no afiliada.

Parágrafo. Lo previsto en el presente artículo se cumplirá sin perjuicio de que las entidades deban cumplir otras normas 
relacionadas con sistemas de calidad.

TÍTULO III

CAPÍTULO I

Sistema Único de Habilitación

Artículo 6°. Sistema Único de Habilitación. Es el conjunto de normas, requisitos y procedimientos mediante los cuales se 
establece, registra, verifica y controla el cumplimiento de las condiciones básicas de capacidad tecnológica y científica, de 
suficiencia patrimonial y financiera y de capacidad técnico-administrativa, indispensables para la entrada y permanencia 
en el Sistema, los cuales buscan dar seguridad a los usuarios frente a los potenciales riesgos asociados a la prestación de 
servicios y son de obligatorio cumplimiento por parte de los Prestadores de Servicios de Salud y las EAPB.

CAPÍTULO II

Habilitación de prestadores de servicios de salud

Artículo 7°. Condiciones de capacidad tecnológica y científica. Las condiciones de capacidad tecnológica y científica del 
Sistema Único de Habilitación para Prestadores de Servicios de Salud serán los estándares de habilitación establecidos 
por el Ministerio de la Protección Social.

Las Entidades Departamentales y Distritales de Salud, en sus correspondientes jurisdicciones, podrán someter a consideración 
del Ministerio de la Protección Social propuestas para la aplicación de condiciones de capacidad tecnológica y científica 
superiores a las que se establezcan para el ámbito nacional. En todo caso, la aplicación de estas exigencias deberá contar 
con la aprobación previa de este Ministerio.
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Parágrafo. Los profesionales independientes que prestan servicios de salud, sólo estarán obligados a cumplir con las 
normas relativas a la capacidad tecnológica y científica.

Artículo 8°. Condiciones de suficiencia patrimonial y financiera. Es el cumplimiento de las condiciones que posibilitan la 
estabilidad financiera de las Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud en el mediano plazo, su competitividad dentro 
del área de influencia, liquidez y cumplimiento de sus obligaciones en el corto plazo.

Parágrafo. El Ministerio de la Protección Social establecerá los requisitos y los procedimientos para que las Entidades 
Departamentales y Distritales de Salud puedan valorar la suficiencia patrimonial de las Instituciones Prestadoras de 
Servicios de Salud.

Artículo 9°. Condiciones de capacidad técnico-administrativa. Son condiciones de capacidad técnico-administrativa para 
una Institución Prestadora de Servicios de Salud, las siguientes:

1. 	El cumplimiento de los requisitos legales exigidos por las normas vigentes con respecto a su existencia y representación 
legal, de acuerdo con su naturaleza jurídica.

2. 	El cumplimiento de los requisitos administrativos y financieros que permitan demostrar que la Institución Prestadora 
de Servicios de Salud cuenta con un sistema contable para generar estados financieros según las normas contables 
vigentes.

Artículo 10º. Registro especial de prestadores de servicios de salud. Es la base de datos de las Entidades Departamentales y 
Distritales de Salud, en la cual se efectúa el registro de los Prestadores de Servicios de Salud que se encuentren habilitados 
y es consolidada por parte del Ministerio de la Protección Social.

De conformidad con lo señalado por el artículo 56 de la Ley 715 de 2001, las Entidades Departamentales y Distritales de 
Salud realizarán el proceso de inscripción en el Registro Especial de Prestadores de Servicios de Salud.

Artículo 11. Formulario de inscripción en el registro especial de prestadores de servicios de salud. Los Prestadores de 
Servicios de Salud presentarán el formulario de inscripción en el Registro Especial de Prestadores de Servicios de Salud 
ante las Entidades Departamentales y Distritales de Salud correspondientes para efectos de su inscripción en el Registro 
Especial de Prestadores de Servicios de Salud. A través de dicho formulario, se declarará el cumplimiento de las condiciones 
de habilitación contempladas en el presente decreto. El Ministerio de la Protección Social establecerá las características 
del formulario.

Artículo 12. Autoevaluación del cumplimiento de las condiciones para la habilitación. De manera previa a la presentación 
del formulario de inscripción de que trata el artículo 11 del presente decreto, los Prestadores de Servicios de Salud deberán 
realizar una autoevaluación de las condici ones exigidas para la habilitación, con el fin de verificar su pleno cumplimiento. 
En caso de identificar deficiencias en el cumplimiento de tales condiciones, los Prestadores de Servicios de Salud deberán 
abstenerse de prestar el servicio hasta tanto realicen los ajustes necesarios para el cumplimiento de los requisitos.

El prestador que declare un servicio, es el responsable del cumplimiento de todos los estándares aplicables al servicio que 
inscribe, independientemente de que para su funcionamiento concurran diferentes organizaciones o personas para aportar 
en el cumplimiento de los estándares.

Cuando un Prestador de Servicios de Salud se encuentre en imposibilidad de cumplir con las condiciones para la habilitación, 
deberá abstenerse de ofrecer o prestar los servicios en los cuales se presente esta situación.

Artículo 13. Inscripción en el registro especial de prestadores de servicios de salud. Es el procedimiento mediante el cual 
el Prestador de Servicios de Salud, luego de efectuar la autoevaluación y habiendo constatado el cumplimiento de las 
condiciones para la habilitación, radica el formulario de inscripción de que trata el artículo 11 del presente decreto y los 
soportes que para el efecto establezca el Ministerio de la Protección Social, ante la Entidad Departamental o Distrital 
de Salud correspondiente, para efectos de su incorporación en el Registro Especial de Prestadores de Servicios de Salud.

La Entidad Departamental o Distrital de Salud efectuará el trámite de inscripción de manera inmediata, previa revisión del 
diligenciamiento del formulario de inscripción. La revisión detallada de los soportes entregados será posterior al registro 
especial de prestadores de servicios de salud, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 19 del presente decreto.

A partir de la radicación de la inscripción en la Entidad Departamental o Distrital de Salud, el Prestador de Servicios de 
Salud se considera habilitado para ofertar y prestar los servicios declarados.

Parágrafo 1º. Cuando un Prestador de Servicios de Salud preste sus servicios a través de dos (2) o más sedes dentro de la 
misma jurisdicción Departamental o Distrital, deberá diligenciar un sólo formulario de inscripción.



PARTICIPACIÓN DE SALUD CAPÍTULO IV

209

Cuando un Prestador de Servicios de Salud preste sus servicios a través de dos o más sedes dentro de dos (2) o más 
Departamentos o Distritos, deberá presentar el formulario de inscripción en cada una de las jurisdicciones Departamentales 
o Distritales de Salud en las cuales presta los servicios, declarando en cada una, una sede como principal.

Parágrafo 2º. El Prestador de Servicios de Salud deberá declarar en el formulario de inscripción en el Registro Especial de 
Prestadores de Servicios de Salud, los servicios que se prestan en forma permanente. La inobservancia de esta disposición 
se considera equivalente a la prestación de servicios no declarados en el Registro Especial de Prestadores de Servicios de 
Salud y dará lugar a la aplicación de las sanciones establecidas en los artículos 577 de la Ley 09 de 1979, 49 de la Ley 10 
de 1990 y 5 del Decreto 1259 de 1994 y las normas que las modifiquen o sustituyan. 

Para el caso de los servicios prestados en forma esporádica, el Prestador de Servicios de Salud deberá informar de esta 
situación a la Entidad Departamental o Distrital de Salud correspondiente, la cual realizará visitas en fecha y lugar 
acordados con el prestador, con el fin de verificar el cumplimiento de las condiciones establecidas para dichos servicios, 
ordenando su suspensión si los mismos no cumplen con los estándares establecidos, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 576 de la Ley 09 de 1979 y las normas que las modifiquen o sustituyan.

Artículo 14. Término de vigencia de la inscripción en el registro especial de prestadores de servicios de salud. La 
inscripción de cada Prestador en el Registro Especial de Prestadores de Servicios de Salud, tendrá un término de vigencia 
de cuatro (4) años, contados a partir de la fecha de su radicación ante la Entidad Departamental o Distrital de Salud 
correspondiente.

Los prestadores de servicios de salud una vez se cumpla la vigencia de su habilitación podrán renovarla, de acuerdo con 
los lineamientos que defina el Ministerio de Protección Social.

Artículo 15. Obligaciones de los prestadores de servicios de salud respecto de la inscripción en el registro especial de 
prestadores de servicios de salud. Los Prestadores de Servicios de Salud son responsables por la veracidad de la información 
contenida en el formulario de inscripción y estarán obligados a mantener las condiciones de habilitación declaradas durante 
el término de su vigencia, a permitir el ingreso de la autoridad competente para llevar a cabo la respectiva verificación, a 
facilitar la verificación, a renovar la Inscripción en el Registro Especial de Prestadores de Servicios de Salud cuando este 
pierda su vigencia o cuando haya cambios en lo declarado, conforme a lo dispuesto en el artículo 14 del presente decreto 
y a presentar las novedades correspondientes, en los casos previstos en el artículo siguiente.

Artículo 16. Reporte de novedades. Con el propósito de mantener actualizado el Registro Especial de Prestadores de 
Servicios de Salud, el Ministerio de la Protección Social establecerá el “Formulario de Reporte de Novedades”, a través 
del cual se efectuará la actualización de dicho registro por parte de la Entidad Departamental o Distrital de Salud en su 
respectiva jurisdicción.

Parágrafo. Dentro de los primeros cinco (5) días hábiles siguientes al vencimiento de cada trimestre, las Entidades 
Departamentales y Distritales de Salud remitirán al Ministerio de la Protección Social, la información correspondiente 
a las novedades presentadas en el Registro Especial de Prestadores de Servicios de Salud durante cada trimestre. La 
información remitida debe incluir las sanciones impuestas de conformidad con las normas legales vigentes, así como los 
procesos de investigación en curso y las medidas de seguridad impuestas y levantadas.

Es responsabilidad de las Entidades Departamentales de Salud remitir trimestralmente a los municipios de su jurisdicción, 
la información relacionada con el estado de habilitación de los Prestadores de Servicios de Salud, de sus correspondientes 
áreas de influencia.

Las Direcciones Municipales de Salud deben realizar de manera permanente una búsqueda activa de los Prestadores de 
Servicios de Salud que operan en sus respectivas jurisdicciones, con el propósito de informar a las Entidades Departamentales 
y ellas verificarán que la información contenida en el Registro Especial de Prestadores de Servicios de Salud responda a 
la realidad de su inscripción, garantizando así el cumplimiento permanente de las condiciones de habilitación.

Artículo 17. Administración del registro especial de prestadores de servicios de salud. De conformidad con las disposiciones 
consagradas en el presente decreto y de acuerdo con las directrices que imparta el Ministerio de la Protección Social, las 
Entidades Departamentales y Distritales de Salud, en sus respectivas jurisdicciones, serán responsables de la administración 
de la base de datos que contenga el Registro Especial de Prestadores de Servicios de Salud.

Artículo 18. Consolidación del registro especial de prestadores de servicios de salud. Corresponde al Ministerio de la 
Protección Social conformar y mantener actualizada para el ámbito nacional, la base de datos del Registro Especial de 
Prestadores de Servicios de Salud, consolidada a partir de los reportes qu e envíen las Entidades Departamentales y 
Distritales de Salud, de conformidad con lo establecido en el presente decreto.
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Artículo 19. Verificación del cumplimiento de las condiciones para la habilitación. Las Entidades Departamentales y 
Distritales de Salud serán las responsables de verificar el cumplimiento de las condiciones exigibles a los Prestadores 
de Servicios de Salud en lo relativo a las condiciones de capacidad técnico-administrativa y de suficiencia patrimonial y 
financiera, las cuales se evaluarán mediante el análisis de los soportes aportados por la Institución Prestadora de Servicios 
de Salud, de conformidad con los artículos 8° y 9° del presente decreto.

En relación con las condiciones de capacidad tecnológica y científica, la verificación del cumplimiento de los estándares 
de habilitación establecidos por el Ministerio de la Protección Social, se realizará conforme al plan de visitas que para 
el efecto establezcan las Entidades Departamentales y Distritales de Salud, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 21 
del presente decreto.

Artículo 20. Equipos de verificación. Las Entidades Departamentales y Distritales de Salud deben contar con un equipo 
humano de carácter interdisciplinario, responsable de la administración del Registro Especial de Prestadores de Servicios 
de Salud y de la verificación del cumplimiento de las condiciones para la habilitación, así como de las demás actividades 
relacionadas con este proceso, de conformidad con los lineamientos, perfiles y experiencia contenidos en el Manual o 
instrumento de Procedimientos para Habilitación definido por el Ministerio de la Protección Social.

Todos los verificadores deberán recibir previamente la capacitación y el entrenamiento técnico necesarios por parte del 
Ministerio de la Protección Social o de las Entidades Departamentales y Distritales de Salud en convenio con alguna 
entidad educativa la cual será la responsable de garantizar la calidad de dicho entrenamiento.

Artículo 21. Plan de visitas. Las Entidades Departamentales y Distritales de Salud deben elaborar y ejecutar un plan de visitas 
para verificar que todos los Prestadores de Servicios de Salud de su jurisdicción, cumplan con las condiciones tecnológicas 
y científicas, técnico-administrativas y suficiencia patrimonial y financiera de habilitación, que les son exigibles. De tales 
visitas, se levantarán las actas respectivas y los demás soportes documentales adoptados para este proceso.

Parágrafo. Las visitas de verificación podrán ser realizadas mediante contratación externa, acompañadas por un funcionario 
capacitado de la Entidad Departamental o Distrital de Salud, previo cumplimiento de las condiciones establecidas en el 
artículo 20 del presente Decreto y las metas periódicas de visitas que determine el Ministerio de la Protección Social.

Las Entidades Territoriales deberán realizar al menos una visita de verificación de cumplimiento de los requisitos de 
habilitación a cada prestador, durante los cuatro (4) años de vigencia del registro de habilitación.

Artículo 22. Planes de cumplimiento. Los Prestadores de Servicios de Salud deben cumplir con los estándares de habilitación 
y no se aceptará la suscripción de planes de cumplimiento para dichos efectos.

Artículo 23. Certificación de cumplimiento de las condiciones para la habilitación. La Entidad Departamental o Distrital de 
Salud, una vez efectuada la verificación del cumplimiento de todas las condiciones de habilitación aplicables al Prestador de 
Servicios de Salud, enviará en un plazo de quince (15) días hábiles contados a partir de la fecha de la visita, la “Certificación 
de Cumplimiento de las Condiciones para la Habilitación”, en la que informa a dicho Prestador de Servicios de Salud que 
existe verific ación de conformidad de las condiciones.

Parágrafo. Las Entidades Departamentales y Distritales de Salud no podrán negar la certificación por el incumplimiento 
de normas distintas a las que se exigen para la habilitación.

Artículo 24. Revocatoria de la habilitación. La Entidad Departamental o Distrital de Salud podrá revocar la habilitación 
obtenida, mediante la inscripción en el Registro Especial de Prestadores de Servicios de Salud, cuando se incumpla 
cualquiera de las condiciones o requisitos previstos para su otorgamiento, respetando el debido proceso.

Artículo 25. Información a los usuarios. Los prestadores de servicios de salud fijarán en lugares visibles al público, el 
distintivo que defina el Ministerio de la Protección Social, mediante el cual se identifique que los servicios que ofrece se 
encuentren habilitados. Igualmente mantendrán en lugar visible al público el certificado de habilitación una vez haya sido 
expedido.

Artículo 26. Responsabilidades para contratar. Para efectos de contratar la prestación de servicios de salud el contratante 
verificará que el prestador esté inscrito en el registro especial de prestadores de servicios de salud. Para tal efecto la Entidad 
Departamental y Distrital establecerá los mecanismos para suministrar esta información.

Si durante la ejecución del contrato se detecta el incumplimiento de las condiciones de habilitación, el Contratante deberá 
informar a la Dirección Departamental o Distrital de Salud quien contará con un plazo de sesenta (60) días calendario para 
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adoptar las medidas correspondientes. En el evento en que no se pueda mantener la habilitación la Entidad Departamental 
o Distrital de Salud lo informará al contratante, quien deberá abstenerse de prestar los servicios de salud con entidades 
no habilitadas.

(…)

TÍTULO VI

SISTEMA DE INFORMACIÓN PARA LA CALIDAD

Artículo 45. Sistema de Información para la Calidad. El Ministerio de la Protección Social diseñará e implementará un 
“Sistema de Información para la Calidad” con el objeto de estimular la competencia por calidad entre los agentes del 
sector que al mismo tiempo, permita orientar a los usuarios en el conocimiento de las características del sistema, en el 
ejercicio de sus derechos y deberes y en los niveles de calidad de los Prestadores de Servicios de Salud y de las EAPB, 
de manera que puedan tomar decisiones informadas en el momento de ejercer los derechos que para ellos contempla el 
Sistema General de Seguridad Social en Salud.

El Ministerio de la Protección Social incluirá en su página web los datos del Sistema de Información para la Calidad con 
el propósito de facilitar al público el acceso en línea sobre esta materia.

Artículo 46. Objetivos del Sistema de Información para la Calidad. Son objetivos del Sistema de Información para la 
Calidad, los siguientes:

1. 	Monitorear. Hacer seguimiento a la calidad de los servicios para que los actores, las entidades directivas y de inspección, 
vigilancia y control del Sistema realicen el monitoreo y ajuste del SOGCS.

2. 	Orientar. Contribuir a orientar el comportamiento de la población general para la selección de la EAPB y/o la Institución 
Prestadora de Servicios, por parte de los usuarios y demás agentes, con base en información sobre su calidad.

3. 	Referenciar. Contribuir a la referenciación competitiva sobre la calidad de los servicios entre las EAPB y las Instituciones 
Prestadoras de Servicios.

4. 	Estimular. Propende por apoyar e incentivar la gestión de la calidad basada en hechos y datos.

Artículo 47. Principios del Sistema de Información para la Calidad. Son principios del Sistema de Información para la 
Calidad, los siguientes:

1. 	Gradualidad. La información que debe entregarse será desarrollada e implementada de manera progresiva en lo 
relacionado con el tipo de información que se recolectará y se ofrecerá a los usuarios.

2. 	Sencillez. La información se presentará de manera que su capacidad sea comprendida y asimilada por la población.

3. 	Focalización. La información estará concentrada en transmitir los conceptos fundamentales relacionados con los 
procesos de toma de decisiones de los usuarios para la selección de EAPB y de Institución Prestadora de Servicios de 
Salud de la red con base en criterios de calidad.

4. 	Validez y confiabilidad. La información será válida en la medida en que efectivamente presente aspectos centrales de 
la calidad y confiable en cuanto mide calidad en todas las instancias en las cuales sea aplicada.

5. 	Participación. En el desarrollo e implementación de la información participarán de manera activa las entidades 
integrantes del Sistema General de Seguridad Social en Salud.

6. 	Eficiencia. Debe recopilarse solamente la información que sea útil para la evaluación y mejoramiento de la calidad de 
la atención en salud y debe utilizarse la información que sea recopilada.

Artículo 48. Datos para el SOGCS. Las EAPB, las Direcciones Departamentales y Distritales de Salud y los Prestadores 
de Servicios de Salud, están obligados a generar y suministrar los datos requeridos para el funcionamiento del SOGCS, 
de conformidad con las directrices que imparta el Ministerio de la Protección Social.

Parágrafo. El Ministerio de la Protección Social establecerá los indicadores de calidad del SOGCS que serán de obligatorio 
reporte por parte de las instituciones obligadas al cumplimiento del presente decreto.
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TÍTULO VII

INSPECCIÓN, VIGILANCIA Y CONTROL

Artículo 49. Inspección, vigilancia y control del Sistema Único de Habilitación. La inspección, vigilancia y control del Sistema 
único de Habilitación, será responsabilidad de las Direcciones Departamentales y Distritales de Salud, la cual se ejercerá 
mediante la realización de las visitas de verificación de que trata el artículo 21 del presente decreto, correspondiendo a la 
Superintendencia Nacional de Salud, vigilar que las Entidades Territoriales de Salud ejerzan dichas funciones.

Artículo 50. Auditoría para el mejoramiento de la calidad de la atención en salud. Es responsabilidad de las Entidades 
Departamentales, Distritales y Municipales de Salud, sin perjuicio de las competencias que le corresponden a la 
Superintendencia Nacional de Salud, adelantar las acciones de vigilancia, inspección y control sobre el desarrollo de los 
procesos de Auditoría para el Mejoramiento de la Calidad de la Atención de Salud por parte de las Instituciones Prestadoras 
de Servicios de Salud, en el ámbito de sus respectivas jurisdicciones. Estas acciones podrán realizarse simultáneamente 
con las visitas de habilitación.

Por su parte, la Superintendencia Nacional de Salud ejercerá la vigilancia, inspección y control sobre el desarrollo de 
los procesos de auditoría para el mejoramiento de la calidad por parte de las EAPB y de las Entidades Departamentales, 
Distritales y Municipales de Salud.

Para tales efectos, tanto la Superintendencia Nacional de Salud como las Entidades Departamentales y Distritales de Salud 
podrán realizar visitas de inspección y solicitar la documentación e informes que estimen pertinentes.

En caso de incumplimiento, las entidades competentes adelantarán las acciones correspondientes y aplicarán las sanciones 
pertinentes, contempladas en la ley, previo cumplimiento del debido proceso.

Artículo 51. Inspección, vigilancia y control del Sistema Único de Acreditación. Para efectos de ejercer las funciones 
de inspección, vigilancia y control del Sistema único de Acreditación, la Superintendencia Nacional de Salud diseñará y 
aplicará los procedimientos de evaluación y supervisión técnica, necesarios para realizar el seguimiento del proceso de 
acreditación y velar por su transparencia.

Artículo 52. Sistema de Información para la Calidad. Las acciones de inspección, vigilancia y control del contenido, calidad 
y reporte de la información que conforma el Sistema de Información para la Calidad, estará a cargo de las Direcciones 
Departamentales y Distritales y de la Superintendencia Nacional de Salud en lo de sus competencias.

TÍTULO VIII

MEDIDAS DE SEGURIDAD Y SANCIONES

Artículo 53. Aplicación de las medidas sanitarias de seguridad. El incumplimiento de lo establecido en el presente decreto, 
podrá generar la aplicación de las medidas sanitarias de seguridad previstas en las normas legales, por parte de las 
Entidades Territoriales de Salud en el marco de sus competencias, con base en el tipo de servicio, el hecho que origina el 
incumplimiento de las disposiciones contenidas en el presente decreto y su incidencia sobre la salud individual y colectiva 
de las personas.

Artículo 54. Sanciones. Sin perjuicio de la competencia atribuida a otras autoridades, corresponde a las Entidades 
Territoriales de Salud, adelantar los procedimientos y aplicar las sanciones a que haya lugar de acuerdo con lo previsto 
en el artículo 577 y siguientes de la Ley 09 de 1979 y las normas que las modifiquen o sustituyan.

TÍTULO IX

DISPOSICIONES FINALES

Artículo 55. Transición. Todos los Prestadores de Servicios de Salud que al momento de entrar en vigencia el presente 
decreto estén prestando servicios de salud, tendrán el plazo que defina el Ministerio de la Protección Social para presentar 
el Formulario de Inscripción en el Registro Especial de Prestadores de Servicios de Salud ante la autoridad competente, 
fecha a partir de la cual caducarán los registros anteriores. Si vencido el término señalado, no se ha efectuado la inscripción 
el prestador no podrá continuar la operación.

Artículo 56. Actualización de los estándares del SOGCS. El Ministerio de la Protección Social podrá ajustar periódicamente 
y de manera progresiva los estándares que hacen parte de los diversos componentes del SOGCS de acuerdo con los estudios 
y recomendaciones de la Unidad Sectorial de Normalización en Salud.
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Artículo  57. Vigencia y derogatorias. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación y deroga las disposiciones 
que le sean contrarias, en especial los Decretos 77 de 1997 y el Decreto 2309 de 2002.”

En el marco del Sistema de Gestión de Calidad, el Gobierno expidió el Decreto 4295 de 2007, por el cual se 
reglamenta parcialmente la Ley 872 de 200335, estableciendo los siguientes criterios:

“Artículo 1°. Norma Técnica de Calidad para el Sistema General de Seguridad Social en Salud. Fijar como Norma Técnica 
de Calidad para las instituciones prestadoras del servicio de salud y las empresas administradoras de planes de beneficios, 
la adoptada por el Sistema Obligatorio de Garantía de Calidad de la Atención de Salud y definida a través del Decreto 
1011 de 2006 y las normas técnicas que lo desarrollan o las que lo modifiquen. 

Parágrafo. El Ministerio de la Protección Social expedirá las guías aplicativas del Sistema Obligatorio de Garantía de 
Calidad de la Atención de Salud y ajustará las normas técnicas en el marco de la Ley 872 de 2003. 

Artículo 2°. Evaluación y verificación por parte de los entes de control. La evaluación y verificación por parte de los entes 
externos de control, sobre el cumplimiento de las normas de calidad, se hará con fundamento en lo previsto en el Sistema 
Obligatorio de Garantía de Calidad de la atención de Salud del Sistema General de Seguridad Social en Salud. 

Artículo 3°. Regímenes de excepción. Las entidades pertenecientes al Sistema de Salud de las Fuerzas Militares y de la 
Policía que se acojan de manera voluntaria al Sistema Obligatorio de Garantía de Calidad de la Atención de Salud del 
Sistema General de Seguridad Social en Salud, aplicarán lo dispuesto en la presente norma.”

4.5.8. Reconocimiento y pago del pasivo prestacional del sector salud causado a diciembre 
31 de 1993 por concepto de cesantías netas y reservas requeridas para el pago de pensiones 
legalmente reconocidas de las instituciones de salud públicas o privadas

El Decreto 306 del 2 de febrero de 2004,  por el cual se reglamentan los artículos 61, 62 y 63 de la Ley 715 
de 2001, establece lo siguiente:

“Artículo 1º. Objeto. El presente decreto tiene por objeto reglamentar el procedimiento general para el reconocimiento y 
pago del Pasivo Prestacional del Sector Salud causado a diciembre 31 de 1993 por concepto de cesantías netas y reservas 
requeridas para el pago de pensiones legalmente reconocidas de las instituciones de salud públicas o privadas, en cuya 
financiación deban contribuir en virtud de la Ley 715 de 2001, la Nación a través del Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público y los entes territoriales cuando a ello hubiere lugar”.

“Artículo 3º. Reconocimiento del pasivo prestacional. El pasivo prestacional que a la entrada en vigencia del presente 
decreto aún no hubiere sido reconocido por el entonces Ministerio de Salud en calidad de administrador del extinto Fondo 
del Pasivo Prestacional del Sector Salud, será reconocido por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público mediante acto 
administrativo…”

“Artículo 7º. Régimen de concurrencia. Para determinar la responsabilidad que asumirán la Nación, las entidades 
territoriales y las instituciones hospitalarias para el pago de la concurrencia frente al pasivo prestacional de las instituciones 
beneficiarias públicas y/o privadas, de acuerdo con la naturaleza jurídica que tenían a 31 de diciembre de 1993, se seguirán 
los siguientes parámetros:

1.	 Instituciones Públicas

	 A las instituciones del orden territorial, la Nación, a través del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, les contribuirá 
en una suma equivalente a la proporción de la participación del situado fiscal en el total de la financiación de la respectiva 
institución de salud, durante los cinco años anteriores a 1994.

	 El departamento y el municipio y/o los distritos en donde esté localizada la institución de salud deberán concurrir 
en la proporción en que participaron sus rentas de destinación especial para salud, en el total de la financiación de 
la institución durante los cinco años anteriores a 1994, lo cual será definido por el Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público.

35 Por la cual se crea el sistema de gestión de la calidad en la Rama Ejecutiva del Poder Público y en otras entidades prestadoras de servicios.
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	 En consecuencia, las instituciones públicas de salud beneficiarias deberán concurrir en el monto total del pasivo en un 
porcentaje equivalente a la proporción en que, con recursos propios, participaron en su propia financiación. En todo 
caso el porcentaje que queda a cargo de la Institución también deberá quedar especificado en el convenio de tal manera 
que se garantice la totalidad de la financiación del pasivo prestacional.

	 Para la determinación de la concurrencia el Ministerio de Hacienda y Crédito Público deberá tener en cuenta el total 
del financiamiento de la institución de salud beneficiaria entendido este como el conjunto de recursos conformado por 
el situado fiscal, las rentas de los entes territoriales de destinación especial para salud incluyendo las cedidas, y los 
recursos propios de la institución beneficiaria durante los 5 últimos años anteriores al 1º de enero de 1994.

2.	 Instituciones Privadas del Sector Salud …”

	 “Artículo 11. Contratos de concurrencia. El Ministerio de Hacienda y Crédito Público al revisar los contratos de 
concurrencia en ejecución y suscribir los nuevos contratos según lo establecido en la ley, determinará la concurrencia 
para la colaboración a las instituciones públicas de salud a cuyo cargo esté el pasivo prestacional causado a 31 de 
diciembre de 1993, que fueron reconocidas como beneficiarias del extinto Fondo del Pasivo Prestacional del Sector 
Salud, de conformidad con las ejecuciones presupuestales de cada institución de los últimos cinco (5) años anteriores 
al 1° de enero de 1994, tal como lo señala el presente decreto.

	 Establecida la responsabilidad financiera de cada una de las entidades participantes se firmarán los contratos de 
concurrencia entre la Nación a través del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, los entes territoriales que participan 
en el pago del pasivo y las instituciones de salud públicas o privadas cuando a ello hubiere lugar.

	 Parágrafo. El giro de los recursos de la concurrencia a cargo de la Nación estará sujeto al cumplimiento de las 
obligaciones de las entidades que suscriben el contrato; en consecuencia, la Nación podrá abstenerse de girar los recursos 
correspondientes a su concurrencia cuando se establezca que las demás entidades concurrentes no han cumplido con 
las obligaciones de giro.

	 Adicionalmente, el Ministerio de Hacienda y Crédito Público deberá comprobar la afiliación del personal activo de las 
instituciones a las Administradoras de Fondos de Pensiones y Cesantías, Fondo Nacional de Ahorro y a las entidades 
administradoras del Sistema General de Pensiones de conformidad con la Ley 100 de 1993, en la medida que la Nación 
sólo puede girar su concurrencia teniendo en cuenta la normatividad que rige cada uno de los sistemas: el sistema 
pensional y el de cesantías”.

4.5.9. Continuidad en la prestación de servicios de salud a la población residente en zonas 
de difícil acceso

Con el objeto de garantizar el acceso de la población residente en zonas de difícil acceso, el Gobierno expidió 
el Decreto 3040 de 2007, por el cual se adopta una medida para garantizar la continuidad en la prestación de 
servicios de salud a la población residente en zonas de difícil acceso. Para el efecto establece lo siguiente.

“Artículo 1°. Cuando se trate de garantizar la continuidad de la atención en salud de la población residente en zonas de 
difícil acceso, y hasta tanto los servicios asistenciales de salud que se vienen prestando sean asumidos por las Empresas 
Sociales del Estado, ESE, conforme a lo establecido en los artículos 26 y 31 de la Ley 1122 de 2007, las entidades territoriales 
podrán continuar a cargo de la prestación de estos servicios, previa autorización del Ministerio de la Protección Social.

Para tal efecto, las entidades territoriales deberán presentar la solicitud de autorización debidamente sustentada, la cual 
deberá incluir, como mínimo, la población a atender, los servicios que se están prestando y el Plan de traslado o asunción 
de estos servicios por parte de las ESE de la respectiva entidad territorial.”

4.5.10. Prestación de servicios de salud por parte de las instituciones prestadoras de servicios 
de salud indígenas (IPSI) tratamiento de empresas sociales del Estado.

Mediante el Decreto 4972 de 2007, por el cual se reglamentan las instituciones prestadoras de servicios
de salud indígenas, se establece el tratamiento de las instituciones prestadoras de servicios de salud indígenas 
(IPSI) como empresas sociales del Estado, en los siguientes términos:
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“Artículo 1°. Instituciones prestadoras de servicios de salud indígenas, IPS, Indígenas. De conformidad con lo dispuesto 
por el artículo 25 de la Ley 691 de 2001 y para los efectos señalados en el literal f) del artículo 14 y los artículos 16 y 20 
de la Ley 1122 de 2007, sobre la contratación de servicios de salud, las entidades territoriales y las entidades promotoras 
de salud del régimen subsidiado les darán a las instituciones prestadoras de servicios de salud indígenas (IPSI) tratamiento 
de empresas sociales del Estado.

Artículo 2°. Sistema Obligatorio de Garantía de Calidad. Las instituciones prestadoras de servicios de salud indígenas, 
IPS, Indígenas cumplirán con el Sistema Obligatorio de Garantía de Calidad de la Atención de Salud del Sistema General 
de Seguridad Social en Salud. El Ministerio de la Protección Social lo ajustará a los usos, costumbres, y al modelo de 
atención especial indígena, en los servicios que lo requieran, para lo cual adelantará el proceso de concertación con las 
autoridades indígenas.”

4.5.11. Liquidación y giro de los recursos del régimen subsidiado que deben destinar los 
municipios y distritos a la Superintendencia Nacional de Salud

Para facilitar el cumplimiento de lo dispuesto por el artículo 13 de la Ley 1122 de 2007, que establece que 
“los municipios y distritos destinarán el 0.2% de los recursos del régimen subsidiado a la Superintendencia 
Nacional de Salud para que ejerza la inspección, vigilancia y control en las entidades territoriales…” y 
por el Decreto 1020 de 2007, que  reglamentó la ejecución y giro de los recursos del régimen subsidiado 
que deben destinar los municipios y distritos para la inspección, vigilancia y control, la Superintendencia 
Nacional de Salud expidió la Resolución 01518 de 2007, por la cual se determinan las condiciones para la 
liquidación y el giro de los recursos del régimen subsidiado que deben destinar los municipios y distritos a 
la Superintendencia Nacional de Salud. Dicha resolución dispone lo siguiente:

“Artículo 1º. Liquidación y giro del 0.2% de los recursos del régimen subsidiado. Los municipios y distritos deben liquidar 
el valor que corresponde al 0.2% de los recursos del régimen subsidiado apropiados en sus presupuestos, en cada vigencia 
y girarlos a la Superintendencia Nacional de Salud, en las fechas que más adelante se establecen.

Parágrafo 1º. Los municipios y distritos deben informar a la Superintendencia Nacional de Salud el valor total de los 
recursos de régimen subsidiado apropiados en sus presupuestos, en cada vigencia, a más tardar el día 31 de enero de cada 
año: igualmente, cuando se presenten adiciones o ajustes presupuestales, deberán informarlos en las fechas establecidas 
para la liquidación del 0.2% de los recursos del régimen subsidiado.

Parágrafo 2º. Para la vigencia 2007, del total de los recursos del régimen subsidiado apropiados en los presupuestos de los 
municipios y distritos, se calculará el porcentaje destinado a la Superintendencia Nacional de Salud, en forma proporcional, 
correspondiente a los 9 meses transcurridos de abril a diciembre.

Artículo 2º. Liquidación anual. La liquidación del 0.2% de los recursos del régimen subsidiado que deben destinar los 
municipios y distritos a la Superintendencia Nacional de Salud es anual y se cancelará en dos cuotas, una en el primer 
semestre y la otra en el segundo semestre del respectivo año.

Artículo 3º. Cuota del primer semestre. La cuota del primer semestre se liquidará de la siguiente manera: el valor total de 
los recursos del régimen subsidiado apropiados en el presupuesto del municipio o distrito de cada vigencia se multiplica por 
el 0.2%; al valor anual de la liquidación inicial así obtenido, se le calculará el 50% como cuota del primer semestre.

Artículo 4º. Cuota del segundo semestre. La cuota del segundo semestre se calculará de la siguiente manera: el valor 
total de los recursos del régimen subsidiado apropiados en los presupuesto del municipio o distrito, para cada vigencia, 
incluyendo las adiciones o ajustes presupuestales que se hayan realizado a la fecha de corte de información establecida  
por la Superintendencia Nacional de Salud en la presente resolución, se multiplica por el 0.2%; al valor total así liquidado 
se le restará el valor cancelado como cuota del primer semestre, dando como resultado la cuota del segundo semestre.

Artículo 5º. Fechas para el giro. Las fechas para el giro oportuno del 0.2% de los recursos del régimen subsidiado, que 
deben realizar los municipios y distritos a la Superintendencia Nacional de Salud, en cada vigencia, son las siguientes:
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Cuota del primer semestre:

•	 Fecha de liquidación:

	 30 de junio de cada año

•	 Fecha de pago oportuno:

	 31 de julio de cada año

	 Cuota del segundo semestre:

•	 Fecha de liquidación:

	 31 de octubre de cada año

•	 Fecha de pago oportuno:

	 30 de noviembre de cada año

Parágrafo. Para el año 2007, la liquidación y giro del 0.2% de los recursos del régimen subsidiado, que deben destinar los 
municipios y distritos a la Superintendencia Nacional de Salud, se realizará en una sola cuota, en las siguientes fechas:

•	 Fecha de liquidación:

	 1 de octubre de 2007

•	 Fecha de pago oportuno:

	 31 de octubre de 2007

Artículo 6º. Cuenta habilitada. El valor correspondiente al 0.2% de los recursos del régimen subsidiado que deben destinar los 
municipios y distritos a la Superintendencia Nacional de Salud, en cada vigencia, deberá consignarse en la cuenta corriente 
nacional No. 031-356716-21 de Bancolombia. Para el efecto los municipios y distritos deberán inscribir la mencionada 
cuenta como beneficiaria de la Cuenta Maestra del Régimen Subsidiado acreditada ante los ministerios de Hacienda y 
Crédito Público y de la Protección Social y ordenar los débitos correspondientes con destino a la Superintendencia Nacional 
de Salud, en las fechas establecidas en el artículo 5º de esta resolución.

Artículo 7º. Cobro coactivo. La Superintendencia Nacional de Salud, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 68 
de la Ley 715 de 2001 y el numeral 7 del artículo 6º del Decreto 1018 de 2007, tendrá jurisdicción coactiva para hacer 
efectivas las sumas que adeuden los municipios y distritos por concepto del 0.2% de los recursos del régimen subsidiado 
que deben destinar a la Superintendencia Nacional de Salud en cada vigencia.

Artículo 8º. Intereses moratorios. La mora en el pago del 0.2% de los recursos del régimen subsidiado que deben destinar 
los municipios y distritos a la Superintendencia Nacional de Salud, en cada vigencia, causará el cobro de intereses de 
conformidad con las normas vigentes.

4.5.12. Prestación de los servicios de interventoría del Régimen Subsidiado y condiciones 
de habilitación para las entidades interventoras

Con la finalidad de  facilitar a las entidades territoriales el cumplimiento de lo dispuesto por el artículo 13, 
literal e), de la Ley 1122 de 2007, el Ministerio de la Protección Social expidió la Resolución 0660 de 2008, 
por la cual se reglamenta la prestación de los servicios de interventoría del Régimen Subsidiado, se determinan 
las condiciones de habilitación para las entidades interventoras, se señalan los parámetros generales para la 
realización del Concurso de Méritos, y se dictan otras disposiciones. En dicha resolución se establecen los 
siguientes criterios:

“Artículo 1°. Objeto y Ámbito de Aplicación. La presente resolución, tiene por objeto reglamentar la prestación de 
los servicios de interventoría del Régimen Subsidiado, determinar las condiciones de habilitación para las entidades 
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interventoras y señalar los parámetros para que los Municipios y Distritos adelanten el Concurso de Méritos para la 
contratación de dicha interventoría, y demás disposiciones de obligatorio cumplimiento por parte de las Entidades 
Territoriales, Entidades Promotoras de Salud del Régimen Subsidiado y entidades habilitadas para ejercer la Interventoría 
del Régimen Subsidiado.

CAPÍTULO II

De la Interventoría

Artículo 2°. De la Interventoría. La interventoría es un proceso permanente dirigido a fortalecer la operación del Régimen 
Subsidiado y verificar el cumplimiento de las obligaciones del contrato de aseguramiento  para garantizar el acceso de 
la población al Sistema General de Seguridad Social en Salud,  bajo los principios de calidad, oportunidad, eficiencia y 
eficacia. 

Artículo 3°. Alcance de la interventoría. La interventoría se define como una herramienta de acompañamiento, seguimiento, 
verificación y evaluación de la operación del Régimen Subsidiado en la entidad territorial. Tendrá un alcance integral y 
adelantará las acciones que permitan que los procesos de operación del Régimen Subsidiado tales como la identificación, 
selección y priorización de beneficiarios, afiliación, contratación y gestión financiera del Régimen Subsidiado, se lleven 
a cabo de conformidad con lo previsto en la Ley 100 de 1993, la Ley 1122 de 2007 y las demás disposiciones legales y 
reglamentarias vigentes sobre la materia.

En desarrollo de la interventoría se debe verificar el cumplimiento del contrato de aseguramiento, el acceso a los servicios 
de salud de los afiliados, el flujo y uso de los recursos del Régimen Subsidiado, y proponer las acciones, correctivos e 
instrumentos que contribuyan al mejoramiento continuo del Régimen Subsidiado por parte de la entidad territorial.

Artículo 4°. Lineamientos de la interventoría. Las entidades que ejerzan la interventoría del Régimen Subsidiado en el 
nivel territorial, previo contrato adjudicado mediante Concurso de Méritos, ejecutarán la Interventoría, en el marco de 
sus obligaciones y responsabilidades, de conformidad con lo dispuesto en la presente resolución, en el anexo técnico que 
hace parte integral de la misma y demás disposiciones vigentes sobre la materia.

Artículo 5°. Financiación de la interventoría. Los municipios y Distritos, a través de Concurso de Méritos, deberán contratar 
la interventoría del Régimen Subsidiado, con una entidad externa debidamente habilitada por el Departamento y el Distrito 
Capital, respectivamente. Para tal efecto los municipios y Distritos destinarán los recursos de que trata el literal e) del 
artículo 13 de la Ley 1122 de 2007,  reglamentado por el Decreto 1020 de 2007. 

Artículo 6°. Asociacion de las Entidades Territoriales para Contratar la Interventoria. Los municipios y Distritos podrán 
asociarse con el fin de celebrar los contratos de interventoría del Régimen Subsidiado, teniendo en cuenta los principios 
de economía, eficiencia y eficacia. Sólo podrán asociarse municipios y Distritos con proximidad geográfica y en el caso 
de pertenecer a diferentes departamentos, la entidad interventora que se contrate deberá estar habilitada en cada uno de 
los departamentos donde se ubiquen los municipios asociados.

Artículo 7°. Informes de la Interventoría. La entidad  contratada para realizar la Interventoría del Régimen Subsidiado, 
deberá presentar a la entidad territorial, un informe de diagnóstico, dentro de los dos meses siguientes al inicio del contrato 
de interventoría, un informe de evaluación y seguimiento, en forma bimensual y un informe final, al término del contrato 
de interventoría. Estos informes son sin perjuicio de los informes que requieran los organismos de Vigilancia y Control y 
el Ministerio de la Protección Social.

Parágrafo. En los casos en que el interventor determine que las recomendaciones presentadas en sus informes no son 
atendidas oportunamente por la entidad territorial o presentadas las explicaciones del caso, estas no resulten satisfactorias, 
deberá remitir copia de los mismos a la Dirección Territorial de Salud e informar a la Superintendencia Nacional de 
Salud. 

CAPÍTULO III

De la Habilitación

Artículo 8°. Objeto de la Habilitación. Los Departamentos y el Distrito Capital, según el caso, a través de las Direcciones de 
Salud o de las dependencias respectivas, habilitarán a las entidades que cumplan con los requisitos legales, administrativos, 
financieros y técnicos, para que adelanten en los municipios y Distritos de su jurisdicción, la interventoría del Régimen 
Subsidiado en condiciones de transparencia, calidad, eficiencia y eficacia. 

(…)
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Artículo 11. Efectos de la Habilitación. La Entidad Habilitada, queda facultada para participar en los concursos de méritos 
para contratar la interventoría del Régimen Subsidiado, siempre y cuando cumpla los requisitos establecidos para el efecto 
por parte de los Municipios, Distritos, Distrito Capital y Departamentos con Corregimientos Departamentales. 

CAPÍTULO IV

Del concurso de Méritos

Artículo 12. Objetivo del concurso de méritos. El Concurso de Méritos que realicen los Municipios, Distritos, Distrito 
Capital y Departamentos con Corregimientos Departamentales, tiene por objeto seleccionar y contratar la interventoría 
del Régimen Subsidiado en condiciones de transparencia y objetividad previo cumplimiento de las condiciones legales, 
financieras, administrativas y técnicas, que garanticen la ejecución de la interventoría bajo los principios de calidad, 
oportunidad, eficiencia y eficacia. 

Parágrafo. En el concurso de méritos que realice la entidad territorial sólo podrán participar las entidades interventoras 
que hayan sido previamente habilitadas por los departamentos y el Distrito Capital.

Artículo 13. Realización del Concurso de Méritos. Entre las entidades habilitadas para realizar la interventoría, conforme 
a lo establecido en el Capítulo II de la presente resolución, los Municipios, Distritos, Distrito Capital, Departamento de San 
Andrés, Providencia y Santa Catalina y Departamentos con corregimientos departamentales, seleccionarán y contratarán 
mediante Concurso de Méritos, la interventoría del Régimen Subsidiado.

Parágrafo. En el evento en que el Concurso de Méritos adelantado en la entidad territorial no concluya con la selección 
y contratación de una entidad interventora o que se pueda adelantar el concurso, el Ministerio de la Protección Social 
- Dirección General de Gestión de la Demanda en Salud, previa la verificación de que se cumplieron todos los procesos 
establecidos en la presente resolución o la existencia de las causas que impidieron adelantar el proceso, podrá autorizar a 
la entidad territorial para que, de manera excepcional, adelante la interventoría directamente, conforme a lo establecido 
en el Capítulo I de la presente resolución.

Artículo 14. Consorcios y uniones temporales. Las entidades habilitadas para adelantar la interventoría al Régimen 
Subsidiado en un departamento o en el Distrito Capital, podrán conformar Uniones Temporales y Consorcios para participar 
en el Concurso de Méritos  que realicen los municipios y distritos de la jurisdicción de la entidad que las habilitó.

Artículo 15. Términos de Referencia. Para la realización del Concurso de Méritos, las entidades territoriales deberán 
elaborar los Términos de Referencia que fijen las condiciones en las que se realizará el proceso de selección  y contratación, 
para lo cual se aplicará lo previsto en la Ley de Contratación Pública y demás normas concordantes.”

4.5.13. Organización de los Fondos de Salud de las Entidades Territoriales, la operación y 
registro de las cuentas maestras para el manejo de los recursos de los Fondos de Salud 

El Ministerio de la protección Social expidió la Resolución 3042 de 2007, por la cual se reglamenta la 
organización de los Fondos de Salud de las Entidades Territoriales, la operación y registro de las cuentas 
maestras para el manejo de los recursos de los Fondos de Salud y se dictan otras disposiciones, en la que se 
dispone lo siguiente:

“Artículo 1º. OBJETO Y ÁMBITO DE APLICACIÓN.- La presente resolución tiene por objeto determinar la organización, 
funcionamiento, estructura, administración y manejo de los fondos de salud de los departamentos, distritos y municipios, 
y fijar las condiciones de la operación y registro de las cuentas maestras para el manejo de los recursos de los fondos de 
salud, de conformidad con el literal b del artículo 13 de la Ley 1122 de 2007, la cual será de obligatorio cumplimiento por 
parte de todas las entidades territoriales.

Artículo 2º. DEFINICIÓN.- Los fondos de salud departamentales, distritales, y municipales, según el caso, constituyen una 
cuenta especial del presupuesto de la respectiva entidad territorial, sin personería jurídica ni planta de personal, para la 
administración y manejo de los recursos del sector, separada de las demás rentas de la entidad territorial, conservando un 
manejo contable y presupuestal independiente y exclusivo, que permita identificar con precisión el origen y destinación de 
los recursos de cada fuente, de conformidad con lo previsto en la Ley y en la presente Resolución.
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En ningún caso, los recursos destinados a salud podrán hacer unidad de caja con las demás rentas de la entidad territorial, 
ni entre las diferentes subcuentas del fondo. El manejo contable de los fondos de salud debe regirse por las disposiciones 
que, en tal sentido, expida la Contaduría General de la Nación conforme a los conceptos de ingreso y gasto definidos en 
la presente Resolución.

Parágrafo. Lo previsto en el presente artículo también aplicará en el caso de las entidades territoriales cuyas direcciones 
de salud se organicen como entidades descentralizadas con personería jurídica, autonomía administrativa y financiera, y 
se haya delegado la administración y ordenación del gasto de los recursos del Fondo en el director de salud.

Cuando las entidades territoriales efectúen transferencias de los recursos del Fondo de Salud al presupuesto de la Dirección 
de Salud, ésta deberá respetar el manejo de los recursos de sus respectivas subcuentas conservando la estructura presupuestal 
del fondo de salud al interior de su presupuesto.

Artículo 3º. ADMINISTRACIÓN Y ORDENACIÓN DEL GASTO.- La administración y ordenación del gasto de los fondos 
de salud corresponde al jefe de la respectiva entidad territorial quien podrá delegar en el director territorial de salud esta 
atribución de conformidad con las disposiciones presupuestales y del estatuto general de contratación pública vigente. 
Para tales efectos, en cumplimiento de las disposiciones que rigen la materia, cumplirán las siguientes funciones:

1. 	 Garantizar la administración y utilización de los recursos destinados a la salud de conformidad con las competencias 
establecidas por la ley para las entidades territoriales en el sector salud.

2. 	 Programar, elaborar y presentar el anteproyecto de presupuesto de ingresos y egresos del Fondo de Salud para su 
incorporación en el de la entidad territorial, en coordinación con las dependencias señaladas en la ley y en el marco 
de lo establecido en el régimen presupuestal de la respectiva entidad territorial, articulándolo con el Marco Fiscal de 
Mediano Plazo, Plan Financiero, Plan Operativo Anual de Inversiones, y el Plan Anual Mensualizado de Caja.

3. 	 Preparar y presentar para la aprobación de la autoridad competente, o expedir los actos administrativos, según el caso, 
para la ejecución presupuestal de los recursos del fondo.

4. 	 Pagar de manera oportuna y adecuada las obligaciones que se hayan contraído con cargo a los recursos del fondo de 
salud, debidamente autorizados en el presupuesto y en el programa anual mensualizado de caja.

5. 	 Rendir los informes financieros al Ministerio de la Protección Social, al Ministerio de Hacienda y Crédito Público, a la 
Contaduría General de la Nación, a la entidad territorial respectiva, a los organismos de control, y los que sean requeridos 
por autoridad competente, cuando éstos se soliciten o cuando así lo establezcan las disposiciones vigentes.

6. 	 Gestionar el eficiente y oportuno recaudo al fondo de salud, de la totalidad de los recursos del sector salud administrados 
por la respectiva entidad territorial.

7. 	 Cumplir las disposiciones referentes al flujo de los recursos del sector salud.

8. 	 Adoptar las medidas necesarias para proteger los recursos administrados de cualquier riesgo de pérdida, a través de 
la constitución de pólizas de seguro u otro medio, para garantizar la liquidez necesaria.

9. 	 Constituir y registrar las cuentas maestras para el manejo de los recursos del sector en entidades financieras que 
garanticen el pago de intereses a tasas comerciales aceptables.

10.	 Administrar los excedentes de liquidez y los rendimientos financieros de los recursos del fondo, acorde con los criterios 
de eficiencia y oportunidad establecidos en el Decreto-Ley 1281 de 2002 y demás normas reglamentarias que rigen 
sobre la materia, incorporándolos en el presupuesto y ejecutándolos con la misma destinación que los originó.

11. Las demás relacionadas con la adecuada, oportuna y eficiente utilización de los recursos del sector salud administrados 
por la entidad territorial y con el funcionamiento del fondo de salud, conforme al objeto para el cual fue creado.
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CAPÍTULO II

ORIGEN Y DESTINACIÓN DE LOS RECURSOS

Artículo 4º. DE LA ESTRUCTURA DE LOS FONDOS DE SALUD.- Los fondos de salud, de acuerdo con las competencias 
establecidas para las entidades territoriales en las Leyes 715 de 2001 y 1122 de 2007, estarán conformados por las 
siguientes subcuentas:

1. Subcuenta de Régimen Subsidiado de Salud.

2. Subcuenta de prestación de servicios de salud en lo no cubierto con subsidios a la demanda.

3. Subcuenta de salud pública colectiva.

4. Subcuenta de otros gastos en salud.

Parágrafo. Cada subcuenta presupuestal prevista en el presente artículo, con excepción de la subcuenta de otros gastos en 
salud, se manejará a través de una cuenta maestra, conforme a lo previsto en la presente resolución.

Artículo 5º. PRESUPUESTO DE INGRESOS Y GASTOS.- El presupuesto de los fondos de salud de las entidades territoriales, 
se regirá por las normas presupuestales de las mismas, con sujeción a la Ley Orgánica del Presupuesto según el artículo 
352 de la Constitución Política y deberán reflejar todos los recursos destinados a la salud, incluidos aquellos que se deban 
ejecutar sin situación de fondos.

El ordenador del gasto del fondo de salud, en coordinación con la Secretaría de Hacienda respectiva, preparará el 
anteproyecto de presupuesto de ingresos y gastos del fondo de salud, para su incorporación al proyecto de presupuesto 
general de la entidad territorial, como fondo cuenta especial identificando al interior del mismo, cada uno de los conceptos 
de ingresos de destinación específica y cada uno de los conceptos de gasto, conforme a las subcuentas establecidas en la 
presente resolución, para lo cual deberán identificarse con un numeral rentístico específico.

Parágrafo 1º. La formulación del presupuesto de los fondos de salud de las entidades territoriales, se sujetará a los objetivos, 
programas y proyectos prioritarios y viables en los planes sectoriales de salud que se formulen en el ámbito territorial, en 
coordinación con los respectivos planes, políticas y programas nacionales.

Parágrafo 2º. Todos los gastos con cargo a los recursos del Fondo de Salud estarán reflejados en el plan financiero y 
presupuestal de la respectiva entidad territorial, y de conformidad con lo establecido en el artículo 33 de la Ley 1122 de 
2007, los gastos con cargo a la subcuenta de salud pública colectiva estarán acordes con las acciones priorizadas por el 
Gobierno nacional en el Plan Nacional de Salud Pública adoptado mediante el Decreto 3039 de 2007 y demás normas que 
lo adicionen, modifiquen o reglamenten.

Parágrafo 3º. De conformidad con lo establecido en los artículos 91 de la Ley 715 de 2001 y 38 de la Ley 1110 de 2006, y 
según lo consagrado en el artículo 2º del Decreto 1101 de 2007, y demás normas que las adicionen, sustituyan o modifiquen, 
las rentas y recursos incorporados a los Fondos de Salud son inembargables.

Artículo 6º. INGRESOS DE LOS FONDOS DE SALUD.- A los fondos de salud deberán girarse todas las rentas nacionales 
cedidas o transferidas con destinación específica a salud, los ingresos corrientes de libre destinación asignados por la 
entidad territorial para el sector salud, la totalidad de los recursos recaudados en la entidad territorial respectiva que 
tengan esta destinación, los recursos destinados a inversión en salud y en general, los destinados a salud que deban ser 
ejecutados por la entidad territorial.

En todo caso, no podrán administrarse recursos destinados al sector salud por fuera de las subcuentas que conforman los 
Fondos de Salud de la respectiva entidad territorial.
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Artículo 7º. INGRESOS DE LA SUBCUENTA DE RÉGIMEN SUBSIDIADO DE SALUD.- Serán ingresos de la Subcuenta 
de régimen subsidiado de salud los recursos destinados a la financiación de la afiliación al régimen subsidiado de la 
población pobre determinada por la entidad territorial, procedentes de las siguientes fuentes:

1. Los recursos del Sistema General de Participaciones destinados a la financiación de la afiliación de la población pobre 
mediante subsidios a la demanda.

2. Los recursos que se asignen de la Subcuenta de Solidaridad del Fondo de Solidaridad y Garantía para la afiliación de 
la población pobre mediante subsidios a la demanda.

3. 	 Los recursos propios que las entidades territoriales destinen para la financiación del régimen subsidiado en la respectiva 
entidad territorial.

4. 	 Los recursos del componente de propósito general del Sistema General de Participaciones, conforme a lo establecido 
en el parágrafo tercero del artículo 48 de la Ley 715 de 2001.

5. 	 Los recursos de rentas cedidas destinados para la afiliación de la población pobre mediante subsidios a la demanda 
que, como mínimo, deben corresponder a los porcentajes definidos en el literal c del numeral 1 del artículo 11 de la 
Ley 1122 de 2007.

6. 	 Los recursos obtenidos como producto del monopolio de juegos de suerte y azar y los recursos transferidos por ETESA 
que, como mínimo, deben corresponder a los porcentajes definidos en el artículo 47 de la Ley 1151 de 2007.

7. 	 Los recursos de regalías destinados al régimen subsidiado.

8. 	 Los recursos de las cajas de compensación debidamente autorizadas para administrar los recursos de que trata el 
artículo 217 de la Ley 100 de 1993, los cuales se adicionarán sin situación de fondos, en sus respectivos presupuestos, 
en el monto correspondiente que vayan a contratar con la respectiva caja de compensación.

9. 	 Los recursos aportados por los afiliados cuando hubiere lugar a ello, y los recursos aportados por los gremios, 
asociaciones y otras organizaciones quienes deberán girarlos al fondo de salud de acuerdo con lo pactado en los 
respectivos convenios.

10.	 Los recursos adicionales que a partir del año 2007 reciban los municipios, distritos y departamentos como participación 
y transferencias por concepto de impuesto de zona de Cupiagua y Cusiana.

11.	 Los rendimientos financieros, los recursos del balance y demás ingresos que se generen a favor de la subcuenta.

12. 	Los recursos y aportes que a cualquier título se asignen o reciba directamente la entidad territorial para la financiación 
o cofinanciación de subsidios a la demanda.

Parágrafo 1º. Los departamentos creados por la Constitución de 1991 que tienen corregimientos departamentales o reciben 
recursos del Sistema General de Participaciones destinados para la financiación de la afiliación de la población pobre 
mediante subsidios a la demanda, deberán constituir la subcuenta de régimen subsidiado de salud en la cual se manejarán 
los recursos de que trata el presente artículo. También se encuentra obligado a constituir la subcuenta de régimen subsidiado 
de salud el Departamento Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa Catalina.

Parágrafo 2º. De conformidad con lo establecido en el artículo 64 de la Ley 715 de 2001, el parágrafo 1º del artículo 13 
de la Ley 1122 de 2007 y los Decretos 3260 de 2004 y 1054 de 2007, y demás normas que los modifiquen, adicionen o 
sustituyan, cuando proceda el giro directo a las EPS-S de los recursos del Sistema General de Participaciones y del Fondo 
de Solidaridad y Garantía, Fosyga, las entidades territoriales procederán a presupuestar y contabilizar estos recursos sin 
situación de fondos.
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Parágrafo 3º. Cuando de la liquidación de los contratos suscritos en desarrollo del artículo 46 de la Ley 715 de 2001 y el 
Acuerdo 229 del CNSSS, se determinen saldos a favor de la entidad territorial, dichos recursos deberán ser incorporados 
en la subcuenta de subsidios a la demanda y permanecerán en ella hasta tanto se determine su destinación.

Artículo 8º. INGRESOS DE LA SUBCUENTA DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS DE SALUD EN LO NO CUBIERTO CON 
SUBSIDIOS A LA DEMANDA.- Serán ingresos de la subcuenta de prestación de servicios de salud a la población pobre 
en lo no cubierto con subsidios a la demanda, los destinados a la financiación de la atención en salud de dicha población, 
procedentes de las siguientes fuentes:

1. 	 Los recursos del Sistema General de Participaciones, destinados a la prestación de servicios de salud a la población 
pobre en lo no cubierto con subsidios a la demanda, asignados por la Nación a cada entidad territorial, incluidos los 
recursos de aportes patronales que se presupuestaran y contabilizarán sin situación de fondos.

2. 	 Los recursos de rentas cedidas e impuestos cedidos y de destinación especifica para el sector salud de las entidades 
territoriales, los obtenidos como producto del monopolio de juegos de suerte y azar y los transferidos por ETESA, 
excluyendo el porcentaje que como mínimo determina la ley para la financiación del régimen subsidiado, el porcentaje 
que como máximo se autoriza para la financiación del funcionamiento de las direcciones territoriales en los artículos 
59 y 60 de la Ley 715 de 2001, y los recursos destinados al Fondo de Investigación en Salud.

3. 	 Los recursos propios de las entidades territoriales que destinen a la prestación de los servicios de salud de su 
población.

4.	 Los recursos asignados por la Nación para la prestación de los servicios de salud a poblaciones especiales.

5.	 Los recursos y aportes que a cualquier título se asignen o reciba directamente la entidad territorial para la financiación 
o cofinanciación de la prestación de servicios de salud a la población pobre en lo no cubierto con subsidios a la 
demanda.

6.	 Los saldos de liquidación de contratos de prestación de servicios a la población pobre en lo no cubierto con subsidios 
a la demanda.

7.	 Los rendimientos financieros, los recursos del balance y demás ingresos que se generen a favor de la subcuenta.

Parágrafo. Todos los departamentos y distritos así como, los municipios que tienen la competencia de prestación de 
servicios de salud de baja complejidad, deberán constituir la subcuenta denominada Prestación de servicios de salud en 
lo no cubierto con subsidios a la demanda.

Artículo 9º. INGRESOS DE LA SUBCUENTA DE SALUD PÚBLICA COLECTIVA.- 

Serán ingresos de la subcuenta de Salud Pública Colectiva, los destinados a financiar las acciones de salud pública colectiva 
con recursos procedentes de las siguientes fuentes:

1. 	Los recursos del Sistema General de Participaciones destinados a la financiación de las acciones de salud pública a 
cargo de la entidad territorial.

2. 	Las demás partidas diferentes al Sistema General de Participaciones que sean transferidas por la Nación para la 
financiación de las acciones de salud pública colectiva, tales como, los programas de control de vectores, lepra y 
tuberculosis.

3. 	Los recursos que se asignen a la entidad territorial para salud pública colectiva provenientes del Fondo de Solidaridad 
y Garantía.
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4. 	Los recursos que se generen por la venta de los servicios de los laboratorios de salud pública, de conformidad con lo 
establecido en la reglamentación correspondiente.

5. 	Los recursos propios de las entidades territoriales que se destinen a la financiación o cofinanciación de las acciones de 
salud pública colectiva y para la prestación de los servicios de los Laboratorios de Salud Pública.

6. 	Los recursos de regalías destinados a salud pública.

7. 	Los rendimientos financieros, los recursos del balance y demás ingresos que se generen a favor de la subcuenta.

8. 	Los recursos y aportes que a cualquier título se asignen o reciba directamente la entidad territorial para la financiación 
o cofinanciación de acciones de salud pública colectiva.

Artículo 10º. INGRESOS DE LA SUBCUENTA DE OTROS GASTOS EN SALUD.- Serán ingresos de la subcuenta de otros 
gastos en salud, los siguientes:

1. 	 Los ingresos corrientes de libre destinación asignados por la entidad territorial para el funcionamiento de las direcciones 
territoriales de salud.

2. 	 Los recursos de rentas cedidas e impuestos cedidos y de destinación especifica para el sector salud de las entidades 
territoriales, los obtenidos como producto del monopolio de juegos de suerte y azar y los transferidos por ETESA, 
destinados a financiar los gastos de funcionamiento de las direcciones de salud, de conformidad con los artículos 59 y 
60 de la Ley 715 de 2001, según el caso, y que no correspondan a los identificados en las restantes subcuentas.

3. 	 Los recursos que para los departamentos y el Distrito Capital destina el Fondo de Investigación en Salud administrados 
por Colciencias de conformidad con el parágrafo 1º del artículo 42 de la ley 643 de 2001.

4. 	 Los recursos y aportes que a cualquier título se asignen o reciba directamente la entidad territorial para la financiación o 
cofinanciación de proyectos de inversión o acciones de salud diferentes a las contempladas en las demás subcuentas.

5. 	 Los recursos destinados a financiar proyectos de investigación en salud.

6. 	 Los recursos transferidos por la Nación y las entidades territoriales para el pago del pasivo prestacional del sector 
salud causado a 31 de diciembre de 1993, de conformidad con los convenios de concurrencia, con y sin situación de 
fondos.

7. 	 Los recursos destinados por la Nación y las entidades territoriales al desarrollo de las acciones de reorganización de 
redes de prestación de servicios de salud.

8. 	 Los recursos de la participación de propósito general que los municipios de categorías 4ª, 5ª y 6ª destinen libremente, 
para inversión o funcionamiento del sector salud.

9. 	 Los rendimientos financieros, los recursos del balance y demás ingresos que se generen a favor de la subcuenta.

Parágrafo 1º. Los recursos destinados al Fondo de Investigación en Salud administrado por COLCIENCIAS constituye un 
recaudo con destinación específica para terceros, de conformidad con el artículo 42 de la ley 643 de 2001.

Parágrafo 2º. Los recursos destinados al programa de organización y modernización de redes, de que trata el artículo 54 
de la Ley 715 de 2001, por su destinación específica no harán unidad de caja con los otros recursos.

Artículo 11. GASTOS DE LA SUBCUENTA DE REGIMEN SUBSIDIADO DE SALUD. Son gastos de esta subcuenta:
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1. 	La Unidad de Pago por Capitación del Régimen Subsidiado - UPCS, para garantizar el aseguramiento a través de 
contratos suscritos con las entidades promotoras de salud del régimen subsidiado. Siempre deberá identificarse si son 
apropiaciones con o sin situación de fondos.

2. 	El 0.2% de los recursos del régimen subsidiado de los distritos y municipios destinados a la Superintendencia Nacional 
de Salud para que ejerza las funciones inspección, vigilancia y control en las entidades territoriales.

3. 	Hasta el 0.4% de los recursos de esta subcuenta destinados a los servicios de interventoría del régimen subsidiado.

4. 	El pago a las Instituciones Prestadoras de Salud del valor correspondiente a las Unidades de Pago por Capitación del 
Régimen Subsidiado – UPCS contratadas únicamente cuando la Entidad Promotora de Salud del Régimen Subsidiado 
sea objeto de la medida de giro directo en los términos y condiciones señalados en el Decreto 3260 de 2004, o las normas 
que lo modifiquen, adicionen o sustituyan.

Artículo 12. GASTOS DE LA SUBCUENTA DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS DE SALUD A LA POBLACIÓN POBRE 
EN LO NO CUBIERTO CON SUBSIDIOS A LA DEMANDA. Son gastos de esta subcuenta:

1. 	 Los destinados a garantizar la prestación de los servicios de salud a la población pobre en lo no cubierto con subsidios 
a la demanda.

2. 	 Los destinados a garantizar la prestación de los servicios de salud a la población afiliada al régimen subsidiado en lo 
no cubierto por el POS subsidiado.

3. 	 Los que se destinen para la prestación de los servicios de salud a las poblaciones especiales de conformidad con la 
normatividad que para tal efecto se establezca.

Artículo 13. GASTOS DE LA SUBCUENTA DE SALUD PÚBLICA COLECTIVA. Son gastos de esta subcuenta:

1. 	 La financiación de las acciones del Plan de intervenciones colectivas de salud pública a cargo de la entidad territorial, 
conforme a la reglamentación que para el efecto se expida.

2. 	 La financiación de las acciones requeridas para el cumplimiento de las competencias de salud pública asignadas en la 
Ley 715 de 2001, o en la norma que la sustituya, modifique o adicione.

Parágrafo. El talento humano que desarrolla funciones de carácter operativo en el área de salud pública de acciones 
colectivas, cualquiera que sea su modalidad de vinculación, podrá financiarse con recursos propios, recursos de la 
participación de propósito general del Sistema General de Participaciones de la respectiva entidad territorial, recursos 
de salud pública del Sistema General de Participaciones y con los recursos de las transferencias nacionales para el caso 
exclusivo de las acciones de salud pública de promoción, prevención, control y vigilancia de enfermedades transmitidas 
por vectores, tuberculosis y lepra.

El talento humano que desarrolla funciones de carácter administrativo de coordinación o dirección en el área de salud pública, 
cualquiera que sea su modalidad de vinculación, deberá financiarse con recursos propios y recursos de la participación 
de propósito general del Sistema General de Participaciones de la respectiva entidad territorial.

No se podrán destinar recursos de esta subcuenta para el desarrollo o ejecución de actividades no relacionadas directa 
y exclusivamente con las competencias de salud pública o con las acciones de salud pública del Plan de Intervenciones 
Colectivas de Salud Pública, que se defina.

Artículo 14. GASTOS DE LA SUBCUENTA DE OTROS GASTOS EN SALUD. Son gastos de esta subcuenta:

1. 	 Los destinados a financiar proyectos de investigación en salud.
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2. 	 Los destinados a garantizar el funcionamiento de las direcciones de salud de las entidades territoriales.

3. 	 Los destinados para garantizar el pago del pasivo prestacional del sector salud causado a 31 de diciembre de 1993, 
de conformidad con los convenios de concurrencia.

4. 	 Los destinados a la financiación o cofinanciación de proyectos de inversión o acciones de salud diferentes a las 
contempladas en las demás subcuentas.

5. 	 Los destinados por la Nación y las entidades territoriales al desarrollo de las acciones de reorganización de redes de 
prestación de servicios de salud.

6. 	 Los demás gastos destinados a financiar las inversiones o acciones de salud diferentes de los contemplados en las demás 
subcuentas.

CAPÍTULO III

DEFINICIÓN Y OPERACIÓN DE LAS CUENTAS MAESTRAS DEL SECTOR SALUD

Artículo 15. DEFINICIÓN DE CUENTAS MAESTRAS. Para los efectos de la presente resolución, se entiende por cuentas 
maestras, las cuentas registradas para la recepción de los recursos del Sistema General de Participaciones en Salud y a 
las cuales ingresarán la totalidad de los recursos de las subcuentas de régimen subsidiado, de prestación de servicios de 
salud en lo no cubierto con subsidios a la demanda y de salud pública colectiva de los Fondos de Salud de las entidades 
territoriales, y sólo aceptan como operaciones débito aquellas que se destinan a otra cuenta bancaria que pertenece a una 
persona jurídica o natural beneficiaria de los pagos y que se encuentre registrada en cada cuenta maestra, de acuerdo con 
los conceptos de gasto previstos en la presente resolución. Por lo tanto, existirá una cuenta maestra por cada subcuenta y 
toda transacción que se efectúe con cargo a las cuentas maestras, deberá hacerse por transferencia electrónica.

Parágrafo 1. Los ingresos y gastos de la “subcuenta de otros gastos en salud”, no requerirá la apertura de cuenta maestra 
y sólo podrán manejarse a través de dos (2) cuentas bancarias según el concepto de gasto: de inversión en salud o de 
funcionamiento. En todo caso, deberán ser abiertas bajo la responsabilidad del respectivo representante legal, ordenador 
del gasto o responsable del Fondo de Salud, atendiendo criterios de seguridad y eficiencia en el manejo de los recursos 
públicos.

Parágrafo 2º. En ningún caso la totalidad de los ingresos y gastos de las subcuentas de régimen subsidiado, de prestación 
de servicios de salud en lo no cubierto con subsidios a la demanda, y de salud pública colectiva de los Fondos de Salud de 
las entidades territoriales podrán manejarse por fuera de las respectivas cuentas maestras.

En el evento de que a la vigencia de la presente resolución las entidades territoriales manejen en una o más cuentas, 
recursos de la subcuenta de régimen subsidiado por fuera de la cuenta maestra, deberán cancelarlas y girar los saldos a 
la respectiva cuenta maestra registrada en el Ministerio de la Protección Social, a más tardar dentro del mes siguiente a 
la vigencia de la presente resolución, so pena de la imposición de las sanciones previstas en la Ley.

Artículo 16. OPERACIÓN DE LAS CUENTAS MAESTRAS. Las cuentas maestras deberán abrirse en entidades financieras 
que garanticen el pago de intereses a tasas comerciales aceptables, el incumplimiento de lo anterior acarreará las sanciones 
previstas en el artículo segundo de la Ley 1122 de 2007. Para tal efecto, las entidades territoriales deberán suscribir convenios 
con entidades vigiladas por la Superintendencia Financiera de Colombia, ubicadas en la capital del departamento, o en 
el distrito y municipio respectivo salvo que, en el municipio no existan instituciones vigiladas por esa Superintendencia, 
o en los eventos previstos en el literal c) del artículo 25 de la presente Resolución, en estos casos, las cuentas maestras se 
abrirán en el municipio más cercano del mismo departamento o en la capital del respectivo departamento.

La Dirección General de Planeación y Análisis de Política del Ministerio de la Protección Social, en coordinación con las 
dependencias respectivas, definirá las condiciones mínimas de los Convenios con las entidades financieras, los procedimientos 
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de constitución y registro, y demás aspectos necesarios para el manejo de las cuentas maestras, e instruirá a las entidades 
territoriales sobre las mismas.”

Finalmente, se debe tener en cuenta la Resolución 4208 de 2008, la cual modificó la Resolución 3042 de 
2007.

Para mayor información sobre la totalidad de la reglamentación expedida por el Ministerio de la Protección 
Social relacionada con la Ley 715 de 2001, se puede consultar la siguiente página web:

www.minproteccionsocial.gov.co

Teléfono: 330 5000



CAPÍTULO
PARTICIPACIÓN PARA AGUA POTABLE Y SANEAMIENTO BÁSICO

5.1. Distribución de competencias

Con relación a la prestación de los servicios de agua potable y saneamiento básico la Ley 1176 de 2007 
determina la distribución de competencias entre las entidades territoriales.

5.1.1.  Competencias del departamento

El artículo 3 de la Ley 1176 de 2007 asigna las siguientes competencias a los departamentos:

“Artículo 3o. COMPETENCIAS DE LOS DEPARTAMENTOS. Sin perjuicio de lo establecido en otras normas legales, 
corresponde a los departamentos ejercer las siguientes competencias relacionadas con la prestación de los servicios públicos 
de agua potable y saneamiento básico:

1. 	Concurrir a la prestación de los servicios públicos de agua potable y saneamiento básico mediante la promoción, 
estructuración implementación de esquemas regionales.

2. 	Promover, coordinar y/o cofinanciar la operación de esquemas regionales de prestación de los servicios públicos de 
agua potable y saneamiento básico.

3. 	Asegurar que se preste a los habitantes de los distritos o municipios no certificados en agua potable y saneamiento 
básico, de manera eficiente, los servicios públicos de agua potable y saneamiento básico, en los términos de la Ley 142 
de 1994.

4. 	Administrar los recursos del Sistema General de Participaciones con destinación para Agua Potable y Saneamiento 
Básico de los distritos y municipios no certificados, con excepción del Distrito Capital de Bogotá.

Parágrafo 1º. Los departamentos deben reportar la información al Sistema Único de Información de Servicios Públicos, 
SUI, o el que haga sus veces, con la oportunidad y calidad que determine la Superintendencia de Servicios Públicos 
Domiciliarios.

Parágrafo 2º. Los departamentos de Amazonas Guainía y Vaupés tendrán la competencia para asegurar que se preste a los 
habitantes de las áreas no municipalizadas de su jurisdicción, de manera eficiente, los servicios públicos de agua potable 
y saneamiento básico, en los términos de la Ley 142 de 1994.”

5.1.2.  Competencias de los distritos y municipios

El artículo 4 de la Ley 1176 de 2007 asigna las siguientes competencias a los distritos y municipios:

1.	Administrar los recursos del Sistema General de Participaciones para Agua Potable y Saneamiento Básico

2.	Asegurar la prestación de los servicios de agua potable y saneamiento básico.

V
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5.1.3.  Mecanismo de certificación de los distritos y municipios   

Si bien la Ley 1176 de 2007 establece que a partir de su vigencia todos los distritos y municipios se encuentran 
certificados y por ende pueden prestar los servicios de agua potable y saneamiento básico y administrar 
los recursos del Sistema General de Participaciones asignados para el efecto,  dicha norma establece un 
mecanismo de certificación, el cual está definido en los siguientes términos:

“Artículo 4º. CERTIFICACIÓN DE LOS DISTRITOS Y MUNICIPIOS. Los municipios y distritos al momento de la expedición 
de la presente ley seguirán siendo los responsables de administrar los recursos del Sistema General de Participaciones para 
Agua Potable y Saneamiento Básico y de asegurar la prestación de los servicios de agua potable y saneamiento básico. 
En todo caso, deberán acreditar el cumplimiento de los requisitos establecidos por el Gobierno nacional, en desarrollo 
de los siguientes aspectos:

a) 	 Destinación y giro de los recursos de la participación para agua potable y saneamiento básico, con el propósito de 
financiar actividades elegibles conforme a lo establecido en el artículo 11 de la presente ley;

 b) 	Creación y puesta en funcionamiento del Fondo de Solidaridad y Redistribución de Ingresos;

 c) 	Aplicación de la estratificación socioeconómica, conforme a la metodología nacional establecida;

d) 	 Aplicación de la metodología establecida por el Gobierno nacional para asegurar el equilibrio entre los subsidios y 
las contribuciones para los servicios públicos domiciliarios de acueducto, alcantarillado y aseo.

Los distritos y municipios que presten directamente los servicios de acueducto, alcantarillado y/o aseo, deben cumplir 
adicionalmente, con los requisitos que establezca el Gobierno nacional, por categorías de entidad territorial de acuerdo 
con el artículo 2o de la Ley 617 de 2000, en desarrollo de los siguientes aspectos:

 a) 	Cumplimiento de lo establecido en el artículo 6o de la Ley 142 de 1994;

 b) 	Implementación y aplicación de las metodologías tarifarias expedidas por la Comisión de Regulación de Agua Potable 
y Saneamiento Básico, CRA, para los servicios públicos domiciliarios de acueducto, alcantarillado y/o aseo;

 c) 	Reporte de información al Sistema Único de Información de Servicios Públicos, SUI, o el que haga sus veces, con la 
oportunidad y calidad que se determine;

 d) 	Cumplimiento de las normas de calidad del agua para el consumo humano, establecidas por el Gobierno nacional.

Parágrafo. La Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios será la entidad competente para adelantar el proceso 
de certificación o retirarla, según sea el caso, a los distritos y municipios en el aseguramiento de la prestación eficiente de 
los servicios públicos de agua potable y saneamiento básico.

Los distritos y municipios están en la obligación de reportar a la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios 
la información requerida.

Parágrafo 2º. El Gobierno nacional en el marco de sus competencias dará asistencia técnica a los distritos y municipios, 
para que estos adelanten las acciones encaminadas al cumplimiento de los requisitos a que hace referencia el presente 
artículo.

Parágrafo 3º. Para efecto de la certificación de los distritos y municipios se aplicarán los siguientes plazos:

Hasta 18 meses una vez expedida la presente ley para evidenciar el cumplimiento de los aspectos mencionados en el presente 
artículo, y un año adicional para aquellos municipios que por circunstancias no imputables a la administración municipal 
presenten problemas para evidenciar el cumplimiento de los aspectos mencionados.

A los 2 años y medio de expedición de la ley entra en plena aplicación la descertificación.”

5.1.4.  Efectos de la descertificación de los distritos y municipios

La Ley 1176 de 2007, establece los siguientes efectos para cuando un distrito o un municipio sea 
descertificado. 
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“Artículo 5º. EFECTOS DE LA DESCERTIFICACIÓN DE LOS DISTRITOS Y MUNICIPIOS. Los distritos y municipios 
que sean descertificados no podrán administrar los recursos de la participación para agua potable y saneamiento básico 
del Sistema General de Participaciones, ni tampoco realizar nuevos compromisos con cargo a los mismos, a partir de 
la fecha de la descertificación. En este evento, los recursos serán administrados por el respectivo departamento, el cual 
asumirá la competencia en cuanto a asegurar la prestación los servicios públicos de agua potable y saneamiento básico 
en la zona urbana y rural, conforme con lo dispuesto por el artículo 5o de la Ley 142 de 1994. Para ello, el departamento 
tendrá el derecho a utilizar la infraestructura pública existente en el municipio con el fin de asegurar la prestación de 
estos servicios públicos en la correspondiente jurisdicción. En ningún caso se realizará la transferencia de la propiedad 
de los activos del sector, y corresponderá al departamento representar al municipio en las empresas, sin perjuicio de que 
este participe con voz pero sin voto.

 Lo anterior, sin perjuicio de lo dispuesto por el numeral 8.6 del artículo 8o, de la Ley 142 de 1994, en cuyo evento la 
Nación tendrá a su cargo la competencia en cuanto a asegurar la prestación de los servicios públicos de agua potable y 
saneamiento básico, la administración de los recursos y el derecho a utilizar la infraestructura pública existente.

 La administración de los recursos de la participación para agua potable y saneamiento básico y la competencia en la 
prestación de estos servicios, serán reasumidos por el Distrito y/o Municipio, a partir de la certificación. En este evento, el 
distrito y/o municipio dará continuidad a los compromisos y al esquema de prestación de los servicios que hubiere asumido 
y definido el departamento en virtud de lo dispuesto en la presente ley.”

 
5.2.  Criterios de distribución

La Ley 1176 establece los siguientes criterios de distribución para los recursos de la participación  para agua 
potable y saneamiento básico.

5.2.1. Distribución  territorial

El artículo 6 de la Ley 1176 de 2007, determina una distribución  territorial en términos porcentuales entre 
los departamentos y los distritos y municipios, así:

“Artículo 6º. DISTRIBUCIÓN TERRITORIAL DE LOS RECURSOS. Los recursos del Sistema General de Participaciones 
correspondientes a la participación para agua potable y saneamiento básico, se distribuirán de la siguiente manera:

1. 85% para distritos y municipios de acuerdo con los criterios de distribución establecidos en el artículo 7o de la presente 
ley.

 2. 15% para los departamentos y el Distrito Capital, de acuerdo con los criterios de distribución establecidos en el artículo 
8o de la presente ley.

 Parágrafo. Los recursos que por concepto de la distribución departamental que reciba el Distrito Capital se destinarán 
exclusivamente para el Programa de Saneamiento Ambiental del río Bogotá.”

5.2.2. Distribución  sectorial

La Ley determina un criterio general para la distribución de los recursos entre los departamentos  y otros 
criterios sectoriales aplicables a los distritos y municipios.

5.2.2. 1. Criterios para la distribución entre los departamentos

El artículo 8 de la Ley 1176 de 2007, define el criterio de distribución de los recursos  de la participación 
para agua potable y saneamiento básico, en los siguientes términos:
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Artículo 8º. CRITERIOS DE DISTRIBUCIÓN DE LOS RECURSOS PARA LOS DEPARTAMENTOS. La distribución de los 
recursos de la participación de agua potable y saneamiento básico entre los departamentos, se realizará teniendo en cuenta 
la participación de los distritos y municipios de su jurisdicción, en los indicadores que desarrollen los criterios de déficit 
de coberturas, población atendida y balance de esquema solidario y el esfuerzo de la entidad territorial en el aumento de 
coberturas, establecidos en el artículo 7o de la presente ley.

5.2.2. 2. Criterios para la distribución entre los distritos y municipios

Por su parte, el artículo 7 de la Ley 1176 de 2007, define el criterio de distribución de los recursos  de la participación 
para agua potable y saneamiento básico, en los siguientes términos:

“Artículo 7º. CRITERIOS DE DISTRIBUCIÓN DE LOS RECURSOS PARA LOS DISTRITOS Y MUNICIPIOS. Los recursos 
de la participación para agua potable y saneamiento básico de los distritos y municipios, serán distribuidos conforme a 
los siguientes criterios:

1. 	 Déficit de coberturas: se calculará de acuerdo con el número de personas carentes del servicio de acueducto y 
alcantarillado de la respectiva entidad territorial, en relación con el número total de personas carentes del servicio en 
el país, para lo cual se podrá considerar el diferencial de los costos de provisión entre los diferentes servicios.

2. 	 Población atendida y balance del esquema solidario: para el cálculo de este criterio se tendrá en consideración la 
estructura de los usuarios por estrato, las tarifas y el balance entre los subsidios y los aportes solidarios en cada distrito 
y municipio.

3. 	 Esfuerzo de la entidad territorial en la ampliación de coberturas, tomando en consideración los incrementos de 
la población atendida en acueducto y alcantarillado de cada distrito o municipio, en relación con los incrementos 
observados a nivel nacional.

 4. 	Nivel de pobreza del respectivo distrito o municipio medido a través del Indice de Necesidades Básicas Insatisfechas, 
o el indicador que lo sustituya, determinado por el DANE.

5. 	 Cumplimiento de criterios de eficiencia fiscal y administrativa de cada entidad territorial en la gestión sectorial, 
considerando los costos en que incurren los municipios de categorías 3ª, 4ª, 5ª y 6ª, por concepto de gastos de energía 
eléctrica utilizada para el bombeo. El valor resultante de la aplicación del anterior criterio no se tendrá en cuenta para 
efectos de definir los topes máximos a los que se refiere el numeral 6 del artículo 99 de la Ley 142 de 1994, modificado 
por el artículo 99 de la Ley 1151 de 2007. El Gobierno nacional definirá la metodología aplicable y reglamentará la 
materia.

Parágrafo transitorio. Mientras se consolida la información de suscriptores por estrato para la totalidad de los municipios 
del país en el Sistema Único de Información, la metodología para calcular la participación definida en el numeral 2 del 
presente artículo, tendrá en consideración el número de personas registradas por nivel en el Sisbén en cada entidad 
territorial, previa validación del Departamento Nacional de Planeación.”

 
5.2.2. 3. Transición  para la aplicación de los criterios de distribución 

Con el propósito de la aplicación gradual de los criterios de distribución de los recursos de la participación 
de agua potable y saneamiento básico, la Ley 1176 de 2007, determinó el siguiente régimen de transición: 

“Artículo 9º. RÉGIMEN DE TRANSICIÓN. A partir del año 2011 la participación para agua potable y saneamiento básico 
se distribuirá entre los distritos y municipios conforme a los criterios de distribución dispuestos por el artículo 7o de la 
presente ley.

 Durante el período comprendido entre los años 2008 a 2010, un porcentaje creciente de la participación para agua potable 
y saneamiento básico se distribuirá entre los distritos y municipios de acuerdo con los criterios previstos en la presente 
ley, de la siguiente manera: El 30% en 2008, el 50% en 2009 y el 70% en 2010. El porcentaje restante de la participación 
en cada uno de los años de transición, se distribuirá en proporción directa al valor definitivo que se le haya asignado a 
los distritos y municipios por concepto de la destinación de agua potable y saneamiento básico de la participación de 
propósito general en el año 2007.
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Parágrafo. Sin perjuicio de lo señalado en el presente artículo, con el propósito de que la distribución de recursos por distrito 
y/o municipio garantice el monto que la respectiva entidad haya comprometido a la fecha de expedición de la presente ley, 
con cargo a los recursos de la participación para agua potable y saneamiento básico, para pagar créditos o compromisos 
derivados de la estructuración financiera de un contrato con un tercero, que tengan como propósito garantizar la prestación 
de estos servicios, el distrito o municipio deberá informar, dentro de los seis (6) meses siguientes a la expedición de la 
presente ley, acerca de la existencia de tales compromisos al Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial. Con 
base en la información reportada por las entidades territoriales el Gobierno nacional determinará el tiempo de transición 
para la distribución de los recursos que garantice el cumplimiento de estos compromisos.”

5.3. Destinación de los recursos 

En cuanto a la destinación de los recursos  de la Participación para Agua Potable y Saneamiento Básico la 
Ley 1176 de 2007 establece una destinación a los recursos asignados a los departamentos y otra a los distritos 
y municipios.

5.3.1. Destinación de los recursos asignados a los departamentos

En el caso de los recursos asignados a los de los departamentos el artículo 10 de la Ley 1176 de 2007 dispone 
lo siguiente:

“Artículo 10º. DESTINACIÓN DE LOS RECURSOS PARA LOS DEPARTAMENTOS. Con los recursos del Sistema General 
de Participaciones correspondientes a la participación para agua potable y saneamiento básico que se asignen a los 
departamentos, se conformará una bolsa para cofinanciar las inversiones que se realicen en los distritos y municipios 
para desarrollar proyectos en el marco del Plan Departamental de Agua y Saneamiento del respectivo departamento. Estos 
recursos serán complementarios a los demás recursos que aporte el departamento para este fin.

Dichos recursos serán focalizados en la atención de las necesidades más urgentes de la población vulnerable en materia de 
prestación eficiente de los servicios de agua potable y saneamiento básico de acuerdo con los resultados de los diagnósticos 
adelantados, en las siguientes actividades en el marco del plan departamental de agua y saneamiento:

a) 	 Promoción, estructuración, implementación e inversión en infraestructura de esquemas regionales de prestación de los 
servicios, de acuerdo con los planes regionales y/o departamentales de agua y saneamiento;

b) 	 Proyectos regionales de abastecimiento de agua para consumo humano;

 c) 	Proyectos de tratamiento y disposición final de residuos líquidos con impacto regional;

d) 	 Proyectos de tratamiento, aprovechamiento y disposición final de residuos sólidos con impacto regional;

e) 	 Pago del servicio de deuda adquirida por el departamento para financiar infraestructura del sector de agua potable 
y saneamiento básico, en cumplimiento de sus competencias, en el marco del Plan Departamental de Agua y 
Saneamiento.

Parágrafo 1º. Exclusivamente en el marco de un proceso de reestructuración para la prestación de los servicios públicos 
domiciliarios de agua potable y saneamiento básico en uno o varios distritos y/o municipios como resultado del cual se 
vinculen operadores especializados, en el marco del Plan departamental de Agua y Saneamiento, será posible, previa 
autorización expedida por el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, cofinanciar con cargo a los recursos 
de la participación para agua potable y saneamiento básico del Sistema General de Participaciones, por una sola vez para 
cada caso, el pago de pasivos laborales de las personas prestadoras de los servicios públicos mencionadas en los numerales 
1 y 3 del artículo 15 de la Ley 142 de 1994, causados con anterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley.

El Gobierno nacional establecerá las condiciones y procedimientos necesarios para la cofinanciación, señalando además 
los criterios para determinar la contrapartida que deberá aportar cada distrito o municipio de acuerdo con su capacidad 
fiscal.

Parágrafo 2º. Las inversiones en infraestructura física que realicen los departamentos deben estar definidas en los planes 
de desarrollo y para el caso del servicio público de aseo en los planes municipales o distritales para la gestión integral de 
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residuos sólidos, así como en los planes de inversiones de las personas prestadoras de servicios públicos, los cuales deben 
estar articulados con el Plan Departamental de Agua y Saneamiento.”

 
5.3.2. Destinación de los recursos asignados a los distritos y municipios

En el caso de los recursos asignados a los distritos y los municipios el artículo 11 de la Ley 1176 de 2007 
dispone lo siguiente:

“Artículo 11. DESTINACIÓN DE LOS RECURSOS DE LA PARTICIPACIÓN DE AGUA POTABLE Y SANEAMIENTO 
BÁSICO EN LOS DISTRITOS Y MUNICIPIOS. Los recursos del Sistema General de Participaciones para agua potable 
y saneamiento básico que se asignen a los distritos y municipios, se destinarán a financiar la prestación de los servicios 
públicos domiciliarios de agua potable y saneamiento básico, en las siguientes actividades:

a) 	Los subsidios que se otorguen a los estratos subsidiables de acuerdo con lo dispuesto en la normatividad vigente;

b) 	Pago del servicio de la deuda originado en el financiamiento de proyectos del sector de agua potable y saneamiento 
básico, mediante la pignoración de los recursos asignados y demás operaciones financieras autorizadas por la ley;

c) 	Preinversión en diseños, estudios e interventorías para proyectos del sector de agua potable y saneamiento básico;

d) 	Formulación, implantación y acciones de fortalecimiento de esquemas organizacionales para la administración y 
operación de los servicios de acueducto, alcantarillado y aseo, en las zonas urbana y rural;

e) 	Construcción, ampliación, optimización y mejoramiento de los sistemas de acueducto y alcantarillado, e inversión para 
la prestación del servicio público de aseo;

f) 	Programas de macro y micromedición;

g) 	Programas de reducción de agua no contabilizada;

h) 	Adquisición de los equipos requeridos para la operación de los sistemas de agua potable y saneamiento básico;

i) 	Participación en la estructuración, implementación e inversión en infraestructura de esquemas regionales de prestación 
de los municipios.

Parágrafo 1º. Las inversiones en proyectos del sector que realicen los distritos y municipios deben estar definidos en los 
planes de desarrollo, en los planes para la gestión integral de residuos sólidos y en los planes de inversiones de las personas 
prestadoras de servicios públicos que operen en el respectivo distrito o municipio.

Parágrafo 2º. De los recursos de la participación para agua potable y saneamiento básico de los municipios clasificados 
en categorías 2ª, 3ª, 4ª, 5ª y 6ª, deberá destinarse mínimo el quince por ciento (15%) de los mismos a la actividad señalada 
en el literal a) del presente artículo.

En los eventos en los cuales los municipios de que trata el presente parágrafo hayan logrado el correspondiente equilibrio 
entre subsidios y contribuciones, podrán destinar un porcentaje menor de los recursos del Sistema General de Participaciones 
para el sector de agua potable y saneamiento básico para tal actividad, conforme a la reglamentación que para el efecto 
expida el Gobierno nacional.”

 
5.4. Constitución de patrimonios autónomos

Con el objeto de garantizar la financiación de proyectos de impacto y de mejorar la eficiencia en la prestación 
de los servicios, el artículo 12 de la Ley 1176 de 2007  autoriza a las entidades territoriales para que constituyan 
patrimonios autónomos, en los siguientes términos:

“Artículo 12. CONSTITUCIÓN DE PATRIMONIOS AUTÓNOMOS. Los departamentos, distritos y municipios podrán, 
con cargo a los recursos del Sistema General de Participaciones con destinación al Sector de Agua Potable y Saneamiento 
Básico, constituir patrimonios autónomos con el fin de garantizar proyectos de inversión de mediano y largo plazo dirigidos 
a asegurar la prestación eficiente de los servicios públicos de acueducto, alcantarillado y/o aseo a sus habitantes, en los 
eventos en los que les corresponda asegurar su prestación.”
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5.5. Giro de los recursos

El giro de los recursos de la participación para agua potable y saneamiento básico fue regulado por el artículo 
13 de la Ley 1176 de 2007, tal como se menciona en el numeral 1.4.3. del Capítulo I de este documento.

Con relación al giro de los recursos de la participación para agua potable y saneamiento básico el Gobierno 
expidió el Decreto 3320 de 2008, por el cual se reglamentan los artículos 100 de la Ley 1151 de 2007 y 3 
de la Ley 1176 de 2007, en relación con el procedimiento a seguir para el giro de los recursos del Sistema 
General de Participaciones, SGP, para agua potable y saneamiento básico, y se dictan otras disposiciones, 
en el cual se establece lo siguiente:

“Artículo 1º. GIRO DE LOS RECURSOS DEL SISTEMA GENERAL DE PARTICIPACIONES, SGP, PARA AGUA 
POTABLE Y SANEAMIENTO BÁSICO. Corresponde al Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial girar 
los recursos de la participación para agua potable y saneamiento básico del Sistema General de Participaciones, a los 
departamentos, municipios y distritos.

Artículo 2º. DESTINATARIOS DEL GIRO DIRECTO. Cuando los departamentos, municipios y distritos lo soliciten, 
y previa presentación de los documentos correspondientes, el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial 
girará directamente los montos autorizados de los recursos que le corresponden del Sistema General de Participaciones 
para agua potable y saneamiento básico, al (los) prestador (es) de los servicios de acueducto, alcantarillado y aseo, a los 
patrimonios autónomos o a los esquemas fiduciarios que se constituyan para el manejo de los recursos del Sistema General 
de Participaciones para agua potable y saneamiento básico, destinados a proyectos de inversión o aquellos destinados a 
subsidios, en el marco de lo establecido en la Ley 1176 de 2007, y previo el cumplimiento del procedimiento previsto en el 
artículo 3o del presente decreto.

Parágrafo 1º. El giro de los recursos de que trata el presente artículo a los prestadores de los servicios de acueducto, 
alcantarillado y aseo, se llevará a cabo cuando el municipio o distrito haya vinculado uno o varios prestadores para prestar 
uno o varios de estos servicios y/o en los casos en que exista un convenio firmado entre el municipio o distrito y el prestador 
del servicio para la asignación de subsidios.

Parágrafo 2º. El giro de los recursos de que trata el presente artículo a los patrimonios autónomos o a los esquemas 
fiduciarios que se constituyan para la financiación de los Planes Departamentales para el Manejo Empresarial de los 
Servicios de Agua y Saneamiento -PDA, destinados a proyectos de inversión y que obedezcan al compromiso de monto 
y periodo establecido, se llevará a cabo cuando el departamento, municipio o distrito, individual o conjuntamente, se 
haya(n) vinculado al patrimonio autónomo o esquema fiduciario y se den las autorizaciones e instrucciones de giro a estos 
mecanismos, en los términos establecidos en el presente decreto.

Artículo 3º. PROCEDIMIENTO PARA EL GIRO. Para el giro de los recursos del Sistema General de Participaciones 
para agua potable y saneamiento básico, por parte del Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, al (los) 
prestador (es) de los servicios de acueducto, alcantarillado y aseo y/o a los patrimonios autónomos o a los esquemas 
fiduciarios que se constituyan para el manejo de los recursos del Sistema General de Participaciones para agua potable 
y saneamiento básico destinados a proyectos de inversión o aquellos destinados a subsidios en el marco de lo establecido 
en la Ley 1176 de 2007, y se establece el siguiente procedimiento:

1. La entidad territorial competente podrá solicitar mediante comunicación escrita firmada por su representante legal 
dirigida al Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial -Viceministerio de Agua y Saneamiento-, el giro de 
los respectivos recursos, al (los) prestador (es) de los servicios de acueducto, alcantarillado y aseo; y/o a los patrimonios 
autónomos o a los esquemas fiduciarios que se constituyan para el manejo de los recursos del Sistema General de 
Participaciones para agua potable y saneamiento básico, la cual deberá contener como mínimo lo siguiente:

a) 	 Autorización para el giro de recursos, estableciéndose claramente el destinatario de los mismos y el tiempo durante 
el cual se aplicará esta autorización, en el formato que para el efecto establezca el Ministerio de Ambiente, Vivienda 
y Desarrollo Territorial.

b) 	 Monto mensual de giro para cada uno de (los) destinatario (s) con base en los compromisos asumidos por la entidad 
territorial, con el (los) prestador(es) y/o con los patrimonios autónomos o los esquemas fiduciarios que se constituyan 
para el manejo de los recursos del Sistema General de Participaciones para agua potable y saneamiento básico 
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destinados a proyectos de inversión o aquellos destinados a subsidios e incluyendo los compromisos de vigencias 
futuras asumidos con cargo a estos recursos, la anterior información deberá ser remitida en el formato que para 
el efecto establezca el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial el cual contendrá, como mínimo, 
lo siguiente, según el caso:

i)	 Identificación exacta y completa del (los) destinatario (s) de los giros, que incluya: denominación o razón social, 
NIT, número de la cuenta bancaria y nombre de la entidad financiera receptora del giro. Se deberá anexar una 
certificación de la entidad bancaria en la que conste el cuentahabiente, su identificación, el número y tipo de 
cuenta y si a la fecha está activa.

ii) 	 Indicación precisa del monto a girar para subsidios, de conformidad con lo dispuesto en la normatividad 
aplicable.

iii)	Indicación precisa del monto a girar para inversión, en el marco de lo dispuesto en los artículos 10 y 11 de la 
Ley 1176 de 2008.

2.	 Recibida la solicitud de acuerdo con lo establecido en el numeral anterior, el Ministerio de Ambiente, Vivienda y 
Desarrollo Territorial revisará que la misma contenga la totalidad de la información requerida. Una vez verificado 
lo anterior y recibidos los ajustes que sean necesarios, el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial 
realizará los giros respectivos de acuerdo con las instrucciones recibidas y su Programa Anual de Caja, PAC.

Parágrafo 1º. La actualización del monto de giros para subsidios correspondiente a cada vigencia deberá enviarse al 
Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, MAVDT, en las fechas que este determine. En caso de que 
el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial no reciba el monto actualizado de giros para subsidios del 
respectivo año se aplicará el correspondiente a la vigencia anterior, siempre y cuando no afecte las demás instrucciones 
de giro dadas a dicho Ministerio con cargo a este recurso.

Parágrafo 2º. De ser necesaria una revocación o modificación a las autorizaciones e instrucciones para el giro dada a 
los patrimonios autónomos o a los esquemas fiduciarios que se constituyan para el manejo de los recursos del Sistema 
General de Participaciones para agua potable y saneamiento básico destinados a proyectos de inversión, en el marco de los 
Planes Departamentales para el Manejo Empresarial de los Servicios de Agua Potable y Saneamiento -PDA- de que trata 
el presente decreto, las mismas deberán solicitarse por escrito, junto con la aprobación y consentimiento del representante 
legal del patrimonio autónomo o del esquema fiduciario respectivo, ante el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo 
Territorial, previo el cumplimiento de todas las obligaciones que se encuentren respaldadas con los recursos objeto del 
giro o la constitución de otras garantías que tengan iguales o mejores condiciones para respaldar el cumplimiento de las 
obligaciones adquiridas.

Artículo 4º. El Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial no responderá por concepto de la información 
reportada por las entidades territoriales, con base en la cual haya efectuado los giros correspondientes. El Ministerio de 
Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, podrá solicitar al departamento, municipio o distrito los soportes para verificar 
la información contenida en la autorización de giro, cuando lo considere pertinente.

En consecuencia, la responsabilidad sobre la totalidad de la información reportada en relación con los giros autorizados 
por los departamentos, distritos o municipios recae en el respectivo representante legal de la entidad territorial, a quien 
le corresponde resolver los requerimientos y reclamos que se presenten sobre la materia.

Artículo 5º. VIGENCIA. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación y deroga los Decretos 456 y 2277 
de 2004 y 1751 de 2006.”

5.6. La Política de Agua Potable y saneamiento básico en el Plan Nacional de Desarrollo 
2006 - 2010

En la Ley 1151 de 2007, por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2006 – 2010, se encuentra  
definida la política de agua potable y saneamiento básico y los instrumentos para su implementación, en los 
siguientes términos:
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“CAPÍTULO II

Descripción de los principales programas de inversión

Artículo 6°. Descripción de los principales programas de inversión. La descripción de los principales programas de 
inversión que el Gobierno nacional espera ejecutar durante la vigencia del Plan Nacional de Desarrollo 2006 – 2010, es 
la siguiente:

(…)

La estrategia en agua potable y saneamiento impulsará el manejo empresarial y los esquemas regionales a través de la 
implementación de los Planes Departamentales para el manejo empresarial de los servicios, articulando las diferentes 
fuentes de recursos, con un mejor control sobre la ejecución de los mismos, y sin perjuicio de las competencias de las 
Corporaciones Autónomas Regionales, como máxima autoridad ambiental en el área de su jurisdicción. Dentro de este 
marco, se desarrollarán la gestión y los instrumentos regulatorios y de control necesarios para adelantar procesos de 
transformación empresarial, con la vinculación de operadores especializados, en lo posible bajo esquemas regionales, o 
con la conformación de organizaciones eficientes de tipo comunitario autorizadas por la Ley 142 de 1994. El Gobierno 
nacional cofinanciará los Planes Departamentales con aportes de inversión regional, que se distribuirán con criterios de 
equidad entre los departamentos.

Como parte de la adecuada articulación de recursos y funciones, las inversiones de las Corporaciones Autónomas 
Regionales en el sector de agua potable y saneamiento básico, podrán ser entregadas a los municipios beneficiarios o a 
las empresas de servicios públicos con la condición señalada en el artículo 87.9 de la Ley 142 de 1994 o en condición de 
participación en la composición accionaria cuando se haga mediante aporte a una empresa de servicios públicos, previas 
las autorizaciones correspondientes. Todo lo anterior, sin perjuicio de las funciones de control y vigilancia que ejercen las 
autoridades ambientales regionales…

(…)

Las principales metas del sector son la implementación de 32 planes departamentales, conectar 3,6 millones de personas 
al servicio de acueducto y 4 millones al servicio de alcantarillado, y mejorar la política de subsidios.

(…)

Sector de Agua Potable y Saneamiento Básico

Artículo 91. Planes Departamentales para el Manejo Empresarial de los Servicios de Agua y Saneamiento. Los recursos 
que aporte el Gobierno nacional a la ejecución de los planes departamentales para el manejo empresarial de los servicios 
de agua y saneamiento estarán condicionados al compromiso por parte de las entidades territoriales, de los recursos del 
Sistema General de Participaciones y de regalías, así como de los compromisos de transformación empresarial que se 
deriven del diagnóstico institucional respectivo.

El Gobierno nacional señalará la metodología para definir el nivel de compromisos a que se refiere el inciso anterior.

Los recursos de apoyo de la Nación al sector y los que aporten las Corporaciones Autónomas Regionales, se ejecutarán 
en el marco de los planes a que se refiere el presente artículo.

Parágrafo. Las empresas de servicios públicos domiciliarios podrán ejecutar los proyectos del sector de agua potable y 
saneamiento básico en cumplimiento y/o desarrollo de los planes de que trata el presente artículo, indistintamente de las 
fuentes de financiación de los mismos.

Artículo 92. De las inversiones de las Corporaciones Autónomas Regionales en el Sector de Agua Potable y Saneamiento 
Básico. Las obras de infraestructura del sector de agua potable y saneamiento básico, financiadas con recursos de las 
Corporaciones Autónomas Regionales podrán ser entregadas como aportes a municipios a Empresas de Servicios Públicos 
bajo la condición de que trata el numeral 87.9 del artículo 87 de la Ley 142 de 1994 o las normas que las modifiquen o 
sustituyan. En ningún caso se configurará detrimento patrimonial o situación similar cuando la Corporación Autónoma 
Regional, realice este tipo de aportes.

Parágrafo. A partir de la entrada en vigencia de la presente ley, las Corporaciones Autónomas Regionales no podrán tener 
participación en la composición accionaria, propiedad, administración y operación de un prestador de servicios públicos 
domiciliarios, con excepción de inversiones que hayan realizado las CAR con anterioridad a la expedición de esta ley.
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Artículo 93. Distribución de los recursos de inversiones regionales en agua y saneamiento. Los recursos de cofinanciación 
de la Nación para las inversiones regionales en agua y saneamiento y el desarrollo empresarial del sector, se distribuirán 
entre los departamentos teniendo en cuenta los siguientes criterios de equidad regional:

i) 	 Población por atender en acueducto y alcantarillado urbano;

ii) 	Población por atender en acueducto y alcantarillado rural;

iii) 	Población con necesidades básicas insatisfechas;

iv) 	La menor capacidad de endeudamiento de los departamentos; y

v) 	 Balance con los recursos del Sistema General de Participaciones y de regalías, recibidos por los municipios y el 
departamento para el sector de agua potable y saneamiento básico.

Para la identificación y selección de proyectos se realizarán audiencias públicas de carácter consultivo.

Artículo 94. Recursos destinados a audiencias públicas de agua potable y saneamiento básico. Establécese en la suma de 
$1.000.000.000.000 el monto de los recursos destinados a audiencias públicas para agua potable y saneamiento básico, 
suma que se distribuirá conforme a lo establecido en el artículo anterior. Para tal efecto, el Gobierno nacional ajustará 
el Plan de Inversiones de que trata el artículo 7°, sin que ello implique incremento en su monto ni afecte las partidas 
calificadas como regionalizables. 400.000 millones de pesos adicionales se destinarán a nuevos proyectos que presentarán 
las entidades territoriales de acuerdo con criterios de equidad y racionalización que defina el Ministerio de Medio Ambiente 
y Desarrollo Territorial.

Artículo 95. Ventanilla Única de Agua y Saneamiento. El Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial es el 
competente para recibir y viabilizar los proyectos del sector de agua potable y saneamiento básico que soliciten apoyo 
financiero de la Nación a través del mecanismo de “Ventanilla Única”.

Artículo 96. Adiciónese el numeral 34 al artículo 79 de la Ley 142 de 1994: “34. Sin perjuicio de las funciones que asigna la 
ley a la Procuraduría General de la Nación y a la Contraloría General de la República, y para efectos de la suspensión de 
los alcaldes a que se refiere el artículo 99.4 de la Ley 142 de 1994, la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, 
informará al Presidente y a los Gobernadores sobre los casos de negligencia o de infracción en la aplicación de las normas 
relativas al pago de los subsidios y de indebida ejecución de los recursos del Sistema General de Participaciones para el 
sector”.

(…)

Artículo 99. Subsidios para los servicios de acueducto, alcantarillado y aseo. Para efectos de lo dispuesto en el numeral 6 
del artículo 99 de la Ley 142 de 1994, para los servicios de acueducto, alcantarillado y aseo, los subsidios en ningún caso 
serán superiores al setenta por ciento (70%) del costo del suministro para el estrato 1, cuarenta por ciento (40%) para el 
estrato 2 y quince por ciento (15%) para el estrato 3.

Artículo 100. Giro de los recursos del Sistema General de Participaciones Sector Agua Potable. Giro de los recursos del 
Sistema General de Participaciones del Sector Agua Potable y Saneamiento Básico. El Ministerio de Ambiente, Vivienda y 
Desarrollo Territorial deberá girar los recursos del Sistema General de Participaciones con destinación para el sector de 
agua potable y saneamiento básico directamente al prestador o prestadores de los servicios de acueducto, alcantarillado 
y aseo o a los esquemas fiduciarios que se prevean para el manejo de estos recursos, siempre y cuando el municipio así lo 
solicite y en los montos que este señale.

Lo anterior aplica en los casos en que el municipio haya vinculado a uno o varios prestadores para prestar uno o varios 
servicios públicos domiciliarios del sector y/o en los casos en que exista un convenio firmado entre el municipio y el prestador 
para la asignación de subsidios al Fondo de Solidaridad y redistribución de ingresos.

Los municipios que soliciten recursos de apoyo de la Nación o de los departamentos deberán asegurar la transferencia 
de recursos para subsidios a la demanda o para inversión con cargo a los recursos del SGP, con el fin de garantizar el 
equilibrio al mecanismo que para el efecto se prevea. El Gobierno nacional reglamentará la materia. 

(…)

Artículo 118. Administración de recursos de agua potable y saneamiento básico. Los recursos destinados por la Nación, 
departamentos, distritos, municipios y autoridades ambientales al sector de agua potable y saneamiento básico, podrán 
ser girados a cuentas conjuntas, negocios fiduciarios y, en general, a cualquier mecanismo de administración de recursos 
constituido por la Nación, las entidades territoriales y/o las personas prestadoras de los servicios públicos domiciliarios 
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de acueducto, alcantarillado y aseo, siempre y cuando medie autorización expresa del representante legal de la respectiva 
entidad. (…)”

5.7. Los Planes departamentales de agua

Con el objeto de reglamentar las disposiciones de las Leyes 1151 y 1176 de 2007 el Gobierno expidió el Decreto 
3200 de 2008, por el cual se dictan normas sobre Planes Departamentales para el Manejo Empresarial de los 
Servicios de Agua y Saneamiento y se dictan otras disposiciones. Dicho decreto establece lo siguiente:

“Artículo 1°. Definición. Planes Departamentales para el Manejo Empresarial de los Servicios de Agua y Saneamiento 
- PDA. Son un conjunto de estrategias de planeación y coordinación interinstitucional, formuladas y ejecutadas con el 
objeto de lograr la armonización integral de los recursos, y la implementación de esquemas eficientes y sostenibles en la 
prestación de los servicios públicos domiciliarios de agua potable y saneamiento básico.

Artículo 2°. Principios. Son principios de los PDA, los siguientes:

i) 	 Prestación eficiente de los servicios públicos domiciliarios de agua potable y saneamiento básico en zonas urbanas 
y rurales.

ii) 	 Transparencia, publicidad y eficiencia en el manejo de los recursos del sector.

iii) 	 Solidaridad, sostenibilidad, eficiencia económica y suficiencia financiera.

iv) 	 Acuerdo de voluntades.

v) 	 Coordinación interinstitucional.

vi) 	 Articulación integral de recursos.

vii) 	 Planificación sectorial y desarrollo sostenible.

viii) 	Reconocimiento de los diversos niveles de desarrollo del sector al interior del departamento y sus municipios.

Artículo 3°. Objetivos. Son objetivos básicos de los PDA, los siguientes:

1. 	 Contribuir al cumplimiento de las metas sectoriales contempladas en los Objetivos de Desarrollo del Milenio, definidos 
en el Documento CONPES - SOCIAL 091 de 2005, y los que lo modifiquen o adicionen; así como en los Planes de 
Desarrollo Territoriales.

2. 	 Promover y consolidar la efectiva coordinación interinstitucional entre los diferentes participantes del PDA.

3. 	 Promover estructuras operativas que generen economías de escala en la formulación e implementación de los PDA.

4. 	 Promover y consolidar procesos de transformación empresarial y fortalecimiento institucional.

5. 	 Fomentar y consolidar esquemas regionales buscando economías de escala en la prestación de los servicios.

6. 	 Contribuir con el saneamiento ambiental.

7. 	 Articular y focalizar las diferentes fuentes de financiamiento para la implementación del PDA.

8. 	 Facilitar el acceso a esquemas eficientes de financiación para el sector.

9. 	 Optimizar el control sobre la asignación y ejecución de recursos y proyectos.

10. 	Fomentar una adecuada planeación de inversiones y la formulación de proyectos integrales.

11. 	Articular el desarrollo de proyectos con las políticas de desarrollo urbano.

12. 	Buscar la pluralidad de oferentes y la publicidad en los procesos de contratación.

Artículo 4°. Participantes del PDA. En un PDA participan:

4.1. 	Actores. Son las entidades estatales participantes en la coordinación interinstitucional de los PDA, que se señalan a 
continuación:
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1. 	 El Departamento.

2. 	 Los Municipios y/o Distritos.

3. 	 El Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial - MAVDT.

4. 	 El Departamento Nacional de Planeación - DNP.

5. 	 Las autoridades ambientales con jurisdicción en los municipios ubicados en el territorio del respectivo 
departamento.

4.2. 	Vinculados. Podrán tener la condición de vinculados al PDA, previa aprobación del Comité Directivo, las personas 
jurídicas de derecho público, privado o mixto, mediante el aporte de recursos financieros y/o técnicos y/o humanos.

4.3. 	Estructuras operativas. Igualmente hacen parte de los PDA, las siguientes estructuras operativas:

i) El Comité Directivo;

ii) El Gestor;

iii) La Gerencia Asesora, y

iv) El Esquema Fiduciario para el manejo de los recursos.

Artículo 5°. Fases de un PDA. Un PDA se desarrolla en las siguientes fases, a saber:

5.1. Fase I. Fase que inicia con la suscripción de un convenio entre el MAVDT y el Departamento, mediante el cual este 
último se compromete a:

i) 	 Acoger la política, lineamientos, principios y objetivos sectoriales establecidos en el Plan Nacional de Desarrollo, 
documentos Conpes y los demás que definan las instancias nacionales competentes en materia de agua potable y 
saneamiento básico;

ii) 	Tomar las medidas necesarias para implementar esa política;

iii) 	Desarrollar las gestiones que resulten pertinentes, incluyendo las acciones que correspondan al nivel municipal 
para su vinculación al PDA;

iv) 	Focalizar los recursos a los que hace referencia el artículo 6° de la Ley 1176 de 2007, de acuerdo con lo previsto 
en el artículo 10 de dicha ley y en el Convenio FASE I, y

v) 	 Dar inicio al PDA.

5.2. 	Fase II. Durante esta fase, se implementan las estructuras operativas, el esquema fiduciario para el manejo de recursos, 
se desarrolla el esquema financiero y demás acciones tendientes a alcanzar las metas del PDA. La Fase II inicia 
con la entrega por parte del Departamento Interesado al MAVDT, antes del 31 de octubre de 2008, de los siguientes 
documentos:

a) 	 Acta suscrita por el Departamento interesado y el MAVDT donde consten los términos de la concertación en relación 
con el diagnóstico técnico base realizado en los municipios del departamento, sobre el estado de la prestación de 
los servicios públicos de agua potable y saneamiento básico y las necesidades de inversión.

b) 	 Acta suscrita por el Departamento interesado y el MAVDT, donde consten los términos de la concertación del 
esquema financiero, la cual como mínimo deberá contener:

i) 	 Acuerdo en relación con los aportes de recursos al PDA que realizará el Departamento, así como una proyección 
de las expectativas de aporte de recursos de los municipios y/o distritos y demás participantes del PDA, con 
los que se proyectará el cierre financiero del PDA.

ii) 	Acuerdo preliminar en relación con las metas en materia de servicios públicos de agua potable y saneamiento 
básico que se pretende alcanzar en desarrollo del PDA, utilizando como referente las metas sectoriales definidas 
a mediano y largo plazo por las instancias nacionales competentes, así como las previstas en los planes de 
desarrollo territoriales.

iii) 	Acuerdo en relación con el mecanismo de financiación para alcanzar las metas proyectadas.
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iv) 	Compromiso del Departamento de surtir los trámites ante las autoridades competentes de conformidad con las 
normas vigentes que rigen la materia, en el evento en que la entidad territorial requiera recursos de crédito 
para lograr el cierre financiero.

c)	 Ordenanza de la asamblea departamental en la que se autorice al Gobernador para:

i) 	 Comprometer vigencias futuras para la ejecución y desarrollo del PDA y/o contratar empréstitos con la 
banca  nacional o multilateral otorgando las garantías y/o contragarantías del Departamento que resulten 
necesarias.

ii) 	Celebrar los contratos necesarios para implementar el esquema fiduciario para el manejo de recursos que se 
establezca.

iii) 	Comprometer los recursos de la participación específica para agua potable y saneamiento básico del Sistema 
General de Participaciones de que trata el artículo 6° de la Ley 1176 de 2007 y ejecutarlos dentro del marco 
del PDA de conformidad con lo establecido en el artículo 10 de dicha ley.

iv) 	Celebrar los contratos que se requieran en el evento que, de conformidad con el esquema financiero, se generen 
otras opciones de financiamiento.

v) 	 Disponer de recursos adicionales, en el evento que por cualquier circunstancia, los comprometidos no permitan 
cubrir los montos establecidos o proyectados en las vigencias futuras.

d) 	 Acta suscrita por el Departamento y el MAVDT, donde se definan las estructuras operativas y el esquema fiduciario 
para el manejo de recursos, así como el cronograma para su respectiva implementación.

En el evento que, atendiendo a lo acordado respecto de la estructura operativa, se requieran autorizaciones por parte de la 
asamblea departamental para conformar o hacer parte de una empresa de servicios públicos de acueducto, alcantarillado 
y/o aseo, la administración departamental deberá presentar al MAVDT las autorizaciones respectivas.

Para aquellos Departamentos que no cuenten con los resultados del diagnóstico técnico base a 31 de octubre de 2008, la 
fecha límite para el cumplimiento de los requisitos previstos en el presente artículo será hasta el 31 de enero de 2009.

Parágrafo. El gasto de los recursos del Sistema General de Participaciones, que en virtud de lo previsto en el presente 
artículo ejecuten las entidades territoriales, está sujeto a las actividades de monitoreo, seguimiento y control integral de 
que trata el Decreto 028 de 2008 y las normas que lo reglamenten, modifiquen, sustituyan o adicionen.

Artículo 6°. Recursos de los PDA. Los recursos disponibles para la formulación e implementación de los PDA, podrán 
provenir, entre otras fuentes, de las siguientes:

i) 	 Recursos del Presupuesto General de la Nación de conformidad con la ley;

ii) 	Recursos del Sistema General de Participaciones;

iii) 	Recursos de regalías, compensaciones y asignaciones del Fondo Nacional de Regalías;

iv) 	Recursos de las autoridades ambientales;

v) 	 Recursos propios o de libre destinación de las entidades territoriales, y

vi) 	Cualquier otra fuente de recursos que pueda o deba aportarse al desarrollo del PDA.

Las entidades públicas que aporten recursos al PDA podrán dar aplicación a lo previsto en el artículo 87.9 de la Ley 
142 de 1994 modificado por el artículo 143 de la Ley 1151 de 2007, observando en todo caso la normatividad que les sea 
aplicable.

Artículo 7°. Contratación. Los procesos de contratación que se adelanten en desarrollo de un PDA FASE II con cargo a los 
recursos de los actores del PDA podrán ser adelantados por el Gestor del PDA o el(los) operador(es) de los servicios públicos 
domiciliarios de acueducto y/o alcantarillado y/o aseo que preste(n) en el municipio o grupo de municipios beneficiarios 
del proyecto; lo anterior observando lo previsto en el contrato de fiducia mercantil y las normas que resulten aplicables.

Las autoridades ambientales podrán adelantar procesos de contratación, en el marco del PDA, cuando aporten recursos 
para el respectivo proyecto.

En todo caso, las actuaciones de quienes intervengan en los PDA se desarrollarán con arreglo a los principios de 
transparencia, economía y responsabilidad, y de conformidad con los postulados que rigen la función administrativa.
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Parágrafo. El Comité Directivo de que trata el artículo 9° determinará en qué evento(s) el (los) operador (es) de los 
servicios públicos domiciliarios de acueducto y/o alcantarillado y/o aseo que preste(n) en el municipio o grupo de municipios 
beneficiarios del proyecto podrá adelantar el respectivo proceso de contratación. En los eventos en que dicho(s) operador(es) 
tengan una vinculación contractual, se realizarán los ajustes en metas e indicadores a que haya lugar. (…)”

5.8. Asignación de subsidios

Con relación a los subsidios, la ley establece que los recursos para agua potable y saneamiento básico 
deben ser destinados específicamente para la financiación de los subsidios que se otorguen a los estratos 
subsidiables de acuerdo con lo dispuesto en la Ley 142 de 1994. En ese sentido, es importante tener en cuenta 
que el tema de los subsidios a los servicios públicos está regulado expresamente por la Ley 142 de 1994, 
los cuales deben ser asignados a través de los Fondos de Solidaridad y Redistribución del Ingreso. Por lo 
tanto, la transferencia de recursos al Fondo de Solidaridad y Redistribución del Ingreso se debe realizar de 
conformidad con lo dispuesto por el artículo 89 de la Ley 142 de 1994 y teniendo en cuenta lo dispuesto por 
el Decreto 565 de 1996. 

Para efectos de hacer claridad sobre la finalidad y destinación de los recursos otorgados a los subsidios para 
los servicios de acueducto y alcantarillado financiables con los recursos de la Participación para agua potable 
y saneamiento básico, es necesario remitirse a lo dispuesto por el artículo 89 de la Ley 142 de 1994, según 
el cual:

“Artículo 89. Aplicación de los criterios de solidaridad y redistribución de ingresos. Las comisiones de regulación exigirán 
gradualmente a todos quienes prestan servicios públicos que, al cobrar las tarifas que estén en vigencia al promulgarse 
esta Ley, distingan en las facturas entre el valor que corresponde al servicio y el factor que se aplica para dar subsidios a 
los usuarios de los estratos 1 y 2. Igualmente, definirán las condiciones para aplicarlos al estrato 3.

Los concejos municipales están en la obligación de crear “fondos de solidaridad y redistribución de ingresos”, para 
que al presupuesto del municipio se incorporen las transferencias que a dichos fondos deberán hacer las empresas de 
servicios públicos, según el servicio de que se trate, de acuerdo con lo establecido en el artículo 89.2 de la presente Ley. 
Los recursos de dichos fondos serán destinados a dar subsidios a los usuarios de estratos 1, 2 y 3, como inversión social, 
en los términos de esta Ley. A igual procedimiento y sistema se sujetarán los fondos distritales y departamentales que 
deberán ser creados por las autoridades correspondientes en cada caso.

89.1.	 Se presume que el factor aludido nunca podrá ser superior al equivalente del 20% del valor del servicio y no podrán 
incluirse factores adicionales por concepto de ventas o consumo del usuario. Cuando comiencen a aplicarse las 
fórmulas tarifarias de que trata esta Ley, las comisiones sólo permitirán que el factor o factores que se han venido 
cobrando, se incluyan en las facturas de usuarios de inmuebles residenciales de los estratos 5 y 6, y en las de los 
usuarios industriales y comerciales. Para todos estos, el factor o factores se determinará en la forma atrás dispuesta, 
se discriminará en las facturas, y los recaudos que con base en ellos se hagan, recibirán el destino señalado en el 
artículo 89.2 de esta Ley.

89.2. 	Quienes presten los servicios públicos harán los recaudos de las sumas que resulten al aplicar los factores de que trata 
este artículo y los aplicarán al pago de subsidios, de acuerdo con las normas pertinentes, de todo lo cual llevarán 
contabilidad y cuentas detalladas. Al presentarse superávits, por este concepto, en empresas de servicios públicos 
oficiales de orden distrital, municipal o departamental se destinarán a «fondos de solidaridad y redistribución de 
ingresos» para empresas de la misma naturaleza y servicio que cumplan sus actividades en la misma entidad territorial 
al de la empresa aportante. Si los «fondos de solidaridad y redistribución de ingresos» después de haber atendido 
los subsidios de orden distrital, municipal o departamental, según sea el caso, presentaren superávits, estos últimos 
se destinarán para las empresas de la misma naturaleza y servicio con sede en departamentos, distritos o municipios 
limítrofes, respectivamente. 

	 Los repartos se harán de acuerdo a los mecanismos y criterios que establezcan las comisiones de regulación 
respectivas. Los superávits, por este concepto, en empresas privadas o mixtas prestatarias de los servicios de agua 
potable o saneamiento básico y telefonía local fija, se destinarán a los «fondos de solidaridad y redistribución de 
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ingresos» del municipio o distrito correspondiente y serán transferidos mensualmente, de acuerdo con los mecanismos 
que establezcan las comisiones de regulación respectivas. Los superávits, por este concepto, en empresas privadas 
o mixtas prestatarias de los servicios de energía eléctrica y gas combustible irán a los fondos que más adelante se 
desarrollan en este mismo artículo. 

	 (….)

	 89.6. Los recursos que aquí se asignan a los «fondos de solidaridad y redistribución de ingresos» son públicos. Por 
lo tanto, quienes hagan los recaudos estarán sujetos a las normas sobre declaración y sanciones que se aplican a 
los retenedores en el Decreto 624 de 1989 y en las normas concordantes o que lo sustituyan; pero deberán hacer 
devoluciones en el momento en que el usuario les demuestre que tiene derecho a ellas. La obligación de los retenedores 
que hagan el cobro del factor o factores se extinguirá y cobrará en la forma prevista para las obligaciones que 
regulan las normas aludidas, en lo que sean compatibles con esta Ley y con la naturaleza de los cobros respectivos; 
y las moras se sancionarán como las moras de quienes están sujetos a las obligaciones que regulan tales normas.” 
(Resaltado fuera de texto).

De otra parte, el Decreto 565 de 1996, mediante el cual se reglamentan los Fondos de Solidaridad y 
Redistribución del Ingreso del orden municipal y distrital para los servicios de acueducto, alcantarillado y 
aseo, establece lo siguiente: 

“Artículo 5º. Determinación del monto de subsidios. Cada entidad prestadora de los servicios públicos deberá comunicar a 
la Secretaría de Hacienda respectiva o a quien haga sus veces en la preparación del anteproyecto de presupuesto municipal, 
distrital o departamental, los requerimientos anuales de subsidios para cada servicio que preste. Así mismo, comunicará 
los estimativos de recaudo por aporte solidario.

Artículo 6º. Criterios de asignación. El Alcalde municipal o distrital o el Gobernador, según sea el caso, definirán los criterios 
con los cuales deberán asignarse los recursos destinados a sufragar los subsidios, en concordancia con lo establecido por 
la Ley 142 de 1994 y por este Decreto.

Parágrafo. Cuando el monto de los recursos aprobado por las autoridades competentes en el Fondo de Solidaridad no sea 
suficiente para cubrir la totalidad de los subsidios previstos, la entidad prestadora de los servicios públicos domiciliarios, 
deberá prever el plan de ajuste tarifario requerido.

Artículo 11. Transferencias de dinero de las entidades territoriales. Las transferencias de dinero de las entidades territoriales 
a los Fondos de Solidaridad y Redistribución de Ingresos por concepto de subsidios, deberán ser giradas a la entidad 
prestadora del servicio público para la aplicación de los subsidios, en un plazo de treinta días, contados desde la misma 
fecha en que la entidad prestadora expida la factura a cargo del municipio (artículo 99.8 de la Ley 142 de 1994).

Para asegurar esta transferencia, los recursos destinados a otorgar subsidios, y que provengan de las tesorerías de las 
entidades territoriales, deberán ceñirse en su manejo a lo que se estipule en el contrato que para el efecto debe suscribirse 
entre el municipio, distrito, o departamento y las entidades encargadas de la prestación de los servicios públicos, en el 
que, entre otros, se establecerán los intereses de mora.

Los alcaldes y concejales deberán dar prioridad a las apropiaciones para los servicios de acueducto y alcantarillado, 
sobre otros gastos que no sean indispensables para el funcionamiento del ente territorial respectivo (artículo 99.5 de la 
Ley 142 de 1994).

Artículo 12. Responsabilidad del recaudo de los aportes solidarios. El recaudo de los aportes solidarios será responsabilidad 
de las entidades prestadoras de los servicios públicos en cada municipio, distrito, o departamento. Estas mismas entidades 
se encargarán de repartir los subsidios y de manejar los recursos de los Fondos de Solidaridad y Redistribución de Ingresos 
en una cuenta separada, claramente diferenciada del resto de sus ingresos, y con una contabilidad propia.” 

Adicionalmente, el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial expidió el Decreto 1013 de 
2005, por el cual se establece la metodología para la determinación del equilibrio entre los subsidios y las 
contribuciones para los servicios públicos domiciliarios de acueducto, alcantarillado y aseo. Dicho decreto 
dispone lo siguiente:
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“Artículo 1º. ÁMBITO DE APLICACIÓN. La metodología que se establece en el presente decreto, se aplica a todas las 
personas prestadoras de los servicios públicos domiciliarios de acueducto, alcantarillado y aseo, así como a los municipios 
y distritos como los entes responsables de garantizar la prestación eficiente de los mismos.

Artículo 2º. METODOLOGÍA PARA LA DETERMINACIÓN DEL EQUILIBRIO. La presente metodología deberá 
llevarse a cabo cada año para asegurar que para cada uno de los servicios, el monto total de las diferentes clases de 
contribuciones sea suficiente para cubrir el monto total de los subsidios que se otorguen en cada Municipio o Distrito 
por parte del respectivo concejo municipal o distrital, según sea el caso, y se mantenga el equilibrio. Esta metodología 
corresponde a la descrita en los siguientes numerales:

1.	 Antes del 15 de julio de cada año, todas las personas prestadoras de cada uno de los servicios de acueducto, alcantarillado 
y aseo, de acuerdo con la proyección de usuarios y consumos, la estructura tarifaria vigente, y el porcentaje o factor 
de Aporte Solidario aplicado en el año respectivo, presentarán al Alcalde, por conducto de la dependencia que 
administra el Fondo de Solidaridad y Redistribución de Ingresos del respectivo municipio o distrito, según sea el caso, 
una estimación para el año siguiente del monto total de los recursos potenciales a recaudar por concepto de aportes 
solidarios, así como la información del número total de usuarios atendidos, discriminados por servicio, estrato y uso, y 
para los servicios de acueducto y alcantarillado, la desagregación de consumos y vertimientos, respectivamente, según 
rango básico, complementario o suntuario.

	 En el servicio de aseo se reportarán adicionalmente los resultados del aforo de los Grandes Generadores y la información 
de los Pequeños Productores y Multiusuarios que lo hayan solicitado.

2.	 Las personas prestadoras de cada uno de los servicios de que trata el presente decreto, de acuerdo con la estructura 
tarifaria vigente y con los porcentajes de subsidios otorgados para el año respectivo por el municipio o distrito, estimarán 
cada año los montos totales de la siguiente vigencia correspondientes a la suma de los subsidios necesarios a otorgar 
por estrato y para cada servicio.

3.	 Con la información obtenida según lo indicado en los numerales anteriores, las personas prestadoras de cada uno de 
los servicios de que trata el presente decreto, establecerán el valor de la diferencia entre el monto total de subsidios 
requerido para cada servicio y la suma de los aportes solidarios a facturar, cuyo resultado representará el monto total 
de los recursos necesarios para obtener el equilibrio.

4.	 Con base en dicho resultado, las personas prestadoras de los servicios presentarán la solicitud del monto requerido 
para cada servicio al alcalde municipal o distrital, según sea el caso, por conducto de la dependencia que administra 
el fondo de solidaridad y redistribución de ingresos.

5. 	 Recibida por parte del alcalde municipal o distrital la solicitud o solicitudes de que trata el numeral anterior, procederá 
a analizarlas y a preparar un proyecto consolidado sobre el particular para ser presentado a discusión y aprobación 
del concejo municipal o distrital, quien, conjuntamente con la aprobación del presupuesto del respectivo ente 
territorial, definirá el porcentaje de aporte solidario necesario para solventar dicho faltante, teniendo en consideración 
prioritariamente los recursos con los que cuenta y puede contar el municipio o distrito en el Fondo de Solidaridad y 
Redistribución de Ingresos, con base en las fuentes de recursos para contribuciones señaladas en el artículo 3o del 
Decreto 849 de 2002 y demás normas concordantes.

Parágrafo 1º. Tanto los factores de subsidio por estrato como el porcentaje o factor de Aporte Solidario en cada servicio, 
definidos por el Concejo, serán iguales para todas las personas prestadoras del mismo servicio en el municipio o distrito 
respectivo.

Parágrafo 2º. Una vez aprobado y expedido el acuerdo correspondiente, el alcalde y el concejo municipal o distrital, 
deberán divulgarlo ampliamente en los medios de comunicación locales y regionales, señalando claramente el impacto de 
su decisión sobre las tarifas a usuario final de cada uno de los servicios.”

En complemento de las anteriores disposiciones, fue expedido el Decreto 57 de 2006, por el cual se establecen 
unas reglas para la aplicación del factor de aporte solidario para los servicios públicos domiciliarios de 
acueducto, alcantarillado y aseo. Este decreto dispone lo siguiente:

Artículo 1º. ALCANCE. El presente Decreto aplica a todas las personas prestadoras de los servicios públicos domiciliarios 
de acueducto, alcantarillado y aseo, así como a los municipios y distritos, como entes responsables de garantizar la 
prestación eficiente de los mencionados servicios.

Artículo 2º. ÁMBITO DE OPERACIÓN. Para efectos del presente decreto y en desarrollo de lo previsto en el inciso 3o 
del artículo 2o de la Ley 632 de 2000, se entenderá como ámbito de operación la totalidad de los municipios y/o distritos 
donde la persona prestadora del servicio cuente con suscriptores.
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Artículo 3º. NIVEL MÍNIMO DEL FACTOR DE APORTE SOLIDARIO. Para cada uno de los servicios de acueducto, 
alcantarillado y aseo, el nivel mínimo del factor de aporte solidario a que hace referencia el artículo 89.1 de la Ley 142 
de 1994, será el que se define a continuación:

Usuarios Residenciales de estrato 5: (50%)

Usuarios Residenciales de estrato 6: (60%)

Usuarios Comerciales: (50%)

Usuarios Industriales: (30%)

Parágrafo. Ante la ausencia de criterios de asignación por parte del Alcalde respectivo, según lo dispuesto en el artículo 6o 
del Decreto 565 de 1996, la persona prestadora repartirá entre los usuarios por ella atendidos los subsidios provenientes 
de los recursos derivados de la aplicación del factor de aporte solidario, aplicando al interior de cada municipio el mismo 
porcentaje a usuarios pertenecientes al mismo estrato. En todo caso deberá mantenerse una proporción mínima de 1.25 
veces el porcentaje aplicado al estrato 1 en relación con el estrato 2, y de 2.67 veces el porcentaje aplicado al estrato 2 en 
relación con el estrato 3, sin superar en ningún caso los topes máximos de subsidios señalados por la ley.

El otorgamiento de subsidios al estrato 3 deberá sujetarse a las condiciones y requisitos que para el efecto establezca la 
Comisión de Regulación de Agua Potable y Saneamiento Básico, de acuerdo con lo señalado en el artículo 99.7 de la Ley 
142 de 1994.

Artículo 4º. DISTRIBUCIÓN DE CONTRIBUCIONES POR APORTES SOLIDARIOS EN EL INTERIOR DEL ÁMBITO DE 
OPERACIÓN. En el caso de personas prestadoras cuyo ámbito de operación comprenda varios municipios y/o distritos, 
las sumas provenientes de la aplicación del nivel mínimo del factor de aporte solidario establecido en el artículo anterior, 
sin incluir las derivadas de la previsión contenida en el artículo 5o del presente decreto, conformarán una bolsa común de 
recursos para el otorgamiento de subsidios tarifarios.

Los recursos provenientes de la contribución por aportes solidarios se distribuirán proporcionalmente entre los municipios 
atendidos, de acuerdo con el siguiente procedimiento:

a)	 Para cada municipio, la persona prestadora determinará los requerimientos máximos de subsidios de los usuarios de 
estratos 1 y 2 por ella atendidos, suponiendo un escenario de otorgamiento de subsidios correspondiente a los topes 
máximos establecidos por la ley;

b)	 Con base en el estimativo anterior, la persona prestadora calculará los requerimientos ajustados de subsidios, afectando 
el requerimiento máximo de subsidios de cada municipio por la relación entre la factura promedio sin subsidio ni 
contribución del municipio respectivo y la correspondiente al municipio con mayor factura promedio sin subsidio ni 
contribución, según los costos de referencia correspondientes, para lo cual se aplicará la siguiente fórmula:

FPRm			   =	 Factura promedio para el municipio m, sin subsidio ni contribución.

CFm			   =	 Componente tarifario fijo mensual para un suscriptor de estrato 4 en el municipio m.

CVm			   =	 Componente tarifario variable, por metro cúbico o por tonelada, según sea el caso,
					     para un suscriptor de estrato 4 en el municipio m.

Qm				   =	 Consumo promedio mensual por suscriptor,
					     calculado con base en los consumos de estrato 1 y 2 en el municipio m.

SAMm			   =	 Requerimiento de subsidios ajustados para el municipio m.

Sm				    =	 Requerimiento de subsidios calculados de acuerdo con el numeral anterior.

MAX(FPRm)	 =	 Máxima factura promedio para los municipios o distritos del ámbito de operación;

Donde:

FPRm = CFm + CVm x Qm

SAm =
MAX (FPRm)

Sm x FPRm
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c)	 Las sumas así resultantes de requerimientos ajustados de subsidios serán la base para la distribución proporcional de 
los recursos provenientes de las contribuciones por aporte solidario, de acuerdo c on la siguiente fórmula:

Donde:

	 Cm	=	 Proporción de contribuciones a ser distribuidas al municipio m.

	 i	 =	 Municipios del ámbito de operación.

Una vez realizada la distribución proporcional de las sumas provenientes de la contribución por aportes solidarios, en cada 
uno de los municipios que conforman su ámbito de operación, la persona prestadora observará lo previsto en el parágrafo 
del artículo 3º del presente decreto.

Para efectos de las estimaciones establecidas en los numerales 1 y 3 del artículo 2º del Decreto 1013 de 2005 o la norma que 
lo modifique o adicione, las personas prestadoras deberán considerar, para cada municipio, el mecanismo de distribución 
establecido en el presente artículo, cuyo resultado se entenderá como el valor de los recursos potenciales a recaudar por 
concepto de Aportes Solidarios, el cual deberá ser informado a los respectivos alcaldes municipales y/o distritales, a efectos 
de la aplicación de la metodología de equilibrio entre contribuciones y subsidios contenida en el precitado decreto.

Parágrafo. En el evento que las sumas por contribución por aporte solidario resulten superiores a las necesidades máximas 
de subsidio de los usuarios atendidos por la empresa prestadora en su ámbito de operación, el remanente deberá girarse 
a los Fondos de Solidaridad y Redistribución de Ingresos de los Municipios y/o Distritos que conforman el ámbito de 
operación de la persona prestadora, en forma proporcional al monto de aporte solidario generado en cada uno de los 
municipios y/o distritos.

Artículo 5º. ESFUERZO LOCAL PARA EL OTORGAMIENTO DE SUBSIDIOS. Los Municipios y/o Distritos podrán 
establecer contribuciones por aporte solidario superiores al mínimo señalado en el artículo 3º del presente decreto, o 
recurrir a las fuentes adicionales de recursos para contribuciones señaladas en el artículo 3º del Decreto 849 de 2002 y 
demás normas concordantes, sujetándose en todo caso a la metodología establecida en el Decreto 1013 de 2005 o la norma 
que lo modifique o adicione.

Parágrafo 1º. A partir de la fecha de publicación del presente decreto, cuando los concejos municipales y/o distritales 
no hayan expedido Acuerdos señalando los porcentajes de contribución por aporte solidario a aplicar en el respectivo 
municipio y/o distrito, y hasta tanto se expida el mismo, la persona prestadora aplicará como factor de aporte solidario 
el mayor porcentaje entre el nivel mínimo establecido en el artículo 3º del presente decreto y aquel aplicado en sus tarifas 
vigentes a diciembre de 2005.

Parágrafo 2º. Los factores de contribución de solidaridad establecidos mediante Acuerdo municipal o distrital con 
anterioridad a la fecha de publicación del presente decreto, en aplicación del Decreto 1013 de 2005 o las normas que 
lo modifiquen o adicionen, podrán mantener su vigencia durante el año 2006 y, en consecuencia, no se les aplicarán los 
factores mínimos previstos en el artículo 3º del presente decreto. Sin embargo, si el acuerdo respectivo no determina la 
forma en que se aplicará el aporte solidario a los estratos subsidiables, se aplicará la regla prevista en el parágrafo del 
artículo 3º del presente decreto.

Artículo 6º. Cuando no se haya logrado el equilibrio entre subsidios y contribuciones, podrán seguirse, entre otros, cualquiera 
de los siguientes procedimientos o su combinación, a fin de procurar el mencionado equilibrio:

1.	 El Alcalde municipal o distrital, podrá solicitar a la empresa prestadora que se apliquen los porcentajes de subsidios 
que este defina, para lo cual deberá comprometerse a cubrir los faltantes generados.

2.	 Las persona prestadoras podrán aplicar, como política comercial, los niveles de subsidios que, dentro de los topes 
establecidos en la norma vigente, consideren apropiados, para lo cual podrán establecer transiciones sin poner en 
riesgo su suficiencia financiera.
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3.	 El municipio o distrito de manera conjunta con las personas prestadoras, podrá acordar alternativas para ajustar los 
subsidios en el tiempo, de acuerdo con las condiciones de disponibilidad de recursos.

Artículo 7º. Si, una vez aplicados los procedimientos mencionados en el artículo anterior no se lograre el equilibrio entre 
subsidios y contribuciones, durante los seis meses siguientes a la entrada en vigencia del presente decreto, las personas 
públicas prestadoras de los servicios públicos domiciliarios de acueducto, alcantarillado y aseo asumirán dentro de su 
ámbito de operación, los montos que permitan lograr dicho equilibrio, tomando como referente el porcentaje de los subsidios 
aplicados a diciembre de 2005 en los correspondientes municipios y/o distritos.”

Así las cosas, de la lectura de las normas anteriormente transcritas se pueden resaltar los siguientes 
aspectos:

•	 Le corresponde al Concejo Municipal crear el Fondo Municipal de Solidaridad y Redistribución de 
Ingresos para los servicios públicos de acueducto, alcantarillado y aseo.

•	 De igual manera, el Concejo Municipal tiene la atribución de establecer los montos de los aportes solidarios 
a cargo de los usuarios de los estratos 5 y 6 y de los usuarios industriales y comerciales.

•	 Los recursos asignados al Fondo Municipal de Solidaridad y Redistribución de Ingresos para los servicios 
públicos de acueducto, alcantarillado y aseo tienen destinación específica, por lo tanto no pueden ser 
destinados para financiar gastos diferentes al otorgamiento de subsidios.

•	 El Alcalde Municipal tiene la facultad de definir los criterios para la asignación de los recursos destinados 
a sufragar los subsidios, de conformidad con las disposiciones previstas en el Decreto 565 de 1996.

•	 Cada entidad prestadora de los servicios públicos deberá comunicar a la Secretaría de Hacienda respectiva 
o a quien haga sus veces en la preparación del anteproyecto de presupuesto municipal o distrital, los 
requerimientos anuales de subsidios para cada servicio que preste. Así mismo, comunicará los estimativos 
de recaudo por aporte solidario.

•	 Cuando el monto de los recursos aprobado por las autoridades competentes en el Fondo de Solidaridad 
no sea suficiente para cubrir la totalidad de los subsidios previstos, la entidad prestadora de los servicios 
públicos domiciliarios, deberá prever el plan de ajuste tarifario requerido.

De acuerdo con lo anterior, se plantea lo siguiente:

1. 	La entidad prestadora de los servicios públicos debe presentar a la Secretaría de Hacienda respectiva el 
requerimiento de los montos anuales de subsidios de cada servicio que preste, lo mismo que los estimativos 
de recaudo por aporte solidario.

2. 	La administración municipal, previo análisis y estudio de la información aportada, establecerá la pertinencia 
de la solicitud de la empresa y procederá a la asignación del monto requerido para los subsidios, y tramitará 
las apropiaciones presupuestales para el efecto.

	 En consecuencia,  si el estudio adelantado por la administración municipal determina que los aportes 
solidarios que se obtienen de las tarifas cobradas a los usuarios de los estratos 5 y 6, así como de las 
contribuciones provenientes de los usuarios del sector no residencial (industrial y comercial) son menores 
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al monto de recursos requeridos para subsidiar a los estratos 1, 2, y 3, la persona prestadora de los servicios 
públicos puede acceder a los recursos del Fondo de conformidad con lo dispuesto por la Ley 142 de 1994, 
el Decreto 565 de 1996 y las normas de carácter municipal que regulan el Fondo.

	 En el estudio realizado por el municipio se debe tener en cuenta que los servicios a cargo de la empresa 
prestadora de servicios públicos cumplan con los estándares técnicos y de calidad determinados por las 
entidades competentes.

3. 	Para que la persona (empresa) prestadora de servicios públicos pueda acceder a los recursos del Fondo 
Municipal de Solidaridad y Redistribución de Ingresos para los servicios públicos de acueducto, 
alcantarillado y aseo, es necesario tener en cuenta las siguientes situaciones.

	 Si los aportes solidarios que se obtienen de las tarifas cobradas a los usuarios de los estratos 5 y 6, así 
como de las contribuciones provenientes de los usuarios del sector no residencial (industrial y comercial) 
son:

•	 Menores al monto de recursos requeridos para subsidiar a los estratos 1, 2, y 3, la persona prestadora de 
los servicios públicos puede acceder a los recursos del Fondo de conformidad con lo dispuesto por la 
Ley 142 de 1994, el Decreto 565 de 1996 y las normas de carácter municipal que regulan el Fondo.

•	 Iguales al monto de recursos requeridos para subsidiar a los estratos 1, 2, y 3, la persona prestadora 
de los servicios públicos no puede acceder a los recursos del Fondo.

•	 Mayores al monto de recursos requeridos para subsidiar a los estratos 1, 2, y 3, la persona prestadora 
de los servicios públicos debe transferir el superávit de recursos al Fondo de conformidad con lo 
dispuesto por la ley 142 de 1994, el Decreto 565 de 1996.

4. 	En consecuencia, si la empresa de servicios públicos está financiando la totalidad de los subsidios otorgados 
a los estratos subsidiables, con el producto del recaudo de los aportes solidarios que se obtienen de los 
usuarios de los estratos 5 y 6, de las contribuciones provenientes de los usuarios del sector no residencial 
(industrial y comercial), la persona prestadora de los servicios públicos no tiene derecho a acceder a 
recursos adicionales del Fondo Municipal de Solidaridad y Redistribución de Ingresos para los servicios 
públicos de acueducto, alcantarillado y aseo.

De otra parte, es preciso aclarar que el propósito de los subsidios financiados con los recursos del Fondo 
Municipal de Solidaridad y Redistribución de Ingresos para los servicios públicos de acueducto, alcantarillado 
y aseo no es el de financiar los déficit fiscales ni la ineficiencia de los empresas prestadoras de los servicios, 
razón por la cual, una vez se determine el monto total de recursos con que se cuente para asignar subsidios 
y el Concejo Municipal haya determinado el porcentaje de aporte solidario que se cobrará a los usuarios 
aportantes, la persona prestadora deberá diseñar su plan de ajuste tarifario de modo que, al finalizar el período 
de transición, los subsidios no excedan los límites contenidos en el artículo 99.6 de la Ley 142 de 1994.

Para mayor información sobre la totalidad de la reglamentación expedida por el Ministerio de Vivienda, 
Ambiente y Desarrollo Territorial relacionada con las Leyes 1151 y 1176 de 2007, se puede consultar la 
siguiente página web:

www.minambiente.gov.co

Teléfono:  332 3434 



CAPÍTULO
PARTICIPACIÓN DE PROPÓSITO GENERAL

6.1. Distribución de competencias en otros sectores

La ley 715 de 2001 efectúa una asignación de competencias en otros sectores, diferentes a educación, salud 
y agua potable y saneamiento básico. En el caso de los distritos y los municipios estas competencias deben 
ser financiadas, entre otros recursos, con los de la Participación de Propósito General, teniendo en cuenta 
las prioridades definidas en el plan de desarrollo de la entidad territorial. 

6.1.1.  Competencias de la Nación

El artículo 73 de la Ley  715 de 2001 asigna las siguientes competencias a la Nación:

“Artículo 73. Competencias de la Nación en otros sectores. Corresponde a la Nación, además de las funciones señaladas 
en la Constitución y sin perjuicio de las asignadas en otras normas, las siguientes competencias:

73.1. Formular las políticas y objetivos de desarrollo del país, promoviendo su articulación con las de las entidades 
territoriales.

73.2. Asesorar y prestar asistencia técnica a las entidades territoriales.

73.3. Distribuir los recursos del Sistema General de Participaciones y ejercer las labores de seguimiento y evaluación del 
mismo.

73.4. Ejercer el seguimiento y la evaluación de los planes, programas y proyectos desarrollados por las entidades territoriales 
con los recursos del Sistema General de Participaciones y publicar los resultados obtenidos para facilitar el control 
social.

73.5. Intervenir en los términos señalados en la ley a las entidades territoriales.

73.6. Ejercer las labores de inspección y vigilancia de las políticas públicas sectoriales y vigilar su cumplimiento.

73.7. Promover los mecanismos de participación ciudadana en todos los niveles de la administración pública.

73.8. Dictar las normas científicas, técnicas y administrativas para la organización y prestación de los servicios que son 
responsabilidad del Estado.

73.9 Los demás que se requieran en desarrollo de las funciones de administración, distribución y control del Sistema 
General de Participaciones.”

6.1.2.  Competencias del departamento

El artículo 74 de la Ley  715 de 2001 asigna las siguientes competencias a los departamentos:

“Artículo 74. Competencias de los Departamentos en otros sectores. Los Departamentos son promotores del desarrollo 
económico y social dentro de su territorio y ejercen funciones administrativas, de coordinación, de complementariedad de 
la acción municipal, de intermediación entre la Nación y los Municipios y de prestación de los servicios.

VI
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Sin perjuicio de las establecidas en otras normas, corresponde a los Departamentos el ejercicio de las siguientes 
competencias:

74.1. 	 Planificar y orientar las políticas de desarrollo y de prestación de servicios públicos en el departamento y coordinar 
su ejecución con los municipios.

74.2. 	 Promover, financiar o cofinanciar proyectos nacionales, departamentales o municipales de interés 
departamental.

74.3. 	 Administrar los recursos cedidos por la Nación, atendiendo su destinación legal cuando la tengan.

74.4. 	 Promover la armonización de las actividades de los Municipios entre sí, con el Departamento y con la Nación.

74.5. 	 Asesorar y prestar asistencia técnica, administrativa y financiera a los Municipios y a las instituciones de prestación 
de servicios para el ejercicio de las competencias asignadas por la ley, cuando a ello haya lugar.

74.6. 	 Realizar el seguimiento y la evaluación de la acción de los municipios y de la prestación de los servicios a 
cargo de estos e informar los resultados de la evaluación y seguimiento a la Nación, autoridades locales y a la 
comunidad.

74.7. 	 Promover y fomentar la participación de las entidades privadas, comunitarias y sin ánimo de lucro en la prestación 
de los servicios que deben prestarse en el departamento.

74.8. 	 Adelantar la construcción y la conservación de todos los componentes de la infraestructura de transporte que les 
corresponda.

74.9 	 Desarrollar y ejecutar programas y políticas para el mantenimiento del medio ambiente y los recursos naturales 
renovables.

74.10. 	 Coordinar y dirigir con la colaboración de las Corporaciones Autónomas Regionales, las actividades de control 
y vigilancia ambientales intermunicipales, que se realicen en el territorio del departamento.

74.11. 	 Organizar sistemas de coordinación de las entidades prestadoras de servicios públicos y promover, cuando razones 
técnicas y económicas lo aconsejen, la organización de asociaciones de municipios para la prestación de servicios 
públicos, o la celebración de convenios para el mismo efecto.

74.12. 	 Coordinar acciones entre los municipios orientadas a desarrollar programas y actividades que permitan fomentar 
la práctica del deporte, la recreación y el aprovechamiento del tiempo libre en el territorio departamental.

74.13. 	 Coordinar acciones entre los municipios orientadas a desarrollar programas y actividades que permitan fomentar 
las artes en todas sus expresiones y demás manifestaciones simbólicas expresivas.

74.14. 	 En materia de orden público, seguridad, convivencia ciudadana y protección del ciudadano. (Declarado inexequible 
por la Corte Constitucional.)

74.14.1. 	Apoyar con recursos la labor que realiza la fuerza pública en su jurisdicción.

74.14.2. 	Preservar y mantener el orden público en su jurisdicción atendiendo las políticas que establezca el Presidente de 
la República.

74.15. 	 Participar en la promoción del empleo y la protección de los desempleados.”

6.1.3.  Competencias del distrito

El artículo 75 de la Ley  715 de 2001 asigna las siguientes competencias a los distritos:

“Artículo 75. Competencias de los distritos. Los distritos tendrán las mismas competencias que los municipios y 
departamentos, excepto aquellas que correspondan a la función de intermediación con los municipios y la Nación”

6.1.4.  Competencias del municipio

El artículo 76 de la Ley  715 de 2001 asigna las siguientes competencias a los municipios:



CAPÍTULO VI

249

PARTICIPACIÓN DE PROPÓSITO GENERAL

“Artículo 76. Competencias del municipio en otros sectores. Además de las establecidas en la Constitución y en otras 
disposiciones, corresponde a los Municipios, directa o indirectamente, con recursos propios, del Sistema General de 
Participaciones u otros recursos, promover, financiar o cofinanciar proyectos de interés municipal y en especial ejercer 
las siguientes competencias:

76.1. 	 Servicios Públicos

	 Realizar directamente o a través de terceros en materia de servicios públicos además de las competencias establecidas 
en otras normas vigentes la construcción, ampliación rehabilitación y mejoramiento de la infraestructura de 
servicios públicos.

76.2. 	 En materia de vivienda

76.2.1. 	 Participar en el Sistema Nacional de Vivienda de Interés Social.

76.2.2. 	 Promover y apoyar programas o proyectos de vivienda de interés social, otorgando subsidios para dicho objeto, 
de conformidad con los criterios de focalización nacionales, si existe disponibilidad de recursos para ello.

76.3. 	 En el sector agropecuario

76.3.1. 	 Promover, participar y/o financiar proyectos de desarrollo del área rural.

76.3.2. 	 Prestar, directa o indirectamente el servicio de asistencia técnica agropecuaria.

76.3.3. 	 Promover mecanismos de asociación y de alianzas de pequeños y medianos productores.

76.4. 	 En materia de transporte.

76.4.1. 	 Construir y conservar la infraestructura municipal de transporte, las vías urbanas, suburbanas, veredales y 
aquellas que sean propiedad del municipio, las instalaciones portuarias, fluviales y marítimas, los aeropuertos y 
los terminales de transporte terrestre, en la medida que sean de su propiedad o cuando éstos le sean transferidos 
directa o indirectamente.

	 Las vías urbanas que forman parte de las carreteras nacionales seguirán a cargo de la Nación.

76.4.2. 	 Planear e identificar prioridades de infraestructura de transporte en su jurisdicción y desarrollar alternativas 
viables.

76.5. 	 En materia ambiental

76.5.1. 	 Tomar las medidas necesarias para el control, la preservación y la defensa del medio ambiente en el municipio, 
en coordinación con las corporaciones autónomas regionales.

76.5.2. 	 Promover, participar y ejecutar programas y políticas para mantener el ambiente sano.

76.5.3. 	 Coordinar y dirigir, con la asesoría de las Corporaciones Autónomas Regionales, las actividades permanentes de 
control y vigilancia ambientales, que se realicen en el territorio del municipio.

76.5.4. 	 Ejecutar obras o proyectos de descontaminación de corrientes o depósitos de agua afectados por vertimientos, así 
como programas de disposición, eliminación y reciclaje de residuos líquidos y sólidos y de control a las emisiones 
contaminantes del aire.

76.5.5. 	 Promover, cofinanciar o ejecutar, en coordinación con otras entidades públicas, comunitarias o privadas, obras y 
proyectos de irrigación, drenaje, recuperación de tierras, defensa contra las inundaciones y regulación de cauces 
o corrientes de agua.

76.5.6. 	 Realizar las actividades necesarias para el adecuado manejo y aprovechamiento de cuencas y micro-cuencas 
hidrográficas.

76.5.7. Prestar el servicio de asistencia técnica y realizar transferencia de tecnología en lo relacionado con la defensa del 
medio ambiente y la protección de los recursos naturales.

76.6. 	 En materia de centros de reclusión

	 Los municipios en coordinación con el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario, Inpec, podrán apoyar la 
creación, fusión o supresión, dirección, organización, administración, sostenimiento y vigilancia de las cárceles para 
las personas detenidas preventivamente y condenadas por contravenciones que impliquen privación de la libertad.
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76.7. 	 En deporte y recreación

76.7.1. 	 Planear y desarrollar programas y actividades que permitan fomentar la práctica del deporte, la recreación, el 
aprovechamiento del tiempo libre y la educación física en su territorio.

76.7.2. 	 Construir, administrar, mantener y adecuar los respectivos escenarios deportivos.

76.7.3. 	 Cooperar con otros entes deportivos públicos y privados para el cumplimiento de los objetivos previstos en la 
ley.

76.8. 	 En cultura

76.8.1. 	 Fomentar el acceso, la innovación, la creación y la producción artística y cultural en el municipio.

76.8.2. 	 Apoyar y fortalecer los procesos de información, investigación, comunicación y formación y las expresiones 
multiculturales del municipio.

76.8.3. 	 Apoyar la construcción, dotación, sostenimiento y mantenimiento de la infraestructura cultural del municipio y su 
apropiación creativa por parte de las comunidades; y proteger el patrimonio cultural en sus distintas expresiones 
y su adecuada incorporación al crecimiento económico y a los procesos de construcción ciudadana.

76.8.4. 	 Apoyar el desarrollo de las redes de información cultural y bienes, servicios e instituciones culturales (museos, 
bibliotecas, archivos, bandas, orquestas, etc.), así como otras iniciativas de organización del sector cultural.

76.8.5. 	 Formular, orientar y ejecutar los planes, programas, proyectos y eventos municipales teniendo como referencia 
el Plan Decenal de Cultura.

76.9. 	 En prevención y atención de desastres

	 Los municipios con la cofinanciación de la Nación y los departamentos podrán:

76.9.1. 	 Prevenir y atender los desastres en su jurisdicción.

76.9.2. 	 Adecuar las áreas urbanas y rurales en zonas de alto riesgo y reubicación de asentamientos.

76.10. 	 En materia de promoción del desarrollo

76.10.1. 	Promover asociaciones y concertar alianzas estratégicas para apoyar el desarrollo empresarial e industrial del 
municipio y en general las actividades generadoras de empleo.

76.10.2. 	Promover la capacitación, apropiación tecnológica avanzada y asesoría empresarial.

76.11. 	 Atención a grupos vulnerables

	 Podrán establecer programas de apoyo integral a grupos de población vulnerable, como la población infantil, 
ancianos, desplazados o madres cabeza de hogar.

76.12. 	 Equipamiento municipal

	 Construir, ampliar y mantener la infraestructura del edificio de la Alcaldía, las plazas públicas, el cementerio, el 
matadero municipal y la plaza de mercado y los demás bienes de uso público, cuando sean de su propiedad.

76.13. 	 Desarrollo comunitario

	 Promover mecanismos de participación comunitaria para lo cual podrá convocar, reunir y capacitar a la 
comunidad.

76.14. 	 Fortalecimiento institucional

76.14.1. 	Realizar procesos integrales de evaluación institucional y capacitación, que le permitan a la administración local 
mejorar su gestión y adecuar su estructura administrativa, para el desarrollo eficiente de sus competencias, dentro 
de sus límites financieros.

76.14.2. 	Adelantar las actividades relacionadas con la reorganización de la administración local con el fin de optimizar 
su capacidad para la atención de sus competencias constitucionales y legales, especialmente: El pago de 
indemnizaciones de personal originadas en programas de saneamiento fiscal y financiero por el tiempo de duración 
de los mismos; y, el servicio de los créditos que se contraten para ese propósito.
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76.14.3. 	Financiar los gastos destinados a cubrir el déficit fiscal, el pasivo laboral y el pasivo prestacional, existentes a 31 
de diciembre de 2000, siempre y cuando tales gastos se encuentren contemplados en programas de saneamiento 
fiscal y financiero, con el cumplimiento de todos los términos y requisitos establecidos en la Ley 617 de 2000 y 
sus reglamentos.

76.14.4. 	Cofínanciar cada dos años con la Nación la actualización del instrumento Sisbén o el que haga sus veces.

76.15. 	 En justicia

	 Los municipios podrán financiar las inspecciones de policía para la atención de las contravenciones y demás 
actividades de policía de competencia municipal.

76.16. 	 En materia de orden público, seguridad, convivencia ciudadana y protección del ciudadano. (Declarado inexequible 
por la Corte Constitucional.)

76.16.1. 	Apoyar con recursos la labor que realiza la fuerza pública en su jurisdicción.

76.16.2. 	Preservar y mantener el orden público en su jurisdicción, atendiendo las políticas que establezca el Presidente de 
la República.

76.17. 	 Restaurantes escolares

	 Corresponde a los distritos y municipios garantizar el servicio de restaurante para los estudiantes de su 
jurisdicción, en desarrollo de esta competencia deberán adelantar programas de alimentación escolar con los 
recursos descontados para tal fin de conformidad con establecido en artículo 2°, parágrafo 2° de la presente ley, 
sin detrimento de los que destina el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar a este tipo de programas u otras 
agencias públicas o privadas.

	 La ejecución de los recursos para restaurantes escolares se programará con el concurso de los rectores y directores 
de las instituciones educativas.

	 Estos recursos se distribuirán conforme a fórmula para la distribución de recursos de la participación de propósito 
general.

76.18. 	 En empleo

	 Promover el empleo y la protección a los desempleados.”

6.2. Distribución

La Participación de Propósito General tiene el objeto de proveer a los municipios los recursos para financiar 
las competencias asignadas por el artículo 76 de la Ley 715 de 2001, incluyendo los sectores de educación y 
salud, de acuerdo con las prioridades establecidas en los planes de desarrollo de las entidades territoriales. 

Son beneficiarios de la Participación de Propósito General los municipios, distritos y el departamento 
archipiélago de San Andrés y Providencia.

La distribución de los recursos se realiza teniendo en cuenta los criterios establecidos por el artículo 79 
de la Ley 715 de 2001, modificada por el artículo 23 de la Ley 1176 de 2007. Dichos criterios son los 
siguientes:

“Artículo 23. El artículo 79  de la Ley 715 de 2001, quedará así:

 “Artículo 79. Criterios de distribución de los recursos de la Participación de Propósito General. Los recursos de la 
Participación de Propósito General serán distribuidos de la siguiente manera:

 1.	El 17% distribuido entre los municipios menores de 25.000 habitantes, así:

 a) El 60% según la pobreza relativa. Para ello se tomará el grado de pobreza de cada municipio medido con el Indice 
de Necesidades Básicas Insatisfechas, NBI, o el indicador que lo sustituya determinado por el DANE, en relación 
con el nivel de pobreza relativa nacional;



CAPÍTULO VI

252

PARTICIPACIÓN DE PROPÓSITO GENERAL

b)	 El 40% en proporción a la población urbana y rural. Para lo cual se tomará la población urbana y rural del 
municipio en la respectiva vigencia y su proporción sobre la población urbana y rural total del país, según los datos 
de población certificados por el Departamento Administrativo Nacional de Estadística, DANE, que deben tener en 
cuenta la información sobre la población desplazada.

 2.	 El 83% distribuido entre los distritos y municipios, incluidos los menores de 25.000 habitantes, así:

 a)	 El 40% según la pobreza relativa. Para ello se tomará el grado de pobreza de cada distrito o municipio medido con 
el Indice de Necesidades Básicas Insatisfechas, NBI, o el indicador que lo sustituya determinado por el DANE, en 
relación con el nivel de pobreza relativa nacional.

 	 En consecuencia de lo anterior, el indicador de distribución para cada municipio y distrito será el resultado de 
dividir su NBI entre la sumatoria de los NBI de todos los municipios y distritos del país. Este indicador para cada 
municipio se multiplicará por el monto total de recursos a distribuir por el criterio de pobreza relativa;

 b)	 El 40% en proporción a la población urbana y rural. Para lo cual se tomará la población urbana y rural del distrito 
o municipio en la respectiva vigencia y su proporción sobre la población urbana y rural total del país, según los datos 
de población certificados por el Departamento Administrativo Nacional de Estadística, DANE, que deben tener en 
cuenta la información sobre la población desplazada;

c)	 El 10% por eficiencia fiscal. Entendida como el crecimiento promedio de los ingresos tributarios per cápita de las 
tres últimas vigencias fiscales. La información sobre la ejecución de ingresos tributarios será la informada por las 
entidades territoriales y refrendada por la Contaduría General de la Nación antes del 30 de junio de cada año.

 	 En todo caso, los recursos asignados por este criterio no pueden superar el 50% de lo asignado por los criterios de 
población y pobreza relativa de que trata el numeral 2 de este artículo;

 d)	 El 10% por eficiencia administrativa en la racionalización del gasto. Entendida como el incentivo a los distritos y 
municipios que cumplan con los límites establecidos para los gastos de funcionamiento de la administración central 
de que trata la Ley 617 de 2000 o las normas que la modifiquen, sustituyan o adicionen. El indicador de distribución 
será la diferencia entre el límite establecido por la Ley 617 de 2000 y el porcentaje de gastos de funcionamiento 
certificado para cada municipio y distrito, por la Contraloría General de la República. La Contaduría General de la 
Nación será la entidad encargada de certificar al DNP, antes del 30 de septiembre de cada año, la diferencia entre el 
valor certificado a cada municipio y distrito por la Contraloría General de la República y el límite correspondiente 
establecido por la Ley 617 de 2000.

 	 Un porcentaje de los recursos correspondientes a este criterio se podrá distribuir entre las entidades territoriales 
beneficiarias que mantengan actualizado, conforme a los criterios señalados por el DNP, el Sistema de Información 
de Beneficiarios, Sisbén, o el que haga sus veces, y/o que cumplan con las metas y lineamientos de las políticas 
priorizadas por el Gobierno nacional. Para el efecto el Conpes Social definirá la metodología correspondiente e 
informará previamente a las entidades territoriales beneficiarias, las metas y lineamientos priorizadas a evaluar.

 	 En todo caso, los recursos asignados por el criterio de eficiencia administrativa no pueden superar el 50% de lo 
asignado por los criterios de población y pobreza relativa de que trata el numeral 2 de este artículo.

 	 Parágrafo. Para efectos del cálculo de los indicadores para la distribución de los recursos de la Participación 
de Propósito General del Sistema General de Participaciones, relacionados con eficiencia, se entenderá que las 
entidades territoriales cumplen, como mínimo, con el promedio nacional del respectivo indicador, siempre y cuando 
haya concepto favorable del Ministerio de Hacienda y Crédito Público sobre el cumplimiento del respectivo Acuerdo 
de Reestructuración de Pasivos y/o Programa de Saneamiento Fiscal y Financiero.

 	 Parágrafo transitorio. El Conpes Social podrá determinar la transición para la aplicación plena de las fórmulas de 
distribución de los recursos correspondientes a la eficiencia fiscal y administrativa de la participación de Propósito 
General establecidas en este artículo”.

Como se puede apreciar la Participación de Propósito General tiene dos componentes básicos. El primero  
corresponde al desarrollo del Acto Legislativo 04 de 2007 que estableció una asignación de libre inversión 
para los municipios con población menor a 25.000 habitantes, con la finalidad de financiar programas y 
proyectos de inversión. Esta asignación corresponde al 17% de la Participación de Propósito General. El 
segundo, equivalente al 83% de los recursos de la Participación de Propósito General se distribuye entre todos 
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los municipios y distritos, incluidos aquellos que tiene población menor a 25.000 habitantes, de acuerdo con 
los criterios definidos por la ley.

En el cuadro 6 se presenta la distribución de la Participación de Propósito General de acuerdo con los criterios 
previstos por la ley.

Cuadro 6
Criterios de distribución

Participación de Propósito General

17%
PARA  MUNICIPIOS 
MENORES DE 25000

HABITANTES

83%
PARA TODOS LOS 

MUNICIPIOS
Y DISTRITOS

Según la pobreza relativa. Para ello se tomará el grado de pobreza de cada 
municipio medido con el Indice de Necesidades Básicas Insatisfechas, NBI, 
o el indicador que lo sustituya determinado por el DANE, en relación con 
el nivel de pobreza relativa nacional.

En proporción a la población urbana y rural. Para lo cual se tomará la 
población urbana y rural del municipio en la respectiva vigencia y su 
proporción sobre la población urbana y rural total del país, según los datos 
de población certificados por el Departamento Administrativo Nacional 
de Estadística, DANE, que deben tener en cuenta la información sobre la 
población desplazada.

Según la pobreza relativa. Para ello se tomará el grado de pobreza de 
cada distrito o municipio medido con el Indice de Necesidades Básicas 
Insatisfechas, NBI, o el indicador que lo sustituya determinado por el DANE, 
en relación con el nivel de pobreza relativa nacional.

En proporción a la población urbana y rural. Para lo cual se tomará la 
población urbana y rural del distrito o municipio en la respectiva vigencia 
y su proporción sobre la población urbana y rural total del país, según los 
datos de población certificados por el Departamento Administrativo Nacional 
de Estadística, DANE, que deben tener en cuenta la información sobre la 
población desplazada.

Por eficiencia fiscal. Entendida como el crecimiento promedio de los ingresos 
tributarios per cápita de las tres últimas vigencias fiscales. La información 
sobre la ejecución de ingresos tributarios será la informada por las entidades 
territoriales y refrendada por la Contaduría General de la Nación antes del 
30 de junio de cada año.

El 10% por eficiencia administrativa en la racionalización del gasto. 
Entendida como el incentivo a los distritos y municipios que cumplan con los 
límites establecidos para los gastos de funcionamiento de la administración 
central de que trata la Ley 617 de 2000 o las normas que la modifiquen, 
sustituyan o adicionen. El indicador de distribución será la diferencia entre 
el límite establecido por la Ley 617 de 2000 y el porcentaje de gastos de 
funcionamiento certificado para cada municipio y distrito, por la Contraloría 
General de la República. La Contaduría General de la Nación será la entidad 
encargada de certificar al DNP, antes del 30 de septiembre de cada año, 
la diferencia entre el valor certificado a cada municipio y distrito por la 
Contraloría General de la República y el límite correspondiente establecido 
por la Ley 617 de 2000.

60%

40%

40%

40%

10%

10%
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6.3. Destinación 

 En cuanto a la destinación de los recursos de la Participación de Propósito General,  el artículo 78 de la Ley 
715 de 2001, modificado por el artículo 21 de la Ley 1176 de 2007, dispone lo siguiente:

“Artículo 21. El artículo 78 de la Ley 715 de 2001 quedará así:

 “Artículo 78. Destino de los recursos de la Participación de Propósito General. Los municipios clasificados en las categorías 
4ª, 5ª y 6ª, podrán destinar libremente, para inversión u otros gastos inherentes al funcionamiento de la administración 
municipal, hasta un cuarenta y dos por ciento (42%) de los recursos que perciban por la Participación de Propósito 
General.

 Del total de los recursos de la participación de propósito general asignada a cada distrito o municipio una vez descontada 
la destinación establecida para inversión u otros gastos inherentes al funcionamiento de la administración municipal de 
que trata el inciso anterior y la asignación correspondiente a los municipios menores de 25.000 habitantes, definida en el 
inciso 3o del artículo 4º del Acto Legislativo 04 de 2007, cada distrito y municipio destinará el cuatro por ciento (4%) para 
deporte y recreación, el tres por ciento (3%) para cultura y el diez por ciento (10%) para el Fondo Nacional de Pensiones 
de las Entidades Territoriales, Fonpet.

Los recursos restantes deben ser destinados a inversión, en desarrollo de las competencias asignadas por la ley.

Parágrafo 1º. Con los recursos de la participación de propósito general podrá cubrirse el servicio de la deuda originado 
en el financiamiento de proyectos de inversión física, adquirida en desarrollo de las competencias de los municipios. Para 
el desarrollo de los mencionados proyectos se podrán pignorar los recursos de la participación de propósito general.

 Parágrafo 2º. Con cargo a los recursos de libre inversión de la participación de propósito general y en desarrollo de la 
competencia de atención a grupos vulnerables de que trata el numeral 11 del artículo 76  de la Ley 715 de 2001, los distritos 
y municipios podrán cofinanciar los gastos que se requieran para realizar el acompañamiento directo a las familias en el 
marco de los programas diseñados por el Gobierno nacional para la superación de la pobreza extrema”.

6.3.1. Destinación para los municipios de categoría 4ª, 5ª y 6ª

De conformidad con lo dispuesto por el Acto Legislativo 04 de 2007 y  por el artículo 78 de la Ley 715 de 
2001, modificado por el artículo 21 de la Ley 1176 de 2007, los municipios clasificados en las categorías 
4ª, 5ª y 6ª, podrán destinar libremente, para inversión u otros gastos inherentes al funcionamiento de la 
administración municipal, hasta un cuarenta y dos por ciento (42%) de los recursos que perciban por la 
Participación de Propósito General, lo cual se denomina libre destinación. La categoría corresponde a la 
adoptada por los municipios con base en los criterios establecidos por la Ley 617 de 2000, determinada cada 
año para la vigencia respectiva

Teniendo en cuenta lo anterior, los recursos correspondientes al resto de los recursos que perciban por la 
Participación de Propósito General son de forzosa inversión y deben ser destinados al desarrollo y ejecución 
de las competencias a su cargo, de acuerdo con las siguientes condiciones previstas por la ley:

•	 Se descuenta el monto asignado para inversión en cualquier sector de su competencia, correspondiente a 
los municipios con población menor a 25.000 habitantes.

•	 Sobre los recursos restantes se calcula el 4% de los recursos para deporte y recreación, el 3% para cultura 
y el 10% para el Fonpet.

•	 Los recursos que quedan deben ser destinados a inversión, en desarrollo de las competencias asignadas 
por la ley.
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En el gráfico 7 se puede apreciar la destinación de los recursos para los municipios de categoría 4ª, 5ª y 6ª.

6.3.2. Destinación para los municipios de categoría especial, 1ª, 2ª y 3ª 

De acuerdo con lo  dispuesto por la ley los recursos de la Participación de Propósito General para los 
municipios de categoría especial, 1ª, 2ª y 3ª, tienen la siguiente destinación:

El 100% debe ser destinado a inversión, de la siguiente manera.

•	 Sobre el total de los recursos se calcula el 4% de los recursos para deporte y recreación, el 3% para cultura 
y el 10% para el Fonpet.

•	 Los recursos restantes deben ser destinados a inversión, en desarrollo de las competencias asignadas por 
la ley.

Por lo tanto, el 100% de los recursos de la Participación de Propósito General asignado a los distritos, a los 
municipios de categorías Especial, 1ª, 2ª y 3ª y al departamento Archipiélago de San Andrés y Providencia 
son de forzosa inversión y deben ser destinados al desarrollo y ejecución de las competencias a su cargo.

En el Gráfico 8 se puede apreciar la destinación de los recursos para los municipios de categoría especial, 
1ª, 2ª y 3ª.

Gráfico 7
Participación de Propósito General

Destinación de los recursos
Municipios de Categoría 4ª, 5ª y 6ª

Propósito General

Libre destinación
(42% del total de PG)

(Municipios categoría 4ª, 5ª y 6ª)

Menores de 25.000 habitantes
(Libre Inversión)Menos

Base cálculo para determinar los mínimos sectoriales

3% Cultura 10% Fonpet
Restante

Libre Inversión4% Deporte

Gráfico 8
Participación de Propósito General

Destinación de los recursos
Municipios de Categoría Especial 1ª, 2ª y 3ª

Propósito General

100%

Base cálculo para determinar los mínimos sectoriales

3% Cultura 10% Fonpet
Restante

Libre Inversión4% Deporte
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Respecto a la destinación de los recursos de la Participación de Propósito General de forzosa inversión con 
destino al Fonpet, es importante tener en cuenta que el artículo 22 de la Ley 1176 de 2007, establece los 
siguientes criterios36:

“Artículo 22. ASIGNACIÓN DE PROPÓSITO GENERAL PARA EL FONPET.

Para el caso de la asignación al Fonpet señalada en el inciso anterior, el Ministerio del Interior y Justicia deberá enviar 
al Departamento Nacional de Planeación la certificación respectiva sobre las categorías adoptadas por los municipios y 
distritos, para la vigencia siguiente a más tardar el 20 de diciembre de cada año.

Con base en dicha información, el Departamento Nacional de Planeación, al realizar la distribución de los recursos de la 
participación de propósito general, distribuirá el monto establecido por el Fonpet en el presente parágrafo. Una vez aprobada 
la distribución del Sistema General de Participaciones por el Conpes Social, estos recursos serán girados directamente al 
Fondo Nacional de Pensiones de las Entidades Territoriales, con la misma periodicidad y oportunidad prevista para los 
recursos del Sistema General de Participaciones.

En caso de que la categoría de un distrito o municipio no pueda ser certificada por el Ministerio del Interior y Justicia y 
no se encuentre en la categorización expedida por la Contaduría General de la Nación, en primer lugar, se considerará la 
categoría certificada por dichas entidades para la vigencia anterior, y en última instancia, el Departamento Nacional de 
Planeación procederá a estimar dicha categoría, la cual, en este caso, sólo tendrá efectos para la distribución del porcentaje 
destinado al Fonpet de que trata este parágrafo.

Previa certificación expedida por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, quedan excluidos de la obligación de 
hacer la destinación al Fonpet prevista en este parágrafo, los municipios, departamentos o distritos que no tengan pasivo 
pensional, y aquellos que estén dentro de un acuerdo de reestructuración de pasivos conforme a la Ley 550 de 1999, o las 
normas que la sustituyan o modifiquen, siempre y cuando estos recursos se encuentren comprometidos en dicho acuerdo 
de reestructuración.”

Cabe señalar que los recursos de la destinación del 10% de la Participación de Propósito General con destino 
al Fonpet corresponden a una provisión o un ahorro para la financiación de los pasivos pensionales de la 
entidad territorial y que hasta tanto el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, a través de la Dirección de 
Regulación de la Seguridad Social, autorice el desahorro de dichos recursos para atender los compromisos 
previstos por la ley, no pueden afectarse presupuestalmente. En consecuencia, dichos recursos no deben ser 
incorporación al presupuesto de la entidad territorial. Sin embargo, dado que se trata de la asignación de 
recursos en cuentas individuales a favor de la entidad territorial, éstos si deben ser reflejados en los estados 
contables.

Es importante señalar que los recursos de la destinación del 10% de la Participación de Propósito General 
con destino al Fonpet podrán ser incorporados en el presupuesto de la entidad territorial, sólo en aquellos 
casos en los cuales el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, a través de la Dirección de Regulación de 
la Seguridad Social, autorice el desahorro de dichos recursos para atender los compromisos previstos por 
la ley.

Para efectos de determinar el 10% de la Participación de Propósito General con destinación específica para el 
Fonpet, el Departamento Nacional de Planeación solicita al Ministerio del Interior y de Justicia la certificación 
en la cual conste la categoría adoptada por cada municipio para la vigencia correspondiente a la distribución 
de los recursos del Sistema General de Participaciones.
 
El mismo trámite se realiza ante la Contaduría General de la Nación, solicitando la certificación sobre las categorías 
determinadas por dicha entidad para los municipios que no se hayan categorizado al 31 de octubre de cada año.

36 Estos criterios estaban definidos en el artículo 49 de la Ley 863 de 2003, por la cual se establecen normas tributarias, aduaneras, fiscales y de control para estimular 
el crecimiento económico y el saneamiento de las finanzas públicas. Este artículo había modificado el parágrafo 3º del artículo 78 de la Ley 715 de 2001.
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Una vez el Ministerio del Interior y de Justicia y la Contaduría General de la Nación reportan  al Departamento 
Nacional de Planeación las categorías de los municipios, el DNP consolida la información complementado 
la certificación del Ministerio con la enviada por la Contaduría General de la Nación. 

En aquellos casos en que se encuentran municipios que no están incluidos en las certificaciones expedidas 
por el Ministerio del Interior y de Justicia y la Contaduría General de la Nación, el Departamento Nacional 
de Planeación procede al cálculo de la categoría con base en la información de los municipios disponible 
en la entidad. En este último caso, es importante precisar que la categoría calculada solamente tiene efectos 
para determinar el 10% para el Fonpet, es decir, que no es aplicable a las demás situaciones en las cuales las 
leyes hacen referencia a la categoría de los municipios.

De acuerdo con lo anterior, se recomienda que los alcaldes una vez expidan el decreto de categorización del 
municipio lo envíen inmediatamente al Ministerio del Interior y de Justicia, tal como lo establece la ley.

En cuanto a las excepciones previstas por la ley, es importante señalar que la Dirección de Regulación 
Económica de la Seguridad Social del Ministerio de Hacienda y Crédito Público certifica al Departamento 
Nacional de Planeación los municipios que no cuentan con pasivo pensional.

Adicionalmente, la Dirección General de Apoyo Fiscal del Ministerio de Hacienda y Crédito Público certifica 
al Departamento Nacional de Planeación los municipios que están dentro de un Acuerdo de Reestructuración de 
Pasivos conforme a la Ley 550 de 1999, siempre y cuando tengan comprometidos recursos de la Participación 
de Propósito General de forzosa inversión en dicho acuerdo.

6.3.3. Programación y destinación de los recursos del  4% para deporte y recreación

Los recursos asignados al sector deporte y recreación deben destinarse a:

•	 Planear y desarrollar programas y actividades que permitan fomentar la práctica del deporte, la recreación, 
el aprovechamiento del tiempo libre y la educación física en su territorio.

•	 Construir, administrar, mantener y adecuar los respectivos escenarios deportivos.

•	 Cooperar con otros entes deportivos públicos y privados para el cumplimiento de los objetivos previstos 
en la ley”.

Para el efecto, las inversiones deben estar soportadas en proyectos inscritos y debidamente viabilizados 
en el Banco Municipal de Proyectos de Inversión, incorporados al Plan Operativo Anual de Inversiones 
del municipio y en el presupuesto municipal. En esta medida, las inversiones deben estar soportadas por 
proyectos que tengan definidos objetivos, metas e indicadores de resultado que permitan medir el impacto 
de las inversiones en la comunidad.

En los casos que el instituto municipal de deportes sea ejecutor de uno o varios proyectos incluidos en el 
presupuesto del municipio, los recursos le podrán ser transferidos para el efecto. No obstante, el instituto no 
podrá en ningún momento ni por ninguna razón cambiar la destinación de los recursos, salvo que se realice 
la respectiva modificación al presupuesto de la entidad territorial, manteniendo, en todo caso, su destinación 
legal.
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Teniendo en cuenta que el instituto de deportes es un establecimiento público del orden municipal, en el 
acuerdo de su creación deben estar definidas las fuentes de recursos con las cuales se pueden financiar los 
gastos de funcionamiento de dicha entidad, entre los cuales se encuentra el personal vinculado a la planta 
de personal. En consecuencia, se debe precisar que los recursos de la Participación de Propósito General de 
forzosa inversión no se pueden destinar a financiar gastos de funcionamiento del ente deportivo municipal 
o de la entidad o unidad administrativa municipal que haga su veces.

En cuanto al apoyo a eventos deportivos, las acciones desarrolladas tienen que ver con la disponibilidad 
de la logística necesaria para su realización, tales como la dotación de escenarios de carácter municipal de 
los equipos e implementos necesarios para la práctica de las actividades deportivas.  Sin embargo, estos no 
se pueden entregar a las agrupaciones deportivas en calidad de donación por parte del municipio, sino que 
deberá ser cuidado y administrado por el respectivo instituto de deporte o la entidad que haga sus veces, 
dadas las restricciones establecidas por la Constitución en materia de donaciones y auxilios con los recursos 
públicos.

Respecto al apoyo financiero a las ligas y clubes, los recursos no pueden ser destinados para financiar el pago 
de títulos de aportación, afiliación y cuotas de sostenimiento y el funcionamiento de entidades de carácter 
privado. 

6.3.4. Programación y destinación de los recursos del 3% para cultura 

Los recursos de la Participación de Propósito General destinados a la financiación de competencias en materia 
de cultura deben destinarse a:

•	 Fomentar el acceso, la innovación, la creación y la producción artística y cultural en el municipio.

•	 Apoyar y fortalecer los procesos de información, investigación, comunicación y formación, y las 
expresiones multiculturales del municipio.

•	 Apoyar la construcción, dotación, sostenimiento y mantenimiento de la infraestructura cultural del 
municipio y su apropiación creativa por parte de las comunidades; y proteger el patrimonio cultural en 
sus distintas expresiones y su adecuada incorporación al crecimiento económico y a los procesos de 
construcción ciudadana.

•	 Apoyar el desarrollo de las redes de información cultural y bienes, servicios e instituciones culturales 
(museos, bibliotecas, archivos, bandas, orquestas, etc.), así como otras iniciativas de organización del 
sector cultural.

•	 Formular, orientar y ejecutar los planes, programas, proyectos y eventos municipales teniendo como 
referencia el Plan Decenal de Cultura.

Los recursos de forzosa inversión para cultura deben estar debidamente programados en el Plan Operativo 
Anual de Inversiones del municipio y en el respectivo presupuesto municipal, en la financiación de proyectos 
de acuerdo con las competencias señaladas por la ley. 

Es importante tener en cuenta que los recursos tienen la finalidad de responder a financiar el gasto social en 
materia de cultura y que los proyectos deben estar orientados a satisfacer las necesidades de la comunidad 
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en general, es decir, que es necesario evaluar el beneficio social y el impacto de cada proyecto tanto para la 
población urbana y rural del municipio, pues se trata de fortalecer las expresiones culturales que identifican 
a los habitantes del municipio.

Para el efecto, las inversiones deben estar soportadas en proyectos inscritos y debidamente viabilizados 
en el Banco Municipal de Proyectos de Inversión, incorporados al Plan Operativo Anual de Inversiones 
del municipio y en el presupuesto municipal. En esta medida, las inversiones deben estar soportadas por 
proyectos que tengan definidos objetivos, metas e indicadores de resultado que permitan medir el impacto 
de las inversiones en la comunidad.

En los casos que el municipio cuente con un instituto municipal de cultura, como establecimiento público, 
que sea ejecutor de uno o varios proyectos incluidos en el presupuesto del municipio, los recursos le podrán 
transferidos para el efecto. No obstante, el instituto no podrá en ningún momento ni por ninguna razón 
cambiar la destinación de los recursos, salvo que se realice la respectiva modificación al presupuesto de la 
entidad territorial, manteniendo, en todo caso, su destinación legal.

Se considera relevante precisar que los recursos de la Participación de Propósito General de forzosa inversión 
en cultura no se pueden destinar a financiar gastos de funcionamiento de la entidad o de la unidad administrativa 
municipal que ejecute la política y proyectos culturales del municipio.

En cuanto al apoyo a eventos culturales, las acciones desarrolladas tienen que ver con la disponibilidad de 
la logística necesaria para su realización, tales como la dotación de escenarios de carácter municipal de los 
equipos e implementos necesarios para el ejercicio de la expresión cultural. Sin embargo, estos no se pueden 
entregar a las agrupaciones culturales en calidad de donación por parte del municipio, sino que deberá ser 
cuidado y administrado por la entidad o de la unidad administrativa municipal que ejecute la política y 
proyectos culturales del municipio, dadas las restricciones establecidas por la Constitución en materia de 
donaciones y auxilios con los recursos públicos.

6.3.5. Programación y destinación de los recursos de forzosa inversión en otros sectores

Los recursos de la Participación de Propósito General de forzosa inversión en otros sectores, es decir, aquellos 
diferentes a los que tienen destinación específica para cultura, deporte y recreación y Fonpet,   se deben 
destinar al cumplimiento de las competencias establecidas por la ley a los municipios. Es decir, que se pueden 
aplicar en uno o más sectores para financiar proyectos en educación, salud, agua potable, deporte, cultura 
y en los demás sectores definidos en el artículo 76 de la Ley 715 de 2001, de acuerdo con las prioridades 
definidas en el plan de desarrollo municipal.

Para la programación y ejecución de los recursos de la Participación de Propósito General de forzosa inversión 
es necesario tener en cuenta las siguientes consideraciones:

•	 Con los recursos de la Participación de Propósito General de forzosa inversión no se puede financiar 
personal administrativo, debido a que estos gastos son de funcionamiento, como lo expresa el parágrafo 
4º del artículo 3 de la Ley 617 de 2000.

Parágrafo 4º. Los contratos de prestación de servicios para la realización de actividades administrativas se clasificarán 
para los efectos de la presente ley como gastos de funcionamiento.
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•	 Los recursos deben ejecutarse conforme a programas y proyectos viables. En este sentido se  recuerda 
el objeto y sentido de la planeación, en la medida en que el proyecto se constituye en la unidad básica 
de dicho proceso, que debe contener objetivos acordes con los objetivos generales, las políticas y las 
estrategias establecidas por la administración municipal, en el largo, corto y mediano plazo.

•	 El proyecto debe inscribirse en el Banco de Proyectos de Inversión Municipal, para lo cual deberá cumplir 
con las condiciones técnicas mínimas, es decir que tenga objetivos, una identificación clara, que desarrolle 
las actividades para la consecución del objetivo y que determine los recursos humanos, físicos y financieros 
requeridos para sus logros en determinado plazo, e indicadores que permitan medir el cumplimiento de 
los objetivos y metas planteadas en el mismo.  Igualmente, estos programas y proyectos a financiar deben 
estar enmarcados en los objetivos y estrategias del plan de desarrollo local.

•	 El Estatuto Orgánico de Presupuesto, Decreto 111 de 1996, establece las siguientes restricciones:

Artículo 68. No se podrá ejecutar ningún programa o proyecto que haga parte del Presupuesto General de la Nación hasta 
tanto se encuentren evaluados por el órgano competente y registrados en el Banco Nacional de Programas y Proyectos 
(…)

En este caso debe hacerse referencia al presupuesto y al banco de programas y proyectos de la entidad 
territorial.

•	 No se pueden decretar auxilios o donaciones a favor de personas naturales o jurídicas. En todo caso, en 
desarrollo de una competencia cuando se entreguen subsidios estos deberán asignarse considerando criterios 
de focalización hacia la población más pobre, evitando que en cualquier momento se configuren auxilios, 
los cuales están prohibidos por el artículo 355 de la Constitución Política. Al respecto el artículo 94 de 
la Ley 715 de 2001, modificado por el artículo 24 de la Ley 1176 de 2007,  establece lo siguiente:

“Artículo 94. Focalización de los servicios sociales. Focalización es el proceso mediante el cual, se garantiza que el gasto 
social se asigne a los grupos de población más pobre y vulnerable.

El Conpes Social, definirá cada tres años los criterios e instrumentos para la determinación, identificación y selección de 
beneficiarios, así como, los criterios para la aplicación del gasto social por parte de las entidades territoriales.

El Gobierno nacional, a través del Departamento Nacional de Planeación, definirá las condiciones de ingreso, suspensión y 
exclusión de las personas a las bases de datos que hacen parte de los mencionados instrumentos, los cruces de información 
necesarios para su depuración y actualización, así como los lineamientos para su implementación y operación, el diseño 
de las metodologías, la consolidación de la información a nivel nacional, los controles de calidad pertinentes; y coordinará 
y supervisará su implementación, mantenimiento y actualización. En desarrollo de esta atribución, el Gobierno nacional, 
en situaciones especiales y con el objetivo de garantizar la efectividad de los instrumentos de focalización, de manera 
preventiva podrá suspender temporalmente su actualización en el país, con las excepciones a que hubiere lugar.

Para la definición de los criterios de egreso, suspensión o exclusión de las personas de las bases de datos, se tendrán en 
cuenta la aplicación de los principios de transparencia, igualdad y publicidad de la información, que no goce de protección 
constitucional o reserva legal, así como los principios constitucionales que rigen la administración de datos personales, 
de conformidad con las normas vigentes.

Las entidades territoriales tendrán a cargo su implementación, actualización, administración y operación de la base de 
datos, conforme a los lineamientos y metodologías que establezca el Gobierno nacional.

En todo caso, las entidades territoriales al realizar inversión social, especialmente mediante la asignación de subsidios, 
deben aplicar los criterios e instrumentos de focalización, definidos por el Conpes Social. Los diferentes programas sociales 
del orden nacional o territorial, deben definir la forma en que aplicarán los criterios e instrumentos para la focalización, 
contemplando además los criterios de egreso o cesación de la condición de beneficiarios que resulten pertinentes, en función 
de los objetivos e impactos perseguidos.
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Los gobernadores y alcaldes deben tomar las medidas pertinentes para garantizar que los grupos de población pobre y 
vulnerable tengan acceso a los servicios básicos”.

Con base en lo dispuesto por el artículo 24 de la Ley 1176 de 2007, que modificó el artículo 94 de la Ley 
715 de 2001, el Departamento Nacional de Planeación, expidió el Decreto 4816 de 2008, por el cual se 
reglamenta el artículo 24 de la Ley 1176 de 2007. Este decreto dispone lo siguiente:

“Artículo 1°. Instrumentos de focalización. Los instrumentos de focalización del gasto social son herramientas estadísticas 
y técnicas que permiten identificar y clasificar los potenciales beneficiarios de los programas de gasto social.

El Conpes Social definirá, cada tres años, los criterios e instrumentos para la determinación, identificación y selección 
de potenciales beneficiarios, así como, los criterios para la aplicación del gasto social por parte de las entidades 
territoriales.

La identificación de los potenciales beneficiarios realizada de acuerdo con los criterios e instrumentos mencionados, permite 
la selección y asignación de subsidios con base en las condiciones socioeconómicas que deben tenerse en cuenta para la 
aplicación del gasto social, pero no otorga, por sí sola, el acceso a los programas respectivos. El ingreso a cada uno de 
los programas estará sometido a las reglas particulares de selección de beneficiarios y asignación de beneficios que sean 
aplicables a cada programa social.

Artículo 2°. Aplicación de los instrumentos. De conformidad con lo previsto en el artículo 24 de la Ley 1176 de 2007, los 
instrumentos de focalización son de obligatoria aplicación para las entidades territoriales y para las entidades públicas 
del orden nacional que diseñen y ejecuten programas de gasto social.

Las entidades mencionadas deberán definir la forma en que aplicarán los criterios e instrumentos para la focalización, 
contemplando además los criterios de egreso o cesación de la condición de beneficiarios de los programas que, en función 
de los objetivos e impactos perseguidos, resulten pertinentes.

Artículo 3°. Principios orientadores. Los instrumentos de focalización se orientarán por los principios de transparencia, 
igualdad y publicidad de la información que no goce de protección constitucional o reserva legal, así como los demás 
principios que rigen la función administrativa. En el desarrollo de los instrumentos de focalización deberá garantizarse 
que sobre las bases de datos que forman parte de los mismos, se aplicarán los principios constitucionales y legales que 
rigen la administración de datos personales.

La inclusión de datos personales en las bases de datos de los instrumentos de focalización debe ser oportuna y en 
condiciones de igualdad. En consecuencia, las personas naturales tienen derecho a ser encuestadas, a que sus datos 
sean oportunamente procesados y a recibir información cierta y oportuna mediante canales de comunicación regulares y 
públicos. La oportunidad en el procesamiento y en la comunicación de la información contenida en las bases de datos de los 
instrumentos de focalización se someterá a las condiciones de periodicidad que para el efecto establezca el Departamento 
Nacional de Planeación.

La decisión de incluir preguntas o variables en la ficha de clasificación socioeconómica, instrumento de captura de la 
información y las variables asociadas al hogar, deberá estar justificada en función de los procesos asociados con la 
focalización del gasto social.

Todas las personas incluidas en las bases de datos de los instrumentos de focalización tienen el derecho de conocer, actualizar, 
solicitar y obtener la corrección de algún dato que les concierne. La actualización de la información se realizará ante la 
entidad territorial respectiva, de acuerdo a los procesos definidos por el Departamento Nacional de Planeación.

Los instrumentos de focalización son neutrales frente a las personas y frente a los programas sociales. En consecuencia, 
los instrumentos de focalización no son responsables de la asignación de beneficios en los programas sociales para los 
cuales son utilizados.

Artículo 4°. Condiciones de inclusión en las bases de datos. Cualquier persona natural puede solicitar la inclusión en 
las bases de datos. Para el efecto, deberá suministrar la información requerida para el diligenciamiento de la ficha de 
clasificación socioeconómica en su municipio de residencia habitual.

Los registros en la base de datos pueden ser de tres tipos:

a) 	 Registro validado: Es aquel registro que permanece con el puntaje y el nivel correspondiente en la base de datos luego 
de superar todos los procesos de depuración y controles de calidad.
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b) 	 Registro suspendido: Corresponde a los registros glosados, es decir aquellos que por los procesos de depuración y 
controles de calidad permanecen en la base pero, por presentar alguno de los casos referidos en el artículo 5° del 
presente decreto, deben reunir soportes para no ser excluidos. La suspensión de un registro no constituye una sanción y, 
por sí sola, no afecta el acceso a los programas a los cuales haya accedido la persona en concordancia con lo dispuesto 
en el inciso 3° del artículo 1° del presente decreto.

c) 	 Registro excluido: Son los registros que no permanecen en la base en razón de los procesos de depuración y controles 
de calidad de la misma, después de haber cumplido con el debido proceso a que se refiere el artículo 6° del presente 
decreto.

Artículo 5°. Suspensión de la base de datos. La entidad territorial o el Departamento Nacional de Planeación suspenderán 
temporalmente los registros incluidos en las bases de datos en los siguientes casos:

a) 	 Cuando existan indicios serios que permitan inferir que la información suministrada para el diligenciamiento de la ficha 
de clasificación socioeconómica es inexacta o inconsistente. Los indicios de que trata esta disposición podrán provenir, 
entre otros, de información directa obtenida por la entidad territorial y de los cruces de información realizados por el 
Departamento Nacional de Planeación, de acuerdo con el artículo 9° de presente decreto;

b) 	 Cuando no haya sido posible actualizar la información de la ficha de clasificación socioeconómica, siempre y cuando 
la entidad territorial haya utilizado mecanismos públicos de convocatoria de las personas cuya información requiere 
actualizar, conforme a lo previsto en el Código Contencioso Administrativo.

Artículo 6°. Exclusión de la base de datos. En el caso previsto en el literal a) del artículo anterior, una vez efectuada la 
suspensión, la entidad territorial procederá a comunicar a la persona el inicio de una actuación administrativa de oficio, en 
los términos del artículo 28 del Código Contencioso Administrativo, con el propósito de establecer de manera definitiva la 
inexactitud o inconsistencia de la información suministrada para la elaboración de la ficha de clasificación socioeconómica. 
En la comunicación respectiva se informará a la persona acerca del origen de la suspensión y de la posibilidad que tiene 
para presentar pruebas y ejercer su defensa, estableciendo un término prudencial para ejercerlo, en los términos del 
artículo 35 del Código Contencioso Administrativo. De la misma forma procederá la entidad territorial una vez reciba la 
información sobre registros suspendidos efectuada por el Departamento Nacional de Planeación.

Cuando se determine, como resultado de la actuación administrativa, que la información fue inexacta o inconsistente, y 
dicha inexactitud o inconsistencia fuere relevante para la clasificación, el acto de la entidad territorial que resuelva dicha 
actuación ordenará la exclusión de la persona de la base de datos.

En el caso previsto en el literal b) del artículo anterior, procederá la exclusión de las bases de datos por parte de la entidad 
territorial, cuando pasados nueve (9) meses después de la suspensión, no haya sido posible la actualización de la información 
de la ficha de clasificación socioeconómica y se hayan agotado los mecanismos de publicidad previstos.

El acto de la entidad territorial que ordene la exclusión deberá estar debidamente motivado. Así mismo, deberá ser notificado 
en los términos previstos en los artículos 44 y 45 del Código Contencioso Administrativo y contra él procederán los recursos 
previstos en la ley en el efecto suspensivo.

Las personas que hayan sido excluidas de las bases de datos podrán solicitar, en cualquier momento, su reincorporación, 
sometiéndose en todo caso a los procedimientos previstos para el efecto en las disposiciones vigentes.

Parágrafo. Las autoridades administrativas territoriales deberán dar estricto cumplimiento a los procedimientos y plazos 
aquí previstos. En caso de incumplimiento, el Departamento nacional de Planeación informará semestralmente a los 
organismos de control.

Artículo 7°. Organización, implantación y administración. La organización, implementación, administración, mantenimiento 
y actualización de los instrumentos de focalización estará a cargo del representante legal de la respectiva entidad territorial 
o del servidor público en el cual este delegue mediante el acto administrativo correspondiente.

Artículo 8°. Funciones del Departamento Nacional de Planeación. El Departamento Nacional de Planeación - Dirección 
de Desarrollo Social, realizará la coordinación y supervisión de la organización, administración, implementación, 
mantenimiento y actualización de las bases de datos que conforman los instrumentos del sistema de identificación de 
potenciales beneficiarios de programas sociales.

En tal sentido, el Departamento Nacional de Planeación - Dirección de Desarrollo Social, dictará los lineamientos necesarios 
para la implementación y operación de las bases de datos, realizará el diseño de las metodologías y la consolidación de la 
información a nivel nacional de los instrumentos de selección de potenciales beneficiarios antes referidos.
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También corresponde al Departamento Nacional de Planeación, la definición y el diseño de las fichas de clasificación 
socioeconómicas requeridos para la recopilación de la información.

Artículo 9°. Cruces de información. El Departamento Nacional de Planeación podrá celebrar convenios o acuerdos con 
entidades públicas y privadas para el cruce de la información que sea útil para los propósitos de los objetivos de los 
instrumentos de focalización.

En todos los convenios que se celebren para este propósito, deberán incluirse cláusulas que garanticen la reserva de la 
información que goce de protección constitucional o legal.

En ningún caso la información objeto de cruce podrá ser utilizada para propósitos comerciales o de servicios.

Artículo 10º. Suspensión de la actualización de las bases de datos. En ejercicio de la facultad prevista en el artículo 24 de 
la Ley 1176 de 2007, y con el objetivo de garantizar la efectividad de los instrumentos de focalización, el Departamento 
Nacional de Planeación ordenará la suspensión temporal y preventiva de la actualización de las bases de datos que forman 
parte de los instrumentos de focalización en aquellas entidades territoriales en las que existan circunstancias que afectan 
los principios orientadores de los instrumentos de focalización.

La decisión se adoptará mediante acto administrativo motivado en el cual se indicarán las razones que justifican la 
suspensión y el período de duración de la misma.

Artículo 11. Reserva de la ficha de clasificación. La ficha de clasificación socioeconómica, en cuanto contenga información 
alusiva a datos individuales, tiene carácter reservado, y por lo tanto no podrá darse a conocer al público o a las entidades 
u organismos públicos o privados. Unicamente bajo los convenios o acuerdos de que trata el artículo 9° del presente 
decreto podrá suministrarse información alusiva a datos individuales, con la garantía de la reserva de la información 
respectiva.

Artículo 12. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación y deroga las disposiciones que le sean 
contrarias.”

De acuerdo con lo anterior, los recursos de la Participación de Propósito General de forzosa inversión para 
otros sectores deben ser destinados forzosamente a inversión social sin tener en cuenta porcentajes sectoriales 
específicos y atendiendo las prioridades del plan de desarrollo municipal para financiar las competencias 
establecidas en la Ley 715 de 2001, especialmente en el artículo 76, incluyendo salud, educación y agua 
potable y saneamiento básico, en los siguientes sectores:

6.2.4.1. Servicios públicos

Servicios Públicos: El municipio puede adelantar directamente o a través de terceros en materia de servicios 
públicos, además de las competencias establecidas en otras normas vigentes, la construcción, ampliación 
rehabilitación y mejoramiento de la infraestructura de servicios públicos.

En esencia el direccionamiento de los recursos hacia el desarrollo de esta competencia, se enmarca dentro 
del contexto de los servicios públicos domiciliarios que son competencia del municipio, de acuerdo con lo 
previsto por las Leyes 142 y 143 de 1994. La primera precisó en su artículo 5, lo siguiente:

Artículo 5º. Competencia de los municipios en cuanto a la prestación de los servicios públicos. Es competencia de los 
municipios en relación con los servicios públicos, que ejercerán en los términos de la ley, y de los reglamentos que con 
sujeción a ella expidan los concejos:

5.1. 	Asegurar que se presten a sus habitantes, de manera eficiente, los servicios domiciliarios de acueducto, alcantarillado, 
aseo, energía eléctrica, y telefonía pública básica conmutada, por empresas de servicios públicos de carácter oficial, 
privado o mixto, o directamente por la administración central del respectivo municipio en los casos previstos en el 
artículo siguiente.

5.2. 	Asegurar en los términos de esta Ley, la participación de los usuarios en la gestión y fiscalización de las entidades que 
prestan los servicios públicos en el municipio.
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5.3. 	Disponer el otorgamiento de subsidios a los usuarios de menores ingresos, con cargo al presupuesto del municipio, 
de acuerdo con lo dispuesto en la Ley 60 de 1993 (en Ley 715 de 2001) y la presente Ley. (Paréntesis fuera de texto).

5.4. 	Estratificar los inmuebles residenciales de acuerdo con las metodologías trazadas por el Gobierno nacional.

5.5. 	Establecer en el municipio una nomenclatura alfa numérica precisa, que permita individualizar cada predio al que 
hayan de darse los servicios públicos.

5.6. 	Apoyar con inversiones y demás instrumentos descritos en esta Ley a las empresas de servicios públicos promovidas 
por los departamentos y la Nación para realizar las actividades de su competencia.

5.7. 	Las demás que les asigne la ley.”

En el caso de los servicios de acueducto, alcantarillado y aseo la ejecución de los recursos se efectua conforme 
a lo expuesto en el Capítulo V.

En ejercicio de las facultades conferidas por las Leyes 142 y 143 de 1994, el Gobierno nacional expidió el 
Decreto 2424 de 2006, por el cual se regula la prestación del servicio de alumbrado público, en el que se 
dispone lo siguiente:

“Artículo 1°. Campo de Aplicación. El presente decreto aplica al servicio de alumbrado público y a las actividades que 
realicen los prestadores de este servicio.

Artículo 2°. Definición Servicio de Alumbrado Público. Es el servicio público no domiciliario que se presta con el objeto de 
proporcionar exclusivamente la iluminación de los bienes de uso público y demás espacios de libre circulación con tránsito 
vehicular o peatonal, dentro del perímetro urbano y rural de un municipio o Distrito. El servicio de alumbrado público 
comprende las actividades de suministro de energía al sistema de alumbrado público, la administración, la operación, el 
mantenimiento, la modernización, la reposición y la expansión del sistema de alumbrado público.

Parágrafo. La iluminación de las zonas comunes en las unidades inmobiliarias cerradas o en los edificios o conjuntos 
residenciales, comerciales o mixtos, sometidos al régimen de propiedad respectivo, no hace parte del servicio de alumbrado 
público y estará a cargo de la copropiedad o propiedad horizontal. También se excluyen del servicio de alumbrado público 
la iluminación de carreteras que no estén a cargo del municipio o Distrito.

Artículo 3°. Sistema de Alumbrado Público. Comprende el conjunto de luminarias, redes, transformadores de uso exclusivo 
y en general, todos los equipos necesarios para la prestación del servicio de alumbrado público, que no formen parte del 
sistema de distribución.

Artículo 4°. Prestación del Servicio. Los municipios o distritos son los responsables de la prestación del servicio de 
alumbrado público. El municipio o distrito lo podrá prestar directa o indirectamente, a través de empresas de servicios 
públicos domiciliarios u otros prestadores del servicio de alumbrado público.

Parágrafo. Los municipios tienen la obligación de incluir en sus presupuestos los costos de la prestación del servicio de 
alumbrado público y los ingresos por impuesto de alumbrado público en caso de que se establezca como mecanismo de 
financiación.

Artículo 5°. Planes del servicio. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 12 de la Ley 143 de 1994, los municipios 
y distritos deben elaborar un plan anual del servicio de alumbrado público que contemple entre otros la expansión del 
mismo, a nivel de factibilidad e ingeniería de detalle, armonizado con el plan de ordenamiento territorial y con los planes 
de expansión de otros servicios públicos, cumpliendo con las normas técnicas y de uso eficiente de energía que para tal 
efecto expida el Ministerio de Minas y Energía.

Artículo 6°. Régimen de contratación. Todos los contratos relacionados con la prestación del servicio de alumbrado 
público, que celebren los municipios o distritos con los prestadores del mismo, se regirán por las disposiciones contenidas 
en el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública, y demás normas que lo modifiquen, adicionen o 
complementen.

Parágrafo. Los contratos que suscriban los Municipios o distritos, con los prestadores del servicio de alumbrado público, para 
que estos últimos asuman la prestación del servicio de alumbrado público, o para que sustituyan en la prestación a otra que 
entre en causal de disolución o liquidación, deben garantizar la continuidad en la ejecución de la expansión con parámetros 
específicos de calidad y cobertura del servicio de alumbrado público, conforme a lo dispuesto en el artículo anterior.
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Artículo 7°. Contratos de suministro de energía. Los contratos para el suministro de energía eléctrica con destino al 
servicio de alumbrado público, deberán cumplir con la regulación expedida por la Comisión de Regulación de Energía y 
Gas para el efecto. En todo caso, en los contratos de suministro de energía, se deberá garantizar la libre concurrencia de 
los oferentes en igualdad de condiciones.

Artículo 8°. Regulación Económica del Servicio. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 23 de la Ley 143 de 1994, 
corresponderá a la Comisión de Regulación de Energía y Gas - CREG, regular los aspectos económicos de la prestación 
del servicio de alumbrado público.

Artículo 9°. Cobro del costo del servicio. Los municipios o distritos que hayan establecido el impuesto de alumbrado 
público podrán cobrarlo en las facturas de los servicios públicos, únicamente cuanto este equivalga al valor del costo en 
que incurre por la prestación del mismo. La remuneración de los prestadores del servicio de alumbrado público deberá 
estar basada en costos eficientes y podrá pagarse con cargo al impuesto sobre el servicio de alumbrado público que fijen 
los municipios o distritos.

Artículo 10º. Metodología para la determinación de Costos Máximos. Con base en lo dispuesto en los Literales c) y e) 
del artículo 23 de la Ley 143 de 1994, la Comisión de Regulación de Energía y Gas establecerá una metodología para la 
determinación de los costos máximos que deberán aplicar los municipios o distritos, para remunerar a los prestadores del 
servicio así como el uso de los activos vinculados al sistema de alumbrado público.

Parágrafo. Para el suministro de energía con destino al alumbrado público se podrá adoptar por la Comisión de Regulación 
de Energía y Gas - CREG un régimen de libertad de precios o libertad regulada, de acuerdo con las reglas previstas en la 
Ley 142 de 1994, y demás normas que la modifiquen, adicionen o complementen.”

En consecuencia, dado que el alumbrado público es un servicio público cuya prestación esta a cargo del 
municipio, es posible financiar el desarrollo de esta competencia, teniendo en cuenta los términos y condiciones 
estipuladas en la ley, en el Decreto 2424 de 2006 y en la reglamentación de la Comisión de Regulación de 
Energía y Gas (CREG).

6.2.4.2. Vivienda

En el sector vivienda el municipio tiene las siguientes competencias:

•	 Participar en el Sistema Nacional de Vivienda de Interés Social.

•	 Promover y apoyar programas o proyectos de vivienda de interés social, otorgando subsidios para dicho 
objeto, de conformidad con los criterios de focalización nacionales, si existe disponibilidad de recursos 
para ello.

La ejecución de estas competencias se complementa con las normas vigentes en materia de vivienda, como 
lo dispuesto por la Ley 3ª de 1991, que incluye al municipio como parte del Sistema Nacional de Vivienda 
de interés social, así: 

“Artículo 2º. Las entidades integrantes del Sistema Nacional de Vivienda de Interés Social, de acuerdo con las funciones 
que cumplan conformarán los subsistemas  de fomento o ejecución, de asistencia técnica y promoción a la organización 
social, y de financiación así: 

a).	 El subsistema de fomento o ejecución estará conformado por los organismos nacionales, departamentales, intendenciales, 
comisariales, municipales, de los distritos especiales y de las áreas metropolitanas, y por las organizaciones populares 
de vivienda, las organizaciones no gubernamentales y las empresas privadas que fomenten, diseñen o ejecuten planes 
y programas de soluciones de vivienda de interés social. Entre otros, serán integrantes de este subsistema el Instituto 
Nacional de Vivienda de Interés Social de que trata el artículo 10º, el Fondo Nacional del Ahorro, la Caja de Vivienda 
Militar, Los Fondos de Vivienda de interés social y Reforma Urbana de que trata el artículo 17 y las entidades que 
prestan servicios públicos domiciliarios; 
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b).	 El Subsistema de Asistencia Técnica y de Promoción a la Organización Social estará conformado por organismos 
nacionales, departamentales, intendenciales y comisariales, y por las agremiaciones de las organizaciones populares de 
vivienda, las organizaciones no gubernamentales y las entidades privadas que prestan asistencia técnica y promuevan 
la organización social...”

En el contexto de las competencias de vivienda, es posible que el municipio estructure proyectos de vivienda 
de interés social, donde se incluyan las actividades requeridas para lograr el objetivo del mismo, para lo cual 
puede solicitar asesoría en el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial.

6.2.4.3. Sector agropecuario

Le corresponde al municipio:

•	 Promover, participar y/o financiar proyectos de desarrollo del área rural.

•	 Prestar, directa o indirectamente el servicio de asistencia técnica agropecuaria.

•	 Promover mecanismos de asociación y de alianzas de pequeños y medianos productores. 

Estas competencias deben desarrollarse conforme a  lo dispuesto en la Ley 101 de 1993 y la Ley 607 de 
2000.

Financiación del personal técnico de la UMATA. Dadas, las competencias enunciadas y en especial la 
Ley 607 de 2000, es posible que en un proyecto de asistencia técnica, para el desarrollo del objetivo requiera 
personal técnico, el cual, podría financiarse con el 42% de la Participación de Propósito General de forzosa 
inversión en otros sectores.

Financiación de programas de desarrollo rural. Esto es posible, estructurando un programa adecuado 
a las necesidades y potencialidades del municipio en materia agropecuaria, donde se integren actividades 
como asesoría, asistencia técnica o capacitación, en el caso de otras acciones estas deberán ser desarrolladas 
sin que se configuren como un auxilio o donación, ya que sería violatorio del artículo 355 de la Constitución 
Política.

Los artículos 1º y 3º de la Ley 607 de 2000, por medio de la cual se modifica la creación, funcionamiento 
y operación de las Unidades Municipales de Asistencia Técnica Agropecuaria, UMATA, y se reglamenta la 
asistencia técnica directa rural en consonancia con el Sistema Nacional de Ciencia y Tecnología, determinan 
los objetivos y definen el alcance del servicio de “asistencia técnica rural”, en los siguientes términos:

(…) “Artículo 1º. La presente ley tiene por objeto, garantizar la asistencia Técnica Directa Rural Agropecuaria, Medio 
ambiental, asuntos de aguas y pesquera, al ordenar la prestación de los servicios de asistencia técnica directa rural por 
parte de los entes municipales, racionalizar y coordinar las actividades correspondientes con miras a asegurar la ampliación 
progresiva de la cobertura, calidad y pertinencia del servicio de asistencia técnica, así como el seguimiento, orientación y 
acompañamiento en la prestación del servicio por parte de las entidades del orden departamental y nacional, en condiciones 
que permitan la libre escogencia por los beneficiarios de dichos servicios. Con la prestación de la asistencia técnica directa 
rural se crean las condiciones necesarias para aumentar la competitividad y la rentabilidad de la producción, en un contexto 
de desarrollo regional y en el marco de la internacionalización de la economía, a la par que se garantiza el acceso equitativo 
a los servicios estatales y a los beneficios de la ciencia y la tecnología a todos los productores rurales…”

(…)
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“Artículo 3º. Definiciones. Para los efectos de la presente ley, para su interpretación y aplicación se tendrán en cuenta 
las siguientes definiciones:

a)	Asistencia técnica directa rural. El servicio de asistencia técnica directa rural comprende la atención regular y continua 
a los productores agrícolas, pecuarios, forestales y pesqueros, en la asesoría de los siguientes asuntos: en la aptitud de 
los suelos, en la selección del tipo de actividad a desarrollar y en la planificación de las explotaciones; en la aplicación y 
uso de tecnologías y recursos adecuados a la naturaleza de la actividad productiva; en las posibilidades y procedimientos 
para acceder al financiamiento de la inversión; en el mercadeo apropiado de los bienes producidos y en la promoción 
de las formas de organización de los productores.

	 También se podrá expandir hacia la gestión de mercadeo y tecnologías de procesos, así como a los servicios conexos 
y de soporte al desarrollo rural, incluyendo la orientación y asesoría en la dotación de infraestructura productiva, 
promoción de formas de organización de productores, servicios de información tecnológica, de precios y mercados que 
garanticen la viabilidad de las Empresas de Desarrollo Rural de que trata el artículo 52 de la Ley 508 de 1999 de las 
Empresas Básicas Agropecuarias que se constituyan en desarrollo de los programas de reforma agraria y en general, 
de los consorcios y proyectos productivos a escala de los pequeños y medianos productores agropecuarios, dentro de 
una concepción integral de la extensión rural.” (Negritas fuera de texto).

Como se puede apreciar la ley delimita la acción de la asistencia técnica directa rural a actividades de asesoría, 
orientación, seguimiento, acompañamiento soporte, promoción de formas de organización, planificación  y 
asistencia técnica. En ningún momento la ley contempla la posibilidad de la entrega de bienes e insumos a 
los beneficiarios de la asistencia técnica directa rural a título de donación o auxilio.

Con base en lo anterior los proyectos orientados a entregar, a los beneficiarios de los programas de asistencia 
técnica directa rural, por ejemplo: animales de engorde y concentrado, materiales para la construcción de 
viveros, embarcaciones para la pesca, árboles frutales, herramientas, abonos, semillas, maquinaria, no pueden 
ser financiados con los recursos del Sistema General de Participaciones, máxime cuando se puede incurrir 
en donaciones o auxilios a particulares.

No obstante, el municipio puede financiar con cargo a los recursos del SGP correspondientes a la Participación 
de Propósito General destinados al sector agropecuario, los programas y proyectos de asesoría y asistencia 
técnica para los pequeños y medianos productores agropecuarios que permitan el mejoramiento de la 
producción, transferencia de tecnología, comercialización y organización.

Por otra parte, es importante tener en cuenta que las Leyes 607 y 617 de 2000 y la Ley 715 de 2001, 
contemplan la posibilidad de que la prestación de los servicios de asistencia técnica directa rural, a cargo 
del municipio, sea prestada mediante la contratación de entidades públicas o privadas, o bien a través de 
mecanismos de asociación de dos o más municipios, cuyo objeto sea la prestación de dichos servicios o que 
lo haga directamente a través de la UMATA. En consecuencia, es conveniente que el municipio evalúe estas 
alternativas para garantizar la prestación de este servicio de la manera más eficiente. 

Al respecto, la Ley 607 de 2000, entre otras disposiciones, establece lo siguiente:

“Artículo 4º. Características. La asistencia técnica consagrada en esta ley tendrá las siguientes características:

a) 	Las entidades territoriales del orden municipal, de conformidad con la Ley 60 de 1993 o una posterior que la reforme 
y las disposiciones de la presente ley, financiarán el servicio de asistencia técnica directa rural, con el fin de garantizar 
su cobertura y calidad;

b) 	Estará a cargo de los municipios la prestación del servicio de asistencia técnica directa rural y la administración de 
los recursos que se destinen para el efecto y el pago de los gastos que ésta genere. Para tales efectos los municipios 
elaborarán un plan general de la asistencia técnica directa rural que será prestado por las entidades prestadoras de 
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dichos servicios, los cuales serán pagados con los recursos que por virtud de la Ley 60 de 1993 o aquella que la modifique 
o esté vigente les corresponde invertir en las actividades de desarrollo rural y agropecuario y las demás fuentes de 
financiación que se describen en la presente ley;

c) 	Con el fin de apoyar la eficiencia y la equidad en las actividades del sector rural, los pequeños y medianos productores 
agropecuarios contarán con mecanismos financiados con aportes fiscales de la nación, los departamentos, los 
municipios;

d) 	Los municipios podrán constituir un Fondo Municipal de Asistencia Técnica Directa Rural, destinado a la financiación 
de programas y proyectos de asistencia técnica contemplados en el Programa Agropecuario Municipal (PAM), además 
de otras fuentes de financiación que se describen en la presente ley;

e) 	Las entidades encargadas de prestar los servicios de asistencia técnica son de carácter público, mixtas, privadas, 
comunitarias o solidarias incluyendo Instituciones de educación técnica, tecnológica y universitaria y tendrán como 
objeto social la prestación de asistencia técnica directa rural. Para tal efecto, deberán acreditar su idoneidad y capacidad, 
técnica y financiera ante la correspondiente Secretaría de Agricultura o la entidad que haga sus veces;

f) 	Todos los prestadores y beneficiarios de los servicios de asistencia técnica directa rural para efectos de prestar u obtener 
el servicio de asistencia técnica de parte de los municipios, o de los distritos, deberán inscribirse en el libro de registro 
de prestadores y beneficiarios que estará disponible en las alcaldías municipales o distritales. A su vez el alcalde podrá 
verificar en cada uno de los casos la veracidad de la información suministrada para ser beneficiario del servicio de 
Asistencia Técnica Directa Rural;

g) 	Los pequeños y medianos productores rurales podrán establecer alianzas o asociaciones para efectos de acceder a los 
beneficios que por virtud de esta Ley se contemplen. En tal sentido, los municipios podrán establecer mecanismos que 
fomenten estas asociaciones o alianzas;

h) 	Las entidades territoriales podrán suscribir contratos con las entidades prestadoras de los servicios de Asistencia 
Técnica Directa Rural, que serán financiados con los recursos que para tal efecto se destinen por parte de los municipios, 
departamentos y el Gobierno nacional, administrados en el Fondo de que trata el literal d) del presente artículo;

i) 	El Servicio de Asistencia Técnica Directa Rural es de competencia municipal, sin perjuicio de que las entidades 
departamentales puedan establecer incentivos para la Asociación de los Municipios o de los usuarios con miras a la 
prestación de los servicios de asistencia técnica directa rural objeto de la presente ley.”

Adicionalmente, el Decreto 3199 de 2002, por el cual se reglamenta la prestación del Servicio Público 
Obligatorio de Asistencia Técnica Directa Rural  previsto en la Ley 607 de 2000,  establece lo siguiente:

“Artículo 1º. De conformidad con lo previsto en el artículo segundo de la Ley 607 de 2000, la obligación de los municipios 
y distritos, para la prestación del Servicio Público de Asistencia Técnica Directa Rural, de forma gratuita para los pequeños 
productores y autofinanciada para los medianos productores rurales, se realizará por medio de la participación de entidades 
de naturaleza pública, privada o mixta, bien a través de las UMATA de forma directa; bien contratada con las entidades 
privadas constituidas para el efecto y que tengan por objeto la prestación de la asistencia técnica directa rural, sean del 
orden municipal, zonal, provincial, distrital o regional.

(…)

Artículo 3º. Los principios establecidos en la Ley 607 de 2000, se desarrollaran bajo los siguientes aspectos: 

a) 	 Cobertura. El Municipio garantizará el acceso al Servicio de Asistencia Técnica Directa Rural de manera regular y 
continua a comunidades de pequeños y medianos productores rurales, sean campesinos, colonos, indígenas o comunidades 
negras. Las comunidades indígenas que reciban recursos de transferencias, destinarán de estos, los necesarios para 
cumplir con la obligación de la prestación del Servicio de Asistencia Técnica Directa Rural a través de las entidades 
prestadoras del servicio.

b) 	 Integralidad. El Servicio de Asistencia Técnica Directa Rural desarrollará procesos de innovación que apoyen la 
producción primaria, la transformación, y agregación de valor; así como la gestión de las organizaciones, la integración 
al mercado; la reconversión hacia nuevas formas de organización de la agricultura; el enfoque de cadenas productivas 
y el acceso a bienes públicos y servicios estatales definidos por las Políticas Sectoriales. 
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c) 	 Autonomía: El Estado de forma progresiva promoverá e incentivará la asociación para la prestación del Servicio de 
Asistencia Técnica Directa Rural. Los municipios podrán asociarse o autorizar la asociación de las UMATA como 
respuesta a las demandas identificadas en las zonas, provincias, distritos, subregiones o regiones, para la prestación 
del Servicio de Asistencia Técnica Directa Rural, en las fases de planificación, selección de la empresa prestadora y la 
definición del tipo de servicio.

	 (…)

Artículo 7º. Las entidades prestadoras del Servicio de Asistencia Técnica Directa Rural, establecidas en el literal e) del 
artículo cuarto de la Ley 607 de 2002, se integrarán por el grupo interdisciplinario necesario que garantice que la oferta 
del servicio responda adecuadamente a la demanda, de conformidad con el Plan General de Asistencia Técnica Directa 
Rural, para la prestación del Servicio de Asistencia Técnica Directa Rural, calificado y con experiencia en su especialidad, 
vinculado o contratado, en el municipio o sus zonas, el Distrito, las provincias, las subregiones o regiones, los Departamentos 
o la Nación con capacidad técnica y financiera

Artículo 8º. Para la prestación del Servicio de Asistencia Técnica Directa Rural en forma asociada, las zonas, provincias, 
distritos, subregiones o regiones se podrán conformar a partir de características, potencialidades o problemáticas similares, 
determinadas por los procesos culturales y sociales de las poblaciones rurales; las ofertas y condiciones ambientales; las 
características agroecológicas; las actividades productivas predominantes; la estructura de mercado; la institucionalidad 
presente y el desarrollo tecnológico, para la prestación del servicio de asistencia técnica directa rural.

Artículo 9º. En el caso de las asociaciones de municipios que integran la zona, provincia, distrito o región, contratarán la 
prestación del Servicio de Asistencia Técnica Directa Rural con entidades de naturaleza pública, privada o mixta, conformadas 
por equipos interdisciplinarios. Las Asociaciones de Municipios podrán contratar una o más empresas prestadoras del 
servicio según el tipo de demandas de los productores rurales a demás de lo previsto en el presente decreto.

Artículo 10º. Las Secretarías de Agricultura Departamental o quien haga sus veces acreditarán las entidades prestadoras 
del Servicio de Asistencia Técnica Directa Rural, en un registro único de conformidad con la reglamentación que expida 
el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural en coordinación con el Consejo Nacional de Secretarios de Agricultura 
- CONSA.

Artículo 11. Las Secretarías de Agricultura Departamental o quien hagan sus veces comunicaran a los municipios de su 
jurisdicción, para efectos de lo dispuesto en el Artículo Noveno de la Ley 607 de 2000, la relación de entidades prestadoras 
del Servicio de Asistencia Técnica Rural acreditadas.

Artículo 12. Los Consejos Municipales de Desarrollo Rural - CMDR o sus representantes en las asociaciones de municipios, 
seleccionarán la entidad prestadora del servicio del Municipio, Zona, Provincia, Subregión o Región, de acuerdo con los 
siguientes parámetros, sin perjuicio  de lo contemplado en la Ley 80 de 1993 y demás normas concordantes:

a) 	 Que se encuentren en el registro único de las entidades prestadoras del Servicio de Asistencia Técnica Directa Rural 
acreditadas.

b) 	 Que garantice que la oferta del servicio responda adecuadamente a la demanda, de conformidad con el Plan General 
de Asistencia Técnica Directa Rural del Municipio o Distrito.

c) 	 Que el perfil y experiencia de los profesionales y técnicos que integran las entidades prestadoras del servicio, responda 
a las necesidades productivas y económicas del  Municipio, Zona, Provincia, Subregión o Región.

Artículo 13. Dentro de los diez días siguientes a la selección de las Entidades Prestadoras del Servicio de Asistencia Técnica 
Directa Rural, los alcaldes municipales o el representante legal de la Asociación de Municipios, informarán la selección de 
las entidades prestadoras del Servicio de Asistencia Técnica Directa Rural a las Secretarías de Agricultura Departamental 
o quien haga sus veces para su registro y seguimiento.”

También, se debe destacar que en el artículo 2 de la Ley 607 de 2002, se establece la libre escogencia como 
uno de los principios que deben orientar la prestación del servicio de asistencia técnica directa rural. Para 
el efecto determina lo siguiente:

(…) “b) Libre escogencia. El Estado de manera progresiva promoverá y apoyará el acceso de los productores rurales 
a los servicios de asistencia técnica por medio de la participación de entidades que ofrezcan dichos servicios ya sean 
de naturaleza pública, privada, mixta asegurando su prestación, bien a través de las UMATAS en forma directa; bien 
contratada con las entidades privadas constituidas para el efecto y que tengan por objeto la prestación de la asistencia 
técnica directa rural”
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En concordancia con lo anterior, al municipio le corresponde tomar la decisión  de optar por la prestación 
directa de los servicios de asistencia técnica a través de la UMATA o proceder a la contratación de los 
servicios con terceros, tal como lo prevé la ley.  Si luego de evaluar las alternativas previstas por la ley, el 
municipio decide prestar directamente el servicio de asistencia técnica rural a través de su propia UMATA, 
deberá considerar previamente su capacidad financiera, las disposiciones de la Ley 617 de 2000 y cumplir 
con el proceso de acreditación y los requisitos establecidos en la Resolución 20 de 2003, expedida por el 
Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural.

La Resolución 20 de 2003, es un instrumento que establece procedimientos y requisitos de acreditación, que 
deben cumplir los prestadores del servicio de asistencia técnica directa rural, para el adecuado cumplimiento 
de lo dispuesto por la Ley 607 de 2000. 

6.2.4.4. Transporte

En materia de transporte, la Ley 715 de 2001, establece como competencias del municipio, las siguientes:

•	 Construir y conservar la infraestructura municipal de transporte, las vías urbanas, suburbanas, veredales 
y aquellas que sean propiedad del municipio, las instalaciones portuarias, fluviales y marítimas, los 
aeropuertos y los terminales de transporte terrestre, en la medida que sean de su propiedad o cuando éstos 
le sean transferidos directa o indirectamente.

•	 Las vías urbanas que forman parte de las carreteras nacionales seguirán a cargo de la Nación.

•	 Planear e identificar prioridades de infraestructura de transporte en su jurisdicción y desarrollar alternativas 
viables.

Lo anterior, se desarrolla de acuerdo con  lo dispuesto por la Ley 105 de 1993. 

La ejecución de los programas y proyectos  en este sector pueden ser desarrollados directa o indirectamente. 
Indirectamente a través de la contratación pública y directamente con personal y equipos del municipio, para 
lo cual se debe tener en cuenta el principio de la economía. 

En el evento en que los proyectos sean ejecutados directamente por la administración local, es posible financiar 
el recurso humano requerido para la ejecución de los proyectos de infraestructura, contratado por prestación 
de servicios, con un objeto específico y tiempo determinado, sin relación de subordinación, como parte 
integral del costo del proyecto. En dicho caso, también es posible financiar el combustible requerido para la 
operación de la maquinaria y equipos utilizados en la ejecución del proyecto, como costo del mismo.

En ese sentido, al elaborar el presupuesto de cada proyecto, se debe tener en cuenta los costos de personal, 
combustible para la maquinaria y equipo y materiales requeridos para la ejecución del proyecto. 

Es importante tener en cuenta que los funcionarios vinculados a la planta de personal del municipio como 
empleados públicos y /o trabajadores oficiales no pueden financiarse con los recursos de forzosa inversión 
en el desarrollo de los proyectos, puesto que ellos se constituyen en un gasto de funcionamiento corriente. 

Igualmente, los gastos de reparación y mantenimiento de la maquinaria y equipo de obras públicas se 
constituyen en un gasto general de funcionamiento, que debe ser presupuestado y financiado como tal.
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6.2.4.5. Medio ambiente

La Ley 715 de 2001, establece como competencia en materia ambiental:

•	 Tomar las medidas necesarias para el control, la preservación y la defensa del medio ambiente en el 
municipio, en coordinación con las Corporaciones Autónomas Regionales.

•	 Promover, participar y ejecutar programas y políticas para mantener el ambiente sano.

•	 Coordinar y dirigir, con la asesoría de las Corporaciones Autónomas Regionales, las actividades 
permanentes de control y vigilancia ambientales, que se realicen en el territorio del municipio.

•	 Ejecutar obras o proyectos de descontaminación de corrientes o depósitos de agua afectados por 
vertimientos, así como programas de disposición, eliminación y reciclaje de residuos líquidos y sólidos 
y de control a las emisiones contaminantes del aire.

•	 Promover, cofinanciar o ejecutar, en coordinación con otras entidades públicas, comunitarias o privadas, 
obras y proyectos de irrigación, drenaje, recuperación de tierras, defensa contra las inundaciones y 
regulación de cauces o corrientes de agua.

•	 Realizar las actividades necesarias para el adecuado manejo y aprovechamiento de cuencas y micro-
cuencas hidrográficas.

•	 Prestar el servicio de asistencia técnica y realizar transferencia de tecnología en lo relacionado con la 
defensa del medio ambiente y la protección de los recursos naturales.

El desarrollo de estas competencias, se debe armonizar con la Ley 99 de 1993.

6.2.4.6. Centros de reclusión

Acorde con lo establecido en la Ley 65 de 1993, en materia de centros de reclusión, el numeral 6 del artículo 
76 de la Ley 715 de 2001, estableció como competencia del municipio la siguiente:

“Los municipios en coordinación con el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario, Inpec,  podrán apoyar la creación, 
fusión o supresión, dirección, organización, administración, sostenimiento y vigilancia de las cárceles para las personas 
detenidas preventivamente y condenadas por contravenciones que impliquen privación de la libertad”.

En este sector es posible financiar proyectos que tengan por objeto financiar el pago del personal de la 
guardia penitenciaria que custodia la cárcel municipal, así como la alimentación de las personas detenidas 
preventivamente y condenadas por contravenciones que impliquen la privación de la libertad. Lo anterior, 
sin perjuicio de las acciones de coordinación y complementariedad que deba ejecutar el nivel nacional, a 
través del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario INPEC.

Los gastos de los centros penitenciarios municipales corresponden a gastos de funcionamiento, por ende no 
pueden ser financiados con los recursos de la participación de propósito general de forzosa inversión.
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6.2.4.7. Prevención y atención de desastres

Los municipios con la cofinanciación de la Nación y los departamentos podrán:

•	 Prevenir y atender los desastres en su jurisdicción.

•	 Adecuar las áreas urbanas y rurales en zonas de alto riesgo y reubicación de asentamientos.

Esta competencia debe ser desarrollada en el contexto del  Decreto 919 de 1989 y demás normas relacionadas. 
De acuerdo con lo anterior, el Decreto 919 de 1989, artículo 62, establece como función de las entidades 
territoriales:

b.	 Dirigir, coordinar y controlar, por intermedio del jefe de la respectiva administración, todas las actividades administrativas 
y operativas indispensables para atender las situaciones de desastre regional o local.

La Ley 322 de 1996, establece la obligatoriedad para que los municipios presten el servicio público de 
prevención y control de incendios y demás calamidades conexas a cargo de las instituciones bomberiles, en 
los siguientes términos:

“Artículo 2º. La prevención y control de incendios y demás calamidades conexas a cargo de las instituciones bomberiles, es 
un servicio público esencial a cargo del Estado. Es deber del Estado asegurar su prestación eficiente a todos los habitantes 
del territorio nacional, en forma directa o por medio de los Cuerpos de Bomberos Voluntarios.

Corresponde a la Nación la adopción de políticas, la planeación y las regulaciones generales.

Los Departamentos ejercen funciones de coordinación; de complementariedad de la acción de los distritos y municipios; 
de intermediación de éstos ante la Nación para la prestación de servicio y de contribución a la cofinanciación de proyectos 
tendientes al fortalecimiento de los Cuerpos de Bomberos.

Es obligación de los distritos, municipios y entidades territoriales indígenas la prestación del servicio a través de los Cuerpos 
de Bomberos Oficiales o mediante la celebración de contratos para tal fin, con los Cuerpos de Bomberos Voluntarios.

Parágrafo. Los Concejos Municipales y Distritales, a iniciativa del alcalde podrán establecer sobretasas o recargos a los 
impuestos de industria y comercio, circulación y tránsito, demarcación urbana, predial, telefonía móvil o cualquier otro 
impuesto de ese nivel territorial, de acuerdo a la ley y para financiar la actividad bomberil.”  (Resaltado fuera de texto).

Con el propósito de dotar al Cuerpo de Bomberos de maquinaria y equipos especializados, se puede realizar 
la compra de equipos requeridos para la prevención y control de incendios y demás calamidades conexas, 
con cargo a los recursos del municipio, incluyendo aquellos provenientes de la Participación de Propósito 
General de forzosa inversión en otros sectores. Para ello, es necesario establecer las condiciones legales para 
que la entidad territorial pueda hacer entrega de dichos equipos a esa institución, estableciendo expresamente 
la responsabilidad de su óptimo cuidado, conservación, mantenimiento y operación. 

Por otra parte, es importante señalar que el municipio no puede destinar recursos de la Participación de 
Propósito General para financiar el pago del personal que conforma el Cuerpo Oficial de Bomberos, ni de 
las demás entidades de socorro, ya que estos constituyen gastos de funcionamiento.

Adicionalmente, para atender los gastos del cuerpo de bomberos la norma citada permite además, que los 
concejos distritales y municipales, a iniciativa del alcalde establezcan  sobretasas o recargos  a los impuestos 
de industria y comercio, predial  o cualquier otro impuesto de carácter local, de conformidad con la ley,  para 
financiar la actividad bomberil.  Estos recursos pueden asignarse para atender las necesidades del cuerpo de 
bomberos y para financiar las actividades inherentes a la prevención y atención de incendios.
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En los municipios en donde opera el Cuerpo de Bomberos Voluntarios, el cual es una persona jurídica 
independiente, la ley prevé que se debe contratar las actividades para la prevención y control de incendios 
y demás calamidades conexas a cargo de las instituciones bomberiles, con dicha entidad bomberil, tal como 
lo dispone el artículo 2 de la Ley 322 de 1996.

En este caso el municipio puede celebrar un contrato de prestación de servicios con el cuerpo de bomberos 
voluntarios, con base en el respectivo plan de prevención y control de incendios y demás calamidades conexas 
a cargo de las instituciones bomberiles. Es importante señalar que el contrato se debe hacer con la institución 
bomberíl y no a título personal con sus integrantes, de manera tal que no debe existir ningún vinculo laboral 
entre los miembros del cuerpo de bomberos voluntarios y las autoridades municipales.

6.2.4.8. Promoción del desarrollo

La ley asigna competencias a los municipios en promoción del desarrollo, en los siguientes términos:

•	 Promover asociaciones y concertar alianzas estratégicas para apoyar el desarrollo empresarial e industrial 
del municipio y en general las actividades generadoras de empleo.

•	 Promover la capacitación, apropiación tecnológica avanzada y asesoría empresarial.

Esta competencia tiene como propósito que el municipio promueva el desarrollo económico local. Para 
ello se pueden desarrollar proyectos orientados a mejorar la capacidad productiva del municipio mediante 
la promoción de alianzas estratégicas entre los empresarios locales y asociaciones gremiales que permitan 
hacer más competitiva la oferta de productos locales. Dichas acciones deben estar encaminadas a la asesoría, 
asistencia técnica y capacitación.

Es importante tener en cuenta, que el objetivo es que el municipio pueda desarrollar acciones para que los 
empresarios realicen sus actividades de manera más competitiva y generen más y mejores empleos. No se 
trata pues, de que el municipio se vuelva empresario y desplace a los inversionistas privados o compita 
con ellos. De ahí que las acciones del municipio en este campo están asociadas a actividades de asistencia 
técnica y capacitación.

Es importante tener cuidado en que los proyectos en este sector no pueden estar orientados a la donación de 
maquinaria y equipos, insumos y materias primas, compra de acciones, ya que se pueden constituir en auxilios 
o donaciones a favor de una persona natural o jurídica, prohibidos por el artículo 355 de la Constitución 
Política.

Para la ejecución de estos programas es recomendable que se desarrollen alianzas con otras entidades, 
conforme a los programas de apoyo propuestos por el Ministerio de Industria, Turismo y Comercio Exterior, 
con entidades, tales como el Instituto de Fomento Industrial IFI, Fondo Nacional de Garantías-FNG, el Sena,  
Bancoldex o Proexport.

Adicionalmente, se debe tener en cuenta que los recursos de la Participación de Propósito General, de por 
sí escasos, no pueden ser destinados a financiar la conformación de empresas y sociedades o a la compra de 
acciones, sino que deben se orientados a adelantar programas y proyectos encaminados al mejoramiento de 
la calidad de vida de la población.
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6.2.4.9. Atención a grupos vulnerables

Los municipios podrán establecer programas de apoyo integral a grupos de población vulnerable, como la 
población infantil, ancianos, desplazados o madres cabeza de hogar entre otros.

También se podrán desarrollar programas para la tercera edad que incluya la alimentación, así como, programas 
de apoyo a mujeres cabeza de hogar, discapacitados o niños en hogares comunitarios, pueden ser financiados 
en desarrollo de la competencia de atención a grupos vulnerables.

Igualmente, es posible financiar los programas que buscan atender a la población vulnerable desplazada, 
desarrollados en el marco del Plan de Atención Integral a la población desplazada, concertados y desarrollados 
con la Red de Solidaridad Social, conforme a las prioridades definidas en los Comités municipales o distritales 
para la atención a la población desplazada por la violencia, lo anterior en los términos y condiciones de la 
Ley 387 de 1997 y sus decretos reglamentarios: 2562, 2007 y  951 de 2001, así como, el Decreto 2569 de 
2000.

En importante señalar que el parágrafo 2º del artículo 24 de la Ley 1176 de 2007, que modificó el artículo 
78 de la Ley 715 de 2001, autoriza la financiación del personal requerido para el acompañamiento de las 
familias, en el marco de la ejecución de programas del Gobierno nacional que tengan el propósito de la 
erradicación de la pobreza extrema. Para el efecto la ley dispone lo siguiente:

“(…) Parágrafo 2°. Con cargo a los recursos de libre inversión de la participación de propósito general y en desarrollo 
de la competencia de atención a grupos vulnerables de que trata el numeral 11 del artículo 76 de la Ley 715 de 2001, los 
distritos y municipios podrán cofinanciar los gastos que se requieran para realizar el acompañamiento directo a las familias 
en el marco de los programas diseñados por el Gobierno nacional para la superación de la pobreza extrema”.”

6.2.4.10. Equipamiento municipal 

En desarrollo de esta competencia es posible construir, ampliar y mantener la infraestructura de las 
dependencias de la administración municipal, las plazas públicas, el cementerio, el matadero municipal y la 
plaza de mercado y los demás bienes de uso público, cuando sean de su propiedad.

El financiamiento de programas de equipamiento municipal se dirige a la construcción, ampliación y 
mantenimiento de la infraestructura física de las dependencias administrativas del municipio y bienes de 
uso público de propiedad del municipio. 

En desarrollo de estas actividades no es posible financiar el personal de planta de la administración encargado 
de este tipo de tareas, puesto que dicho gasto corresponde a los gastos de funcionamiento del municipio. 

6.2.4.11. Desarrollo comunitario

En desarrollo de esta competencia le corresponde al municipio: 

“Promover mecanismos de participación comunitaria para lo cual podrá convocar, reunir y capacitar a la 
comunidad” 
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Para el efecto se pueden financiar proyectos con el objeto de desarrollar actividades de  divulgación, 
capacitación,  asesoría  y  asistencia  técnica  para  consolidar procesos de participación ciudadana mediante 
el desarrollo de capacidades para la  participación  de  la  sociedad  civil  en programas  sociales y para 
garantizar el fortalecimiento  de  los espacios, estructuras y mecanismos de participación,  de conformidad 
con las normas legales vigentes en cada sector, tales como los consejos de planeación, veedurías, comités 
de vigilancia y control social de los servicios públicos, entre otros.

Las actividades deben estar orientadas a fortalecer las instituciones u organizaciones comunitarias para 
que puedan ejercer un control social y veeduría ciudadana sobre la asignación de la inversión pública y 
sobre la calidad de los bienes y servicios públicos prestados tanto por el municipio y/o por los particulares.  
Adicionalmente, para que los habitantes del municipio participen activamente en los escenarios de participación 
ciudadana previstos por las leyes que rigen cada sector.

Cabe señalar que en este sector no es posible realizar acciones de construcción y dotación de centros 
comunitarios o culturales ni actividades de tipo administrativo,  ni financiar gastos de personal de las 
organizaciones comunitarias.

6.2.4.12. Fortalecimiento institucional 

Para el ejercicio de esta competencia los municipios pueden:

•	 Realizar procesos integrales de evaluación institucional y capacitación, que le permitan a la administración 
local mejorar su gestión y adecuar su estructura administrativa, para el desarrollo eficiente de sus 
competencias, dentro de sus límites financieros.

•	 Adelantar las actividades relacionadas con la reorganización de la administración local con el fin de 
optimizar su capacidad para la atención de sus competencias constitucionales y legales, especialmente: 
El pago de indemnizaciones de personal originadas en programas de saneamiento fiscal y financiero por 
el tiempo de duración de los mismos; y, el servicio de los créditos que se contraten para ese propósito.

•	 Financiar los gastos destinados a cubrir el déficit fiscal, el pasivo laboral y el pasivo prestacional, existentes 
a 31 de diciembre de 2000, siempre y cuando tales gastos se encuentren contemplados en programas de 
saneamiento fiscal y financiero, con el cumplimiento de todos los términos y requisitos establecidos en 
la Ley 617 de 2000 y sus reglamentos.

•	 Cofinanciar cada dos años con la Nación la actualización del instrumento Sisbén o el que haga sus veces.

Programas de ajuste fiscal y Financiero. En tanto este programa haya sido adoptado en los términos establecidos 
por la ley  617 de 2000 y el Decreto 192 de 2001, el contenido del mismo, incluyendo déficit, pasivos, 
indemnizaciones, podrá ser financiado con los recursos de la Participación de Propósito General de forzosa inversión 
en otros sectores, como instrumento orientado al fortalecimiento institucional del municipio o distrito.

Acuerdos de reestructuración de pasivos 

Si bien las competencias asignadas por la Ley 715 de 2001, a los municipios están orientadas a la satisfacción 
de las necesidades básicas de la población mediante la provisión de  bienes y servicios, la misma ley 
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establece como competencia  de las entidades locales el “Fortalecimiento Institucional”. Esta competencia 
tiene la finalidad de que  los municipios adquieran las capacidades institucionales, técnicas y financieras 
para la asunción de las competencias y la prestación en términos de cobertura y calidad de los servicios a 
su cargo.

En ese sentido, la ley define dos elementos importantes para promover el desarrollo institucional de los 
municipios. El primero, de índole organizacional y de mejoramiento de la capacidad técnica y administrativa 
para el ejercicio de las competencias, y el segundo, complementario al anterior, de carácter  fiscal y 
financiero. 

Por otra parte y dentro del mismo paquete de políticas de saneamiento fiscal y financiero, el artículo 58 de 
la Ley 550 de 1999, Por la cual se establece un régimen que promueva y facilite la reactivación empresarial 
y la reestructuración de los entes territoriales para asegurar la función social de las empresas y lograr el 
desarrollo armónico de las regiones y se dictan disposiciones para armonizar el régimen legal vigente con 
las normas de esta ley, establece lo siguiente:

“Artículo 58. ACUERDOS DE REESTRUCTURACION APLICABLES A LAS ENTIDADES TERRITORIALES. Las 
disposiciones sobre acuerdos de reestructuración e instrumentos de intervención a que hace referencia esta ley serán 
igualmente aplicables a las entidades territoriales, tanto en su sector central como descentralizado, con el fin de asegurar 
la prestación de los servicios a cargo de las mismas y el desarrollo de las regiones, teniendo en cuenta la naturaleza y las 
características de tales entidades, de conformidad con las siguientes reglas especiales: 

(…)

8. La celebración y ejecución de un acuerdo de reestructuración constituye un proyecto regional de inversión prioritario. 
(…)”

La misma ley define que se entiende por  un Acuerdo de reestructuración de pasivos, en lo siguientes 
términos:

“Artículo 5º. ACUERDO DE REESTRUCTURACION. Se denomina acuerdo de reestructuración la convención que, en los 
términos de la presente ley, se celebre a favor de una o varias empresas con el objeto de corregir deficiencias que presenten 
en su capacidad de operación y para atender obligaciones pecuniarias, de manera que tales empresas puedan recuperarse 
dentro del plazo y en las condiciones que se hayan previsto en el mismo. 

El acuerdo de reestructuración deberá constar por escrito, tendrá el plazo que se estipule para su ejecución, sin perjuicio 
de los plazos especiales que se señalen para la atención de determinadas acreencias, y del que llegue a pactarse en los 
convenios temporales de concertación laboral previstos en esta ley. 

Para la solicitud, promoción, negociación y celebración de un acuerdo de reestructuración, el empresario y sus acreedores 
podrán actuar directamente o por medio de cualquier clase de apoderados, sin que se requiera la intervención a través de 
abogados. Un solo apoderado podrá serlo simultáneamente de varios acreedores.”

Como se aprecia, el Acuerdo de reestructuración tiene como finalidad objeto de corregir las deficiencias que 
presenten en su capacidad de operación y para atender obligaciones pecuniarias, de manera que tales empresas 
puedan recuperarse dentro del plazo y en las condiciones que se hayan previsto en el mismo. 

Se puede advertir, entonces, que las disposiciones transcritas de las Leyes 715 de 2001 y de la 550 de 1999 
son complementarias y que tienen el propósito de viabilizar el saneamiento fiscal y financiero de las entidades 
territoriales. En ese sentido, dado que la Ley 550 de 1999 establece que “La celebración y ejecución de 
un acuerdo de reestructuración constituye un proyecto regional de inversión prioritario”, éste puede ser 
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considerado como una actividad adicional a las contempladas por  el numeral 14 del artículo 76 de la Ley 
715 de 2001. 

De acuerdo con lo anterior, los recursos de la Participación de Propósito General, tanto aquellos 
correspondientes al 42 % que la ley autoriza para que los municipios de categoría 4ª, 5ª y 6ª los destinen 
para gastos de funcionamiento y/o inversión, como aquellos otros recursos, diferentes a los asignados para 
deporte y cultura, que la ley define como de libre inversión en otros sectores, pueden ser destinados para la 
financiación del acuerdo de reestructuración de pasivos.

Es importante señalar que en virtud de lo dispuesto por la Ley 1116 de 2006, las disposiciones de la Ley 550 
de 1999, son de aplicación permanente para las entidades territoriales.

Asistencia técnica. Debe entenderse como un programa o proyecto que pretenda mejorar la gestión y adecuar 
la estructura administrativa municipal para el cumplimiento adecuado de las competencias asignadas por la 
ley, el cual podrá contener el componente de capacitación siempre y cuando se oriente a la optimización de 
la capacidad administrativa.

En este punto cabe precisar que no es posible financiar asesorías con el propósito de atender el cumplimiento 
de labores recurrentes de la administración, como por ejemplo asesoría jurídica, contable, u otras de similar 
naturaleza.

Vale aclarar que en estos programas no es posible cubrir viáticos ni gastos de viaje de los funcionarios 
municipales puesto que este concepto corresponde a una relación laboral del personal de planta, a cubrir 
como un gasto de funcionamiento. Así mismo, no es posible financiar apoyos educativos para el estudio de 
los funcionarios, puesto que este gasto es de  funcionamiento y corresponde a las políticas de administración 
de personal y bienestar social del municipio, bajo relaciones laborales contractuales de planta.

Estudios de Preinversión. Al respecto vale recordar que el  artículo 76 de la Ley 715 de 2001, en su numeral 
14.1 establece como competencia del municipio en materia de fortalecimiento institucional, el “realizar 
procesos integrales de evaluación institucional y capacitación, que permitan a la administración mejorar su 
gestión local, y adecuar su estructura administrativa, para el desarrollo eficiente de sus competencias, dentro 
de sus límites financieros”. 

En este sentido, dentro de los tipos de evaluación a realizar en una entidad territorial,  la evaluación ex-ante 
de un proyecto implica la elaboración de los estudios de preinversión, para determinar la relación costo 
beneficio, el análisis costo efectividad, así como la evaluación del impacto y del proceso del proyecto, con 
el fin de hacer que la inversión efectivamente sea viable y se garantice una gestión eficiente de la entidad 
territorial, respecto al desarrollo de las competencias relacionadas con proyectos de inversión física. 

Asimismo, es posible financiar la revisión del Plan de Ordenamiento Territorial entendido como “la 
reconsideración general o parcial de sus objetivos, directrices, políticas, estrategias, metas, programas, 
actuaciones y normas que, como consecuencia del seguimiento y evaluación de su implementación frente 
a la evolución de las principales características del ordenamiento físico territorial del municipio o distrito, 
suponga la reformulación completa del correspondiente Plan, o la actualización o ajuste de sus contenidos 
de corto, mediano o largo plazo”, como lo estableció el Decreto 923 del 10 de mayo de 2002.
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SISBEN. La ley permite que la actualización (entendida como la realización de encuestas para modificar al 
personal beneficiario) sea cofinanciada con la Nación cada 2 años, con los recursos de la Participación de 
Propósito General de forzosa inversión en otros sectores. Para el efecto,  es posible financiar la implementación 
del nuevo SISBEN, a desarrollar en los términos del CONPES Social 117 de 2008.
 
La coordinación del régimen subsidiado y operación del banco de programas o proyectos. Estas actividades 
son funciones de carácter administrativo recurrente, que constituyen un gasto de funcionamiento, por lo 
tanto, no son financiables  con los recursos del Sistema General de Participaciones de forzosa inversión, 
exceptuando el 42% de la Participación de propósito general para libre inversión u otros gastos inherentes 
al funcionamiento de los municipios de 4ª,5ª o 6ª categoría.

Respecto a la financiación del Plan de Desarrollo el artículo 339 de la Constitución Política, establece lo 
siguiente:

“Habrá un Plan Nacional de Desarrollo conformado por una parte general y un plan de inversiones de las entidades 
públicas del orden nacional...

Las entidades territoriales elaborarán y adoptarán de manera concertada entre ellas y el Gobierno nacional, planes de 
desarrollo, con el objeto de asegurar el uso eficiente de sus recursos y el desempeño adecuado de las funciones que les 
hayan sido asignadas por la Constitución y la ley.

Los planes de las entidades territoriales estarán conformados por una parte estratégica y un plan de inversiones de mediano 
y corto plazo.”

Igualmente, en consideración a que la Ley 152 de 1994, desarrolló el precepto constitucional anterior, se 
concluye que esta es una competencia asignada constitucional y legalmente a la entidad territorial y que por 
tanto, su elaboración puede ser financiada con recursos de la Participación de Propósito General de forzosa 
inversión en otros sectores o con el 42% de libre destinación para inversión u otros gastos para municipios 
de 4ª,5ª o 6ª categoría. 

Dado que los programas y proyectos de actualización catastral, implementación del plan único de cuentas y 
conformación e implementación del Banco Municipal de Programas y Proyectos de Inversión, el saneamiento 
contable, tienen el propósito de contribuir al mejoramiento de la gestión de la administración local, pueden 
ser financiables con los recursos de la Participación de Propósito General de forzosa inversión, en el marco 
de las competencias asignadas al municipio en materia de fortalecimiento institucional.

6.2.4.13. Justicia

En justicia la Ley 715 de 2001, establece que los municipios podrán financiar las inspecciones de policía 
para la atención de las contravenciones y demás actividades de policía de competencia municipal.

Inspecciones de policía. En el sector justicia se puede incluir la financiación de proyectos relacionados con 
las inspecciones de policía de carácter municipal ubicadas en la zona rural y urbana, específicamente el pago 
de los salarios y aportes patronales a la seguridad social de los inspectores de policía. Los demás gastos de 
funcionamiento inherentes a los servicios personales y servicios generales de dichas dependencias, no pueden 
ser financiados con los recursos del SGP de Propósito General de forzosa inversión.

Por otra parte, es importante tener en cuenta que la Ley 136 de 1994 establece que en las zonas rurales las 
funciones de las inspecciones de policía deberán ser cumplidas por los respectivos corregidores. Al respecto 
el artículo 118 de la Ley 136 de 1994 determina lo siguiente:
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“Artículo 118. ADMINISTRACIÓN DE LOS CORREGIMIENTOS. Para el adecuado e inmediato desarrollo de los 
corregimientos, éstos tendrán corregidores como autoridades administrativas, quienes coordinadamente con la participación 
de la comunidad, cumplirán, en el área de su jurisdicción, las funciones que les asignen los acuerdos y les deleguen los 
Alcaldes, con sujeción a las leyes vigentes.

Los corregidores cumplirán también las funciones asignadas por las disposiciones vigentes a las actuales inspecciones 
de policía.

En los corregimientos donde se designe corregidor, no podrá haber inspectores departamentales ni municipales de 
policía.

Los Alcaldes designarán a los corregidores de ternas presentadas por la respectiva Junta Administradora Local, con 
quienes coordinarán sus tareas de desarrollo comunitario.” (Resaltado fuera de texto).

Sin embargo, no es posible destinar recursos de la participación de  propósito general de forzosa inversión 
en otros sectores para el pago de los corregidores.

Comisarías de familia. Con relación a las Comisarías de familia, el Decreto 4840 de 2007, por el cual el 
cual se reglamentan los artículos 52, 77, 79, 82, 83, 84, 86, 87, 96, 98, 99, 100, 105, 111 y 205 de la Ley 
1098 de 200637, establece lo siguiente:

“Artículo 1°. Responsabilidad para la creación, composición y organización de las Comisarías de Familia. Para dar 
cumplimiento a la obligación señalada en la Ley 1098 de 2006, para la creación, composición y organización de las 
Comisarías de Familia, a partir de la vigencia fiscal 2008, los distritos y municipios deberán incorporar en el Plan Operativo 
Anual de Inversiones y en el presupuesto de la entidad territorial, un rubro que asegure el desarrollo del objeto misional 
de la Comisaría de Familia.

Artículo 2°. Financiación de las Comisarías de Familia. Para la creación, composición y organización de las Comisarías de 
Familia, los Concejos Distritales y Municipales deberán tener en cuenta las siguientes orientaciones de orden presupuestal, 
conforme a la autonomía constitucional que rige a las entidades territoriales:

a) 	 Los salarios del Comisario de Familia y de los integrantes del equipo interdisciplinario de conformidad con lo previsto 
en el inciso segundo del artículo 84 de la Ley 1098 de 2006, se podrán financiar con cargo a los recursos de participación 
de propósito general de forzosa inversión, en otros sectores;

b) 	 Los demás gastos de funcionamiento inherentes a los servicios personales y servicios generales de dichas dependencias 
se atenderán con los ingresos corrientes de libre destinación, de conformidad con la Ley 617 de 2000.

Parágrafo 1°. Dentro de la autonomía prevista en los numerales 1 y 6 del artículo 313 y los numerales 3, 4 y 7 del artículo 
315 de la Constitución Política, podrán las autoridades distritales o municipales elegir los mecanismos jurídicos y 
presupuestales necesarios para dar cumplimiento a la obligación prevista en el presente artículo.

Parágrafo 2°. Corresponderá al Departamento Administrativo de la Función Pública asistir técnicamente y capacitar a las 
entidades territoriales en la organización e implementación de las Comisarías de Familia, en la creación de esta dependencia, 
la modificación de la planta de personal, el ajuste a los manuales de funciones y competencias laborales, conforme a la 
normativa vigente, en particular a la Ley 909 de 2004, el Decreto-Ley 785 de 2005 y los Decretos 1227 y 2239 de 2005.

Artículo 3°. Clasificación de los municipios por densidad de población. Para efectos del inciso segundo del artículo 84 de 
la Ley 1098 de 2006, se entenderá por densidad de población el número de habitantes del respectivo distrito o municipio. 
En ese sentido, los distritos o municipios de mayor y mediana densidad de población obligados a contar con el equipo 
interdisciplinario, se clasifican conforme a la siguiente categorización establecida en el artículo 6° de la Ley 136 de 1994, 
modificado por el artículo 2° de la Ley 617 de 2000, así:

1. 	 Municipios de mayor densidad de población. Corresponden a esta clasificación los distritos o municipios de categoría 
especial y de primera categoría, así:

37 Por la cual se expide el Código de la Infancia y la Adolescencia.
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	 Categoría especial. Todos aquellos distritos o municipios con población superior o igual a quinientos mil uno (500.001) 
habitantes.

	 Primera categoría. Todos aquellos distritos o municipios con población comprendida entre cien mil uno (100.001) y 
quinientos mil (500.000) habitantes.

2. 	 Municipios de mediana densidad de población. Corresponden a esta clasificación los distritos o municipios de segunda 
categoría, así:

	 Segunda categoría. Todos aquellos distritos o municipios con población comprendida entre cincuenta mil uno (50.001) 
y cien mil (100.000) habitantes.

3. 	 Municipios de menor densidad de población. Corresponden a esta clasificación los distritos o municipios de las categorías 
tercera, cuarta, quinta y sexta, con población igual o inferior a 50.000 habitantes.

Artículo  4°. Número de Comisarías de Familia en proporción a la densidad de población. Para atender eficientemente las 
necesidades del servicio, los distritos y municipios contarán con Comisarías de Familia según la densidad de población, 
así:

Municipios de mayor densidad de población:

Todos los distritos o municipios ubicados en la categoría especial deberán tener como mínimo una Comisaría por cada 
250.000 habitantes o fracción superior a 100.000 habitantes.

Todos aquellos distritos o municipios ubicados en la primera categoría, deberán como mínimo tener una Comisaría por 
cada 150.000 habitantes o fracción superior a 100.000 habitantes.

Municipios de mediana y menor densidad de población:

Los municipios de mediana y menor densidad de población contarán al menos con una Comisaría de Familia en los términos 
del inciso primero del artículo 84 de la Ley 1098 de 2006.

Parágrafo. El número de Comisarías de Familia de los distritos o municipios a que se refiere el presente artículo deberá 
aumentarse atendiendo a otros factores relacionados con las necesidades del servicio, tales como dispersión de la población, 
recurrencia de la problemática de violencia intrafamiliar, maltrato infantil u otros aspectos asociados a las problemáticas 
sociales, que corresponderá determinar a cada entidad territorial dentro de su autonomía.

Artículo 5°. Comisarías de Familia en los municipios de menor densidad de población. Los municipios de menor 
densidad de población que no tuvieren la capacidad de garantizar la sostenibilidad de la Comisaría de Familia y su 
equipo interdisciplinario, podrán organizar Comisarías de Familia Intermunicipales mediante convenio, asociación de 
municipio y otras modalidades de integración, para cumplir con la obligación que les impone el Código de la Infancia y 
la Adolescencia.

Serán criterios para definir la integración de la asociación de municipios, la celebración de los convenios o cualquier otra 
modalidad de integración a que se refiere este artículo los siguientes:

a) 	 Las características semejantes a nivel social, físico, cultural, económico y otros aspectos comunes;

b) 	 La disponibilidad de sistemas de conectividad vial y transporte público permanente;

c) 	 La Comisaría de Familia deberá instalarse en el municipio que garantice mejor ubicación en términos de tiempo de 
desplazamiento para todos los que pertenecen a la asociación de municipios servida.

Serán alternativas para la integración de la asociación de municipios, celebración de convenios o cualquier otra modalidad 
de integración a que se refiere este artículo, las siguientes:

1. 	 Dos municipios de uno o más departamentos podrán mediante convenio, asociación de municipios u otra modalidad 
de integración, conformar las Comisarías de Familia Intermunicipales, integradas por el Comisario de Familia y los 
profesionales del equipo interdisciplinario.

2. 	 Dos municipios de uno o más departamentos podrán designar cada uno su propio Comisario de Familia y, mediante 
convenio, asociación de municipios u otra modalidad de integración, designar a los profesionales que integran el equipo 
interdisciplinario común a ellos.
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Parágrafo 1°. En cualquiera de las modalidades de creación de las Comisarías de Familia previstas en este decreto o 
aquellas modalidades elegidas por las entidades territoriales, se deberá garantizar la atención interdisciplinaria establecida 
en el inciso tercero del artículo 84 de la Ley 1098 de 2006.

Parágrafo 2°. En cualquier modalidad de atención de las Comisarías de Familia, estas podrán tener un carácter móvil 
con la dotación de infraestructura que permita su desplazamiento.

Parágrafo 3°. En los convenios, asociaciones de municipios u otra modalidad de integración se deben incluir cláusulas 
de obligatorio cumplimiento por parte de los asociados con el propósito de garantizar la sostenibilidad y la atención 
permanente del servicio de las Comisarías de Familia.

Parágrafo 4°. Los departamentos, en cumplimiento de los principios de subsidiariedad, complementariedad y concurrencia, 
deberán generar programas y proyectos para apoyar la creación, implementación y funcionamiento de las Comisarías de 
Familia, en los municipios de menor densidad de población.

Artículo 6°. Inscripción de las Comisarías de Familia. Los distritos y municipios inscribirán ante las Oficinas de los 
Directores Regionales y Seccionales del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, las Comisarías de Familia que se 
encuentren funcionando en su territorio, y las que se creen o implementen en cumplimiento del artículo 84 parágrafo 2° 
de la Ley 1098 de 2006, indicando la naturaleza distrital, municipal o intermunicipal de las mismas, lugar de ubicación, 
personal que las integra, modalidad de funcionamiento y horarios de atención.

En el caso de las Comisarías de Familia que ya se encuentren funcionando, los Alcaldes Distritales o Municipales deberán 
efectuar la inscripción y reportar la información de que trata el inciso anterior en un término no mayor de tres meses 
contados a partir del momento de entrada en vigencia del presente decreto.

Parágrafo. Los municipios no podrán suprimir las Comisarías de Familia que hayan sido creadas antes de la vigencia de 
este decreto, salvo que el estudio a que se refiere el parágrafo del artículo cuarto, demuestre disminución de la demanda 
real, y previo concepto favorable del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar en su condición de órgano rector del 
Sistema Nacional de Bienestar Familiar.”

Por lo tanto, dentro de las actividades requeridas en el sector justicia, es posible financiar las Comisarías de 
Familia, específicamente salarios del Comisario y los sicólogos, médicos y trabajadores sociales vinculados 
a esa dependencia, con cargo a los recursos de la Participación de Propósito General de forzosa inversión 
para inversión en otros sectores. Los demás gastos de funcionamiento inherentes a los servicios personales y 
servicios generales de dichas dependencias, no pueden ser financiados con los recursos del SGP de Propósito 
General de forzosa inversión ya que corresponden a gastos de funcionamiento.

Servicios especiales de policía. Teniendo en cuenta que la Corte Constitucional, mediante la Sentencia 
C-617 de 2002, declaró inexequible el numeral 16 del artículo 76 de la Ley 715 de 2001, que asignaba a 
los municipios competencias en materia de orden público, seguridad, convivencia y protección ciudadana, 
no es posible la destinación de los recursos  del Sistema General de Participaciones de Propósito General 
de forzosa inversión para financiar actividades de orden público. No obstante, el artículo 16 de la Ley 4 de 
1991, establece que:

“Artículo 16. Incorporación de Policía Nacional para servicio exclusivo en los municipios. Cuando a juicio del alcalde sea 
necesario incrementar la prestación del servicio de policía en el territorio de su jurisdicción u obtener servicios especializados 
en la misma, los municipios podrán contratar con la Policía Nacional la incorporación del personal respectivo, el cual 
será asignado de manera exclusiva a atender las necesidades municipales requeridas por el alcalde. 

Cuando los municipios requieran servicios especializados tales como tránsito, turismo, control de menores, control de drogas, 
aspectos ecológicos, de ornato y la salubridad, entre otros, la Policía Nacional dispondrá la formación y capacitación 
necesaria del personal solicitado. 

Cuando la necesidad del servicio así lo exija la contratación podrá hacerse también con Áreas Metropolitanas, asociaciones 
de municipios o con dos o más municipios simultáneamente. 

Para la prestación de dicho servicio el Gobierno reglamentará las condiciones que deberán cumplirse, teniendo en cuenta, 
entre otros, los siguientes factores:
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La ubicación geográfica, en el nivel socioeconómico, el tiempo del servicio requerido, el presupuesto y la capacidad y 
disponibilidad económica del municipio.”

Adicionalmente, el artículo 17 de la misma ley, señala lo siguiente:

“Artículo 17. Régimen del personal de Policía Nacional asignado al servicio municipal. El personal de policía que se 
incorpore de conformidad con lo dispuesto en el artículo anterior hace parte de la Policía Nacional y en consecuencia 
estará sujeto al régimen de incorporación, selección, disciplinario, prestacional, de carrera,  penal  y demás disposiciones 
que rigen para la institución. 

Parágrafo. Los salarios, primas, subsidios, prestaciones, indemnizaciones y demás derechos y costos que se originen por 
la prestación del servicio, serán a cargo del presupuesto del municipio contratante y así se hará constar en el contrato 
respectivo.”

En consecuencia, de acuerdo con las prioridades definidas en el Plan de Desarrollo Local, se podrán destinar 
recursos del Sistema General de Participaciones de Propósito General correspondientes al 42%  autorizados por 
la ley para libre destinación y/o los recursos de forzosa inversión en otros sectores, para financiar programas 
y proyectos de inversión según las competencias que la Ley 715 de 2001 le asigna, para la contratación 
se servicios especiales de policía como un proyecto en el sector justicia, en los términos previstos por el 
artículo 16 de la Ley 4ª de 1991. Para el efecto, es necesaria la celebración de un convenio entre la alcaldía 
y la Policía Nacional.

De otra parte, el artículo 6 de la Ley 1106 de 2006, por medio de la cual se prorroga la vigencia de la Ley 
418 de 199738, prorrogada y modificada por las Leyes 548 de 199939 y 782 de 200240 y se modifican algunas 
de sus disposiciones, establece lo siguiente:

“Artículo 6°. De la contribución de los contratos de obra pública o concesión de obra pública y otras concesiones. El 
artículo 37 de la Ley 782 de 2002, quedará así:

Todas las personas naturales o jurídicas que suscriban contratos de obra pública, con entidades de derecho público o 
celebren contratos de adición al valor de los existentes deberán pagar a favor de la Nación, Departamento o Municipio, 
según el nivel al cual pertenezca la entidad pública contratante una contribución equivalente al cinco por ciento (5%) 
del valor total del correspondiente contrato o de la respectiva adición.

Las concesiones de construcción, mantenimiento y operaciones de vías de comunicación, terrestre o fluvial, puertos 
aéreos, marítimos o fluviales pagarán con destino a los fondos de seguridad y convivencia de la entidad contratante una 
contribución del 2.5 por mil del valor total del recaudo bruto que genere la respectiva concesión.

Esta contribución sólo se aplicará a las concesiones que se otorguen o suscriban a partir de la fecha de vigencia de la 
presente ley.

Se causará el tres por ciento (3%) sobre aquellas concesiones que otorguen las entidades territoriales con el propósito 
de ceder el recaudo de sus impuestos o contribuciones.

Autorízase a los Gobernadores Departamentales y a los Alcaldes Municipales y Distritales para celebrar convenios 
interadministrativos con el Gobierno nacional para dar en comodato inmuebles donde deban construirse las sedes de las 
estaciones de policía.

Parágrafo 1°. En los casos en que las entidades públicas suscriban convenios de cooperación con organismos multilaterales, 
que tengan por objeto la construcción de obras o su mantenimiento, los subcontratistas que los ejecuten serán sujetos 
pasivos de esta contribución.

38 Por la cual se consagran unos instrumentos para la búsqueda de la convivencia, la eficacia de la justicia y se dictan otras disposiciones.
39 Por medio de la cual se prorroga la vigencia de la Ley 418 del 26 de diciembre de 1997 y se dictan otras disposiciones.
40 Por medio de la cual se prorroga la vigencia de la Ley 418 de 1997, prorrogada y modificada por la Ley 548 de 1999 y se modifican algunas de sus disposiciones.
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Parágrafo 2°. Los socios, copartícipes y asociados de los consorcios y uniones temporales, que celebren los contratos a 
que se refiere el inciso anterior, responderán solidariamente por el pago de la contribución del cinco por ciento (5%), a 
prorrata de sus aportes o de su participación.

Artículo 7°. De la vigencia de la ley. La presente ley tiene una vigencia de cuatro (4) años a partir de la fecha de su 
promulgación y deroga las disposiciones que le sean contrarias.”(Negrita fuera de texto).

En cuanto a la destinación de estos recursos, el artículo 38 de la Ley 782 de 2002,  Por medio de la cual se 
prorroga la vigencia de la Ley 418 de 1997, prorrogada y modificada por la Ley 548 de 1999 y se modifican 
algunas de sus disposiciones, establece lo siguiente:

“Artículo 38. El artículo 122 de la Ley 418 de 1997, prorrogada por la Ley 548 de 1999, quedará así:

Artículo 122. Créase el Fondo Nacional de Seguridad y Convivencia Ciudadana, que funcionará como una cuenta especial, 
sin personería jurídica, administrada por el Ministerio del Interior, como un sistema separado de cuenta.

El Consejo Superior de Seguridad y Defensa Nacional, establecido mediante Decreto número 2134 de 1992 y el Consejo 
Técnico Nacional de Inteligencia, establecido en el Decreto número 2233 del 21 de diciembre de 1995, coordinarán la 
ejecución de los recursos de este Fondo.

El Gobierno nacional, dentro de los tres (3) meses siguientes a la vigencia de esta ley, reglamentará la organización y 
funcionamiento del Fondo, los objetivos y funciones que le corresponden, el régimen de apropiaciones y operaciones en 
materia presupuestal y patrimonio necesario para su operación.

Los recursos que recaude la Nación por concepto de la contribución especial del cinco por ciento (5%) consagrada en el 
presente capítulo, deberán invertirse por el Fondo Nocional de Seguridad y Convivencia Ciudadana, en la realización de 
gastos destinados a propiciar la seguridad ciudadana, la preservación del orden público.

Los recursos que recauden las entidades territoriales por este mismo concepto deben invertirse por el Fondo Cuenta 
Territorial, en dotación, material de guerra, reconstrucción de cuarteles y otras instalaciones, compra de equipo de 
comunicación, montaje y operación de redes de inteligencia, recompensas a personas que colaboren con la justicia y 
seguridad de las mismas, servicios personales, dotación y raciones para nuevos agentes y soldados o en la realización de 
gastos destinados a generar un ambiente que propicie la seguridad ciudadana, la preservación del orden público.

La administración del Fondo Nacional de Seguridad y Convivencia Ciudadana estará a cargo de la Dirección General de 
Orden Público y Convivencia Ciudadana del Ministerio del Interior.”  (Negritas fuera de texto).

Es importante aclarar que los municipios no pueden destinar recursos de la Participación de Propósito 
General de forzosa inversión para la compra de armamento y equipos de seguridad para las dependencias y 
funcionarios municipales. 

6.2. 4.14. Restaurantes escolares

Acorde con la asignación de una destinación especifica del Sistema General de Participaciones para programas 
de alimentación escolar, los municipios tienen como competencia el servicio de restaurantes escolares. Según 
lo dispuesto por el artículo 76 de la Ley 715 de 2001:

“Corresponde a los distritos y municipios garantizar el servicio de restaurante para los estudiantes de su jurisdicción, en 
desarrollo de esta competencia deberán adelantar programas de alimentación escolar con los recursos descontados para 
tal fin de conformidad con lo establecido en el artículo 2º, parágrafo 2º de la presente ley, sin detrimento de los que destina 
el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar a este tipo de programas u otras agencias públicas o privadas.

La ejecución de los recursos para restaurantes escolares se programará con el concurso de los rectores y directores de las 
instituciones educativas”.
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6.2.4.15. Empleo

En empleo corresponde a los municipios “Promover el empleo y la protección a los desempleados. Podrán 
destinarse a subsidiar empleo o desempleo, en la forma y modalidades que reglamente el Gobierno Nacional”. 
Una vez sea expedida la reglamentación correspondiente por parte del Ministerio de la Protección Social el 
municipio podrá realizar acciones dirigidas al desarrollo de esta competencia. 

6.3. Reglamentación

El Decreto 72 de 2005, regula de manera específica el tema de la información requerida para la distribución 
de los recursos de la Participación de Propósito General, en los siguientes términos: 

“Artículo 1°. Modifícase el artículo 1° del Decreto 159 de 2002, el cual quedará así:

«Artículo 1°. Certificación de información. Para efectos de la evaluación, seguimiento y monitoreo de los recursos del 
Sistema General de Participaciones, de la distribución de la Participación de Propósito General y de la asignación para los 
programas de alimentación escolar de que tratan los artículos 2°, 3°, 4° y 76 numeral 17, de la Ley 715 de 2001, el Ministerio 
de Hacienda y Crédito Público, el Departamento Administrativo Nacional de Estadística, DANE, los municipios, distritos 
y el Departamento Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa Catalina deberán enviar la siguiente información 
debidamente certificada al Departamento Nacional de Planeación, en los siguientes términos:

1.	 El Departamento Administrativo Nacional de Estadística suministrará las estimaciones hechas, a más tardar el 30 de 
junio de cada año, sobre:

a)	 La población total del país, por municipios y distritos, incluyendo la del departamento Archipiélago de San Andrés, 
Providencia y Santa Catalina, y los datos de población por corregimientos de los departamentos del Amazonas, 
Guainía y Vaupés, desagregada en población urbana  y rural;

b)	 El Indice de Necesidades Básicas Insatisfechas por municipio, distrito y del Departamento Archipiélago de San 
Andrés, Providencia y Santa Catalina.

2.	 Los municipios, distritos y el Departamento Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa Catalina deberán presentar 
un informe de ejecución presupuestal de ingresos, gastos de funcionamiento, servicio de deuda y gastos de inversión 
de la vigencia fiscal anterior. Adicionalmente reportarán la información con los datos de las variables requeridas para 
efectos del monitoreo, seguimiento y evaluación de los recursos del Sistema General de Participaciones. En el caso de 
los municipios con resguardos indígenas bajo su jurisdicción, deberán presentar el informe de ejecución de los recursos 
del Sistema General de Participaciones que les fueron asignados a dichos resguardos.

	 Para efectos de la presentación de los informes de que trata el presente artículo, el Departamento Nacional de Planeación 
elaborará y distribuirá los respectivos formatos en un aplicativo para la captura de la ejecución presupuestal de los 
municipios y de los resguardos indígenas, el cual será enviado a través de las respectivas secretarías de planeación 
departamental o el órgano que haga sus veces.

	 Se podrá acceder al aplicativo a través de la página web del Departamento Nacional de Planeación, www.dnp.gov.co. 
El no envío del aplicativo con los formatos por parte del Departamento Nacional de Planeación no exonera a las 
autoridades territoriales de la responsabilidad de presentar la información en las fechas establecidas.

	 Los formatos impresos con base en el aplicativo de que trata el inciso anterior, deberán ser firmados por el alcalde, 
por el Secretario de Hacienda o el Tesorero Municipal cuando el municipio no tenga dicha secretaría, o por el jefe de la 
dependencia que haga sus veces, y por el Contador del Municipio, consignando la respectiva matrícula profesional. En el 
caso del Departamento Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa Catalina los formatos deberán ser firmados por 
el Gobernador del departamento, por el Secretario de Hacienda departamental y por el Contador departamental.
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	 Para efectos de la liquidación de la Participación de Propósito General y programas de alimentación escolar, se tendrá 
en cuenta únicamente la información de ejecución presupuestal que sea radicada en la Oficina de Correspondencia 
del Departamento Nacional de Planeación a más tardar el 15 de marzo de cada año, en medio impreso con base en el 
aplicativo mencionado en el presente artículo, y con las firmas de la totalidad de los funcionarios determinados en el 
anterior inciso. En la misma fecha los municipios deberán radicar ante la Secretaría de Planeación Departamental 
o el órgano que haga sus veces, copia impresa de los formatos diligenciados y firmados y del medio magnético del 
mismo informe, para que dicha Secretaría consolide en el aplicativo correspondiente la información de todos los 
municipios de su jurisdicción.

	 La Secretaría de Planeación Departamental o el órgano que haga sus veces deberá enviar al Departamento Nacional 
de Planeación a más tardar el 31 de marzo de cada año la información consolidada de la ejecución presupuestal de 
los municipios de su jurisdicción en el aplicativo que le haya sido remitido para el efecto.

	 El Departamento Nacional de Planeación consolidará una base de datos con la información correspondiente a los 
ingresos tributarios y a los gastos de inversión financiados con ingresos corrientes de libre destinación, de los municipios 
y del Departamento Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa Catalina, que hayan radicado el informe de 
manera oportuna en el Departamento Nacional de Planeación; dicha información será enviada al Contador General 
de la Nación para efectos de su refrendación a más tardar el 15 de mayo de cada año.

	 La Contaduría General de la Nación remitirá al Departamento Nacional de Planeación la certificación de refrendación 
de los ingresos tributarios y los gastos de inversión financiados con ingresos corrientes de libre destinación, de los 
municipios y del Departamento Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa Catalina a más tardar el 30 de junio 
de cada año.

	 Para efectos de la evaluación, seguimiento y monitoreo de los recursos del Sistema General de Participaciones, la 
Secretaría de Planeación Departamental o el órgano que haga sus veces deberá enviar al Departamento Nacional de 
Planeación a más tardar el 31 de marzo de cada año el informe sobre la ejecución de los recursos del Sistema General 
de Participaciones transferidos al departamento para la prestación de los servicios de salud y educación en la vigencia 
anterior, en medio magnético y en copia impresa de los formatos diligenciados y firmados por el respectivo Secretario de 
Educación y Salud o del jefe de la dependencia que haga sus veces, así como la información de las variables requeridas 
para efectos del monitoreo, seguimiento y evaluación de dichos recursos.

	 Los municipios presentarán ante la Secretaría de Planeación Departamental o el órgano que haga sus veces, a más 
tardar el 31 de julio de cada año, el informe semestral de ejecución presupuestal de ingresos y gastos con corte a 30 de 
junio de cada año, en medio impreso y con copia magnética, con base en aplicativo que haya sido puesto a disposición 
para el efecto por el Departamento Nacional de Planeación. Asimismo, la Secretaría de Planeación Departamental o 
el órgano que haga sus veces consolidará la información reportada por los municipios y agregará el informe semestral 
de ejecución de ingresos y gastos del departamento, con la información adicional requerida que deben presentar las 
Secretarías o dependencias del departamento responsables de la administración y ejecución de los recursos, en el 
aplicativo puesto a disposición para el efecto por el Departamento Nacional de Planeación, la cual deberá ser remitida 
a dicho Departamento antes del 15 de agosto de cada año.

3.	 De conformidad con lo dispuesto en el artículo 79 de la Ley 715 de 2001, el Ministerio de Hacienda y Crédito Público 
a través de la Dirección de Apoyo Fiscal certificará al Departamento Nacional de Planeación a más tardar el 30 de 
junio de cada año, los departamentos, distritos y municipios que en el marco de las Leyes 550 de 1999 y 617 de 2000 
hayan suscrito Acuerdos de Reestructuración de Pasivos y/o Programas de Saneamiento Fiscal y Financiero, que 
hubiesen estado vigentes al 31 de diciembre del año anterior a la fecha de expedición de la certificación de que trata el 
presente numeral, y conceptuará sobre el cumplimiento o incumplimiento del respectivo Acuerdo de Reestructuración 
de Pasivos y/o Programas de Saneamiento Fiscal y Financiero por parte de cada una de las entidades territoriales. Esta 
información se utilizará para el cálculo de los indicadores de cobertura y eficiencia de la Participación de Propósito 
General.

4.	 Según lo establecido en el artículo 49 de la Ley 863 de 2003, el Ministerio de Hacienda y Crédito Público a través de 
la Dirección de Apoyo Fiscal certificará al Departamento Nacional de Planeación a más tardar el 30 de junio de cada 
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año, los departamentos, distritos y municipios que estén destinando recursos de la Participación de Propósito General 
para financiar los Acuerdos de Reestructuración de Pasivos en el marco de la Ley 550 de 1999 o las normas que la 
sustituyan o modifiquen.

5.	 En virtud de lo preceptuado en el artículo 49 de la Ley 863 de 2003, el Ministerio de Hacienda y Crédito Público 
a través de la Dirección de Regulación Económica de la Seguridad Social certificará al Departamento Nacional de 
Planeación a más tardar el 30 de junio de cada año, los departamentos, distritos y municipios que a 31 de diciembre 
del año anterior no cuenten con pasivos pensionales.

6.	 Acorde con lo señalado en el artículo 49 de la Ley 863 de 2003, el Ministerio del Interior y de Justicia certificará al 
Departamento Nacional de Planeación a más tardar el 20 de diciembre de cada año, la categoría de los distritos y 
municipios adoptada por estas entidades territoriales para el año siguiente.

7.	 Con fundamento en el artículo 49 de la Ley 863 de 2003, la Contaduría General de la Nación certificará al Departamento 
Nacional de Planeación a más tardar el 20 de diciembre de cada año, la categoría asignada a los distritos y municipios 
por esa entidad para el año siguiente, en los casos en que estos no se hayan categorizado de conformidad con lo previsto 
por la Ley 617 de 2000.” (Subrayado fuera de texto).



CAPÍTULO
PROGRAMACIÓN Y EJECUCIÓN DE LOS RECURSOS

DEL SISTEMA GENERAL DE PARTICIPACIONES

7.1. Programación presupuestal

Respecto a la programación y ejecución de los recursos del Sistema General de Participaciones es necesario 
tener en cuenta que la Ley 819 de 2003, con el objetivo de promover la sostenibilidad en las finanzas 
territoriales, estableció la elaboración del Marco Fiscal de Mediano Plazo (MFMP), el cual retoma el 
plan financiero establecido en el Estatuto Orgánico de Presupuesto, como base para iniciar el proceso de 
presupuestación y garantizar la sostenibilidad financiera de la entidad territorial en el mediano plazo. 

En este contexto, el Marco Fiscal de Mediano Plazo es un instrumento de referencia con perspectiva de diez 
años para la toma de decisiones fiscales en la elaboración de los planes plurianuales de inversión, planes 
anuales de inversión y de los presupuestos anuales de la entidad territorial.

El Marco Fiscal de Mediano Plazo se debe presentar a título informativo, a la Asamblea Departamental o 
Concejo Municipal en la fecha fijada en el Estatuto Orgánico de Presupuesto Municipal, en el momento de 
la presentación del proyecto de presupuesto.

Teniendo en cuenta lo anterior, en cada vigencia fiscal, las entidades territoriales programarán el 100% de 
lo aprobado y distribuido por el Conpes, de acuerdo a lo asignado por cada concepto del Sistema General 
de Participaciones. 

Para cada vigencia, en el presupuesto deberán estar incluidos los recursos del Sistema General de 
Participaciones correspondientes a los siguientes conceptos: última doceava de la vigencia anterior, las once 
doceavas de la participación de la vigencia correspondiente y, en los casos que sea comunicado, el mayor 
valor liquidado por concepto de ajuste del porcentaje de inflación causada.

Las modificaciones al presupuesto municipal deberán ser realizadas atendiendo lo dispuesto por el  Estatuto 
Orgánico de Presupuesto, Decreto 111 de 1996, el cual debió ser adoptado en cada entidad territorial en su 
estatuto departamental, distrital o municipal, según lo establecido por el artículo 104 de dicho decreto.

En consecuencia, los recursos del Sistema General de Participaciones, deberán ser programados en los 
diferentes componentes del Sistema Presupuestal así:

•	 Plan Financiero: El plan financiero deberá partir de un análisis financiero de la capacidad fiscal de la 
entidad territorial para la vigencia, el cumplimiento de los límites de gasto  de la Ley 617 de 2000,  el 

VII
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cubrimiento del servicio de la deuda, y el cubrimiento de las prioridades de inversión, de donde se derivan 
las medidas de ajuste que se reflejan en los objetivos, las estrategias financieras, así como, las metas 
de ingresos y gastos a  desarrollar en la vigencia conforme a la nueva disponibilidad de recursos. Vale 
recordar que en el proceso de adaptación de este instrumento en los Estatutos Municipales, la aprobación y 
modificación de dicho plan serán competencia del Consejo del Política Fiscal, o Comité de Hacienda previo 
concepto favorable del Consejo  de Política Económica y Social (Municipal, distrital o departamental) o 
el Consejo de Gobierno.

	 En el contexto del Marco Fiscal de Mediano Plazo el Plan Financiero debe ser evaluado permanentemente 
para tener claridad sobre la situación fiscal, la disponibilidad y destinación de recursos del  SGP y las demás 
fuentes de recursos, conforme a  las metas fiscales previstas por las administraciones municipales. 

•	 Plan Operativo Anual de Inversiones (POAI): Con la meta de inversión, considerando la destinación 
especifica de los recursos del Sistema General de Participaciones, se debe elaborar el Plan Operativo 
Anual de Inversiones (POAI), para armonizarlo con los objetivos y estrategias del plan de desarrollo, 
conforme a los programas  o proyectos, prioritarios a desarrollar en la vigencia, según la disponibilidad 
de recursos y considerando las competencias asignadas a la entidad territorial, en los diferentes sectores 
de inversión, manteniendo la destinación legal y constitucional de los recursos asignados.

	 El POAI es aprobado por el Consejo de Gobierno o el Consejo municipal, departamental o distrital de 
política Económica y Social o el órgano a quien el estatuto territorial de presupuesto haya asignado dicha 
función, para lo cual no se requiere concepto previo favorable de Planeación departamental, sobre la 
programación de los recursos del Sistema General de Participaciones.

Para efectos de la programación de los recursos del Sistema General de Participaciones, es importante tener 
en cuenta que el artículo 89 de la Ley 715 de 2001, establece de manera expresa lo siguiente:

(…) “[l]os departamentos, distritos y municipios, al elaborar el Plan Operativo Anual de Inversiones y el Presupuesto, 
programarán los recursos recibidos del Sistema General de Participaciones, cumpliendo con la destinación específica 
establecida para ellos y articulándolos con las estrategias, objetivos y metas de su plan de desarrollo. En dichos documentos, 
incluirán indicadores de resultados que permitan medir el impacto de las inversiones realizadas con estos.”

•	 Presupuesto Municipal: Una vez armonizadas las metas del plan financiero, conforme al Marco Fiscal 
de Mediano Plazo, y los programas y proyectos de inversión contemplados en el el POAI,  se incorporan 
en el proyecto de presupuesto, como el componente de los gastos de inversión, para su aprobación por 
parte del Concejo Municipal.

En este sentido es importante tener en cuenta lo establecido en el artículo 80 del Decreto 111 de 1996, así:

El gobierno presentará al Congreso Nacional (Concejo Municipal o Asamblea departamental) proyectos de ley (Acuerdo 
u Ordenanza) sobre traslados y créditos adicionales al presupuesto, cuando sea indispensable aumentar la cuantía de las 
apropiaciones, autorizadas inicialmente o no comprometidas en el presupuesto por concepto de Gastos de funcionamiento, 
servicio de la deuda pública e inversión. -Los paréntesis son nuestros y se refieren a la adopción de la norma en la entidad 
territorial.

En consecuencia, cuando producto de la programación de los recursos del Sistema General de Participaciones, 
sea necesario aumentar la cuantía de las apropiaciones del presupuesto de la vigencia, o incluir nuevas 
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apropiaciones, estas modificaciones deberán ser presentadas al Concejo o Asamblea para su aprobación y 
posterior ejecución, conforme a los artículos 79, 80 y 81 del Decreto 111 de 1996, adoptado en los Estatutos 
de presupuesto de las entidades territoriales.

Por el contrario, el gobierno territorial, puede reducir o aplazar total o parcialmente las apropiaciones 
presupuéstales conforme a los  artículos 76 y 77 del Decreto 111 de 1996.

En el presupuesto de rentas y recursos de capital, los recursos del Sistema General de Participaciones serán 
programados como parte de los ingresos corrientes no tributarios, dentro de transferencias de la Nación, 
desagregados por cada uno de sus componentes y subcomponentes.

Para efectos del control del presupuesto de gastos es conveniente establecer un código que identifique cada 
fuente de financiación, identificando cada uno  de los componentes del SGP, con el propósito de verificar la 
destinación especifica para cada uno de los conceptos de gasto.

•	 Decreto de liquidación: Aprobadas las modificaciones o expedido el presupuesto, se debe proceder a 
la expedición y/o modificación del decreto de liquidación del presupuesto de la vigencia, en el cual se 
detallan las apropiaciones correspondientes.

•	 Plan Operativo Anual Mensualizado de Caja (PAC): Considerando la programación de los giros del 
Sistema General de Participaciones y el presupuesto aprobado, se elabora el Plan Operativo Anual 
Mensualizado de Caja (PAC), en el cual se define el monto máximo mensual de fondos de la cuenta única 
de la tesorería distrital, municipal o departamental (incluyendo sus subcuentas con destinación especifica 
del SGP), así como, el monto máximo mensual de pagos, teniendo como límite máximo la  apropiación 
presupuestal, conforme a la cual, se determinarán los compromisos y pagos prioritarios a realizar en la 
vigencia.

	 Cada vez que se realicen modificaciones al presupuesto de la entidad territorial se debe proceder a 
reprogramar el PAC. 

En cuanto a la obligatoriedad de realizar las modificaciones presupuestales, se debe tener en cuenta que el 
artículo 84, de la Ley 715 de 2001, estableció: 

“Artículo 84. Apropiación territorial de los recursos del Sistema General de Participaciones. Los ingresos y gastos de las 
entidades territoriales con recursos del Sistema General de Participaciones se apropiarán en los planes y presupuestos de 
los departamentos, distritos y municipios...”

En este sentido la ley determinó la obligación de apropiar los recursos, por lo cual, si la administración 
municipal o el Concejo dejan de realizar las modificaciones requeridas en el presupuesto de ingresos y 
acuerdo de apropiaciones, se estaría incumpliendo lo dispuesto por el mencionado artículo, es decir,  se 
puede incurrir en un prevaricato por omisión (en los términos del artículo 414 de la Ley 599 de 2000) desde 
la perspectiva penal, o bien contravenir las disposiciones disciplinarias de la Ley  734 del 2002, como el 
incumplimiento de sus deberes.
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7.2. Los saldos de apropiación del Sistema General de Participaciones

Los recursos de los departamentos, distritos, municipios y resguardos indígenas, provenientes del Sistema 
General de Participaciones girados a los municipios e incorporados en los presupuestos territoriales, que 
al cierre de la vigencia fiscal de cada año no se encuentren comprometidos ni ejecutados, así como los 
rendimientos financieros originados en depósitos realizados con estos mismos recursos, deberán asignarse 
en el año fiscal siguiente, para los fines previstos constitucional y legalmente.

Por consiguiente, los recursos constituidos como saldos de apropiación del SGP que en su momento fueron 
programados presupuestalmente en determinado sector, deberán ser adicionados al presupuesto de la vigencia 
siguiente manteniendo la destinación sectorial y deben ser ejecutados en los términos y condiciones vigentes, 
conforme a la Ley 715 de 2001.

En el caso de los recursos de la participación en salud es necesario mantener la destinación sectorial y la 
especificidad de los  recursos. Por ejemplo: los recursos de los saldos de apropiación de la participación 
para salud, destinados a salud pública, deben ser apropiados en el presupuesto de la siguiente vigencia para 
el mismo propósito.

7.3. Saldos de caja del SGP no apropiados (considerados como recursos del balance con 
destinación específica)

Los recursos del SGP que fueron girados efectivamente a los departamentos, distritos, municipios y resguardos 
indígenas, entre el 1 de enero y el 31 de diciembre de cada año, que no fueron programados en el presupuesto 
municipal del año en que fueron girados, deben ser presupuestados y ejecutados en la vigencia siguiente, 
teniendo en cuenta la destinación  sectorial y las competencias asignadas por la Ley 715 de 2001.

7.4. Aspectos a  considerar para la ejecución presupuestal de los recursos del SGP

7.4.1. Prohibición de Unidad de Caja 

Con relación a los recursos del Sistema General de Participaciones la ley en desarrollo del precepto 
constitucional que define el uso de los recursos para la financiación de los servicios básicos, de educación, 
salud, agua potable y saneamiento básico, establece su manejo como una excepción al principio de unidad de 
caja, contemplado por el Decreto 111 de 1996. Es así como, el artículo 91 de la Ley 715 de 2001, establece 
una prohibición expresa de hacer unidad de caja con estos recursos, para lo cual dispone lo siguiente:

“Artículo 91. Prohibición de la Unidad de caja. Los recursos del Sistema General de Participaciones no harán Unidad de 
caja con los demás recursos del presupuesto y su administración deberá realizarse en cuentas separadas de los recursos 
de la entidad y por sectores. Igualmente, por su destinación social constitucional, estos recursos no pueden ser sujetos de 
embargo, titularización u otra clase de disposición financiera.

Los rendimientos financieros de los recursos del sistema general de participaciones que se generen una vez entregados a 
la entidad territorial, se invertirán en el mismo sector para el cual fueron transferidos. En el caso de la participación para 
educación se invertirán en mejoramiento de la calidad.”
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Esta excepción tiene el propósito de garantizar que los recursos del Sistema General de Participaciones 
solamente puedan ser utilizados para los fines previstos por la Constitución y la ley y no para atender otras 
prioridades de las entidades territoriales. 

De acuerdo con lo anterior, los recursos del Sistema General de Participaciones dado que tienen destinación 
específica no están cobijados por el principio presupuestal de Unidad de Caja y, es por ello, que tal como lo 
dispone el artículo 91 de la Ley 715 de 2001, “su administración deberá realizarse en cuentas separadas 
de los recursos de la entidad y por sectores.” Esta disposición tiene la finalidad de evitar que los recursos 
asignados para cada sector y componente del Sistema General de Participaciones se utilicen, así sea de 
manera transitoria o temporal, para atender el pago de obligaciones de otro sector diferente a la destinación 
efectuada por la ley.

Es por ello que en el momento en que  la administración destine recursos del Sistema General de Participaciones 
con destinación específica para un sector, por ejemplo para agua potable y saneamiento básico, y los utilice para 
atender compromisos y el pago de obligaciones de un sector diferente, es evidente que estaría incumpliendo 
con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley 715 de 2001. Esta situación correspondería a una presunta 
irregularidad, que en todo caso su calificación y sanción es competencia de los organismos de control, pues 
puede tener connotaciones de orden fiscal, disciplinario y penal.

Por lo tanto, cada uno de los componentes del Sistema General de Participaciones, incluyendo los recursos 
de la Participación de Propósito General, diferenciando entre libre destinación (para inversión y otros gastos) 
y forzosa inversión, no harán unidad de caja con los demás recursos del presupuesto y su administración 
deberá realizarse en cuentas separadas de los demás recursos de la entidad territorial.

De esta manera debe darse un manejo separado de cuentas para cada tipo de componente del Sistema General 
de Participaciones. En este sentido los recursos de salud se giran a las cuentas del Fondo departamental, distrital 
o municipal de salud, al cual se asignan los recursos con dicha destinación, conforme a la reglamentación 
que se expida para el efecto, conforme a lo dispuesto por el literal b) del artículo 13 de la Ley 1122 de 2007. 
Los demás recursos del SGP se giran a las cuentas separadas por sector, que aunque no están conformadas 
como fondos, deben garantizar la destinación especifica de los recursos, razón por la cual se debe llevar 
el respectivo control contable y manejo independiente de las cuentas del municipio correspondientes a los 
fondos comunes. 

Con base en lo anterior, es claro que el municipio no puede utilizar recursos de destinación específica de 
un sector para atender el pago de obligaciones en un sector diferente o para atender gastos corrientes de 
la administración. Por ejemplo: los recursos de la participación para salud, destinados a salud pública, no 
pueden ser utilizados para el pago de obligaciones en régimen subsidiado, agua potable o funcionamiento 
del municipio.

7.4.2. Inembargabilidad de los recursos del Sistema General de Participaciones

El principio de inembargabilidad de los recursos incorporados al presupuesto general de la Nación y a los 
presupuestos de las entidades territoriales que tiene como fuente el artículo 63 de la Constitución Política,  
está consagrado por el artículo 19 del Decreto 111 de 1996, de la siguiente manera:
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Artículo 19. INEMBARGABILIDAD. Son inembargables las rentas incorporadas en el Presupuesto General de la Nación, 
así como los bienes y derechos de los órganos que lo conforman. 

No obstante la anterior inembargabilidad, los funcionarios competentes deberán adoptar las medidas conducentes al 
pago de las sentencias en contra de los órganos respectivos, dentro de los plazos establecidos para ello, y respetarán en 
su integridad los derechos reconocidos a terceros en estas sentencias. 

 Se incluyen en esta prohibición las cesiones y participaciones de que trata el capítulo 4 del título XII de la Constitución 
Política. 

Los funcionarios judiciales se abstendrán de decretar órdenes de embargo cuando no se ajusten a lo dispuesto en el presente 
artículo, so pena de mala conducta (Ley 38/89, artículo 16, Ley 179/94, artículos 6º, 55, inciso 3º). 

Este principio declara que “son inembargables las rentas incorporadas en el presupuesto del municipio, así 
como los bienes y derechos de los órganos que lo conforman41.

No obstante, los funcionarios competentes deberán adoptar las medidas conducentes al pago de las sentencias 
en contra de los organismos y entidades respectivas, dentro de los plazos establecidos para ello, y respetarán 
en su integridad los derechos reconocidos a terceros en estas sentencias.

En cuanto a la inembargabilidad de los recursos del Sistema General de Participaciones, la Ley 715 de 2001, 
por la cual se dictan normas orgánicas en materia de recursos y competencias de conformidad con los artículos 
151, 288, 356 y 357 de la Constitución Política y se dictan otras disposiciones para organizar la prestación 
de los servicios de educación y salud, determina en forma expresa lo siguiente:

“Artículo 1°. Naturaleza del Sistema General de Participaciones. El Sistema General de Participaciones está constituido 
por los recursos que la Nación transfiere por mandato de los artículos 356 y 357 de la Constitución Política a las entidades 
territoriales, para la financiación de los servicios cuya competencia se les asigna en la presente ley.

(…)

Artículo 18. Administración de los recursos. Los departamentos, los distritos y los municipios certificados administrarán 
los recursos del Sistema General de Participaciones en cuentas especiales e independientes de los demás ingresos de las 
entidades territoriales. Estos dineros no harán unidad de caja con las demás rentas y recursos de la entidad territorial. 
Estos recursos, del sector educativo, no podrán ser objeto de embargo, pignoración, titularización o cualquier otra clase 
de disposición financiera…”

(…)

Artículo 91. Prohibición de la Unidad de caja. Los recursos del Sistema General de Participaciones no harán Unidad de 
caja con los demás recursos del presupuesto y su administración deberá realizarse en cuentas separadas de los recursos 
de la entidad y por sectores. Igualmente, por su destinación social constitucional, estos recursos no pueden ser sujetos de 
embargo, titularización u otra clase de disposición financiera.

Los rendimientos financieros de los recursos del sistema general de participaciones que se generen una vez entregados a 
la entidad territorial, se invertirán en el mismo sector para el cual fueron transferidos. En el caso de la participación para 
educación se invertirán en mejoramiento de la calidad.” (Negrita fuera de texto).

Como se puede apreciar, la ley define la naturaleza del Sistema General de Participaciones y lo dota de un 
carácter de inembargabilidad.

El Gobierno nacional, mediante  el Decreto 1101 de 2007, por medio del cual se reglamenta el artículo 19 del 
Decreto 111 de 1996, los artículos 1º y  91 de la Ley 715 de 2001, y se dictan otras disposiciones, expidió las 

41 Acorde con el Artículo 19 y 96, del Decreto 111 de 1996.
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siguientes medidas con el propósito de establecer criterios para que las autoridades de las entidades territoriales 
procedan frente a los embargos que afectan los recursos del Sistema General de Participaciones.

“Artículo 1°. Los recursos del Sistema General de Participaciones, por su destinación social constitucional, no pueden ser 
objeto de embargo. En los términos establecidos en la Ley 715 de 2001, los recursos del Sistema General de Participaciones 
no harán unidad de caja con los demás recursos del presupuesto y su administración deberá realizarse en cuentas separadas 
de los recursos de la entidad y por sectores. 

Artículo 2°. Los recursos que se manejan en cuentas maestras separadas para el recaudo y gasto y demás cuentas en 
los que se encuentren depositados los recursos de transferencias que hace la Nación a las Entidades Territoriales, y las 
cuentas de las Entidades Territoriales en que manejan recursos de destinación social constitucional, son inembargables 
en los términos establecidos en el Estatuto Orgánico de Presupuesto, en la Ley 715 de 2001 y las demás disposiciones que 
regulan la materia. 

En caso de que se llegare a efectuar un embargo de los recursos del Sistema General de Participaciones el servidor público, 
que reciba una orden de embargo sobre los recursos incorporados en el Presupuesto General de la Nación, incluidas 
las transferencias que hace la Nación a las Entidades Territoriales por concepto de participación para educación, 
participación para salud y para participación para propósito general, está obligado a efectuar los trámites, dentro de los 
tres días siguientes a su recibo, para solicitar su desembargo. 

Artículo 3°. El servidor público una vez recibida la orden de embargo sobre los recursos de transferencias que hace la 
Nación a las Entidades Territoriales, solicitará a la Dirección General del Presupuesto Público Nacional del Ministerio 
de Hacienda y Crédito Público, la constancia sobre la naturaleza de estos recursos; la constancia de inembargables de 
los recursos será solicitada a más tardar dentro de los tres (3) días siguientes a su recibo. 

Artículo 4°. La Dirección General del Presupuesto Público Nacional del Ministerio de Hacienda y Crédito Público expedirá 
la constancia dentro de los tres (3) días siguientes al recibo de la solicitud. 

Artículo 5°. La solicitud de constancia de inembargabilidad debe indicar el tipo de proceso, las partes involucradas, el 
despacho judicial que profirió las medidas cautelares y el origen de los recursos que fueron embargados. 

Artículo 6°. La constancia de inembargabilidad de las cuentas maestras separadas, o de las cuentas de las Entidades 
Territoriales en las cuales estas manejen recursos de destinación social constitucional, las solicitará el servidor público, en 
los casos en que la autoridad judicial lo requiera, ante la entidad responsable del giro de los recursos objeto de la medida 
cautelar en los términos del inciso final del artículo 38 de la Ley 1110 de 2006.” (Negrita fuera de texto).

Con estas disposiciones se busca que las autoridades de las entidades territoriales desplieguen las acciones 
necesarias para evitar el embargo de los recursos del Sistema General de Participaciones.

Por otra parte, el Gobierno nacional en ejercicio de las facultades otorgadas por el artículo 3 del Acto 
Legislativo 01 de 2007, expidió el Decreto 028 de 2008, por medio del cual se define la estrategia de monitoreo, 
seguimiento y control  integral al gasto que se realice con recursos del Sistema General de Participaciones, 
el cual tiene fuerza material de ley. Este decreto establece con relación a la inembargabilidad de los recursos 
del Sistema General de Participaciones, lo siguiente:

“Artículo 21. Inembargabilidad. Los recursos del Sistema General de Participaciones son inembargables.

Para evitar situaciones derivadas de decisiones judiciales que afecten la continuidad, cobertura y calidad de los servicios 
financiados con cargo a estos recursos, las medidas cautelares que adopten las autoridades judiciales relacionadas con 
obligaciones laborales, se harán efectivas sobre ingresos corrientes de libre destinación de la respectiva entidad territorial. 
Para cumplir con la decisión judicial, la entidad territorial presupuestará el monto del recurso a comprometer y cancelará 
el respectivo crédito judicial en el transcurso de la vigencia o vigencias fiscales subsiguientes.

Las decisiones de la autoridad judicial que contravengan lo dispuesto en el presente decreto, no producirán efecto alguno, y 
darán lugar a causal de destitución del cargo conforme a las normas legales correspondientes.” (Negrita fuera de texto).



CAPÍTULO VII

294

PROGRAMACIÓN Y EJECUCIÓN DE LOS RECURSOS DEL SISTEMA GENERAL DE PARTICIPACIONES

Esta disposición de carácter legal tiene la finalidad de salvaguardar los recursos del Sistema General de 
Participaciones de los embargos, en consideración a que por mandato constitucional, éstos tienen destinación 
específica para inversión social y en particular para la financiación de la prestación de los servicios básicos 
de educación, salud, agua potable y saneamiento básico, entre otros, conforme a las competencias asignadas 
a los departamentos, distritos y municipios por las Leyes 715 de 2001 y 1176 de 2007. 

Con esta norma también se determina que los jueces al decretar medidas cautelares sobre los recursos 
municipales, sólo lo podrán hacer sobre los ingresos corrientes de libre destinación, entendidos como los 
ingresos tributarios y no tributarios que no tienen destinación específica emanada de la ley o de un acto 
administrativo (ordenanza departamental o acuerdo municipal), según sea el caso.

Sin embargo, la Corte Constitucional mediante sentencia C-1154 de 2008, luego de un elaborado análisis 
concluye que el Decreto 028 de 2008 tiene fuerza material de ley, y examinados los cargos de la demanda declaró 
la exequibilidad condicionada del artículo 21 de este decreto. En esta sentencia la Corte manifiesta:

“4.1.	 El artículo 63 de la Carta representa el fundamento constitucional del principio de inembargabilidad de recursos 
públicos. La norma señala algunos de los bienes que son inalienables, imprescriptibles e inembargables, a la 
vez que faculta al Legislador para incluir en esa categoría otro tipo de bienes:

	 “Artículo 63. Los bienes de uso público, los parques naturales, las tierras comunales de grupos étnicos, las 
tierras de resguardo, el patrimonio arqueológico de la Nación y los demás bienes que determine la Ley, son 
inalienables, imprescriptibles e inembargables”. (Resaltado fuera de texto).

	 (…)

	 “Para la Corte Constitucional, entonces, el principio de  la inembargabilidad presupuestal es una garantía que 
es necesario preservar y defender, ya que ella permite proteger los recursos financieros del Estado, destinados 
por definición, en un Estado social de derecho, a satisfacer los requerimientos indispensables para la realización 
de la dignidad humana.

	 En este sentido, sólo si el Estado asegura la intangibilidad judicial de sus recursos financieros, tanto del gasto 
de funcionamiento como del gasto de inversión, podrá contar con el cien por ciento de su capacidad económica 
para lograr sus fines esenciales.

	 La embargabilidad indiscriminada de toda suerte de acreedores, nacionales y extranjeros, expondría el 
funcionamiento mismo del Estado a una parálisis total,  so pretexto de la satisfacción de un cobro judicial de 
un acreedor particular y quirografario.

	 Tal hipótesis es inaceptable a la luz de la Constitución de 1991, pues sería tanto como hacer prevalecer el 
interés particular sobre el interés general, con desconocimiento del artículo primero y del preámbulo de la 
Carta”42[45].

	 La postura descrita, que se ha mantenido inalterada en la jurisprudencia constitucional 43[46], implica reconocer 
que el Legislador tiene la facultad de señalar qué bienes no constituyen prenda general de garantía del Estado 
frente a sus acreedores y por lo tanto son inembargables en las controversias de orden judicial, pues se trata 
de una competencia asignada directamente por el Constituyente (art. 63 CP). 

4.2.	 Sin embargo, la jurisprudencia también ha dejado en claro que el principio de inembargabilidad no es absoluto, 
sino que por el contrario debe conciliarse con los demás valores, principios y derechos reconocidos en la Carta 
Política. En esa medida, la facultad del Legislador también debe ejercerse dentro de los límites trazados desde la 
propia Constitución, como el reconocimiento de la dignidad humana, el principio de efectividad de los derechos, 
el principio de seguridad jurídica, el derecho a la propiedad, el acceso a la justicia y la necesidad de asegurar 
la vigencia de un orden justo, entre otros…

42 [45] Corte Constitucional, Sentencia C-546 de 1992, MP. Ciro Angarita Barón y Alejandro Martínez Caballero.
43[46] En este sentido pueden consultarse la línea jurisprudencial anteriormente referida y en particular las Sentencias C-793 de 2002, C-566 de 2003, T-1195 de 2004 
y C-192 de 2005.
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	 (…)

4.3. 	 En este panorama, el Legislador ha adoptado como regla general la inembargabilidad de los recursos públicos 
consagrados en el Presupuesto General de la Nación. Pero ante la necesidad de armonizar esa cláusula con 
los demás principios y derechos reconocidos en la Constitución, la jurisprudencia ha fijado algunas reglas 
de excepción, pues no puede perderse de vista que el postulado de la prevalencia del interés general también 
comprende el deber de proteger y asegurar la efectividad de los derechos fundamentales de cada persona 
individualmente considerada.

4.3.1.	 La primera excepción tiene que ver con la necesidad de satisfacer créditos u obligaciones de origen laboral con 
miras a efectivizar el derecho al trabajo en condiciones dignas y justas. Al respecto, en la Sentencia C-546 de 
1992, la Corte declaró la constitucionalidad condicionada del artículo 16 de la Ley 38 de 1989 (inembargabilidad 
de rentas y recursos del Presupuesto General de la Nación), en el entendido de que “en aquellos casos en los 
cuales la efectividad del pago de las obligaciones dinerarias a cargo del Estado surgidas de las obligaciones 
laborales, sólo se logre mediante el embargo de bienes y rentas  incorporados al presupuesto de la nación, este 
será embargable en los términos  del artículo 177 del Código Contencioso Administrativo”. 

	 (…)

4.3.2.	 La segunda regla de excepción tiene que ver con el pago de sentencias judiciales para garantizar la seguridad 
jurídica y el respeto de los derechos reconocidos en dichas providencias. Así fue declarado desde la Sentencia 
C-354 de 1997, donde la Corte declaró la constitucionalidad condicionada del artículo 19 del Decreto 111 
de 1996 (inembargabilidad del Presupuesto General de la Nación), “bajo el entendido de que los créditos a 
cargo del Estado, bien sean que consten en sentencias o en otros títulos legalmente válidos, deben ser pagados 
mediante el procedimiento que indica la norma acusada y que transcurridos 18 meses después de que ellos 
sean exigibles, es posible adelantar ejecución, con embargo de recursos del presupuesto -en primer lugar los 
destinados al pago de sentencias o conciliaciones, cuando se trate de esta clase de títulos- y sobre los bienes 
de las entidades u órganos respectivos.

	 (…)

4.3.3.	 Finalmente, la tercera excepción a la cláusula de inembargabilidad del Presupuesto General de la Nación, 
se origina en los títulos emanados del Estado que reconocen una obligación clara, expresa y exigible. En la 
Sentencia C-103 de 1994 la Corte declaró la constitucionalidad condicionada de varias normas del Código 
de Procedimiento Civil relativas a la ejecución contra entidades de derecho público y la inembargabilidad del 
Presupuesto General de la Nación. Esta Corporación indicó lo siguiente:

	 “Cuando se trata de un acto administrativo definitivo que preste mérito ejecutivo, esto es, que reconozca una 
obligación expresa, clara y exigible, obligación que surja exclusivamente del mismo acto, será procedente la 
ejecución después de los diez y ocho (18) meses, con sujeción a las normas procesales correspondientes. Pero, 
expresamente, se aclara que la obligación debe resultar del título mismo, sin que sea posible completar el acto 
administrativo con interpretaciones legales que no surjan del mismo”.

	 (…)

4.4.	 Las reglas de excepción anteriormente descritas lejos de ser excluyentes son complementarias, pero mantiene 
plena vigencia la regla general de la inembargabilidad de recursos del Presupuesto General de la Nación. Además, 
en el caso de la ejecución de sentencias y títulos ejecutivos emanados de la administración, la posibilidad de 
embargo exige que se haya agotado, sin éxito, el plazo previsto en el Código Contencioso Administrativo para 
el cumplimiento de las obligaciones del Estado.

5.-	 Inembargabilidad de recursos del Sistema General de Participaciones en vigencia del Acto Legislativo No. 1 de 2001

5.1. 	 El Acto Legislativo No. 1 de 2001 sustituyó la participación de las entidades territoriales en los Ingresos 
Corrientes de la Nación, el Situado Fiscal y las transferencias complementarias (originariamente previstas 
en la Carta de 1991), y creó el Sistema General de Participaciones como el instrumento a través del cual las 
entidades territoriales ejercen su derecho a participar en las rentas nacionales (art.287  CP).

5.2. 	 Los recursos del SGP tienen una especial destinación social derivada de la propia Carta Política, de manera 
que en virtud de ella gozan de una protección constitucional reforzada en comparación con los demás recursos 
públicos del Presupuesto General de la Nación. Es por ello que resulta constitucionalmente legítimo que el 
Legislador haya previsto la inembargabilidad de dichos recursos como una medida para asegurar su inversión 
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efectiva. En este sentido, en la Sentencia C-793 de 2002, MP. Jaime Córdoba Triviño, la Corte explicó lo 
siguiente:  

	 “De acuerdo con lo expuesto, la norma acusada (art. 18 de la Ley 715), al disponer la inembargabilidad de 
los recursos que las entidades territoriales reciban del Sistema General de Participaciones con destino al 
sector educativo, constituye un desarrollo legislativo razonable del mandato contenido en el artículo 63 de 
la Constitución.  Esto es así en tanto la protección de los recursos del Sistema General de Participaciones 
destinados al sector educativo tiene como finalidad el cumplimiento de las funciones sectoriales a cargo de las 
entidades territoriales y, por ello, no pueden estar sujetos a la eventualidad de medidas cautelares que impidan 
la ejecución de los correspondientes planes y programas. 

	 Además de la finalidad de interés general involucrada en aquella medida del legislador, debe considerarse que 
el acreedor de las entidades mencionadas no queda desprotegido puesto que la inembargabilidad no se extiende 
a la totalidad de los bienes de las entidades territoriales, sino que tal forma de protección dada por la norma 
acusada se limita a los dineros del Sistema General de Participaciones. No puede desconocerse tampoco que el 
hecho de prohibir el embargo de determinados recursos no hace ilusorio el derecho a reclamar el pago, pues las 
obligaciones subsisten y el procedimiento de cobro puede llevarse a cabo aunque no sea procedente la medida 
cautelar”. (Resaltado fuera de texto).

	 Esta regla general de inembargabilidad de los recursos del SGP fue reiterada en otras decisiones de esta 
Corporación, entre las cuales se destacan las Sentencias C-566 de 2003, MP. Álvarto Tafur Gálvis, C-192 de 
2005, MP. Alfredo Beltrán Sierra y T-1194 de 2005, MP. Jaime Araújo Rentería. 

5.3. 	 Sin embargo, en estas mismas decisiones la Corte dejó claro que el principio de inembargabilidad de recursos 
del SGP tampoco es absoluto, pues  debe conciliarse con los demás derechos y principios reconocidos en la 
Constitución. 

	 En las providencias referidas, esta Corporación aclaró que las reglas de excepción al principio de inembargabilidad 
del Presupuesto eran aplicables respecto de los recursos del SGP, siempre y cuando las obligaciones reclamadas 
tuvieran como fuente alguna de las actividades a las cuales estaban destinados los recursos del SGP (educación, 
salud, agua potable y saneamiento básico). Al respecto, en la Sentencia C-793 de 2002, MP. Jaime Córdoba 
Triviño, se analizó el artículo 18 de la Ley 715 de 2001, relativo a la inembargabilidad de los recursos del SGP 
destinados a la educación 44[52]. La Corte declaró la constitucionalidad de dicha norma, pero la condicionó 
precisando que si bien era válida la regla general de inembargabilidad, también debía proceder el embargo en 
casos excepcionales. Dijo entonces:

	 “No obstante, como ya lo ha resaltado la jurisprudencia de esta Corporación, particularmente en los alcances 
del principio de inembargabilidad dados a partir de la sentencia C-354 de 1997, los cuales fueron reiterados 
en la sentencia C-402 del mismo año, la embargabilidad de las rentas y recursos presupuestales provenientes 
de las participaciones es procedente cuando se trata de sentencias que han condenado a entidades territoriales 
y cuando hayan transcurrido más de dieciocho (18) meses contados a partir de la ejecutoria de la providencia 
(artículo 177 del C.C.A.). Lo propio puede decirse de actos administrativos que reconozcan una obligación de 
la respectiva entidad y que presten mérito ejecutivo, siempre que haya transcurrido el lapso indicado. En la 
excepción quedan incluidas las obligaciones contraídas por la entidad territorial en materia laboral, tal como 
se ha señalado, de manera uniforme, desde la sentencia C-546 de 1992.   

	 Ahora bien, considera la Corte que las excepciones al principio de inembargabilidad de los recursos a que alude 
el artículo 18 de la Ley 715 sólo proceden frente a obligaciones que tengan como fuente las actividades señaladas 
en el artículo 15 de la Ley 715. El legislador ha dispuesto, en ejercicio de su libertad de configuración en materia 
económica, que los recursos del Sistema General de Participaciones para el sector educación se apliquen sólo 
a tales actividades. Por lo tanto, el pago de obligaciones provenientes de otros servicios, sectores o actividades 
a cargo de las entidades territoriales no podrá efectuarse con cargo a los recursos del sector educación. De lo 
contrario se afectaría indebidamente la configuración constitucional del derecho a las participaciones establecido 
en el artículo 287 numeral 4 y regulado por los artículos 356 y 357 de la Carta, que privilegian al servicio de 

44[52] “Artículo 18. Administración de los recursos. Los departamentos, los distritos y los municipios certificados administrarán los recursos del Sistema General de 
Participaciones en cuentas especiales e independientes de los demás ingresos de las entidades territoriales. Estos dineros no harán unidad de caja con las demás 
rentas y recursos de la entidad territorial. Estos recursos, del sector educativo, no podrán ser objeto de embargo, pignoración, titularización o cualquier otra clase de 
disposición financiera”. (Se subraya el aparte demandado en aquella oportunidad).
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salud y los servicios de educación preescolar, primaria, secundaria y media, sobre otros servicios y funciones 
a cargo del Estado. 

	 De acuerdo con las precedentes consideraciones, se declarará la exequibilidad del aparte demandado del artículo 
18 de la Ley 715, bajo el entendido que los créditos a cargo de las entidades territoriales por actividades propias 
del sector educación (L. 715, art. 15), bien sea que consten en sentencias o en otros títulos legalmente válidos, 
deben ser pagados mediante el procedimiento que señale la ley y que transcurrido el término para que ellos 
sean exigibles, es posible adelantar ejecución, con embargo de recursos del presupuesto –en primer lugar los 
destinados al pago de sentencias o conciliaciones, cuando se trate de esta clase de títulos, y, si ellos no fueren 
suficientes, sobre los recursos de la participación para educación del Sistema General de Participaciones-”. 
(Resaltado fuera de texto).  

	 Siguiendo esta línea, en la Sentencia C-566 de 2003, MP. Álvaro Tafur Gálvis, la Corte declaró la constitucionalidad 
condicionada del artículo 91 de la Ley 715 de 2001, según el cual los recursos del SGP no harían unidad de caja 
con los demás recursos del presupuesto y serían inembargables 45[53]. La Corte insistió en que la regla general 
es la inembargabilidad, pero de nuevo aceptó el embargo excepcional para garantizar obligaciones derivadas 
de actividades relacionadas con la destinación de los recursos del SGP (salud, educación, saneamiento básico 
y agua potable). No obstante, excluyó tal condición para el embargo de recursos de propósito general…

	 (…)

	 En suma, en vigencia del Acto Legislativo No. 1 de 2001 la Corte dejó en claro que la posibilidad de imponer 
medidas cautelares sobre recursos del SGP, sólo procedía para hacer efectivas obligaciones que tuvieran como 
fuente actividades relacionadas con el destino de los recursos del SGP (educación, salud, saneamiento básico 
y agua potable). 

6.-	 El principio de inembargabilidad en la nueva dimensión constitucional del Sistema General de Participaciones. Acto 
Legislativo No. 4 de 2007.

6.1.	 Esta Corporación ha reconocido que, en comparación con la regulación del Situado Fiscal prevista 
originariamente en la Carta Política de 1991, el Acto Legislativo No. 1 de 2001 flexibilizó la destinación de 
los recursos del SGP. Sobre el particular, en la Sentencia C-871 de 2002, MP. Eduardo Montealegre Lynett, la 
Corte señaló:

	 “Finalmente, el Acto Legislativo flexibilizó la destinación de esos dineros. Así, anteriormente los recursos del 
situado fiscal financiaban exclusivamente la salud y la educación, mientras que la nueva regulación, si bien 
mantiene que esos dineros deben ir prioritariamente a la salud y a la educación, admite que sean destinados a 
otros sectores. Y además, la nueva regulación constitucional flexibilizó los criterios de reparto, pues abandonó 
la mayoría de las fórmulas estrictas que tenía la anterior normatividad, y atribuyó a la ley la determinación y 
concreción de los criterios y montos de reparto” 46[54]. 

6.2.	 No obstante, el Acto Legislativo No. 4 de 2007, “por el cual se reforman los artículos 356 y 357 de la Constitución 
Política”, modificó varios aspectos del SGP que ponen de presente una mayor preocupación del Constituyente 
por asegurar el destino social y la inversión efectiva de esos recursos. Para lo que ahora ocupa la atención de 
la Corte es preciso anotar los siguientes cambios:

 6.2.1.	 Bajo el nuevo esquema constitucional, el Acto Legislativo No. 4 de 2007 dispuso expresamente que los recursos 
del SGP de los departamentos, distritos y municipios “se destinarán a la financiación de los servicios públicos 
a su cargo, dándoles prioridad al servicio de salud, los servicios de educación preescolar, primaria, secundaria 
y media, y servicios públicos de agua potable y saneamiento básico, garantizando la prestación y ampliación 
de coberturas con énfasis en la población pobre” (art.1º). En este punto, la reforma consagra una nueva 
participación social destinada específicamente a “saneamiento básico y agua potable”, que hasta ahora estaba 
comprendida de manera global en la participación de propósito general. Además, la reforma enfatiza en el 
criterio de “población pobre” para la ampliación de la cobertura de esos servicios.

45 [53] “Artículo 91. Prohibición de la Unidad de caja. Los recursos del Sistema General de Participaciones no harán Unidad de caja con los demás recursos del presupuesto 
y su administración deberá realizarse en cuentas separadas de los recursos de la entidad y por sectores. Igualmente, por su destinación social constitucional, estos 
recursos no pueden ser sujetos de embargo, titularización u otra clase de disposición financiera.
Los rendimientos financieros de los recursos del sistema general de participaciones que se generen una vez entregados a la entidad territorial, se invertirán en el mismo 
sector para el cual fueron transferidos. En el caso de la participación para educación se invertirán en mejoramiento de calidad”. (Se subraya el aparte demandado en 
aquella oportunidad).
46 [54] Corte Constitucional, Sentencia C-871 de 2002. Ver también las sentencias C-568 de 2004 y C-425 de 2005.
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6.2.2.	 El Acto Legislativo No. 4 de 2007 dispone que el 17% de los recursos de propósito general del SGP será 
distribuido entre municipios con población inferior a 25.000 habitantes, destinados “exclusivamente” para 
inversión, conforme a las competencias asignadas por la ley (art.4). Se observa aquí una referencia expresa a 
la necesidad de asegurar el destino efectivo de esos recursos.

6.2.3.	 La reforma también señala que los municipios de categorías cuarta, quinta y sexta, “podrán destinar libremente, 
para inversión y otros gastos inherentes al funcionamiento de la administración municipal, hasta un cuarenta 
y dos  (42%) de los recursos que se perciban por concepto del sistema general de participaciones de propósito 
general”, exceptuando los recursos anteriormente señalados (art. 4º). Desde esta perspectiva, se amplía el 
porcentaje de la participación de propósito general que los municipios pueden destinar a gastos inherentes al 
funcionamiento de la entidad, que en el Acto Legislativo No. 1 de 2001 sólo ascendía al 28%.

	 Cabe advertir que el desarrollo normativo del Acto Legislativo No. 4 de 2007 se dio mediante la Ley 1176 del 
mismo año y el Decreto-Ley 28 de 2008. En cuanto a su distribución, el artículo 2º de la ley señala que el monto 
total del SGP se distribuirá de la siguiente manera 47[55]: (i) un 58.5% para educación; (ii) un 24.5% para salud; 
(iii) un 5.4% para agua potable y saneamiento básico; y (iv) un 11.6% correspondiente a la participación de 
propósito general.

6.2.4.	 El inciso final del artículo 4º del Acto Legislativo establece que cuando una entidad territorial haya alcanzado 
coberturas universales y cumpla con los estándares de calidad fijados por las autoridades para los sectores 
de inversión propios del SGP, “podrá destinar los recursos excedentes a inversión en otros sectores de su 
competencia”. De nuevo se evidencia el especial celo del Constituyente por asegurar el destino de los recursos 
del SGP, dejando abierta la puerta para que, una vez satisfechos los estándares exigidos en la ley, las entidades 
territoriales puedan redireccionar esos recursos para atender otro tipo de necesidades.

6.2.5.	 De otra parte, el Acto Legislativo adicionó dos incisos al artículo 356 de la Constitución, en los siguientes 
términos:

	 “Artículo 3º. Adiciónense al artículo 356 de la Constitución Política los siguientes incisos:

 	 El Gobierno nacional definirá una estrategia de monitoreo, seguimiento y control integral al gasto ejecutado por 
las entidades territoriales con recursos del Sistema General de Participaciones, para asegurar el cumplimiento 
del metas de cobertura y calidad. Esta estrategia deberá fortalecer los espacios para la participación ciudadana 
en el control social y en los procesos de rendición de cuentas.

 	 Para dar aplicación y cumplimiento a lo dispuesto en el inciso anterior, el Gobierno nacional, en un término 
no mayor a seis (6) meses contados a partir de la expedición del presente acto legislativo, regulará, entre 
otros aspectos, lo pertinente para definir los eventos en los cuales está en riesgo la prestación adecuada de los 
servicios a cargo de las entidades territoriales, las medidas que puede adoptar para evitar tal situación y la 
determinación efectiva de los correctivos necesarios a que haya lugar”.

6.3.	 En las modificaciones anotadas llama la atención no sólo el particular interés del Constituyente por adoptar 
mecanismos de control y seguimiento al gasto ejecutado con recursos del SGP, sino también la preocupación por 
asegurar el cumplimiento de las metas de cobertura y calidad en los sectores de educación, salud, saneamiento 
básico y agua potable. Preocupación que fue exteriorizada en el curso del debate en el Congreso de la República 
y que justificó el otorgamiento de facultades extraordinarias al Gobierno nacional 48[56].  

	 A juicio de la Corte, en el nuevo esquema previsto a partir del Acto Legislativo No. 4 de 2007, las reformas 
adoptadas se traducen en una mayor rigidez constitucional en lo referente al destino social de los recursos del 
SGP, que implica examinar desde una óptica diferente el principio de inembargabilidad y las reglas de excepción. 
En este sentido, la regla general debe seguir siendo la inembargabilidad de recursos del presupuesto, para 
permitir sólo excepcionalmente la adopción de medidas cautelares.

7.-	 Constitucionalidad condicionada del artículo 21 del Decreto 28 de 2008.

7.1.	 El Decreto-Ley 28 de 2008, “por medio del cual se define la estrategia de monitoreo, seguimiento y control 
integral al gasto que se realice con recursos del Sistema General de Participaciones”, fue expedido por el 

47[55] Una vez descontados los recursos a que se refiere el parágrafo 2o del artículo 2o de la Ley 715 de 2001 y los parágrafos transitorios 2o y 3o del artículo 4o del 
Acto Legislativo No. 4 de 2007.
48[56] Cfr., Proyecto de Acto Legislativo No.169 de 2006 Cámara – 011 de 2006 Senado, Ponencia para Primer Debate en el Senado de la República. Gaceta No. 116 
del 13 de abril de 2007, p. 19 y ss.
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Gobierno nacional con fundamento en las facultades especiales previstas en el artículo 356 de la Constitución, 
adicionado por el Acto Legislativo No. 04 de 2007.

	 El artículo 21 del Decreto regula la inembargabilidad de los recursos del SGP y precisa que las medidas cautelares 
relacionadas con obligaciones laborales se harán efectivas con ingresos corrientes de libre destinación de la 
respectiva entidad territorial, para proceder a su pago en la vigencia o vigencias fiscales subsiguientes. Dice 
la norma:

	 “Artículo 21. Inembargabilidad. Los recursos del Sistema General de Participaciones son inembargables. Para 
evitar situaciones derivadas de decisiones judiciales que afecten la continuidad, cobertura y calidad de los 
servicios financiados con cargo a estos recursos, las medidas cautelares que adopten las autoridades judiciales 
relacionadas con obligaciones laborales, se harán efectivas sobre ingresos corrientes de libre destinación de 
la respectiva entidad territorial. Para cumplir con la decisión judicial, la entidad territorial presupuestará el 
monto del recurso a comprometer y cancelará el respectivo crédito judicial en el transcurso de la vigencia o 
vigencias fiscales subsiguientes.

	 Las decisiones de la autoridad judicial que contravengan lo dispuesto en el presente decreto, no producirán 
efecto alguno, y darán lugar a causal de destitución del cargo conforme a las normas legales correspondientes”. 
(Se subrayan los apartes demandados).

	 El artículo objeto de examen presenta una configuración normativa diferente si se compara con las disposiciones 
analizadas por esta Corporación en oportunidades precedentes, en las cuales se establecía una prohibición 
absoluta e inflexible de embargo de recursos públicos 49[57]. 

	 En primer lugar, la norma consagra el principio general de inembargabilidad de los recursos del presupuesto 
de las entidades territoriales (en particular de los recursos del SGP), pero a la vez reconoce la posibilidad de 
adoptar medidas cautelares derivadas de obligaciones laborales. Desde esta perspectiva, a diferencia de las 
normas estudiadas en eventos anteriores, el Legislador ha previsto expresamente la posibilidad, por supuesto 
excepcional, de imponer medidas cautelares cuando así lo dispongan las autoridades judiciales.

	 En segundo lugar, también se prevé una fuente inmediata para hacer efectivas dichas obligaciones, pues la norma 
dispone que  las medidas cautelares “se harán efectivas sobre los ingresos corrientes de libre destinación de la 
respectiva entidad territorial”. Al respecto, la Corte ha explicado que aún cuando la Constitución hace alguna 
referencia a los ingresos corrientes y rentas de capital, lo cierto es que en ella no se definieron esos conceptos 
por lo que dicha tarea corresponde al Legislador 50[58]. 

	 Es así como el artículo 27 del Estatuto Orgánico del Presupuesto señala que los ingresos corrientes se clasifican 
en tributarios (impuestos directos e indirectos) y no tributarios (tasas y multas). Dice la norma:

	 “Artículo 27. Los ingresos corrientes se clasificarán en tributarios y no tributarios. Los ingresos tributarios se 
subclasificarán en impuestos directos e indirectos, y los ingresos no tributarios comprenderán las tasas y las 
multas (Ley 38/89, artículo 20. Ley 179/94, artículo 55, inciso 10 y artículos 67 y 71)” 51[59].  

	 En concordancia con lo anterior, el artículo 104 del mismo estatuto dispone que las entidades territoriales deben 
ajustar sus normas sobre programación, elaboración, aprobación y ejecución del presupuesto a las reglas del 
Estatuto Orgánico del Presupuesto, de modo que esa clasificación también tiene cabida en el nivel territorial:

	 “Artículo 104. A más tardar el 31 de diciembre de 1996, las entidades territoriales ajustarán las normas sobre 
programación, elaboración, aprobación y ejecución de sus presupuestos a las normas previstas en la Ley 
Orgánica del Presupuesto (Ley 225 de 1995, artículo 32)”.

	 Ahora bien, los ingresos corrientes de libre destinación de las entidades territoriales están definidos en el 
parágrafo del artículo 3º de la Ley 617 de 2000 52[60], según el cual “para efectos de lo dispuesto en esta ley se 

49[57] Cfr., Corte Constitucional, Sentencias C-546 de 1992, C-013 de 1993, C-017 de 1993, C-337 de 1993, C-555 de 1993, C-103 de 1994, C-263 de 1994, C-354 de 
1997, C-402 de 1997, T-531 de 1999, T-539 de 2002, C-793 de 2002, C-566 de 2003, C-1064 de 2003, T-1105 de 2004 y C-192 de 2005.
50[58] Corte Constitucional, Sentencias C-892 de 2002, MP. Alfredo Beltrán Sierra y C-066 de 2003, MP. Rodrigo Escobar Gil.
51[59] La Corte ha avalado la constitucionalidad de esta regulación en las Sentencias C-066 de 2003 MP. Rodrigo Escobar Gil y C-208 de 2003, MP. Eduardo Montealegre 
Lynett.
52[60] Ley 617 de 2000, “Por la cual se reforma parcialmente la Ley 136 de 1994, el Decreto Extraordinario 1222 de 1986, se adiciona la Ley Orgánica de Presupuesto, 
el Decreto 1421 de 1993, se dictan otras normas tendientes a fortalecer la descentralización, y se dictan normas para la racionalización del gasto público nacional”.
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entiende por ingresos corrientes de libre destinación los ingresos corrientes excluidas las rentas de destinación 
específica, entendiendo por estas las destinadas por ley o acto administrativo a un fin determinado” 53[61].

	 Finalmente, en tercer lugar, el artículo 21 del Decreto 28 de 2008 consagra el deber de las entidades territoriales 
de presupuestar el monto de las obligaciones a su cargo y de cancelar el respectivo crédito judicial en el 
transcurso de la vigencia o vigencias fiscales subsiguientes. Aunque más adelante se harán algunas precisiones 
sobre esta regulación, la Corte advierte que la norma no sólo acepta la imposición de medidas cautelares, sino 
que ordena a las entidades territoriales hacer las apropiaciones necesarias para satisfacer en su totalidad el 
monto del crédito que la originó.

7.2.	 En cuanto a las acusaciones de inconstitucionalidad, el demandante sostiene, en primer término, que la 
prohibición de embargo de los recursos del SGP desconoce los principios y valores del Estado (Preámbulo y 
artículos 1 y 2 CP) y las normas relacionadas con el destino de los recursos del SGP (art. 357 CP), ya que se 
blindan importantes recursos de las entidades territoriales e impide hacer efectivos los derechos derivados de 
procesos judiciales relacionados con obligaciones laborales. 

	 La Corte reconoce la necesidad de garantizar estos principios pero disiente de la lectura que el ciudadano hace 
de la norma acusada y de su alcance frente a las normas constitucionales que invoca. En efecto, teniendo en 
cuenta la regulación vigente a partir del Acto Legislativo No.4 de 2007, la Corte considera que la configuración 
prevista en el artículo 21 del Decreto 28 de 2008 se ajusta a la Constitución, pues consagra la inembargabilidad 
de los recursos del SGP a la vez que autoriza el embargo de otros recursos del presupuesto de las entidades 
territoriales, de modo que garantiza la destinación social constitucional del SGP sin desconocer los demás 
principios y valores reconocidos en la Carta Política, particularmente en cuanto a la efectividad de las 
obligaciones de orden laboral. 

	 A juicio de la Corte, la prohibición de embargo de recursos del SGP (i) está amparada por el artículo 63 de la 
Carta Política, que autoriza al Legislador para determinar qué bienes y recursos públicos son inembargables. Así 
mismo, (ii) está dirigida a garantizar la destinación social y la inversión efectiva en los servicios de educación, 
salud, saneamiento básico y agua potable, de acuerdo con la exigencia prevista en los artículos 356 y 357 de 
la Constitución y la reforma introducida en el Acto Legislativo No. 4 de 2007. Además, (iii) es coherente con el 
mandato que el Constituyente dio al Gobierno nacional para definir una estrategia de monitoreo, seguimiento 
y control al gasto ejecutado con recursos del SGP, con miras a garantizar las metas de continuidad, calidad 
y cobertura definidas en la ley. Desde esta perspectiva, es claro que la cláusula de inembargabilidad de los 
recursos del SGP persigue fines constitucionalmente legítimos, compatibles con la naturaleza y destino social 
de esos recursos. 

	 La norma acusada reconoce (en forma tácita) que la prohibición de embargo de recursos del presupuesto de las 
entidades territoriales no es absoluta, ya que no pueden perderse de vista otros valores, principios y derechos 
constitucionales como la dignidad humana, el principio de seguridad jurídica, el derecho a la propiedad, el acceso 
a la justicia y el derecho al trabajo, entre otros. Es por ello que acepta la imposición de medidas cautelares, 
para lo cual advierte que las mismas se harán efectivas sobre ingresos corrientes de libre destinación de las 
entidades territoriales. De esta manera se reconoce el destino social constitucional y la necesidad de inversión 
efectiva de los recursos del SGP, pero en aras de garantizar el principio de efectividad de los derechos se acepta 
también la posibilidad de embargo de otro tipo de recursos del presupuesto de las entidades territoriales.

7.3.	 Los argumentos expuestos también conducen a desestimar el cargo relativo a la violación del principio de acceso 
efectivo a la administración de justicia (art.229 CP) y de la cláusula de respeto a los derechos adquiridos (art.58 
CP). En efecto, la norma acusada apunta precisamente a compatibilizar el derecho de acceso a la justicia, la 
seguridad jurídica y el respeto a los derechos adquiridos, con el destino e inversión de los recursos públicos, de 
manera que ninguno tenga una preferencia absoluta e incondicionada sino que se haga viable su armonización 
y concordancia práctica. Es por ello que excepcionalmente se permite imponer medidas cautelares sobre los 
ingresos corrientes de libres destinación de las entidades territoriales, para asegurar con ello la cumplida 
ejecución de sentencias que reconocen obligaciones laborales.

	 Este acople de la jurisprudencia de ninguna manera supone desconocer el principio de efectividad de los derechos, 
en virtud del cual se ha avalado el embargo excepcional de recursos de las entidades territoriales. De lo que se 

53[61] La expresión “o acto administrativo”, fue declarada exequible en la Sentencia C-579 de 2001, MP. Eduardo Montealegre Lynett, “en el sentido de que sólo cobija 
aquellos actos administrativos válidamente expedidos por las corporaciones públicas del nivel territorial -Asambleas y Concejos-, de conformidad con lo dispuesto 
en la parte motiva de esta providencia”.
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trata es, simplemente, de armonizar y conciliar esos principios en el marco de la reforma introducida a partir 
del Acto Legislativo No. 4 de 2007, que refuerza e insiste en la destinación social de los recursos del SGP.

	 Por un lado, se mantiene la posibilidad (excepcional) de imponer medidas cautelares sobre recursos de 
las entidades territoriales, pues de lo contrario se dejarían sin efecto los principios constitucionales antes 
mencionados; por el otro, se restringe su alcance a los ingresos corrientes de libre destinación, pues de lo 
contrario se dejaría sin efecto el destino social constitucional de los recursos del SGP. De esta manera, el 
embargo de los demás bienes de las entidades territoriales no queda sujeto a las restricciones propias del SGP, 
lo cual permite acudir a otras fuentes para asegurar el cumplimiento efectivo de las obligaciones a cargo de los 
departamentos, distritos y municipios, sin afectar de manera desproporcionada los principios de continuidad, 
calidad y cobertura en materia de educación, salud, saneamiento básico y agua potable de los sectores más 
vulnerables de la sociedad, que por lo mismo requieren una atención prioritaria de parte del Estado y las 
autoridades que lo representan. 

7.4.	 Con todo, la Corte observa que el artículo acusado exige a las entidades territoriales presupuestar el monto de las 
obligaciones a su cargo para “cancelar el respectivo crédito judicial en el transcurso de la vigencia o vigencias 
fiscales subsiguientes”. Al respecto es importante precisar que, de acuerdo con las reglas jurisprudenciales 
anotadas, los créditos a cargo de las entidades territoriales deberán ser pagados conforme al procedimiento 
que señala la ley, particularmente las normas del Código Contencioso Administrativo (art. 176, 177 y ss) y 
del Código de Procedimiento Civil. De esta manera, sólo transcurrido el término allí previsto (18 meses) será 
posible adelantar ejecución judicial. Una vez cumplidos estos requisitos y decretada la medida cautelar se 
procederá al embargo, en primer lugar, de los recursos del presupuesto destinados al pago de sentencias o 
conciliaciones, cuando se trate de esa clase de títulos, y, si ellos no fueren suficientes, de los ingresos corrientes 
de libre destinación de las entidades territoriales. 

	 No obstante, si bien la norma es respetuosa del ordenamiento Superior en tanto autoriza la adopción excepcional 
de medidas cautelares (y por ello será declarara exequible), la Sala considera necesario condicionar su alcance 
para excluir interpretaciones incompatibles con la Carta Política en aquellos eventos en los cuales estos recursos 
no sean suficientes para hacer efectivas las obligaciones laborales reconocidas mediante sentencia judicial.

7.4.1.	 En este sentido, una interpretación de la norma que restrinja la posibilidad de adoptar medidas cautelares 
únicamente sobre los ingresos corrientes de libre destinación con cargo a la vigencia o vigencias fiscales 
subsiguientes puede hacer nugatorio el pago efectivo de dichas obligaciones, en la medida en que esos recursos 
sean escasos y en que la referencia a las vigencias subsiguientes torna incierto el momento en que se realizará 
el pago final de las acreencias. Dicha lectura de la norma es inadmisible en perspectiva constitucional, pues 
desconoce el principio de efectividad de los derechos y particularmente de los créditos laborales debidamente 
reconocidos. 

7.4.2.	 Sin embargo, existe otra interpretación que es compatible con estos preceptos de la Carta Política en tanto 
asegura la efectividad de los derechos y ofrece certeza sobre el pago de acreencias laborales. Según esta lectura 
de la norma, el pago de las obligaciones laborales reconocidas mediante sentencia debe efectuarse en el plazo 
máximo de dieciocho (18) meses contados a partir de la ejecutoria de la misma, después de lo cual podrán 
imponerse medidas cautelares sobre los ingresos corrientes de libre destinación de la respectiva entidad territorial, 
y, si esos recursos no son suficientes para asegurar el pago de las citadas obligaciones, deberá acudirse a los 
recursos de destinación específica. 

	 En este orden de ideas, la Corte debe excluir del ordenamiento jurídico la interpretación contraria a la Constitución 
y declarar la constitucionalidad condicionada de la norma en los términos anteriormente señalados.

7.5.	 De otra parte, considera la Corte que no tiene cabida el cargo por violación del derecho a la igualdad (art.13 
CP). En efecto, además de los fundamentos expuestos, la jurisprudencia ya se ha pronunciado en varias 
oportunidades para advertir que la situación del Estado y de los particulares no puede asimilarse en lo relativo 
a la garantía de obligaciones y la posibilidad de decretar el embargo de bienes y recursos. Por ejemplo, al 
analizar una acusación similar en la Sentencia C-566 de 2003, la Corte sostuvo que “desde esta perspectiva es 
claro que en lo que se refiere a la aplicación de medidas cautelares no resulta comparable el caso del Estado 
con el de un particular y que por lo tanto al no encontrarse en la misma situación de hecho no cabe en principio 
considerar vulnerado el derecho a la igualdad”.

7.6.	 Por último, la Corte considera que tampoco tiene vocación de éxito el cargo por violación del principio de 
reserva de ley (artículos 6, 63 y 121 CP), por cuanto, como fue explicado en la primera parte de esta sentencia, el 
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Decreto 28 de 2008 corresponde a una norma con fuerza material de ley. Además, la regulación de esta materia 
no está reservada en exclusiva al Congreso (reserva formal de ley), más aún cuando la norma fue dictada con 
fundamento en la autorización que para tal efecto otorgó el Constituyente al Gobierno nacional, en el Acto 
Legislativo No. 4 de 2007.

	 Las razones anotadas llevan a la Corte a declarar la exequibilidad condicionada del artículo 21 del Decreto 
28 de 2008, en los términos antes reseñados.

VII. DECISION

En mérito de lo expuesto, la Corte Constitucional de la República de Colombia, en nombre del pueblo y por mandato de 
la Constitución, 

RESUELVE

Declarar EXEQUIBLE, en lo acusado, el artículo 21 del Decreto 28 de 2008, en el entendido de que el pago de las 
obligaciones laborales reconocidas mediante sentencia debe efectuarse en el plazo máximo de dieciocho (18) meses, 
contados a partir de la ejecutoria de la misma, y de que si los recursos correspondientes a los ingresos corrientes de libre 
destinación de la respectiva entidad territorial no son suficientes para el pago de las citadas obligaciones, deberá acudirse 
a los recursos de destinación específica.

Cópiese, notifíquese, publíquese, comuníquese, insértese en la Gaceta de la Corte Constitucional y archívese el 
expediente.” 

De lo anterior, se puede apreciar que la Corte Constitucional mantiene el criterio según el cual la 
inembargabilidad de los recursos del Sistema General de Participaciones no es un principio absoluto, reiterando 
como excepción las obligaciones derivadas de los créditos laborales.

Adicionalmente, establece que las entidades territoriales cuentan con un plazo máximo de 18 meses para 
efectuar el pago de las obligaciones laborales que sean reconocidas mediante sentencia judicial contados a 
partir de su ejecutoria. Es así como, una vez vencido ese término sin que la administración haya concurrido al 
pago de la referida sentencia, podrán imponerse medidas cautelares  sobre los recursos correspondientes a los 
ingresos corrientes de libre destinación, incluyendo los recursos de la Participación de Propósito General que 
la Constitución y la Ley 1176 de 2007, autorizan destinar a los municipios de categoría 4ª, 5ª y 6ª para libre 
inversión u otros gastos inherentes al funcionamiento de la administración. Y, en el caso que éstos resulten 
insuficientes, podrán se afectados con dichas medidas los recursos de destinación específica. Con esto se 
garantiza que los recursos del Sistema General de Participaciones con destinación específica  se orienten 
efectivamente al cumplimiento de los fines que las disposiciones constitucionales y legales les señalan.

Es importante señalar que el hecho de que el artículo 21 del Decreto 28 de 2008, haya pasado el examen de 
la Corte constitucional, aún de manera condicionada, no debe  convertirse en excusa para el incumplimiento 
de las sentencias judiciales orientadas a la protección de los derechos laborales. Por el contrario, se deben 
adoptar todas las previsiones para dar cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 177 del Código Contencioso 
Administrativo, según el cual:

Artículo 177. EFECTIVIDAD DE CONDENAS CONTRA ENTIDADES PÚBLICAS. Cuando se condene a la Nación, a una 
entidad territorial o descentralizada al pago o devolución de una cantidad líquida de dinero, se enviará inmediatamente copia 
de la sentencia a quien sea competente para ejercer las funciones del ministerio público frente a la entidad condenada. 

El agente del ministerio público deberá tener una lista actual de tales sentencias, y dirigirse a los funcionarios competentes 
cuando preparen proyectos de presupuestos básicos o los adicionales, para exigirles que incluyan partidas que permitan 
cumplir en forma completa las condenas, todo conforme a las normas de la ley orgánica del presupuesto. 

El Congreso, las Asambleas, los Concejos, el Contralor General de la República, los Contralores Departamentales, 
Municipales y Distritales, el Consejo de Estado y los tribunales contencioso administrativos y las demás autoridades del 
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caso deberán abstenerse de aprobar o ejecutar presupuestos en los que no se hayan incluido partidas o apropiaciones 
suficientes para atender al pago de todas las condenas que haya relacionado el Ministerio Público. 

Será causal de mala conducta de los funcionarios encargados de ejecutar los presupuestos públicos, pagar las 
apropiaciones para cumplimiento de condenas más lentamente que el resto. Tales condenas, además, serán ejecutables 
ante la justicia ordinaria dieciocho (18) meses después de su ejecutoria...” (Negrita fuera de texto).

En complemento de lo anterior, en el artículo 37 de la Ley 1260 de 2008, “POR LA CUAL SE DECRETA 
EL PRESUPUESTO DE RENTAS Y RECURSOS DE CAPITAL Y LEY DE APROPIACIONES PARA LA 
VIGENCIA FISCAL DEL 1º DE ENERO AL 31 DE DICIEMBRE DE 2009”, se establecen las siguientes 
disposiciones, con relación a la inembargabilidad de los recursos de las transferencias que hace la Nación a 
las entidades territoriales:

“Artículo 37. El servidor público que reciba una orden de embargo sobre los recursos incorporados en el Presupuesto 
General de la Nación, incluidas las transferencias que hace la Nación a las entidades territoriales, está obligado a 
efectuar los trámites correspondientes para solicitar su desembargo. Para este efecto, solicitará a la Dirección General 
del Presupuesto Público Nacional del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, la constancia sobre la naturaleza de 
estos recursos. La solicitud debe indicar el tipo de proceso, las partes involucradas, el despacho judicial que profirió las 
medidas cautelares, y el origen de los recursos que fueron embargados.

Dicha constancia de inembargabilidad se refiere a recursos y no a cuentas bancarias, y le corresponde al servidor público 
solicitante, en los casos en que la autoridad judicial lo requiera, tramitar, ante la entidad responsable del giro de los recursos 
objeto de medida cautelar, la correspondiente certificación sobre cuentas bancarias.” (Negrita fuera de texto).

En este caso establece la ley, que para proceder a adelantar las acciones conducentes al desembargo de los 
recursos del Sistema General de Participaciones, las autoridades de la entidad territorial deben solicitar a 
la Dirección General del Presupuesto Público Nacional del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, con 
destino al respectivo despacho judicial, una constancia sobre la naturaleza constitucional y legal de estos 
recursos. 

La solicitud debe contener claramente los siguientes requisitos:

•	 El tipo de proceso.
•	 Las partes involucradas.
•	 El despacho judicial que profirió las medidas cautelares.
•	 El origen de los recursos que fueron embargados.

Se advierte, entonces, que de acuerdo con lo establecido por las disposiciones legales vigentes, los recursos 
del Sistema General de Participaciones son inembargables, en consideración a su origen y finalidad. Sin 
embargo, también es claro que les corresponde a las autoridades municipales la responsabilidad de adelantar 
las acciones pertinentes para el desembargo de los recursos del Sistema General de Participaciones. 

No obstante, las autoridades locales están en la obligación de adelantar las acciones pertinentes para prever 
los embargos contra estos recursos y anteponer ante los jueces competentes las acciones pertinentes para 
evitar dichas medidas cautelares.

En consecuencia, para evitar el embargo de los recursos del Sistema General de Participaciones asignados y 
girados al municipio, lo mismo que para proceder a levantar los embargos existentes sobre ellos, el municipio 
debe proceder a solicitar al Ministerio de Hacienda y Crédito Público – Dirección General del Tesoro- la 
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correspondiente certificación sobre el origen y el giro de estos recursos al municipio, para presentarlos a la 
autoridad competente y tramitar el respectivo desembargo.

 A continuación se transcribe el texto sobre las recomendaciones de defensa judicial, elaborado por la Dirección 
de Defensa Judicial del Ministerio del Interior y de Justicia, el cual hace parte de la Circular CIR08-26-
DJN-8000, respecto a la inembargabilidad de las rentas públicas, con destino a los Gobernadores, Alcaldes 
Municipales, Secretarios Jurídicos y Asesores Jurídicos del País.

“Con fundamento en lo dispuesto en las normas constitucionales y legales, el Ministerio del Interior y de Justicia, en 
ejercicio de sus funciones y atribuciones legales y reglamentarias, como encargado de fijar la política de defensa judicial 
de los intereses de la Nación, RECOMIENDA a los representantes de las entidades públicas, en relación con las decisiones 
judiciales que están ordenando las medidas cautelares como el embargo respecto de los recursos públicos de las entidades 
territoriales destinados a educación, salud, alimentación, entre otros, proceder a iniciar, a la mayor brevedad posible, las 
siguientes acciones:

En aquellos procesos judiciales ya iniciados contra las entidades territoriales que afectan sus recursos presupuestales, 
en los que se han decretado por parte de los jueces embargos y otras medidas cautelares sobre los recursos y finanzas 
de la respectiva entidad territorial, deben proceder a solicitar de inmediato y mediante oficio dirigido al juez que ha 
procedido a decretar el embargo, a partir de los fundamentos constitucionales y legales señalados en el capítulo anterior 
de la presente circular, el desembargo de las bienes o rentas.

En aquellos procesos en los que el juez que ha decretado el embargo, no acepta los argumentos constitucionales y 
legales para desembargar los recursos de la entidad territorial, debe proceder la administración a instaurar una acción 
de tutela invocando respecto de esta decisión judicial la configuración de una vía de hecho en la medida en que el juez 
ha decretado una medida, como el embargo, que viola el derecho fundamental al debido proceso en cuanto no sólo se 
desconocen claros principios constitucionales como la prevalencia del interés general y el principio de legalidad, sino 
que además se vulneran los derechos fundamentales de la comunidad y en particular de los niños, en la medida en que 
al embargarse recursos destinados a la salud, la educación y la alimentación de los menores que son inembargables, se 
desconoce el ordenamiento constitucional en forma abierta y flagrante.

Notificar e informar a la Dirección de Defensa Judicial de la Nación, (Carrera 9 No. 14 – 10 piso 2; dir_defensa@mij.
gov.co; mmadrid@mij.gov.co, teléfonos 4443100 extensiones 1260 o 1267 de la ciudad de Bogotá), sobre los procesos que 
contra su entidad territorial cursan actualmente en los que se han decretado embargos sobre recursos del sistema general 
de participaciones (destinados a salud, educación y alimentación), y en los que es precisa y necesaria la intervención y 
el apoyo de este Ministerio. Para estos efectos, la Dirección de Defensa Judicial ha designado abogados enlaces a nivel 
departamental con el fin de apoyar y acompañar la defensa judicial del departamento o el municipio, en su caso.

La entidad territorial que ha sido embargada podrá proponer, en todo caso, adicional a la solicitud de desembargo 
de las cuentas de la administración por vulnerarse las normas aludidas en precedencia, la constitución de una póliza 
judicial que garantice el pago de la obligación que por la vía judicial se está demandando, de manera que se prevenga 
el embargo de las cuentas.

 Esperamos que esta circular sea un instrumento eficaz para defender los intereses de la Nación y de sus entidades territoriales, 
para preservar la legalidad, la prevalencia del interés general, y ante todo, para hacer efectiva la destinación de los 
recursos del sistema general de participaciones encaminados a asegurar que cuando estos están orientados a satisfacer 
las necesidades esenciales de los niños y de la población en general para salud, educación y alimentación, no puedan en 
ningún caso ser objeto de embargos, ya que ello de ser así, vulnera el ordenamiento constitucional. 

En todo caso, es preciso reiterar la importancia que los Gobernadores y Alcaldes, actúen con diligencia, prontitud y 
transparencia en la defensa de los intereses de sus comunidades, y especialmente, en la defensa de los recursos destinados 
a los fines señalados. Para ello, la invitación es a ser vigilantes en la adecuada y acertada defensa judicial de sus recursos 
e intereses, que garantice la preservación del erario público.

Debemos recordar la responsabilidad que corresponde a los servidores públicos, y en especial a los Gobernadores, Alcaldes, 
Secretarios de Hacienda y Secretarios Jurídicos, en el cumplimiento estricto a las normas constitucionales y legales, so 
pena de drásticas y graves sanciones disciplinarias, administrativas y penales.
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Por ello, nuestra invitación a actuar con prontitud, transparencia y celeridad en aquellos procesos donde existen demandas 
judiciales que ya han decretado como medida preventiva, el embargo de los recursos públicos, para solicitar en aplicación 
de las normas mencionadas y los criterios plasmados en esta circular, el desembargo de las cuentas y de los recursos de 
la entidad; y del otro lado, para que cuando haya demandas para el cumplimiento de sentencias judiciales o el pago de 
acreencias laborales, se prevenga el embargo mediante la constitución de cauciones o pólizas judiciales para asegurar el 
pago de las obligaciones a su cargo evitando con ello las medidas cautelares.” (Negrita fuera de texto).

Con base en lo anterior, se espera que las autoridades de las entidades territoriales cuenten con los elementos 
y herramientas legales para adelantar, de manera oportuna y eficiente, las acciones encaminadas para el 
desembargo de los recursos del Sistema General de Participaciones.

7.4.3. Prohibición de titularización u otra clase de disposición financiera de los recursos 
del SGP

Los recursos del Sistema General de Participaciones, incluyendo los de la Participación de Propósito General 
por su destinación social constitucional, no pueden ser sujetos de embargo, titularización u otra clase de 
disposición financiera.

En cuanto al alcance de lo que se entiende por “ninguna otra clase de disposición financiera”, se refiere 
esencialmente a la constitución de inversiones en certificados de depósito a término, fondos de inversión u 
emisión de bonos, compra de títulos y acciones, que impliquen riesgo y detrimento de la inversión social 
del municipio.

Sobre la posibilidad de abrir cuentas de ahorros y CDT con los recursos de del Sistema General de 
Participaciones de destinación específica es importante tener en cuenta que estos recursos hacen parte de 
un instrumento fiscal para que el Estado, en el nivel municipal, pueda adelantar programas y proyectos 
encaminados al mejoramiento de la calidad de vida de la población, en desarrollo de las competencias 
asignadas por la ley. Por tal razón, los recursos, de por sí escasos, no pueden ser destinados como un fin de 
la administración al ahorro mediante la aperturas de cuentas de ahorro y CDT, títulos, bonos o acciones, 
como fuente de generación de ingresos, en perjuicio de la ejecución de los proyectos de inversión, ya que 
ese no es el propósito de las participaciones a los municipios. 

La función del municipio, a diferencia de los particulares, no es la de destinar recursos al ahorro en las 
instituciones financieras sino a la inversión social. Adicionalmente, es importante tener en cuenta que el 
costo de oportunidad hace que los rendimientos pretendidos sean inferiores al costo social que implica la no 
realización de las inversiones oportunamente. 

No obstante, la ley prevé que cuando existen excesos de liquidez se pueden adelantar inversiones temporales 
de conformidad con las disposiciones contenidas por el artículo 17 de la Ley 819 de 2003.

Artículo 17.  Colocación de excedentes de liquidez. Las entidades territoriales deberán invertir sus excedentes transitorios 
de liquidez en Títulos de Deuda Pública Interna de la Nación o en títulos que cuenten con una alta calificación de riesgo 
crediticio o que sean depositados en entidades financieras calificadas como de bajo riesgo crediticio.

Parágrafo. Las Entidades Territoriales podrán seguir colocando sus excedentes de liquidez en Institutos de Fomento y 
Desarrollo mientras estos últimos obtienen la calificación de bajo riesgo crediticio, para lo cual tendrán un plazo de un 
(1) año a partir de la vigencia de la presente ley.
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Lo anterior no significa que por querer generar rendimientos financieros con el depósito de los recursos 
de forzosa inversión la administración sacrifique la ejecución de los programas y proyectos  necesarios 
para el mejoramiento de vida de la población. Es decir, que el municipio no puede concebir una presunta 
liquidez, cuando ella pueda obedecer a la omisión y aplazamiento del cumplimiento de sus competencias y 
responsabilidades en materia de la prestación de los servicios a su cargo.

Para efectos de establecer  citerior específicos para el manejo de los excedentes de liquidez, el Ministerio 
de Hacienda y Crédito Público expidió el Decreto 1525 de 2008, por el cual se dictan normas relacionadas 
con la inversión de los recursos de las entidades estatales del orden nacional y territorial, estableciendo lo 
siguiente:

(…) 					     CAPÍTULO IV

De las entidades territoriales y las entidades descentralizadas del orden territorial con participación pública superior 
al cincuenta por ciento

Artículo  49. En desarrollo de lo dispuesto en el artículo 17 de la Ley 819 de 2003, las entidades a que hace referencia el 
presente capítulo deberán invertir sus excedentes de liquidez, así:

i) 	 En Títulos de Tesorería TES, Clase “B”, tasa fija o indexados a la UVR, del mercado primario directamente ante la 
DGCPTN o en el mercado secundario en condiciones de mercado, y,

ii) 	En certificados de depósitos a término, depósitos en cuenta corriente, de ahorros o a término en condiciones de mercado 
en establecimientos bancarios vigilados por la Superintendencia Financiera de Colombia o en entidades con regímenes 
especiales contempladas en la parte décima del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero.

Parágrafo 1°. Para efectos de las inversiones a que hace referencia el numeral ii) en lo concerniente a los establecimientos 
bancarios, dichos establecimientos deberán contar con la siguiente calificación de riesgo, según el plazo de la inversión, 
así:

a) 	 Para inversiones con plazo igual o inferior a un (1) año, el establecimiento bancario deberá contar con una 
calificación vigente correspondiente a la máxima categoría para el corto plazo de acuerdo con las escalas usadas 
por las sociedades calificadoras que la otorgan y contar como mínimo con la segunda mejor calificación vigente 
para el largo plazo utilizada por las respectivas sociedades;

b) 	 Para inversiones con plazo superior a un (1) año, el establecimiento bancario deberá contar con la máxima 
calificación vigente para el largo plazo según la escala utilizada por las sociedades calificadoras y la máxima 
calificación para el corto plazo de acuerdo con la escala utilizada para este plazo.

Parágrafo 2°. Respecto a los actos y contratos que impliquen de cualquier manera el depósito, la disposición, adquisición, 
manejo, custodia, administración de dinero, de títulos y en general de valores celebrados por las entidades territoriales y 
sus descentralizadas, se aplicarán como mínimo los parámetros establecidos en el artículo 15 del presente decreto;

En todo caso el régimen de inversión previsto para las entidades territoriales y sus entidades descentralizadas será el 
previsto en el presente Capítulo.

Parágrafo 3°. Las sociedades fiduciarias que administren o manejen recursos públicos vinculados a contratos estatales y/o 
excedentes de liquidez de las entidades territoriales y sus descentralizadas a través de fiducia pública deben sujetarse a lo 
previsto en el inciso único y los parágrafos 1° y 2° del presente artículo. Cuando dichas sociedades administren excedentes 
de liquidez de las entidades territoriales y sus descentralizadas deberán además contar con la máxima calificación vigente 
en fortaleza o calidad en la administración de portafolio según la escala de la sociedad calificadora que la otorga y que 
la misma esté vigente.

Igualmente, las entidades territoriales y sus descentralizadas, podrán invertir los recursos a que se refiere el presente 
parágrafo, en carteras colectivas del mercado monetario o abiertas sin pacto de permanencia, en ambos casos siempre y 
cuando la sociedad fiduciaria administradora de las mismas, cuente con la calificación prevista en el presente parágrafo y 
cumpla, como administrador de la cartera colectiva con el régimen de inversión previsto en el inciso único y el parágrafo 
1° del presente artículo.
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Parágrafo 4°. En cuanto a la colocación de excedentes de liquidez por parte de las entidades de que trata el presente 
artículo en los Institutos de Fomento y Desarrollo, dichas entidades podrán mantener sus excedentes de liquidez en los 
mencionados Institutos, siempre y cuando dichas entidades demuestren que tienen la calificación de bajo riesgo crediticio 
conforme lo establece el parágrafo del artículo 17 de la Ley 819 de 2003, la cual debe ser de por lo menos la segunda mejor 
calificación para el largo plazo y la segunda mejor calificación para el corto plazo de acuerdo con las escalas usadas por 
las sociedades calificadoras las cuales deberán estar vigentes. En aquellos casos en los cuales dichas entidades no tengan 
las calificaciones previstas, podrán continuar administrando los excedentes de liquidez, no obstante deberán efectuar 
revisión de sus calificaciones con una periodicidad no superior a 180 días, como resultado de la misma deberán mantener 
o mejorar la calificación vigente y en todo caso a más tardar el 31 de diciembre de 2010 deberán obtener la calificación 
prevista para el corto plazo y el 31 de diciembre de 2011 la calificación de largo plazo, en los términos previstos en el 
presente decreto.

CAPÍTULO V

De la inversión de los excedentes de liquidez en moneda extranjera de las entidades estatales del orden nacional
y territorial

Artículo 50. Las disposiciones establecidas en el presente Capítulo le serán aplicables a los establecimientos públicos del 
orden nacional, entidades estatales del orden nacional a las cuales se les apliquen las disposiciones de orden presupuestal 
de aquellos.

Parágrafo. Lo establecido en el presente Capítulo, podrá ser aplicado por las Empresas Industriales y Comerciales del 
Estado, las Sociedades de Economía Mixta, las empresas de servicios públicos domiciliarios mixtas, por la Comisión 
Nacional de Televisión, las Corporaciones Autónomas Regionales y los entes universitarios.

Artículo 51. Las entidades estatales a las que se refiere el inciso único del artículo 50 del presente decreto y que en desarrollo 
de su objeto social cuenten con excedentes de liquidez en moneda extranjera, deberán solicitar autorización a DGCPTN para 
invertir dichos recursos, en el evento en que se emita la citada autorización, podrán hacer las siguientes inversiones:

a) 	 Títulos de deuda pública externa colombiana, y

b) 	 Títulos de deuda pública emitidos por otros gobiernos, cuentas corrientes o de ahorro en moneda extranjera, depósitos 
remunerados en moneda extranjera, certificados de depósito en moneda extranjera.

Parágrafo 1°. Las inversiones a que hace referencia el literal b) del presente artículo, deberán ser constituidas en gobiernos 
o instituciones financieras internacionales que cuenten con una calificación de riesgo de largo plazo como mínimo de (A+) 
o su equivalente y una calificación de riesgo de corto plazo como mínimo de (A-1+) o su equivalente, emitidas únicamente 
por aquellas agencias calificadoras de riesgo que califiquen la deuda externa de la Nación. Igualmente podrán invertir 
en sucursales en el exterior de establecimientos bancarios vigilados por la Superintendencia Financiera de Colombia 
que cuenten con la máxima calificación vigente para largo y corto plazo según la escala utilizada por las sociedades 
calificadoras.

Parágrafo 2°. En el evento en que no se imparta la autorización para efectuar inversiones por parte de la DGCPTN, la 
entidad estatal deberá proceder a monetizar los excedentes de liquidez en moneda extranjera.

Artículo 52. Las entidades estatales a que se refiere el artículo 50 del presente decreto que requieran comprar o vender 
recursos en moneda extranjera, deberán en primera instancia acudir a la Subdirección de Tesorería de la Dirección General 
de Crédito Público y del Tesoro Nacional del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, informando como mínimo con un 
día hábil de antelación las condiciones de la respectiva transacción.

En el evento en que la Subdirección de Tesorería de la DGCPTN del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, no esté 
interesada en celebrar la operación, deberá notificar a la entidad oferente su decisión por escrito a más tardar el día hábil 
siguiente a la fecha del ofrecimiento Si dicha notificación no se presenta en el término indicado, se entenderá que la entidad 
estatal podrá acudir a un Intermediario del Mercado Cambiario (IMC) seleccionado de acuerdo con las políticas de riesgo 
establecidas por la entidad para tal efecto.

Artículo 53. Las entidades estatales a que se refiere el artículo 50 del presente decreto que posean recursos o inversiones 
en moneda extranjera en los términos señalados en los artículos anteriores, deberán reportar a la Dirección General de 
Crédito Público y del Tesoro Nacional del Ministerio de Hacienda y Crédito Público la citada información en forma mensual 
de conformidad con los procedimientos que para tal efecto establezca la mencionada Dirección.

Artículo 54. En desarrollo de lo dispuesto en el artículo 17 de la Ley 819 de 2003, las entidades a que hace referencia el 
artículo 49 deberán invertir sus excedentes de liquidez en moneda extranjera de conformidad con los parámetros establecidos 
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en el artículo 51 del presente decreto. Adicionalmente y en el evento en que las citadas entidades requieran comprar o vender 
divisas, podrán acudir a la Subdirección de Tesorería de la Dirección General de Crédito Público y del Tesoro Nacional 
del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, en las condiciones previstas en el artículo 52 del presente decreto.

CAPÍTULO VI

Disposiciones generales

Artículo 55. Para los efectos previstos en los Capítulos II, III y IV del presente decreto, se entiende por excedentes de 
liquidez todos aquellos recursos que de manera inmediata no se destinen al desarrollo de las actividades que constituyen 
el objeto de las entidades a que se refieren los mencionados capítulos.

Artículo 56. Las entidades financieras que manejen excedentes de liquidez de las entidades estatales a que se refiere 
el Capítulo II del presente decreto mediante contratos de administración delegada de recursos, negocios fiduciarios o 
patrimonios autónomos, con excepción de aquellas que administren recursos de la seguridad social, deberán ofrecer a la 
DGCPTN del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, el 100% de los excedentes de liquidez que se generen en virtud 
de dicha administración.

Las entidades estatales a las que va dirigido el presente decreto, así como las entidades financieras que manejen excedentes 
de liquidez de estas entidades mediante contratos de administración delegada de recursos, negocios fiduciarios o patrimonios 
autónomos, no podrán utilizar dichos excedentes para celebrar operaciones de crédito, repos o simultáneas ni transferencia 
temporal de valores, salvo las entidades estatales a que se refiere el Capítulo III del presente decreto.

Artículo 57. Las entidades estatales a que se refiere el presente decreto que requieran liquidez podrán ofrecer los títulos, 
en primera opción, a la DGCPTN del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, salvo las entidades estatales a que hace 
referencia el Capítulo I del presente decreto las cuales están obligadas a realizar tal ofrecimiento. Para tales efectos, la 
DGCPTN del Ministerio de Hacienda y Crédito Público en condiciones de mercado y con sujeción a su flujo de caja, 
deberá comunicar a la entidad dentro de los dos días siguientes al ofrecimiento, si se encuentra interesada en la compra, 
con indicación de las condiciones ofrecidas; en caso contrario, la DGCPTN deberá manifestar por escrito su autorización 
para que la entidad acuda al mercado secundario para la negociación de los respectivos títulos.

Este ofrecimiento debe realizarse vía fax detallando las siguientes características del título a redimir: número de emisión, 
fecha de emisión, fecha de vencimiento, tasa cupón, valor nominal, y aclarar si fue adquirido mediante inversión convenida 
o forzosa. En este último caso se deberá adicionar la fecha y tasa de compra del título que desea redimir.

Cuando las entidades estatales a que se refiere el presente decreto requieran vender la respectiva inversión en valores, no 
podrán registrar pérdidas por concepto de capital y las negociaciones deberán efectuarse en condiciones de mercado. No 
obstante, los recursos manejados a través de carteras colectivas, se sujetarán a las disposiciones propias de este tipo de 
instrumentos.

Artículo 58. Las entidades a las que se refiere el presente decreto salvo las previstas en el Capítulo IV, deberán reportar a 
la DGCPTN, la información relacionada con su portafolio de inversiones con una periodicidad trimestral con corte a 31 de 
marzo, 30 de junio, 30 de septiembre y 31 de diciembre de cada año, la cual deberá presentarse ante la misma Dirección, 
máximo un mes después de la fecha de corte. Dicha información deberá contener como mínimo, fecha de la inversión, 
fecha de vencimiento del instrumento, valor nominal y valor de giro al momento de la compra, tasa de rentabilidad efectiva 
anual para el inversionista y contraparte con la cual se realizó la operación. Igualmente, se deberá indicar las políticas de 
inversión que se han aplicado durante el período reportado para el manejo de los excedentes de liquidez, dicha información 
deberá ser suscrita por el representante legal de la respectiva entidad.

Artículo 59. Para las operaciones de compra y venta de Títulos de Tesorería TES, Clase “B” negociadas con la DGCPTN, 
se entiende que una vez en firme, las mismas son irrevocables y deben ejecutarse en los términos pactados. En caso que la 
Entidad incumpla con las obligaciones a su cargo, tal situación será reportada a los respectivos Organos de Control.

Artículo 60. Las entidades estatales a las que les aplica el presente decreto podrán adquirir como inversión transitoria los 
títulos de deuda emitidos por la respectiva entidad, sin que en este evento opere el fenómeno de la confusión. En este caso 
los títulos adquiridos podrán ser declarados de plazo vencido o negociarlos nuevamente en el mercado secundario.

Artículo 61. Las inversiones a que se refiere el presente decreto deberán estar valoradas y contabilizadas a precio de 
mercado.

Artículo 62. Las disposiciones previstas en el presente decreto, no aplican respecto a los recursos de la seguridad social, 
para cuya administración se deberán cumplir las disposiciones especiales previstas, en especial respecto a la constitución, 
administración, redención y liquidación de las inversiones.
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Artículo 63. Régimen de transición. Todas las entidades a las cuales se les aplica el presente decreto que, a la fecha de su 
entrada en vigencia tengan invertidos sus excedentes de liquidez en depósitos en establecimientos de crédito o en títulos 
inscritos en el Registro Nacional de Valores que no cumplan los requisitos aquí establecidos o en las carteras colectivas 
de que trata el Decreto 2175 de 2007, deberán desmontarlas de manera ordenada y progresiva en partes alícuotas en los 
siguientes diez (10) meses, no obstante la entidad podrá efectuar un desmonte anticipado de los recursos de acuerdo con 
el análisis de riesgo que para tal efecto realice.

Las demás inversiones que no cumplan con lo establecido en el presente decreto deberán ser desmontadas de manera 
inmediata.

Lo previsto en el parágrafo 3° del artículo 49 del presente decreto, se aplicará a los contratos de fiducia pública que se 
celebren con posterioridad a su entrada en vigencia. Sin embargo, la entidad pública correspondiente deberá buscar la 
modificación de los contratos vigentes celebrados con anterioridad a la vigencia del presente decreto cuando no cumplan 
con lo establecido en este decreto para adecuarlos a lo previsto en el mismo; en todo caso, estos contratos no podrán 
ser objeto de renovación, prórroga o cualquier acto de similar naturaleza sin el pleno cumplimiento de los previsto en el 
presente decreto.

Artículo  64. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación y deroga todas las disposiciones que le sean 
contrarias y en especial el Decreto 538 de 2008.”

El mismo ministerio expidió el Decreto 4471 de 2008, por el cual se adiciona el artículo 49 del Decreto 1525 
de 2008, agregando los siguientes parágrafos:

“Artículo 1º. Adiciónese el Artículo 49 del Decreto 1525 de 2008 con los siguientes parágrafos:

“Parágrafo 5°. Cuando los Institutos de Fomento y Desarrollo, por efecto de la revisión de la calificación de riesgo de corto 
o largo plazo, disminuyan la calificación vigente por debajo de las calificaciones mínimas a que se refiere el parágrafo 4° 
de este artículo, pero se mantengan dentro del grado de inversión en ambos plazos, de acuerdo con las escalas utilizadas 
por las sociedades calificadoras, deberán abstenerse de ser depositarios de nuevos recursos de los que trata el presente 
Decreto hasta que se realice la siguiente revisión de su calificación y esta sea al menos igual a la calificación otorgada 
para ambos plazos antes de la disminución. Si en la siguiente revisión no se alcanza al menos la calificación otorgada 
para ambos plazos antes de la disminución, el representante legal del respectivo instituto deberá, dentro de los quince (15) 
días hábiles siguientes a la notificación de la calificación, presentar ante el Ministerio de Hacienda y Crédito Público un 
plan de desmonte de las operaciones activas y pasivas perfeccionadas con dichos recursos. Dicho desmonte no deberá 
superar un (1) año.

Cuando los Institutos de Fomento y Desarrollo, por efecto de la revisión de la calificación de riesgo de corto o de largo 
plazo, disminuyan la calificación vigente pasando a grado de especulación, de acuerdo con las escalas usadas por las 
sociedades calificadoras, deberán abstenerse de seguir siendo depositarios de recursos de que trata el presente Decreto. 
En este evento, el representante legal del respectivo instituto deberá, dentro de los quince (15) días hábiles siguientes a 
la notificación de la calificación, presentar ante el Ministerio de Hacienda y Crédito Público un plan de desmonte de las 
operaciones activas y pasivas perfeccionadas con dichos recursos. Dicho desmonte no deberá superar un (1) año.”

Parágrafo 6°. Si llegado el 31 de diciembre de 2010 o el 31 de diciembre del 2011, los Institutos de Fomento y Desarrollo 
no logran, respectivamente, al menos la segunda mejor calificación del corto o largo plazo de conformidad con lo dispuesto 
en el parágrafo 4° de este artículo, no podrán seguir siendo depositarios de los recursos de que trata el presente Decreto. 
En este evento, el representante legal del respectivo instituto deberá, dentro de los quince (15) días hábiles siguientes a las 
fechas anteriormente señaladas, presentar ante el Ministerio de Hacienda y Crédito Público un plan de desmonte de las 
operaciones activas y pasivas perfeccionadas con dichos recursos. Dicho desmonte no deberá superar un (1) año.”

Artículo 2º. El presente Decreto rige a partir de la fecha de su publicación y adiciona el Artículo 49 del Decreto 1525 de 2008.”

Cabe precisar que la Ley 734 de 2002, Código Disciplinario Único, califica como faltas gravísimas las 
siguientes:

“Artículo 48. Faltas gravísimas. Son faltas gravísimas las siguientes:

20. 	Autorizar u ordenar la utilización indebida, o utilizar indebidamente rentas que tienen destinación específica en la 
Constitución o en la ley.
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27. 	Efectuar inversión de recursos públicos en condiciones que no garanticen, necesariamente y en orden de precedencia, 
liquidez, seguridad y rentabilidad del mercado.

28. 	No efectuar oportunamente e injustificadamente, salvo la existencia de acuerdos especiales de pago, los descuentos 
o no realizar puntualmente los pagos por concepto de aportes patronales o del servidor público para los sistemas de 
pensiones, salud y riesgos profesionales del sistema integrado de seguridad social, o, respecto de las cesantías, no 
hacerlo en el plazo legal señalado y en el orden estricto en que se hubieren radicado las solicitudes. De igual forma, 
no presupuestar ni efectuar oportunamente el pago por concepto de aportes patronales correspondiente al 3% de las 
nóminas de los servidores públicos al ICBF.

38. 	Omitir o retardar injustificadamente el ejercicio de las funciones propias de su cargo, permitiendo que se origine un 
riesgo grave o deterioro de la salud humana, el medio ambiente o los recursos naturales.”

Como se puede observar, la ley ordena que dichas inversiones temporales deben garantizar de manera oportuna 
la liquidez requerida para atender las obligaciones del municipio, sin incurrir en sobrecostos financieros. 
Así mismo, es importante tener en cuenta que las inversiones temporales deben ser realizadas en entidades 
financieras vigiladas por la Superintendencia Financiera de Colombia.

En consecuencia, la finalidad del municipio no puede ser la de destinar los recursos del Sistema General 
de Participaciones, con destinación específica, a actividades de ahorro con el propósito de generar recursos 
adicionales con los recursos financieros, sacrificando la oportunidad de la ejecución de los proyectos de 
inversión requeridos para la satisfacción de las necesidades básicas de la población.

Los rendimientos financieros de los recursos del Sistema General de Participaciones, que se generen una vez 
girados a la entidad territorial, se invertirán en el mismo sector para el cual fueron transferidos. En el caso 
de educación se deben invertir en acciones de calidad.

7.4.4. Excepción del cobro del impuesto a las transacciones financieras

Los recursos transferidos a las entidades territoriales por concepto del Sistema General de Participaciones y 
los gastos que realicen las entidades territoriales con ellos, están exentos para dichas entidades del gravamen 
a las transacciones financieras.

7.5. El financiamiento de la deuda con recursos del Sistema General de Participaciones

Respecto al servicio de la deuda y la posibilidad de pignorar recursos del Sistema General de Participaciones 
(SGP), la Ley 715 de 2001 ha diferenciado dos momentos, antes y después de la vigencia de la misma, como 
se explica a continuación:

Es posible financiar con todos los recursos que componen el Sistema General de  Participaciones el servicio 
de la deuda adquirida antes de la promulgación de la Ley 715 de 2001, conforme a su artículo 92, el cual 
establece: 

“Artículo 92. Servicio de la deuda. Salvo las excepciones establecidas en la presente ley, con los recursos del Sistema 
General de Participaciones podrá cubrirse el servicio de la deuda con entidades financieras, adquiridas antes de la 
promulgación de la presente Ley, originado en el financiamiento de proyectos de inversión en infraestructura, en desarrollo 
de las competencias de la entidad territorial. Cuando el servicio que dio lugar deba ser administrado por otra entidad 
territorial, deberá suscribirse un acuerdo entre las entidades territoriales involucradas para garantizar el servicio de la 
deuda con los recursos del Sistema General de Participaciones.

Sólo podrán pagarse las obligaciones de un sector con los recursos del mismo sector.”
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En consecuencia, para cubrir dicha deuda deberán cumplirse las siguientes condiciones:

a)	 Que haya sido adquirida antes de la promulgación de la Ley.

b)	 Que se hubiera originado en el financiamiento de proyectos de inversión en infraestructura, en desarrollo 
de las competencias de la entidad territorial.

c)	 Que se puedan pagar las obligaciones de un sector con recursos del mismo sector.

En el caso de la Participación para Educación, el municipio puede destinar recursos de la participación para 
educación al pago de la deuda contratada para financiar infraestructura física en el sector educativo así: i) 
excedentes y rendimientos financieros de los recursos asignados para prestación de servicios que resulten 
disponibles después de atender las prioridades de gasto previstas por la ley, y ii) recursos de la participación 
de educación para calidad.

En el caso de la Participación para salud, estos recursos están asignados para régimen subsidiado continuidad 
(es decir, para mantener la población cubierta a la fecha), régimen subsidiado ampliación (para asignar nuevos 
subsidios a la población pobre), recursos para prestación de servicios a la población pobre en lo cubierto con 
subsidios a la demanda y recursos para Salud Pública

Al analizar el alcance de los requisitos del artículo 92, en la participación para salud, se observa que no 
es posible financiar el servicio de la deuda adquirida en infraestructura física, con recursos asignados para 
régimen subsidiado y a salud pública, porque al mantener la destinación sectorial, las actividades financiables 
con estos recursos no implican realización de obras de infraestructura. 

Con base en lo anterior, es posible pagar el servicio de la deuda adquirida antes de la promulgación de la ley 
con recursos asignados para prestación de servicios a la población pobre en lo no cubierto con subsidios a 
la demanda,  una vez sea cubierta la prestación de los servicios a la población pobre en lo no cubierto con 
subsidios a la demanda, es decir, con los recursos restantes para financiar el pago de la deuda. Para el efecto 
es importante tener en cuenta los lineamientos del Ministerio de la Protección Social, sobre el financiamiento 
de la red prestadora de servicios de salud, considerando que sólo los departamentos, distritos y municipios 
certificados en salud, reciben directamente los recursos para prestación de servicios.

En cuanto a los recursos de la Participación de Propósito General, es posible financiar el servicio de la 
deuda originado en infraestructura física según el sector, así: con el 42% de libre destinación, con el 4%  el 
servicio de la deuda de infraestructura  de deporte; 3% cubrimiento de la deuda originada en infraestructura 
de cultura; y, finalmente, con los recursos restantes el servicio de la deuda originada en infraestructura física 
de cualquier sector donde se hayan asignado competencias al municipio, incluyendo salud, educación y agua 
potable y saneamiento básico.

Sobre la posibilidad de pignorar los recursos y cubrir el servicio de la deuda a futuro, con recursos del 
Sistema General de  Participaciones, es preciso señalar  que esta opción sólo está autorizada en el caso de la 
Participación de Propósito General como establece el artículo 78, en su parágrafo 1, así:

“Con los recursos de la participación de propósito general podrá cubrirse el servicio de la deuda originado en el 
financiamiento de proyectos de inversión física, adquirida en desarrollo de las competencias de los municipios. Para el 
desarrollo de los mencionados proyectos se podrán pignorar los recursos de la Participación de propósito general”.
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En el caso de la Participación para Educación, la Ley 715 de 2001, es expresa al prohibir que estos recursos 
sean pignorados a futuro, como lo expresa el artículo 18, así:

“Administración de los recursos. Los departamentos, los distritos y los municipios certificados administrarán los recursos del 
Sistema General de Participaciones en cuentas especiales e independientes de los demás ingresos de las entidades territoriales. 
Estos dineros no harán unidad de caja con las demás rentas y recursos de la entidad territorial. Estos recursos, del sector 
educativo, no podrán ser objeto de embargo, pignoración, titularización o cualquier otra clase de disposición financiera”.

Respecto a la Participación para Salud, ningún artículo permite que estos recursos sean pignorados y que 
con ellos se cubra el servicio de la deuda, excepto por lo dispuesto en el parágrafo 3 del artículo 54 de la 
Ley 715 de 2001, así:

“El Gobierno nacional podrá otorgar préstamos condonables a las entidades territoriales con el fin de adelantar el programa 
de organización y modernización de redes, los cuales serán considerados como gastos de inversión del sector. Estos créditos 
no computarán dentro de los indicadores de solvencia y sostenibilidad de la Ley 358 de 1997, mientras la entidad que los 
reciba cumpla con los requisitos que el Gobierno nacional establezca para su condonación. Para estos efectos, las rentas 
de la Participación para Salud, podrán ser pignoradas a la Nación.”

En consecuencia, a futuro, sólo es posible pignorar y cubrir el servicio de deuda con cargo a la Participación 
de Propósito General, así mismo, puede pignorarse la Participación de salud, únicamente en el caso de 
créditos otorgados por el Gobierno nacional para programas de reorganización y modernización de redes 
prestadoras de servicios de salud.

7.6. Cálculo de los ingresos corrientes de libre destinación, con recursos del SGP

El artículo 84 de la Ley 715 de 2001, establece  lo siguiente:

“Los ingresos percibidos por el Sistema General de Participaciones, por ser de destinación específica, no forman parte de 
los ingresos corrientes de libre destinación de las entidades territoriales beneficiarias de los mismos.”

Sin embargo, el Acto Legislativo 04 de 2007, determina que:

“Los municipios clasificados en las categorías cuarta, quinta y sexta, de conformidad con las normas vigentes, podrán 
destinar libremente, para inversión y otros gastos inherentes al funcionamiento de la administración municipal, hasta un 
cuarenta y dos (42%) de los recursos que perciban por concepto del Sistema General de Participaciones de Propósito 
General, exceptuando los recursos que se distribuyan de acuerdo con el inciso anterior”.

En desarrollo del precepto constitucional, el artículo 21 de la Ley 1176 de 2007, modificó el artículo 78 de 
la Ley 715 de 2001, para lo cual dispuso: 

“Destino de los recursos de la participación de propósito general. Los municipios clasificados en las categorías 4ª, 5ª y 6ª, 
podrán destinar libremente, para inversión u otros gastos inherentes al funcionamiento de la administración municipal, 
hasta un cuarenta y dos (42%) de los recursos que perciban por la Participación de Propósito General...”

En concordancia con lo anterior, el artículo 84 de la Ley 715 de 2001, determina  que no hacen parte de los 
Ingresos Corrientes de Libre Destinacion (ICLD), aquellos recursos del Sistema General de Participaciones 
que tienen destinación especifica, exceptuando el 42% de la Participación de Propósito General, que por 
autorización de la Constitución y la ley, los municipios de 4ª, 5ª y 6ª categoría  pueden destinar libremente 
para libre inversión u otros gastos inherentes al funcionamiento de la administración municipal. 
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7.7. Aplicación del Código Único Disciplinario, respecto a la programación y ejecución de 
los recursos del SGP

Sin perjuicio de las disposiciones penales, desde el punto de vista disciplinario, en la programación y 
ejecución presupuestal de los recursos del Sistema General de Participaciones, entre otros aspectos, debe 
evitarse incurrir en las siguientes faltas gravísimas, establecidas en la Ley 734 de 2002:

“Artículo 48. Faltas gravísimas. Son faltas gravísimas las siguientes:

20. 	Autorizar u ordenar la utilización indebida, o utilizar indebidamente rentas que tienen destinación específica en la 
Constitución o en la ley.

21. 	Autorizar o pagar gastos por fuera de los establecidos en el artículo 346 de la Constitución Política.

22. 	Asumir compromisos sobre apropiaciones presupuestales inexistentes o en exceso del saldo disponible de apropiación 
o que afecten vigencias futuras, sin contar con las autorizaciones pertinentes.

23. 	Ordenar o efectuar el pago de obligaciones en exceso del saldo disponible en el Programa Anual Mensualizado de 
Caja (PAC).

24. 	No incluir en el presupuesto las apropiaciones necesarias y suficientes, cuando exista la posibilidad, para cubrir el 
déficit fiscal, servir la deuda pública y atender debidamente el pago de sentencias, créditos judicialmente reconocidos, 
laudos arbitrales, conciliaciones y servicios públicos domiciliarios.

25. 	No adoptar las acciones establecidas en el estatuto orgánico del presupuesto, cuando las apropiaciones de gasto sean 
superiores al recaudo efectivo de los ingresos.

26. 	No llevar en debida forma los libros de registro de la ejecución presupuestal de ingresos y gastos, ni los de contabilidad 
financiera.

27. 	Efectuar inversión de recursos públicos en condiciones que no garanticen, necesariamente y en orden de precedencia, 
liquidez, seguridad y rentabilidad del mercado.

28. 	No efectuar oportunamente e injustificadamente, salvo la existencia de acuerdos especiales de pago, los descuentos 
o no realizar puntualmente los pagos por concepto de aportes patronales o del servidor público para los sistemas de 
pensiones, salud y riesgos profesionales del sistema integrado de seguridad social, o, respecto de las cesantías, no 
hacerlo en el plazo legal señalado y en el orden estricto en que se hubieren radicado las solicitudes. De igual forma, 
no presupuestar ni efectuar oportunamente el pago por concepto de aportes patronales correspondiente al 3% de las 
nóminas de los servidores públicos al ICBF. 

29. 	Celebrar contrato de prestación de servicios cuyo objeto sea el cumplimiento de funciones públicas o administrativas que 
requieran dedicación de tiempo completo e impliquen subordinación y ausencia de autonomía respecto del contratista, 
salvo las excepciones legales.” 

7.8. El papel de las oficinas de planeación departamental

Respecto a la programación y ejecución de los recursos del Sistema General de Participaciones en los 
municipios, las secretarías de planeación departamental o quien haga sus veces, tiene dos funciones esenciales, 
una de asesoría y asistencia técnica y otra de seguimiento y evaluación. No es competencia de dichas entidades 
la de  emitir conceptos previos sobre la programación y destinación de los recursos, sólo podrán hacerlo a 
título de asesoría y asistencia técnica, dentro de sus funciones, por ello, la responsabilidad de una adecuada 
programación y ejecución de los recursos es de los respectivos municipios.

En cuanto a la función de seguimiento y evaluación, sin perjuicio de otros  informes que la Secretaría de 
Planeación Departamental solicite durante la vigencia fiscal, los municipios deben  preparar un informe 
semestral y uno anual sobre la ejecución de los recursos del Sistema General de Participaciones, así como, 
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sobre el Plan Operativo Anual  de Inversiones, el Presupuesto y sus modificaciones. Esta información será 
enviada, a la Secretaría Departamental de Planeación o quien haga sus veces, para que dicha entidad realice 
el seguimiento y la evaluación respectiva.

7.9. Recursos del reaforo de la participación en los ingresos corrientes de la Nación de las 
vigencias 2000 y 2001

Teniendo en cuenta que aún persisten dudas sobre la asignación y giro de los recursos correspondientes  a 
los reaforos de de la participación en los ingresos corrientes de la Nación de las vigencias 2000 y 2001, los 
cuales ya fueron distribuidos y girados, se mantiene la explicación ofrecida por el Gobierno nacional para 
el efecto.

De la participación en los ingresos corrientes de la Nación de las vigencias 2000 y 2001 fueron liquidados 
recursos adicionales por concepto de reaforo a favor de los municipios del país. No obstante, el artículo 80 
de la Ley 812 de 2003, estableció que: “Las liquidaciones pendientes de las transferencias territoriales de 
que trata el artículo 100 de la Ley 715 de 2001, se atenderán con las disponibilidades dentro de las vigencias 
de 2003 al 2005.” 

Para efectos de fijar los criterios para realizar la distribución de los recursos de los reaforos de las vigencias 
2000 y 2001, el Gobierno nacional expidió el Decreto 3696 de 2003, según el cual:

“Artículo 1º. Criterios de distribución. Los criterios aplicables por el Departamento Nacional de Planeación para la 
distribución de los recursos correspondientes al reaforo de la participación de los municipios en los ingresos corrientes de 
la Nación de las vigencias fiscales de 2000 y 2001, serán los mismos que se utilizaron para la distribución de los recursos 
de la participación en los ingresos corrientes de la Nación de dichas vigencias.

La distribución se hará con base en los valores que sean comunicados por la Dirección General del Presupuesto Público 
Nacional del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, al Departamento Nacional de Planeación.”

Aunque el artículo 2 del Decreto 3696 de 2003, establecía que los recursos del reaforo se debían destinar 
exclusivamente para inversión de conformidad con las competencias asignadas al departamento archipiélago 
de San Andrés y Providencia, los distritos y municipios en la Ley 715 de 2001, es importante tener en 
cuenta que dicha norma fue modificada parcialmente por el artículo 50 de la Ley 863 de 2003, por la cual se 
establecen normas tributarias, aduaneras, fiscales y de control para estimular el crecimiento económico y el 
saneamiento de las finanzas públicas, el cual determina que  los recursos del reaforo de la participación en 
los ingresos corrientes de la Nación de las vigencias 2000 y 2001, serán transferidos al Fondo Nacional de 
Pensiones Territoriales – Fonpet. Dicho artículo establece lo siguiente:

“Artículo 50. Los recursos correspondientes a los reaforos de la Participación en los Ingresos Corrientes de la Nación de 
las vigencias 2000 y 2001 que se encuentran pendientes de giro al departamento de San Andrés, distritos y municipios, 
se asignarán a las cuentas de las respectivas entidades territoriales en el Fondo Nacional de Pensiones de las Entidades 
Territoriales. Estos recursos se distribuirán de acuerdo con las reglas utilizadas para la distribución de la participación 
de los ingresos corrientes de la Nación de dichas vigencias.”

En el caso de los resguardos indígenas, los recursos correspondientes al reaforo de la Participación en los 
Ingresos Corrientes de la Nación de las vigencias 2000 y 2001 se deben destinar a inversiones en los sectores 
establecidos en el artículo 83 de la Ley 715 de 2001, tal como lo establece el artículo 2. 
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Con base en lo anterior, el Conpes mediante los documentos Conpes Sociales 76 y 87 de 2004 y 93 de 2005, 
aprobó la distribución de los recursos del reaforo de la participación de los municipios y los resguardos 
indígenas en los ingresos corrientes de la Nación de las vigencias 2000 y 2001. El Conpes Social 76 de 2004, 
distribuyó $10.000 millones por concepto del reaforo de la vigencia 2000. Posteriormente el Conpes Social 
87 del mismo año asignó $50.000 millones, por el mismo concepto.

Por último, el Conpes Social 93 de 2005 distribuyó $125.258 millones por concepto del reaforo de 2000 y 
$263.487 millones correspondientes al reaforo de la vigencia 2001.

Es importante precisar que los municipios no necesitan adelantar ninguna gestión directamente, o a través 
de terceros, para que se efectúe la distribución de los recursos que le correspondan por concepto de los 
reaforos, dado que se trata de una transferencia de carácter automático, cuya asignación se debe realizar 
de conformidad  con los criterios previstos por del Decreto 3696 de 2003 y la Ley 863 del mismo año. En 
consecuencia, una vez aprobada la distribución de los recursos, estos fueron transferidos directamente al 
Fonpet para ser consignados en las cuentas de las respectivas entidades territoriales.

7.10. Lineamientos para financiar el déficit fiscal

A continuación se plantean lineamientos para financiar el déficit fiscal de la vigencia 2008, con recursos 
del presupuesto de la entidad territorial del 2009 y  sobre la programación y ejecución de los recursos de la 
última doceava del Sistema General de Participaciones.

1. Marco legal

En primer lugar se hace una reseña de las disposiciones legales que regulan el proceso presupuestal y de 
aquellas que determinan limitaciones a los gastos de funcionamiento.

1.1.	Normas del Decreto 111 de 1996, por el cual se compilan la Ley 38 de 1989, la Ley 179 de 1994 y la 
Ley 225 de 1995 que conforman el Estatuto Orgánico del Presupuesto. 

Al respecto es importante tener en cuenta que entre los principios que rigen el proceso presupuestal, el 
Decreto 111 de 1996, contempla el principio de “la anualidad”, entendido como:

“Artículo 12. Los principios del sistema presupuestal son: la planificación, la anualidad, la universalidad, la unidad de 
caja, la programación integral, la especialización, inembargabilidad, la coherencia macroeconómica y la hemeóstasis (Ley 
38/89, artículo 8o. Ley 179/94, artículo 4º..). 

(…)

Artículo 14. ANUALIDAD. El año fiscal comienza el 1º  de enero y termina el 31 de diciembre de cada año. Después del 
31 de diciembre no podrán asumirse compromisos con cargo a las apropiaciones del año fiscal que se cierra en esa fecha 
y los saldos de apropiación no afectados por compromisos caducarán sin excepción (Ley 38/89, artículo 10º).”

Por otra parte, el Estatuto Orgánico del Presupuesto establece la obligatoriedad de cubrir el déficit presupuestal, 
de la siguiente manera:

“Artículo 46.  Cuando en el ejercicio fiscal anterior a aquel en el cual se prepara el proyecto de presupuesto resultara un 
déficit fiscal, el Ministerio de Hacienda y Crédito Público incluirá forzosamente la partida necesaria para saldarlo. La no 
inclusión de esta partida será motivo para que la comisión respectiva devuelva el proyecto. 
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Si los gastos excedieron el cómputo de las rentas y recursos de capital, el Gobierno solicitará apropiaciones para los 
gastos que estime menos urgentes y en cuanto fuera necesario, disminuirá las partidas o los porcentajes señalados en 
leyes anteriores. 

En el presupuesto deberán incluirse, cuando sea del caso, las asignaciones necesarias para atender el déficit o las pérdidas 
del Banco de la República. El pago podrá hacerse con títulos emitidos por el Gobierno, en condiciones de mercado, previa 
autorización de la Junta Directiva del Banco de la República (Ley 38/89, artículo 25. Ley 179/94, artículo 19).”

1.2.	Ley 617 de 2000 por la cual se reforma parcialmente la Ley 136 de 1994, el Decreto Extraordinario 1222 
de 1986, se adiciona la Ley Orgánica de Presupuesto, el Decreto 1421 de 1993, se dictan otras normas 
tendientes a fortalecer la descentralización, y se dictan normas para la racionalización del gasto público 
nacional, establece las siguientes disposiciones:

“Artículo 3º. FINANCIACION DE GASTOS DE FUNCIONAMIENTO DE LAS ENTIDADES TERRITORIALES. Los gastos 
de funcionamiento de las entidades territoriales deben financiarse con sus ingresos corrientes de libre destinación, de tal 
manera que estos sean suficientes para atender sus obligaciones corrientes, provisionar el pasivo prestacional y pensional; 
y financiar, al menos parcialmente, la inversión pública autónoma de las mismas. 

 Parágrafo 1º. Para efectos de lo dispuesto en esta ley se entiende por ingresos corrientes de libre destinación los ingresos 
corrientes excluidas las rentas de destinación específica, entendiendo por estas las destinadas por ley o acto administrativo54  
a un fin determinado.

Los ingresos corrientes son los tributarios y los no tributarios, de conformidad con lo dispuesto en la ley orgánica de 
presupuesto. 

En todo caso, no se podrán financiar gastos de funcionamiento con recursos de: 

 a) 	El situado fiscal; (Literal INEXEQUIBLE)55.

b) 	 La participación de los municipios en los ingresos corrientes de la Nación de forzosa inversión; 

c) 	 Los ingresos percibidos en favor de terceros que, por mandato legal o convencional, las entidades territoriales, estén 
encargadas de administrar, recaudar o ejecutar; 

d) 	 Los recursos del balance, conformados por los saldos de apropiación financiados con recursos de destinación 
específica; 

e) 	 Los recursos de cofinanciación; 

f) 	 Las regalías y compensaciones; 

g) 	 Las operaciones de crédito público, salvo las excepciones que se establezcan en las leyes especiales sobre la 
materia; 

h) 	 Los activos, inversiones y rentas titularizadas, así como el producto de los procesos de titularización; (Literal 
INEXEQUIBLE)56.

i) 	 La sobretasa al ACPM; 

j) 	 El producto de la venta de activos fijos; (Literal INEXEQUIBLE)57

k) 	 Otros aportes y transferencias con destinación específica o de carácter transitorio; 

l) 	 Los rendimientos financieros producto de rentas de destinación específica. 

54 Artículo declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-579-01 de 5 de junio de 2001, Magistrado Ponente Dr. Eduardo Montealegre 
Lynett, salvo el aparte subrayado del parágrafo 1, “cuya constitucionalidad se condicionará en el sentido de que sólo cobija aquellos actos administrativos válidamente 
expedidos por las corporaciones públicas del nivel territorial -Asambleas y Concejos-, de conformidad con lo dispuesto en la parte motiva de esta providencia”
55 Literal a) declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-579-01 de 5 de junio de 2001, Magistrado Ponente Dr. Eduardo Montealegre 
Lynett.
56 Literal H) declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-579-01 de 5 de junio de 2001, Magistrado Ponente Dr. Eduardo Montealegre 
Lynett.
57 Literal j) declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-579-01 de 5 de junio de 2001, Magistrado Ponente Dr. Eduardo Montealegre 
Lynett.
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Parágrafo 2º. Los gastos para la financiación de docentes y personal del sector salud que se financien con cargo a recursos 
de libre destinación del departamento, distrito o municipio, y que generen obligaciones que no se extingan en una vigencia, 
sólo podrán seguirse financiando con ingresos corrientes de libre destinación. 

Parágrafo 3º. Los gastos de funcionamiento que no sean cancelados durante la vigencia fiscal en que se causen, se 
seguirán considerando como gastos de funcionamiento durante la vigencia fiscal en que se paguen. 

Parágrafo 4º. Los contratos de prestación de servicios para la realización de actividades administrativas se clasificarán 
para los efectos de la presente ley como gastos de funcionamiento.

(…)

“Artículo 93. NATURALEZA DE LOS GASTOS DE PUBLICIDAD. Contratos de Publicidad.  Para los efectos de la presente 
ley, los gastos de publicidad se computan como gastos de funcionamiento y en ningún caso podrán considerarse como 
gastos de inversión.” (Negrita fuera de texto).

1.3. Ley 715 de 2001, por la cual se dictan normas orgánicas en materia de recursos y competencias de 
conformidad con los artículos 151, 288, 356 y 357 (Acto Legislativo 01 de 2001) de la Constitución 
Política y se dictan otras disposiciones para organizar la prestación de los servicios de educación y 
salud, entre otros.

	 La Ley 715 de 2001 ordena la incorporación de los recursos del Sistema General de Participaciones en 
los presupuestos de las entidades territoriales, en los siguientes términos:

Artículo 84. APROPIACIÓN TERRITORIAL DE LOS RECURSOS DEL SISTEMA GENERAL DE PARTICIPACIONES. 
Los ingresos y gastos de las entidades territoriales con recursos del Sistema General de Participaciones se apropiarán en 
los planes y presupuestos de los departamentos, distritos y municipios.

1.4.	Ley 734 de 2002, por la cual se expide el Código Disciplinario Único, tipifica como faltas gravísimas 
la omisión de incluir las apropiaciones necesarias para cubrir el déficit fiscal, determinado que:

Artículo 48. FALTAS GRAVÍSIMAS. Son faltas gravísimas las siguientes:

(…)

24. No incluir en el presupuesto las apropiaciones necesarias y suficientes, cuando exista la posibilidad, para cubrir el 
déficit fiscal, servir la deuda pública y atender debidamente el pago de sentencias, créditos judicialmente reconocidos, 
laudos arbitrales, conciliaciones y servicios públicos domiciliarios.

1.5.	Ley 819 de 2003, por la cual se dictan normas orgánicas en materia de presupuesto, responsabilidad y 
transparencia fiscal y se dictan otras disposiciones.

La ley de responsabilidad fiscal contempla como instrumento de planificación fiscal y financiera para la 
racionalización y buen manejo de las finanzas públicas de las entidades territoriales la elaboración del Marco 
Fiscal de Mediano Plazo, en cuya elaboración de debe contemplar el saneamiento del déficit fiscal.  Dicha 
ley dispone lo siguiente:

“Artículo 5º. MARCO FISCAL DE MEDIANO PLAZO PARA ENTIDADES TERRITORIALES. Anualmente, en los 
departamentos, en los distritos y municipios de categoría especial, 1 y 2, a partir de la vigencia de la presente ley, y en los 
municipios de categorías 3, 4, 5 y 6 a partir de la vigencia 2005, el Gobernador o Alcalde deberá presentar a la respectiva 
Asamblea o Concejo, a título informativo, un Marco Fiscal de Mediano Plazo.

Dicho Marco se presentará en el mismo período en el cual se deba presentar el proyecto de presupuesto y debe contener 
como mínimo: 
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a) 	 El Plan Financiero contenido en el artículo 4º de la Ley 38 de 1989, modificado por el inciso 5 de la Ley 179 de 
1994;

b) 	 Las metas de superávit primario a que hace referencia el artículo 2o de la presente ley, así como el nivel de deuda 
pública y un análisis de su sostenibilidad;

c) 	 Las acciones y medidas específicas en las que se sustenta el cumplimiento de las metas, con sus correspondientes 
cronogramas de ejecución;

d) 	 Un informe de resultados fiscales de la vigencia fiscal anterior. Este informe debe incluir, en caso de incumplimiento 
de las metas fijadas en el Marco Fiscal de Mediano Plazo del año anterior, una explicación de cualquier desviación 
respecto a las metas y las medidas necesarias para corregirlas. Si se ha incumplido la meta de superávit primario del 
año anterior, el nuevo Marco Fiscal de Mediano Plazo tiene que reflejar un ajuste tal que garantice la sostenibilidad 
de la deuda pública;

e) 	 Una estimación del costo fiscal de las exenciones tributarias existentes en la vigencia anterior;

f) 	 Una relación de los pasivos exigibles y de los pasivos contingentes que pueden afectar la situación financiera de la 
entidad territorial;

g) 	 El costo fiscal de los proyectos de ordenanza o acuerdo sancionados en la vigencia fiscal anterior.” (Negrita fuera de 
texto).

2. Financiación del déficit fiscal de la vigencia 2008

Con base en las disposiciones transcritas en el numeral 1, se procede, a continuación, a la formulación de 
orientaciones para subsanar el déficit fiscal de la vigencia 2008, con cargo a los recursos del presupuesto de 
las entidades territoriales para el 2009.

En primer lugar es necesario cuantificar el monto del déficit al cierre de la vigencia fiscal. Luego, es necesario 
determinar la naturaleza del déficit, es decir, identificar cuanto corresponde a funcionamiento, a pago de la 
deuda e inversión.

2.1. Déficit  de gastos de funcionamiento

Si el déficit corresponde a compromisos adquiridos en la ejecución de las apropiaciones de los gastos 
de funcionamiento, éste se debe atender con cargo a los recursos de la vigencia 2009 como un gasto de 
funcionamiento. Tal como lo establece el parágrafo 3 del artículo 3 de la Ley 617 de 2000, estos gastos 
mantienen su condición de  ser gastos de funcionamiento. En consecuencia su pago debe realizarse con 
cargo a los  ingresos corrientes de libre destinación. Si el municipio es de categoría 4ª, 5ª o 6ª, puede destinar 
recursos del 42%58 de la participación de Propósito General que la Constitución y la ley autorizan para libre 
inversión u otros gastos inherentes al funcionamiento de la administración.

58 En la propuesta contenida en el artículo 23 del proyecto de ley 118 de 2007 Cámara, 150 Senado, por la cual se desarrollan los artículos 356 y 357 de la Constitución 
Política,  relacionada con el destino de la Participación de Propósito General, se establece lo siguiente: “Artículo 23. El artículo 78 de la Ley 715 de 2001 quedará 
así:
“Artículo 78. Destino de los recursos de la Participación de Propósito General. Los municipios clasificados en las categorías 4a., 5a. y 6a., podrán destinar libremente, 
para inversión u otros gastos inherentes al funcionamiento de la administración municipal, hasta un cuarenta y dos por ciento (42%) de los recursos que perciban 
por la Participación de Propósito General (…)”.  Sin embargo, es preciso  tener en cuenta  que, si este porcentaje es modificado, las autoridades municipales 
deberán aplicar el que se defina una vez sea sancionada la ley.
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2.2. Déficit servicio de la deuda

En el caso que el referido déficit se haya generado por la insuficiencia de recursos para atender el servicio 
de la deuda pública, es importante adoptar los correctivos con cargo al presupuesto de gastos de la vigencia 
2009, teniendo en cuenta cada una de las fuentes que sirven de pago para atender dichos compromisos. 

En el evento en que los recursos del Sistema General de Participaciones sean fuente de pago del servicio 
de la deuda, con los recursos asignados para la vigencia 2009 se puede atender el déficit generado en el 
año anterior, teniendo en cuenta el objetivo de cada participación.  Para ello es importante tener en cuenta 
que no es posible el cambio de la destinación sectorial, es decir, por ejemplo, si la deuda es del sector agua 
potable y saneamiento básico, no sería posible destinar para su pago recursos de otro sector a los cuales la 
ley le define una destinación específica.

En consecuencia su pago puede realizarse con cargo a: i) los  ingresos corrientes de libre destinación, b) si 
el municipio es de categoría 4ª, 5ª o 6ª, puede destinar recursos del 42% de la Participación de Propósito 
General que la Constitución y la ley autorizan para libre inversión u otros gastos inherentes al funcionamiento 
de la administración, con los recursos del mismo sector, iv) con los recursos de la Participación de Propósito 
General de forzosa inversión para otros sectores, v) con recursos de regalías, siempre y cuando el crédito 
tenga como fuente de pago esta fuente.

2.3. Déficit gastos de inversión

En el caso que déficit fiscal se haya generado en la ejecución de las apropiaciones de inversión, financiadas 
con los recursos del Sistema General de Participaciones  de forzosa inversión, es posible financiar dicho 
déficit con cargo a los recursos del SGP de la  vigencia 2009. Lo anterior, teniendo en cuenta que los recursos 
con destinación específica para un sector no pueden ser utilizados para atender el déficit generado en un 
sector diferente. 

También es posible destinar recursos de las regalías recursos para cubrir el déficit de la vigencia2008, 
solamente para atender los compromisos adquiridos con cargo a esta fuente de recursos.

Para los casos planteados, es necesario adelantar un ejercicio de priorización y racionalización de los gastos 
de funcionamiento y de inversión para poder liberar las apropiaciones que permitan cubrir dicho déficit con 
cargo a los gastos de funcionamiento e inversión aprobados para la vigencia 2009. Una vez realizado lo 
anterior, se debe proceder a realizar los ajustes presupuestales correspondientes.

Se reitera que el déficit correspondiente a gastos de funcionamiento deberá atenderse exclusivamente con 
ingresos corrientes de libre destinación.  

3. Programación de la última doceava del Sistema General de Participaciones de 2008

En cuanto a los recursos de la última doceava del Sistema General de Participaciones de la vigencia 2008, 
es importante precisar que, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 17, 53, 64 y 81 de la Ley 715 
de 2001, el giro de estos recursos se efectúa con base en el 100% de las apropiaciones incorporadas en la 
ley anual del presupuesto general de la Nación. Acorde con lo anterior, en la ley de presupuesto general de 
la Nación de la vigencia 2009, fueron apropiados los recursos correspondientes a la última doceava de 2008, 
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las once doceavas partes de 2009 y el mayor valor generado por el crecimiento de la economía. Por tal razón, 
los recursos de la última doceava de 2008 y mayor valor, están apropiados en la ley del presupuesto general 
de la Nación de la vigencia 2009, y fueron girados en enero del mismo año.

Para poder ejecutar los recursos de la última doceava del SGP de la vigencia 2008, que según las disposiciones 
legales deberán ser girados en enero de 2009, es necesario que se cumplan las siguientes condiciones:  

•	 Que el Conpes Social apruebe la distribución de dichos recursos.

•	 Que la asignación que le corresponda al municipio sea incorporada al presupuesto municipal  de ingresos 
y gastos de la vigencia 2009, tal como lo establezcan las normas orgánicas de presupuesto adoptadas por 
el municipio o, en su defecto, por las disposiciones del Decreto 111 de 1996.

Al respecto es importante tener en cuenta que entre los principios que rigen el proceso presupuestal, el 
Decreto 111 de 1996, contempla en el artículo 12, el principio de “la anualidad”, como principio rector del 
proceso presupuestal. Por lo tanto, dado que los recursos de la última doceava del SGP de la vigencia 2008, 
fueron girados a las entidades territoriales en enero de 2009, no podían ser adicionados al presupuesto de la 
vigencia 2008 y, en consecuencia, no debían ser ejecutados en ese año.

7.11. Extracto del Código Penal sobre los delitos contra la Administración Pública

A título informativo se incluye a continuación el Título XV del Código Penal, relacionado con los delitos 
contra la Administración Pública.

“DELITOS CONTRA LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA

CAPÍTULO PRIMERO

Del peculado

Artículo 397. Peculado por apropiación. El servidor público que se apropie en provecho suyo o de un tercero de bienes del 
Estado o de empresas o instituciones en que éste tenga parte o de bienes o fondos parafiscales, o de bienes de particulares 
cuya administración, tenencia o custodia se le haya confiado por razón o con ocasión de sus funciones, incurrirá en prisión 
de seis (6) a quince (15) años, multa equivalente al valor de lo apropiado sin que supere el equivalente a cincuenta mil 
(50.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes, e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas 
por el mismo término.

Si lo apropiado supera un valor de doscientos (200) salarios mínimos legales mensuales vigentes, dicha pena se aumentará 
hasta en la mitad. La pena de multa no superará los cincuenta mil salarios mínimos legales mensuales vigentes.

Si lo apropiado no supera un valor de cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales vigentes la pena será de cuatro 
(4) a diez (10) años e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas por el mismo término y multa 
equivalente al valor de lo apropiado.

Artículo 398. Peculado por uso. El servidor público que indebidamente use o permita que otro use bienes del Estado o de 
empresas o instituciones en que éste tenga parte, o bienes de particulares cuya administración, tenencia o custodia se le 
haya confiado por razón o con ocasión de sus funciones, incurrirá en prisión de uno (1) a cuatro (4) años e inhabilitación 
para el ejercicio de derechos y funciones públicas por el mismo término.

Artículo 399. Peculado por aplicación oficial diferente. El servidor público que dé a los bienes del Estado o de empresas 
o instituciones en que éste tenga parte, cuya administración, tenencia o custodia se le haya confiado por razón o con 
ocasión de sus funciones, aplicación oficial diferente de aquella a que están destinados, o comprometa sumas superiores 
a las fijadas en el presupuesto, o las invierta o utilice en forma no prevista en éste, en perjuicio de la inversión social o 
de los salarios o prestaciones sociales de los servidores, incurrirá en prisión de uno (1) a tres (3) años, multa de diez (10) 
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a cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales vigentes, e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones 
públicas por el mismo término.

Artículo 400. Peculado culposo. El servidor público que respecto a bienes del Estado o de empresas o instituciones en que 
éste tenga parte, o bienes de particulares cuya administración, tenencia o custodia se le haya confiado por razón o con 
ocasión de sus funciones, por culpa dé lugar a que se extravíen, pierdan o dañen, incurrirá en prisión de uno (1) a tres (3) 
años, multa de diez (10) a cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales vigentes e inhabilitación para el ejercicio de 
funciones públicas por el mismo término señalado.

Artículo 401. Circunstancias de atenuación punitiva. Si antes de iniciarse la investigación, el agente, por sí o por tercera 
persona, hiciere cesar el mal uso, reparare lo dañado o reintegrare lo apropiado, perdido, extraviado, o su valor, la pena 
se disminuirá en la mitad.

Si el reintegro se efectuare antes de dictarse sentencia de segunda instancia, la pena se disminuirá en una tercera parte.

Cuando el reintegro fuere parcial, el juez deberá, proporcionalmente, disminuir la pena en una cuarta parte.

Artículo 402. Omisión del agente retenedor o recaudador. El agente retenedor o autorretenedor que no consigne las sumas 
retenidas o autorretenidas por concepto de retención en la fuente dentro de los dos (2) meses siguientes a la fecha fijada por 
el Gobierno nacional para la presentación y pago de la respectiva declaración de retención en la fuente o quien encargado 
de recaudar tasas o contribuciones públicas no las consigne dentro del término legal, incurrirá en prisión de tres (3) a seis 
(6) años y multa equivalente al doble de lo no consignado sin que supere el equivalente a cincuenta mil (50.000) salarios 
mínimos legales mensuales vigentes.

En la misma sanción incurrirá el responsable del impuesto sobre las ventas que, teniendo la obligación legal de hacerlo, no 
consigne las sumas recaudadas por dicho concepto, dentro de los dos (2) meses siguientes a la fecha fijada por el Gobierno 
nacional para la presentación y pago de la respectiva declaración del impuesto sobre las ventas.

Tratándose de sociedades u otras entidades, quedan sometidas a esas mismas sanciones las personas naturales encargadas 
en cada entidad del cumplimiento de dichas obligaciones.

Parágrafo. El agente retenedor o autorretenedor, responsable del impuesto a las ventas o el recaudador de tasas o 
contribuciones públicas, que extinga la obligación tributaria por pago o compensación de las sumas adeudadas, según el 
caso, junto con sus correspondientes intereses previstos en el Estatuto Tributario, y normas legales respectivas, se hará 
beneficiario de resolución inhibitoria, preclusión de investigación, o cesación de procedimiento dentro del proceso penal 
que se hubiera iniciado por tal motivo, sin perjuicio de las sanciones administrativas a que haya lugar.

Artículo 403. Destino de recursos del tesoro para el estímulo o beneficio indebido de explotadores y comerciantes de 
metales preciosos. El servidor público que destine recursos del tesoro para estimular o beneficiar directamente o por 
interpuesta persona, a los explotadores y comerciantes de metales preciosos, con el objeto de que declaren sobre el origen 
o procedencia del mineral precioso, incurrirá en prisión de dos (2) a cinco (5) años, en multa de cien (100) a quinientos 
(500) salarios mínimos legales mensuales vigentes, e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas por 
cinco (5) años. 

En la misma pena incurrirá el que reciba con el mismo propósito los recursos del tesoro, o quien declare producción de 
metales preciosos a favor de municipios distintos al productor.

CAPÍTULO SEGUNDO

De la concusión

Artículo 404. Concusión. El servidor público que abusando de su cargo o de sus funciones constriña o induzca a alguien 
a dar o prometer al mismo servidor o a un tercero, dinero o cualquier otra utilidad indebidos, o los solicite, incurrirá en 
prisión de seis (6) a diez (10) años, multa de cincuenta (50) a cien (100) salarios mínimos legales mensuales vigentes, e 
inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas de cinco (5) a ocho (8) años.

CAPÍTULO TERCERO

Del cohecho

Artículo 405. Cohecho propio. El servidor público que reciba para sí o para otro, dinero u otra utilidad, o acepte promesa 
remuneratoria, directa o indirectamente, para retardar u omitir un acto propio de su cargo, o para ejecutar uno contrario 
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a sus deberes oficiales, incurrirá en prisión de cinco (5) a ocho (8) años, multa de cincuenta (50) a cien (100) salarios 
mínimos legales mensuales vigentes, e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas de cinco (5) a 
ocho (8) años.

Artículo 406. Cohecho impropio. El servidor público que acepte para sí o para otro, dinero u otra utilidad o promesa 
remuneratoria, directa o indirecta, por acto que deba ejecutar en el desempeño de sus funciones, incurrirá en prisión de 
cuatro (4) a siete (7) años, multa de cincuenta (50) a cien (100) salarios mínimos legales mensuales vigentes, e inhabilitación 
para el ejercicio de derechos y funciones públicas de cinco (5) a ocho (8) años.

El servidor público que reciba dinero u otra utilidad de persona que tenga interés en asunto sometido a su conocimiento, 
incurrirá en prisión de dos (2) a cinco (5) años, multa de treinta (30) a cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales 
vigentes, e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas por cinco (5) años.

Artículo 407. Cohecho por dar u ofrecer. El que dé u ofrezca dinero u otra utilidad a servidor público, en los casos previstos 
en los dos artículos anteriores, incurrirá en prisión de tres (3) a seis (6) años, multa de cincuenta (50) a cien (100) salarios 
mínimos legales mensuales vigentes, e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas de cinco (5) a 
ocho (8) años.

CAPÍTULO CUARTO

De la celebración indebida de contratos

Artículo 408. Violación del régimen legal o constitucional de inhabilidades e incompatibilidades. El servidor público 
que en ejercicio de sus funciones intervenga en la tramitación, aprobación o celebración de un contrato con violación al 
régimen legal o a lo dispuesto en normas constitucionales, sobre inhabilidades o incompatibilidades, incurrirá en prisión 
de cuatro (4) a doce (12) años, multa de cincuenta (50) a doscientos (200) salarios mínimos legales mensuales vigentes, e 
inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas de cinco (5) a doce (12) años.

Artículo 409. Interés indebido en la celebración de contratos. El servidor público que se interese en provecho propio o de 
un tercero, en cualquier clase de contrato u operación en que deba intervenir por razón de su cargo o de sus funciones, 
incurrirá en prisión de cuatro (4) a doce (12) años, multa de cincuenta (50) a doscientos (200) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes, e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas de cinco (5) a doce (12) años.

Artículo 410. Contrato sin cumplimiento de requisitos legales. El servidor público que por razón del ejercicio de sus funciones 
tramite contrato sin observancia de los requisitos legales esenciales o lo celebre o liquide sin verificar el cumplimiento 
de los mismos, incurrirá en prisión de cuatro (4) a doce (12) años, multa de cincuenta (50) a doscientos (200) salarios 
mínimos legales mensuales vigentes, e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas de cinco (5) a 
doce (12) años.

CAPÍTULO QUINTO

Del tráfico de influencias

Artículo 411. Tráfico de influencias de servidor público. El servidor público que utilice indebidamente, en provecho propio 
o de un tercero, influencias derivadas del ejercicio del cargo o de la función, con el fin de obtener cualquier beneficio de 
parte de servidor público en asunto que éste se encuentre conociendo o haya de conocer, incurrirá en prisión de cuatro 
(4) a ocho (8) años, multa de cien (100) a doscientos (200) salarios mínimos legales mensuales vigentes, e inhabilitación 
para el ejercicio de derechos y funciones públicas de cinco (5) a ocho (8) años.

CAPÍTULO SEXTO

Del enriquecimiento ilícito

Artículo 412. Enriquecimiento ilícito. El servidor público que durante su vinculación con la administración, o quien haya 
desempeñado funciones públicas y en los dos años siguientes a su desvinculación, obtenga, para sí o para otro, incremento 
patrimonial injustificado, siempre que la conducta no constituya otro delito, incurrirá en prisión de seis (6) a diez (10) años, 
multa equivalente al doble del valor del enriquecimiento sin que supere el equivalente a cincuenta mil (50.000) salarios 
mínimos legales mensuales vigentes, e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas de seis (6) a diez 
(10) años.
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CAPÍTULO SÉPTIMO

Del prevaricato

Artículo 413. Prevaricato por acción. El servidor público que profiera resolución, dictamen o concepto manifiestamente 
contrario a la ley, incurrirá en prisión de tres (3) a ocho (8) años, multa de cincuenta (50) a doscientos (200) salarios 
mínimos legales mensuales vigentes, e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas de cinco (5) a 
ocho (8) años.

Artículo 414. Prevaricato por omisión. El servidor público que omita, retarde, rehuse o deniegue un acto propio de sus 
funciones, incurrirá en prisión de dos (2) a cinco (5) años, multa de diez (10) a cincuenta (50) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes, e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas por cinco (5) años.

Artículo 415. Circunstancia de agravación punitiva. Las penas establecidas en los artículos anteriores se aumentarán 
hasta en una tercera parte cuando las conductas se realicen en actuaciones judiciales o administrativas que se adelanten 
por delitos de genocidio, homicidio, tortura, desplazamiento forzado, desaparición forzada, secuestro, secuestro extorsivo, 
extorsión, rebelión, terrorismo, concierto para delinquir, narcotráfico, enriquecimiento ilícito, lavado de activos, o cualquiera 
de las conductas contempladas en el título II de este Libro. 

CAPÍTULO OCTAVO

De los abusos de autoridad y otras infracciones

Artículo 416. Abuso de autoridad por acto arbitrario e injusto. El Servidor público que fuera de los casos especialmente 
previstos como conductas punibles, con ocasión de sus funciones o excediéndose en el ejercicio de ellas, cometa acto 
arbitrario e injusto, incurrirá en multa y pérdida del empleo o cargo público.

Artículo 417. Abuso de autoridad por omisión de denuncia. El servidor público que teniendo conocimiento de la comisión 
de una conducta punible cuya averiguación deba adelantarse de oficio, no dé cuenta a la autoridad, incurrirá en multa y 
pérdida del empleo o cargo público.

La pena será de dos (2) a cuatro (4) años de prisión si la conducta punible que se omitiere denunciar sea de las contempladas 
en el delito de omisión de denuncia de particular.

Artículo 418. Revelación de secreto. El servidor público que indebidamente dé a conocer documento o noticia que deba 
mantener en secreto o reserva, incurrirá en multa y pérdida del empleo o cargo público.

Si de la conducta resultare perjuicio, la pena será de uno (1) a tres (3) años de prisión, multa de quince (15) a sesenta 
(60) salarios mínimos legales mensuales vigentes, e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas por 
cinco (5) años.

Artículo 419. Utilización de asunto sometido a secreto o reserva. El servidor público que utilice en provecho propio o 
ajeno, descubrimiento científico, u otra información o dato llegados a su conocimiento por razón de sus funciones y que 
deban permanecer en secreto o reserva, incurrirá en multa y pérdida del empleo o cargo público, siempre que la conducta 
no constituya otro delito sancionado con pena mayor.

Artículo 420. Utilización indebida de información oficial privilegiada. El servidor público que como empleado o directivo 
o miembro de una junta u órgano de administración de cualquier entidad pública, que haga uso indebido de información 
que haya conocido por razón o con ocasión de sus funciones y que no sea objeto de conocimiento público, con el fin de 
obtener provecho para sí o para un tercero, sea éste persona natural o jurídica, incurrirá en multa y pérdida del empleo 
o cargo público.

Artículo 421. Asesoramiento y otras actuaciones ilegales. El servidor público que ilegalmente represente, litigue, gestione 
o asesore en asunto judicial, administrativo o policivo, incurrirá en multa y pérdida del empleo o cargo público.

Si el responsable fuere servidor de la rama judicial o del Ministerio Público la pena será de prisión de uno (1) a tres (3) 
años, e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas por cinco (5) años.

Artículo 422. Intervención en política. El servidor público que ejerza jurisdicción, autoridad civil o política, cargo de 
dirección administrativa, o se desempeñe en los órganos judicial, electoral, de control, que forme parte de comités, juntas 
o directorios políticos, o utilice su poder para favorecer o perjudicar electoralmente a un candidato, partido o movimiento 
político, incurrirá en multa y pérdida del empleo o cargo público.

Se exceptúan de lo dispuesto en el inciso anterior los miembros de las corporaciones públicas de elección popular.
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Artículo 423. Empleo ilegal de la fuerza pública. El servidor público que obtenga el concurso de la fuerza pública o emplee 
la que tenga a su disposición para consumar acto arbitrario o injusto, o para impedir o estorbar el cumplimiento de orden 
legítima de otra autoridad, incurrirá en prisión de uno (1) a cuatro (4) años, multa diez (10) a cincuenta (50) salarios 
mínimos legales mensuales vigentes e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas por cinco (5) años, 
siempre que la conducta no constituya delito sancionado con pena mayor.

Artículo 424. Omisión de apoyo. El agente de la fuerza pública que rehuse o demore indebidamente el apoyo pedido por 
autoridad competente, en la forma establecida por la ley, incurrirá en prisión de uno (1) a cuatro (4) años e inhabilitación 
para el ejercicio de derechos y funciones públicas por cinco (5) años.”

Para mayor información sobre los documentos mediante los cuales el CONPES Social aprueba la distribución 
de los recursos del Sistema General de Participaciones se puede consultar la siguiente página web:

www.dnp.gov.co

Teléfono: 381 5000



CAPÍTULO
ESTRATEGIA PARA  EL MONITOREO, SEGUIMIENTO Y CONTROL
AL GASTO FINANCIADO CON RECURSOS DEL SISTEMA GENERAL

DE   PARTICIPACIONES

8.1.  La estrategia de monitoreo, seguimiento y control integral al gasto que los municipios, 
distritos y departamentos realicen con recursos del Sistema General de Participaciones

Con el propósito de fortalecer los instrumentos que permitan el cumplimiento de metas universales en 
educación y salud, e incrementos significativos en la cobertura de agua potable y saneamiento básico, el 
Gobierno nacional, en cumplimiento del mandato constitucional del Acto Legislativo 04 de 2007, que reformó 
el Sistema General de Participaciones (SGP), expidió el Decreto 28 de 2008, mediante el cual se establece la 
estrategia de monitoreo, seguimiento y control integral al gasto que los municipios, distritos y departamentos 
realicen con dichos recursos. La estrategia está orientada a:

•	 Realizar un monitoreo efectivo a la utilización de estos recursos, mediante el fortalecimiento de sistemas de 
información, la construcción de indicadores y criterios de evaluación objetivos, medibles y comprobables 
para realizar análisis oportunos e integrales sobre el uso de los recursos para educación, salud, agua potable 
y saneamiento básico, y propósito general, que permitan identificar acciones u omisiones por parte de las 
entidades territoriales que puedan poner en riesgo la adecuada utilización de los recursos del SGP.

•	 Verificar, mediante actividades de seguimiento, como evaluación y análisis de los procesos administrativos, 
institucionales, fiscales, presupuestales, contractuales y sectoriales de las entidades territoriales, si los 
riesgos identificados en la etapa de monitoreo comprometen la ejecución de los recursos y la prestación 
de los servicios.

•	 Apoyar a la entidad territorial en la cual se hayan verificado eventos de riesgo, mediante la formulación 
e implementación de un plan de desempeño para superarlos.

•	 Determinar en casos extremos la necesidad de aplicación de medidas correctivas, tales como suspensión 
de giros a la entidad territorial; giro de recursos a través de fiducias públicas contratadas por la entidad 
territorial, con el acompañamiento del Gobierno nacional; asunción temporal de competencias por 
parte del departamento o la Nación; y solicitud de suspensión de procesos contractuales por parte de 
la Procuraduría General de la Nación. Todo lo anterior con el fin de garantizar el uso adecuado de los 
recursos y la prestación de los servicios a la ciudadanía.

VIII
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Es importante hacer énfasis en que la estrategia tiene como objeto principal que en cada una de las actividades 
que la componen, el Gobierno nacional acompañe a la entidad territorial para que pueda subsanar las situaciones 
que obstaculicen una gestión adecuada de los recursos del SGP. La intención fundamental es brindar soporte 
para fortalecer la gestión local y, para ello, se requiere contar con el apoyo de los departamentos.

La adopción de las medidas se efectuará atendiendo criterios de razonabilidad, proporcionalidad, continuidad 
y restablecimiento de la prestación de los servicio. 

Un componente fundamental de la estrategia es el control social y la mayor participación ciudadana, a través 
de mecanismos tales como presentación de metas de continuidad, cobertura y calidad en la prestación de 
los servicios por parte de la administración municipal o departamental; rendición de cuentas; y acceso del 
público a los informes y resultados del proceso.

Adicionalmente, el Decreto 28 de 2008 establece disposiciones que reiteran la inembargabilidad de los 
recursos del SGP y determina que las sentencias falladas en contra de la entidad territorial que requieran el 
pago de recursos, deben ser atendidas, en primer lugar, con sus ingresos corrientes de libre destinación.

Es importante señalar que dada la situación fiscal, el Gobierno nacional expidió el Decreto 791 de 2009, por 
el cual se suprime la Unidad Administrativa Especial de Monitoreo, Seguimiento y Control, se ordena su 
liquidación y se dictan otras disposiciones. Este decreto traslada las funciones de la Unidad Administrativa 
Especial de Monitoreo, Seguimiento y Control al Ministerio de Hacienda y Crédito Público, por lo cual todas 
las referencias que hagan las disposiciones legales y reglamentarias vigentes a la Unidad Administrativa 
Especial de Monitoreo, Seguimiento y Control se entenderán referidas al Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público.

A continuación se transcriben los textos del Decreto 28 de 2008 y de sus disposiciones reglamentarias, 
contenidas en los Decretos  2911 de 2008 y 168 de 2009.
 
8.2 Decreto 28 de 2008. Por medio del cual se define la estrategia de monitoreo, 
seguimiento y control integral al gasto que se realice con recursos del Sistema General de 
Participaciones.

DECRETO 28 DE 2008
(enero 10)

Departamento Nacional de Planeación
Por medio del cual se define la estrategia de monitoreo, seguimiento y control integral al gasto que se 

realice con recursos del Sistema General de Participaciones.
El Presidente de la República de Colombia,

en ejercicio de las facultades especiales contenidas en el artículo 356 de la Constitución Política, 
adicionado por el artículo 3° del Acto Legislativo número 04 de 2007,

DECRETA:
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CAPÍTULO I

OBJETO Y CAMPO DE APLICACIÓN

Artículo 1°. Objeto. El presente decreto tiene por objeto definir la estrategia de monitoreo, seguimiento 
y control integral al gasto que ejecutan las entidades territoriales con recursos del Sistema General de 
Participaciones, la cual se aplicará en concordancia con los artículos 209 y 287 de la Constitución Política.

Para su aplicación y cumplimiento, se definen los eventos en los cuales está en riesgo la prestación adecuada 
de los servicios, las medidas que las autoridades pueden adoptar para evitar tal situación y la determinación 
efectiva de los correctivos necesarios, con el propósito de asegurar el cumplimiento de las metas de 
continuidad, cobertura y calidad en los servicios mediante la utilización de los mencionados recursos, conforme 
a lo previsto en los artículos 356 y 357 de la Constitución Política y las normas legales que los desarrollan. 
En consecuencia, esta estrategia forma parte de la operación del Sistema General de Participaciones.

Artículo 2°. Campo de aplicación. Las disposiciones contenidas en el presente decreto son aplicables a las 
entidades territoriales y a los responsables de la administración y ejecución de los recursos de la asignación 
especial del Sistema General de Participaciones con destino a los resguardos indígenas.

CAPÍTULO II

ACTIVIDADES DE MONITOREO, SEGUIMIENTO Y CONTROL INTEGRAL

Artículo 3°. Definición de actividades. Para efectos de lo dispuesto en el presente decreto, las actividades 
de monitoreo, seguimiento y control integral son las siguientes:

3.1. Monitoreo. Comprende la recopilación sistemática de información, su consolidación, análisis y 
verificación, para el cálculo de indicadores específicos y estratégicos de cada sector, que permitan 
identificar acciones u omisiones por parte de las entidades territoriales que puedan poner en riesgo la 
adecuada utilización de los recursos del Sistema General de Participaciones.

3.2. Seguimiento. Comprende la evaluación y análisis de los procesos administrativos, institucionales, 
fiscales, presupuestales, contractuales y sectoriales de las entidades territoriales, las cuales permiten 
evidenciar y cualificar la existencia de eventos de riesgo que afectan o puedan llegar a afectar la ejecución 
de los recursos, el cumplimiento de las metas de continuidad, cobertura y calidad en la prestación de 
servicios.

3.3. Control. Comprende la adopción de medidas preventivas y la determinación efectiva de los correctivos 
necesarios respecto de las entidades territoriales, que se identifiquen en las actividades de monitoreo 
o seguimiento, orientadas a asegurar la adecuada ejecución de los recursos del Sistema General de 
Participaciones, el cumplimiento de las metas de continuidad, cobertura y calidad y la adecuada prestación 
de los servicios a su cargo.

Parágrafo 1°. La implementación de la estrategia de monitoreo, seguimiento y control integral al gasto 
que ejecuten las entidades territoriales, se fundamentará en indicadores y criterios de evaluación y en 
objetivos medibles y comprobables. Para tal efecto, la formulación de los indicadores requeridos, así como 
sus respectivas fichas técnicas y la metodología referente al contenido de la información, formatos, fechas, 
aplicativos y demás aspectos requeridos para su implementación, será reglamentada por el Gobierno nacional, 
en la que se tendrá en cuenta, entre otros, el Formato Único Territorial.

Parágrafo 2°. Respecto de los recursos de propósito general y asignaciones especiales, las actividades 
de monitoreo, seguimiento y control integral estarán orientadas a verificar la presupuestación y ejecución 
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adecuada de los recursos del Sistema General de Participaciones, así como el cumplimiento de las metas de 
continuidad, cobertura y calidad que se fijen con cargo a estos recursos en el plan de desarrollo respectivo.

Artículo 4°. Ejercicio de las actividades. Las actividades de monitoreo, seguimiento y control integral al gasto 
que ejecuten las entidades territoriales serán ejercidas por las autoridades del orden nacional en los términos 
previstos en este decreto, sin perjuicio de las que correspondan a las autoridades competentes en materia de 
inspección, vigilancia y control; vigilancia superior de la conducta y responsabilidad disciplinaria; control 
fiscal y de responsabilidad fiscal; investigación, acusación y juzgamiento de carácter penal, o las dispuestas 
en normas vigentes en relación con los recursos del Sistema General de Participaciones.

CAPÍTULO III

RESPONSABLES INSTITUCIONALES

Artículo 5°. Unidad Administrativa Especial. Créase la Unidad Administrativa Especial de Monitoreo, 
Seguimiento y Control, adscrita al Departamento Nacional de Planeación, con personería jurídica, autonomía 
administrativa, presupuestal y patrimonio propio, domiciliada en Bogotá, D. C., con el objeto de desarrollar 
las actividades de monitoreo, seguimiento y control integral al gasto realizado por las entidades territoriales 
con recursos del Sistema General de Participaciones, de acuerdo con lo dispuesto en este decreto.

La Unidad Administrativa Especial de Monitoreo, Seguimiento y Control tendrá la siguiente estructura 
orgánica:

5.1. Dirección General.

5.1.1. Oficina de Control Interno.

5.2. Dirección Técnica de Monitoreo, Seguimiento y Control.

5.3. Dirección Administrativa y Financiera.

El Director General de la Unidad será nombrado por el Presidente de la República y será su representante 
legal. La Unidad contará con la planta global de cargos de carácter técnico que defina el Gobierno nacional, 
cuyo personal será de libre nombramiento y remoción por el Director General.

El patrimonio de la Unidad Administrativa Especial de Monitoreo, Seguimiento y Control estará conformado 
por los recursos que se apropien en el Presupuesto General de la Nación, por las donaciones u otros ingresos 
percibidos a cualquier título y por los demás que determine la ley.

Parágrafo transitorio. El Gobierno nacional hará los ajustes correspondientes en el presupuesto para cumplir 
con el objeto y funciones de la Unidad Administrativa Especial de Monitoreo, Seguimiento y Control, en los 
términos establecidos en el artículo 86 del Estatuto Orgánico del Presupuesto.

Artículo 6°. Funciones de la Unidad Administrativa Especial de Monitoreo, Seguimiento y Control. La Unidad 
Administrativa Especial de Monitoreo, Seguimiento y Control, tendrá las siguientes funciones:

6.1. Coordinar con los ministerios sectoriales, el Departamento Nacional de Planeación y demás autoridades 
competentes, las labores de implementación y ejecución de la estrategia de monitoreo, seguimiento y 
control integral.

6.2. Consolidar y evaluar de manera integral los resultados de la actividad de monitoreo realizada por cada 
ministerio y por el Departamento Nacional de Planeación.
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6.3. Determinar y ejecutar, directamente o a través de terceros, los procedimientos necesarios en la actividad 
de seguimiento para las entidades territoriales que evidencien riesgo en la actividad de monitoreo.

6.4. Contratar auditores y coordinadores para la realización de las actividades de seguimiento y control 
integral.

6.5. Determinar las entidades territoriales que deban elaborar los planes de desempeño y comunicarles esta 
medida.

6.6. Orientar y prestar asistencia técnica a las entidades territoriales en la formulación del plan de desempeño, 
aprobarlo y acompañar su implementación.

6.7. Definir la aplicación de las medidas correctivas, ejecutarlas directamente o a través de terceros y evaluar 
su cumplimiento.

6.8. Diseñar y administrar los sistemas de información necesarios para las actividades previstas en el presente 
decreto.

6.9. Las demás necesarias para el cumplimiento de su objeto y funciones, en los términos de la Constitución 
Política y la ley.

Parágrafo transitorio. En el evento en que resulte necesario, y mientras entra en funcionamiento la Unidad 
Administrativa Especial de Monitoreo, Seguimiento y Control, el Departamento Nacional de Planeación 
ejercerá, de manera excepcional y coordinada con los ministerios sectoriales, las funciones atribuidas a 
dicha Unidad.

Artículo 7°. Responsables institucionales. La actividad de monitoreo estará a cargo del ministerio respectivo 
para los servicios de educación y salud. En los demás sectores será responsabilidad del Departamento 
Nacional de Planeación.

Las actividades de seguimiento y control integral estarán a cargo de la Unidad Administrativa Especial de 
Monitoreo, Seguimiento y Control, en coordinación con el ministerio sectorial respectivo o el Departamento 
Nacional de Planeación, según el caso.

Para el caso de agua potable y saneamiento básico, las actividades de monitoreo, seguimiento y control integral 
estarán a cargo del Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, el cual articulará su ejercicio 
con la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios en coordinación con la Unidad Administrativa 
Especial de Monitoreo, Seguimiento y Control.

La Unidad Administrativa Especial de Monitoreo, Seguimiento y Control adelantará auditorías, directamente 
o mediante la contratación de personas naturales o jurídicas, con el fin de adelantar las actividades de su 
competencia. Dichas auditorías se llevarán a cabo en los sitios donde se ejecuten los recursos del Sistema 
General de Participaciones, así como en las sedes, oficinas o lugares donde funcionan las entidades beneficiarias 
o ejecutoras, o donde operan los terceros contratados por estas para ejecutar los recursos, quienes están en 
el deber legal de entregar la información solicitada.

En desarrollo de estas auditorías, se podrá solicitar información de carácter técnico, administrativo, legal 
y financiero y, en general, la necesaria para la verificación de la adecuada utilización de los recursos y 
del cumplimiento de las metas de continuidad, cobertura y calidad en la prestación de los servicios. Las 
auditorías pueden tener por objeto la revisión integral de la forma en que se están administrando, contratando 
y ejecutando los recursos por parte de las entidades beneficiarias o ejecutoras o de los terceros contratados 
por estas para tal efecto, o el control y evaluación de un proyecto específico.
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La auditoría podrá solicitar la información que requiera para el cumplimiento de su cometido y rendirá un 
informe en el que recomiende la adopción de medidas preventivas o correctivas, según el caso.

Artículo 8°. Actividades de los departamentos. Sin perjuicio de lo previsto en la Ley 715 de 2001, los 
departamentos acompañarán la estrategia de monitoreo, seguimiento y control integral, en los municipios 
de su jurisdicción.

Para lo anterior, los departamentos, en cumplimiento de sus funciones administrativas, apoyarán a las 
autoridades competentes en el ejercicio de las medidas preventivas y correctivas; actuarán como intermediarios 
entre la Nación y sus respectivos municipios para garantizar los fines del presente decreto; y colaborarán en 
la superación de las razones que sustentaron la toma de las medidas a que se refiere esta estrategia.

CAPÍTULO IV

EVENTOS DE RIESGO

Artículo 9°. Eventos de riesgo. Para efectos de lo dispuesto en el presente decreto, se consideran eventos de 
riesgo identificables en las actividades de monitoreo o seguimiento, los siguientes:

9.1. 	 No envío de información conforme a los plazos, condiciones y formatos indicados por el Gobierno 
nacional, y/o haber remitido o entregado información incompleta o errónea.

9.2. 	 No haber entregado a los encargados de efectuar las auditorías, la información y/o soporte requeridos 
para su desarrollo, en los términos y oportunidad solicitados.

9.3. 	 Presentar a la corporación de elección popular correspondiente un presupuesto no ajustado a las normas 
que rigen la programación y ejecución de los recursos del Sistema General de Participaciones.

9.4. 	 Cambio en la destinación de los recursos.

9.5. 	 Administración de los recursos en cuentas no autorizadas para su manejo o no registradas ante el 
Ministerio del sector al que correspondan los recursos.

9.6. 	 Realización de operaciones financieras o de tesorería no autorizadas por la ley.

9.7. 	 Registro contable de los recursos que no sigue las disposiciones legales vigentes.

9.8. 	 Procesos de selección contractual en trámite cuyo objeto o actividades contractuales no se hallen 
orientados a asegurar la prestación del servicio en las condiciones definidas por la normatividad vigente, 
no cumplan con los fines para los cuales están destinados los recursos, o no aseguren el cumplimiento 
de metas de continuidad, cobertura y calidad en los servicios.

9.9. 	 No disponer de interventores o supervisores de contratos y convenios y/o de un proceso de evaluación 
de informes de los interventores y supervisores.

9.10. No publicar los actos administrativos, contratos, convenios e informes, cuando la ley lo exija.

9.11. No disponer del Sistema de Identificación de Beneficiarios, Sisbén, o de estratificación, actualizados 
y en operación, bajo parámetros de calidad.

9.12. No cumplimiento de las condiciones de focalización, identificación de beneficiarios de programas 
sociales, estratificación y demás procedimientos previstos para la adecuada focalización y ejecución 
del gasto social.
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9.13. 	No disponer de los mecanismos e instrumentos de participación ciudadana y de rendición de cuentas, 
cuando la ley lo exija.

9.14. 	La imposición de sanciones por parte de los organismos de control relacionadas con el uso de los 
recursos del Sistema General de Participaciones.

9.15. 	Afectación de los recursos del Sistema General de Participaciones con medidas cautelares.

9.16. No cumplimiento de las metas de continuidad, cobertura y calidad en los servicios, fijadas por la 
autoridad competente.

9.17. 	Suscripción, modificación o ejecución de contratos cuyo objeto o actividades contractuales no aseguren 
la prestación del servicio en las condiciones definidas por la normatividad vigente, no cumplan con 
los fines para los cuales están destinados los recursos, o no aseguren el cumplimiento de metas de 
continuidad, cobertura y calidad en los servicios.

9.18. Aquella situación que del análisis de la información obtenida en cualquier tiempo, resulte de inminente 
riesgo para la prestación adecuada del servicio, el cumplimiento de las metas de continuidad, cobertura y 
calidad en los servicios, o constituya desviación, uso indebido, ineficiente o inadecuado de los recursos 
del Sistema General de Participaciones.

Parágrafo. El Gobierno nacional reglamentará las condiciones para calificar los eventos de riesgo que 
ameriten la aplicación de medidas preventivas o correctivas en la entidad territorial, teniendo en cuenta las 
particularidades y naturaleza de cada sector.

CAPÍTULO V

MEDIDAS PREVENTIVAS Y CORRECTIVAS

Artículo 10º. Procedimiento para la adopción de medidas. Las medidas se adoptarán mediante acto 
administrativo debidamente motivado, el cual indicará el evento o eventos de riesgo encontrados, la evidencia 
que amerita la adopción de la correspondiente medida, el término durante el cual estará vigente, y las acciones 
a emprender por parte de la entidad territorial.

El acto administrativo es de aplicación inmediata y contra este sólo procede el recurso de reposición, el cual 
se concederá en el efecto devolutivo.

La adopción de las medidas se efectuará por parte de la entidad responsable atendiendo los criterios de 
razonabilidad, proporcionalidad, continuidad y restablecimiento de la prestación de los servicios.

Artículo 11. Medida preventiva. Para superar los eventos de riesgo identificados en las actividades de 
monitoreo o seguimiento, la entidad territorial elaborará y presentará, en un plazo no superior a un mes a 
partir del momento de la comunicación de la medida, a consideración de la Unidad Administrativa Especial 
de Monitoreo, Seguimiento y Control, del ministerio del sector, del Departamento Nacional de Planeación, o 
de la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, según el caso, un plan de desempeño en el cual 
se obliga a desarrollar las actividades orientadas a mitigar o eliminar los eventos de riesgo en los términos 
y plazos que allí se fijen.

Dentro de los quince días calendario después de haber sido presentado, la entidad territorial adoptará el 
plan de desempeño, previa incorporación de los ajustes requeridos por la Unidad Administrativa Especial 
de Monitoreo, Seguimiento y Control, el ministerio respectivo, el Departamento Nacional de Planeación o 
la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, según el caso.
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Los compromisos asumidos por la entidad territorial son de carácter unilateral y serán ejecutados por las 
distintas administraciones, mientras el respectivo plan de desempeño se encuentre vigente.

Para la adopción y ejecución del plan de desempeño, la respectiva asamblea departamental o el concejo 
municipal o distrital expedirá las autorizaciones necesarias, en un término no superior a treinta (30) días 
hábiles a partir de la fecha de la presentación del proyecto de ordenanza o acuerdo respectivo.

Si la asamblea o el concejo no expide las autorizaciones en dicho plazo, y en orden a garantizar la continuidad 
en la prestación de los servicios a cargo de la entidad territorial, evitar su paralización y prevenir perjuicios 
a terceros, las medidas las adoptará el gobernador o el alcalde respectivo, por una sola vez y dentro de los 
cinco (5) días hábiles siguientes, mediante Decreto con fuerza de ordenanza o acuerdo, según el caso.

Parágrafo. La no adopción del plan de desempeño en los plazos antes definidos, la no incorporación de los 
ajustes requeridos, o su incumplimiento, dará lugar a la aplicación inmediata de medidas correctivas por 
parte de las autoridades competentes.

Artículo 12. Coordinador del plan de desempeño. La Unidad Administrativa Especial de Monitoreo 
Seguimiento y Control determinará un coordinador del plan de desempeño, quien acompañará su ejecución 
y rendirá informes y recomendaciones periódicas, con base en los cuales se definirá el levantamiento de la 
medida, los ajustes a que haya lugar o la adopción de medidas correctivas.

En el evento en el cual se hagan los ajustes al plan de desempeño o se adopten medidas correctivas, el 
coordinador continuará ejerciendo las actividades de seguimiento y rendirá los informes correspondientes.

Artículo 13. Medidas correctivas. Con el propósito de ejercer el control a los eventos de riesgo identificados 
en el presente decreto, además de las previstas para cada sector en las normas vigentes, son medidas 
correctivas:

13.1. 	 Suspensión de giros a la entidad territorial. Es la medida por medio de la cual se suspende el giro 
sectorial o general de recursos a la entidad territorial, sin que se afecte el derecho jurídico de la 
misma a participar en los recursos del Sistema General de Participaciones, ni la continuidad en la 
prestación del servicio, conforme lo determine el reglamento. El restablecimiento del giro no conlleva 
el reconocimiento por parte del Gobierno nacional de montos adicionales por mora, intereses o 
cualquier otro concepto remuneratorio.

	 En este evento, la entidad territorial responsable aplazará las apropiaciones presupuestales que se 
adelanten con cargo a estos recursos, y no podrá comprometer los saldos por apropiar de los recursos 
sometidos a la medida de suspensión de giro. Una vez adoptada la medida, los actos o contratos que 
expida o celebre la entidad territorial con cargo a esos saldos de apropiación, serán nulos de pleno 
derecho y por lo tanto no producirán efectos legales.

13.2. 	 Giro directo. Es la medida en virtud de la cual se giran directamente, sin intermediación de la entidad 
territorial respectiva, los recursos a los prestadores de los servicios de que se trate, o a los destinatarios 
finales de los recursos, siempre que con ellos medie una relación legal o contractual que con tal fin 
se haya definido para asegurar la prestación del respectivo servicio. Para tal efecto, se constituirá 
una fiducia pública encargada de administrar y girar los correspondientes recursos, contratada de 
manera directa por la entidad territorial, con cargo al porcentaje de los recursos que le corresponde 
por concepto de la asignación especial prevista para el Fonpet en el artículo 2° de la Ley 715 de 2001. 
La contratación de esta fiducia se efectuará con arreglo a las condiciones señaladas por la Unidad 
Administrativa Especial de Monitoreo, Seguimiento y Control. En el caso de los sectores de salud y 
agua potable y saneamiento básico, la medida podrá aplicarse a través de los mecanismos definidos 
por las normas vigentes.
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	 Cuando se adopte una medida de esta naturaleza, la entidad fiduciaria se encargará de verificar y 
aprobar el pago de las cuentas ordenadas por la entidad territorial, previo concepto de la Unidad 
Administrativa Especial de Monitoreo, Seguimiento y Control. En este evento, la entidad territorial 
efectuará la respectiva ejecución presupuestal sin situación de fondos.

	 La Unidad Administrativa Especial de Monitoreo, Seguimiento y Control determinará el levantamiento 
de esta medida, su continuidad o la aplicación de la medida prevista en el siguiente numeral.

13.3. 	 Asunción temporal de competencia. En el evento en que el municipio incumpla el plan de desempeño 
con los ajustes a que se refiere el artículo 12 del presente decreto, la competencia para asegurar la 
prestación del servicio la asumirá temporalmente el departamento, y en el caso de los departamentos 
o distritos, la Nación, de acuerdo con las siguientes disposiciones:

13.3.1. 	El departamento o la Nación, según el caso, ejercerán las atribuciones referentes a la programación 
presupuestal, ordenación del gasto, competencia contractual y nominación del personal en relación con 
los recursos del Sistema General de Participaciones asignados para la financiación del correspondiente 
servicio. En este evento, el departamento o la Nación, están facultados para determinar quién tendrá 
a su cargo la administración del servicio y para celebrar los contratos con terceros para este fin.

	 El administrador o el tercero contratado para estos efectos tendrá las facultades propias del jefe 
del organismo intervenido para la administración del servicio público y podrá disponer para tal 
fin de los recursos del Sistema General de Participaciones como ordenador de gasto y nominador 
dentro de los límites de la ley. Lo anterior, sin perjuicio del proceso de certificación de competencia 
sectorial previsto en las disposiciones vigentes en relación con los recursos del Sistema General de 
Participaciones, de lo previsto en el numeral 73.15 del artículo 73 de la Ley 142 de 1994, modificado 
por el artículo 98 de la Ley 1151 de 2007 y lo dispuesto en la Ley 1176 de 2007.

13.3.2. 	El departamento o la Nación, según el caso, adoptarán las medidas administrativas, institucionales, 
presupuestales, financieras y contractuales, necesarias para asegurar la continuidad, cobertura y calidad 
en la prestación de los servicios y la ejecución de los recursos dispuestos para su financiación, para 
lo cual se le girarán los respectivos recursos del Sistema General de Participaciones.

13.3.3. 	El departamento o la Nación, según el caso, tendrán derecho, conforme a las normas vigentes, a 
utilizar la infraestructura pública existente en la respectiva entidad territorial, con el fin de asegurar 
la prestación eficiente de los servicios públicos y la ejecución de esos recursos.

	 Parágrafo. La asunción de la prestación del servicio y la ejecución de los recursos dispuestos para su 
financiación, tendrá vigencia hasta por un término máximo de cinco años, sin perjuicio de solicitar a la 
Unidad Administrativa Especial de Monitoreo, Seguimiento y Control el levantamiento de la medida. 
En el evento de reasumir la competencia para la prestación del servicio, el respectivo departamento, 
distrito o municipio deberá respetar los contratos celebrados por la Nación o el departamento.

13.4. 	 Suspensión de procesos contractuales. Es la medida por la cual la Procuraduría General de la Nación 
con base en los hallazgos encontrados en desarrollo de la estrategia prevista en este decreto, y antes 
de que sea expedido el acto de adjudicación respectivo, solicita suspender de manera inmediata los 
procesos de selección contractual, en los cuales no se prevea o aseguren el cumplimiento de las metas 
de continuidad, cobertura y calidad en los servicios o no se adecúen a los trámites contractuales o 
presupuestales dispuestos por la ley, e informará a la Unidad Administrativa Especial de Monitoreo, 
Seguimiento y Control.
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Artículo 14. Adopción de medidas correctivas. La adopción de las medidas correctivas previstas en el 
presente decreto se sujetará al procedimiento dispuesto en el Estatuto Orgánico del Sistema Financiero en 
lo que resulte pertinente. En todo caso, por su naturaleza cautelar, las medidas podrán adoptarse de manera 
simultánea a la iniciación y comunicación del procedimiento respectivo.

Una vez determinada la existencia de causales para la aplicación de las medidas previstas en el artículo 13 
del presente decreto, la Unidad Administrativa Especial de Monitoreo, Seguimiento y Control implementará 
las medidas correctivas.

La Unidad Administrativa Especial de Monitoreo, Seguimiento y Control adoptará la medida prevista en el 
numeral 13.3 del artículo 13, previa recomendación del Conpes Social.

Las medidas correctivas podrán adoptarse, de manera directa, desde el desarrollo de las actividades de 
monitoreo o seguimiento, cuando se evidencien situaciones que presenten inminente riesgo en la utilización 
de los recursos o en la prestación del servicio.

Artículo 15. Declaratoria de ineficacia de los contratos. A solicitud de cualquier persona y mediante el 
trámite del proceso jurisdiccional verbal sumario, en desarrollo de lo previsto en el artículo 116 de la 
Constitución Política, la Superintendencia de Sociedades podrá declarar la ineficacia de los contratos vigentes 
celebrados por la entidad territorial, cuya ejecución no asegure la continuidad en la prestación del servicio, 
ni el cumplimiento de las metas de continuidad, cobertura y calidad, o el adecuado uso de los recursos del 
Sistema General de Participaciones.

Artículo 16. Ajuste de competencias. Cuando a un municipio o distrito se le aplique de manera concomitante 
la medida a que se refiere el numeral 13.3 del artículo 13 del presente decreto, en relación con los servicios de 
salud, educación y agua potable y saneamiento básico, y evidencie un inadecuado manejo de la participación 
de propósito general, carecerá de competencia legal para expedir actos o celebrar cualquier tipo de contrato 
con cargo a los recursos del Sistema General de Participaciones y los que se expidan o celebren contraviniendo 
esta disposición serán nulos de pleno derecho.

La Unidad Administrativa Especial de Monitoreo, Seguimiento y Control declarará esta situación mediante 
acto administrativo motivado.

CAPÍTULO VI

CONTROL SOCIAL

Artículo 17. Presentación de metas. La administración municipal y/o departamental presentará ante el 
Consejo Municipal o Departamental de Política Social y el Consejo Territorial de Planeación, las metas de 
continuidad, cobertura y calidad en la prestación de los servicios definidas en los respectivos planes sectoriales, 
a alcanzar anualmente y durante el respectivo período de gobierno, conforme con la política que defina el 
Ministerio Sectorial respectivo.

El Consejo Territorial de Planeación realizará seguimiento semestralmente a las metas fijadas, emitirá 
concepto y recomendará a la administración territorial los ajustes necesarios en caso de incumplimiento de los 
compromisos. Para este efecto, la entidad territorial correspondiente entregará la información requerida.

Artículo 18. Rendición de cuentas. Las entidades territoriales en forma ordinaria realizarán anualmente, 
como mínimo, rendición de cuentas sobre los resultados del monitoreo, las auditorías y las evaluaciones que 
sobre la entidad territorial realicen las entidades nacionales de que trata este decreto. En desarrollo de esta 
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disposición, los veedores ciudadanos, vocales de control o cualquier ciudadano podrán acceder a la revisión 
de los contratos y ejecuciones presupuestales donde se inviertan recursos públicos.

Artículo 19. Informe de resultados. Las entidades territoriales en procesos de seguimiento y en adopción de 
medidas preventivas o correctivas, realizarán rendiciones de cuentas a la ciudadanía, en donde se presenten 
la evaluación de los resultados de los compromisos adquiridos en los planes de desempeño.

Artículo 20. Consulta pública. Los resultados del proceso de monitoreo, seguimiento y control integral 
podrán ser consultados por la ciudadanía y los organismos de control de manera permanente, ingresando 
al Sistema de Información, diseñado y administrado por la Unidad Administrativa Especial de Monitoreo, 
Seguimiento y Control. Así mismo, las entidades territoriales publicarán en su página web, en las carteleras 
y demás espacios de información a la ciudadanía, los resultados de estos procesos.

CAPÍTULO VII

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 21. Inembargabilidad. Los recursos del Sistema General de Participaciones son inembargables.

Para evitar situaciones derivadas de decisiones judiciales que afecten la continuidad, cobertura y calidad de los 
servicios financiados con cargo a estos recursos, las medidas cautelares que adopten las autoridades judiciales 
relacionadas con obligaciones laborales, se harán efectivas sobre ingresos corrientes de libre destinación de 
la respectiva entidad territorial. Para cumplir con la decisión judicial, la entidad territorial presupuestará el 
monto del recurso a comprometer y cancelará el respectivo crédito judicial en el transcurso de la vigencia o 
vigencias fiscales subsiguientes.

Las decisiones de la autoridad judicial que contravengan lo dispuesto en el presente decreto, no producirán efecto 
alguno, y darán lugar a causal de destitución del cargo conforme a las normas legales correspondientes.

Artículo 22. Suministro de información. Para efectos del ejercicio de las actividades de monitoreo, seguimiento 
y control integral, es deber de las entidades territoriales y de los prestadores de los servicios, cualquiera que 
sea su régimen jurídico, suministrar la información requerida a los responsables institucionales en desarrollo 
de sus atribuciones inherentes a la ejecución de la estrategia de monitoreo, seguimiento y control integral.

Sin perjuicio de la obligación legal a cargo de los prestadores de los servicios públicos domiciliarios de 
agua potable y saneamiento básico de reportar información a la Superintendencia de Servicios Públicos 
Domiciliarios, también es deber de las entidades territoriales suministrar la información a los responsables 
institucionales a través del Sistema Único de Información, SUI.

Artículo 23. Financiación. La estrategia de monitoreo, seguimiento y control integral se financiará con cargo 
a los recursos del Presupuesto General de la Nación.

Artículo 24. Remisión de medidas. Una vez se adopten las medidas contenidas en el presente decreto, se 
remitirá a los organismos de control copia de las mismas, para los efectos a que haya lugar.

Artículo 25. Vigencia. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación.

Publíquese y cúmplase.

Dado en Bogotá, D. C., a 10 de enero de 2008.
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8.3 Decreto 2911 de 2008. Por medio del cual se reglamenta parcialmente el Decreto 
028 de 2008 en relación con las actividades de control integral, y se dictan otras 
disposiciones

DECRETO 2911 DE 2008

(agosto 11)

DEPARTAMENTO NACIONAL DE PLANEACIÓN

Por medio del cual se reglamenta parcialmente el Decreto 028 de 2008 en relación con las actividades de 
control integral, y se dictan otras disposiciones.

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA,
en ejercicio de las facultades constitucionales y legales, en especial de las conferidas en el numeral 11 del 

artículo 189 de la Constitución Política y el Decreto 028 de 2008,

DECRETA:

CAPÍTULO I

ADOPCIÓN DE LAS MEDIDAS PREVENTIVAS O CORRECTIVAS

Artículo 1º. Procedimiento para la adopción de medidas. La adopción de las medidas preventivas o correctivas 
de que trata el Decreto 028 de 2008, se efectuará mediante acto administrativo debidamente motivado, expedido 
por la Unidad Administrativa Especial de Monitoreo, Seguimiento y Control, previa consulta al ministerio 
respectivo o al Departamento Nacional de Planeación en los sectores de salud, educación, propósito general 
y asignaciones especiales, y por el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, en el sector 
de agua potable y saneamiento básico.

La adopción de las medidas correctivas se adelantará atendiendo a las disposiciones contenidas en el artículo 
208 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero referentes a inicio de la actuación administrativa; formas 
de comunicación; formulación de cargos; término de traslado; período probatorio, recursos contra el acto de 
pruebas. En cuanto a la procedencia para presentar el recurso de reposición en contra del acto administrativo 
que adopta la medida correctiva se sujetará a lo dispuesto por el artículo 10 del decreto 028 de 2008.

Artículo 2º. Fundamento para la adopción de las medidas. Las medidas preventivas o correctivas a que se 
refieren los artículos 11 y 13 del Decreto 028 de 2008, podrán adoptarse por parte de la Unidad Administrativa 
Especial de Monitoreo, Seguimiento y Control, o del Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo 
Territorial, cuando se evidencie un evento de riesgo de los que trata el artículo 9 del mismo Decreto, como 
resultado de:

2.1. 	Las actividades de monitoreo y/o seguimiento, conforme con el Decreto 028 de 2008, realizadas por el 
ministerio sectorial, la superintendencia respectiva y el Departamento Nacional de Planeación, la Unidad 
Administrativa Especial de Monitoreo, Seguimiento y Control, o conjuntamente por estas entidades, 
según el sector de que se trate.

2.2. 	Los diagnósticos, informes o evaluaciones adelantados por los ministerios sectoriales, la superintendencia 
respectiva y el Departamento Nacional de Planeación, que se elaboren en desarrollo de las disposiciones 
vigentes, o cualquier evidencia de un evento de riesgo suministrado por los órganos de control, reportes 
de la ciudadanía u otras fuentes de información, de acuerdo con el análisis que se realice, los cuales 
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serán evaluados por la Unidad Administrativa Especial de Monitoreo, Seguimiento y Control como 
parte de las actividades de seguimiento a su cargo.

Parágrafo. En todo caso, conforme lo prevé el artículo 14 del Decreto 028 de 2008, el procedimiento 
para adoptar directamente las medidas correctivas podrá iniciarse directamente desde el desarrollo de las 
actividades de monitoreo o seguimiento, cuando se evidencien situaciones que presenten inminente riesgo 
para la utilización de los recursos o la prestación del servicio.

CAPÍTULO II

PLAN DE DESEMPEÑO

Artículo 3º. Contenido del plan de desempeño. Cuando se adopte la medida preventiva de plan de desempeño, 
la Unidad Administrativa Especial de Monitoreo, Seguimiento y Control o el Ministerio de Ambiente, Vivienda 
y Desarrollo Territorial, según el caso, solicitará mediante comunicación escrita, a la entidad territorial 
elaborar y presentar un plan de desempeño tendiente a superar los eventos de riesgo detectados. Este plan 
de desempeño se elaborará conforme a los términos dispuestos en el artículo 11 del Decreto 028 de 2008, y 
deberá contener, como mínimo, los siguientes aspectos:

3.1. 	Resumen del diagnóstico sectorial resultado de las actividades de monitoreo, seguimiento y/o de los 
diagnósticos a que se refiere el numeral 2.1 del artículo 2o del presente decreto, que evidencie los eventos 
de riesgo que ameritan la adopción de la medida preventiva.

3.2. 	Las medidas de carácter administrativo, institucional, fiscal, presupuestal, contractual y sectorial, y demás 
actividades tendientes a superar los eventos de riesgo detectados, o cumplir las metas de continuidad, 
cobertura y calidad, las cuales deben ser adoptadas conforme con los lineamientos señalados por la 
Unidad Administrativa Especial de Monitoreo, Seguimiento y Control, previa consulta al ministerio 
sectorial respectivo o al Departamento Nacional de Planeación, o el Ministerio de Ambiente, Vivienda 
y Desarrollo Territorial, según el caso, en el acto administrativo que adopta la medida.

3.3. 	Los plazos, términos, responsables y recursos financieros, técnicos y humanos requeridos que dispondrá 
la entidad territorial para la ejecución del plan de desempeño.

3.4. 	Las autorizaciones otorgadas por la corporación de elección popular respectiva, cuando así lo establezca 
la ley.

Parágrafo 1º. Para la adopción de esta medida, la Unidad Administrativa Especial de Monitoreo, Seguimiento 
y Control consultará con el ministerio sectorial respectivo o con el Departamento Nacional de Planeación.

Parágrafo 2º. Para el caso del sector salud, cuando la entidad territorial tenga vigente un convenio de 
cumplimiento de acuerdo con lo establecido en el artículo 2o de la Ley 1122 de 2007, y se adopte sobre ella 
la medida de plan de desempeño de que trata el presente decreto, los aspectos incluidos en el convenio de 
cumplimiento, así como sus metas y compromisos, harán parte del plan de desempeño, en lo pertinente.

Artículo 4º. Revisión y aprobación del plan de desempeño. Una vez presentado el correspondiente plan 
de desempeño por parte del representante legal de la entidad territorial, la Unidad Administrativa Especial 
de Monitoreo, Seguimiento y Control, en coordinación con el ministerio sectorial o el Departamento 
Nacional de Planeación; o el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, según el caso, 
determinará los ajustes a introducir al contenido del mismo, las medidas de seguimiento a su ejecución, los 
indicadores y criterios de evaluación acerca de su cumplimiento, y los términos, oportunidad y contenido 
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de la información que la entidad territorial ha de entregar para estos efectos y que formarán parte integral 
del plan de desempeño.

Una vez presentado el respectivo plan de desempeño y efectuadas las correcciones a que haya lugar, la 
Unidad Administrativa Especial de Monitoreo, Seguimiento y Control, previa consulta al ministerio sectorial 
respectivo o al Departamento Nacional de Planeación, o el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo 
Territorial, según el caso, aprobará el plan y notificará a la entidad territorial para su ejecución.

Artículo 5º. Coordinador del plan de desempeño. La Unidad Administrativa Especial de Monitoreo, 
Seguimiento y Control o el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, según el caso, 
determinará y tendrá a su cargo la designación y financiación del coordinador del plan de desempeño quien 
verificará que la entidad territorial cumpla con las medidas y actividades previstas en el plan de desempeño 
y formulará los informes y recomendaciones correspondientes.

En ningún caso el coordinador es responsable por la adopción, ejecución o cumplimiento de las medidas o 
actividades adoptadas por la entidad territorial en el plan de desempeño. La entidad territorial, a través de su 
representante legal y demás funcionarios responsables, deberá brindar la asistencia, apoyo técnico y entrega 
de información que requiera el coordinador para el ejercicio de sus funciones.

Artículo 6º. Evaluación del plan de desempeño. Teniendo en cuenta los informes de seguimiento a la 
ejecución del plan de desempeño elaborados por el coordinador del plan, la Unidad Administrativa Especial 
de Monitoreo, Seguimiento y Control, previa consulta al ministerio sectorial respectivo o al Departamento 
Nacional de Planeación, o el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, según el caso, 
determinará la procedencia de:

6.1. El levantamiento de la medida preventiva.

6.2. Su reformulación y/o extensión, o

6.3. La imposición de medidas correctivas por incumplimiento del plan de desempeño.

Parágrafo 1º. Para la evaluación del respectivo plan de desempeño, la Unidad Administrativa Especial de 
Monitoreo, Seguimiento y Control consultará con el ministerio sectorial respectivo o con el Departamento 
Nacional de Planeación, según el caso.

Parágrafo 2º. En el caso de las entidades territoriales que cuenten simultáneamente con convenios de 
cumplimiento en aplicación del artículo 2o de la Ley 1122 de 2007 y planes de desempeño en desarrollo 
del presente decreto, la evaluación sobre los aspectos coincidentes será realizada por el Ministerio de la 
Protección Social y remitida a la Unidad Administrativa Especial de Monitoreo, Seguimiento y Control, 
la cual se complementará con la evaluación que sobre los demás temas realice el coordinador del plan de 
desempeño.

CAPÍTULO III

SUSPENSIÓN DE GIROS Y GIRO DIRECTO

Artículo 7º. Adopción de las medidas. En el evento de que la Unidad Administrativa Especial de Monitoreo, 
Seguimiento y Control o el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, según el caso, adopte las 
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medidas correctivas de suspensión de giros o de giro directo de recursos a que se refieren los numerales 13.1 
y 13.2 del artículo 13 del Decreto 028 de 2008, se determinarán en el correspondiente acto administrativo, el 
evento o eventos de riesgo encontrados, la evidencia que amerita la adopción de la correspondiente medida, 
el término durante el cual estará vigente, las acciones a emprender por parte de la entidad territorial, y las 
condiciones administrativas y financieras con sujeción a las cuales se adopta y en las que se procederá al 
levantamiento de la respectiva medida correctiva.

Parágrafo 1º. En el caso del sector salud la medida de giro directo a que se refiere el Decreto 028 de 2008, se 
adoptará previa consulta con el Ministerio de la Protección Social, y se aplicará respecto de los componentes 
de salud pública y de prestación de servicios de salud a la población pobre no asegurada y las actividades 
no cubiertas por subsidios a la demanda. En el caso del componente de régimen subsidiado, cuando se 
evidencie la ocurrencia de los eventos de riesgo de que trata el artículo 9o del Decreto 28 de 2008, la Unidad 
Administrativa Especial de Monitoreo, Seguimiento y Control, si así lo considera, solicitará al Ministerio de 
la Protección Social la adopción de la medida del giro directo, de acuerdo con las disposiciones sectoriales 
vigentes sobre la materia.

Parágrafo 2º. La Unidad Administrativa Especial de Monitoreo, Seguimiento y Control podrá adoptar de 
manera simultánea, las medidas correctivas de suspensión de giros y de giro directo de los recursos, en orden 
a asegurar la continuidad, cobertura y calidad en la prestación de los servicios y la adecuada ejecución de los 
recursos del Sistema General de Participaciones dispuestos para su financiación, conforme a la motivación 
contenida en el acto administrativo que adopte las medidas.

Artículo 8º. Suspensión de giros. La medida de suspensión de giros será adoptada por la Unidad Administrativa 
Especial de Monitoreo, Seguimiento y Control o el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, 
según el caso, cuando su imposición no afecte la continuidad en la prestación del servicio, la prestación de 
servicios a la comunidad o ponga en riesgo la vida de los usuarios del Sistema General de Seguridad Social 
en Salud. La adopción de la medida se hará previa consulta con el ministerio sectorial.

Artículo 9º. Giro directo. Cuando se trate de la participación de educación; salud, en los componentes de 
salud pública y prestación de servicios de salud a la población pobre no asegurada y las actividades no 
cubiertas por subsidios a la demanda; propósito general o de asignaciones especiales, el acto administrativo 
expedido por la Unidad Administrativa Especial de Monitoreo, Seguimiento y Control que adopte la medida 
correctiva de giro directo, informará al ministerio correspondiente, el momento a partir del cual se efectuará 
el giro de los recursos del Sistema General de Participaciones a la fiducia pública constituida para el efecto 
por la entidad territorial. Con el giro de los recursos a la fiducia pública, estos se entienden transferidos a la 
entidad territorial.

Parágrafo. Sin perjuicio de lo dispuesto en el presente artículo y en atención a lo señalado por el numeral 
13.2 del artículo 13 del Decreto 028 de 2008, en el caso del sector de agua potable y saneamiento básico, 
la medida de giro directo podrá aplicarse a través de los esquemas fiduciarios autorizados por la ley para el 
manejo de los recursos del Sistema General de Participaciones en ese sector. Sin embargo, cuando la medida 
se aplique respecto de dos o más sectores, el respectivo giro directo podrá efectuarse a través de la fiducia 
contratada para el efecto o el mecanismo preexistente en estos sectores, conforme lo determine la Unidad 
Administrativa Especial de Monitoreo, Seguimiento y Control.

Artículo 10º. Proceso integral. En la medida de giro directo, la entidad territorial es la encargada de realizar 
los compromisos y efectuar la respectiva ordenación del gasto. La entidad fiduciaria hará el proceso integral 
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de verificación y aprobación de las cuentas ordenadas por la entidad territorial, para concluir el proceso con 
su pago. La Unidad Administrativa Especial de Monitoreo, Seguimiento y Control expedirá concepto antes 
de dicho pago. Dicho concepto se referirá al cumplimiento del proceso descrito en este artículo y al giro de 
los respectivos recursos a la fiducia pública.

Artículo 11. Suministro de información para giro directo. Para efectos de lo dispuesto en el presente capítulo, 
el representante legal de la entidad territorial, así como el secretario de hacienda o quien haga sus veces para 
el sector, están en el deber legal de certificar y suministrar mensualmente o con la periodicidad requerida, 
a la entidad fiduciaria contratada para el efecto la información necesaria para el giro de los recursos, en 
el formato que determine la misma. Este formato contendrá como mínimo, información relativa al monto 
de recursos que se gira, identificación del beneficiario o beneficiarios de los recursos, tipo y número de su 
cuenta, la institución financiera en la cual se encuentra abierta, el concepto y soporte legal o contractual del 
giro de recursos, según el sector de que se trate.

Si la entidad territorial no suministra la información requerida o lo hace de manera extemporánea y por ende 
no se efectúan los pagos o se presentan demoras en los mismos, procederán las acciones legales previstas en el 
ordenamiento vigente en contra del representante legal de la entidad, y la entidad territorial será responsable 
por los reconocimientos pecuniarios, moratorios o indexatorios que se deriven de esta situación. En el evento 
de que la entidad territorial no suministre la información, los recursos permanecerán en la entidad fiduciaria, 
hasta tanto la entidad territorial suministre la información.

Artículo 12. Verificación de información. La entidad fiduciaria contratada para el efecto, verificará la 
oportunidad, integridad y calidad de la información requerida para la aplicación de la medida de giro directo. En 
los casos en que se detecte suministro extemporáneo o inexacto, o cualquier otra irregularidad se le informará 
por escrito al representante legal de la entidad territorial de las observaciones sobre la información reportada. 
Si transcurridos cinco (5) días hábiles, contados a partir de la fecha del recibo de la referida comunicación 
la entidad territorial no ha radicado la respuesta en la entidad fiduciaria, o la respuesta es incompleta o 
insatisfactoria, se deberá informar de tal situación a la Procuraduría General de la Nación.

Artículo 13. Informe de giro efectuado. Una vez realizado los pagos, la entidad fiduciaria deberá informar 
dentro de los cinco (5) días calendario siguientes, a la entidad territorial, el monto de recursos girado, el 
beneficiario, el número y tipo de cuenta, la institución financiera y el concepto girado, para los efectos 
correspondientes. Igualmente informará de estos pagos a la Unidad Administrativa Especial de Monitoreo, 
Seguimiento y Control o el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, según el caso.

Cualquier error en el pago, que obedezca a deficiencias en la información que la entidad territorial debe 
suministrar y certificar, dará lugar a adelantar las acciones legales correspondientes.

La Unidad Administrativa Especial de Monitoreo, Seguimiento y Control o el Ministerio de Ambiente, 
Vivienda y Desarrollo Territorial no tendrán responsabilidad alguna respecto de los pagos efectuados por la 
fiducia con base en la información reportada por la entidad territorial.

Parágrafo. Conforme con el numeral 13.2 del artículo 13 del Decreto 028 de 2008, cuando se trate del 
giro directo de recursos, la entidad territorial efectuará la respectiva ejecución presupuestal sin situación de 
fondos.

Artículo 14. Constitución subsidiaria de la fiducia. En el evento en que la entidad territorial respecto de la 
cual se adopta la medida correctiva de giro directo de recursos, no constituya la fiducia pública a que hace 



CAPÍTULO VIII

341

ESTRATEGIA PARA  EL MONITOREO, SEGUIMIENTO Y CONTROL AL GASTO FINANCIADO CON RECURSOS DEL SISTEMA GENERAL DE PARTICIPACIONES

referencia el numeral 13.2 del artículo 13 del Decreto 028 de 2008, la Unidad Administrativa Especial de 
Monitoreo, Seguimiento y Control o el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, según el 
caso, en orden a garantizar la continuidad en la prestación de los servicios a cargo de la entidad territorial, 
evitar su paralización y/o prevenir perjuicios a terceros, podrá constituir la respectiva fiducia pública. Lo 
anterior, sin perjuicio de la responsabilidad legal que recae sobre el representante legal de la entidad territorial 
por su omisión de constituir la fiducia citada.

Artículo 15. Procedimiento para el pago de la fiducia. Para el cumplimiento de lo establecido en el artículo 
anterior, en relación con el pago de los derechos ocasionados por la constitución y funcionamiento de la fiducia 
pública de que trata el numeral 13.2 del artículo 13 del Decreto 028 de 2008, y una vez la entidad fiduciaria 
presente la correspondiente cuenta de cobro, la Unidad Administrativa Especial de Monitoreo, Seguimiento y 
Control o el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, según el caso, solicitarán al Ministerio 
de Hacienda y Crédito Público o a quien administra los recursos, el giro de los respectivos recursos con cargo 
al porcentaje que le corresponde a la entidad territorial por concepto de la asignación especial prevista para el 
Fonpet en el artículo 2o de la Ley 715 de 2001. Para este efecto, el Ministerio de Hacienda y Crédito Público 
o quien administra los recursos, efectuará los descuentos de los recursos con cargo al porcentaje disponible 
en el Fonpet para la entidad territorial respecto de la cual se ha adoptado la medida correctiva.

Una vez la Unidad Administrativa Especial de Monitoreo, Seguimiento y Control o el Ministerio de Ambiente, 
Vivienda y Desarrollo Territorial, según el caso, solicite el giro del respectivo recurso, el Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público o quien administra los recursos, girará a favor de la respectiva entidad fiduciaria, 
previa presentación de las correspondientes cuentas de cobro, los recursos por concepto de constitución y 
funcionamiento de la fiducia.

Artículo 16. Levantamiento de las medidas de supensión de giro y/o giro directo. El levantamiento de las 
medidas de suspensión de giro y/o giro directo se hará mediante acto administrativo debidamente motivado, 
suscrito por el Director de la Unidad Administrativa Especial de Monitoreo, Seguimiento y Control o el 
Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, una vez se superen los eventos que motivaron la 
adopción de la medida.

Parágrafo 1º. En el sector de agua potable y saneamiento básico, el Ministerio de Ambiente, Vivienda y 
Desarrollo Territorial, comunicará a la Unidad Administrativa Especial de Monitoreo, Seguimiento y Control, 
la procedencia de imponer la medida correctiva de asunción temporal de la competencia.

Parágrafo 2º. Para tomar la decisión de levantamiento de las medidas de suspensión de giro y/o giro directo la 
Unidad Administrativa Especial de Monitoreo, Seguimiento y Control, consultará con el ministerio sectorial 
respectivo o con el Departamento Nacional de Planeación, según el caso.

CAPÍTULO IV

ASUNCIÓN TEMPORAL DE LA COMPETENCIA

Artículo 17. Fundamento para la adopción de la medida de asunción temporal de la competencia. La 
determinación de la medida correctiva de asunción temporal de competencia la adoptará, cualquiera que sea 
el sector, la Unidad Administrativa Especial de Monitoreo, Seguimiento y Control, previa recomendación 
del Conpes Social conforme lo prevé el artículo 14 del Decreto 028 de 2008, en cualquiera de los siguientes 
eventos:
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17.1. La no adopción del plan de desempeño, complementario a las medidas correctivas de giro directo o 
suspensión de giro, en los plazos definidos o la no incorporación de los ajustes requeridos.

17.2. Cuando la Unidad Administrativa Especial de Monitoreo, Seguimiento y Control en coordinación con 
el ministerio respectivo, o el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, según el caso, 
establezca el incumplimiento de los planes de desempeño complementarios a la medidas correctivas de 
giro directo o suspensión de giro, adoptados por la entidad territorial, teniendo en cuenta los informes 
de seguimiento a la ejecución del plan de desempeño elaborados por el coordinador del plan,

17.3. De manera directa cuando se evidencien situaciones que presenten inminente riesgo en la utilización 
de los recursos o en la prestación del servicio.

Artículo 18. Procedimiento para la adopción de la medida de asunción temporal de la competencia. Para 
la adopción de la medida de asunción temporal de la competencia, el Director de la Unidad Administrativa 
Especial de Monitoreo, Seguimiento y Control, presentará a consideración del Conpes Social el respectivo 
informe, en el cual se identifiquen, como mínimo, los siguientes aspectos:

18.1. Resumen del resultado de las actividades a que se refiere el artículo 2o del presente decreto, que 
evidencie los eventos de riesgo que ameritan la adopción de la medida.

18.2. 	La determinación de la entidad estatal a que se refiere el artículo 13.3 del Decreto 028 de 2008, encargada 
de asumir la competencia para asegurar la prestación del servicio y el término durante el cual estará 
vigente la medida. Cuando la medida de Asunción temporal de la competencia deba ser ejecutada 
por una entidad del orden nacional, la entidad estatal responsable será la sectorialmente encargada de 
formular la política en relación con el servicio que se asume.

18.3. 	La determinación de las facultades de que dispondrá la entidad estatal encargada de asumir la 
competencia para asegurar la prestación del servicio, conforme a lo dispuesto por los numerales 13.3.1, 
13.3.2 y 13.3.3 del artículo 13 del Decreto 028 de 2008.

18.4. 	Las condiciones generales con sujeción a las cuales la entidad territorial respecto de la cual se adopta 
la medida de asunción temporal de la competencia, podrá reasumir la competencia para asegurar la 
prestación del respectivo servicio y los indicadores de seguimiento y evaluación para verificar el 
cumplimento de estas medidas.

Artículo 19. Recomendación conpes social. Con sujeción a la información suministrada por la Unidad 
Administrativa Especial de Monitoreo, Seguimiento y Control, el Conpes Social recomendará:

19.1. 	La adopción o no de la medida de asunción temporal de competencia en la respectiva entidad territorial.

19.2. 	La ejecución de actividades tendientes a superar los eventos de riesgo detectados, con sus respectivos 
indicadores de evaluación y seguimiento.

19.3. 	Las medidas de mejoramiento institucional y de gestión orientadas a asegurar la prestación del respectivo 
servicio que permitan a la entidad territorial reasumir la competencia.

19.4. 	Las actividades de seguimiento durante el periodo de adopción y ejecución de la medida correctiva 
que deberá realizar la Unidad Administrativa Especial de Monitoreo, Seguimiento y Control.
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Artículo 20. Aplicación de la medida de asunción temporal de competencia. La medida correctiva de asunción 
temporal de competencia se efectuará, una vez se expida la respectiva recomendación del Conpes Social, 
mediante acto administrativo debidamente motivado, suscrito por el Director de la Unidad Administrativa 
Especial de Monitoreo, Seguimiento y Control, conforme al procedimiento dispuesto en el artículo 208 del 
Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, atendiendo a lo dispuesto por el artículo 1o de este decreto.

Artículo 21. Levantamiento de la medida de asunción temporal de competencia. La medida de asunción 
temporal de competencia se levantará por vencimiento del término a que se refiere el parágrafo del numeral 
13.3.3 del artículo 13 del Decreto 028 de 2008. De igual manera, podrá levantarse por solicitud del ministerio 
sectorial respectivo, el Departamento Nacional de Planeación o de la entidad territorial afectada con la medida 
o la que asumió la competencia, para lo cual la Unidad Administrativa Especial de Monitoreo, Seguimiento 
y Control adelantará la respectiva evaluación.

El levantamiento de la medida se hará mediante acto administrativo debidamente motivado, suscrito por el 
Director de la Unidad Administrativa Especial de Monitoreo, Seguimiento y Control, una vez se superen los 
eventos que motivaron la adopción de la medida.

CAPÍTULO V

MECANISMOS DE COORDINACIÓN

Artículo 22. Reporte de información sectorial. Para el ejercicio de las funciones a que se refiere el numeral 
6.2 del artículo 6o del Decreto 028 de 2008, los ministerios sectoriales y el Departamento Nacional de 
Planeación, remitirán con la periodicidad que indique la Unidad Administrativa Especial de Monitoreo, 
Seguimiento y Control, o cuando esta lo solicite, el informe consolidado por entidad territorial, de resultado 
de las actividades de monitoreo, en el cual podrá recomendar las entidades territoriales que deban ser objeto 
de actividades de seguimiento o de aplicación de medidas.

Por su parte, la Unidad Administrativa Especial de Seguimiento y Control informará a los ministerios 
sectoriales las medidas preventivas y correctivas adoptadas.

Artículo 23. Información sector agua potable y saneamiento básico. Tratándose del sector de agua potable 
y saneamiento básico, el Ministerio de Vivienda, Ambiente y Desarrollo Territorial remitirá anualmente 
a la Unidad Administrativa Especial de Seguimiento y Control, o cuando esta lo solicite, los informes de 
monitoreo y seguimiento elaborados en el sector.

Cuando se trate de la adopción de la medida correctiva contenida en el numeral 13.3 del artículo 13 del 
Decreto 028 de 2008, el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial remitirá la información 
señalada a la Unidad Administrativa Especial de Seguimiento y Control mediante comunicación, acompañada 
de los respectivos informes de evaluación adelantados.

Artículo 24. Coordinación ejercicio de medidas sector agua potable y saneamiento básico. Conforme con 
lo señalado por el artículo 7o del Decreto 028 de 2008, el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo 
Territorial adoptará las medidas preventivas o correctivas de suspensión de giros o giro directo, con sujeción 
a lo dispuesto en el presente decreto, articulando su ejercicio con la Superintendencia de Servicios Públicos 
Domiciliarios y en coordinación con la Unidad Administrativa Especial de Seguimiento y Control. Para este 
efecto, previo a adoptar la medida, el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial remitirá el 
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resultado de las actividades de monitoreo y/o seguimiento realizadas en relación con la entidad territorial 
respecto de la cual se adopta la correspondiente medida, señalando los eventos de riesgo detectados, las 
acciones a implementar, así como la medida a adoptar. Dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a su 
recibo, la Unidad Administrativa Especial de Seguimiento y Control formulará las recomendaciones en 
relación con la información aportada y medida a adoptar.

Parágrafo. Para el desarrollo de las funciones atribuidas por el Decreto 028 de 2008 al Ministerio de Ambiente, 
Vivienda y Desarrollo Territorial, la Unidad Administrativa especial de Seguimiento y Control podrá brindarle 
el apoyo técnico necesario, para lo cual suscribirán los convenios correspondientes.

CAPÍTULO VI

OTRAS DISPOSICIONES

Artículo 25. Continuidad de medidas. Las medidas de seguimiento y control adoptadas por el Ministerio 
de Educación Nacional, el Ministerio de la Protección Social o la Superintendencia Nacional de Salud, de 
acuerdo con lo dispuesto por las Leyes 715 de 2001 y 1122 de 2007, continuarán aplicándose en la medida 
en que los informes sectoriales determinen su cumplimiento por parte de la respectiva entidad territorial. En 
caso contrario, la reformulación o adopción de nuevas medidas, se rige por lo dispuesto en el Decreto 028 de 
2008, sin perjuicio de las competencias de inspección, vigilancia, y control a cargo de la Superintendencia 
Nacional de Salud.

Artículo 26. Referencias. Para efectos de lo dispuesto por el parágrafo transitorio del artículo 6o del Decreto 
028 de 2008 y mientras entra en funcionamiento la Unidad Administrativa Especial de Monitoreo, Seguimiento 
y Control, las referencias efectuadas en el presente decreto a la Unidad Administrativa Especial de Monitoreo, 
Seguimiento y Control, se entenderán efectuadas en relación con el Departamento Nacional de Planeación, 
sin perjuicio de las competencias que en materia de monitoreo y coordinación le asigna a esta última entidad 
el Decreto 028 de 2008.

Artículo 27. Vigencia. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación.

Publíquese y cúmplase.

Dado en Bogotá, D. C., a 11 de agosto de 2008.

8.4 Decreto 168 de 2009. Por medio del cual se reglamenta parcialmente el Decreto 
028 de 2008 en relación con las actividades de control integral, y se dictan otras 
disposiciones

DECRETO 168 DE 2009

(enero 22)

por medio del cual se dictan disposiciones en relación con el ejercicio de las actividades de monitoreo 
y seguimiento a que se refiere el Decreto 028 de 2008, en los sectores de educación, salud y en las 

actividades de inversión financiadas con recursos de propósito general y asignaciones especiales del 
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Sistema General de Participaciones, se reglamentan las condiciones generales para calificar los eventos de 
riesgo que ameritan la aplicación de medidas preventivas o correctivas, y se dictan otras disposiciones.

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA, 

en ejercicio de las facultades constitucionales y legales, en especial de las conferidas en el numeral 11 del 
artículo 189 de la Constitución Política y el Decreto 028 de 2008

DECRETA:

CAPÍTULO I

ACTIVIDADES, ENTIDADES RESPONSABLES

E INFORMACIÓN PARA EL EJERCICIO DEL MONITOREO

Artículo 1°. Actividades de monitoreo. Las actividades de monitoreo de que trata el numeral 3.1 del artículo 3° 
del Decreto 028 de 2008, comprenden la recopilación sistemática de información en los sectores de educación 
y salud, y en las actividades de inversión financiadas con recursos de propósito general y asignaciones 
especiales del Sistema General de Participaciones; su consolidación, análisis y verificación para el cálculo 
de indicadores específicos y estratégicos de cada sector, que permitan identificar acciones u omisiones por 
parte de las entidades territoriales que puedan poner en riesgo la adecuada utilización de los recursos del 
Sistema General de Participaciones y/o el cumplimiento de las metas de calidad, cobertura y continuidad en 
la prestación de los servicios financiados con cargo a estos recursos.

Artículo 2°. Entidades responsables. Las actividades de monitoreo estarán a cargo del ministerio respectivo 
para los sectores de educación y salud. En las actividades de inversión financiadas con recursos de propósito 
general y asignaciones especiales del Sistema General de Participaciones, las actividades de monitoreo estarán 
a cargo del Departamento Nacional de Planeación.

Parágrafo. Para el desarrollo de las actividades de monitoreo en el sector salud, el Ministerio de la Protección 
Social podrá solicitar informes y coordinar acciones con la Superintendencia Nacional de Salud, sin perjuicio 
de las competencias de inspección, vigilancia y control asignadas a esta última entidad.

Artículo 3°. Coordinación de las actividades de monitoreo. Corresponde a la Unidad Administrativa Especial 
de Monitoreo, Seguimiento y Control, en desarrollo de lo dispuesto por el numeral 6.2 del artículo 6° del 
Decreto 028 de 2008, a través del sistema de información que adopte, consolidar y evaluar de manera integral 
los resultados de la actividad de monitoreo realizada por el Ministerio de Educación Nacional, el Ministerio 
de la Protección Social y el Departamento Nacional de Planeación. Para este efecto, formulará orientaciones 
al Ministerio de Educación Nacional, el Ministerio de la Protección Social y al Departamento Nacional de 
Planeación acerca de los procedimientos y metodologías empleados para la captura, procesamiento, análisis 
y remisión de los resultados de las actividades de monitoreo.

Artículo 4°. Periodicidad y reporte. Las actividades de monitoreo se realizarán de manera continua y el 
reporte a la Unidad Administrativa Especial de Monitoreo, Seguimiento y Control de que trata el artículo 5° 
del Decreto 028 de 2008, se efectuará anualmente, antes del 30 de junio de cada año, o excepcionalmente 
cuando el Ministerio de Educación Nacional, el Ministerio de la Protección Social o el Departamento 
Nacional de Planeación, según el caso, lo consideren necesario para adelantar labores de seguimiento o de 
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adopción de medidas preventivas o correctivas. Este reporte deberá comprender, como mínimo, la siguiente 
información:

1.	Resultado de las actividades de monitoreo de aquellas entidades territoriales en las que, de acuerdo con los 
criterios de evaluación definidos por el Ministerio de Educación Nacional, el Ministerio de la Protección 
Social o el Departamento Nacional de Planeación, según el caso, atendiendo a lo dispuesto en el presente 
decreto, se evidencien acciones u omisiones que puedan poner en riesgo la adecuada utilización de los 
recursos del Sistema General de Participaciones, señalando el o los eventos de riesgo detectados.

2.	Recomendaciones sobre las medidas a adoptar para prevenir o corregir los riesgos identificados.

Artículo 5°. Recopilación de la información. La recopilación de información requerida para el ejercicio de las 
actividades de monitoreo en los sectores de educación, salud y en las actividades de inversión financiadas con 
recursos de propósito general y asignaciones especiales del Sistema General de Participaciones, se efectuará 
por parte del Ministerio de Educación Nacional, el Ministerio de la Protección Social o el Departamento 
Nacional de Planeación, según el caso, a través del Formato Único Territorial, FUT, o los instrumentos de 
recopilación adoptados por el Ministerio de Educación Nacional, el Ministerio de la Protección Social o el 
Departamento Nacional de Planeación, conforme con los parámetros y sistemas de información definidos 
para este efecto.

Parágrafo 1°. En el caso del sector salud, mientras entra en funcionamiento el FUT, la información financiera 
se analizará de acuerdo con la información disponible en el Sicep.

Parágrafo 2°. La metodología para la consolidación y análisis de la información recopilada, será establecida 
por el Ministerio de Educación Nacional, el Ministerio de la Protección Social o el Departamento Nacional 
de Planeación, en el ámbito de sus competencias, atendiendo a las particularidades y naturaleza de cada 
sector o actividad de inversión.

Artículo 6°. Verificación. El Ministerio de Educación Nacional, el Ministerio de la Protección Social o el 
Departamento Nacional de Planeación, en el ámbito de sus competencias, podrá realizar visitas de campo 
con el fin de confrontar la información suministrada sobre la ejecución de los recursos del Sistema General 
de Participaciones, y brindar asistencia técnica para mejorar la consistencia y calidad de la información 
reportada.

Artículo 7°. Información complementaria. El Ministerio de Educación Nacional, el Ministerio de la Protección 
Social o el Departamento Nacional de Planeación, en el ámbito de sus competencias, podrán solicitar a las 
entidades territoriales la información adicional a la descrita en el presente decreto, para el ejercicio de la 
actividad de monitoreo y, a su vez, podrán suministrarla a la Unidad Administrativa Especial de Monitoreo, 
Seguimiento y Control para definir las medidas a las que haya lugar.

Artículo 8°. Coordinación con otras entidades. Con el propósito de asegurar que las actividades de monitoreo 
permitan identificar oportunamente eventos de riesgo en el uso de los recursos del Sistema General de 
Participaciones de propósito general y asignaciones especiales, el Departamento Nacional de Planeación 
podrá apoyarse en información suministrada por el Ministerio del Interior y de Justicia, Ministerio de Cultura, 
Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, 
Ministerio de Transporte, Ministerio de Educación Nacional, Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, 
Instituto Nacional de Vías, Instituto Colombiano del Deporte, Departamento Administrativo Nacional de 



CAPÍTULO VIII

347

ESTRATEGIA PARA  EL MONITOREO, SEGUIMIENTO Y CONTROL AL GASTO FINANCIADO CON RECURSOS DEL SISTEMA GENERAL DE PARTICIPACIONES

Estadística, Ministerio de Hacienda y Crédito Público, Corporaciones Autónomas Regionales y órganos de 
control, de acuerdo con las actividades sectoriales asignadas a las entidades territoriales en el artículo 76 de 
la Ley 715 de 2001 y el Título IV de la Ley 1176 de 2007.

Parágrafo. El Departamento Nacional de Planeación, si lo considera necesario, podrá suscribir convenios con 
entidades nacionales y de control para asegurar la remisión de la información que requiera para el ejercicio 
de las actividades de monitoreo de los recursos del Sistema General de Participaciones de propósito general 
y asignaciones especiales.

CAPÍTULO II

ACTIVIDADES DE SEGUIMIENTO

Artículo 9°. Actividades de seguimiento. Las actividades de seguimiento de que trata el numeral 3.2 del 
artículo 3° del Decreto 028 de 2008, se realizarán en los sectores de salud, educación y las actividades de 
inversión financiadas con los recursos de propósito general y las asignaciones especiales del Sistema General 
de Participaciones, por parte de la Unidad Administrativa Especial de Monitoreo, Seguimiento y Control, a 
través de auditorías realizadas directamente o mediante la contratación de personas naturales o jurídicas, o 
mediante los procedimientos necesarios que permitan evidenciar los eventos de riesgo.

Artículo 10º. Objeto de las actividades de seguimiento. Las actividades de seguimiento que adelante la 
Unidad Administrativa Especial de Monitoreo, Seguimiento y Control, comprenden la evaluación y análisis 
de los procesos administrativos, institucionales, fiscales, presupuestales, contractuales y sectoriales de las 
entidades territoriales, las cuales permiten evidenciar y cualificar la existencia de eventos de riesgo que 
afecten o puedan llegar a afectar la ejecución de los recursos, el cumplimiento de las metas de continuidad, 
cobertura y calidad en la prestación de servicios.

Artículo 11. Ambito de aplicación de las actividades de auditoría. La auditoría podrá realizarse en forma 
integral a los procesos y actividades que realizan las entidades territoriales, o sobre proyectos específicos 
que se estén ejecutando con recursos del Sistema General de Participaciones. Para este efecto, la Unidad 
Administrativa Especial de Monitoreo, Seguimiento y Control podrá adelantar diligencias, averiguaciones 
y/o solicitar información a los operadores de concesiones, administradores de servicios y en general a las 
personas naturales o jurídicas, públicas o privadas, que ejecutan proyectos o prestan servicios financiados 
con recursos del Sistema General de Participaciones.

Artículo 12. Acciones a adelantar. Con sujeción a los resultados de las actividades de monitoreo y/o 
seguimiento y a lo dispuesto en el artículo 2° del Decreto 2911 de 2008, y previa confirmación de la existencia 
de un evento de riesgo, la Unidad Administrativa Especial de Monitoreo, Seguimiento y Control adoptará 
cualquiera de las siguientes acciones:

1. Adopción de medida preventiva mediante la suscripción del plan de desempeño correspondiente, con 
sujeción a lo dispuesto por el Decreto 2911 de 2008 o las disposiciones que lo modifiquen o sustituyan.

2. Adopción de medidas correctivas de suspensión y/o giro directo de recursos, según el caso, con sujeción 
a lo dispuesto por el Decreto 2911 de 2008 o las disposiciones que lo modifiquen o sustituyan.

3. Solicitud a la Procuraduría General de la Nación de suspensión inmediata, antes de que sea expedido el 
acto de adjudicación respectivo, de los procesos de selección contractual, en los cuales no se prevea o 
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asegure el cumplimiento de las metas de continuidad, cobertura y calidad en los servicios, o no se adecuen 
a los trámites contractuales o presupuestales dispuestos por la ley, sin perjuicio de adoptar las medidas 
preventivas o correctivas a que haya lugar.

4. Solicitud a la Superintendencia de Sociedades de la declaratoria de ineficacia de los contratos vigentes 
celebrados por la entidad territorial, cuya ejecución no asegure la continuidad en la prestación del servicio, 
ni el cumplimiento de las metas de continuidad, cobertura y calidad, o el adecuado uso de los recursos 
del Sistema General de Participaciones, sin perjuicio de adoptar las medidas preventivas o correctivas a 
que haya lugar.

5. Presentación al Conpes Social, por parte de la Unidad Administrativa Especial de Monitoreo, Seguimiento 
y Control, de los informes de evaluación de las actividades de monitoreo y/o seguimiento y la solicitud 
de recomendación para la adopción de la medida de asunción temporal de la competencia por parte del 
Departamento o la Nación, según el caso, con arreglo a lo dispuesto por el numeral 13.3 del artículo 13 
del Decreto 028 de 2008.

6. Previa recomendación del Conpes Social, la adopción por parte de la Unidad Administrativa Especial de 
Monitoreo, Seguimiento y Control, de la medida de asunción temporal de la competencia en cualquiera 
de los sectores financiados con cargo a los recursos del Sistema General de Participaciones.

CAPÍTULO III

CONDICIONES GENERALES PARA CALIFICAR EVENTOS DE RIESGO

Artículo 13. Criterios de calificación de eventos de riesgo. Los criterios de calificación de los eventos de 
riesgo a que hace referencia el artículo 9° del Decreto 028 de 2008, identificables mediante las acciones de 
monitoreo y/o seguimiento, considerarán los siguientes indicadores:

a)	 Indicadores cuantitativos, los cuales presentan cuatro posibles calificaciones:

	 1.	 Crítico alto

	 2.	 Crítico medio 

	 3.	 Crítico bajo 

	 4.	 Aceptable

b)	 Indicadores cualitativos, los cuales presentan dos posibles calificaciones:

	 1.	 Cumple

	 2.	 No cumple

Artículo 14. Condiciones generales para calificación de eventos de riesgo. Las condiciones generales, 
criterios e indicadores con sujeción a las cuales se calificarán los eventos de riesgo a que alude el artículo 
9° del Decreto 028 de 2008, y se determinará la procedencia de medidas preventivas o correctivas, podrán 
ser entre otras, las indicadas a continuación:
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No envío de información conforme a los plazos, condiciones
y formatos indicados por el Gobierno nacional, y/o haber remitido

o entregado información incompleta o errónea.

Envío de información 
solicitada en los tiempos 

señalados

Entregar la información 
de acuerdo con los 

requerimientos formales y 
técnicos indicados.

La información sea útil, 
relevante, pertinente y 

suficiente para el ejercicio 
de las actividades de 

monitoreo y seguimiento.

Fecha de envió o 
radicación de la 

información Vs. Fecha 
límite de entrega

Uso de los formatos y/o 
metodologías establecidos 

Vs. Formatos y/o 
metodologías de auditoria 

establecidos

La información enviada 
es suficiente, confiable y 

utilizable para el ejercicio 
de las actividades de 

monitoreo o seguimiento.

XXX

Según las condiciones del evento de riesgo para el sector

CaracterísticasEvento de RiesgoNo.

OPORTUNIDAD FORMALIDAD SUFICIENCIACRITERIOS

DEFINICIÓN 
DE 

CRITERIOS

1

INDICADORES

INDICADOR 
CUALITATIVO

El indicador cualitativo 
tiene 2 opciones de 

calificación: cumple o no 
cumple.

MEDIDA
A ADOPTAR

INDICADOR 
CUALITATIVO:

No cumple: medida 
preventiva o correctiva.

No haber entregado a los encargados de efectuar las auditorias, 
la información y/o soporte requeridos para su desarrollo, en los 

términos y oportunidad solicitados.

Entrega de información 
solicitada en los tiempos 

señalados.

Entregar la información 
de acuerdo con los 

requerimientos formales y 
técnicos indicados.

La información sea útil, 
relevante, pertinente y 

suficiente para el ejercicio 
de las actividades de 

auditoria.

Fecha de envió o 
radicación de la 

información Vs. Fecha 
límite de entrega.

Uso de los formatos 
y/o metodologías de 

auditoria Vs. Formatos y/o 
metodologías establecidos.

La información enviada 
es suficiente, confiable y 
utilizable para el ejercido 

de las actividades de 
auditoria.

XXX

Según las condiciones del evento de riesgo para el sector

CaracterísticasEvento de RiesgoNo.

OPORTUNIDAD FORMALIDAD SUFICIENCIACRITERIOS

DEFINICIÓN 
DE 

CRITERIOS

2

INDICADORES

INDICADOR 
CUALITATIVO

El indicador cualitativo 
tiene 2 opciones de 

calificación: cumple o no 
cumple.

MEDIDA
A ADOPTAR

INDICADOR 
CUALITATIVO:

No cumple: medida 
preventiva o correctiva.
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Presentar a la corporación de elección popular correspondiente un 
presupuesto no ajustado a las normas que rigen la programación y 

ejecución de los recursos del sistema general de participaciones.

Se sigue el trámite dispuesto 
por el plan de desarrollo, 

las normas orgánicas 
presupuestales o las normas 
presupuestales adoptadas en 
desarrollo del Decreto 111 de 
1996 por la entidad territorial.

Se sigue el trámite dispuesto 
por las normas orgánicas 
presupuestales o las normas 
presupuestales adoptadas en 
desarrollo del Decreto 111 de 1996 
por la entidad territorial aplicando 
lo ordenado por el artículo 84 de 
la Ley 715 de 2001.

Cumplimiento de los 
conceptos de gasto autorizados 

por las Leyes 715 de 2001 y 
1176 de 2007.

La entidad territorial elaboró 
y presentó presupuesto 

acorde con plan de desarrollo, 
estatuto orgánico presupuestal 

adoptado conforme con el 
Decreto 111 de 1996; elaboró 

el marco fiscal de mediano 
plazo, cuenta con plan 

operativo anual de inversiones.

a entidad territorial incorpora 
los recursos atendiendo a 
lo dispuesto en el Decreto 
111 de 1996, o las normas 

presupuestales adoptadas en 
desarrollo de este decreto por 
la entidad territorial aplicando 
lo ordenado por el artículo 84 

de la Ley 715 de 2001

La entidad territorial incorpora 
los recursos atendiendo a los 

conceptos de gasto autorizados 
por las Leyes 715 de 2001 y 

1176 de 2007.

XXX

CaracterísticasEvento de RiesgoNo.

ELABORACIÓN
Y PRESENTACIÓN

INCORPORACIÓN 
PRESUPUESTAL

DESTINACIÓN
DEL RECURSOCRITERIOS

DEFINICIÓN 
DE 

CRITERIOS

3
INDICADORES

INDICADOR 
CUALITATIVO

El indicador cualitativo tiene 
2 opciones de calificación: 

cumple o no cumple.

MEDIDA
A ADOPTAR

INDICADOR CUALITATIVO:
No cumple:medida preventiva 

o correctiva.

Cambio en la destinación de los recursos

Incorporación de los recursos 
en el presupuesto de acuerdo 
con la programación sectorial 
y por conceptos autorizados 
por las Leyes 715 de 2001 y 

1176 de 2007, y disposiciones 
sectoriales aplicables.

Aprobación atendiendo a las 
normas orgánicas presupuestales 
y lo dispuesto por las Leyes 
715 de 2001 y 1176 de 2007 en 
relación con la programación 
sectorial y conceptos de gasto 
autorizados, y disposiciones 
sectoriales aplicables

Los compromisos que 
asume la entidad territorial 

corresponden a los autorizados 
sectorialmente y por concepto 
por las Leyes 715 de 2001 y 

1176 de 2007, y disposiciones 
sectoriales aplicables.

Recursos del SGP 
incorporados en el presupuesto 

Vs. Conceptos de gasto 
autorizados legalmente.

Recursos del SGP 
incorporados en el presupuesto 
Vs. Recursos SGP asignados 

por Conpes.

Recursos SGP ejecutados 
sectorialmente Vs. Recursos 

SGP presupuestados 
(apropiación definitiva).

X

XX

CaracterísticasEvento de RiesgoNo.

Programación 
sectorial y por 

concepto de gasto

Aprobación por parte 
de la corporación 

respectiva y 
operaciones 

presupuestales 
adicionales

Ejecución 
desagregadaCRITERIOS

DEFINICIÓN 
DE 

CRITERIOS

4 INDICADORES

INDICADOR 
CUANTITATIVO

INDICADOR 
CUALITATIVO

Crítico alto: crítico medio; 
crítico bajo; crítico aceptable

El indicador cualitativo tiene 
2 opciones de calificación: 

cumple o no cumple.

MEDIDA
A ADOPTAR

INDICADOR CUANTITATIVO: 
Crítico alto y medio: medida 

correctiva.
Crítico bajo: medida 

preventiva.
INDICADOR CUALITATIVO:
 No cumple: medida preventiva 

o correctiva.
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Administración de los recursos en cuentas no autorizadas para 
su manejo o no registradas ante el Ministerio del sector al que 

correspondan los recursos.

La entidad territorial 
hace apertura de cuentas 
en entidades vigiladas 

por la Superintendencia 
Financiera.

La entidad territorial 
registra las cuentas 
bancarias ante el 

Ministerio respectivo.

La entidad territorial 
administra los recursos en 
las cuentas registradas ante 

el Ministerio respectivo.

XXX

CaracterísticasEvento de RiesgoNo.

APERTURA
DE CUENTAS

REGISTRO
DE CUENTAS

ADMINISTRACIÓN 
DE RECURSOSCRITERIOS

DEFINICIÓN 
DE 

CRITERIOS

5
INDICADOR 

CUALITATIVO

El indicador cualitativo 
tiene 2 opciones de 

calificación: cumple o no 
cumple.

MEDIDA
A ADOPTAR

INDICADOR 
CUALITATIVO:

No cumple: medida 
preventiva o correctiva.

Registro contable de los recursos
que no sigue las disposiciones legales vigentes

Registro de cuentas de 
los recursos del SGP de 

acuerdo con lo establecido 
en el Plan Único de 

Cuentas.

X

CaracterísticasEvento de RiesgoNo.

REGISTRO 
CONTABLECRITERIOS

DEFINICIÓN 
DE 

CRITERIOS

7
INDICADOR 

CUALITATIVO

El indicador cualitativo 
tiene 2 opciones de 

calificación: cumple o no 
cumple.

MEDIDA
A ADOPTAR

INDICADOR 
CUALITATIVO:

No cumple: medida 
preventiva o correctiva.

Realización de operaciones financieras o de tesorería
no autorizadas por la ley

Realización de operaciones 
con entidades autorizadas 
por el Estatuto Orgánico 
del Sistema Financiero

Manejo de excedentes 
transitorios de liquidez 

conforme con las normas 
vigentes.

Celebración de créditos 
de tesorería acorde con lo 
dispuesto por la Ley 819 

de 2003.

XXX

CaracterísticasEvento de RiesgoNo.

OPERACIONES 
FINANCIERAS

EXCEDENTES 
TRANSITORIOS DE 

LIQUIDEZ

CRÉDITOS DE 
TESORERÍA 

CONFORME A LO 
ESTABLECIDO EN 
LA LEY 819 DE 2003

CRITERIOS

DEFINICIÓN 
DE 

CRITERIOS
6

INDICADOR 
CUALITATIVO

El indicador cualitativo 
tiene 2 opciones de 

calificación: cumple o no 
cumple.

MEDIDA
A ADOPTAR

INDICADOR 
CUALITATIVO:

No cumple: medida 
preventiva o correctiva.
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Procesos de selección contractual en trámite cuyo objeto o actividades 
contractuales no se hallen orientados a asegurar la prestación del 

servicio en las condiciones definidas por la normatividad vigente, no 
cumplan con los fines para los cuales están destinados los recursos, 

o no aseguren el cumplimiento de metas de continuidad, cobertura y 
calidad en los servicios.

Cumplimiento de las 
disposiciones legales 

requeridas para la selección 
objetiva del contratista.

El objeto y las actividades 
contractuales están de acuerdo 
con los conceptos de gasto 
autorizados por la ley y las normas 
de presupuesto.

La destinación de los recursos 
cumple con los objetivos y 

metas dispuestos en el mismo 
objeto contractual.

Ejecución del objeto 
contractual Vs. Objetivos y 
metas fijados en los estudios 

que dan lugar al proceso 
contractual.

X

XX

CaracterísticasEvento de RiesgoNo.

Procedimiento 
contractual

Objeto y actividades 
contractuales

Finalidad en uso de 
los recursos

CRITERIOS

DEFINICIÓN 
DE 

CRITERIOS

8

INDICADORES

INDICADOR 
CUALITATIVO

INDICADOR 
CUANTITATIVO

El indicador cualitativo tiene 
2 opciones de calificación: 

cumple o no cumple.

Crítico alto; crítico medio; 
crítico bajo y aceptable.

MEDIDA
A ADOPTAR

INDICADOR CUANTITATIVO: 
Crítico alto y medio: medida 

correctiva.
Crítico bajo: medida 

preventiva.
INDICADOR CUALITATIVO:
No cumple:medida preventiva 

o correctiva.

No disponer de interventores o supervisores de contratos y convenios 
y/o de un proceso de evaluación de informes de los interventores y 

supervisores.

Se realiza interventoría y/o 
supervisión a contratos y 
convenios celebrados por 

la entidad territorial.

Informes de evaluación 
que establezcan el 

cumplimiento del objeto, 
actividades y finalidades 
de los contratos, acorde 
con las características 

del sector o actividad de 
inversión

El informe de evaluación 
sea útil, relevante, 

pertinente y suficiente 
para determinar el 

cumplimiento del objeto 
contractual así como sus 
actividades y finalidades, 

teniendo en cuenta las 
características del sector o 

actividad de inversión.

XXX

Según las condiciones del evento de riesgo para el sector

CaracterísticasEvento de RiesgoNo.

INTERVENTORÍA
Y SUPERVISIÓN

 SUPERVISIÓN
 EVALUACIÓN DE 

INFORMES DE 
INTERVENTORÍA 
O SUPERVISIÓN

SUFICIENCIA
DEL INFORMECRITERIOS

DEFINICIÓN 
DE 

CRITERIOS9

INDICADOR 
CUALITATIVO

El indicador cualitativo 
tiene 2 opciones de 

calificación: cumple o no 
cumple.

MEDIDA
A ADOPTAR

INDICADOR 
CUALITATIVO:

No cumple: medida 
preventiva o correctiva.
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No publicar los actos administrativos, contratos,
convenios e informes, cuando la ley lo elija.

Publicación de actos 
administrativos, contratos, 

convenios e informes 
cuando lo exija la ley en 
los medios autorizados 

legalmente.

X

CaracterísticasEvento de RiesgoNo.

PUBLICACIÓNCRITERIOS

DEFINICIÓN 
DE 

CRITERIOS

10

INDICADOR 
CUALITATIVO

El indicador cualitativo 
tiene 2 opciones de 

calificación: cumple o no 
cumple.

MEDIDA
A ADOPTAR

INDICADOR 
CUALITATIVO:

No cumple: medida 
preventiva o correctiva.

No dispones del sistema de identificación de beneficiarios – Sisbén o 
de estratificación, actualización y en operación,

bajo parámetros de calidad

Que la entidad territorial 
disponga del Sisbén y del 
sistema de estratificación.

Las bases del Sisbén 
y de la estratificación 
socioeconómica se 

encuentran actualizadas y 
depuradas.

El Sisbén y la 
estratificación se hallan 

en operación en la 
correspondiente entidad 
territorial acorde con los 
parámetros técnicos y de 
calidad dispuestos por las 

normas vigentes.

X X

X

CaracterísticasEvento de RiesgoNo.

DISPONER
DEL SISTEMA ACTUALIZACIÓN OPERACIÓNCRITERIOS

DEFINICIÓN 
DE 

CRITERIOS

11

INDICADOR 
CUALITATIVO

INDICADOR 
CUANTITATIVO

El indicador cualitativo 
tiene 2 opciones de 

calificación: cumple o no 
cumple.

Se define a partir de unos 
rangos porcentuales de la 
siguiente manera: crítico 

alto; crítico medio; crítico 
bajo y aceptable.

MEDIDA
A ADOPTAR

INDICADOR 
CUANTITATIVO:

Crítico alto y medio: 
medida correctiva.

Crítico bajo: medida 
preventiva.

INDICADOR 
CUALITATIVO:

No cumple: medida 
preventiva o correctiva.

Según las condiciones del evento de riesgo para el sector
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No cumplimiento de las condiciones de focalización, identificación 
de beneficiarios de programas sociales, estratificación y demás 

procedimientos previstos para la adecuada focalización y ejecución 
del gasto social.

Cumplimiento de los 
procedimientos dispuestos 

legalmente para la 
adecuada focalización y 

ejecución

La entidad territorial 
identifica a los 

beneficiarios de los 
programas sociales de 

conformidad con el 
Sisbén y la estratificación 

socioeconómica.

La entidad territorial 
focaliza a los beneficiarios 

de los programas 
sociales, focaliza los 

subsidios y aplica tarifas 
de servicios públicos 

de conformidad con el 
Sisbén y la estratificación 

socioeconómica.

Subsidios entregados 
por la entidad territorial 

de acuerdo con la 
normatividad sectorial 

correspondiente vs. Total 
subsidios.

X

X X

CaracterísticasEvento de RiesgoNo.

FORMALIDAD IDENTIFICACIÓN FOCALIZACIÓNCRITERIOS

DEFINICIÓN 
DE 

CRITERIOS

INDICADORES

12

INDICADOR 
CUALITATIVO

INDICADOR 
CUANTITATIVO

El indicador cualitativo 
tiene 2 opciones de 

calificación: cumple o no 
cumple.

Se define a partir de unos 
rangos porcentuales, de la 
siguiente manera: crítico 

alto; crítico medio; crítico 
bajo y aceptable.

MEDIDA
A ADOPTAR

INDICADOR CUANTITATIVO:
Crítico alto y medio: 
medida correctiva.

Crítico bajo: medida 

preventiva.
INDICADOR CUALITATIVO:

No cumple: medida 
preventiva o correctiva.

Según las condiciones del evento de riesgo para el sector

No disponer de los mecanismos e instrumentos de participación 
ciudadana y de rendición de cuentas, cuando la ley lo exija.

Mecanismos e instrumentos 
de participación ciudadana 
y de rendición de cuentas 
adoptados mediante acto 
adminis t ra t ivo  por  la 
entidad territorial, acorde 
con las disposiciones legales 
y sectoriales aplicables.

Realización periódica de 
ejercicios de participación 

y rendición de cuentas 
por parte de la entidad 

territorial, acorde con las 
disposiciones legales y 
sectoriales aplicables.

X X

CaracterísticasEvento de RiesgoNo.

ADOPCIÓN EJERCIDOCRITERIOS

DEFINICIÓN 
DE 

CRITERIOS

13

INDICADOR 
CUALITATIVO

El indicador cualitativo 
tiene 2 opciones de 

calificación: cumple o no 
cumple.

MEDIDA
A ADOPTAR

INDICADOR CUALITATIVO:
No cumple: medida 

preventiva o correctiva.
Según las condiciones del evento de riesgo para el sector
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La imposición de sanciones por parte de los organismos de control 
relacionadas con el uso de los recursos del Sistema General de Participaciones

Dosificación de la sanción 
que determine la autoridad de 
control competente, atendiendo 
a la calificación de falta grave o 
leve definida por la normatividad 
correspondiente.

X

CaracterísticasEvento de RiesgoNo.

IMPOSICIÓN
DE SANCIONESCRITERIOS

DEFINICIÓN 
DE 

CRITERIOS
14

INDICADOR 
CUANTITATIVO

De acuerdo con la calificación 
de la falta efectuada por 
el organismo de control 

correspondiente.

MEDIDA
A ADOPTAR

Falta grave: medida correctiva.
Falta leve: medida preventiva.

Afectación de los recursos del Sistema General de Participaciones
con medidas cautelares.

Medidas cautelares provenientes 
de autoridad judicial o de 
jurisdicción coactiva que afecten 
los recursos del SGP.

X

CaracterísticasEvento de RiesgoNo.

MEDIDAS 
CAUTELARESCRITERIOS

DEFINICIÓN 
DE 

CRITERIOS
15

INDICADOR 
CUALITATIVO

El indicador cualitativo tiene 
2 opciones de calificación: 

cumple o no cumple.

MEDIDA
A ADOPTAR

INDICADOR 
CUALITATIVO:

No cumple: medida preventiva 
o correctiva.

No cumplimiento de las metas de continuidad, cobertura y calidad
en los servicios, fijadas por la autoridad competente.

La entidad territorial tiene 
diagnóstico sectorial en el 
que se precisa línea base

Definición sectorial

La entidad territorial 
cumple con las metas 
sectoriales definidas y 

aprobadas.

XX

X

CaracterísticasEvento de RiesgoNo.

DIAGNÓSTICO
DEFINICIÓN

Y APROBACIÓN CUMPLIMIENTOCRITERIOS

DEFINICIÓN 
DE 

CRITERIOS

16

INDICADOR 
CUANTITATIVO

INDICADOR 
CUALITATIVO

Se define a partir de unos 
rangos porcentuales, 

de la siguiente manera: 
crítico alto; crítico 

medio; crítico bajo y 
aceptable, de acuerdo a las 
características sectoriales

El indicador cualitativo 
tiene 2 opciones de 

calificación: cumple o no 
cumple.

MEDIDA
A ADOPTAR

INDICADOR CUANTITATIVO: 
Crítico alto y medio: medida 

correctiva.
Crítico bajo: medida 

preventiva.
INDICADOR CUALITATIVO:
No cumple:medida preventiva 

o correctiva.

De acuerdo con la definición de metas que se realice para el sector de educación 
o salud o la correspondiente actividad de inversión, por parte de la autoridad 

competente.
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Parágrafo 1°. En cada evento de riesgo, el Ministerio de Educación Nacional, el Ministerio de la Protección 
Social o el Departamento Nacional de Planeación, en el ámbito de sus competencias, atendiendo a las 
características de cada sector o actividad de inversión y asignación especial, definirán, dentro de los cuatro 
(4) meses siguientes a la entrada en vigencia del presente decreto, la metodología, condiciones, ponderación y 
límites aplicables para cada una de las calificaciones anteriores, teniendo en cuenta las condiciones definidas 
en el presente artículo.

Para este efecto, el Ministerio de Educación Nacional, el Ministerio de la Protección Social o el Departamento 
Nacional de Planeación, para su sector o actividad de inversión, atendiendo a lo dispuesto en el presente decreto, 
definirán y adoptarán las fichas técnicas, contenido de información, formatos y aplicativo requeridos.

Parágrafo 2°. En todo caso, la presencia de dos o más eventos de riesgo podrá generar la adopción de medidas 
correctivas según la evaluación que se realice.

Artículo 15. Identificación del riesgo relacionado con el Sisbén. La identificación del riesgo definido en el 
numeral 9.11 del artículo 9° del Decreto 028 de 2008, en lo relacionado con el Sistema de Identificación 
de Potenciales Beneficiarios de Programas Sociales, Sisbén, se realizará mediante listados definidos por el 

Suscripción, modificación o ejecución de contratos cuyo objeto o 
actividades contractuales no aseguren la prestación del servicio en las 

condiciones definidas por la normatividad vigente, no cumplan con 
los fines para los cuales están destinados los recursos, o no aseguren 
el cumplimiento de metas de continuidad, cobertura y calidad en los 

servicios.

Cumplimiento de las 
disposiciones legales 

requeridas para la 
suscripción, modificación 
y ejecución contractuales

Evaluación que establezca 
de manera suficiente que el 
cumplimiento del objeto, 
actividades y finalidades 
de los contratos están de 
acuerdo con lo pactado, 
los conceptos de gasto 

autorizados por la ley y las 
normas de presupuesto.

La destinación de 
los recursos cumple 

con los objetivos 
legales y contribuye al 

cumplimiento de las metas 
fijadas para la prestación 
del respectivo servicio.

X

X X

CaracterísticasEvento de RiesgoNo.

REGLAS DE 
CELEBRACIÓN 
Y EJECUCIÓN 

CONTRACTUALES

REGLAS DE 
EVALUACIÓN 

CONTRACTUAL

FINALIDAD EN 
EL USO DE LOS 

RECURSOS
CRITERIOS

DEFINICIÓN 
DE 

CRITERIOS

17
INDICADOR 

CUANTITATIVO

INDICADOR 
CUALITATIVO

Se define a partir de unos 
rangos porcentuales, 

de la siguiente manera: 
crítico alto; crítico 

medio; crítico bajo y 
aceptable, de acuerdo a las 
características sectoriales.

El indicador cualitativo 
tiene 2 opciones de 

calificación: cumple o no 
cumple.

MEDIDA
A ADOPTAR

INDICADOR CUANTITATIVO: 
Crítico alto y medio: medida 

correctiva.
Crítico bajo: medida 

preventiva.
INDICADOR CUALITATIVO:
No cumple:medida preventiva 

o correctiva.
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Departamento Nacional de Planeación remitidos antes del 30 de junio de cada año, a la Unidad Administrativa 
Especial de Seguimiento y Control, respecto de las entidades territoriales que: a) no dispongan de dicho 
sistema; b) no lo tengan actualizado, o c) cuyo sistema no esté operando bajo parámetros de calidad. En este 
evento, el Departamento Nacional de Planeación apoyará a la Unidad Administrativa Especial de Seguimiento 
y Control en la realización de auditorías cuando sea necesario.

Artículo 16. Cumplimiento de metas. Para efectos de determinar los eventos de riesgo relacionados con el 
cumplimiento de metas de cobertura, calidad y continuidad en la prestación de los servicios de educación, 
salud y en las actividades de inversión financiadas con recursos de propósito general y asignaciones especiales 
financiadas con cargo a los recursos del Sistema General de Participaciones, los Ministerios de Educación 
Nacional y de la Protección Social y el Departamento Nacional de Planeación, para su sector o actividad 
de inversión, definirán anualmente, antes del treinta (30) de junio, que se entenderá por metas de cobertura, 
continuidad y calidad y su respectivo cumplimiento.

CAPÍTULO IV

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 17. Actividades de los departamentos. En desarrollo de sus competencias legales, los Departamentos 
podrán brindar acompañamiento a los ministerios sectoriales y al Departamento Nacional de Planeación en el 
desarrollo de las actividades de monitoreo establecidas en el Decreto 028 de 2008, respecto de los municipios 
ubicados en su jurisdicción, mediante la recopilación, procesamiento, análisis, consolidación y remisión de la 
información a los Ministerios de Educación Nacional y de la Protección Social y el Departamento Nacional 
de Planeación, para su sector o actividad de inversión, en las condiciones por estos señaladas, los cuales 
podrán efectuar verificaciones sobre la información así reportada.

Artículo 18. Apoyo en el desarrollo de medidas. La Unidad Administrativa Especial de Monitoreo, Seguimiento 
y Control podrá determinar las actividades en las cuales los Departamentos podrán brindar apoyo en el 
desarrollo de las medidas preventivas y correctivas a que se refiere el Decreto 028 de 2008, y su colaboración 
en la superación de los eventos de riesgo que dieron lugar a la adopción de las correspondientes medidas en 
los municipios de su jurisdicción.

De igual manera, los Departamentos podrán solicitar a la Unidad Administrativa Especial de Monitoreo, 
Seguimiento y Control la adopción de medidas preventivas y/o correctivas cuando, en ejercicio de sus 
competencias, evidencien eventos de riesgo que afecten la prestación de los servicios de educación, salud, 
agua potable y saneamiento básico y los de propósito general o una inadecuada utilización de los recursos 
del Sistema General de Participaciones, en los municipios y/o distritos de su jurisdicción. Para este efecto, la 
Unidad Administrativa Especial de Monitoreo, Seguimiento y Control consultará al Ministerio de Educación 
Nacional, el Ministerio de la Protección Social o el Departamento Nacional de Planeación, acerca de la 
solicitud presentada por el Departamento.

Artículo 19. Término para consulta. Una vez efectuada la consulta previa a que se refiere el artículo 1° del 
Decreto 2911 de 2008, por parte de la Unidad Administrativa Especial de Monitoreo, Seguimiento y Control 
al Ministerio de Educación Nacional, el Ministerio de la Protección Social o el Departamento Nacional de 
Planeación, la entidad respectiva dispondrá de un término máximo de diez (10) días hábiles, contado a partir 
del día siguiente a su radicación, para pronunciarse sobre la medida a adoptar. Si transcurrido este término, 
el Ministerio de Educación Nacional, el Ministerio de la Protección Social o el Departamento Nacional de 
Planeación no se han pronunciado, la Unidad Administrativa Especial de Monitoreo, Seguimiento y Control 
adoptará la correspondiente medida preventiva o correctiva.

En ningún caso, el contenido de la respuesta dada por el Ministerio de Educación Nacional, el Ministerio de 
la Protección Social o el Departamento Nacional de Planeación a la consulta efectuada, resulta obligatorio 
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para la Unidad Administrativa Especial de Monitoreo, Seguimiento y Control la que, sin embargo, deberá 
expresar las razones por las cuales acepta o rechaza la respuesta dada por el ministerio respectivo o el 
Departamento Nacional de Planeación.

Artículo 20. Vigencia. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación.

Publíquese y cúmplase.

Dado en Bogotá, D. C., a 22 de enero de 2009.



CAPÍTULO
SENTENCIAS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

SOBRE LOS ACTOS LEGISLATIVOS 01 DE 2001 Y 04 DE 2007,
Y LA LEY 715 DE 2001 Y SU REGLAMENTACIÓN,

RESPECTO A LAS COMPETENCIAS Y LA DISTRIBUCIÓN DE LOS 
RECURSOS DEL SISTEMA GENERAL DE PARTICIPACIONES

A continuación se reseñan las principales sentencias de la Corte Constitucional en torno a las demandas 
de constitucionalidad presentadas en contra del Acto Legislativo 01 de 2001, la Ley 715 de 2001 y su 
reglamentación.

9.1. Sentencia C-487/02

Corte Constitucional

Acción de inconstitucionalidad contra el parágrafo transitorio 1 (parcial) del artículo 3 del Acto Legislativo 
No. 001 del 30 de julio de 2001, “por medio del cual se modifican algunos artículos de la Constitución 
Política.”

REF.: Expediente No D-3733

Magistrado Ponente: ALVARO TAFUR GALVIS

Bogotá D.C., veintiséis (26) de  junio del año dos mil dos (2002).

“(…)

RESUELVE:

Declarar  EXEQUIBLES la expresiones “departamentales y municipales”  y   “todos ellos a 1º de noviembre 
de 2000” contenidas en el segundo inciso del parágrafo transitorio 1º del artículo 357 de la Constitución, 
tal como quedó modificado por el  artículo 3º del Acto Legislativo 001 de 2001, por los cargos analizados 
en esta sentencia.”

IX
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9.2. Sentencia C-614/02

Corte Constitucional. 

Demanda de inconstitucionalidad parcial contra los artículos 1°, 2° y 3° del Acto Legislativo 01 de 2001

Referencia: expediente D-3877

Magistrado Ponente: Dr. RODRIGO ESCOBAR GIL

Bogotá, D.C., seis (6) de agosto de dos mil dos (2002)

“(…)
RESUELVE:

Primero: Estarse a los resuelto en la Sentencia C-487-2002 por medio de la cual la Corte decidió “Declarar  
EXEQUIBLES la expresiones ‘departamentales y municipales’  y  ‘todos ellos a 1º de noviembre de 2000’ 
contenidas en el segundo inciso del parágrafo transitorio 1º del artículo 357 de la Constitución, tal como quedó 
modificado por el  artículo 3º del Acto Legislativo 001 de 2001, por los cargos analizados en esta sentencia.”

Segundo: Declarar la EXEQUIBILIDAD, por los cargos referentes a vicios de procedimiento estudiados en 
esta providencia, de los apartes del Acto Legislativo No. 1 de 2001 que se subrayan a continuación:

Artículo 1º. Incluir un nuevo parágrafo al artículo 347 de la Constitución Política así:

Parágrafo transitorio. Durante los años 2002, 2003, 2004, 2005, 2006, 2007 y 2008 el monto total de las 
apropiaciones autorizadas por la ley anual de presupuesto para gastos generales, diferentes de los destinados 
al pago de pensiones, salud, gastos de defensa, servicios personales, al Sistema General de Participaciones 
y a otras transferencias que señale la ley, no podrá incrementarse de un año a otro, en un porcentaje superior 
al de la tasa de inflación causada para cada uno de ellos, más el uno punto cinco por ciento (1.5%).

La restricción al monto de las apropiaciones, no se aplicará a las necesarias para atender gastos decretados 
con las facultades de los Estados de Excepción.

Artículo 2º. El artículo 356 de la Constitución Política quedará así:

Artículo 356. Salvo lo dispuesto por la Constitución, la ley, a iniciativa del Gobierno, fijará los servicios a 
cargo de la Nación y de los Departamentos, Distritos, y Municipios. Para efecto de atender los servicios a 
cargo de éstos y proveer los recursos para financiar adecuadamente su prestación, se crea el Sistema General 
de Participaciones de los Departamentos, Distritos y Municipios.

Los Distritos tendrán las mismas competencias que los municipios y departamentos para efectos de la 
distribución del Sistema General de Participaciones que establezca la ley.

Para estos efectos, serán beneficiarias las entidades territoriales indígenas, una vez constituidas. Así mismo, la 
ley establecerá como beneficiarios a los resguardos indígenas, siempre y cuando estos no se hayan constituido 
en entidad territorial indígena.
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Los recursos del Sistema General de Participaciones de los departamentos, distritos y municipios se destinarán 
a la financiación de los servicios a su cargo, dándole prioridad al servicio de salud y los servicios de educación 
preescolar, primaria, secundaria y media, garantizando la prestación de los servicios y la ampliación de 
cobertura.

Teniendo en cuenta los principios de solidaridad, complementariedad y subsidiariedad, la ley señalará los 
casos en los cuales la Nación podrá concurrir a la financiación de los gastos en los servicios que sean señalados 
por la ley como de competencia de los departamentos, distritos y municipios.

La ley reglamentará los criterios de distribución del Sistema General de Participaciones de los Departamentos, 
Distritos, y Municipios, de acuerdo con las competencias que le asigne a cada una de estas entidades; y 
contendrá las disposiciones necesarias para poner en operación el Sistema General de Participaciones de 
éstas, incorporando principios sobre distribución que tengan en cuenta los siguientes criterios:

a)	 Para educación y salud: población atendida y por atender, reparto entre población urbana y rural, eficiencia 
administrativa y fiscal, y equidad;

b)	 Para otros sectores: población, reparto entre población y urbana y rural, eficiencia administrativa y fiscal, 
y pobreza relativa.

No se podrá descentralizar competencias sin la previa asignación de los recursos fiscales suficientes para 
atenderlas.

Los recursos del Sistema General de Participaciones de los Departamentos, Distritos, y Municipios se 
distribuirán por sectores que defina la ley.

El monto de recursos que se asigne para los sectores de salud y educación, no podrá ser inferior al que se 
transfería a la expedición del presente acto legislativo a cada uno de estos sectores.

Parágrafo transitorio. El Gobierno deberá presentar el proyecto de ley que regule la organización y 
funcionamiento del Sistema General de Participaciones de los Departamentos, Distritos, y Municipios, a 
más tardar el primer mes de sesiones del próximo período legislativo.

Artículo 3º. El artículo 357 de la Constitución Política quedará así:

Artículo 357. El monto del Sistema General de Participaciones de los Departamentos, Distritos y Municipios 
se incrementará anualmente en un porcentaje igual al promedio de la variación porcentual que hayan tenido 
los ingresos Corrientes de la Nación durante los cuatro (4) años anteriores, incluida la correspondiente al 
aforo del presupuesto en ejecución.

Para efectos del cálculo de la variación de los ingresos corrientes de la Nación a que se refiere el inciso 
anterior, estarán excluidos los tributos que se arbitren por medidas de estados de excepción, salvo que el 
Congreso, durante el año siguiente les otorgue el carácter permanente.

Los municipios clasificados en las categorías cuarta, quinta y sexta, de conformidad con las normas vigentes, 
podrán destinar libremente, para inversión y otros gastos inherentes al funcionamiento de la administración 
municipal, hasta un veintiocho (28%) de los recursos que perciban por concepto del Sistema General de 
Participaciones de los Departamentos, Distritos y Municipios, exceptuando los recursos que se destinen para 
educación y salud.
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Parágrafo transitorio 1º. El Sistema General de Participaciones de los Departamentos, Distritos y Municipios 
tendrá como base inicial el monto de los recursos que la Nación transfería a las entidades territoriales antes de entrar 
en vigencia este acto legislativo, por concepto de situado fiscal, participación de los municipios en los ingresos 
corrientes de la Nación y las transferencias complementarias al situado fiscal para educación, que para el año 2001 
se valoran en la suma de diez punto novecientos sesenta y dos (10.962) billones de pesos.

En el caso de educación, la base inicial contempla los costos por concepto de docentes y administrativos 
pagados con situado fiscal y el fondo de compensación educativa, docentes y otros gastos en educación 
financiados a nivel distrital y municipal con las participaciones en los ingresos corrientes de la nación, y 
los docentes, personal administrativo de los planteles educativos y directivos docentes departamentales y 
municipales pagados con recursos propios, todos ellos a 1º de noviembre del 2000. Esta incorporación será 
automática a partir del 1º de enero de 2002.

Parágrafo transitorio 2º. Durante los años comprendidos entre 2002 y 2008 el monto del Sistema General 
de Participaciones crecerá en un porcentaje igual al de la tasa de inflación causada, más un crecimiento 
adicional que aumentará en forma escalonada así: Para los años 2002, 2003, 2004 y 2005 el incremento será 
de 2%; para los años 2006, 2007 y 2008 el incremento será de 2.5%.

Si durante el período de transición el crecimiento real de la economía (producto interno bruto) certificado 
por el DANE en el mes de mayo del año siguiente es superior al 4%, el crecimiento adicional del Sistema 
General de Participaciones de que trata el presente parágrafo se incrementará en una proporción equivalente 
al crecimiento que supere el 4%, previo descuento de los porcentajes que la Nación haya tenido que asumir, 
cuando el crecimiento real de la economía no haya sido suficiente para financiar el 2% adicional durante los 
años 2002, 2003, 2004 y 2005, y 2.5% adicional para los años 2006, 2007 y 2008.

Parágrafo transitorio 3º. Al finalizar el período de transición, el porcentaje de los ingresos corrientes 
de la Nación destinados para el Sistema General de Participación será como mínimo el porcentaje que 
constitucionalmente se transfiera en el año 2001. La Ley, a iniciativa del Congreso, establecerá la gradualidad 
del incremento autorizado en este parágrafo.

En todo caso, después del período de transición, el Congreso, cada cinco años y a iniciativa propia a través 
de ley, podrá incrementar el porcentaje.

Igualmente durante la vigencia del Sistema General de Participaciones de los Departamentos, Distritos, y 
Municipios, el Congreso de la República, podrá revisar por iniciativa propia cada cinco años, la base de 
liquidación de éste.”

9.3. Sentencia C-615/02 

Corte Constitucional. 

Demanda de inconstitucionalidad contra el artículo 65 (parcial) de la Ley 715 de 2001.

Referencia: expediente D-3881

Magistrado Ponente: Dr. MARCO GERARDO MONROY CABRA

Bogotá, ocho (8) de agosto de dos mil dos (2002)

“(…)
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RESUELVE:

Primero. Declarar INEXEQUIBLE la expresión “y privadas en salud” contenida en el inciso primero del 
artículo 65 de la Ley 715 de 2001. 

Segundo. Declarar INEXEQUIBLES las expresiones “No podrán realizarse inversiones en infraestructura, 
dotación o equipos, que no se encuentren en el plan bienal de inversiones en salud” y  “Cuando las 
instituciones privadas realicen inversiones por fuera del plan bienal, no podrán ser contratadas con recursos 
del Sistema General de Seguridad Social en Salud” contenidas en el inciso tercero del artículo 65 de la Ley 
715 de 2001.

Tercero. Declarar INEXEQUIBLES las expresiones “o privadas” e “y las instituciones privadas no podrán 
ser contratadas con recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud» contenidas en el inciso 
cuarto del artículo 65 de la Ley 715 de 2001.”

9.4. Sentencia C-617/02

Corte Constitucional. 

Demanda de inconstitucionalidad en contra de los artículos 2, 6, 16, 22, 23, 24, 27, 29, 30, 39, 42, 56, 57, 60, 
64, 72, 74, 76, 88, 111, parciales, de la Ley 715 de 2001, “Por la cual se dictan normas orgánicas en materia 
de recursos y competencias de conformidad con los artículos 151, 288, 356 y 357 (Acto Legislativo 01 de 
2001) de la Constitución Política y se dictan otras disposiciones para organizar la prestación de los servicios 
de educación y salud, entre otros.” 

Referencia: expediente D-3898.

Magistrados Ponentes: Dr. ALFREDO BELTRÁN SIERRA y  Dr. JAIME CÓRDOBA TRIVIÑO. 

Bogotá, D.C., ocho (8) de agosto de dos mil dos (2002).

“(…)

RESUELVE:

Primero. Declarar exequible la expresión “los recursos del Fondo Nacional de Regalías”, contenida en el 
parágrafo 1 del artículo 2º, de la Ley 715 de 2001.

Segundo. Declarar exequible la expresión “y trasladará docentes entre los municipios” contenida, en el artículo 
6, numeral 6.2.3; el artículo 22, en su integridad; y, el inciso sexto del artículo 24, de la misma Ley.

Tercero. Declarar inexequible el artículo 39, en lo demandado; y, el artículo 72, en su integridad, de la Ley 
715 de 2001.

Cuarto. Declarar exequibles las expresiones acusadas de los artículos 16 y   23, inciso sexto, de la misma Ley, 
por los cargos estudiados, bajo el entendido que el departamento, al adoptar las decisiones correspondientes, 
respecto de los municipios no certificados, oirá previamente los conceptos de estas autoridades y motivará 
el acto correspondiente.
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Quinto. Declarar exequibles las expresiones demandadas de los artículos 27; 42, numerales 15 y 18 de la 
Ley 715 de 2001, por los cargos estudiados.

Sexto. Declarar exequible la expresión “o contratado” del artículo 29 de la Ley 715 de 2001, bajo el 
entendido que esta expresión se refiere a que se pueda contratar con entidades públicas mediante convenios 
interadministrativos y en ningún caso con particulares. 

Séptimo. Declarar exequible la expresión “el Departamento contratará dichos procesos con entidades externas” 
del artículo 60 de la ley 715 de 2001, bajo el entendido que la inspección, vigilancia y control sólo pueda 
realizarse con entidades del Estado. 

Octavo. Declarar exequibles los artículos 30 y 56 de la Ley 715 de 2001, por los cargos presentados, bajo 
el entendido que la designación y la delegación que ellos contemplan, recaiga en autoridades públicas o en 
entidades públicas.

Noveno. Declarar exequible del artículo 57, parágrafo 1, de la misma Ley, la frase “El Gobierno reglamentará la 
materia”, por el cargo estudiado, y se declarará inexequible la frase “y se tendrá como control ciudadano en la 
participación en el Consejo Nacional en Salud”, contenida en el mismo artículo 57, del mismo parágrafo 1. 

Décimo. Declarar exequible el artículo 64, inciso segundo, de la misma Ley, la frase “de acuerdo a la 
reglamentación que el Gobierno nacional expida sobre la materia”, bajo el entendido que el Gobierno nacional 
debe explicar las razones para hacer el giro directo a las entidades de aseguramiento o a las instituciones 
prestadoras de salud, excluyendo a la respectiva entidad territorial de esta decisión.

Undécimo. Declarar inexequibles los numerales 14, del artículo 74; y, 16, del artículo 76 de la Ley 715 de 
2001.

Duodécimo. Declarar exequible la expresión “tendrá un término mínimo de cinco años”, contenida en el 
artículo 88 de la Ley 715 de 2001.

Décimo tercero. Declarar exequible el artículo 111, numeral 2, de la Ley 715 de 2001.”

9.5. Sentencia C-618/02

Corte Constitucional.

Demanda de inconstitucionalidad en contra de la Ley 715 de 2001 “Por la cual se dictan normas orgánicas en 
materia de recursos y competencias de conformidad con los artículos 151, 288, 356 y 357 (Acto Legislativo 
01 de 2001) de la Constitución Política y se dictan otras disposiciones para organizar la prestación de los 
servicios de educación y salud, entre otros”, en su totalidad, y, en particular, contra los artículos 5.7; 5.18; 
6.2.3; 6.2.6; 6.2.10; 6.2.11; 6.2.15; 7.3; 7.4; 7.15; 8.2; 10.7; 10.8; 10.10; 10.11; 15.1; 17; 21; 22; 24; 34; 
parágrafos 1 y 2 del artículo 40; 40.3; 111.2 y 113, parcial, de la misma Ley.

Competencias legislativas, límites temporales. Principio de unidad de materia en leyes de contenido específico. 
Existencia y vigencia de una norma, diferencias conceptuales

Referencia: expediente D-3985
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Magistrado Ponente: Dr. MANUEL JOSÉ CEPEDA ESPINOSA. 

Bogotá, D.C., ocho (8) de agosto de dos mil dos (2002)        

“(…)

RESUELVE:

Primero. Con relación a la expresión “y trasladará docentes entre los municipios” contenida en el numeral 
6.2.3., del artículo 6º; el artículo 22 en su integridad; el inciso sexto del artículo 24; y el artículo 111, numeral 
111.2, estarse a lo resuelto en la sentencia C-617 de 2002. 

Segundo. Inhibirse de resolver los cargos en contra del artículo 17, parcial, de la Ley 715 de 2001.

Tercero. Declarar exequible el artículo 113 de la Ley 715 de 2001, en el entendido que la fecha de entrada 
en vigencia de la Ley 715 de 2001 es el 1º de enero de 2002, día en que empezó a regir el Acto Legislativo 
01 de 2001.

Cuarto. Declarar exequibles los artículos 5º, numerales 5.7. y 5.18; 6º numerales 6.2.6, 6.2.10, 6.2.11., 
6.2.15., 7º numerales 7.3., 7.4., 7.15.; 8º numeral 8.2.; 10º numerales 10.7., 10.8., 10.10., 10.11; 15 numeral 
15.1.; 17; 21; 34; 40, parágrafos 1 y 2, y numeral 40.3.; con relación al cargo de violación del principio de 
unidad de materia. 

Quinto. Declarar exequible la Ley 715 de 2001 “Por la cual se dictan normas orgánicas en materia de 
recursos y competencias de conformidad con los artículos 151, 288, 356 y 357 (Acto Legislativo 01 de 2001) 
de la Constitución Política y se dictan otras disposiciones para organizar la prestación de los servicios de 
educación y salud, entre otros”, por el cargo relativo a su vigencia.”

9.6. Sentencia C-737/02 

Corte Constitucional. 

Demanda de inconstitucionalidad contra la Ley 715 de 2001.

Referencia: expediente D-3932

Magistrado Ponente: Dr. MANUEL JOSE CEPEDA ESPINOSA 

Bogotá, D.C., cinco (5) de septiembre de dos mil dos (2002).

“(…)

RESUELVE:

ESTARSE A LO RESUELTO en Sentencia C-618 de 2002.”
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9.7. Sentencia C-973/02 

Corte Constitucional.

Demanda de inconstitucionalidad contra los artículos 18 (parcial) y 38 (parcial) de la Ley 715 de 2001.

Referencia: expediente D-3963

Magistrado Ponente: Dr. JAIME CÓRDOBA TRIVIÑO 

Bogotá, D.C., veinticuatro (24) de septiembre de dos mil dos (2002).

(…)

RESUELVE:

Primero. Declarar exequible, en lo demandado, el artículo 18 de la Ley 715 de 2001, condicionado en 
los términos de la parte motiva de esta sentencia.  

Segundo.  Declarar exequible, en lo demandado, el artículo 38 de la Ley 715 de 2001, en los términos de 
la parte motiva de esta sentencia, con excepción de la expresión “a más tardar el 1º de febrero de 2002”, 
contenida en el inciso 4º, que se declara Inexequible.”

9.8. Sentencia C-974/02 

Corte Constitucional. 

Demanda de inconstitucionalidad contra el parágrafo 1° (parcial) del artículo 54 de la Ley 715 de 2001. 

Referencia: expediente D-4025

Magistrado Ponente: Dr. RODRIGO ESCOBAR GIL

Bogotá, D.C., trece (13) de noviembre de dos mil dos (2002)

“(…)

RESUELVE:

Declarar la INEXEQUIBILIDAD de las siguientes expresiones del parágrafo 1° del artículo 54 de la Ley 
715 de 2001: “, sean” y “o privadas,”.”

9.9. Sentencia C-832/02

Corte Constitucional. 

Acción pública de inconstitucionalidad del inciso 5° del artículo 89 de la Ley 715 de 2001 “por la cual se 
dictan normas orgánicas en materia de recursos y competencias de conformidad con los artículos 151, 288, 
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356 y 357 (Acto Legislativo 01 de 2001) de la Constitución Política y se dictan otras disposiciones para 
organizar la prestación de los servicios de educación y salud, entre otros”.

Referencia: expediente D-3989

Magistrado Ponente: Dr. ALVARO TAFUR GALVIS

Bogotá D.C., ocho (8) de octubre de dos mil dos (2002).

“(…)

RESUELVE:

Declarar INEXEQUIBLES el quinto y el sexto incisos del artículo 89 de la Ley 715 de 2001 “por la cual 
se dictan normas orgánicas en materia de recursos y competencias de conformidad con los artículos 151, 
288, 356 y 357 (Acto Legislativo 01 de 2001) de la Constitución Política y se dictan otras disposiciones 
para organizar la prestación de los servicios de educación y salud, entre otros”.”

9.10. Sentencia C-871/02

Corte Constitucional. 

Demanda de inconstitucionalidad contra el artículo 15 (parcial) de la Ley 715 de 2001 “Por la cual se dictan 
normas orgánicas en materia de recursos y competencias de conformidad con los artículos 151, 288, 356 y 
357 (Acto Legislativo 01 de 2001) de la Constitución Política y se dictan otras disposiciones para organizar 
la prestación de los servicios de educación y salud, entre otros.” 

Referencia: expediente D-3993

Magistrado Ponente: Dr. EDUARDO MONTEALEGRE LYNETT

Bogotá, D.C., quince (15) de octubre de dos mil dos (2002).

“(…)

RESUELVE:

Declarar EXEQUIBLE, en los términos de esta sentencia, el numeral 15.1. del artículo 15 de la Ley 715 de 
2001, por los cargos analizados.”

9.11. Sentencia C-915/02

Corte Constitucional

Demanda de inconstitucionalidad contra los artículos 46, 51 y 65 (parciales) de la Ley 715 de 2001 “por la 
cual se dictan normas orgánicas en materia de recursos y competencias de conformidad con lo artículos 
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151, 288, 356 y 357 (Acto Legislativo 01 de 2001) de la Constitución Política y se dictan otras disposiciones 
para organizar la prestación de los servicios de educación y salud, entre otros”

Referencia: expediente D-4014

Magistrado Ponente: Dr. ALVARO TAFUR GALVIS

Bogotá D.C., veintinueve (29) de octubre del año dos mil dos (2002).

“(…)

RESUELVE:

Primero. ESTARSE A LO RESUELTO en la sentencia C-791 de 2002 que declaró la exequibilidad del 
inciso segundo del artículo 46 de la Ley 715 de 2001.

Segundo. ESTARSE A LO RESUELTO en la sentencia C-615 de 2002 que declaró la inexequibilidad 
de las siguientes expresiones contenidas en el artículo 65 de la Ley 715 de 2001: “y privadas en salud” 
del inciso primero, “Cuando las instituciones privadas realicen inversiones por fuera del plan bienal, no 
podrán ser contratadas con recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud” del inciso tercero, 
“o privadas” así como “y las instituciones privadas no podrán ser contratadas con recursos del Sistema 
General de Seguridad Social en Salud” del inciso cuarto.

Tercero. INHIBIRSE para decidir de fondo sobre la constitucionalidad de la expresión “Sin perjuicio de 
las sanciones administrativas a que hubiere lugar, la institución pública que realice inversiones por fuera 
del plan bienal, no podrá financiar con recursos del Sistema General de Participaciones el costo de la 
inversión o el de operación y funcionamiento de los nuevos servicios” del inciso tercero del artículo 65 de 
la Ley 715 de 2001.

Cuarto. Declarar EXEQUIBLE pero solo por el cargo estudiado, el primer inciso acusado del artículo 51 
de la Ley 715 de 2001.

Quinto. Declarar EXEQUIBLE por los cargos analizados en la presente providencia la expresión “Las 
instituciones públicas que realicen inversiones en estas áreas no previstas en el plan bienal, serán 
sancionadas” del último inciso del artículo 65 de la Ley 715 de 2001.”

9.12. Sentencia C-918/02

Corte Constitucional.

Demanda de inconstitucionalidad contra la Ley 715 de 2001, artículo 2, parcial, parag. 1º, art. 5, 5.2, 5.5, 
5.13, 6, 6.2.1, 6.2.2, 6.2.3, 6.2.4, 6.2.7, 6.2.15, 7, 7.1/7.5, 7.8, 7.12, 7.13, 7.15, 8, 8.2, 8.3, 9 parag. 1,4, art. 
13, 14, 15, 16.1.1,17, 18, 22, 27, 38, parag. 2, art. 41 parcial.

Referencia: expediente D-3996
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Magistrado Ponente: Dr. EDUARDO MONTEALEGRE LYNETT

Bogotá, D.C., veintinueve (29) de octubre de dos mil dos (2002). 

“(…)
RESUELVE:

Primero. En relación a la acusación contra la expresión “los recursos del Fondo Nacional de Regalías” del 
parágrafo 1 del artículo 2 de la ley 715 de 2001, ESTARSE A LO RESUELTO en la sentencia 617 de 2002, 
que declaró la exequibilidad de ese aparte.

Segundo. En relación a la acusación contra la expresión “dentro de los dos meses antes” contenida en el 
inciso cinco del artículo 38 de la Ley 715 de 2001, ESTARSE A LO RESUELTO en la sentencia C-793 de 
2002, que declaró la constitucionalidad condicionada de ese inciso.

Tercero. INHIBIRSE, por demanda inepta, de conocer de la constitucionalidad de los siguientes apartes, 
todos de la Ley 715 de 2001:

a)	 La expresión “También podrá designarse una sola administración para varias plantas físicas de 
conformidad con el reglamento” del artículo 9º, parágrafo 4º. 

b)	 Las expresiones “no” del inciso 2 del artículo 14, y “solo cuando se refiera a ellos en forma directa” del 
inciso final de ese mismo artículo 14. 

c)	 El parágrafo 1º del artículo 9º.

d)	 Las expresiones “contratos de cuantía superior a veinte (20) salarios mínimos mensuales” y “El Gobierno 
nacional podrá indicar los casos en los cuales la cuantía señalada en el presente inciso será menor” del 
inciso segundo del artículo 13; el inciso cuarto de ese mismo artículo 13 y la expresión “ninguna otra 
norma de” contenida en el inciso final de esa disposición,

e) La expresión “contractual directa” contenida en el parágrafo 2º del artículo 38.

Cuarto. Declarar EXEQUIBLES, pero únicamente por los cargos estudiados, los siguientes apartes acusados, 
todos de la Ley 715 de 2001: 

a)	 La expresión “Servicio público de la educación” del artículo 5 inciso primero; la expresión “para 
educación” del artículo 5.13.; la expresión “servicio educativo” del artículo 6.2.1; la expresión “prestación 
de los servicios educativos” del artículo 6.2.2; la expresión “servicios educativos” del artículo 6.2.4,: la 
expresión “servicio educativo” del artículo 7.1; la expresión “prestación de los servicios educativos” 
del artículo 7.2; la expresión “servicios educativos” del artículo 7.5; la expresión  “servicios educativos” 
del artículo 8,3; la expresión “servicio educativo” del inciso 1 del artículo 15,: la expresión “tipologías  
educativas” del inciso 1 del artículo 16.1.1; la expresión “servicio educativo” del inciso 2 del artículo 
16.1.1; la expresión  “servicio público de educación” del inciso 3 del artículo 16.1.1; la expresión “niveles 
educativos” del inciso 4 del artículo 16.1.1 .; la expresión “sector educativos” del inciso 4 del artículo 
16.1.1; la expresión “diferentes tipologías” del inciso 5 del artículo 16.1.1; la expresión “participación 
para educación” de los incisos 1, 2 y 3 del artículo 17.; la expresión “sector educativo” del inciso 1 del 
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artículo 18; la expresión “el servicio público de la educación” del inciso 1 del artículo 27; la expresión 
“prestación del servicio educativo” del inciso 2 del artículo 27 y de los incisos 2 y 3 del artículo 41.

b)	 La expresión “de la autonomía de las instituciones educativas y” del artículo ordinal 5 de artículo 5º.

c)	 El primer inciso del numeral 6.2.15, del artículo 6º, que literalmente dice: “Para efectos de la inscripción 
y los ascensos en el escalafón, la entidad territorial determinará la repartición organizacional encargada 
de esta función de conformidad con el reglamento que expida el Gobierno nacional”.

d)	 El numeral 7-15 del artículo 7º, que literalmente dice: “Para efectos de la inscripción y los ascensos en 
el escalafón, la entidad territorial determinará la repartición organizacional encargada de esta función 
de conformidad con el reglamento que expida el Gobierno nacional.”

e)	 La expresión “sin más requisito legal que la expedición de los respectivos actos administrativos 
debidamente motivados” de los artículos 6.2.3. y 7.3; la expresión “mediante acto administrativo 
debidamente motivado” del artículo 8.2; y las expresiones “discrecionalmente y por acto debidamente 
motivado por la autoridad nominadora” y “las permutas” del artículo 22.

Quinto. Declarar INEXEQUIBLE el inciso 6º del artículo 13 de la Ley 715 de 2001 que literalmente dice: 
“En ningún caso el distrito o municipio propietario del establecimiento responderá por actos o contratos 
celebrados en contravención de los límites enunciados en las normas que se refieren al Fondo; las obligaciones 
resultantes serán de cargo del rector o director, o de los miembros del Consejo Directivo si las hubieren 
autorizado.””

9.13. Sentencia C-1028/02 

Corte Constitucional

Demanda de inconstitucionalidad contra el numeral 111.4 del artículo 111 de la Ley 715 de 2001 “Por la 
cual se dictan normas orgánicas en materia de recursos y competencias de conformidad con los artículos 
151, 288, 356 y 357 (Acto Legislativo 01 de 2001) de la Constitución Política y se dictan otras disposiciones 
para organizar la prestación de los servicios de educación y salud, entre otros”.

Referencia: expediente D-4087

Magistrada Ponente: Dra. CLARA INÉS VARGAS HERNÁNDEZ

Bogotá, D.C., veintisiete (27) de noviembre del año mil dos (2002)

“(…)

RESUELVE:

Declarar EXEQUIBLE, por el cargo analizado en la presente sentencia el numeral 111.4 del artículo 111 
de la Ley 715 de 2001.“
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9.14. Sentencia C-005/03 

Corte Constitucional. 

Norma Acusada: Artículo 106 de la Ley 715 de 2001

Referencia: Expediente D-4046

Magistrado Ponente: Dr. MANUEL JOSÉ CEPEDA ESPINOSA

Bogotá D. C., enero veintiuno (21) de dos mil tres (2003).

“(…)

RESUELVE:

Declarar la INEXEQUIBILIDAD del artículo 106 de la Ley 715 de 2001.”

9.15. Sentencia C-097/03

Corte Constitucional. 

Demanda de inconstitucionalidad contra los artículos 72 y 111 (parcial) de la Ley 715 de 2001.

REF: Expediente D-4168

Magistrado ponente: Manuel José Cepeda Espinosa

Bogotá, D.C., febrero once (11) de dos mil tres (2003).

“(…)

RESUELVE:

Primero. ESTARSE A LO RESUELTO en la sentencia C-617 de 2002 que declaró la inexequibilidad del 
artículo 72 de la Ley 715 de 2001.

Segundo. Declarar INEXEQUIBLE el numeral 1º del artículo 111 de la Ley 715 de 2001.”

9.16. Sentencia C-103/03 

Corte Constitucional. 

Demanda de inconstitucionalidad contra el artículo 24 (parcial) de la Ley 715 de 2001.

Ref.: Expediente D-4225
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Magistrado Ponente: Dr. Jaime Córdoba Triviño 

Bogotá, D.C., once (11) de febrero de dos mil tres (2003)

“(…)

RESUELVE:

Declarar exequible el inciso sexto del artículo 24 de la Ley 715 de 2001.”

9.17. Sentencia C-331/03 

Corte Constitucional. 

Demanda de inconstitucionalidad contra el artículo 51 de la Ley 715 de 2001

Referencia: expediente D-4302

Magistrado Ponente: Dr. RODRIGO ESCOBAR GIL

Bogotá, D.C.,  veintinueve (29) de abril de dos mil tres (2003).

“(…)

RESUELVE:

Primero. ESTARSE A LO RESUELTO en la sentencia C-915 de 2002 que declaró la exequibilidad del 
inciso primero del artículo 51 de la Ley 715 de 2001 en relación con los cargos por violación del artículo 
333 de la Constitución.

Segundo. Declarar la EXEQUIBILIDAD del primer inciso del artículo 51 de la Ley 715 de 2001.”

9.18. Sentencia C-566/03 

Corte Constitucional. 

Demanda de inconstitucionalidad contra el inciso primero (parcial) del artículo 91 de la Ley 715 de 2001.

Referencia: expediente D-4361

Magistrado Ponente: Dr. ALVARO TAFUR GALVIS

Bogotá D.C., quince (15) de julio de dos mil tres (2003).

“(…)
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RESUELVE:

Declarar EXEQUIBLE, por los cargos formulados, la  expresión “estos recursos no pueden ser sujetos de 
embargo” contenida  en el primer inciso del artículo 91 de  Ley 715 de 2001, en el entendido que los créditos  
a cargo de las entidades territoriales  por actividades propias de cada uno de los sectores a los que se destinan 
los recursos del sistema general de participaciones (educativo, salud y propósito general), bien sea que consten  
en sentencias o en otros títulos legalmente válidos  que contengan una obligación clara, expresa y actualmente 
exigible que emane del mismo título,  deben ser pagados mediante  el procedimiento que señale la ley y 
que transcurrido el término  para que ellos sean exigibles, es posible adelantar  ejecución, con embargo, en 
primer lugar, de los recursos del presupuesto destinados al pago de sentencias o conciliaciones, cuando se 
trate de esa clase de títulos, y, si ellos no fueren suficientes, de los recursos  de la participación  respectiva, 
sin que puedan verse afectados con embargo los recursos de las demás participaciones.

Así mismo en el entendido que en el caso de los recursos de la Participación de Propósito General que, de 
acuerdo con el primer inciso del  artículo 78 de la Ley  715 de 2001,  los municipios clasificados en las 
categorías 4ª, 5ª y 6ª destinen  al financiamiento de la infraestructura de agua potable y saneamiento básico 
y  mientras mantengan esa destinación, los créditos que se asuman por los municipios respecto de dichos 
recursos estarán sometidos a las mismas reglas señaladas en el  párrafo anterior, sin que puedan  verse 
afectados  con embargo los   demás recursos de la participación  de propósito general cuya destinación  está 
fijada por el Legislador, ni de las participaciones en educación y salud.”

9.19. Sentencia C-627/03 

Corte Constitucional. 

Demanda de inconstitucionalidad contra el artículo 111.1 (parcial) de la Ley 715 de 2001 “por la cual se 
dictan normas orgánicas en materia de recursos y competencias de conformidad con los artículos 151, 288, 
356 y 357 (Acto Legislativo 01 de 2001) de la Constitución Política y se dictan otras disposiciones para 
organizar la prestación de los servicios de educación y salud, entre otros” y el Decreto 1283 de 2002”por 
el cual se organiza un Sistema de Inspección y Vigilancia para la educación preescolar, básica y media”.

Referencia: expediente D-4428

Magistrada Ponente:Dra. CLARA INÉS VARGAS HERNÁNDEZ

Bogotá D. C., veintinueve (29) de julio de dos mil tres (2003).

(…)

RESUELVE:

Primero. ESTARSE A LO RESUELTO en sentencia C-097 de1 11 de febrero de 2003 en la cual se declaró 
INEXEQUIBLE el numeral 111.1 del artículo 111 de la Ley 715 de 2001.

Segundo. ESTARSE A LO RESUELTO en sentencia C-357 del 6 de mayo de 2003, en la cual se declaró 
INEXEQUIBLE el Decreto 1283 de 2003.”
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9.20.Sentencia C-734/03

Corte Constitucional. 

Demanda de inconstitucionalidad contra los artículos 9, 10, 12, 17, 23, 25, 26, 31, 32, 35, 36, 53, 63, (parciales) 
y 42, 43, 44, 46 y 64 del Decreto 1278 de 2002 “Por el cual se expide el Estatuto de Profesionalización 
Docente”.

REF: Expediente D-4467

Magistrado Ponente: ALVARO TAFUR GALVIS

Bogotá D.C., veintiséis (26) de  agosto  del año dos mil tres (2003).

“(…)

RESUELVE:

Primero. Declarar exequible, por el cargo formulado, el parágrafo del artículo 9 del Decreto 1278 de 2002 
“Por el cual se expide el Estatuto de Profesionalización Docente”, con excepción de las expresiones “de 
manera general el contenido y los procedimientos de” y “determinando cuáles de ellas admiten recursos y 
su procedimiento” que se declaran inexequibles.

Segundo. Declarar exequible, por  el cargo formulado, el parágrafo del artículo 10 del Decreto 1278 de 2002 
“Por el cual se expide el Estatuto de Profesionalización Docente”.

Tercero. Declarar exequible, por el cargo formulado, la expresión “de acuerdo con la reglamentación que 
al respecto expida el Gobierno nacional”, contenida en el parágrafo 1 del artículo 12 del Decreto 1278 de 
2002 “Por el cual se expide el Estatuto de Profesionalización Docente”.

Cuarto. Declarar exequibles, por el cargo formulado, las expresiones “Será administrada y vigilada por las 
entidades territoriales certificadas, las cuales, a su vez, conocerán en primera instancia de las reclamaciones 
que se presenten en relación con la aplicación de la carrera”, contenidas en el artículo 17 del Decreto 1278 
de 2002 “Por el cual se expide el Estatuto de Profesionalización Docente”.

Quinto. Declarar exequibles, por el cargo formulado, las expresiones “Los ascensos en el Escalafón y la 
reubicación en un nivel salarial superior procederán cuando la entidad territorial certificada convoque 
a evaluación de competencias y se obtenga el puntaje establecido en el artículo 36 de este decreto”, 
contenidas en el segundo inciso del artículo 23 del Decreto 1278 de 2002 “Por el cual se expide el Estatuto 
de Profesionalización Docente”.

Sexto. Declarar exequible, por el cargo formulado, la expresión “o por fallo disciplinario”, contenida  en el 
primer inciso del artículo 25 del Decreto 1278 de 2002 “Por el cual se expide el Estatuto de Profesionalización 
Docente”.

Séptimo. Declarar exequibles, por los cargos formulados la expresión “El ejercicio de la carrera docente 
estará ligado a la evaluación permanente” contenida en el primer inciso del artículo 26, y el parágrafo 



SENTENCIAS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL SOBRE EL ACTO LEGISLATIVO 01 DE 2001, LA LEY 715 DE 2001 Y SU REGLAMENTACIÓN, RESPECTO A ... CAPÍTULO  IX

375

del mismo artículo, del Decreto 1278 de 2002 “Por el cual se expide el Estatuto de Profesionalización 
Docente”.

Octavo. Declarar exequibles, por el cargo formulado, la expresión “Los docentes que obtengan una calificación 
inferior al sesenta por ciento (60%) en la evaluación de desempeño o en competencias, serán retirados del 
servicio”, contenida en el tercer inciso, y las expresiones “o en competencias” y “Si no se encontraban 
inscritos, serán retirados del servicio”, contenidas en el cuarto inciso del artículo 31 del Decreto 1278 de 
2002 “Por el cual se expide el Estatuto de Profesionalización Docente”.

Noveno. Declarar exequibles, por los cargos formulados, la expresión “Será realizada al terminar cada año 
escolar a los docentes o directivos”, contenida en el segundo inciso del artículo 32, y el parágrafo del mismo 
artículo, del Decreto 1278 de 2002 “Por el cual se expide el Estatuto de Profesionalización Docente”.

Décimo.  Declarar exequibles, por los cargos formulados, las expresiones “La evaluación de competencias 
será realizada cada vez que la correspondiente entidad territorial lo considere conveniente, pero sin que 
en ningún caso transcurra un término superior a seis (6) años entre una  y otra” contenidas en el segundo 
inciso del artículo 35, y “El Ministerio de Educación Nacional será responsable del diseño de las pruebas 
de evaluación de competencias y definirá los procedimientos para su aplicación” contenidas en el parágrafo 
del mismo artículo, del Decreto 1278 de 2002 “Por el cual se expide el Estatuto de Profesionalización 
Docente”.

Décimo Primero. Declarar exequible, por el cargo formulado, el numeral 1 del artículo 36 del Decreto 1278 
de 2002 “Por el cual se expide el Estatuto de Profesionalización Docente”.

Décimo Segundo. Declarar inexequibles los artículos 42, 43 y 44 del Decreto 1278 de 2002 “Por el cual se 
expide el Estatuto de Profesionalización Docente”.

Décimo Tercero. Declarar exequible, por el cargo formulado, el artículo 46 del Decreto 1278 de 2002 “Por 
el cual se expide el Estatuto de Profesionalización Docente”.

Décimo Cuarto. Declarar exequible, por el cargo formulado, el literal a) del artículo 53 del Decreto 1278 de 
2002 “Por el cual se expide el Estatuto de Profesionalización Docente”, en el entendido que esa facultad 
discrecional   debe ser consecuencia de la necesidad del servicio, con evaluación de las condiciones subjetivas 
del trabajador y siempre y cuando se respeten las condiciones mínimas de afinidad funcional entre el cargo 
al que fue inicialmente vinculado y el nuevo destino.

Décimo Quinto. Declarar exequible, por el cargo formulado, el literal b) del artículo 63 del Decreto 1278 
de 2002 “Por el cual se expide el Estatuto de Profesionalización Docente.”

Décimo Sexto. Declarar exequible, por el cargo formulado, el literal d) del artículo 63 del Decreto 1278 de 
2002 “Por el cual se expide el Estatuto de Profesionalización Docente”.

Décimo Séptimo. Declarar exequible, por el cargo formulado, el artículo 64 del Decreto 1278 de 2002 “Por  
el cual se expide el Estatuto de Profesionalización Docente”.”

9.21. Sentencia C-1157/03
Corte Constitucional.

Demanda de inconstitucionalidad contra los Artículos 37, 41, 42, 43, 44, 45, 62 y 64 del Decreto Ley 1278 
de 2002 “por el cual se expide el Estatuto de Profesionalización Docente”.
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REF.: Expediente No. D-4677

Magistrado Ponente: EDUARDO MONTEALEGRE LYNETT

Bogotá, D.C., cuatro (4) de diciembre de dos mil tres (2003).

“(…)

RESUELVE:
Primero. ESTARSE A LO RESUELTO en la sentencia C-734 de 2003 que declaró inexequibles los artículos 
42, 43 y 44 del Decreto 1278 de 2002 y exequible el artículo 64 del mismo cuerpo normativo sólo por los 
cargos estudiados en aquella ocasión.

Segundo. Declarar INEXEQUIBLES los artículos 41, 45 y 62 del Decreto 1278 de 2002.

Tercero. Declarar EXEQUIBLE, únicamente por los cargos estudiados en esta oportunidad, el artículos 37 
del Decreto 1278 de 2002.”

9.22. Sentencia C-040/04
Corte Constitucional. 

Demanda de inconstitucionalidad contra el artículo 42.20 parcial de la Ley 715 de 2001. 

REF.: Expediente No. D-4719

Magistrado Ponente: JAIME CORDOBA TRIVIÑO

Bogotá, D.C. veintisiete (27) de enero de dos mil cuatro (2004).

“(…)

RESUELVE:
Primero. Declarar INEXEQUIBLE la expresión «con un cuarto de punto (0.25) de lo aportado por los 
afiliados al régimen contributivo.» contenida en el artículo 42.20 de la Ley 715 de 2001.”

9.23. Sentencia C-105/04
Corte Constitucional. 

Demanda de inconstitucionalidad contra el artículo 97 (parcial) de la ley 715 de 2001

Referencia: expediente D-4749

Magistrado ponente: Dr. JAIME ARAÚJO RENTERÍA

Bogotá, D. C., diez (10) de febrero de dos mil cuatro (2004).

“(…)

RESUELVE:
1. Declarar la EXEQUIBILIDAD del tercer inciso del artículo 97 de la ley 715 de 2001, por los cargos de 
esta sentencia.”
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9.24. Sentencia C-508/04
Corte Constitucional. 

Demanda de inconstitucionalidad contra los artículos 6 (parcial), 7 (parcial), 21 (parcial), 24 (parcial) y 113 
(parcial) de la Ley 715 de 2001

Referencia: expediente D-4836

Magistrado Ponente: Dr. JAIME ARAÚJO RENTERÍA

Bogotá D. C., veinticinco (25) de mayo de dos mil cuatro (2004).

“(…) 

RESUELVE:

Primero. DECLARARSE INHIBIDA para pronunciarse de fondo sobre  los cargos formulados en relación 
con los apartes contenidos en los Nums. 6.2.3 del Art. 6º, 7.3 del Art. 7º y el Art. 21 de la Ley 715 de 
2001.

Segundo. DECLARAR EXEQUIBLES, por los cargos examinados en esta sentencia, los incisos 2º y 4º 
del Art. 24 de la Ley 715 de 2001.

Tercero. ESTARSE A LO RESUELTO en la Sentencia C-918 de 2002 que declaró exequibles los Nums. 
6.2.15 del Art. 6º y 7.15 del Art. 7º de la Ley 715 de 2001 en relación con el cargo por violación del Art. 
130 de la Constitución.

Cuarto. DECLARAR EXEQUIBLES los Nums. 6.2.15 del Art. 6º y 7.15 del Art. 7º de la Ley 715 de 2001, 
respecto de los cargos por  violación de los Arts. 67, 125 y 288 de la Constitución.”

9.25. Sentencia C-568/04

Corte Constitucional.

Demanda de inconstitucionalidad contra los artículos  17 (parcial), 53 (parcial), 64 (parcial) y 81 (parcial) 
de la Ley 715 de 2001

Referencia: expediente D-4917

Magistrado ponente: Dr. MANUEL JOSÉ CEPEDA ESPINOSA.

Bogotá, D.C., ocho (8) de junio de dos mil cuatro (2004).

“(…)

RESUELVE:

Primero. Declarar EXEQUIBLES, por los cargos analizados, los siguientes artículos de la Ley 715 de 2001: 
(a) El artículo 17 en las partes que dicen “Sobre la base del 100% del aforo que aparezca en la ley anual 
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de presupuesto se determinará el programa anual de caja, en el cual se establecerán los giros mensuales 
correspondientes a la participación para educación a los departamentos, distritos o municipios”; “los giros 
deberán efectuarse en los diez (10) primeros días del mes siguiente al que corresponde la transferencia” 
y “para tal efecto se aforará la participación para educación del Sistema General de participaciones en 
la ley anual de presupuesto”; (b) el artículo 53 en la parte que dice “La apropiación de los recursos del 
Sistema General de Participaciones para salud se hará sobre la base del 100% del aforo que aparezca en 
la Ley de Presupuesto” y “Los giros deberán efectuarse en los diez (10) primeros días del mes siguiente al 
que corresponde la transferencia”; (c) el artículo 64 en las partes que dicen “Sobre la base del 100% del 
aforo que aparezca en la ley anual de presupuesto se determinará el programa anual de caja, en el cual 
se establecerán los giros mensuales correspondientes a la participación para salud.”; “Los giros deberán 
efectuarse en los diez (10) primeros días del mes siguiente al que corresponde la transferencia” y “para 
tal efecto se aforará la participación para salud del Sistema General de participaciones en la ley anual de 
presupuesto”; y (d) el artículo 81 en las partes que dicen “Sobre la base del 100% del aforo que aparezca en 
la ley anual de presupuesto se determinará el programa anual de caja, en el cual se establecerán los giros 
mensuales correspondientes a la participación para propósito general a los distritos y municipios”; “Los 
giros deberán efectuarse en los diez (10) primeros días del mes siguiente al que corresponde la transferencia” 
y “para tal efecto se aforará la participación para propósito general del Sistema General de Participaciones 
en la ley anual de presupuesto”.

Segundo. Declarar INEXEQUIBLE la expresión “hasta por el monto que se girará en la respectiva vigencia” 
contenida en los artículos 17, 64 y 81 de la Ley 715 de 2001.”

9.26. Sentencia C-723/04

Corte Constitucional.

Demanda de inconstitucionalidad contra el  artículo 5º (parcial), el artículo 6º (parcial),  el artículo 7º (parcial) 
y el artículo 10º (parcial) de la Ley 715 de 2001.

Referencia: Expediente D-5024

Magistrado ponente: Dr. JAIME ARAÚJO RENTERÍA

Bogotá, D. C., tres  (3) de Agosto dos mil cuatro (2004).

“(…)

RESUELVE:

Primero. DECLARARSE INHIBIDA para adoptar decisión de fondo en relación con la acusación formulada 
contra el numeral 6.2.6 del artículo 6°, el numeral 7.7 del artículo 7° y el numeral 10.10 del artículo 10° de 
la Ley 715 de 2001, por ineptitud sustantiva de la demanda.

Segundo. DECLARAR INEXEQUIBLE el Num. 5.8 del Art. 5º de la Ley 715 de 2001.

Tercero. DECLARAR INEXEQUIBLE la expresión “atendiendo el reglamento que para tal fin expida el 
Gobierno nacional” contenida en el Parágrafo 1º del Art. 10 de la Ley 715 de 2001.”
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9.27. Sentencia C-1169/04

Corte Constitucional.

Asunto: Demanda de inconstitucionalidad contra los artículos 2, 7, 13 (parágrafo) y 46 -parciales- del 
Decreto-Ley 1278 de 2002. 

Referencia: expediente D-5206.

Magistrado Ponente: Dr. RODRIGO ESCOBAR GIL

Bogotá, D. C., noviembre veintitrés (23) de dos mil cuatro (2004).

“(…)
RESUELVE:

Primero. Declarar EXEQUIBLES los siguientes preceptos legales demandados previstos en el artículo 2º 
del Decreto-Ley 1278 de 2002: “Se vinculen”, “para desempeñar cargos docentes y directivos docentes al 
servicio del Estado en los niveles de preescolar, básica (primaria y secundaria) o media, y a quienes”, por 
el cargo y las razones expuestas en esta providencia.

Segundo. Declarar EXEQUIBLES los siguientes apartes demandados del artículo 13 del Decreto-Ley 1278 de 
2002: “regidos por las normas de este Estatuto y, por ende,”, “de conformidad con lo dispuesto en el presente 
artículo”, “y gozar de los derechos de carrera”, “y obtener evaluación satisfactoria del período de prueba, 
de acuerdo con lo dispuesto en este decreto”, por el cargo y las razones expuestas en esta providencia.

Tercero. Declarar INEXEQUIBLE el artículo 7º del Decreto-Ley 1278 de 2002. 

Cuarto. Declarar INEXEQUIBLE la expresión: “y según el título que acrediten, para los docentes nombrados 
en provisionalidad o en período de prueba”, contenida en el artículo 46 del Decreto-Ley 1278 de 2002.”

9.28. Sentencia C-422/05

Corte Constitucional.

Demanda de inconstitucionalidad contra los artículos 3, 7 (parcial) y 21 (parcial) del Decreto 1278 de 
2002”Por el cual se expide el estatuto de la profesionalización docente.

Referencia: expediente No. D-5394

Magistrado Ponente: Dr. HUMBERTO ANTONIO SIERRA PORTO

Bogotá, D.C., veinticinco (25) de abril de dos mil cinco (2005).

“(…)
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RESUELVE:

Primero. Declararse INHIBIDA para emitir pronunciamiento de fondo respecto de la vulneración del artículo 
27 de la Constitución Política. 

Segundo. Declarar EXEQUIBLE,  por los cargos analizados, el artículo 3 del Decreto 1278 de 2002.

Tercero. Declarar EXEQUIBLE, por los cargos analizados, el literal a) del artículo 21 del Decreto 1278 
de 2002.

Cuarto. Estarse a lo resuelto en la sentencia C-1169 de 2004, la cual declaró INEXEQUIBLE el artículo 7 
del Decreto 1278 de 2002”

9.29. Sentencia C-423/05

Corte Constitucional.

Demanda de inconstitucionalidad contra los artículos 6 (parcial), 7 (parcial) y 21 (parcial) de la Ley 715 de 
2001.

Referencia: expediente D-5378

Magistrado ponente: Dr. MANUEL JOSÉ CEPEDA ESPINOSA.  

Bogotá, D.C., veintiséis (26) de abril de dos mil cinco (2005)

“(…)

RESUELVE:

Primero. Declarar INEXEQUIBLE la expresión “ningún” contenida en el penúltimo inciso del artículo 
21 de la Ley 715 de 2001.

Segundo. Declarar EXEQUIBLES, por los cargos analizados, de manera condicionada, las siguientes 
expresiones contenidas en la Ley 715 de 2001:

•	 “sin superar en ningún caso el monto de los recursos disponibles en el Sistema General de Participaciones” 
contenida en el artículo 6º numeral 6.2.3.

•	 “sin superar en ningún caso el monto de los recursos de la participación para educación del Sistema General 
de Participaciones asignado a la respectiva entidad territorial” contenida en el artículo 7º numeral 7.3.

•	 “El crecimiento de costos por ascensos en el escalafón en las plantas de cargos de las entidades territoriales 
[…], con cargo al Sistema General de Participaciones, tendrá como límite el monto de los recursos 
disponibles, en el Sistema General de Participaciones. No procederá […] reconocimiento que supere este 
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límite, los que se realicen no tendrán validez y darán lugar a responsabilidad fiscal para el funcionario 
que ordene el respectivo gasto.” contenida en el penúltimo inciso del artículo 21.

Estas normas se declaran exequibles en el entendido de (i) que el reconocimiento de un ascenso de la carrera 
docente no podrá ser supeditado a la suficiencia de los recursos con destino a educación que debieron 
ser apropiados en el sistema general de participaciones para la correspondiente vigencia fiscal en razón 
de los ascensos que debieron ser previstos para dicho año, y (ii) que las consecuencias fiscales de dicho 
reconocimiento, de no haber disponibilidad presupuestal en un caso determinado, se harán efectivas a más 
tardar en la siguiente vigencia fiscal a partir del acto de reconocimiento del derecho.”

9.30. Sentencia C-1003/05

Corte Constitucional.

Demanda de inconstitucionalidad contra el artículo 2 de la Ley 921 de 2004. Ley de Presupuesto 2005.

Referencia: expediente D-5729

Magistrado ponente: Dr. MANUEL JOSÉ CEPEDA ESPINOSA

Bogotá, D. C., tres (03) de octubre de dos mil cinco (2005)

“(…)
RESUELVE:

Declarar EXEQUIBLE, por los cargos analizados en esta sentencia, el artículo 2º de la Ley 921 de 2004.”.

9.31. Sentencia C-398/07

Corte Constitucional.

Demanda de inconstitucionalidad contra el artículo 98 de la Ley 715 de 2001

Referencia: expediente D-6569

Magistrado Ponente: Dr. MARCO GERARDO MONROY CABRA

Bogotá D.C., veintitrés (23) de mayo de dos mil siete (2007)

“(…)
RESUELVE:

Declararse INHIBIDA para fallar el presente proceso, de conformidad con los argumentos presentados en la 
parte motiva de esta sentencia, a propósito de los defectos sustantivos de los cargos de inconstitucionalidad 
formulados por el demandante.”.
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9.32. Sentencia C-505/07

Corte Constitucional.

Demanda de inconstitucionalidad contra el artículo 98 de la Ley 715 de 2001

Referencia: expediente D-6590

Magistrado Ponente: Dr. MARCO GERARDO MONROY CABRA

Bogotá D.C., cuatro (4) de julio de dos mil siete (2007)

“(…)

RESUELVE:

Declararse INHIBIDA para fallar el presente proceso, de conformidad con los argumentos presentados en la 
parte motiva de esta sentencia, a propósito de los defectos sustantivos de los cargos de inconstitucionalidad 
formulados por el demandante.”

9.33. Sentencia C-921/07

Corte Constitucional.

Demanda de inconstitucionalidad contra el artículo 83, incisos 2 y 3 de la Ley 715 de 2001 “por la cual se 
dictan normas orgánicas en materia de recursos y competencias de conformidad con los artículos 151, 288, 
356 y 357 (Acto Legislativo 01 de 2001) de la Constitución Política y se dictan otras disposiciones para 
organizar la prestación de los servicios de educación y salud, entre otros”. 

Referencia: expediente D-6812

Magistrada Ponente:  Dra. CLARA INÉS VARGAS HERNÁNDEZ.

Bogotá, D.C., siete (7) de noviembre de dos mil siete (2007)

“(…)

RESUELVE:

Primero. Declarar EXEQUIBLE, por los cargos analizados, el inciso segundo del artículo 83 de la Ley 715 
de 2001, en el entendido de que, dentro del marco de la Constitución y la ley, en el proceso de celebración 
y suscripción del contrato se debe asegurar el respeto de los derechos a la identidad étnica y cultural y a la 
participación de los resguardos; y, en caso de discrepancia sobre el uso de los recursos, prevalecerá la decisión 
adoptada por las autoridades del respectivo resguardo. 
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Segundo Declarar EXEQUIBLE, por los cargos analizados, el inciso tercero del artículo 83 de la Ley 715 
de 2001.”

9.34. Sentencia C-427/08

Corte Constitucional.

Demanda de inconstitucionalidad contra el Acto Legislativo No. 04 de 2007 “Por el cual se reforman los 
artículos 356 y 357 de la Constitución Política”.

Referencia: expediente: D-6882

Magistrado Ponente:  Dr. JOSÉ MANUEL CEPEDA ESPINOSA.

Bogotá, D.C., treinta (30) de abril de dos mil ocho (2008).

“(…)

RESUELVE:

Primero. INHIBIRSE de emitir un pronunciamiento de fondo respecto del cargo por vicios de competencia 
formulado contra el Acto Legislativo 04 de 2007, por ineptitud sustancial de la demanda.  

Segundo. Declarar EXEQUIBLE, por los cargos analizados, el Acto Legislativo 04 de 2007.”

9.35. Sentencia C-1154/08

Corte Constitucional.

Demanda de inconstitucionalidad contra el artículo 21 del Decreto 028 de 2008. 

Referencia: expediente D-7297

Magistrada Ponente:  Dra. CLARA INÉS VARGAS HERNÁNDEZ.

Bogotá, D.C., veintiseis (26) de noviembre de dos mil ocho (2008)

“(…)

RESUELVE:

Declarar exequible en lo acusado, el artículo 21 del Decreto 28 de 2008, en el entendido que el pago de las 
obligaciones laborales reconocidas mediante sentencia, debe efectuarse en el plazo máximo de dieciocho 
(18) meses contados a partir de la ejecutoria de la misma y si los recursos correspondientes a los ingresos 
corrientes de libre destinación de la respectiva entidad territorial no son suficientes para el pago de las citadas 
obligaciones, deberá acudirse a los recursos de destinación específica.”
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9.36. Sentencia C-1158/08

Corte Constitucional.

Demanda de inconstitucionalidad contra el Acto Legislativo 04 de 2007. 

Referencia: expediente D-7201

Magistrado Ponente:  Dr. JOSÉ MANUEL CEPEDA ESPINOSA.

Bogotá, D.C., veintinueve (29) de octubre de dos mil ocho (2008)

“(…)

RESUELVE:

Primero. Inhibirse de emitir pronunciamiento de fondo respecto del cargo por vicios de competencia formulado 
contra el Acto Legislativo 04 de 2007, por ineptitud sustantiva  de la demanda.  

Segundo. Estarse a lo resuelto en la sentencia C-427 de 2008, por medio de la cual se declaró exequible, por 
los cargos analizados, el Acto Legislativo 04 de 2007.”



ANEXO
ACTO LEGISLATIVO 01 DE 2001, POR  EL  CUAL  SE MODIFICAN 

ALGUNOS ARTÍCULOS DE LA CONSTITUCIÓN  POLÍTICA

ACTO LEGISLATIVO 01 DE 2001

(julio 30)

Por medio del cual se modifican algunos artículos de la Constitución Política.

EL CONGRESO DE COLOMBIA

DECRETA:

Artículo 1o. Incluir un nuevo parágrafo al artículo 347 de la Constitución Política así:

Parágrafo transitorio. Durante los años 2002, 2003, 2004, 2005, 2006, 2007 y 2008 el monto total de las 
apropiaciones autorizadas por la ley anual de presupuesto para gastos generales, diferentes de los destinados 
al pago de pensiones, salud, gastos de defensa, servicios personales, al Sistema Gen eral de Participaciones 
y a otras transferencias que señale la ley, no podrá incrementarse de un año a otro, en un porcentaje superior 
al de la tasa de inflación causada para cada uno de ellos, más el uno punto cinco por ciento (1.5%).

La restricción al monto de las apropiaciones, no se aplicará a las necesarias para atender gastos decretados 
con las facultades de los Estados de Excepción.

Artículo 2o. El artículo 256 de la Constitución Política quedará así:

Artículo 356. Salvo lo dispuesto por la Constitución, la ley, a iniciativa del Gobierno, fijará los servicios a 
cargo de la Nación y de los Departamentos, Distritos, y Municipios. Para efecto de atender los servicios a 
cargo de éstos y a proveer los recursos para financiar adecuadamente su prestación, se crea el Sistema General 
de Participaciones de los Departamentos, Distritos y Municipios.

Los Distritos tendrán las mismas competencias que los municipios y departamentos para efectos de la 
distribución del Sistema General de Participaciones que establezca la ley.

Para estos efectos, serán beneficiarias las entidades territoriales indígenas, una vez constituidas. Así mismo, la 
ley establecerá como beneficiarios a los resguardos indígenas, siempre y cuando estos no se hayan constituido 
en entidad territorial indígena.

Los recursos del Sistema General de Participaciones de los departamentos, distritos y municipios se destinarán 
a la financiación de los servicios a su cargo, dándole prioridad al servicio de salud y los servicios de educación 

I
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preescolar, primaria, secundaria y media, garantizando la prestación de los servicios y la ampliación de 
cobertura.

Teniendo en cuenta los principios de solidaridad, complementariedad y subsidiariedad, la ley señalará los 
casos en los cuales la Nación podrá concurrir a la financiación de los gastos en los servicios que sean señalados 
por la ley como de competencia de los departamentos, distritos y municipios.

La ley reglamentará los criterios de distribución del Sistema General de Participaciones de los Departamentos, 
Distritos, y Municipios, de acuerdo con las competencias que le asigne a cada una de estas entidades; y 
contendrá las disposiciones necesarias para poner en operación el Sistema General de Participaciones de 
éstas, incorporando principios sobre distribución que tengan en cuenta los siguientes criterios:

a)	 Para educación y salud: población atendida y por atender, reparto entre población urbana y rural, eficiencia 
administrativa y fiscal, y equidad;

b)	 Para otros sectores: población, reparto entre población y urbana y rural, eficiencia administrativa y fiscal, 
y pobreza relativa.

No se podrá descentralizar competencias sin la previa asignación de los recursos fiscales suficientes para 
atenderlas.

Los recursos del Sistema General de Participaciones de los Departamentos, Distritos, y Municipios se 
distribuirán por sectores que defina la ley.

El monto de recursos que se asigne para los sectores de salud y educación, no podrá ser inferior al que se 
transfería a la expedición del presente acto legislativo a cada uno de estos sectores.

Parágrafo transitorio. El Gobierno deberá presentar el proyecto de ley que regule la organización y 
funcionamiento del Sistema General de Participaciones de los Departamentos, Distritos, y Municipios, a 
más tardar el primer mes de sesiones del próximo período legislativo.

Artículo 3º. El artículo 357 de la Constitución Política quedará así:

Articulo 357. El monto del Sistema General de Participaciones de los Departamentos, Distritos y Municipios 
se incrementará anualmente en un porcentaje igual al promedio de la variación porcentual que hayan tenido 
los ingresos Corrientes de la Nación durante los cuatro (4) años anteriores, incluida la correspondiente al 
aforo del presupuesto en ejecución.

Para efectos del cálculo de la variación de los ingresos corrientes de la Nación a que se refiere el inciso 
anterior, estarán excluidos los tributos que se arbitren por medidas de estados de excepción, salvo que el 
Congreso, durante el año siguiente les otorgue el carácter permanente.

Los municipios clasificados en las categorías cuarta, quinta y sexta, de conformidad con las normas vigentes, 
podrán destinar libremente, para inversión y otros gastos inherentes al funcionamiento de la administración 
municipal, hasta un veintiocho (28%) de los recursos que perciban por concepto del Sistema General de 
Participaciones de los Departamentos, Distritos y Municipios, exceptuando los recursos que se destinen para 
educación y salud.

Parágrafo transitorio 1º. El Sistema General de Participaciones de los Departamentos, Distritos y Municipios 
tendrá como base inicial el monto de los recursos que la Nación transfería a las entidades territoriales antes 
de entrar en vigencia este acto legislativo, por concepto de situado fiscal, participación de los municipios en 
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los ingresos corrientes de la Nación y las transferencias complementarias al situado fiscal para educación, 
que para el año 2001 se valoran en la suma de diez punto novecientos sesenta y dos (10.962) billones de 
pesos.

En el caso de educación, la base inicial contempla los costos por concepto de docentes y administrativos 
pagados con situado fiscal y el fondo de compensación educativa, docentes y otros gastos en educación 
financiados a nivel distrital y municipal con las participaciones en los ingresos corrientes de la nación, y 
los docentes, personal administrativo de los planteles educativos y directivos docentes departamentales y 
municipales pagados con recursos propios, todos ellos a 1o. de noviembre del 2000. Esta incorporación será 
automática a partir del 1o. de enero de 2002.

Parágrafo transitorio 2º. Durante los años comprendidos entre 2002 y 2008 el monto del Sistema General 
de Participaciones crecerá en un porcentaje igual al de la tasa de inflación causada, más un crecimiento 
adicional que aumentará en forma escalonada así: Para los años 2002, 2003, 2004 y 2005 el incremento será 
de 2%; para los años 2006, 2007 y 2008 el incremento será de 2.5%.

Si durante el período de transición el crecimiento real de la economía (producto interno bruto) certificado 
por el DANE en el mes de mayo del año siguiente es superior al 4%, el crecimiento adicional del Sistema 
General de Participaciones de que trata el presente parágrafo se incrementará en una proporción equivalente 
al crecimiento que supere el 4%, previo descuento de los porcentajes que la Nación haya tenido que asumir, 
cuando el crecimiento real de la economía no haya sido suficiente para financiar el 2% adicional durante los 
años 2002, 2003, 2004 y 2005, y 2.5% adicional para los años 2006, 2007 y 2008.

Parágrafo transitorio 3º. Al finalizar el período de transición, el porcentaje de los ingresos corrientes 
de la Nación destinados para el Sistema General de Participación será como mínimo el porcentaje que 
constitucionalmente se transfiera en el año 2001. La Ley, a iniciativa del Congreso, establecerá la gradualidad 
del incremento autorizado en este parágrafo.

En todo caso, después del período de transición, el Congreso, cada cinco años y a iniciativa propia a través 
de ley, podrá incrementar el porcentaje.

Igualmente durante la vigencia del Sistema General de Participaciones de los Departamentos, Distritos, y 
Municipios, el Congreso de la República, podrá revisar por iniciativa propia cada cinco años, la base de 
liquidación de éste.

Artículo 4º. El presente Acto Legislativo rige a partir del 1o. de enero del año 2002.

El Presidente del honorable Senado de la República,

MARIO URIBE ESCOBAR.

El Secretario General del honorable Senado de la República,

MANUEL ENRÍQUEZ ROSERO.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

BASILIO VILLAMIZAR TRUJILLO.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,
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ANGELINO LIZCANO RIVERA.

REPUBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y cúmplase.

Dado en Bogotá, D. C., a 30 de julio de 2001.

ANDRES PASTRANA ARANGO

El Ministro del Interior,

ARMANDO ESTRADA VILLA.

El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN.



ANEXO
ACTO LEGISLATIVO 04 DE 2007,

POR EL CUAL SE REFORMAN LOS ARTÍCULOS
356 Y 357 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA.

ACTO LEGISLATIVO 04 DE 2007

por el cual se reforman los artículos 356 y 357 de la Constitución Política.

El Congreso de la República

DECRETA:

Artículo  1°. El inciso 4° del artículo 356 de la Constitución Política quedará así:

Los recursos del Sistema General de Participaciones de los departamentos, distritos y municipios se 
destinarán a la financiación de los servicios a su cargo, dándoles prioridad al servicio de salud, los 
servicios de educación, preescolar, primaria, secundaria y media, y servicios públicos domiciliarios de 
agua potable y saneamiento básico, garantizando la prestación y la ampliación de coberturas con énfasis 
en la población pobre.

Artículo  2°. El literal a) del artículo 356 de la Constitución Política quedará así:

a)	 Para educación, salud y agua potable y saneamiento básico: población atendida y por atender, reparto 
entre población urbana y rural, eficiencia administrativa y fiscal, y equidad. En la distribución por 
entidad territorial de cada uno de los componentes del Sistema General de Participaciones, se dará 
prioridad a factores que favorezcan a la población pobre, en los términos que establezca la ley.

II



ACTO LEGISLATIVO 04 DE 2007, POR EL CUAL SE REFORMAN LOS ARTÍCULOS 356 Y 357 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICAANEXO II

390

Artículo  3°. Adiciónense al artículo 356 de la Constitución Política los siguientes incisos:

El Gobierno nacional definirá una estrategia de monitoreo, seguimiento y control integral al gasto 
ejecutado por las entidades territoriales con recursos del Sistema General de Participaciones, para asegurar 
el cumplimiento del metas de cobertura y calidad. Esta estrategia deberá fortalecer los espacios para la 
participación ciudadana en el control social y en los procesos de rendición de cuentas.

Para dar aplicación y cumplimiento a lo dispuesto en el inciso anterior, el Gobierno nacional, en un término 
no mayor a seis (6) meses contados a partir de la expedición del presente acto legislativo, regulará, entre 
otros aspectos, lo pertinente para definir los eventos en los cuales está en riesgo la prestación adecuada 
de los servicios a cargo de las entidades territoriales, las medidas que puede adoptar para evitar tal 
situación y la determinación efectiva de los correctivos necesarios a que haya lugar.

Artículo  4°. El artículo 357 de la Constitución Política quedará así:

El Sistema General de Participaciones de los Departamentos, Distritos y Municipios se incrementará 
anualmente en un porcentaje igual al promedio de la variación porcentual que hayan tenido los ingresos 
corrientes de la Nación durante los cuatro (4) años anteriores, incluido el correspondiente al aforo del 
presupuesto en ejecución.

Para efectos del cálculo de la variación de los ingresos corrientes de la Nación a que se refiere el inciso 
anterior, estarán excluidos los tributos que se arbitren por medidas de estado de excepción salvo que el 
Congreso, durante el año siguiente, les otorgue el carácter permanente.

El diecisiete por ciento (17%) de los recursos de Propósito General del Sistema General de Participaciones, 
será distribuido entre los municipios con población inferior a 25.000 habitantes. Estos recursos se 
destinarán exclusivamente para inversión, conforme a las competencias asignadas por la ley. Estos 
recursos se distribuirán con base en los mismos criterios de población y pobreza definidos por la ley 
para la Participación de Propósito General.

Los municipios clasificados en las categorías cuarta, quinta y sexta, de conformidad con las normas 
vigentes, podrán destinar libremente, para inversión y otros gastos inherentes al funcionamiento de la 
administración municipal, hasta un cuarenta y dos (42%) de los recursos que perciban por concepto del 
Sistema General de Participaciones de Propósito General, exceptuando los recursos que se distribuyan 
de acuerdo con el inciso anterior.
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Cuando una entidad territorial alcance coberturas universales y cumpla con los estándares de calidad 
establecidos por las autoridades competentes, en los sectores de educación, salud y/o servicios públicos 
domiciliarios de agua potable y saneamiento básico, previa certificación de la entidad nacional competente, 
podrá destinar los recursos excedentes a inversión en otros sectores de su competencia. El Gobierno 
nacional reglamentará la materia.

Parágrafo transitorio 1°. El monto del Sistema General de Participaciones, SGP, de los Departamentos, 
Distritos y Municipios se incrementará tomando como base el monto liquidado en la vigencia anterior. 
Durante los años 2008 y 2009 el SGP se incrementará en un porcentaje igual al de la tasa de inflación 
causada, más una tasa de crecimiento real de 4%. Durante el año 2010 el incremento será igual a la 
tasa de inflación causada, más una tasa de crecimiento real de 3.5%. Entre el año 2011 y el año 2016 el 
incremento será igual a la tasa de inflación causada, más una tasa de crecimiento real de 3%. 

Parágrafo transitorio 2°. Si la tasa de crecimiento real de la economía (Producto Interno Bruto, PIB) 
certificada por el DANE para el año respectivo es superior al 4%, el incremento del SGP será igual a la tasa 
de inflación causada, más la tasa de crecimiento real señalada en el parágrafo transitorio 1° del presente 
artículo, más los puntos porcentuales de diferencia resultantes de comparar la tasa de crecimiento real 
de la economía certificada por el DANE y el 4%. Estos recursos adicionales se destinarán a la atención 
integral de la primera infancia. El aumento del SGP por mayor crecimiento económico, de que trata el 
presente parágrafo, no generará base para la liquidación del SGP en años posteriores.

Parágrafo transitorio 3°. El Sistema General de Participaciones, SGP, tendrá un crecimiento adicional 
a lo establecido en los parágrafos transitorios anteriores para el sector educación. La evolución de dicho 
crecimiento adicional será así: en los años 2008 y 2009 de uno punto tres por ciento (1.3%), en el año 
2010 de uno punto seis por ciento (1.6%), y durante los años 2011 a 2016 de uno punto ocho por ciento 
(1.8%). En cada uno de estos años, este aumento adicional del Sistema no generará base para la liquidación 
del monto del SGP de la siguiente vigencia. Estos recursos se destinarán para cobertura y calidad.

Parágrafo transitorio 4°. El Gobierno nacional definirá unos criterios y transiciones en la aplicación 
de los resultados del último censo realizado, con el propósito de evitar los efectos negativos derivados 
de las variaciones de los datos censales en la distribución del Sistema General de Participaciones. El 
Sistema orientará los recursos necesarios para que de ninguna manera, se disminuyan, por razón de la 
población, los recursos que reciben las entidades territoriales actualmente.

Artículo 5°. El presente acto legislativo rige a partir del 1° de enero de 2008.
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La Presidenta del honorable Senado de la República,

Dilian Francisca Toro Torres.

El Secretario General del honorable Senado de la República,

Emilio Ramón Otero Dajud.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,
Alfredo Ape Cuello Baute.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

Angelino Lizcano Rivera.



ANEXO
LEY 715 DE 2001. POR LA CUAL SE DICTAN NORMAS ORGÁNICAS

EN MATERIA DE RECURSOS Y COMPETENCIAS DE CONFORMIDAD 
CON LOS ARTÍCULOS 151, 288, 356 Y 357 (ACTO LEGISLATIVO 01 DE 2001) 
DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES

PARA ORGANIZAR LA PRESTACIÓN DE LOS SERVICIOS
DE EDUCACIÓN Y SALUD, ENTRE OTROS

LEY 715 DE 2001
(diciembre 21)

por la cual se dictan normas orgánicas en materia de recursos y competencias de conformidad con los 
artículos 151, 288, 356 y 357 (Acto Legislativo 01 de 2001) de la Constitución Política y se dictan otras 
disposiciones para organizar la prestación de los servicios de educación y salud, entre otros.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

T Í T U L O  I

PRINCIPIOS GENERALES

Artículo 1º. Naturaleza del Sistema General de Participaciones. El Sistema General de Participaciones está 
constituido por los recursos que la Nación transfiere por mandato de los artículos 356 y 357 de la Constitución 
Política a las entidades territoriales, para la financiación de los servicios cuya competencia se les asigna en 
la presente ley.

Artículo 2º. Base de cálculo. Los valores que sirven de base para establecer el Sistema General de 
Participaciones en 2002 corresponderán a los señalados en el parágrafo 1° del artículo 357 de la Constitución 
Política, sin que en ningún caso el monto sea inferior a diez punto novecientos sesenta y dos (10.962) billones 
de pesos de 2001, y su crecimiento será el señalado en el mismo artículo.

III
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Parágrafo 1º. No formarán parte del Sistema General de Participaciones los recursos del Fondo Nacional de 
Regalías, y los definidos por el artículo 19 de la Ley 6ª de 1992 como exclusivos de la Nación en virtud de 
las autorizaciones otorgadas al Congreso por una única vez en el artículo 43 transitorio de la Constitución 
Política.

Parágrafo 2º. Del total de recursos que conforman el Sistema General de Participaciones, previamente se 
deducirá cada año un monto equivalente al 4% de dichos recursos. Dicha deducción se distribuirá así: 0.52% 
para los resguardos indígenas que se distribuirán y administrará de acuerdo a la presente Ley, el 0.08% para 
distribuirlos entre los municipios cuyos territorios limiten con el Río Grande de la Magdalena en proporción 
a la ribera de cada municipio, según la certificación del Instituto Geográfico Agustín Codazzi, 0.5% a los 
distritos y municipios para programas de alimentación escolar de conformidad con el artículo 76.17 de la 
presente Ley; y 2.9% al Fondo Nacional de Pensiones de las Entidades Territoriales, Fonpet, creado por la 
Ley 549 de 1999 con el fin de cubrir los pasivos pensionales de salud, educación y otros sectores.

Estos recursos serán descontados directamente por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público en la 
liquidación anual, antes de la distribución del Sistema General de Participaciones.

La distribución de los recursos para alimentación escolar será realizada de conformidad con el reglamento 
que expida el Gobierno nacional, y los del Fonpet por su administración.

Artículo 3º. Conformación del Sistema General de Participaciones. El Sistema General de Participaciones 
estará conformado así:

3.1. 	Una participación con destinación específica para el sector educativo, que se denominará participación 
para educación.

3.2. 	Una participación con destinación específica para el sector salud, que se denominará participación para 
salud.

3.3. 	Una participación de propósito general que incluye los recursos para agua potable y saneamiento básico, 
que se denominará participación para propósito general.

Artículo 4º. Distribución Sectorial de los Recursos. El monto total del Sistema General de Participaciones, una 
vez descontados los recursos a que se refiere el parágrafo 2º del artículo 2º, se distribuirá las participaciones 
mencionadas en el artículo anterior así: la participación para el sector educativo corresponderá al 58.5%, la 
participación para el sector salud corresponderá al 24.5 la participación de propósito general corresponderá 
al 17.0

T Í T U L O  II

SECTOR EDUCACIÓN

CAPÍTULO I

Competencias de la Nación

Artículo 5º. Competencias de la Nación en materia de educación. Sin perjuicio de las establecidas en otras 
normas legales, corresponde a la Nación ejercer las siguientes competencias relacionadas con la prestación 
del servicio público de la educación en sus niveles preescolar, básico y medio, en el área urbana y rural:
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5.1.	 Formular las políticas y objetivos de desarrollo para el sector educativo y dictar normas para la 
organización y prestación del servicio.

5.2.	 Regular la prestación de los servicios educativos estatales y no estatales.

5.3.	 Impulsar, coordinar, financiar, cofinanciar y evaluar programas, planes y proyectos de inversión 
de orden nacional en materia de educación, con recursos diferentes de los del Sistema General de 
Participaciones. Con estos recursos no se podrá pagar personal de administración, directivo, docente 
o administrativo.

5.4.	 Definir, diseñar, reglamentar y mantener un sistema de información del sector educativo.

5.5.	 Establecer las normas técnicas curriculares y pedagógicas para los niveles de educación preescolar, 
básica y media, sin perjuicio de la autonomía de las instituciones educativas y de la especificidad de 
tipo regional.

5.6.	 Definir, diseñar y establecer instrumentos y mecanismos para la calidad de la educación.

5.7.	 Reglamentar los concursos que rigen para la carrera docente.

5.8.	 Definir, y establecer las reglas y mecanismos generales para la evaluación y capacitación del personal 
docente y directivo docente.

5.9.	 Evaluar la gestión financiera, técnica y administrativa del sector educativo en las entidades territoriales 
y el impacto de su actividad en la sociedad. Esta facultad se podrá delegar en los departamentos, con 
respecto a los municipios no certificados.

5.10.	 Prestar asistencia técnica y administrativa a las entidades territoriales, cuando a ello haya lugar.

5.11.	 Vigilar el cumplimiento de las políticas nacionales y las normas del sector en los distritos, departamentos, 
municipios, resguardos indígenas y/o entidades territoriales indígenas. Esta facultad la podrá delegar 
en los departamentos, con respecto a los municipios no certificados.

5.12.	 Expedir la regulación sobre costos, tarifas de matrículas, pensiones, derechos académicos y otros 
cobros en las instituciones educativas.

5.13.	 Distribuir los recursos para educación del Sistema General de Participaciones, conforme a los criterios 
establecidos en la presente ley.

5.14.	 Fijar parámetros técnicos para la prestación del servicio educativo estatal, estándares y tasas de 
asignación de personal, teniendo en cuenta las particularidades de cada región;

5.15.	 Definir anualmente la asignación por alumno, tanto de funcionamiento como de calidad, para la 
prestación del servicio educativo financiado con recursos del Sistema General de Participaciones, 
de acuerdo con las tipologías educativas y la disponibilidad de recursos del Sistema General de 
Participaciones.

5.16.	 Determinar los criterios a los cuales deben sujetarse las plantas docente y administrativa de los planteles 
educativos y los parámetros de asignación de personal correspondientes a: alumnos por docente; alumnos 
por directivo; y alumnos por administrativo, entre otros, teniendo en cuenta las particularidades de 
cada región.

5.17.	 Definir la canasta educativa.
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5.18.	 En caso de ser necesaria la creación, fusión, supresión o conversión de los empleos que demande la 
organización de las plantas de personal de la educación estatal, los gobernadores y alcaldes deberán 
seguir el procedimiento que señale el Gobierno nacional para tal fin.

5.19.	 Establecer los requisitos para la certificación de los municipios, y decidir sobre la certificación de los 
municipios menores a cien mil habitantes de conformidad con el artículo 20 de la presente ley.

5.20.	 Establecer incentivos para los distritos, municipios e instituciones educativas por el logro de metas en 
cobertura, calidad y eficiencia en el uso de los recursos.

5.21.	 Realizar las acciones necesarias para mejorar la administración de los recursos del Sistema General 
de Participaciones.

5.22.	 Cofinanciar la evaluación de logros. A cada departamento, distrito o municipio se podrá distribuir 
cada tres años una suma para evaluar el logro educativo de acuerdo con la metodología que señale 
el Ministerio de Educación Nacional. El 80% será financiado por la Nación y el 20% por la enti dad 
territorial.

5.23.	 Las demás propias de las actividades de administración y distribución, regulación del Sistema General 
de Participaciones.

CAPÍTULO II

Competencias de las entidades territoriales

Artículo 6º. Competencias de los departamentos. Sin perjuicio de lo establecido en otras normas, corresponde 
a los departamentos en el sector de educación las siguientes competencias:

6.1.	 Competencias Generales.

6.1.1.	 Prestar asistencia técnica educativa, financiera y administrativa a los municipios, cuando a ello haya 
lugar.

6.1.2.	 Administrar y responder por el funcionamiento, oportunidad y calidad de la información educativa 
departamental y suministrar la información a la Nación en las condiciones que se requiera.

6.1.3.	 Apoyar técnica y administrativamente a los municipios para que se certifiquen en los términos previstos 
en la presente ley.

6.1.4.	 Certificar a los municipios que cumplen los requisitos para asumir la administración autónoma de 
los recursos del Sistema General de Participaciones. Si el municipio cumple los requisitos para ser 
certificado y el departamento no lo certifica, podrá solicitarla a la Nación.

6.2. 	 Competencias frente a los municipios no certificados.

6.2.1.	 Dirigir, planificar; y prestar el servicio educativo en los niveles de preescolar, básica, media en sus 
distintas modalidades, en condiciones de equidad, eficiencia y calidad, en los términos definidos en 
la presente ley.

6.2.2.	 Administrar y distribuir entre los municipios de su jurisdicción los recursos financieros provenientes 
del Sistema General de Participaciones, destinados a la prestación de los servicios educativos a cargo 
del Estado, atendiendo los criterios establecidos en la presente ley.
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6.2.3.	 Administrar, ejerciendo las facultades señaladas en el artículo 153 de la Ley 115 de 1994, las 
instituciones educativas y el personal docente y administrativo de los planteles educativos, sujetándose 
a la planta de cargos adoptada de conformidad con la presente ley. Para ello, realizará concursos, 
efectuará los nombramientos del personal requerido, administrará los ascensos, sin superar en ningún 
caso el monto de los recursos disponibles en el Sistema General de Participaciones y trasladará docentes 
entre los municipios, preferiblemente entre los limítrofes, sin más requisito legal que la expedición 
de los respectivos actos administrativos debidamente motivados.

6.2.4.	 Participar con recursos propios en la financiación de los servicios educativos a cargo del Estado, en 
la cofinanciación de programas y proyectos educativos y en las inversiones de infraestructura, calidad 
y dotación. Los costos amparados con estos recursos no podrán generar gastos permanentes a cargo 
al Sistema General de Participaciones.

6.2.5.	 Mantener la cobertura actual y propender a su ampliación.

6.2.6.	 Evaluar el desempeño de rectores y directores, y de los docentes directivos, de conformidad con las 
normas vigentes.

6.2.7.	 Ejercer la inspección, vigilancia y supervisión de la educación en su jurisdicción, en ejercicio de la 
delegación que para tal fin realice el Presidente de la República.

6.2.8.	 Prestar asistencia técnica y administrativa a las instituciones educativas, cuando a ello haya lugar.

6.2.9.	 Promover la aplicación y ejecución de planes de mejoramiento de la calidad.

6.2.10.	Distribuir entre los municipios los docentes, directivos y empleados administrativos, de acuerdo con 
las necesidades del servicio, de conformidad con el reglamento.

6.2.11.	Distribuir las plantas departamentales de personal docente, directivos y empleados administrativos, 
atendiendo los criterios de población atendida y por atender en condiciones de eficiencia, siguiendo 
la regulación nacional sobre la materia.

6.2.12.	Organizar la prestación y administración del servicio educativo en su jurisdicción.

6.2.13.	Vigilar la aplicación de la regulación nacional sobre las tarifas de matrículas, pensiones, derechos 
académicos y otros cobros en los establecimientos educativos.

6.2.14.	Cofinanciar la evaluación de logros de acuerdo con lo establecido en el numeral 5.22.

6.2.15.	Para efectos de la inscripción y los ascensos en el escalafón, la entidad territorial determinará la 
repartición organizacional encargada de esta función de conformidad con el reglamento que expida 
el Gobierno nacional.

Algunas de estas competencias, salvo la de nominación y traslado de personal entre municipios, se podrán 
delegar en los municipios no certificados que cumplan con los parámetros establecidos por la Nación.

Artículo 7º. Competencias de los distritos y los municipios certificados.

7.1. 	 Dirigir, planificar y prestar el servicio educativo en los niveles de preescolar, básica y media, en 
condiciones de equidad, eficiencia y calidad, en los términos definidos en la presente ley.

7.2. 	 Administrar y distribuir entre los establecimientos educativos de su jurisdicción los recursos financieros 
provenientes del Sistema General de Participaciones, destinados a la prestación de los servicios educativos 
a cargo del Estado, atendiendo los criterios establecidos en la presente ley y en el reglamento.
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7.3. 	 Administrar, ejerciendo las facultades señaladas en el artículo 153 de la Ley 115 de 1994, las 
instituciones educativas, el personal docente y administrativo de los planteles educativos, sujetándose 
a la planta de cargos adoptada de conformidad con la presente ley. Para ello, realizará concursos, 
efectuará los nombramientos del personal requerido, administrará los ascensos, sin superar en ningún 
caso el monto de los recursos de la participación para educación del Sistema General de Participaciones 
asignado a la respectiva entidad territorial y trasladará docentes entre instituciones educativas, sin más 
requisito legal que la expedición de los respectivos actos administrativos debidamente motivados.

7.4. 	 Distribuir entre las instituciones educativas los docentes y la planta de cargos, de acuerdo con las 
necesidades del servicio entendida como población atendida y por atender en condiciones de eficiencia, 
siguiendo la regulación nacional sobre la materia.

7.5. 	 Podrán participar con recursos propios en la financiación de los servicios educativos a cargo del Estado 
y en la cofinanciación de programas y proyectos educativos y en las inversiones de infraestructura, 
calidad y dotación. Los costos amparados con estos recursos no podrán generar gastos permanentes 
a cargo al Sistema General de Participaciones.

7.6. 	 Mantener la actual cobertura y propender a su ampliación.

7.7. 	 Evaluar el desempeño de rectores y directores, y de los directivos docentes.

7.8. 	 Ejercer la inspección, vigilancia y supervisión de la educación en su jurisdicción, en ejercicio de la 
delegación que para tal fin realice el Presidente de la República.

7.9. 	 Prestar asistencia técnica y administrativa a las instituciones educativas cuando a ello haya lugar.

7.10. 	 Administrar el Sistema de Información Educativa Municipal o Distrital y suministrar la información 
al departamento y a la Nación con la calidad y en la oportunidad que señale el reglamento.

7.11. 	 Promover la aplicación y ejecución de los planes de me joramiento de la calidad en sus 
instituciones.

7.12. 	 Organizar la prestación del servicio educativo en su en su jurisdicción.

7.13. 	 Vigilar la aplicación de la regulación nacional sobre las tarifas de matrículas, pensiones, derechos 
académicos y cobros periódicos en las instituciones educativas.

7.14. 	 Cofinanciar la evaluación de logros de acuerdo con lo establecido en el numeral 5.22.

7.15. 	 Para efectos de la inscripción y los ascensos en el escalafón, la entidad territorial determinará la 
repartición organizacional encargada de esta función de conformidad con el reglamento que expida 
el Gobierno nacional.

Artículo 8º. Competencias de los municipios no certificados. A los municipios no certificados se les asignarán 
las siguientes funciones:

8.1. 	 Administrar y distribuir los recursos del Sistema General de Participaciones que se le asignen para 
el mantenimiento y mejoramiento de la calidad.

8.2. 	 Trasladar plazas y docentes entre sus instituciones educativas, mediante acto administrativo 
debidamente motivado.

8.3. 	 Podrán participar con recursos propios en la financiación de los servicios educativos a cargo del 
Estado y en las inversiones de infraestructura, calidad y dotación. Los costos amparados por estos 
recursos no podrán generar gastos permanentes para el Sistema General de Participaciones.
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8.4. 	 Suministrar la información al departamento y a la Nación con la calidad y en la oportunidad que 
señale el reglamento.

CAPÍTULO III

De las instituciones educativas, los rectores y los recursos

Artículo 9º. Instituciones educativas. Institución educativa es un conjunto de personas y bienes promovida 
por las autoridades públicas o por particulares, cuya finalidad será prestar un año de educación preescolar 
y nueve grados de educación básica como mínimo, y la media. Las que no ofrecen la totalidad de dichos 
grados se denominarán centros educativos y deberán asociarse con otras instituciones con el fin de ofrecer 
el ciclo de educación básica completa a los estudiantes.

Deberán contar con licencia de funcionamiento o reconocimiento de carácter oficial, disponer de la 
infraestructura administrativa, soportes pedagógicos, planta física y medios educativos adecuados.

Las instituciones educativas combinarán los recursos para brindar una educación de calidad, la evaluación 
permanente, el mejoramiento continuo del servicio educativo y los resultados del aprendizaje, en el marco 
de su Programa Educativo Institucional.

Las instituciones educativas estatales son departamentales, distritales o municipales.

Parágrafo 1º. Por motivos de utilidad pública o interés social, las instituciones educativas departamentales 
que funcionen en los distritos o municipios certificados serán administradas por los distritos y municipios 
certificados. Por iguales motivos se podrán expropiar bienes inmuebles educativos, de conformidad con 
la Constitución y la ley. Durante el traspaso de la administración deberá garantizarse la continuidad en 
la prestación del servicio educativo. Para el perfeccionamiento de lo anterior se suscribirá un convenio 
interadministrativo entre las entidades territoriales.

Parágrafo 2º. Las deudas por servicios públicos de las instituciones educativas cuya administración se 
traspase de los departamentos a los distritos y municipios certificados, causadas con anterioridad a la fecha 
del traspaso, serán pagadas por los departamentos.

Parágrafo 3º. Los Establecimientos Públicos educativos del orden nacional que funcionan con recursos del 
presupuesto nacional, serán traspasados con los recursos a las respectivas entidades territoriales, conservando 
su autonomía administrativa.

Parágrafo 4º. Habrá una sola administración cuando en una misma planta física operen más de una jornada. 
También podrá designarse una sola administración para varias plantas físicas, de conformidad con el 
reglamento.

Artículo 10º. Funciones de Rectores o Directores. El rector o director de las instituciones educativas 
públicas, que serán designados por concurso, además de las funciones señaladas en otras normas, tendrá las 
siguientes:

10.1. 	 Dirigir la preparación del Proyecto Educativo Institucional con la participación de los distintos actores 
de la comunidad educativa.

10.2. 	 Presidir el Consejo Directivo y el Consejo Académico de la institución y coordinar los distintos 
órganos del Gobierno Escolar.

10.3. 	 Representar el establecimiento ante las autoridades educativas y la comunidad escolar.
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10.4. 	 Formular planes anuales de acción y de mejoramiento de calidad, y dirigir su ejecución.

10.5. 	 Dirigir el trabajo de los equipos docentes y establecer contactos interinstitucionales para el logro de 
las metas educativas.

10.6. 	 Realizar el control sobre el cumplimiento de las funciones correspondientes al personal docente y 
administrativo y reportar las novedades e irregularidades del personal a la secretaría de educación 
distrital, municipal, departamental o quien haga sus veces.

10.7. 	 Administrar el personal asignado a la institución en lo relacionado con las novedades y los 
permisos.

10.8. 	 Participar en la definición de perfiles para la selección del personal docente, y en su selección 
definitiva.

10.9. 	 Distribuir las asignaciones académicas, y demás funciones de docentes, directivos docentes y 
administrativos a su cargo, de conformidad con las normas sobre la materia.

10.10. 	Realizar la evaluación anual del desempeño de los docentes, directivos docentes y administrativos a 
su cargo.

10.11. 	Imponer las sanciones disciplinarias propias del sistema de control interno disciplinario de conformidad 
con las normas vigentes.

10.12. 	Proponer a los docentes que serán apoyados para recibir capacitación.

10.13. 	Suministrar información oportuna al departamento, distrito o municipio, de acuerdo con sus 
requerimientos.

10.14. 	Responder por la calidad de la prestación del servicio en su institución.

10.15. 	Rendir un informe al Consejo Directivo de la Institución Educativa al menos cada seis meses.

10.16. 	Administrar el Fondo de Servicios Educativos y los recursos que por incentivos se le asignen, en los 
términos de la presente ley.

10.17. 	Publicar una vez al semestre en lugares públicos y comunicar por escrito a los padres de familia, los 
docentes a cargo de cada asignatura, los horarios y la carga docente de cada uno de ellos.

10.18. 	Las demás que le asigne el gobernador o alcalde para la correcta prestación del servicio educativo.

Parágrafo 1º. El desempeño de los rectores y directores será evaluado anualmente por el departamento, 
distrito o municipio, atendiendo el reglamento que para tal fin expida el Gobierno nacional. La no aprobación 
de la evaluación en dos años consecutivos implica el retiro del cargo y el regreso al ejercicio de la docencia 
en el grado y con la asignación salarial que le corresponda en el escalafón.

Artículo 11. Fondos de Servicios Educativos. Las instituciones educativas estatales podrán administrar Fondos 
de Servicios Educativos en los cuales se manejarán los recursos destinados a financiar gastos distintos a los 
de personal, que faciliten el funcionamiento de la institución.

Artículo 12. Definición de los Fondos de Servicios Educativos. Las entidades estatales que tengan a su cargo 
establecimientos educativos deben abrir en su contabilidad una cuenta para cada uno de ellos, con el propósito 
de dar certidumbre a los Consejos Directivos acerca de los ingresos que pueden esperar, y facilitarles que 
ejerzan, con los rectores o directores, la capacidad de orientar el gasto en la forma que mejor cumpla los 
propósitos del servicio educativo dentro de las circunstancias propias de cada establecimiento. Esa cuenta 
se denomina “Fondo de Servicios Educativos”.
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Los reglamentos, teniendo en cuenta las diferencias entre los establecimientos urbanos y entre estos y los 
rurales, dirán qué tipo de ingresos, gastos y bienes pueden manejarse a través de tal cuenta; y en dónde y 
cómo se mantendrán los bienes que se registren en ella, ciñéndose a la Ley Orgánica del Presupuesto y a 
esta Ley, en cuanto sean pertinentes.

Los reglamentos aludidos atrás distinguirán entre los ingresos que las entidades estatales destinen al servicio 
educativo en cada establecimiento, los que los particulares vinculen por la percepción de servicios, y los que 
vinculen con el propósito principal o exclusivo de beneficiar a la comunidad. Todos esos ingresos pueden 
registrarse en las cuentas de los Fondos, en las condiciones que determine el reglamento.

Artículo 13. Procedimientos de contratación de los Fondos de Servicios Educativos. Todos los actos y 
contratos que tengan por objeto bienes y obligaciones que hayan de registrarse en la contabilidad de los 
Fondos de servicios educativos a los que se refiere el artículo anterior, se harán respetando los principios de 
igualdad, moralidad, imparcialidad y publicidad, aplicados en forma razonable a las circunstancias concretas 
en las que hayan de celebrarse. Se harán con el propósito fundamental de proteger los derechos de los niños 
y de los jóvenes, y de conseguir eficacia y celeridad en la atención del servicio educativo, y economía en el 
uso de los recursos públicos.

Los actos y contratos de cuantía superior a veinte (20) salarios mínimos mensuales se regirán por las reglas 
de la contratación estatal, teniendo en cuenta su valor y naturaleza, y las circunstancias en las que se celebren. 
El Gobierno nacional podrá indicar los casos en los cuales la cuantía señalada en el presente inciso será 
menor.

El rector o director celebrará los contratos que hayan de pagarse con cargo a los recursos vinculados a los 
Fondos, en las condiciones y dentro de los límites que fijen los reglamentos.

Con estricta sujeción a los principios y propósitos enunciados en el primer inciso de este artículo, y a los 
reglamentos de esta Ley, el Consejo Directivo de cada establecimiento podrá señalar, con base en la experiencia 
y en el análisis concreto de las necesidades del establecimiento, los trámites, garantías y constancias que 
deben cumplirse para que el rector o director celebre cualquier acto o contrato que cree, extinga o modifique 
obligaciones que deban registrarse en el Fondo, y cuya cuantía sea inferior a veinte (20) salarios mínimos 
mensuales. El Consejo puede exigir, además, que ciertos actos o contratos requieran una autorización suya 
específica.

Habrá siempre información pública sobre las cuentas del Fondo en las condiciones que determine el reglamento. 
La omisión en los deberes de información será falta grave disciplinaria para quien incurra en ella.

En ningún caso el distrito o municipio propietario del establecimiento responderá por actos o contratos 
celebrados en contravención de los límites enunciados en las normas que se refieren al Fondo; las obligaciones 
resultantes serán de cargo del rector o director, o de los miembros del Consejo Directivo si las hubieren 
autorizado.

Ninguna otra norma de la Ley 80 de 1993 será aplicable a los actos y contratos de cuantía inferior a veinte 
(20) salarios mínimos mensuales que hayan de vincularse a las cuentas de los Fondos.

Artículo 14. Manejo Presupuestal de los Fondos de Servicios Educativos. Las entidades territoriales incluirán 
en sus respectivos presupuestos, apropiaciones para cada Fondo de servicios educativos en los establecimientos 
educativos a su cargo, tanto de la participación para educación como de recursos propios.

En los ingresos sometidos a aforo presupuestal no se incluirán los que sean obtenidos por convenios con 
particulares, premios, donaciones u otros, cuyo principal propósito sea el de beneficiar a la comunidad 
educativa. Los reglamentos incluirán las disposiciones necesarias para que los particulares que quieran vincular 
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bienes o servicios para provecho de la comunidad en los establecimientos educativos estatales, puedan hacerlo 
previo contrato autorizado por el Consejo Directivo y celebrado por el rector en el que la entidad a cargo 
del establecimiento se comprometa a que esos bienes se usarán en la forma pactada, sin transferencia de 
propiedad cuando el contrato no la haya previsto, y de acuerdo con las reglas del Código Civil. Si la entidad 
encargada del establecimiento adquiere obligaciones pecuniarias en virtud de tales contratos, éstas deben ser 
de tal clase que se puedan cumplir en todo dentro de las reglas propias de los gastos de los Fondos.

Las entidades propietarias de establecimientos educativos podrán incluir en sus presupuestos apropiaciones 
relacionadas con ellos, que no hayan de manejarse a través de los fondos de servicios educativos.

Los reglamentos determinarán cómo y a quién se harán los giros destinados a atender los gastos de los fondos 
de servicios educativos; y cómo se rendirán cuentas de los recursos respectivos.

El Consejo Directivo en cada establecimiento elaborará un presupuesto de ingresos y gastos para el Fondo, 
en absoluto equilibrio. El Consejo Directivo no podrá aumentar el presupuesto de ingresos sin autorización 
del Distrito o Municipio al que pertenece el establecimiento. 

La Ley orgánica de presupuesto se aplicará a los presupuestos que elaboren los Consejos Directivos para los 
Fondos de servicios educativos, y a su ejecución, solo cuando se refiera a ellos en forma directa.

CAPÍTULO IV

Distribución de recursos del sector educativo

Artículo 15. Destinación. Los recursos de la participación para educación del Sistema General de 
Participaciones se destinarán a financiar la prestación del servicio educativo atendiendo los estándares 
técnicos y administrativos, en las siguientes actividades:

15.1. 	Pago del personal docente y administrativo de las instituciones educativas públicas, las contribuciones 
inherentes a la nómina y sus prestaciones sociales.

15.2. 	Construcción de la infraestructura, mantenimiento, pago de servicios públicos y funcionamiento de 
las instituciones educativas.

15.3. 	Provisión de la canasta educativa.

15.4. 	Las destinadas a mantener, evaluar y promover la calidad educativa.

Parágrafo 1º. También se podrán destinar estos recursos a la contratación del servicio educativo de 
conformidad con lo establecido en el artículo 27 de la presente ley.

Parágrafo 2º. Una vez cubiertos los costos de la prestación del servicio educativo, los departamentos, distritos 
y municipios destinarán recursos de la participación en educación al pago de transporte escolar cuando las 
condiciones geográficas lo requieran para garantizar el acceso y la permanencia en el sistema educativo de 
niños pertenecientes a los estratos más pobres.

Parágrafo 3º. Transitorio. Con cargo a los recursos de la participación para educación del Sistema General 
de Participaciones, se financiará por una sola vez el faltante establecido para el cubrimiento de los costos 
de nómina de los docentes de los departamentos y de los convenios de cobertura educativa a diciembre 31 
de 2001, siempre y cuando los recursos propios de los respectivos departamentos hayan sido insuficientes 
para cumplir con estas obligaciones. Para ello deberán someterse a planes de racionalización educativa y 
presentar para validación del Ministerio de Educación, información sobre el déficit a financiar. El giro de 
los recursos se hará inmediatamente se haya recibido la información respectiva.
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Artículo 16. Criterios de distribución. La participación para educación del Sistema General de Participaciones 
será distribuida por municipios y distritos atendiendo los criterios que se señalan a continuac ión. En el caso 
de municipios no certificados los recursos serán administrados por el respectivo Departamento.

16.1. 	 Población atendida

16.1.1. 	Anualmente se determinará la asignación por alumno, de acuerdo con las diferentes tipologías 
educativas que definirá la Nación, atendiendo, los niveles educativos (preescolar, básica y media en 
sus diferentes modalidades) y las zonas urbana y rural, para todo el territorio nacional.

Se entiende por tipología un conjunto de variables que caracterizan la prestación del servicio educativo en 
los niveles de preescolar, básica y media, de acuerdo con metodologías diferenciadas por zona rural y urbana. 
Dentro de una misma tipología la asignación será la misma para todos los estudiantes del país.

Las tipologías que se apliquen a los departamentos creados por la Constitución de 1991, deberán reconocer 
sus especiales condiciones para la prestación del servicio público de educación, incluida la dispersión 
poblacional.

La asignación por alumno en condiciones de equidad y eficiencia según niveles educativos (preescolar, básica 
y media en sus diferentes modalidades) y zona (urbana y rural) del sector educativo financiado con recursos 
públicos, está conformado, como mínimo por: los costos del personal docente y administrativo requerido en 
las instituciones educativas incluidos los prestacionales, los recursos destinados a calidad de la educación 
que corresponden principalmente a dotaciones escolares, mantenimiento y adecuación de infraestructura, 
cuota de administración departamental, interventoría y sistemas de información.

La Nación definirá la metodología para el cálculo de la asignación por alumno y anualmente fijará su valor 
atendiendo las diferentes tipologías, sujetándose a la disponibilidad de los recursos del Sistema General de 
Participaciones.

16.1.2.	La asignación por alumno se multiplicará por la población atendida con recursos del Sistema General 
de Participaciones en cada municipio y distrito. El resultado de dicha operación se denominará 
participación por población atendida, y constituye la primera base para el giro de recursos del Sistema 
General de Participaciones.

La población atendida será la población efectivamente matriculada en el año anterior, financiada con recursos 
del Sistema General de Participaciones.

Cuando la Nación constate que debido a deficiencias de la información, una entidad territorial recibió más 
recursos de los que le correspondería de conformidad con la fórmula establecida en el presente artículo, su 
participación deberá reducirse hasta el monto que efectivamente le corresponda. Cuando esta circunstancia 
se presente, los recursos girados en exceso se deducirán de la asignación del año siguiente.

Después de determinar la participación por población atendida, el Conpes anualmente, previo análisis técnico, 
distribuirá el saldo de los recursos disponibles atendiendo alguno o algunos de los siguientes criterios.

16.2. Población por atender en condiciones de eficiencia

A cada distrito o municipio se le podrá distribuir una suma residual que se calculará así: se toma un porcentaje 
del número de niños en edad de estudiar que no están siendo atendidos por instituciones oficiales y no 
estatales, y se multiplica por la asignación de niño por atender que se determine, dándoles prioridad a las 
entidades territoriales con menor cobertura o donde sea menor la oferta oficial, en condiciones de eficiencia. 
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El Conpes determinará cada año el porcentaje de la población por atender que se propone ingrese al sistema 
educativo financiado con los recursos disponibles del Sistema General de Participaciones durante la siguiente 
vigencia fiscal.

La asignación para cada niño por atender se calculará como un porcentaje de la asignación por niño atendido 
y será fijado anualmente por la Nación.

Cuando la matrícula en educación en una entidad territorial sea del 100% de la población objetivo, ésta 
no tendrá derecho a recibir recursos adicionales por concepto de población por atender en condiciones de 
eficiencia. Igualmente, cuando la suma de los niños matriculados, más el resultado de la multiplicación 
del factor de población por atender que determine el Conpes por la población atendida, sea superior a la 
población objetivo (población en edad escolar), sólo se podrá transferir recursos para financiar hasta la 
población objetivo.

16.3. Equidad

A cada distrito o municipio se podrá distribuir una suma residual que se distribuirá de acuerdo con el indicador 
de pobreza certificado por el DANE.

Artículo 17. Transferencia de los recursos. Los recursos de la participación de educación serán transferidos 
así:

Los distritos y municipios certificados recibirán directamente los recursos de la participación para 
educación.

Los recursos de la participación para educación en los municipios no certificados y los corregimientos 
departamentales, serán transferidos al respectivo departamento.

Los recursos de calidad serán girados directamente a los municipios y no podrán ser utilizados para gastos 
de personal de cualquier naturaleza.

Sobre la base del 100% del aforo que aparezca en la ley anual de presupuesto se determinará el programa 
anual de caja, en el cual se establecerán los giros mensuales correspondientes a la participación para educación 
a los departamentos, distritos o municipios. Los giros deberán efectuarse en los diez (10) primeros días del 
mes siguiente al que corresponde la transferencia, para tal efecto se aforará la participación para educación 
del Sistema General de participaciones en la ley anual de presupuesto, hasta por el monto que se girará en 
la respectiva vigencia.

Artículo 18. Administración de los recursos. Los departamentos, los distritos y los municipios certificados 
administrarán los recursos del Sistema General de Participaciones en cuentas especiales e independientes de 
los demás ingresos de las entidades territoriales. Estos dineros no harán unidad de caja con las demás rentas 
y recursos de la entidad territorial. Estos recursos, del sector educativo, no podrán ser objeto de embargo, 
pignoración, titularización o cualquier otra clase de disposición financiera.

Parágrafo 1º. Las sumas correspondientes a los aportes patronales y del afiliado, de seguridad social y 
parafiscales de las entidades territoriales por concepto del personal docente de las instituciones educativas 
estatales, se descontarán directamente de los recursos de la participación para educación del Sistema General 
de Participaciones. La Nación contará con un plazo no mayor de dos años para perfeccionar el proceso de 
descuentos, con la información de las entidades territoriales.

Parágrafo 2º. Los recursos que correspondan al Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, incluidos 
los del Fonpet, serán descontados directamente por parte del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, y 
girados al Fondo.
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Parágrafo 3º. El porcentaje de la cesión del Impuesto a las Ventas asignado a las cajas departamentales 
de previsión y al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, con destino al pago definitivo 
de las cesantías y pensiones del personal docente nacionalizado, en virtud de la Ley 43 de 1975 y otras 
disposiciones, hace parte de la participación para educación del Sistema General de Participaciones y conserva 
su destinación.

Parágrafo 4º. El valor del cálculo actuarial correspondiente a los docentes que se pagaban con recursos 
propios de las entidades territoriales, financiados y cofinanciados, así como de los establecimientos públicos 
que se hubieren afiliado al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, representará el saldo 
consolidado de la deuda de cada una de las entidades territoriales responsables. Para establecer el valor del 
saldo consolidado de la deuda se tendrán en cuenta los aportes y amortizaciones de deuda realizados por las 
entidades territoriales hasta la fecha de consolidación.

El saldo consolidado de la deuda se pagará con los recursos que de conformidad con la presente ley se 
trasladen al Fondo Nacional de Pensiones de las Entidades Territoriales, Fonpet, para el pago del pasivo 
prestacional del sector educación. Para estos efectos el Fonpet realizará la transferencia correspondiente. En 
todo caso, una vez cancelado el saldo consolidado de la deuda los recursos trasladados al Fonpet conservarán 
su destinación al pago de obligaciones pensionales del sector educación.

Artículo 19. Información obligatoria. En la oportunidad que seña le el reglamento en cada año, los 
departamentos, distritos y municipios suministrarán al Ministerio de Educación la información del respectivo 
año relativa a los factores indispensables para el cálculo de los costos y de los incentivos del año siguiente. 
En caso de requerirse información financiera, ésta deberá ser refrendada por el Contador General o por el 
contador departamental previa delegación.

Los funcionarios de los departamentos, distritos y municipios que no proporcionen la información en los 
plazos establecidos por el Ministerio de Educación incurrirán en falta disciplinaria y serán objeto de las 
sanciones correspondientes, establecidas en el Régimen Disciplinario Único.

En caso que la entidad territorial no proporcione la información, para el cálculo de la distribución de los 
recursos se tomará la información estimada por el Ministerio de Educación y la respectiva entidad no participará 
en la distribución de recursos por población por atender en condiciones de eficiencia y por equidad.

CAPÍTULO V

Disposiciones especiales en educación

Artículo 20. Entidades territoriales certificadas. Son entidades territoriales certificadas en virtud de la 
presente ley, los departamentos y los distritos. La Nación certificará a los municipios con más de cien mil 
habitantes antes de finalizar el año 2002. Para efectos del cálculo poblacional se tomarán las proyecciones 
del DANE basadas en el último censo.

Todos aquellos municipios con menos de 100 mil habitantes que cumplan los requisitos que señale el 
reglamento en materia de capacidad técnica, administrativa y financiera podrán certificarse.

Le corresponde a los departamentos decidir sobre la certificación de los municipios menores de cien mil 
habitantes, que llenen los requisitos. Si contados seis meses desde la presentación de la solicitud no ha sido 
resuelta o ha sido rechazada, el municipio podrá acudir a la Nación para que ésta decida sobre la respectiva 
certificación.
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Los municipios certificados deberán demostrar, cuando lo requiera el Gobierno nacional, que mantienen la 
capacidad necesaria para administrar el servicio público de educación. Aquellos municipios que no logren 
acreditar su capacidad, perderán la certificación.

Artículo 21. Límite al crecimiento de los costos. Los compromisos que adquieran los departamentos, distritos 
y municipios certificados para la prestación de los servicios educativos a su cargo, cuando se adquieran 
con recursos del Sistema General de Participaciones, no podrán superar el monto de la participación para 
educación, en la respectiva vigencia fiscal, certificada por el Departamento Nacional de Planeación, para 
cada entidad territorial.

Los departamentos, distritos y municipios no podrán a utorizar plantas de personal docente o administrativo 
a cargo del Sistema General de Participaciones, que superen el monto de los recursos de éste.

El crecimiento de costos por ascensos en el escalafón en las plantas de cargos de las entidades territoriales 
o cualquier otro costo del servicio educativo, con cargo al Sistema General de Participaciones, tendrá como 
límite el monto de los recursos disponibles, en el Sistema General de Participaciones. No procederá ningún 
reconocimiento que supere este límite, los que se realicen no tendrán validez y darán lugar a responsabilidad 
fiscal para el funcionario que ordene el respectivo gasto.

Con cargo a los recursos del Sistema General de Participaciones no se podrán crear prestaciones ni 
bonificaciones por parte de las entidades territoriales.

Artículo 22. Traslados. Cuando para la debida prestación del servicio educativo se requiera el traslado de 
un docente o directivo docente, este se ejecutará discrecional mente y por acto debidamente motivado por 
la autoridad nominadora departamental, distrital o del municipio certificado cuando se efectúe dentro de la 
misma entidad territorial.

Cuando se trate de traslados entre departamentos, distritos o municipios certificados se requerirá, además 
del acto administrativo debidamente motivado, un convenio interadministrativo entre las entidades 
territoriales.

Las solicitudes de traslados y las permutas procederán estrictamente de acuerdo con las necesidades del servicio 
y no podrán afectarse con ellos la composición de las plantas de personal de las entidades territoriales.

El Gobierno nacional reglamentará esta disposición.

Artículo 23. Restricciones financieras a la contratación y nominación. Ningún departamento, distrito o 
municipio podrá vincular o contratar docentes, directivos docentes, ni empleados administrativos, con 
recursos diferentes de los del Sistema General de Participaciones, sin contar con los ingresos corrientes de 
libre destinación necesarios para financiar sus salarios y los demás gastos inherentes a la nómina incluidas 
las prestaciones sociales, en el corto, mediano y largo plazo.

Toda contratación de personal para la prestación del servicio educativo con recursos propios, deberá garantizar 
que al menos la cohorte completa de estudiantes de educación básica sea atendida, para lo cual se deberá 
realizar un estudio financiero que soporte la autorización de las vigencias futuras por parte de las asambleas 
o concejos, y la aprobación de éstas por parte de las respectivas corporaciones.

Los municipios no certificados o los corregimientos departamentales no podrán vincular o contratar docentes, 
directivos docentes ni funcionarios administrativos para el sector educativo, o contratar bajo cualquier 
modalidad personas o instituciones para la prestación del servicio; dicha función será exclusiva del respectivo 
departamento.

En ningún caso los docentes, directivos docentes y los administrativos vinculados o contratados con 
recursos propios podrán ser financiados con cargo al Sistema General de Participaciones, sin perjuicio 
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de la responsabilidad penal y civil, disciplinaria y fiscal de quienes ordenen y ejecuten la vinculación o 
contratación.

En ningún caso la Nación cubrirá gastos por personal docente, directivos docentes ni funcionarios 
administrativos del sector educativo, distintos a los autorizados en la presente ley.

Artículo 24. Sostenibilidad del Sistema General de Participaciones. Durante el período de siete años, 
comprendido entre enero 1° de 2002 y 30 de diciembre de 2008, el ascenso en el escalafón de los docentes 
y directivos docentes, en carrera, se regirá por las siguientes disposiciones:

En ningún caso se podrá ascender, a partir del grado séptimo en el escalafón, de un grado al siguiente y a 
ninguno posterior, sin haber cumplido el requisito de permanencia en cada uno de los grados. Solo podrán 
homologarse los estudios de pregrado y posgrado para ascender hasta el grado 10 del escalafón nacional 
docente, de acuerdo con las normas vigentes.

El requisito de capacitación será en el área específica de desempeño o general según la reglamentación que 
para tal efecto señale el Gobierno nacional.

El tiempo de permanencia de los grados 11, 12 y 13 establecido en las disposiciones vigentes se aumenta en 
un año a partir de la vigencia de esta ley, y no será homologable.

Los departamentos, distritos y municipios podrán destinar hasta un uno por ciento (1.0%) durante los años 
2002 al 2005 y uno punto veinticinco (1.25%) durante los años 2006 al 2008, del incremento real de los 
recursos del sector, a financiar ascensos en el escalafón, previo certificado de la disponibilidad presupuestal. 
Cualquier ascenso que supere este límite deberá ser financiado con ingresos corrientes de libre disposición 
de la respectiva entidad territorial, previo certificado de disponibilidad.

Los docentes que laboran en áreas rurales de difícil acceso podrán tener estímulos consistentes en bonificación, 
capacitación, y tiempo, entre otros, de conformidad con el reglamento que para la aplicación de este artículo 
expida el Gobierno nacional.

Parágrafo. El régimen de carrera de los nuevos docentes y directivos docentes que se vinculen, de manera 
provisional o definitiva, a partir de la vigencia de la presente ley, será el que se expida de conformidad con 
el artículo 111.

Artículo 25. Del régimen laboral de los directores de divisiones, unidades administrativas o similares. Las 
divisiones, unidades administrativas o unidades similares creadas por las entidades territoriales estarán a 
cargo de funcionarios sometidos al régimen ordinario de carrera administrativa.

Artículo 26. De la bonificación para retiros voluntarios. El Gobierno nacional podrá establecer una bonificación 
para los docentes y directivos docentes pensionados que se retiren voluntariamente del servicio.

Artículo 27. Prestación del Servicio Educativo. Los departamentos, distritos y municipios certificados, 
prestarán el servicio público de la educación a través de las instituciones educativas oficiales. Podrán, cuando 
se demuestre la insuficiencia en las instituciones educativas del Estado, contratar la prestación del servicio 
con entidades estatales o no estatales, que presten servicios educativos, de reconocida trayectoria e idoneidad, 
previa acreditación, con recursos del Sistema General de Participaciones, de conformidad con la presente 
ley. El Gobierno nacional reglamentará la presente disposición.

Cuando con cargo al Sistema General de Participaciones los municipios o distritos contraten la prestación 
del servicio educativo con entidades no estatales, el valor de la prestación del servicio financiado con estos 
recursos del sistema no podrá ser superior a la asignación por alumno definido por la Nación. Cuando el 
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valor sea superior, el excedente se pagará con recursos propios de la entidad territorial, con las restricciones 
señaladas en la presente ley.

Cuando con cargo a recursos propios la prestación del servicio sea contratada con entidades no estatales, la 
entidad territorial deberá garantizar la atención de al menos el ciclo completo de estudiantes de educación 
básica.

La Educación Misional Contratada y otras modalidades de educación que venían financiándose con recursos 
del Situado Fiscal, y las Participaciones de los Municipios en los Ingresos Corrientes de la Nación se podrán 
continuar financiando con los recursos del Sistema General de Participaciones.

Artículo 28. Prioridad en la inversión. Los departamentos, distritos y municipios darán prioridad a la inversión 
que beneficie a los estratos más pobres. Sin detrimento del derecho universal a la educación.

Artículo 29. El control del cumplimiento de las condiciones de la presente Ley. Con el fin de garantizar 
el cumplimiento de las condiciones bajo las cuales se deben asumir las competencias, responsabilidades y 
funciones de que trata la presente ley, se prevén las siguientes causales para que la Nación, Ministerio de 
Educación Nacional, determine que un departamento, municipio o distrito para la administración de uno o 
varios de los servicios educativos a su cargo, se sujete al sistema de control de la educación que podrá ser 
ejercido directamente por la Nación o contratado, sin perjuicio de las sanciones penales, disciplinarias o 
fiscales a que hubiere lugar por parte de las autoridades competentes. Este sistema de control procederá, a 
juicio de la Nación:

29.1. 	Cuando un departamento, distrito o municipio no reporte la información requerida o reporte información 
inexacta.

29.2. 	Cuando un departamento, distrito o municipio haya disminuido la calidad de los servicios o las coberturas 
por causas imputables a la dirección administrativa de dichos servicios.

29.3. 	Cuando con base en la evaluación de la gestión financiera, técnica y administrativa del sector educativo 
y por causas imputables al departamento, distrito o municipio se detecten irregularidades en la prestación 
del servicio.

29.4. 	Cuando un departamento, distrito o municipio no cumpla los estándares de calidad mínimos en la 
prestación del servicio.

29.5. 	Cuando la autoridad competente establezca que en un departamento, distrito o municipio se han 
desviado recursos del sector.

Las entidades territoriales podrán solicitar una nueva evaluación con el fin de establecer si las causales que 
motivaron la operación del sistema de control de la educación fueron corregidas.

El sistema de control de la educación se considera como costo de la prestación del servicio y podrá pagarse 
con cargo a los recursos del Sistema General de Participaciones.

Artículo 30. Nombramiento de una administración temporal. Cuando realizada la evaluación de control 
de la educación a que se refiere el artículo anterior, la entidad territorial no realice las acciones necesarias 
para corregir las fallas en el servicio por las cuales se le designó ésta, el Ministerio de Educación podrá 
suspender la capacidad legal de las autoridades territoriales para la administración del servicio público de 
educación y designar de forma temporal un administrador especial, que podrá ser un funcionario nacional 
o departamental, o a quien designe el Ministerio, para que asuma por el tiempo y en las condiciones que se 
determine, la administración del servicio educativo en la entidad territorial.
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El administrador especial tendrá todas las facultades propias del jefe del organismo intervenido para la 
administración del servicio público de educación, durante el tiempo que señale el Ministerio de Educación 
y podrá disponer para tal fin de los recursos del Sistema General de Participaciones y de los demás recursos 
destinados al servicio educativo público, como ordenador de gasto y nominador dentro de los límites de la 
ley.

La administración especial tendrá como objeto garantizar la prestación del servicio y corregir las fallas que 
dieron lugar a la evaluación de control de la educación.

La administración especial a que se refiere el presente artículo se considera como costo de la prestación del 
servicio y se pagará con cargo a los recursos del Sistema General de Participaciones.

Artículo 31. Pérdida de la certificación. En el caso de los municipios, cuand o la administración especial a que 
se refiere el artículo anterior no logre corregir las fallas que dieron lugar a ésta, perderán la certificación y serán 
administrados por el respectivo departamento, sin perjuicio de solicitar y obtener una nueva certificación.

Artículo 32. Sistema de información. Los departamentos, distritos y municipios deberán contar con un 
sistema de información del sector educativo y mantenerlo actualizado de acuerdo con las orientaciones que 
para tal fin determine la Nación.

Los gobernadores y alcaldes deberán informar anualmente al Ministerio de Educación Nacional la nómina 
de todo el personal con cargo a todas las fuentes de financiación, discriminada por cada una de ellas, con 
sus modificaciones, refrendada por el contador municipal o departamental.

El incumplimiento de estas disposiciones se considerará falta grave y acarreará las sanciones respectivas para 
el secretario de educación departamental, municipal y distrital, y el funcionario o funcionarios encargados 
de administrar la planta o la nómina, y será causal para ordenar la interventoría especial de la administración 
por parte del Ministerio de Educación.

La implantación del sistema de información se considera como costo de la prestación del servicio y podrá 
pagarse con cargo a los recursos del Sistema General de Participaciones.

Artículo 33. Control social. Los secretarios de educación departamental, municipal y distrital informarán 
anualmente a los consejos directivos de las instituciones educativas oficiales y harán público por los medios 
masivos de comunicación de su jurisdicción, los recursos, las plazas y la nómina que le asignen a cada una 
de las instituciones conforme a los parámetros de asignación de personal definidos por la Nación.

El incumplimiento de esta disposición se considerará falta grave y acarreará las sanciones respectivas para 
el Secretario de Educación o quien haga sus veces.

Artículo 34. Incorporación a las plantas. Durante el último año de que trata el artículo 37 de esta ley, se 
establecerán las plantas de cargos docentes, directivos y administrativos de los planteles educativos, de los 
departamentos, distritos y municipios.

Establecidas las plantas, los docentes, directivos docentes y administrativos de los planteles educativos, que 
fueron nombrados con el lleno de los requisitos, mantendrán su vinculación sin solución de continuidad.

Los docentes, directivos docentes y funcionarios administrativos de los planteles educativos que a 1º de 
noviembre de 2000 se encontraban contratados por órdenes de prestación de servicios, que sean vinculados de 
manera provisional, deberán cumplir los requisitos de la carrera docente y administrativa para su incorporación 
definitiva a las plantas que se establezcan.
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CAPÍTULO VI

Disposiciones transitorias en educación

Artículo 35. Del período de transición. El período de transición de la presente Ley será de hasta dos (2) 
años, contados desde la vigencia de la misma.

Artículo 36. Incorporación de costos al Sistema General de Participaciones para Educación. La incorporación 
de los costos al Sistema General de Participaciones a que se refiere el inciso dos del parágrafo 1º del artículo 
357 de la Constitución, se realizará el 1º de enero del año 2002.

Para determinar el costo de la prestación del servicio, se tomará como base el costo de los docentes y 
personal administrativo y directivo de los planteles educativos a 1º de noviembre del año 2000, financiado 
con los recursos de la participación de los municipios en los ingresos corrientes de la Nación, el situado 
fiscal, los recursos adicionales del situado fiscal y los recursos propios de departamentos y municipios, 
sin que la participación para educación exceda el 58.5% del total de los recursos del Sistema General de 
Participaciones.

Artículo 37. Organización de plantas. Las plantas de cargos docentes y de los administrativos de las 
instituciones educativas serán organizadas conjuntamente por la Nación, departamentos, distritos y municipios, 
en un período máximo de dos años, teniendo en cuenta los criterios establecidos en la presente ley.

Artículo 38. Incorporación de docentes, directivos docentes y administrativos a los cargos de las plantas. 
La provisión de cargos en las plantas financiadas con recursos del Sistema General de Participaciones, se 
realizará por parte de la respectiva entidad territorial, dando prioridad al personal actualmente vinculado y 
que cumpla los requisitos para el ejercicio del cargo.

Los docentes, directivos docentes y administrativos de los planteles educativos vinculados a la carrera docente 
a la expedición de la presente ley, no requieren nueva vinculación o nuevo concurso para continuar en el 
ejercicio del cargo, sin perjuicio del derecho de la administración al traslado del mismo.

A los docentes, directivos docentes y funcionarios administrativos de los planteles educativos que se financien 
con recursos del Sistema General de Participaciones, sólo se les podrá reconocer el régimen salarial y 
prestacional establecido por ley o de acuerdo con esta.

Los docentes, directivos docentes y funcionarios administrativos de los planteles educativos que a 1º de 
noviembre de 2000 se encontraban contratados en departamentos y municipios por órdenes de prestación 
de servicios, y que cumplan los requisitos para el ejercicio del respectivo cargo, y cuyos contratos fueron 
renovados en el año 2001, por el municipio o el departamento, indistintamente, serán vinculados de manera 
provisio nal durante el año lectivo de 2002. Mientras ello ocurre, deberán, los departamentos y municipios, 
renovarles los contratos a más tardar el 1º de febrero de 2002.

Los docentes, directivos docentes y funcionarios administrativos de los planteles educativos que demuestren 
que estuvieron vinculados por órdenes de prestación de servicios por los departamentos o municipios, dentro de 
los dos meses antes y el 1º de noviembre de 2000, demostrando solución de continuidad durante ese período, 
y que cumplan los requisitos del cargo, serán vinculados de manera provisional durante el año 2002.

Los docentes, directivos docentes y funcionarios administrativos de los planteles educativos que a 1º de 
noviembre de 2000 se encontraban contratados en departamentos y municipios por órdenes de prestación 
de servicios, y que cumplan los requisitos para el ejercicio del respectivo cargo, y cuyos contratos no fueron 
renovados en el 2001, serán vinculados durante el año 2002 de manera provisional, previa identificación 
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y verificación de requisitos, salvo que sus contratos hayan sido suprimidos como resultado del proceso de 
reorganización del sector educativo o de la entidad territorial.

Parágrafo 1º. Para los efectos del presente artículo los servidores públicos que realicen funciones de celaduría 
y aseo se consideran funcionarios administrativos.

Parágrafo 2º. Para los efectos de la presente ley se entiende por orden de prestación de servicios toda relación 
contractual directa entre un departamento o municipio y un docente o administrativo para la prestación de 
servicios de enseñanza o administrativos en una institución educativa oficial, por un término no inferior 
a cuatro meses, con dedicación de tiempo completo, exceptuando los que se nombran o contratan para 
reemplazar docentes, directivos docentes o administrativos en licencia, horas cátedra y otra modalidad que 
no implique vinculación de tiempo completo.

Artículo 39. Supervisores y directores de núcleo. El Gobierno nacional reglamentará los procedimientos 
para la inspección, supervisión y vigilancia de la educación, y la destinación y provisión de las vacantes 
de los cargos de supervisores y directores de núcleo educativo existentes y las que se generen a partir de la 
vigencia de la presente ley.

Los departamentos, distritos y municipios certificados organizarán para la administración de la educación 
en su jurisdicción, núcleos educativos u otra modalidad de coordinación en función de las necesidades del 
servicio.

Las autoridades departamentales, distritales y de los municipios certificados podrán asignar funciones 
administrativas, académicas o pedagógicas, a los actuales docentes directivos que se desempeñen como 
supervisores y directores de núcleo educativo.

Artículo 40. Competencias transitorias de la Nación. Durante el período de transición la Nación tendrá 
como competencias especiales:

40.1.	 Fijar procedimientos y límites para la elaboración de las plantas de cargos docentes y administrativos 
por municipio y distrito, en forma tal que todos los distritos y municipios cuenten con una equitativa 
distribución de plantas de cargos docentes y administrativos de los planteles educativos, atendiendo 
las distintas tipologías.

40.2.	 Fijar las plantas de personal en las entidades territoriales atendiendo a las relaciones técnicas 
establecidas.

40.3.	 Autorizar y trasladar las plazas excedentes a los municipios donde se requieran.

Parágrafo 1º. Cuando se requieran traslados de plazas de docentes y directivos docentes entre departamentos, 
se trasladarán en el siguiente orden de prioridad: vacantes, plazas recién provistas por la incorporación 
de quienes tenían orden de prestación de servicios, docentes vinculados con una antigüedad no mayor de 
5 años. Los traslados de docentes procederán según lo previsto en el artículo 22 y en las normas que lo 
reglamenten. Los traslados de docentes y directivos docentes en carrera serán realizados por la respectiva 
autoridad nominadora.

Parágrafo 2º. La Nación podrá, por una sola vez, establecer incentivos para los docentes, directivos y 
administrativos vinculados a la fecha de expedición de la presente ley, que voluntariamente acepten traslados 
interdepartamentales, con cargo al Sistema General de Participaciones.

Artículo 41. De la certificación y la asignación de recursos. A partir del año 2002 quedan certificados en 
virtud de la presente ley los departamentos y los distritos. Durante dicho año se certificarán los municipios 
mayores de 100.000 habitantes, los municipios que a la vigencia de la presente ley tengan resolución del 
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Ministerio de Educación Nacional que acredite el cumplimiento de los requisitos para la certificación y 
aquellos que cumplan los requisitos que para la certificación señale el Gobierno nacional.

Los departamentos, distritos y los municipios certificados recibirán durante el año 2002 un monto igual al 
costo en términos reales de la prestación del servicio educativo en su territorio durante el año 2001, financiado 
con recursos del situado fiscal, recursos adicionales del situado fiscal, participaciones de los distritos y 
capitales en los ingresos corrientes de la nación y los recursos propios departamentales y municipales que 
financiaron los costos autorizados en el inciso segundo del parágrafo 1º del artículo 357 de la Constitución. 
A los departamentos se les descontarán los recursos destinados a los municipios que se hayan certificado.

Los municipios no certificados recibirán durante el año 2002, un monto igual al costo en términos reales 
de la prestación del servicio educativo en su territorio durante el año 2001, financiado con la participación 
municipal en los ingresos corrientes de la Nación y con los recursos propios que financiaron los costos 
autorizados en el inciso segundo del parágrafo 1º del artículo 357 de la Constitución.

A partir del año 2003 que dan certificados en virtud de la presente ley todos los municipios mayores de 
100.000 habitantes, y aquellos que cumplan los requisitos exigidos para la certificación.

En el año 2003 a las entidades territoriales certificadas en virtud de la ley, se les transferirá el valor 
correspondiente a los costos del año 2002 en términos reales derivados de la información ajustada de los 
costos. A los departamentos se les transferirá el valor correspondiente a los costos en términos reales del año 
2002, derivados de la información ajustada de los costos del departamento y de los municipios no certificados, 
descontando los destinados a los municipios que se hayan certificado.

Los recursos que en términos reales se utilizaron para financiar inversiones de calidad en los municipios y 
distritos durante la vigencia 2002, se distribuirán por alumno atendido entre los distritos y municipios.

Los recursos del año 2002 y 2003 se transferirán a la entidad territorial mediante doceavas partes hasta 
completar el 70% del costo estimado de la prestación del servicio educativo de la vigencia inmediatamente 
anterior. El saldo se transferirá una vez sea evaluada la información sobre los costos remitida por las entidades 
territoriales y de conformidad con ésta.

Si llegare a haber excedentes una vez financiados los costos mencionados anteriormente, los recursos 
adicionales los distribuirá el Conpes entre distritos y municipios, para ampliación de cobertura o mejoramiento 
de calidad, atendiendo los criterios de población atendida y por atender.

A partir del año 2004, la distribución de recursos se realizará siguiendo las fórmulas y criterios previstos en 
la presente ley.

La Nación podrá aplicar las fórmulas y criterios de distribución señaladas en la presente ley en cualquier 
momento antes del vencimiento del término de transición establecido en ella, para todas las entidades 
territoriales o para aquellas que cumplan las condiciones técnicas que señale el reglamento. En este caso no 
aplicarán las disposiciones de la transición para la asignación de recursos.

En el caso de los Distritos no habrá transición y los recursos se girarán atendiendo las fórmulas y procedimientos 
establecidos en la presente ley.

En todo caso durante la transición los distritos recibirán recursos del Sistema General de Participaciones que 
representarán un tratamiento equitativo con respecto a las demás entidades territoriales.

Cualquier falsedad en la información se considerará falsedad en documento público y se sancionará de 
conformidad con la ley penal.
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T ÍT U L O  III

SECTOR SALUD

CAPÍTULO I

Competencias de la Nación en el sector salud

Artículo 42. Competencias en salud por parte de la Nación. Corresponde a la Nación la dirección del sector 
salud y del Sistema General de Seguridad Social en Salud en el territorio nacional, de acuerdo con la diversidad 
regional y el ejercicio de las siguientes competencias, sin perjuicio de las asignadas en otras disposiciones:

42.1. 	 Formular las políticas, planes, programas y proyectos de interés nacional para el sector salud y el 
Sistema General de Seguridad Social en Salud y coordinar su ejecución, seguimiento y evaluación.

42.2. 	 Impulsar, coordinar, financiar, cofinanciar y evaluar programas, planes y proyectos de inversión en 
materia de salud, con recursos diferentes a los del Sistema General de Participaciones.

42.3 	 Expedir la regulación para el sector salud y el Sistema General de Seguridad Social en Salud.

42.4. 	 Brindar asesoría y asistencia técnica a los departamentos, distritos y municipios para el desarrollo e 
implantación de las políticas, planes, programas y proyectos en salud.

42.5. 	 Definir y aplicar sistemas de evaluación y control de gestión técnica, financiera y administrativa a 
las instituciones que participan en el sector y en el Sistema General de Seguridad Social en Salud; 
así como divulgar sus resultados, con la participación de las entidades territoriales.

42.6. 	 Definir, diseñar, reglamentar, implantar y administrar el Sistema Integral de Información en Salud y 
el Sistema de Vigilancia en Salud Pública, con la participación de las entidades territoriales.

42.7. 	 Reglamentar, distribuir, vigilar y controlar el manejo y la destinación de los recursos del Sistema 
General de Participaciones en Salud y del Sistema General de Seguridad Social en Salud, sin perjuicio 
de las competencias de las entidades territoriales en la materia.

42.8. 	 Establecer los procedimientos y reglas para la intervención técnica y/o administrativa de las 
instituciones que manejan recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud, sea para su 
liquidación o administración a través de la Superintendencia Nacional de Salud en los términos 
que señale el reglamento. El Gobierno nacional en un término máximo de un año deberá expedir la 
reglamentación respectiva.

42.9. 	 Establecer las reglas y procedimientos para la liquidación de instituciones que manejan recursos del 
sector salud, que sean intervenidas para tal fin.

42.10. 	Definir en el primer año de vigencia de la presente ley el Sistema Único de Habilitación, el Sistema 
de Garantía de la Calidad y el Sistema Único de Acreditación de Instituciones Prestadoras de Salud, 
Entidades Promotoras de Salud y otras Instituciones que manejan recursos del Sistema General de 
Seguridad Social en Salud.

42.11. 	Establecer mecanismos y estrategias de participación social y promover el ejercicio pleno de los 
deberes y derechos de los ciudadanos en materia de salud.
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42.12. 	Definir las prioridades de la Nación y de las entidades territoriales en materia de salud pública y las 
acciones de obligatorio cumplimiento del Plan de Atención Básica (PAB), así como dirigir y coordinar 
la red nacional de laboratorios de salud pública, con la participación de las entidades territoriales.

42.13 	 Adquirir, distribuir y garantizar el suministro oportuno de los biológicos del Plan Ampliado de 
Inmunizaciones (PAI), los insumos críticos para el control de vectores y los medicamentos para el 
manejo de los esquemas básicos de las enfermedades transmisibles y de control especial.

42.14. 	Definir, implantar y evaluar la Política de Prestación de Servicios de Salud. En ejercicio de esta 
facultad regulará la oferta pública y privada de servicios, estableciendo las normas para controlar su 
crecimiento, mecanismos para la libre elección de prestadores por parte de los usuarios y la garantía 
de la calidad; así como la promoción de la organización de redes de prestación de servicios de salud, 
entre otros.

42.15. 	Establecer, dentro del año siguiente a la vigencia de la presente ley, el régimen para la habilitación de 
las instituciones prestadoras de servicio de salud en lo relativo a la construcción, remodelación y la 
ampliación o creación de nuevos servicios en los ya existentes, de acuerdo con la red de prestación de 
servicios pública y privada existente en el ámbito del respectivo departamento o distrito, atendiendo 
criterios de eficiencia, calidad y suficiencia.

42.16. 	Prestar los servicios especializados a través de las instituciones adscritas: Instituto Nacional de 
Cancerología, el Centro Dermatológico Federico Lleras Acosta y los Sanatorios de Contratación y 
Agua de Dios, así como el reconocimiento y pago de los subsidios a la población enferma de Hansen, 
de conformidad con las disposiciones legales vigentes.

	 La Nación definirá los mecanismos y la organización de la red cancerológica nacional y podrá concurrir 
en su financiación. Los Sanatorios de Agua de Dios y Contratación prestarán los servicios médicos 
especializados a los enfermos de Hansen.

	 Los departamentos de Cundinamarca y Santander podrán contratar la atención especializada para 
vinculados y lo no contemplado en el POS Subsidiado con los Sanatorios de Agua de Dios y 
Contratación.

42.17. 	Expedir la reglamentación para el control de la evasión y la elusión de los aportes al Sistema General 
de Seguridad Social en Salud y las demás rentas complementarias a la participación para salud que 
financian este servicio.

42.18. 	Reglamentar el uso de los recursos destinados por las entidades territoriales para financiar los tribunales 
seccionales de ética médica y odontológica;

42.19. 	Podrá concurrir en la financiación de las inversiones necesarias para la organización funcional y 
administrativa de la red de instituciones prestadoras de servicios de salud a su cargo.

42.20. 	Concurrir en la afiliación de la población pobre al régimen subsidiado mediante apropiaciones del 
presupuesto nacional, con un cuarto de punto (0.25) de lo aportado por los afiliados al régimen 
contributivo.

CAPÍTULO II

Competencias de las entidades territoriales en el sector salud

Artículo 43. Competencias de los departamentos en salud. Sin perjuicio de las competencias establecidas en 
otras disposiciones legales, corresponde a los departamentos, dirigir, coordinar y vigilar el sector salud y el 
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Sistema General de Seguridad Social en Salud en el territorio de su jurisdicción, atendiendo las disposiciones 
nacionales sobre la materia. Para tal efecto, se le asignan las siguientes funciones:

43.1.	 De dirección del sector salud en el ámbito departamental

43.1.1. 	 Formular planes, programas y proyectos para el desarrollo del sector salud y del Sistema General 
de Seguridad Social en Salud en armonía con las disposiciones del orden nacional.

43.1.2. 	 Adoptar, difundir, implantar, ejecutar y evaluar, en el ámbito departamental las normas, políticas, 
estrategias, planes, programas y proyectos del sector salud y del Sistema General de Seguridad 
Social en Salud, que formule y expida la Nación o en armonía con éstas.

43.1.3. 	 Prestar asistencia técnica y asesoría a los municipios e instituciones públicas que prestan servicios 
de salud, en su jurisdicción.

43.1.4. 	 Supervisar y controlar el recaudo y la aplicación de los recursos propios, los cedidos por la Nación 
y los del Sistema General de Participaciones con destinación específica para salud, y administrar 
los recursos del Fondo Departamental de Salud.

43.1.5. 	 Vigilar y controlar el cumplimiento de las políticas y normas técnicas, científicas y administrativas 
que expida el Ministerio de Salud, así como las actividades que desarrollan los municipios de 
su jurisdicción, para garantizar e l logro de las metas del sector salud y del Sistema General de 
Seguridad Social en Salud, sin perjuicio de las funciones de inspección y vigilancia atribuidas a 
las demás autoridades competentes.

43.1.6. 	 Adoptar, implementar, administrar y coordinar la operación en su territorio del sistema integral de 
información en salud, así como generar y reportar la información requerida por el Sistema.

43.1.7. 	 Promover la participación social y la promoción del ejercicio pleno de los deberes y derechos de 
los ciudadanos en materia de salud y de seguridad social en salud.

43.1.8. 	 Financiar los tribunales seccionales de ética medica y odontológica y vigilar la correcta utilización 
de los recursos.

43.1.9. 	 Promover planes, programas, estrategias y proyectos en salud para su inclusión en los planes y 
programas nacionales.

43.1.10.	 Ejecutar las acciones inherentes a la atención en salud de las personas declaradas por vía judicial 
como inimputables por trastorno mental o inmadurez psicológica, con los recursos nacionales de 
destinación específica que para tal efecto transfiera la Nación.

43.2. 	  De prestación de servicios de salud

43.2.1. 	 Gestionar la prestación de los servicios de salud, de manera oportuna, eficiente y con calidad a 
la población pobre en lo no cubierto con subsidios a la demanda, que resida en su jurisdicción, 
mediante instituciones prestadoras de servicios de salud públicas o privadas.

43.2.2. 	 Financiar con los recursos propios, si lo considera pertinente, con los recursos asignados por concepto 
de participaciones y demás recursos cedidos, la prestación de servicios de salud a la población pobre 
en lo no cubierto con subsidios a la demanda y los servicios de salud mental.
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43.2.3. 	 Adoptar, difundir, implantar, ejecutar y evaluar la Política de Prestación de Servicios de Salud, 
formulada por la Nación.

43.2.4. 	 Organizar, dirigir, coordinar y administrar la red de Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud 
públicas en el departamento.

43.2.5. 	 Concurrir en la financiación de las inversiones necesarias para la organización funcional y 
administrativa de la red de instituciones prestadoras de servicios de salud a su cargo.

43.2.6. 	 Efectuar en su jurisdicción el registro de los prestadores públicos y privados de servicios de salud, 
recibir la declaración de requisitos esenciales para la prestación de los servicios y adelantar la 
vigilancia y el control correspondiente.

43.2.7. 	 Preparar el plan bienal de inversiones públicas en salud, en el cual se incluirán las destinadas 
a infraestructura, dotación y equipos, de acuerdo con la Política de Prestación de Servicios de 
Salud.

43.2.8. 	 Vigilar el cumplimiento de las normas técnicas dictadas por la Nación para la construcción de obras 
civiles, dotaciones básicas y mantenimiento integral de las instituciones prestadoras de servicios 
de salud y de los centros de bienestar de anciano.

43.3. 	 De Salud Pública

43.3.1. 	 Adoptar, difundir, implantar y ejecutar la política de salud pública formulada por la Nación.

43.3.2. 	 Garantizar la financiación y la prestación de los servicios de laboratorio de salud pública directamente 
o por contratación.

43.3.3. 	 Establecer la situación de salud en el departamento y propender por su mejoramiento.

43.3.4. 	 Formular y ejecutar el Plan de Atención Básica departamental.

43.3.5. 	 Monitorear y evaluar la ejecución de los planes y acciones en salud pública de los municipios de 
su jurisdicción.

43.3.6. 	 Dirigir y controlar dentro de su jurisdicción el Sistema de Vigilancia en Salud Pública.

43.3.7. 	 Vigilar y controlar, en coordinación con el Instituto Nacional para la Vigilancia de Medicamentos 
y Alimentos, Invima, y el Fondo Nacional de Estupefacientes, la producción, expendio, 
comercialización y distribución de medicamentos, incluyendo aquellos que causen dependencia o 
efectos psicoactivos potencialmente dañinos para la salud y sustancias potencialmente tóxicas.

43.3.8. 	 Ejecutar las acciones de inspección, vigilancia y control de los factores de riesgo del ambiente 
que afectan la salud humana, y de control de vectores y zoonosis de competencia del sector salud, 
en coordinación con las autoridades ambientales, en los corregimientos departamentales y en los 
municipios de categorías 4ª, 5ª y 6ª de su jurisdicción.

43.3.9. 	 Coordinar, supervisar y controlar las acciones de salud pública que realicen en su jurisdicción las 
Entidades Promotoras de Salud, las demás entidades que administran el régimen subsidiado, las 
entidades transformadas y adaptadas y aquellas que hacen parte de los regímenes especiales, así 
como las Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud e instituciones relacionadas.
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43.4. De Aseguramiento de la Población al Sistema General de Seguridad Social
en Salud

43.4.1. 	 Ejercer en su jurisdicción la vigilancia y el control del aseguramiento en el Sistema General de 
Seguridad Social en Salud y en los regímenes de excepción definidos en la Ley 100 de 1993.

43.4.2. 	 En el caso de los nuevos departamentos creados por la Constitución de 1991, administrar los recursos 
financieros del Sistema General de Participaciones en Salud destinados a financiar la afiliación al 
Régimen Subsidiado de la población pobre y vulnerable de los corregimientos departamentales, 
así como identificar y seleccionar los beneficiarios del subsidio y contratar su aseguramiento.

Artículo 44. Competencias de los municipios. Corresponde a los municipios dirigir y coordinar el sector salud 
y el Sistema General de Seguridad Social en Salud en el ámbito de su jurisdicción, para lo cual cumplirán 
las siguientes funciones, sin perjuicio de las asignadas en otras disposiciones:

44.1. De dirección del sector en el ámbito municipal

44.1.1. 	 Formular, ejecutar y evaluar planes, programas y proyectos en salud, en armonía con las políticas 
y disposiciones del orden nacional y departamental.

44.1.2. 	 Gestionar el recaudo, flujo y ejecución de los recursos con destinación específica para salud del 
municipio, y administrar los recursos del Fondo Local de Salud.

44.1.3. 	 Gestionar y supervisar el acceso a la prestación de los servicios de salud para la población de su 
jurisdicción.

44.1.4. 	 Impulsar mecanismos para la adecuada participación social y el ejercicio pleno de los deberes y 
derechos de los ciudadanos en materia de salud y de seguridad social en salud.

44.1.5. 	 Adoptar, administrar e implementar el sistema integral de información en salud, así como generar 
y reportar la información requerida por el Sistema.

44.1.6. 	 Promover planes, programas, estrategias y proyectos en salud y seguridad social en salud para su 
inclusión en los planes y programas departamentales y nacionales.

44.2. De aseguramiento de la población al Sistema General de Seguridad Social
en Salud

44.2.1. 	 Financiar y cofinanciar la afiliación al Régimen Subsidiado de la población pobre y vulnerable y 
ejecutar eficientemente los recursos destinados a tal fin.

44.2.2. 	 Identificar a la población pobre y vulnerable en su jurisdicción y seleccionar a los beneficiarios del 
Régimen Subsidiado, atendiendo las disposiciones que regulan la materia.

44.2.3. 	 Celebrar contratos para el aseguramiento en el Régimen Subsidiado de la población pobre y 
vulnerable y realizar el seguimiento y control directamente o por medio de interventorías.

44.2.4. 	 Promover en su jurisdicción la afiliación al Régimen Contributivo del Sistema General de Seguridad 
Social en Salud de las personas con capacidad de pago y evitar la evasión y elusión de aportes.
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44.3. 	 De Salud Pública

44.3.1. 	 Adoptar, implementar y adaptar las políticas y planes en salud pública de conformidad con las 
disposiciones del orden nacional y departamental, así como formular, ejecutar y evaluar el Plan de 
Atención Básica municipal.

44.3.2. 	 Establecer la situación de salud en el municipio y propender por el mejoramiento de las condiciones 
determinantes de dicha situación. De igual forma, promoverá la coordinación, cooperación e 
integración funcional de los diferentes sectores para la formulación y ejecución de los planes, 
programas y proyectos en salud pública en su ámbito territorial.

44.3.3. 	 Además de las funciones antes señaladas, los distritos y municipios de categoría especial, 1º, 2º y 
3º, deberán ejercer las siguientes competencias de inspección, vigilancia y control de factores de 
riesgo que afecten la salud humana presentes en el ambiente, en coordinación con las autoridades 
ambientales.

44.3.3.1. Vigilar y controlar en su jurisdicción, la calidad, producción, comercialización y distribución de 
alimentos para consumo humano, con prioridad en los de alto riesgo epidemiológico, así como los 
de materia prima para consumo animal que representen riesgo para la salud humana.

44.3.3.2. Vigilar las condiciones ambientales que afectan la salud y el bienestar de la población generadas 
por ruido, tenencia de animales domésticos, basuras y olores, entre otros.

44.3.3.3. Vigilar en su jurisdicción, la calidad del agua para consumo humano; la recolección, transporte y 
disposición final de residuos sólidos; manejo y disposición final de radiaciones ionizantes, excretas, 
residuos líquidos y aguas servidas; así como la calidad del aire. Para tal efecto, coordinará con las 
autoridades competentes las acciones de control a que haya lugar.

44.3.4. 	 Formular y ejecutar las acciones de promoción, prevención, vigilancia y control de vectores y 
zoonosis.

44.3.5. 	 Ejercer vigilancia y control sanitario en su jurisdicción, sobre los factores de riesgo para la salud, 
en los establecimientos y espacios que puedan generar riesgos para la población, tales como 
establecimientos educativos, hospitales, cárceles, cuarteles, albergues, guarderías, ancianatos, 
puertos, aeropuertos y terminales terrestres, transporte público, piscinas, estadios, coliseos, 
gimnasios, bares, tabernas, supermercados y similares, plazas de mercado, de abasto público y 
plantas de sacrificio de animales, entre otros.

44.3.6. 	 Cumplir y hacer cumplir en su jurisdicción las normas de orden sanitario previstas en la Ley 9ª de 
1979 y su reglamentación o las que la modifiquen, adicionen o sustituyan.

Parágrafo. Los municipios certificados a 31 de julio de 2001 que hayan asumido la prestación de los servicios 
de salud, podrán continuar haciéndolo, si cumplen con la reglamentación que se establezca dentro del año 
siguiente a la expedición de la presente ley. Ningún municipio podrá asumir directamente nuevos servicios 
de salud ni ampliar los existentes y están obligados a articularse a la red departamental.

Artículo 45. Competencias en salud por parte de los Distritos. Los distritos tendrán las mismas competencias 
que los municipios y departamentos, excepto aquellas que correspondan a la función de intermediación entre 
los municipios y la Nación.

La prestación de los servicios de salud en los distritos de Barranquilla, Cartagena y Santa Marta se articulará 
a la red de prestación de servicios de salud de los respectivos departamentos. En los mencionados distritos, el 
laboratorio departamental de salud pública cumplirá igualmente con las funciones de laboratorio distrital.
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Artículo 46. Competencias en Salud Pública. La gestión en salud pública es función esencial del Estado y 
para tal fin la Nación y las entidades territoriales concurrirán en su ejecución en los términos señalados en 
la presente ley. Las entidades territoriales tendrán a su cargo la ejecución de las acciones de salud pública 
en la promoción y prevención dirigidas a la población de su jurisdicción.

Los distritos y municipios asumirán las acciones de promoción y prevención, que incluyen aquellas que a 
la fecha de entrar en vigencia la presente ley, hacían parte del Plan Obligatorio de Salud Subsidiado. Para 
tal fin, los recursos que financiaban estas acciones, se descontarán de la Unidad de Pago por Capitación del 
Régimen Subsidiado, en la proporción que defina el Consejo Nacional de Seguridad Social en Salud, con 
el fin de financiar estas acciones. Exceptúase de lo anterior, a las Administradoras del Régimen Subsidiado 
Indígenas y a las Entidades Promotoras de Salud Indígenas.

Los municipios y distritos deberán elaborar e incorporar al Plan de Atención Básica las acciones señaladas en 
el presente artículo, el cual deberá ser elaborado con la participación de la comunidad y bajo la dirección del 
Consejo Territorial de Seguridad Social en Salud. A partir del año 2003, sin la existencia de este plan estos 
recursos se girarán directamente al departamento para su administración. Igual ocurrirá cuando la evaluación 
de la ejecución del plan no sea satisfactoria.

La prestación de estas acciones se contratará prioritariamente con las instituciones prestadoras de servicios 
de salud públicas vinculadas a la entidad territorial, de acuerdo con su capacidad técnica y operativ a.

El Ministerio de Salud evaluará la ejecución de las disposiciones de este artículo tres años después de su 
vigencia y en ese plazo presentará un informe al Congreso y propondrá las modificaciones que se consideren 
necesarias.

CAPÍTULO III

Distribución de recursos para salud

Artículo 47. Destino de los recursos del Sistema General de Participaciones para Salud. Los recursos del 
Sistema General en Participaciones en salud se destinarán a financiar los gastos de salud, en los siguientes 
componentes:

47.1. 	Financiación o cofinanciación de subsidios a la demanda, de manera progresiva hasta lograr y sostener 
la cobertura total.

47.2. 	Prestación del servicio de salud a la población pobre en lo no cubierto con subsidios a la demanda.

47.3. 	Acciones de salud pública, definidos como prioritarios para el país por el Ministerio de Salud.

Artículo 48. Financiación a la población pobre mediante subsidios a la demanda. Los recursos del Sistema 
General de Participaciones destinados para la financiación de la población pobre mediante subsidios a la 
demanda, serán los asignados con ese propósito en la vigencia inmediatamente anterior, incrementados en 
la inflación causada y en el crecimiento real de los recursos del Sistema General de Participaciones para 
Salud.

Los recursos que forman parte del Sistema General de Participaciones de las Entidades Territoriales asignados 
a este componente, serán distribuidos entre distritos, municipios y corregimientos departamentales.

Estos recursos se dividirán por el total de la población pobre atendida en el país mediante subsidios a la 
demanda, en la vigencia anterior. El valor per cápita resultante se multiplicará por la población pobre atendida 
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mediante subsidios a la demanda en la vigencia anterior, en cada ente territorial. La población atendida para 
los efectos del presente cálculo, será la del año anterior a aquel para el cual se realiza la distribución.

El resultado será la cuantía que corresponderá a cada distrito, municipio o corregimiento departamental.

Los recursos producto del crecimiento adicional a la inflación del Sistema General de Participaciones en 
Salud, serán destinados a financiar la nueva afiliación de la población por atender urbana y rural al Régimen 
Subsidiado, aplicando el criterio de equidad, entendido como un indicador que pondera el déficit de cobertura 
de la entidad territorial y su proporción de p oblación por atender a nivel nacional, siempre que los recursos 
destinados a la prestación de los servicios de salud a la población pobre en lo no cubierto con subsidios a la 
demanda mantengan por lo menos el mismo monto de la vigencia anterior, incrementado en la inflación.

Parágrafo 1º. Los corregimientos departamentales de que trata este artículo, son aquellos pertenecientes 
a los nuevos departamentos creados por la Constitución de 1991. La población pobre atendida de estos 
corregimientos departamentales hará parte del cálculo de los recursos de que trata el presente artículo y 
dichos recursos serán administrados por el departamento correspondiente.

Parágrafo 2º. La ampliación de cobertura de la población pobre mediante subsidios a la demanda, que se 
haga con recursos propios de las entidades territoriales, deberá financiarse con ingresos corrientes de libre 
destinación, con destinación especifica para salud o con recursos de capital, cuando en este último caso, 
se garantice su continuidad como mínimo por cinco (5) años. En ningún caso podrá haber ampliación de 
cobertura mientras no se garantice la continuidad de los recursos destinados a financiar a la población pobre 
mediante los subsidios a la demanda.

Parágrafo 3º. Los municipios que al entrar en vigencia la presente ley, presenten coberturas de afiliación 
al régimen subsidiado inferiores al 50%, podrán destinar dos puntos porcentuales de la participación de 
propósito general para cofinanciar la ampliación de coberturas. Esta asignación estará acorde con las metas 
de cobertura fijadas por la Nación.

Parágrafo 4º. La ampliación de cobertura también se realizará con recursos del Fosyga.

Parágrafo 5º. Las autoridades territoriales están obligadas a hacer uso de la información que se derive de 
la actualización del instrumento de focalización que defina el Conpes. De no hacerlo, serán objeto de las 
sanciones disciplinarias, fiscales y penales a que haya lugar.

Artículo 49. Distribución de los recursos de la participación para la prestación del servicio de salud a la 
población pobre en lo no cubierto con subsidios a la demanda. Para el cálculo de los recursos del componente 
destinado a la prestación de los servicios de salud a la población pobre, en lo no cubierto con subsidios a la 
demanda, se tomará el total de los recursos del Sistema General de Participaciones para salud en la respectiva 
vigencia y se le restarán los recursos liquidados para garantizar la financiación a la población pobre mediante 
subsidios a la demanda y los recursos destinados a financiar acciones de salud pública definidas como 
prioritarias por el Ministerio de Salud.

Para distribuir los recursos entre estas entidades territoriales, se tomará el monto total de los recursos para 
este componente, se dividirá por la población pobre por atender nacional ajustada por dispersión poblacional 
y por un factor de ajuste que pondere los servicios no incluidos en el Plan Obligatorio de Salud Subsidiado. 
El valor per cápita así resultante, se multiplicará por la población pobre por atender de cada municipio, 
corregimiento departamental o distrito ajustada p or dispersión poblacional y por un factor de ajuste que 
pondere los servicios no incluidos en el Plan Obligatorio de Salud Subsidiado. La población atendida para 
los efectos del presente cálculo, será la del año anterior a aquel para el cual se realiza la distribución.
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A cada departamento le corresponderá el 59% de los montos resultantes de efectuar los cálculos anteriormente 
descritos de los municipios y corregimientos departamentales de su jurisdicción, los cuales deberán destinarse 
para garantizar la atención en salud de los servicios diferentes a los de primer nivel de complejidad, con 
los mismos criterios que la Nación aplica en la distribución para este componente. El 41% restante se 
deberá destinar a financiar la atención en el primer nivel de complejidad de cada uno de los municipios y 
corregimientos de los respectivos departamentos.

Para los efectos del presente artículo se entiende como población pobre por atender, urbana y rural de cada 
distrito, municipio o corregimiento departamental, la población identificada como pobre por el Sistema de 
Identificación de Beneficiarios que defina el Conpes, no afiliada al régimen contributivo o a un régimen 
excepcional, ni financiada con recursos de subsidios a la demanda.

Se entiende por dispersión poblacional, el resultado de dividir la extensión en kilómetros cuadrados de cada 
distrito o municipio entre la población urbana y rural del mismo. El ajuste se hará en favor de los municipios 
cuyo indicador esté por encima del promedio nacional, de acuerdo con un factor que determinará anualmente 
el Conpes.

Al departamento Archipiélago de San Andrés y Providencia se le aplicará el factor de ajuste que corresponda 
a las entidades cuya dispersión esté por encima del promedio nacional.

Parágrafo 1º. Los recursos que corresponden a los servicios para atención en salud en el primer nivel de 
complejidad de los municipios que a 31 de julio de 2001 estaban certificados y hayan asumido la competencia 
para la prestación de los servicios de salud y continúen con ella en los términos de la presente ley, serán 
administrados por estos y la Nación se los girará directamente.

Para los municipios que a 31 de julio de 2001 estaban certificados, pero no habían asumido la competencia 
para la prestación de los servicios de salud, el respectivo departamento será el responsable de prestar los 
servicios de salud y administrar los recursos correspondientes.

Parágrafo 2º. Una vez distribuidos a cada entidad territorial, los recursos para la prestación del servicio 
de salud a la población pobre por atender, en lo no cubierto con subsidios a la demanda, del valor total que 
corresponde a cada una de ellas, se descontarán los cuotas patronales para la afiliación y pago de los valores 
prestacionales de pensiones y cesantías del sector salud así como los aportes por cotizaciones en salud y por 
concepto de riegos profesionales que les corresponda.

La reducción de los costos laborales y de los aportes patronales que hayan realizado o reali ce cada entidad 
territorial, cuando fuere el caso, se destinarán a la prestación de servicios de salud de oferta o a la demanda, 
según lo defina el ente territorial que genere el ahorro.

Parágrafo 3º. Los corregimientos departamentales de que trata este artículo, son aquellos pertenecientes 
a los nuevos departamentos creados por la Constitución de 1991. La población pobre por atender de estos 
corregimientos departamentales hará parte del cálculo de los recursos de que trata el presente artículo y 
dichos recursos serán administrados por el departamento correspondiente.

Parágrafo 4º. Si por condiciones de acceso geográfico o funcional la población pobre por atender urbana 
y rural de los departamentos, distritos y municipios que hayan asumido la prestación del servicio de salud 
en forma directa, es remitida o demanda servicios de salud de otros departamentos o distritos; la entidad 
territorial responsable de la población remitida, deberá reconocer los costos de la prestación de servicios de 
salud a la red donde se presten tales servicios. El Gobierno en la reglamentación establecerá mecanismos 
para garantizar la eficiencia de esta disposición.
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Artículo 50. Recursos complementarios para el financiamiento de los subsidios a la demanda. Los recursos 
de cofinanciación de la Nación destinados a la atención en salud de la población pobre mediante subsidios a 
la demanda, deberán distribuirse entre los entes territoriales de acuerdo a las necesidades de cofinanciación 
de la afiliación alcanzada en la vigencia anterior, una vez descontados los recursos del Sistema General de 
Participaciones en Salud y los recursos propios destinados a financiar la continuidad de cobertura. El monto 
excedente deberá distribuirse para el financiamiento de la ampliación de cobertura entre los entes territoriales, 
de acuerdo a los criterios que establezca el Consejo Nacional de Seguridad Social en Salud.

Los recursos distribuidos por concepto de ampliación de cobertura para cada ente territorial, no podrán exceder 
los montos necesarios para alcanzar la cobertura total de la población por atender en dicho territorio, hasta 
que el total nacional se haya alcanzado.

Anualmente, la Nación establecerá la meta de ampliación de cobertura nacional para la vigencia siguiente, 
la cual deberá reflejarse en la apropiación de recursos presentada en el proyecto de Ley de Presupuesto.

Artículo 51. Contratación de la prestación de servicios en el régimen subsidiado. Las entidades que 
administran los recursos del Régimen Subsidiado de Salud contratarán y ejecutarán con las instituciones 
prestadoras de servicios de salud públicas del orden municipal o distrital de la entidad territorial sede del 
contrato no menos del 40% del valor de la Unidad de Pago por Capitación subsidiada efectivamente contratadas 
por la respectiva entidad administradora del régimen subsidiado. En el caso de existir en el municipio o 
distrito respectivo hospitales públicos de mediana o alta complejidad del orden territorial dicha proporción 
no será menor al 50%. Todo lo anterior siempre y cuando la entidad territorial cuente con la oferta pública 
que le permita prestar los servicios a financiar con dichos porcentajes.

Para efectos de racionalizar los costos se tendrá como marco de referencia las tarifas establecidas por el 
Ministerio de Salud.

Artículo 52. Distribución de los recursos para financiar las acciones de Salud Pública definidas como 
prioritarios para el país por el Ministerio de Salud. Los recursos para financiar las acciones de salud pública, 
definidas como prioritarias para el país por el Ministerio de Salud, serán iguales a los asignados durante 
la vigencia anterior incrementados en la inflación causada y se distribuirán entre los distritos, municipios 
y corregimientos departamentales, de los nuevos departamentos creados por la Constitución de 1991, de 
acuerdo con la sumatoria de los valores correspondientes a la aplicación de los criterios de población, equidad 
y eficiencia administrativa, definidos así:

52.1. 	Población por atender. Es la población total de cada entidad territorial certificada por el DANE para 
el respectivo año y se distribuirá entre los distritos, municipios y corregimientos de acuerdo con su 
población.

52.2. 	Equidad. Es el peso relativo que se asigna a cada entidad territorial, de acuerdo con su nivel de pobreza 
y los riesgos en salud pública.

52.3. 	Eficiencia administrativa. Es el mayor o menor cumplimiento en metas prioritarias de salud pública, 
medidas por indicadores trazadores.

Los recursos para financiar los eventos de salud pública, se distribuirán de acuerdo con los criterios antes 
señalados así: 40% por población por atender, 50% por equidad y 10% por eficiencia administrativa, 
entendiéndose que ésta existe, cuando se hayan logrado coberturas útiles de vacunación.

Los departamentos recibirán el 45% de los recursos destinados a este componente, para financiar los eventos 
de salud pública de su competencia, para la operación y mantenimiento de los laboratorios de salud pública, 
y el 100% de los asignados a los corregimientos departamentales.
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Los municipios y distritos recibirán el 55% de los recursos asignados a este componente, con excepción del 
Distrito Capital que recibirá el 100%.

Artículo 53. Transferencias de los recursos. La apropiación de los recursos del Sistema General de Participaciones 
para salud se hará sobre la base del 100% del aforo que aparezca en la Ley de Presupuesto.

Los giros se deberán efectuar en los diez (10) primeros días del mes siguiente al que corresponde la 
transferencia, a los fondos que para el efecto deben crear y organizar las entidades territoriales.

Los giros correspondientes a los aportes patronales se harán directamente a la entidad u organismo que 
administra las pensiones, cesantías, salud y riesgos profesionales del sector salud de las entidades territoriales, 
en la forma y oportunidad que señale el reglamento.

CAPÍTULO IV

Disposiciones generales del sector salud

Artículo 54. Organización y consolidación de redes. El servicio de salud a nivel territorial deberá prestarse 
mediante la integración de redes que permitan la articulación de las unidades prestadoras de servicios de 
salud, la utilización adecuada de la oferta en salud y la racionalización del costo de las atenciones en beneficio 
de la población, así como la optimización de la infraestructura que la soporta.

La red de servicios de salud se organizará por grados de complejidad relacionados entre sí mediante un 
sistema de referencia y contrarreferencia que provea las normas técnicas y administrativas con el fin de 
prestar al usuario servicios de salud acordes con sus necesidades, atendiendo los requerimientos de eficiencia 
y oportunidad, de acuerdo con la reglamentación que para tales efectos expida el Ministerio de Salud.

Parágrafo 1º. Para garantizar la efectiva organización y operación de los servicios de salud a través de redes, 
los planes de inversión de las instituciones prestadoras de salud públicas deberán privilegiar la integración 
de los servicios. Para el conjunto de servicios e instalaciones que el Ministerio de Salud defina como de 
control especial de oferta, las Instituciones Prestadoras de Salud, sean públicas o privadas, requerirán de la 
aprobación de sus proyectos de inversión por el Ministerio de Salud.

Parágrafo 2º. Defínase un plazo de cuatro (4) años después de la vigencia de la presente Ley para la evaluación 
de la vulnerabilidad sísmica de las instituciones prestadoras de servicios de salud. Una vez culminada la 
evaluación cada entidad contará con cuatro (4) años para ejecutar las acciones de intervención o reforzamiento 
estructural que se requieran de acuerdo a las normas que regulan la materia.

Parágrafo 3º. El Gobierno nacional podrá otorgar préstamos condonables a las entidades territoriales con 
el fin de adelantar el programa de organización y modernización de redes, los cuales serán considerados 
como gastos de inversión del sector. Estos créditos no computarán dentro de los indicadores de solvencia 
y sostenibilidad de la Ley 358 de 1997, mientras la entidad que los reciba cumpla con los requisitos que el 
Gobierno nacional establezca para su condonación. Para estos efectos, las rentas de la Participación para 
Salud, podrán ser pignoradas a la Nación.

Artículo 55. Dirección y prestación de los servicios de salud. En la dirección y prestación de los servicios 
de salud, por parte de los departamentos, distritos y municipios, deberán observarse las siguientes reglas:

55.1.	 Adecuar y orientar su estructura administrativa, técnica y de gestión, para el ejercicio de las competencias 
asignadas, que de berán cumplirse con recursos del Sistema General de Participaciones destinados a 
salud y con recursos propios, y
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55.2.	 Disponer de un sistema que genere información periódica sobre el manejo presupuestal y contable de 
los recursos destinados a salud.

Artículo 56. De la inscripción en el registro especial de las entidades de salud. Todos los prestadores de 
servicios de salud, cualquiera que sea su naturaleza jurídica o nivel, de complejidad deberán demostrar ante el 
Ministerio de Salud o ante quien éste delegue, la capacidad tecnológica y científica, la suficiencia patrimonial 
y la capacidad técnico  administrativa, para la prestación del servicio a su cargo.

Artículo 57. Fondos de Salud. Las entidades territoriales, para la administración y manejo de los recursos 
del Sistema General de Participaciones y de todos los demás recursos destinados al sector salud, deberán 
organizar un fondo departamental, distrital o municipal de salud, según el caso, que se manejará como una 
cuenta especial de su presupuesto, separada de las demás rentas de la entidad territorial y con unidad de 
caja al interior del mismo, conservando un manejo contable y presupuestal independiente y exclusivo, que 
permita identificar con precisión el origen y destinación de los recursos de cada fuente. En ningún caso, 
los recursos destinados a la salud podrán hacer unidad de caja con las demás rentas de la entidad territorial. 
El manejo contable de los fondos de salud debe regirse por las disposiciones que en tal sentido expida la 
Contaduría General de la Nación.

Los recursos del régimen subsidiado no podrán hacer unidad de caja con ningún otro recurso.

A los fondos departamentales, distritales o municipales de salud deberán girarse todas las rentas nacionales 
cedidas o transferidas con destinación específica para salud, los recursos libremente asignados para la salud 
por el ente territorial, la totalidad de los recursos recaudados en el ente territorial respectivo que tengan esta 
destinación, los recursos provenientes de cofinanciación destinados a salud, y en general los destinados a 
salud, que deban ser ejecutados por la entidad territorial.

Parágrafo 1º. Para vigilar y controlar el recaudo y adecuada destinación de los ingresos del Fondo de Salud, 
la Contraloría General de la República deberá exigir la información necesaria a las entidades territoriales y 
demás entes, organismos y dependencias que generen, recauden o capten recursos destinados a la salud.

El control y vigilancia de la generación, flujo y aplicación de los recursos destinados a la salud está a cargo de 
la Superintendencia Nacional de Salud y se tendrá como control ciudadano en la participación en el Consejo 
Nacional de Seguridad Social en Salud, con voz pero sin voto. El Gobierno reglamentará la materia.

Parágrafo 2º. Sólo se podrán realizar giros del Sistema General de Participaciones a los fondos de salud.

Artículo 58. De los aportes patronales. Las sumas correspondientes a los recursos que las entidades territoriales 
y sus entes descentralizados, deben destinar como aportes patronales de los empleados del sector salud, que 
se venían financiando con los recursos del situado fiscal, deberán ser pagadas con cargo a los recursos del 
Sistema General de Participaciones de salud y deben ser giradas directamente por la Nación a los Fondos de 
Pensiones y Cesantías, Administradoras de Riesgos Profesionales y a las Entidades Promotoras de Salud a 
las cuales se encuentren afiliados los trabajadores.

Los recursos a los que se refiere el presente artículo se presupuestarán y contabilizarán sin situación de 
fondos, por parte de las entidades territoriales y sus entes descentralizados.

Parágrafo. Cuando una entidad beneficiaria del Sistema General de Participaciones, haya registrado en 
los años anteriores a la vigencia de la presente ley, excedentes por el pago de aportes patronales deberá 
destinarlos así:

a)	 A sanear el pago de los aportes patronales para cesantías, pensiones, salud y riesgos profesionales 
causados a partir de 1994, de conformidad con la reglamentación que para el efecto expida el Ministerio 
de Salud;
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b)	 Una vez efectuado el saneamiento de los aportes patronales, los saldos existentes podrán ser solicitados 
por la entidad territorial y adicionados a su presupuesto para financiar la prestación de servicios de salud 
a la población pobre en lo no cubierto con subsidios a la demanda, de acuerdo con el reglamento que 
expida el Ministerio de Salud.

Artículo 59. Rentas cedidas y gastos de funcionamiento. Adiciónase al artículo 42 de la Ley 643 de 2001 el 
siguiente parágrafo:

“Parágrafo 4º. Del 80% contemplado en el literal a) del artículo 42 de la Ley 643 de 2001, los departamentos 
de Amazonas, Arauca, Caquetá, Casanare, Guainía, Guaviare, Putumayo, Vaupés y Vichada, podrán destinar 
hasta un cuarenta por ciento (40%) para cubrir los gastos de funcionamiento de las secretarías o direcciones 
seccionales de salud, mientras éstas mantengan la doble característica de ser administradoras y prestadoras 
de servicios de salud en su jurisdicción”.

Artículo 60. Financiación de las direcciones territoriales de salud. Los gastos de funcionamiento de las 
dependencias y organismos de dirección de los departamentos, distritos y municipios podrán financiarse 
con sus ingresos corrientes de libre destinación y podrán destinar hasta un 25% de las rentas cedidas para 
tal fin.

No menos del veinte por ciento (20%) del monto de las rentas cedidas que se destinen a gastos de 
funcionamiento, podrán financiar las funciones de asesoría y asistencia técnica, inspección, vigilancia y 
control del Régimen Subsidiado y salud pública, de acuerdo con las competencias establecidas en el artículo 
44 de la presente ley. En caso de no acreditar la capacidad técnica establecida o que sus resultados no sean 
satisfactorios, según eval uación y supervisión realizada por la Superintendencia Nacional de Salud, el 
Departamento contratará dichos procesos con entidades externas.

Se excluyen de lo dispuesto en este artículo los departamentos de Amazonas, Arauca, Caquetá, Casanare, 
Guainía, Guaviare, Putumayo, Vaupés y Vichada, los cuales se rigen por lo dispuesto en el artículo 59.

En ningún caso se podrá financiar gastos de funcionamiento con recursos provenientes del Sistema General 
de Participaciones.

Artículo 61. Fondo del Pasivo Prestacional para el Sector Salud. Suprímase el Fondo del Pasivo Prestacional 
para el Sector Salud creado por el artículo 33 de la Ley 60 de 1993. En adelante, con el fin de atender la 
responsabilidad financiera a cargo de la Nación para el pago de las cesantías y pensiones de las personas 
beneficiarias de dicho Fondo y de acuerdo con los convenios de concurrencia correspondientes, la Nación a 
través del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, se hará cargo del giro de los recursos, así:

61.1. 	Al encargo Fiduciario o Patrimonio Autónomo constituido por la entidad territorial para el pago de 
las mesadas y bonos pensionales de las Instituciones de Salud, de conformidad con el Decreto 1296 
de 1994.

61.2. 	A las entidades administradoras de pensiones o cesantías a las cuales se encuentren afiliados los 
servidores públicos.

61.3. 	A los fondos de que trata el artículo 23 del Decreto ley 1299 de 1994 o a los fideicomisos a que se 
refiere el artículo 19, numeral 3 del mismo Decreto.

Artículo 62. Convenios de Concurrencia. Para efectos de los convenios de concurrencia, los cuales deberán 
ser suscritos a partir de la vigencia de la presente ley por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, se 
continuarán aplicando los procedimientos del Fondo del Pasivo Prestacional del Sector Salud, la forma en 
que concurren las diferentes entidades para cubrir el pasivo prestacional, la forma de cálculo del mismo, su 
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actualización financiera y actuarial, las obligaciones de los convenios de concurrencia y los requisitos que 
deben acreditarse.

El Ministerio de Hacienda y Crédito Público podrá establecer, en concertación con el ente territorial, las 
condiciones para celebrar los convenios de concurrencia y el desarrollo de los mismos y de los que se 
encuentren en ejecución, para lo cual podrá verificar el contenido de los convenios suscritos y ordenará el 
ajuste a las normas sobre el particular.

El Ministerio de Hacienda y Crédito Público deberá revisar y actualizar en forma periódica el valor de la 
deuda prestacional, definiendo la responsabilidad de cada uno de los entes que suscribe el convenio de 
concurrencia.

Parágrafo. Para efectos de lo ordenado en el presente artículo, el Gobierno nacional defin irá la información, 
condiciones y términos que considere necesarios.

Artículo 63. Administración. Los recursos existentes en el Fondo del Pasivo Prestacional para el Sector Salud 
serán trasladados al Ministerio de Hacienda y Crédito Público, de manera que con cargo a dichos recursos, se 
efectúen los pagos correspondientes. Así mismo, los demás recursos que por ley se encontraban destinados 
al Fondo, serán entregados al Ministerio de Hacienda para financiar el pago de los pasivos prestacionales 
de los servidores del sector salud.

Artículo 64. Giro de los recursos. Sobre la base del 100% del aforo que aparezca en la ley anual de presupuesto 
se determinará el programa anual de caja, en el cual se establecerán los giros mensuales correspondientes a 
la participación para salud. Los giros deberán efectuarse en los diez (10) primeros días del mes siguiente al 
que corresponde la transferencia, para tal efecto se aforará la participación para salud del Sistema General de 
participaciones en la ley anual de presupuesto, hasta por el monto que se girará en la respectiva vigencia.

La Nación podrá girar los recursos del Sistema General de Participaciones y del Sistema General de Seguridad 
Social en Salud directamente a las entidades de aseguramiento o las instituciones prestadoras de servicios 
de salud, cuando las entidades territoriales no cumplan con las obligaciones propias del ejercicio de las 
competencias establecidas en la presente ley de acuerdo a la reglamentación que el Gobierno nacional expida 
sobre la materia.

Artículo 65. Planes bienales de inversiones en salud. Las secretarías de salud departamentales y distritales 
prepararán cada dos años un plan bienal de inversiones públicas y privadas en salud, en el cual se incluirán 
las destinadas a infraestructura, dotación o equipos biomédicos que el Ministerio de Salud determine que 
sean de control especial.

Estos planes se iniciarán con la elaboración de un inventario completo sobre la oferta existente en la respectiva 
red, y deberán presentarse a los Consejos Territoriales de Seguridad Social en Salud. Los Planes bienales 
deberán contar con la aprobación del Ministerio de Salud, para que se pueda iniciar cualquier obra o proceso 
de adquisición de bienes o servicios contemplado en ellos.

No podrán realizarse inversiones en infraestructura, dotación o equipos, que no se encuentren en el plan bienal 
de inversiones en salud. Sin perjuicio de las sanciones administrativas a que hubiere lugar, la institución 
pública que realice inversiones por fuera del plan bienal, no podrá financiar con recursos del Sistema General 
de Participaciones el costo de la inversión o el de operación y funcionamiento de los nuevos servicios. 
Cuando las instituciones privadas realicen inversiones por fuera del plan bienal, no podrán ser contratadas 
con recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud.

El plan bienal de inversiones definirá la infraestructura y equipos necesarios en las áreas que el Ministerio 
de Salud defina como de control de oferta. Las instituciones públicas o privadas que realicen inversiones 
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en estas áreas no previstas en el plan bienal, serán sancionadas. Los gerentes y las juntas directivas de las 
instituciones públicas podrán ser destituidos por mala conducta y las instituciones privadas no podrán ser 
contratadas con recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud.

Artículo 66. De la información para la asignación de recursos. La información utilizada para la distribución de 
recursos en materia de población urbana y rural, deberá ser suministrada por el Departamento Administrativo 
Nacional de Estadísticas, DANE.

La información sobre la población pobre afiliada al Sistema General de Seguridad Social en Salud, provendrá 
del Sistema Integral de Información en Salud, del Ministerio de Salud.

La información sobre la población identificada por el Sistema de Identificación de Beneficiarios de Programas 
Sociales que determine el Conpes, será consolidada y suministrada por el Departamento Nacional de 
Planeación.

La información sobre la extensión de departamentos, distritos y municipios será proporcionada por el Instituto 
Geográfico Agustín Codazzi, IGAC.

La información para la aplicación de los criterios de equidad y eficiencia administrativa tenidos en cuenta 
para la distribución de los recursos del componente para acciones en salud pública, será suministrada por 
el Ministerio de Salud.

El factor de ajuste que pondera los servicios no incluidos en el Plan Obligatorio de Salud Subsidiado será 
definido conjuntamente por el Departamento Nacional de Planeación y el Ministerio de Salud.

Artículo 67. Atención de urgencias. La atención inicial de urgencias debe ser prestada en forma obligatoria 
por todas las entidades públicas y privadas que presten servicios de salud a todas las personas. Para el pago 
de servicios prestados su prestación no requiere contrato ni orden previa y el reconocimiento del costo de 
estos servicios se efectuará mediante resolución motivada en caso de ser un ente público el pagador. La 
atención de urgencias en estas condiciones no constituye hecho cumplido para efectos presupuestales y 
deberá cancelarse máximo en los tres (3) meses siguientes a la radicación de la factura de cobro.

Artículo 68. Inspección y vigilancia. La Superintendencia Nacional de Salud tendrá como competencia 
realizar la inspección, vigilancia y control del cumplimiento de las normas constitucionales y legales del 
sector salud y de los recursos del mismo.

Las organizaciones de economía solidaria que realicen funciones de Entidades Promotoras de Salud, 
administradoras de régimen subsidiado o presten servicios de salud y que reciban recursos del Sistema General 
de Seguridad Social en Salud, estarán sometidas a la inspección, vigilancia y control de la Superintendencia 
Nacional de Salud.

La Superintendencia Nacional de Salud ejercerá funciones de inspección, vigilancia y control sobre las 
Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud IPS, en relación con el cumplimiento de las normas técnicas, 
científicas, administrativas y financieras del sector salud. Los procesos de liquidación de las instituciones 
prestadoras de servicios de salud, IPS, privadas serán de competencia de la Superintendencia de Sociedades, 
con excepción de las fundaciones, corporaciones y demás entidades de utilidad común sin ánimo de lucro, 
siempre y cuando no hayan manejado recursos públicos o de la Seguridad Social en Salud.

Para el ejercicio de sus funciones, la Superintendencia Nacional de Salud, por medio de la jurisdicción 
coactiva, realizará el cobro de las tasas, contribuciones y multas a que hubiere lugar.

La Superintendencia Nacional de Salud ejercerá la intervención forzosa administrativa para administrar o 
liquidar las entidades vigiladas que cumplan funciones de explotación u operación de monopolios rentísticos, 
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cedidos al sector salud, Empresas Promotoras de Salud e Instituciones Prestadoras de Salud de cualquier 
naturaleza, así como para intervenir técnica y administrativamente las direcciones territoriales de salud, en 
los términos de la ley y los reglamentos.

La intervención de la Superintendencia de Salud a las Instituciones Prestadoras de Salud tendrá una primera 
fase que consistirá en el salvamento.

Sin perjuicio de la responsabilidad fiscal, disciplinaria y penal, la Superintendencia Nacional de Salud, en 
ejercicio de sus atribuciones y competencias, y previa solicitud de explicaciones, impondrá a los representantes 
legales de los departamentos, distritos y municipios, directores de salud, jefes de presupuesto, tesoreros y 
demás funcionarios responsables de la administración y manejo de los recursos sector salud en las entidades 
territoriales, multas hasta de 2.000 salarios mínimos legales mensuales vigentes a la fecha de la expedición 
del acto administrativo, a favor del Fondo de Solidaridad y Garantía, por incumplimiento de las instrucciones 
y órdenes impartidas por la Superintendencia, así como por la violación de la normatividad vigente sobre la 
prestación del servicio público de salud y el Sistema General de Seguridad Social en Salud. El pago de las 
multas debe hacerse con recursos de su propio peculio, y en consecuencia no se puede imputar al presupuesto 
de la entidad de la cual dependen.

CAPÍTULO V

Transición del Sistema General de Participaciones en Salud

Artículo 69. Período de transición. Se fija un período de transición de dos (2) años contados a partir de 
la vigencia de la presente ley, para la aplicación plena de las fórmulas de distribución de recursos aquí 
establecidas y para disponer de la información necesaria que permita la aplicación permanente de los criterios 
de distribución establecidos.

Durante este período, los departamentos, distritos y municipios deberán preparar, consolidar y enviar al 
Ministerio de Salud, la información relacionada con todas las modalidades de prestación del servicio de 
salud en su jurisdicción y la información adicional que se requiera.

Artículo 70. Distribución inicial por componente de los recursos del Sistema General de Participaciones. 
Para el año 2002, los recursos producto del crecimiento adicional a la inflación, del Sistema General de 
Participaciones en Salud, serán destinados a financiar la nueva afiliación de la población pobre mediante 
subsidios a la demanda, aplicando el criterio de equidad, entendido como un indicador que pondera el déficit 
de cobertura del Régimen Subsidiado de la entidad territorial y su proporción de población por atender a 
nivel nacional, siempre que los recursos destinados a la prestación de los servicios de salud a la población 
pobre en lo no cubierto con subsidios a la demanda, mantengan el mismo monto de la vigencia anterior, 
incrementado en la inflación causada.

Para el mismo año, los recursos del Sistema General de Participaciones en Salud, una vez descontado el monto 
señalado en el inciso anterior, se distribuirán para financiar la población atendida por el Régimen Subsidiado 
en Salud, mediante subsidios a la demanda; para la prestación del servicio de salud a la población pobre en 
lo no cubierto con subsidios a la demanda y para las acciones de salud pública, definidos como prioritarios 
para el país por el Ministerio de Salud, de acuerdo a la participación del gasto financiado con transferencias 
para cada componente, en el total de las transferencias en el año 2001.

Para el año 2003 la distribución de los recursos del Sistema General de Participaciones entre componentes 
será igual al monto destinado a cada uno en la vigencia anterior, incrementado en la inflación causada. Los 
recursos producto del crecimiento adicional a la inflación del Sistema General de Participaciones en Salud, 
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serán destinados durante el período de transición a financiar la nueva afiliación de la población por atender 
urbana y rural al régimen subsidiado, aplicando el criterio de equidad en los términos señalados en el presente 
artículo y siempre que los recursos destinados a la prestación de los servicios de salud a la población pobre en 
lo no cubierto con subsidios a la demanda, mantengan el mismo monto de la vigencia anterior, incrementado 
en la inflación causada.

Para la distribución de los recursos durante estas vigencias fiscales entre las entidades territoriales se aplicarán 
las fórmulas generales establecidas en la presente ley para la distribución de los recursos del Sistema Genera 
l de Participaciones para Salud.

Los recursos de cofinanciación de la Nación destinados a la atención en salud de la población pobre mediante 
subsidios a la demanda, contribuirán a garantizar la continuidad de la población afiliada al Régimen Subsidiado 
en la vigencia anterior al inicio del periodo de transición definido en la presente ley, una vez descontados 
por cada entidad territorial los recursos del Sistema General de Participaciones para salud y los recursos 
propios destinados a financiar la continuidad de cobertura. El monto excedente deberá distribuirse para el 
financiamiento de la ampliación de cobertura entre los entes territoriales, de acuerdo con los criterios que 
establezca el Consejo Nacional de Seguridad Social en Salud.

Anualmente la Nación establecerá la meta de ampliación de cobertura nacional para la vigencia siguiente, la 
cual deberá reflejarse en la apropiación de recursos presentada en el proyecto de ley de presupuesto.

Después del período de transición, el Sistema General de Seguridad Social en Salud deberá recuperar la meta 
de lograr aseguramiento universal de la población. El Consejo Nacional de Seguridad Social en Salud deberá 
definir, antes de diciembre del año 2003, el plan de generación y reasignación de recursos para lograrlo.

Parágrafo 1º. Teniendo en cuenta que al entrar en vigencia la presente ley, existen recursos nacionales 
cedidos a los departamentos que financiaban la afiliación al régimen subsidiado y que es necesario garantizar 
la sostenibilidad de la cobertura alcanzada durante el año 2001 con cargo a éstos, se incluye en el cálculo del 
componente para la financiación de la población atendida por el régimen subsidiado, los recursos cedidos 
destinados a demanda durante la vigencia fiscal 2001. Estos se descontarán de los destinados a financiar la 
prestación de servicios de salud a la población pobre en lo no cubierto con subsidios a la demanda.

Parágrafo 2º. Durante el año 2002 la distribución de los recursos para las acciones de salud pública, 
definidas como prioritarias para el país por el Ministerio de Salud, asignados por eficiencia administrativa, 
será proporcional a la población susceptible de ser vacunada.

Artículo 71. De la metodología para la asignación de recursos. Durante el período de transición se entiende 
como población por atender urbana y rural la población total menos la población asegurada en los regímenes 
contributivo, subsidiado o excepcionales.

Se entiende por dispersión poblacional el resultado de dividir la extensión en kilómetros cuadrados de cada 
distrito o municipio entre la población urbana y rural del mismo. El ajuste se hará en favor de los municipios 
cuyo indicador esté por encima del promedio nacional, de acuerdo a un factor que determinará anualmente 
el Conpes.

Al departamento Archipiélago de San Andrés y Providencia se le aplicará el factor de ajuste que le corresponda 
a las entidades cuya dispersión esté por encima del promedio nacional.

Durante el período de transición los municipios deberán identificar la población pobre y vulnerable afiliada 
y no afiliada al Sistema General de Seguridad Social en Salud, a través de la metodología definida por el 
Conpes, financiada con recursos de la Nación.
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Artículo 72. Inspección, vigilancia y control. El Gobierno nacional adoptará dentro de los seis meses 
siguientes a la promulgación de. la presente ley, normas que reglamenten la estructura y funciones para el 
desarrollo la inspección, vigilancia y control del sector salud y del Sistema General de Seguridad Social 
en Salud, conforme a las competencias definidas en la presente Ley, con el fin de fortalecer la capacidad 
técnica, financiera, administrativa y operativa de las entidades que ejercen estas funciones, con el concurso 
de los diferentes niveles territoriales. En ningún caso lo dispuesto en este artículo conllevará la creación de 
nuevas entidades.

T Í T U L O  IV

PARTICIPACIÓN DE PROPÓSITO GENERAL

CAPÍTULO I

Competencias de la Nación en otros sectores

Artículo 73. Competencias de la Nación en otros sectores. Corresponde a la Nación, además de las funciones 
señaladas en la Constitución y sin perjuicio de las asignadas en otras normas, las siguientes competencias:

73.1. 	Formular las políticas y objetivos de desarrollo del país, promoviendo su articulación con las de las 
entidades territoriales.

73.2. 	Asesorar y prestar asistencia técnica a las entidades territoriales.

73.3. 	Distribuir los recursos del Sistema General de Participaciones y ejercer las labores de seguimiento y 
evaluación del mismo.

73.4. 	Ejercer el seguimiento y la evaluación de los planes, programas y proyectos desarrollados por las 
entidades territoriales con los recursos del Sistema General de Participaciones y publicar los resultados 
obtenidos para facilitar el control social.

73.5. 	Intervenir en los términos señalados en la ley a las entidades territoriales.

73.6. 	Ejercer las labores de inspección y vigilancia de las políticas públicas sectoriales y vigilar su 
cumplimiento.

73.7. 	Promover los mecanismos de participación ciudadana en todos los niveles de la administración pública.

73.8. 	Dictar las normas científicas, técnicas y administrativas para la organización y prestación de los servicios 
que son responsabilidad del Estado.

73.9 	 Los demás que se requieran en desarrollo de las funciones de administración, distribución y control 
del Sistema General de Participaciones.

CAPÍTULO II

Competencias de las entidades territoriales en otros sectores

Artículo 74. Competencias de los Departamentos en otros sectores. Los Departamentos son promotores del 
desarrollo económico y social dentro de su territorio y ejercen funciones administrativas, de coordinación, 
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de complementariedad de la acción municipal, de intermediación entre la Nación y los Municipios y de 
prestación de los servicios.

Sin perjuicio de las establecidas en otras normas, corresponde a los Departamentos el ejercicio de las 
siguientes competencias:

74.1. 	 Planificar y orientar las políticas de desarrollo y de prestación de servicios públicos en el departamento 
y coordinar su ejecución con los municipios.

74.2. 	 Promover, financiar o cofinanciar proyectos nacionales, departamentales o municipales de interés 
departamental.

74.3. 	 Administrar los recursos cedidos por la Nación, atendiendo su destinación legal cuando la tengan.

74.4. 	 Promover la armonización de las actividades de los Municipios entre sí, con el Departamento y con 
la Nación.

74.5. 	 Asesorar y prestar asistencia técnica, administrativa y financiera a los Municipios y a las instituciones 
de prestación de servicios para el ejercicio de las competencias asignadas por la ley, cuando a ello 
haya lugar.

74.6. 	 Realizar el seguimiento y la evaluación de la acción de los municipios y de la prestación de los 
servicios a cargo de estos e informar los resultados de la evaluación y seguimiento a la Nación, 
autoridades locales y a la comunidad.

74.7. 	 Promover y fomentar la participación de las entidades privadas, comunitarias y sin ánimo de lucro 
en la prestación de los servicios que deben prestarse en el departamento.

74.8. 	 Adelantar la construcción y la conservación de todos los componentes de la infraestructura de 
transporte que les corresponda.

74.9 	 Desarrollar y ejecutar programas y políticas para el mantenimiento del medio ambiente y los recursos 
naturales renovables.

74.10. 	 Coordinar y dirigir con la colaboración de las Corporaciones Autónomas Regionales, las 
actividades de control y vigilancia ambientales intermunicipales, que se realicen en el territorio del 
departamento.

74.11. 	 Organizar sistemas de coordinación de las entidades prestadoras de servicios públicos y promover, 
cuando razones técnicas y económicas lo aconsejen, la organización de asociaciones de municipios 
para la prestación de servicios públicos, o la celebración de convenios para el mismo efecto.

74.12. 	 Coordinar acciones entre los municipios orientadas a desarrollar programas y actividades que 
permitan fomentar la práctica del deporte, la recreación y el aprovechamiento del tiempo libre en 
el territorio departamental.

74.13. 	 Coordinar acciones entre los municipios orientadas a desarrollar programas y actividades que permitan 
fomentar las artes en todas sus expresiones y demás manifestaciones simbólicas expresivas.

74.14. 	 En materia de orden público, seguridad, convivencia ciudadana y protección del ciudadano.

74.14.1. Apoyar con recursos la labor que realiza la fuerza pública en su jurisdicción.

74.14.2. Preservar y mantener el orden público en su jurisdicción atendiendo las políticas que establezca el 
Presidente de la República.

74.15. 	 Participar en la promoción del empleo y la protección de los desempleados.
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Artículo 75. Competencias de los distritos. Los distritos tendrán las mismas competencias que los municipios 
y departamentos, excepto aquellas que correspondan a la función de intermediación con los municipios y 
la Nación.

Artículo 76. Competencias del municipio en otros sectores. Además de las establecidas en la Constitución 
y en otras disposiciones, corresponde a los Municipios, directa o indirectamente, con recursos propios, del 
Sistema General de Participaciones u otros recursos, promover, financiar o cofinanciar proyectos de interés 
municipal y en especial ejercer las siguientes competencias:

76.1. Servicios Públicos

Realizar directamente o a través de terceros en materia de servicios públicos además de las competencias 
establecidas en otras normas vigentes la construcción, ampliación rehabilitación y mejoramiento de la 
infraestructura de servicios públicos.

76.2. 	 En materia de vivienda

76.2.1. 	Participar en el Sistema Nacional de Vivienda de Interés Social.

76.2.2. 	Promover y apoyar programas o proyectos de vivienda de interés social, otorgando subsidios para 
dicho objeto, de conformidad con los criterios de focalización nacionales, si existe disponibilidad de 
recursos para ello.

76.3. 	 En el sector agropecuario

76.3.1. 	Promover, participar y/o financiar proyectos de desarrollo del área rural.

76.3.2. 	Prestar, directa o indirectamente el servicio de asistencia técnica agropecuaria.

76.3.3. 	Promover mecanismos de asociación y de alianzas de pequeños y medianos productores.

76.4. 	 En materia de transporte

76.4.1. 	Construir y conservar la infraestructura municipal de transporte, las vías urbanas, suburbanas, veredales 
y aquellas que sean propiedad del municipio, las instalaciones portuarias, fluviales y marítimas, los 
aeropuertos y los terminales de transporte terrestre, en la medida que sean de su propiedad o cuando 
éstos le sean transferidos directa o indirectamente.

	 Las vías urbanas que forman parte de las carreteras nacionales seguirán a cargo de la Nación.

76.4.2. 	Planear e identificar prioridades de infraestructura de transporte en su jurisdicción y desarrollar 
alternativas viables.

76.5. En materia ambiental

76.5.1. 	Tomar las medidas necesarias para el control, la preservación y la defensa del medio ambiente en el 
municipio, en coordinación con las corporaciones autónomas regionales.

76.5.2. 	Promover, participar y ejecutar programas y políticas para mantener el ambiente sano.
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76.5.3. 	Coordinar y dirigir, con la asesoría de las Corporaciones Autónomas Regionales, las actividades 
permanentes de control y vigilancia ambientales, que se realicen en el territorio del municipio.

76.5.4. 	Ejecutar obras o proyectos de descontaminación de corrientes o depósitos de agua afectados por 
vertimientos, así como programas de disposición, eliminación y reciclaje de residuos líquidos y 
sólidos y de control a las emisiones contaminantes del aire.

76.5.5. 	Promover, cofinanciar o ejecutar, en coordinación con otras entidades públicas, comunitarias 
o privadas, obras y proyectos de irrigación, drenaje, recuperación de tierras, defensa contra las 
inundaciones y regulación de cauces o corrientes de agua.

76.5.6. 	Realizar las actividades necesarias para el adecuado manejo y aprovechamiento de cuencas y 
microcuencas hidrográficas.

76.5.7. 	Prestar el servicio de asistencia técnica y realizar transferencia de tecnología en lo relacionado con 
la defensa del medio ambiente y la protección de los recursos naturales.

76.6. En materia de centros de reclusión

Los municipios en coordinación con el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario, Inpec, podrán apoyar 
la creación, fusión o supresión, dirección, organización, administración, sostenimiento y vigilancia de las 
cárceles para las personas detenidas preventivamente y condenadas por contravenciones que impliquen 
privación de la libertad.

76.7. En deporte y recreación

76.7.1. 	Planear y desarrollar programas y actividades que permitan fomentar la práctica del deporte, la 
recreación, el aprovechamiento del tiempo libre y la educación física en su territorio.

76.7.2. 	Construir, administrar, mantener y adecuar los respectivos escenarios deportivos.

76.7.3. 	Cooperar con otros entes deportivos públicos y privados para el cumplimiento de los objetivos 
previstos en la ley.

76.8. En cultura

76.8.1. 	Fomentar el acceso, la innovación, la creación y la producción artística y cultural en el municipio.

76.8.2. 	Apoyar y fortalecer los procesos de información, investigación, comunicación y formación y las 
expresiones multiculturales del municipio.

76.8.3. 	Apoyar la construcción, dotación, sostenimiento y mantenimiento de la infraestructura cultural del 
municipio y su apropiación creativa por parte de las comunidades; y proteger el patrimonio cultural 
en sus distintas expresiones y su adecuada incorporación al crecimiento económico y a los procesos 
de construcción ciudadana.

76.8.4. 	Apoyar el desarrollo de las redes de información cultural y bienes, servicios e instituciones culturales 
(museos, bibliotecas, archivos, bandas, orquestas, etc.), así como otras iniciativas de organización 
del sector cultural.

76.8.5. 	Formular, orientar y ejecutar los planes, programas, proyectos y eventos municipales teniendo como 
referencia el Plan Decenal de Cultura.
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76.9. En prevención y atención de desastres

Los municipios con la cofinanciación de la Nación y los departamentos podrán:

76.9.1.	 Prevenir y atender los desastres en su jurisdicción.

76.9.2.	 Adecuar las áreas urbanas y rurales en zonas de alto riesgo y reubicación de asentamientos.

76.10. En materia de promoción del desarrollo

76.10.1.	Promover asociaciones y concertar alianzas estratégicas para apoyar el desarrollo empresarial e 
industrial del municipio y en general las actividades generadoras de empleo.

76.10.2. Promover la capacitación, apropiación tecnológica avanzada y asesoría empresarial.

76.11. Atención a grupos vulnerables

Podrán establecer programas de apoyo integral a grupo s de población vulnerable, como la población infantil, 
ancianos, desplazados o madres cabeza de hogar. 

76.12. Equipamiento municipal

Construir, ampliar y mantener la infraestructura del edificio de la Alcaldía, las plazas públicas, el cementerio, 
el matadero municipal y la plaza de mercado y los demás bienes de uso público, cuando sean de su 
propiedad.

76.13. Desarrollo comunitario

Promover mecanismos de participación comunitaria para lo cual podrá convocar, reunir y capacitar a la 
comunidad.

76.14. Fortalecimiento institucional

76.14.1. 	Realizar procesos integrales de evaluación institucional y capacitación, que le permitan a la 
administración local mejorar su gestión y adecuar su estructura administrativa, para el desarrollo 
eficiente de sus competencias, dentro de sus límites financieros.

76.14.2. 	Adelantar las actividades relacionadas con la reorganización de la administración local con el 
fin de optimizar su capacidad para la atención de sus competencias constitucionales y legales, 
especialmente: El pago de indemnizaciones de personal originadas en programas de saneamiento 
fiscal y financiero por el tiempo de duración de los mismos; y, el servicio de los créditos que se 
contraten para ese propósito.

76.14.3. 	Financiar los gastos destinados a cubrir el déficit fiscal, el pasivo laboral y el pasivo prestacional, 
existentes a 31 de diciembre de 2000, siempre y cuando tales gastos se encuentren contemplados 
en programas de saneamiento fiscal y financiero, con el cumplimiento de todos los términos y 
requisitos establecidos en la Ley 617 de 2000 y sus reglamentos.
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76.14.4. 	Cofínanciar cada dos años con la Nación la actualización del instrumento Sisbén o el que haga sus 
veces.

76.15. En justicia

Los municipios podrán financiar las inspecciones de policía para la atención de las contravenciones y demás 
actividades de policía de competencia municipal.

76.16.  En materia de orden público, seguridad, convivencia ciudadana y protección 
del ciudadano.

76.16.1. 	Apoyar con recursos la labor que realiza la fuerza pública en su jurisdicción.

76.16.2. 	Preservar y mantener el orden público en su jurisdicción, atendiendo las políticas que establezca 
el Presidente de la República.

76.17. Restaurantes escolares

Corresponde a los distritos y municipios garantizar el servicio de restaurante para los estudiantes de su 
jurisdicción, en desarrollo de esta competencia deberán adelantar programas de alimentación escolar con los 
recursos descontados para tal fin de conformidad con establecido en artículo 2º, parágrafo 2º de la presente 
ley, sin detrimento de los que destina el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar a este tipo de programas 
u otras agencias públicas o privadas.

La ejecución de los recursos para restaurantes escolares se programará con el concurso de los rectores y 
directores de las instituciones educativas.

Estos recursos se distribuirán conforme a fórmula para la distribución de recursos de la participación de 
propósito general.

76.18. En empleo

Promover el empleo y la protección a los desempleados.

CAPÍTULO III

Distribución de la participación de propósito general

Artículo 77. Beneficiarios de la Participación de Propósito General. Los recursos de la participación de 
propósito general serán asignados a los municipios, distritos, el departamento archipiélago de San Andrés y 
Providencia, conforme al artículo 310 de la Constitución Política.

Artículo 78. Destino de los recursos de la participación de propósito general. Los municipios clasificados en 
las categorías 4ª, 5ª y 6ª, podrán destinar libremente, para inversión u otros gastos inherentes al funcionamiento 
de la administración municipal, hasta un veintiocho por ciento (28%) de los recursos que perciban por la 
Participación de Propósito General.
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El total de los recursos de la participación de propósito general asignado a los municipios de categorías 
Especial, 1ª, 2ª y 3ª; el 72% restante de los recursos de la participación de propósito general para los municipios 
de categoría 4ª, 5ª o 6ª; y el 100% de los recursos asignados de la participación de propósito general al 
departamento archipiélago de San Andrés y Providencia, se deberán destinar al desarrollo y ejecución de 
las competencias asignadas en la presente ley.

Del total de dichos recursos, las entidades territoriales destinarán el 41% para el desarrollo y ejecución de 
las competencias asignadas en agua potable y saneamiento básico. Los recursos para el sector agua potable 
y saneamiento básico se destinarán a la financiación de inversiones en infraestructura, así como a cubrir los 
subsidios que se otorguen a los estratos subsidiables de acuerdo con lo dispuesto en la Ley 142 de 1994.

El cambio de destinación de estos recursos estará condicionado a la certificación que expida la Superintendencia 
de Servicios Públicos Domiciliarios, de acuerdo con la reglamentación que expida el Gobierno nacional, en 
el sentido que el municipio o distrito tienen:

a)	 Coberturas reales superiores a noventa por ciento (90%) en acueducto y ochenta y cinco por ciento (85%) 
en alcantarillado;

b)	 Equilibrio financiero entre las contribuciones y los subsidios otorgados a los estratos subsidiables, de 
acuerdo con la Ley 142 de 1994 o aquellas que la modifiquen o adiciones;

c)	 Que existan por realizar obras de infraestructura en agua potable y saneamiento básico en el territorio 
del municipio o distrito, adicionales a las tarifas cobradas a los usuarios.

La ejecución de los recursos de la participación de propósito general deberá realizarse de acuerdo a programas 
y proyectos prioritarios de inversión viables incluidos en los presupuestos.

Parágrafo 1º. Con los recursos de la participación de propósito general podrá cubrirse el servicio de la deuda 
originado en e l financiamiento de proyectos de inversión física, adquirida en desarrollo de las competencias 
de los municipios. Para el desarrollo de los mencionados proyectos se podrán pignorar los recursos de la 
Participación de propósito general.

Parágrafo 2º. Las transferencias de libre disposición podrán destinarse a subsidiar empleo o desempleo, en 
la forma y modalidades que reglamente el Gobierno nacional.

Parágrafo 3º. Del total de los recursos de Propósito General destinase el 10% para el deporte, la recreación 
y la cultura: 7% para el deporte y la recreación y 3% a la cultura.

Artículo 79. Criterios de distribución de los recursos de la participación de propósito general. Los recursos 
de la Participación de Propósito General serán distribuidos de la siguiente manera:

79.1. 	40% según la pobreza relativa, para ello se tomará el grado de pobreza de cada distrito o municipio 
medido con el índice de Necesidades Básicas Insatisfechas, NBI, o el indicador que lo sustituya 
determinado por el DANE, en relación con el nivel de pobreza relativa nacional.

79.2. 	40% en proporción a la población urbana y rural, para lo cual se tomará la población urbana y rural 
del distrito o municipio en la respectiva vigencia y su proporción sobre la población urbana y rural 
total del país, según los datos de población certificados por el Departamento Administrativo Nacional 
de Estadística DANE, que deberán tener en cuenta la información sobre la población desplazada.

79.3. 	10% por eficiencia fiscal, entendida como el crecimiento promedio de los ingresos tributarios per 
cápita de las tres últimas vigencias fiscales. La información sobre la ejecución de ingresos tributarios 
será la informada por la entidad territorial y refrendada por el Contador General antes del 30 de junio 
de cada año.
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79.4. 	10% por eficiencia administrativa, entendida como el incentivo al distrito o municipio que conserve 
o aumente su relación de inversión, con ingresos corrientes de libre destinación, por persona, en dos 
vigencias sucesivas. La información para la medición de este indicador, será la remitida por el municipio 
y refrendada por el Contador General antes del 30 de junio de cada año. Adicionalmente los municipios 
que demuestren que mantienen actualizado el Sistema de Información de Beneficiarios Sisbén o el 
que haga sus veces, tendrán derecho a una ponderación adicional en dicho indicador, de conformidad 
con la metodología que apruebe el Conpes.

Artículo 80. Norma transitoria para la distribución de la Participación de Propósito General. A partir del 
año 2002 y hasta el año 2004, inclusive, un porcentaje creciente de la Participación de Propósito General se 
distribuirá entre los municipios, de acuerdo con los criterios previstos en la presente ley de la siguiente manera: 
El 60% en 2002, el 70% en 2003 y el 80% en 2004. El porcentaje restante de la participación en cada uno 
de los años de transición, se distribuirá en proporción directa al valor que hayan recibido lo s municipios y 
distritos por concepto de Participación en los Ingresos Corrientes de la Nación en 2001. A partir del año 2005 
entrarán en plena vigencia los criterios establecidos en el presente artículo para distribuir la participación.

Artículo 81. Giro de los recursos de la participación de propósito general. Los recursos de la participación 
de propósito general serán transferidos así:

Los distritos y municipios recibirán directamente los recursos de la participación de propósito general.

Sobre la base del 100% del aforo que aparezca en la ley anual de presupuesto se determinará el programa 
anual de caja, en el cual se establecerán los giros mensuales correspondientes a la participación para propósito 
general a los distritos y municipios. Los giros deberán efectuarse en los diez (10) primeros días del mes 
siguiente al que corresponde la transferencia, para tal efecto se aforará la participación para propósito general 
del Sistema General de Participaciones en la ley anual de presupuesto, hasta por el monto que se girará en 
la respectiva vigencia.

T Í T U L O  V

DISPOSICIONES COMUNES AL SISTEMA GENERAL DE PARTICIPACIONES

Artículo 82. Resguardos Indígenas. En tanto no sean constituidas las entidades territoriales indígenas, serán 
beneficiarios del Sistema General de Participaciones los resguardos indígenas legalmente constituidos y 
reportados por el Ministerio del Interior al Departamento Nacional de Estadísticas, DANE, y al Departamento 
Nacional de Planeación en el año inmediatamente anterior a la vigencia para la cual se programan los 
recursos.

Artículo 83. Distribución y administración de los recursos para resguardos indígenas. Los recursos para los 
resguardos indígenas se distribuirán en proporción a la participación de la población de la entidad o resguardo 
indígena, en el total de población indígena reportada por el Incora al DANE.

Los recursos asignados a los resguardos indígenas, serán administrados por el municipio en el que se 
encuentra el resguardo indígena. Cuando este quede en jurisdicción de varios municipios, los recursos serán 
girados a cada uno de los municipios en proporción a la población indígena que comprenda. Sin embargo 
deberán manejarse en cuentas separadas a las propias de las entidades territoriales y para su ejecución deberá 
celebrarse un contrato entre la entidad territorial y las autoridades del resguardo, antes del 31 de diciembre 
de cada año, en la que se determine el uso de los recursos en el año siguiente. Copia de dicho contrato se 
enviará antes del 20 de enero al Ministerio del Interior.
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Cuando los resguardos se erijan como Entidades Territoriales Indígenas, sus autoridades recibirán y 
administrarán directamente la transferencia.

Los recursos de la participación asignados a los resguardos indígenas deberán destinarse a satisfacer las 
necesidades básicas de salud incluyendo la afiliación al Régimen Subsidiado, educación preescolar, básica 
primaria y media, agua potable, vivienda y desarrollo agropecuario de la población indígena. En todo caso, 
siempre que la Nación realice inversiones en beneficio de la población indígena de dichos resguardos, las 
autoridades indígenas dispondrán parte de estos recursos para cofinanciar dichos proyectos.

Las secretarías departamentales de planeación, o quien haga sus veces, deberá desarrollar programas de 
capacitación, asesoría y asistencia técnica a los resguardos indígenas y autoridades municipales, para la 
adecuada programación y uso de los recursos.

Parágrafo. La participación asignada a los resguardos indígenas se recibirá sin perjuicio de los recursos 
que los departamentos, distritos o municipios les asignen en razón de la población atendida y por atender en 
condiciones de eficiencia y de equidad en el caso de la educación de conformidad con el artículo 16 de esta 
ley, y el capítulo III del Título III en el caso de salud.

Artículo 84. Apropiación territorial de los recursos del Sistema General de Participaciones. Los ingresos 
y gastos de las entidades territoriales con recursos del Sistema General de Participaciones se apropiarán en 
los planes y presupuestos de los departamentos, distritos y municipios.

Los ingresos percibidos por el Sistema General de Participaciones, por ser de destinación específica, no 
forman parte de los ingresos corrientes de libre destinación de las entidades territoriales beneficiarias de los 
mismos.

Artículo 85. Procedimiento de programación y distribución de los recursos del Sistema General de 
Participaciones. La programación y distribución de los recursos del Sistema General de Participaciones se 
realizará así:

El Ministerio de Hacienda y Crédito Público calculará los montos totales correspondientes a la vigencia 
siguiente del Sistema General de Participaciones, de que tratan los artículos 356 y 357 de la Constitución 
Política, y comunicará al Departamento Nacional de Planeación, el monto estimado que se incluirá en el 
proyecto de ley anual de presupuesto antes de su presentación.

Con fundamento en el monto proyectado para el presupuesto, el Departamento Nacional de Planeación 
realizará la distribución inicial del Sistema General de Participaciones de acuerdo con los criterios previstos 
en esta Ley, la cual deberá ser aprobada por el Conpes para la Política Social.

Artículo 86. Ajuste del monto apropiado. Cuando la Nación constate que una entidad territorial recibió 
más recursos de los que le correspondería de conformidad con la presente ley, debido a deficiencias de la 
información, su participación deberá reducirse hasta el monto que efectivamente le corresponda. Cuando esta 
circunstancia se presente, los recursos girados en exceso se deducirán de la asignación del año siguiente.

Cuando en una vigencia fiscal el promedio de la variación porcentual de los ingresos corrientes de la Nación 
durante los cuatro años anteriores sea superior al promedio con el cual se programó el presupuesto, el Gobierno 
nacional a través del Ministerio de Hacienda y Crédito Público presentará al Congreso de la República la 
correspondiente ley para asignar los recursos adicionales, en la vigencia fiscal subsiguiente. Por el contrario, 
si el promedio de la variación porcentual de los ingresos corrientes de la Nación durante los cuatro años 
anteriores es inferior al programado en el presupuesto, se dispondrá la reducción respectiva.
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Parágrafo transitorio. Cuando en una vigencia fiscal del período de transición previsto en el parágrafo 
segundo del artículo 357 de la Constitución, la inflación causada certificada por el DANE sea superior a 
la inflación con la cual se programó el presupuesto general de la Nación, el Gobierno nacional a través del 
Ministerio de Hacienda y Crédito Público presentará al Congreso de la República la correspondiente ley 
para asignar los recursos adicionales, en la vigencia fiscal subsiguiente. Por el contrario, si la inflación con 
la cual se programó el presupuesto general de la Nación es inferior a la causada, se dispondrá la reducción 
respectiva.

Artículo 87. Participación de los nuevos municipios en el Sistema General de Participaciones. Los municipios 
creados durante la vigencia fiscal en curso tendrán derecho a participar en el Sistema General de Participaciones 
de acuerdo con las siguientes reglas:

Si el municipio ha sido segregado del territorio de otro, el valor de la participación del municipio del cual se 
segregó que se encuentre pendiente de giro para el mes subsiguiente a la fecha en la cual se haya recibido en 
el Departamento Nacional de Planeación la comunicación del Gobernador del Departamento respectivo sobre 
su creación, se distribuirá entre los dos municipios en proporción a la población de cada uno de ellos.

Si el municipio ha sido segregado del territorio de dos o más municipios, se procederá en la misma forma 
señalada en el numeral precedente, pero el valor que se distribuirá será la suma de los valores pendientes de 
giro del mes subsiguiente de los municipios de los cuales se haya segregado el nuevo municipio.

Se entiende que no hay lugar a participación por concepto del mes correspondiente, cuando la comunicación 
del Gobernador del Departamento sea recibida una vez iniciado dicho mes.

Cuando una de las divisiones departamentales a que hace referencia el artículo 21 del Decreto 2274 de 1991 
sea erigida como municipio, participará en el Sistema General de participaciones en la vigencia fiscal siguiente 
a la cual se erigió, siempre y cuando dicha situación se comunique al Departamento Nacional de Planeación 
con anterioridad a la aprobación del Documento Conpes que establece la distribución del Sistema General 
de Participaciones, para la respectiva vigencia.

Durante el año en el cual se crea el nuevo municipio, el departa mento donde se encuentra ubicado apropiará 
los recursos necesarios para cubrir los gastos mínimos de funcionamiento e inversión, hasta tanto este nuevo 
municipio reciba los recursos provenientes de su participación en el Sistema General de Participaciones.

Parágrafo 1º. Para efectos de este artículo se entiende recibida la comunicación del Gobernador del 
Departamento, en la fecha de radicación en Departamento Nacional de Planeación.

Parágrafo 2º. En la vigencia siguiente a la cual haya sido reportado al Departamento Nacional de Planeación 
la creación del nuevo municipio, este deberá ser incluido en la distribución general y se le aplicarán los 
criterios de asignación establecidos en el Sistema General de Participaciones.

Parágrafo 3º. En la ordenanza de creación del nuevo municipio se deben establecer expresamente las medidas 
necesarias para garantizar la continuidad de la prestación de los servicios básicos en el nuevo municipio. 
Para ello se deben definir las responsabilidades de cada entidad territorial teniendo en cuenta la creación del 
nuevo municipio.

Artículo 88. Prestación de servicios, actividades administrativas y cumplimiento de competencias en forma 
conjunta o asociada. Las entidades territoriales podrán suscribir convenios de asociación con objeto de 
adelantar acciones de propósito común, para la prestación de servicios, para la realización de proyectos de 
inversión, en cumplimiento de las funciones asignadas o para la realización de actividades administrativas. La 
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ejecución de dichos convenios para la prestación conjunta de los servicios correspondientes deberá garantizar 
la disminución de los gastos de funcionamiento de las entidades territoriales asociadas y la racionalización 
de los procesos administrativos.

La prestación de los servicios en forma asociada tendrá un término mínimo de cinco años durante los cuales 
la gestión, administración y prestación de los servicios, estará a cargo de una unidad administrativa sin 
personería jurídica con jurisdicción interterritorial.

Artículo 89. Seguimiento y control fiscal de los recursos del Sistema General de Participaciones. Para efectos 
de garantizar la eficiente gestión de las entidades territoriales en la administración de los recursos del Sistema 
General de Participaciones, sin perjuicio de las actividades de control fiscal en los términos señalados en 
otras normas y demás controles establecidos por las disposiciones legales, los departamentos, distritos y 
municipios, al elaborar el Plan Operativo Anual de Inversiones y el Presupuesto, programarán los recursos 
recibidos del Sistema General de Participaciones, cumpliendo con la destinación específica establecida para 
ellos y articulándolos con las estrategias, objetivos y metas de su plan de desarrollo. En dichos documentos, 
incluirán indicadores de resultados que permitan medir el impacto de las inversiones realizadas con estos.

Los municipios prepararán un informe anual sobre la ejecución de los recursos del Sistema General de 
Participaciones, así como el Plan de Operativo Anual, del Presupuesto y sus modificaciones. Esta información 
será enviada, a la Secretaría Departamental de Planeación o quien haga sus veces, para que dicha entidad 
realice el seguimiento y la evaluación respectivo.

Las Secretarías de Planeación Departamental o quienes hagan sus veces, cuando detecten una presunta 
irregularidad en el manejo de los recursos administrados por los municipios, deberán informar a los organismos 
de control, para que dichas entidades realicen las investigaciones correspondientes. Si dichas irregularidades 
no son denunciadas, los funcionarios departamentales competentes serán solidariamente responsables con 
las autoridades municipales.

Una vez informados los organismos de control, estos deberán iniciar la indagación preliminar en un plazo 
máximo de 15 días. La omisión de lo dispuesto en este numeral será causal de mala conducta.

Cuando por razón de una de estas denuncias se origine una sentencia judicial de carácter penal, por el tipo 
penal que sancione la pérdida, desviación de los recursos, uso indebido de estos o hechos similares, y la 
Contraloría General de la República, la contraloría departamental o municipal exoneró de responsabilidad 
fiscal a los administradores de los recursos, los funcionarios que adelantaron la investigación u ordenaron su 
archivo serán fiscalmente responsables de forma solidaria por el detrimento o desviación que dio origen a la 
sentencia, sin perjuicio de las sanciones penales o disciplinarias a que haya lugar. En este caso, la caducidad 
de las acciones se empezará a contar desde la ejecutoria de la sentencia.

Cuando se inicie un proceso penal por alguno de los hechos señalados en el inciso anterior, la contraloría 
competente podrá suspender el proceso de responsabilidad fiscal hasta que se decida el proceso penal. 
La suspensión del proceso por esa circunstancia suspenderá el término de caducidad del proceso de 
responsabilidad fiscal.

El control, seguimiento y verificación del uso legal de los recursos del Sistema General de Participaciones es 
responsabilidad de la Contraloría General de la Nación. Para tal fin establecerá con las contralorías territoriales 
un sistema de vigilancia especial de estos recursos.

Parágrafo 1º. La responsabilidad de la Nación por el manejo y uso de los recursos del Sistema General de 
Participaciones solo irá hasta el giro de los recursos.
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Parágrafo 2º. Las funciones disciplinarias relacionadas con los servidores públicos cuya actividad se financia 
con recursos del Sistema General de Participaciones, las ejercerá la Procuraduría General de la Nación o las 
personerías en los términos establecidos por el régimen disciplinario.

Artículo 90. Evaluación de gestión de los recursos del Sistema General de Participaciones. Las Secretarías 
de Planeación Departamental o quien haga sus veces, deberán elaborar un informe semestral de evaluación 
de la gestión y la eficiencia, con indicadores de resultado y de impacto de la actividad local, cuya copia 
se remitirá al Departamento Nacional de Planeación y deberá ser informado a la comunidad por med ios 
masivos de comunicación.

El contenido de los informes deberá determinarlo cada departamento, garantizando como mínimo una 
evaluación de la gestión financiera, administrativa y social, en consideración al cumplimiento de las 
disposiciones legales y a la obtención de resultados, conforme a los lineamientos que expida el Departamento 
Nacional de Planeación.

Artículo 91. Prohibición de la Unidad de caja. Los recursos del Sistema General de Participaciones no harán 
Unidad de caja con los demás recursos del presupuesto y su administración deberá realizarse en cuentas 
separadas de los recursos de la entidad y por sectores. Igualmente, por su destinación social constitucional, 
estos recursos no pueden ser sujetos de embargo, titularización u otra clase de disposición financiera.

Los rendimientos financieros de los recursos del sistema general de participaciones que se generen una vez 
entregados a la entidad territorial, se invertirán en el mismo sector para el cual fueron transferidos. En el 
caso de la participación para educación se invertirán en mejoramiento de la calidad.

Artículo 92. Servicio de la deuda. Salvo las excepciones establecidas en la presente ley, con los recursos 
del Sistema General de Participaciones podrá cubrirse el servicio de la deuda con entidades financieras, 
adquiridas antes de la promulgación de la presente Ley, originado en el financiamiento de proyectos de 
inversión en infraestructura, en desarrollo de las competencias de la entidad territorial. Cuando el servicio que 
dio lugar deba ser administrado por otra entidad territorial, deberá suscribirse un acuerdo entre las entidades 
territoriales involucradas para garantizar el servicio de la deuda con los recursos del Sistema General de 
Participaciones.

Solo podrán pagarse las obligaciones de un sector con los recursos del mismo sector.

Artículo 93. Sistema de información. El Departamento Nacional de Planeación coordinará la conformación 
de un sistema integral de información territorial, con el apoyo del Departamento Administrativo Nacional de 
Estadística, los Ministerios de Salud, Educación, del Interior, de Hacienda y Crédito Público, de Desarrollo, 
las entidades territoriales y aquellas otras entidades o instituciones que considere conveniente. Para ello, 
cada entidad conformará su propio sistema con miras a la integración de dichos subsistemas en un plazo no 
mayor a tres años.

Las entidades territoriales están obligadas a enviar la información solicitada por las entidades del nivel 
nacional, en los términos solicitados.

Artículo 94. Definición de focalización de los servicios sociales. Focalización es el proceso mediante el cual 
se garantiza que el gasto social se asigne a los grupos de población más pobre y vulnerable.

El Conpes Social definirá cada tres años los criterios para la determinación, identificación y selecc ión 
de beneficiarios, así como los criterios para la aplicación del gasto social por parte de las entidades 
territoriales.



LEY 715 DE 2001. POR LA CUAL SE DICTAN NORMAS ORGÁNICAS EN MATERIA DE RECURSOS Y COMPETENCIAS DE CONFORMIDAD CON LOS ARTÍCULOS... ANEXO III

442

En todo caso, las entidades territoriales al realizar inversión social, especialmente mediante la asignación de 
subsidios, deberán aplicar los criterios de focalización, definidos por el Conpes Social.

Artículo 95. Pagos con recursos del Fondo de Estabilización Petrolera. Los departamentos, distritos y 
municipios que registraron excedentes en el cupo asignado con los recursos de que trata el inciso segundo del 
artículo 133 de la Ley 633 de 2000, una vez aplicadas las prelaciones definidas en la ley y en los reglamentos, 
podrán utilizar dichos recursos para el pago de indemnizaciones, pasivo laboral, pasivo prestacional y 
deudas de servicios públicos de instituciones de educación, salud, energía y generados en otros proyectos 
de inversión.

Los municipios que no utilizaron la capacidad del cupo para el pago de la deuda señalado en el inciso anterior, 
podrán acceder a los recursos que le corresponden para financiar proyectos de inversión establecidos en los 
planes de desarrollo.

Cuando el Gobierno nacional considere pertinente podrá girar los recursos del Fondo de Estabilización 
Petrolera anticipadamente.

Artículo 96. Sanciones. Incurren en falta disciplinaria gravísima los servidores públicos que desvíen, retarden 
u obstaculicen el uso de los recursos del Sistema General de Participaciones para los fines establecidos en la 
presente ley o el pago de los servicios financiados con éstos. Dichos servidores serán objeto de las sanciones 
disciplinarias correspondientes, sin perjuicio de las demás sanciones previstas por la Ley penal.

Igualmente, sin perjuicio de las acciones penales, será causal de mala conducta que la información remitida 
por las entidades territoriales para la distribución de los recursos del Sistema General de Participaciones sea 
sobrestimada o enviada en forma incorrecta, induciendo a error en la asignación de los recursos. Por ello, los 
documentos remitidos por cada entidad territorial deberán ser firmados por el representante legal garantizando 
que la información es correcta, de esta forma dicha información constituye un documento público con las 
implicaciones legales que de allí se derivan.

Artículo 97. Gravámenes a los recursos del Sistema General de Participaciones. En ningún caso podrán 
establecer tasas, contribuciones o porcentajes de asignación a favor de las contralorías territoriales, para 
cubrir los costos del control fiscal, sobre el monto de los recursos del Sistema General de Participaciones.

Los recursos transferidos a las entidades territoriales por concepto del Sistema General de Participaciones y 
los gastos que realicen las entidades territoriales con ellos, están exentos para dichas entidades del Gravamen 
a las transacciones financieras.

Las contralorías de las antiguas comisarías no podrán financiarse con recursos de transferencias. Su 
funcionamiento sólo podrá ser financiado con ingresos corrientes de libre destinación del Departamento 
dentro de los límites de la Ley 617 de 2000 menos un punto porcentual.

Artículo 98. Corregimientos departamentales. La población de los corregimientos departamentales 
existentes a la expedición de la presente ley en los nuevos departamentos creados por la Constitución de 
1991, que no estén dentro de la jurisdicción de un municipio o distrito, se tendrá en cuenta en los cálculos 
correspondientes para la distribución de los recursos del Sistema General de Participaciones. Los recursos 
para estos corregimientos serán administrados por los departamentos, quienes serán los responsables por la 
prestación de los servicios.
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Artículo 99. Límite a las decisiones nacionales. La Nación no podrá adoptar decisiones o medidas que afecten 
los costos de la prestación de los servicios de educación y salud, por encima de la disponibilidad de recursos 
del Sistema General de Participaciones.

Artículo 100. Liquidación pendiente de las transferencias territoriales. Las liquidaciones por concepto del 
situado fiscal y las participaciones de los municipios en los ingresos corrientes de la Nación, de que trataba 
la Ley 60 de 1993, que la Nación tenga pendientes al momento de la entrada en vigencia de la presente ley, 
las atenderá de acuerdo con las disponibilidades de recursos en los presupuestos del año subsiguiente.

Artículo 101. Prohibición de plantas para la prestación del servicio por parte de la Nación. Salvo las 
excepciones establecidas en la presente ley, la Nación no podrá administrar plantas de personal o tener 
instituciones para prestar los servicios asignados en la presente ley a los departamentos, distritos y municipios. 
Las existentes deberán transferirse a la entidad donde se presta el servicio.

Artículo 102. Restricciones a la presupuestación. En el Presupuesto General de la Nación no podrán incluirse 
apropiaciones para los mismos fines de que trata esta ley, para ser transferidas a las entidades territoriales, 
diferentes de las participaciones reglamentadas en ella, sin perjuicio de las apropiaciones presupuestales para 
la ejecución de funciones a cargo de la Nación con participación de las entidades territoriales, del principio 
concurrencia y de las partidas de cofinanciación para programas en desarrollo de funciones de competencia 
exclusiva de las entidades territoriales.

Artículo 103. Censo válido. Para efectos de esta Ley, se tendrá en cuenta la información certificada por el 
Departamento Administrativo Nacional de Estadística, DANE, con base en el último censo realizado.

Artículo 104. Garantías de créditos anteriores. Los departamentos, distritos y municipios que a la fecha 
de expedición de la presente ley hayan suscrito Acuerdos de Reestructuración de Pasivos y/o Programas de 
Saneamiento Fiscal y Financiero en el marco de las Leyes 550 y 617, deberán garantizar la aplicación de los 
recursos del Sistema General de Participaciones comprometidos para el pago del servicio de la deuda y el 
saneamiento de pasivos, mientras dichos Acuerdos y/o Programas se encuentren vigentes.

Parágrafo. Para efectos del cálculo de los indicadores para la distribución de los recursos del Sistema General 
de Participaciones, relacionados con coberturas y eficiencia, se entenderá que estas entidades territoriales 
cumplen, como mínimo, con el promedio nacional del respectivo indicador, siempre y cuando haya concepto 
favorable del Ministerio de Hacienda y Crédito Público sobre el cumplimiento del respectivo Acuerdo de 
Reestructuración de Pasivos y/o Programa de Saneamiento Fiscal y Financiero.

Artículo 105. Orientación Ambiental. Los municipios, departamentos, distritos y demás entes territoriales 
adelantarán las funciones y competencias ambientales bajo la asesoría y orientación de las Corporaciones 
Autónomas Regionales y en cumplimiento de los principios de armonía regional, gradación normativa y 
rigor subsidiario establecido en la Ley 99 de 1993.

Artículo 106. Recursos complementarios al Sistema General de Participaciones. Con el fin de garantizar 
los recursos necesarios para financiar los mecanismos de recaudo de los recursos para la Salud, el inciso 2º 
del artículo 9º de la Ley 643 de 2001, quedará así:

“Sin perjuicio de los derechos de explotación, cuando el juego se opere a través de terceros, estos reconocerán 
a la entidad administradora del monopolio como gastos de administración un porcentaje del diez por ciento 
(10%) de los derechos de explotación de cada juego”.
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Artículo 107. Flujo de recursos. El Gobierno nacional deberá adoptar en los seis meses siguientes a la vigencia 
de la presente ley, los mecanismos jurídicos y técnicos conducentes a la optimización del flujo financiero de los 
recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud que prevengan o impidan su desviación, indebida 
apropiación o retención por parte de cualquiera de los actores partícipes o intermediarios del sistema.

Artículo 108. Concertación. Los aspectos que para el desarrollo de la presente ley, a juicio de la Nación, 
requieran la concertación entre la Nación y los departamentos se concertarán con el Consejo Nacional de 
Gobernadores, que para tal fin designará comités especializados. Cuando la concertación se deba hacer con 
los municipios se hará con los representantes de la Federación Colombiana de Municipios.

Artículo 109. Traspaso del servicio en Bogotá. Con el fin de garantizar la continuidad en la prestación del 
servicio educativo en los colegios Liceo Femenino de Cundinamarca Mercedes Nariño, Silveria Espinosa 
de Rendón y el Colegio Departamental Integrado de Fontibón, la administración y las plantas de dichos 
colegios, serán transferidas del Departamento de Cundinamarca al Distrito Capital. El Distrito Capital 
financiará el servicio con los recursos que del Sistema General de Participaciones se le asigne por población 
atendida, y se autoriza al Gobierno nacional para que reconozca al Departamento de Cundinamarca el valor 
correspondiente al avalúo de los mencionados inmuebles. Para el perfeccionamiento de lo ante rior, y sin 
suspender la continuidad del servicio educativo, se suscribirá un convenio interadministrativo entre las 
entidades territoriales.

Parágrafo. Para los efectos del presente artículo el Departamento de Cundinamarca conservará las plazas 
liberadas de personal docente y administrativo de los colegios relacionados a fin de distribuirlas según las 
necesidades del servicio, y que financiará con los recursos que reciba del sistema general de participaciones 
de conformidad con el artículo 16 de la presente ley.

Artículo 110. Giro anticipado de la Participación de los Ingresos Corrientes de la Nación. Autorízase al 
Gobierno nacional para anticipar el giro de la participación de los municipios en los ingresos corrientes de 
la Nación, correspondiente al sexto bimestre de la vigencia fiscal de 2001.

Artículo 111. Facultades extraordinarias. Concédase precisas facultades extraordinarias al Presidente de la 
República por el término de seis (6) meses, para:

111.1. 	Organizar un sistema de inspección, vigilancia y control, adaptable a distintos tipos de instituciones 
y regiones, que permita atender situaciones especiales. Para tal fin, se podrán crear los organismos 
necesarios.

111.2. 	Se conceden facultades extraordinarias al Presidente de la República, por el término de seis (6) meses 
contados a partir de la vigencia de la presente ley para expedir un nuevo régimen de carrera docente 
y administrativa para los docentes, directivos docentes, y administrativos, que ingresen a partir de la 
promulgación de la presente ley, que sea acorde con la nueva distribución de recursos y competencias 
y con los recursos.

El nuevo régimen de carrera docente y administrativa se denominará Estatuto de Profesionalización 
Docente y tomará en cuenta entre otros los siguientes criterios:

1.	 Mejor salario de ingreso a la carrera docente.
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2. 	Requisitos de ingreso.

3. 	Escala salarial única nacional y grados de escalafón.

4. 	Incentivos a mejoramiento profesional, desempeño en el aula, ubicación en zonas rurales apartadas, 
áreas de especialización.

5. 	Mecanismos de evaluación, capacitación, permanencia, ascensos y exclusión de la carrera.

6. 	Oportunidades de mejoramiento académico y profesional de los docentes.

7. 	Asimilación voluntaria de los actuales docentes y directivos docentes contemplado en el Decreto-
Ley 2277 de 1979.

Para la preparación del proyecto de Estatuto de Profesionalización Docente, el Ministerio de Educación 
Nacional conformará un grupo de trabajo integrado por dos representantes del Honorable Congreso 
de la República, dos representantes de la Federación Colombiana de Educadores, dos expertos 
designados por el señor Presidente de la República, y el Ministro de Educación Nacional, quien 
presidirá el grupo. Elegido un nuevo Presidente de la República, éste designará a una persona para 
que integre dicho grupo de trabajo.

111.3.	 Crear consejos u otros organismos de coordinación y regulación intersectorial.

111.4.	 Otórgase precisas facultades extraordinarias al Gobierno nacional para que en el término de seis 
meses contados desde la vigencia de la presente ley expida normas que regulen los flujos de caja y 
la utilización oportuna y eficiente de los recursos del sector salud y su utilización en la prestación de 
los servicios de salud a la población del país.

Artículo 112. Topes a la contratación. Los concejos distritales y municipales, cuando fijen topes en materia 
contractual a las administraciones distritales y municipales, deberán sujetarse a los topes establecidos en la 
Ley 80 de 1993.

Artículo 113. Vigencia y derogatorias. La presente Ley rige a partir de la fecha de su sanción y deroga la Ley 
60 de 1993, los artículos 82, 102, 103, tercer inciso y parágrafo primero del artículo 105, 120, 121, 122, 123, 
124, 134, el literal d) del numeral 1 del artículo 148, el artículo 154, el literal g) del artículo 158, el literal e) 
del artículo 161 y el artículo 172 de la Ley 115 de 1994; los artículos 37, 61, las secciones 3 y 4 del Capítulo 
III  del Decreto 2277 de 1979, el último inciso del artículo 157 de la Ley 100 de 1993, los incisos tercero y 
cuarto del artículo 20 de la Ley 344 de 1996 y las demás normas que le sean contrarias.
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El Presidente del honorable Senado de la República,
Carlos García Orjuela

El Secretario General del honorable Senado de la República (E.),
Luis Francisco Boada

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,
Guillermo Gaviria Zapata

El Secretario General de la honorable Cám ara de Representantes,
Angelino Lizcano Rivera

REPÚBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y cúmplase.

Dada en Bogotá, D. C., a 21 de diciembre de 2001.

ANDRÉS PASTRANA ARANGO

El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Juan Manuel Santos Calderón



ANEXO
LEY 1003 DE 2005. POR LA CUAL SE INTERPRETA EL INCISO 5°

DEL ARTÍCULO 24 DE LA LEY 715 DE 2001
Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES

LEY 1003

30/12/2005

por la cual se interpreta el inciso 5º del artículo 24 de la Ley 715 de 2001
y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1º. Interpretación legal del inciso 5º del artículo 24 de la Ley 715 de 2001. Los departamentos, 
distritos y municipios podrán destinar para ascensos en el Escalafón, a los Docentes o Directivos 
Docentes hasta la mitad del incremento real adicional a que se refiere el Acto Legislativo número 01 de 
2001, de los recursos del sector educativo del Sistema General de Participaciones. Tal destinación se 
efectuará previo Certificado de Disponibilidad Presupuestal. Cualquier ascenso que supere este límite 
deberá ser financiado con Ingresos corrientes de libre disposición de la respectiva entidad territorial, 
previo certificado de disponibilidad.

La presente ley se entiende incorporada a la Ley 715 de 2001 y consecuencialmente sus preceptos 
obligan desde las vigencias de la ley que se interpreta, pero no afectarán los efectos de las Sentencias 
Ejecutoriadas que se hubieran producido desde la vigencia de la Ley 715 de 2001 hasta la fecha de 
publicación de la presente ley, según lo establecido en el artículo 14 del Código Civil.

Artículo 2º. La presente ley rige a partir de la fecha de su promulgación y deroga las disposiciones que 
le sean contrarias.

IV
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La Presidenta del honorable Senado de la República,
Claudia Blum de Barberi

El Secretario General del honorable Senado de la República,
Emilio Ramón Otero Dajud

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,
Julio E. Gallardo Archbold

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,
Angelino Lizcano Rivera

REPÚBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y ejecútese.

Dada en Bogotá, D. C, a 30 de diciembre de 2005.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ

El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Alberto Carrasquilla Barrera

La Viceministra de Educación Básica y Media,
Encargada de las funciones del despacho de la Ministra de Educación Nacional,

Juana Inés Díaz Tafur



ANEXO
POR LA CUAL SE DESARROLLAN LOS ARTÍCULOS 356 Y 357

DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA
Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES

LEY 1176 DE 2007

(diciembre 27)

Congreso de la República

Por la cual se desarrollan los artículos 356 y 357 de la Constitución Política y se dictan otras 
disposiciones.

El Congreso de la República

DECRETA:

T Í T U L O I

SISTEMA GENERAL DE PARTICIPACIONES

Artículo 1°. El artículo 3° de la Ley 715 de 2001, quedará así:

“Artículo 3°. Conformación del Sistema General de Participaciones. El Sistema General de Participación 
estará conformado así:

1.	 Una participación con destinación específica para el sector educación, que se denominará participación 
para educación.

2.	 Una participación con destinación específica para el sector salud, que se denominará participación para 
salud.

3.	 Una participación con destinación específica para el sector agua potable y saneamiento básico, que se 
denominará participación para agua potable y saneamiento básico.

4.	 Una participación de propósito general”.

Artículo 2°. El artículo 4° de la Ley 715 de 2001, quedará así:

V
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“Artículo 4°. Distribución Sectorial de los Recursos. El monto total del Sistema General de Participaciones, 
una vez descontados los recursos a que se refiere el parágrafo 2° del artículo 2° de la Ley 715 y los parágrafos 
transitorios 2° y 3° del artículo 4° del Acto Legislativo 04 de 2007, se distribuirá entre las participaciones 
mencionadas en el artículo 3° de la Ley 715, así:

1.	 Un 58.5% corresponderá a la participación para educación.

2.	 Un 24.5% corresponderá a la participación para salud.

3.	 Un 5.4% corresponderá a la participación para agua potable y saneamiento básico.

4.	 Un 11.6% corresponderá a la participación de propósito general”.

Artículo 3°. Competencias de los departamentos. Sin perjuicio de lo establecido en otras normas legales, 
corresponde a los departamentos ejercer las siguientes competencias relacionadas con la prestación de los 
servicios públicos de agua potable y saneamiento básico:

1.	 Concurrir a la prestación de los servicios públicos de agua potable y saneamiento básico mediante la 
promoción, estructuración implementación de esquemas regionales.

2.	 Promover, coordinar y/o cofinanciar la operación de esquemas regionales de prestación de los servicios 
públicos de agua potable y saneamiento básico.

3.	 Asegurar que se preste a los habitantes de los distritos o municipios no certificados en agua potable y 
saneamiento básico, de manera eficiente, los servicios públicos de agua potable y saneamiento básico, en 
los términos de la Ley 142 de 1994.

4.	 Administrar los recursos del Sistema General de Participaciones con destinación para Agua Potable y 
Saneamiento Básico de los distritos y municipios no certificados, con excepción del Distrito Capital de 
Bogotá.

Parágrafo 1°. Los departamentos deben reportar la información al Sistema Único de Información de Servicios 
Públicos, SUI, o el que haga sus veces, con la oportunidad y calidad que determine la Superintendencia de 
Servicios Públicos Domiciliarios.

Parágrafo 2°. Los departamentos de Amazonas Guainía y Vaupés tendrán la competencia para asegurar que 
se preste a los habitantes de las áreas no municipalizadas de su jurisdicción, de manera eficiente, los servicios 
públicos de agua potable y saneamiento básico, en los términos de la Ley 142 de 1994.

Artículo 4°. Certificación de los distritos y municipios. Los municipios y distritos al momento de la expedición 
de la presente ley seguirán siendo los responsables de administrar los recursos del Sistema General de 
Participaciones para Agua Potable y Saneamiento Básico y de asegurar la prestación de los servicios de agua 
potable y saneamiento básico. En todo caso, deberán acreditar el cumplimiento de los requisitos establecidos 
por el Gobierno nacional, en desarrollo de los siguientes aspectos:

a)	 Destinación y giro de los recursos de la participación para agua potable y saneamiento básico, con el propósito 
de financiar actividades elegibles conforme a lo establecido en el artículo 11 de la presente ley;

b)	 Creación y puesta en funcionamiento del Fondo de Solidaridad y Redistribución de Ingresos;

c)	 Aplicación de la estratificación socioeconómica, conforme a la metodología nacional establecida;

d)	 Aplicación de la metodología establecida por el Gobierno nacional para asegurar el equilibrio entre los subsidios 
y las contribuciones para los servicios públicos domiciliarios de acueducto, alcantarillado y aseo.
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Los distritos y municipios que presten directamente los servicios de acueducto, alcantarillado y/o aseo, deben 
cumplir adicionalmente, con los requisitos que establezca el Gobierno nacional, por categorías de entidad 
territorial de acuerdo con el artículo 2° de la Ley 617 de 2000, en desarrollo de los siguientes aspectos:

a)	 Cumplimiento de lo establecido en el artículo 6° de la Ley 142 de 1994;

b)	 Implementación y aplicación de las metodologías tarifarias expedidas por la Comisión de Regulación 
de Agua Potable y Saneamiento Básico, CRA, para los servicios públicos domiciliarios de acueducto, 
alcantarillado y/o aseo;

c)	 Reporte de información al Sistema Único de Información de Servicios Públicos, SUI, o el que haga sus 
veces, con la oportunidad y calidad que se determine;

d)	 Cumplimiento de las normas de calidad del agua para el consumo humano, establecidas por el Gobierno 
nacional.

Parágrafo. La Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios será la entidad competente para adelantar 
el proceso de certificación o retirarla, según sea el caso, a los distritos y municipios en el aseguramiento de la 
prestación eficiente de los servicios públicos de agua potable y saneamiento básico.

Los distritos y municipios están en la obligación de reportar a la Superintendencia de Servicios Públicos 
Domiciliarios la información requerida.

Parágrafo 2°. El Gobierno nacional en el marco de sus competencias dará asistencia técnica a los distritos y 
municipios, para que estos adelanten las acciones encaminadas al cumplimiento de los requisitos a que hace 
referencia el presente artículo.

Parágrafo 3°. Para efecto de la certificación de los distritos y municipios se aplicarán los siguientes plazos:

Hasta 18 meses una vez expedida la presente ley para evidenciar el cumplimiento de los aspectos mencionados 
en el presente artículo, y un año adicional para aquellos municipios que por circunstancias no imputables 
a la administración municipal presenten problemas para evidenciar el cumplimiento de los aspectos 
mencionados.

A los 2 años y medio de expedición de la ley entra en plena aplicación la descertificación.

Artículo 5°. Efectos de la descertificación de los distritos y municipios. Los distritos y municipios que sean 
descertificados no podrán administrar los recursos de la participación para agua potable y saneamiento básico 
del Sistema General de Participaciones, ni tampoco realizar nuevos compromisos con cargo a los mismos, 
a partir de la fecha de la descertificación. En este evento, los recursos serán administrados por el respectivo 
departamento, el cual asumirá la competencia en cuanto a asegurar la prestación los servicios públicos de agua 
potable y saneamiento básico en la zona urbana y rural, conforme con lo dispuesto por el artículo 5° de la Ley 
142 de 1994. Para ello, el departamento tendrá el derecho a utilizar la infraestructura pública existente en el 
municipio con el fin de asegurar la prestación de estos servicios públicos en la correspondiente jurisdicción. En 
ningún caso se realizará la transferencia de la propiedad de los activos del sector, y corresponderá al departamento 
representar al municipio en las empresas, sin perjuicio de que este participe con voz pero sin voto.

Lo anterior, sin perjuicio de lo dispuesto por el numeral 8.6 del artículo 8°, de la Ley 142 de 1994, en cuyo 
evento la Nación tendrá a su cargo la competencia en cuanto a asegurar la prestación de los servicios públicos 
de agua potable y saneamiento básico, la administración de los recursos y el derecho a utilizar la infraestructura 
pública existente.

La administración de los recursos de la participación para agua potable y saneamiento básico y la competencia 
en la prestación de estos servicios, serán reasumidos por el Distrito y/o Municipio, a partir de la certificación. 



LEY 1176  DE 2007. A CUAL SE DICTAN NORMAS ORGÁNICAS EN MATERIA DE RECURSOS Y COMPETENCIAS DE CONFORMIDAD CON LOS ARTÍCULOS 151...ANEXO V

452

En este evento, el distrito y/o municipio dará continuidad a los compromisos y al esquema de prestación de 
los servicios que hubiere asumido y definido el departamento en virtud de lo dispuesto en la presente ley.

T Í T U L O II

DISTRIBUCIÓN Y DESTINACIÓN DE LOS RECURSOS
DE LA PARTICIPACIÓN PARA AGUA POTABLE Y SANEAMIENTO BÁSICO 

DEL SISTEMA GENERAL DE PARTICIPACIONES

Artículo 6°. Distribución territorial de los recursos. Los recursos del Sistema General de Participaciones 
correspondientes a la participación para agua potable y saneamiento básico, se distribuirán de la siguiente 
manera:

1. 85% para distritos y municipios de acuerdo con los criterios de distribución establecidos en el artículo 7° 
de la presente ley.

2. 15% para los departamentos y el Distrito Capital, de acuerdo con los criterios de distribución establecidos 
en el artículo 8° de la presente ley.

Parágrafo. Los recursos que por concepto de la distribución departamental que reciba el Distrito Capital se 
destinarán exclusivamente para el Programa de Saneamiento Ambiental del río Bogotá.

Artículo 7°. Criterios de distribución de los recursos para los distritos y municipios. Los recursos de la 
participación para agua potable y saneamiento básico de los distritos y municipios, serán distribuidos conforme 
a los siguientes criterios:

1.	 Déficit de coberturas: se calculará de acuerdo con el número de personas carentes del servicio de acueducto 
y alcantarillado de la respectiva entidad territorial, en relación con el número total de personas carentes 
del servicio en el país, para lo cual se podrá considerar el diferencial de los costos de provisión entre los 
diferentes servicios.

2.	 Población atendida y balance del esquema solidario: para el cálculo de este criterio se tendrá en consideración 
la estructura de los usuarios por estrato, las tarifas y el balance entre los subsidios y los aportes solidarios 
en cada distrito y municipio.

3.	 Esfuerzo de la entidad territorial en la ampliación de coberturas, tomando en consideración los incrementos 
de la población atendida en acueducto y alcantarillado de cada distrito o municipio, en relación con los 
incrementos observados a nivel nacional.

4.	 Nivel de pobreza del respectivo distrito o municipio medido a través del Indice de Necesidades Básicas 
Insatisfechas, o el indicador que lo sustituya, determinado por el DANE.

5.	 Cumplimiento de criterios de eficiencia fiscal y administrativa de cada entidad territorial en la gestión 
sectorial, considerando los costos en que incurren los municipios de categorías 3ª, 4ª, 5ª y 6ª, por concepto 
de gastos de energía eléctrica utilizada para el bombeo. El valor resultante de la aplicación del anterior 
criterio no se tendrá en cuenta para efectos de definir los topes máximos a los que se refiere el numeral 6 
del artículo 99 de la Ley 142 de 1994, modificado por el artículo 99 de la Ley 1151 de 2007. El Gobierno 
nacional definirá la metodología aplicable y reglamentará la materia.

Parágrafo transitorio. Mientras se consolida la información de suscriptores por estrato para la totalidad de los 
municipios del país en el Sistema Único de Información, la metodología para calcular la participación definida 
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en el numeral 2 del presente artículo, tendrá en consideración el número de personas registradas por nivel en 
el Sisbén en cada entidad territorial, previa validación del Departamento Nacional de Planeación.

Artículo 8°. Criterios de distribución de los recursos para los departamentos. La distribución de los recursos 
de la participación de agua potable y saneamiento básico entre los departamentos, se realizará teniendo en 
cuenta la participación de los distritos y municipios de su jurisdicción, en los indicadores que desarrollen los 
criterios de déficit de coberturas, población atendida y balance de esquema solidario y el esfuerzo de la entidad 
territorial en el aumento de coberturas, establecidos en el artículo 7° de la presente ley.

Artículo 9°. Régimen de Transición. A partir del año 2011 la participación para agua potable y saneamiento 
básico se distribuirá entre los distritos y municipios conforme a los criterios de distribución dispuestos por el 
artículo 7° de la presente ley.

Durante el período comprendido entre los años 2008 a 2010, un porcentaje creciente de la participación para 
agua potable y saneamiento básico se distribuirá entre los distritos y municipios de acuerdo con los criterios 
previstos en la presente ley, de la siguiente manera: El 30% en 2008, el 50% en 2009 y el 70% en 2010. El 
porcentaje restante de la participación en cada uno de los años de transición, se distribuirá en proporción directa 
al valor definitivo que se le haya asignado a los distritos y municipios por concepto de la destinación de agua 
potable y saneamiento básico de la participación de propósito general en el año 2007.

Parágrafo. Sin perjuicio de lo señalado en el presente artículo, con el propósito de que la distribución de 
recursos por distrito y/o municipio garantice el monto que la respectiva entidad haya comprometido a la fecha 
de expedición de la presente ley, con cargo a los recursos de la participación para agua potable y saneamiento 
básico, para pagar créditos o compromisos derivados de la estructuración financiera de un contrato con un 
tercero, que tengan como propósito garantizar la prestación de estos servicios, el distrito o municipio deberá 
informar, dentro de los seis (6) meses siguientes a la expedición de la presente ley, acerca de la existencia de 
tales compromisos al Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial. Con base en la información 
reportada por las entidades territoriales el Gobierno nacional determinará el tiempo de transición para la 
distribución de los recursos que garantice el cumplimiento de estos compromisos.

Artículo 10º. Destinación de los recursos para los departamentos. Con los recursos del Sistema General de 
Participaciones correspondientes a la participación para agua potable y saneamiento básico que se asignen a 
los departamentos, se conformará una bolsa para cofinanciar las inversiones que se realicen en los distritos y 
municipios para desarrollar proyectos en el marco del Plan Departamental de Agua y Saneamiento del respectivo 
departamento. Estos recursos serán complementarios a los demás recursos que aporte el departamento para 
este fin.

Dichos recursos serán focalizados en la atención de las necesidades más urgentes de la población vulnerable 
en materia de prestación eficiente de los servicios de agua potable y saneamiento básico de acuerdo con los 
resultados de los diagnósticos adelantados, en las siguientes actividades en el marco del plan departamental 
de agua y saneamiento:

a)	 Promoción, estructuración, implementación e inversión en infraestructura de esquemas regionales 
de prestación de los servicios, de acuerdo con los planes regionales y/o departamentales de agua y 
saneamiento;

b)	 Proyectos regionales de abastecimiento de agua para consumo humano;

c)	 Proyectos de tratamiento y disposición final de residuos líquidos con impacto regional;

d)	 Proyectos de tratamiento, aprovechamiento y disposición final de residuos sólidos con impacto 
regional;

e)	 Pago del servicio de deuda adquirida por el departamento para financiar infraestructura del sector de agua 
potable y saneamiento básico, en cumplimiento de sus competencias, en el marco del Plan Departamental 
de Agua y Saneamiento.
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Parágrafo 1°. Exclusivamente en el marco de un proceso de reestructuración para la prestación de los servicios 
públicos domiciliarios de agua potable y saneamiento básico en uno o varios distritos y/o municipios como 
resultado del cual se vinculen operadores especializados, en el marco del Plan departamental de Agua y 
Saneamiento, será posible, previa autorización expedida por el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo 
Territorial, cofinanciar con cargo a los recursos de la participación para agua potable y saneamiento básico 
del Sistema General de Participaciones, por una sola vez para cada caso, el pago de pasivos laborales de las 
personas prestadoras de los servicios públicos mencionadas en los numerales 1 y 3 del artículo 15 de la Ley 
142 de 1994, causados con anterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley.

El Gobierno nacional establecerá las condiciones y procedimientos necesarios para la cofinanciación, señalando 
además los criterios para determinar la contrapartida que deberá aportar cada distrito o municipio de acuerdo 
con su capacidad fiscal.

Parágrafo 2°. Las inversiones en infraestructura física que realicen los departamentos deben estar definidas 
en los planes de desarrollo y para el caso del servicio público de aseo en los planes municipales o distritales 
para la gestión integral de residuos sólidos, así como en los planes de inversiones de las personas prestadoras 
de servicios públicos, los cuales deben estar articulados con el Plan Departamental de Agua y Saneamiento.

Artículo 11. Destinación de los recursos de la participación de agua potable y saneamiento básico en los 
distritos y municipios. Los recursos del Sistema General de Participaciones para agua potable y saneamiento 
básico que se asignen a los distritos y municipios, se destinarán a financiar la prestación de los servicios públicos 
domiciliarios de agua potable y saneamiento básico, en las siguientes actividades:

a)	 Los subsidios que se otorguen a los estratos subsidiables de acuerdo con lo dispuesto en la normatividad 
vigente;

b)	 Pago del servicio de la deuda originado en el financiamiento de proyectos del sector de agua potable y 
saneamiento básico, mediante la pignoración de los recursos asignados y demás operaciones financieras 
autorizadas por la ley;

c)	 Preinversión en diseños, estudios e interventorías para proyectos del sector de agua potable y saneamiento 
básico;

d)	 Formulación, implantación y acciones de fortalecimiento de esquemas organizacionales para la 
administración y operación de los servicios de acueducto, alcantarillado y aseo, en las zonas urbana y 
rural;

e)	 Construcción, ampliación, optimización y mejoramiento de los sistemas de acueducto y alcantarillado, e 
inversión para la prestación del servicio público de aseo;

f)	 Programas de macro y micromedición;

g)	 Programas de reducción de agua no contabilizada;

h)	 Adquisición de los equipos requeridos para la operación de los sistemas de agua potable y saneamiento básico;

i)	 Participación en la estructuración, implementación e inversión en infraestructura de esquemas regionales 
de prestación de los municipios.

Parágrafo 1°. Las inversiones en proyectos del sector que realicen los distritos y municipios deben estar definidos 
en los planes de desarrollo, en los planes para la gestión integral de residuos sólidos y en los planes de inversiones 
de las personas prestadoras de servicios públicos que operen en el respectivo distrito o municipio.

Parágrafo 2°. De los recursos de la participación para agua potable y saneamiento básico de los municipios 
clasificados en categorías 2ª, 3ª, 4ª, 5ª y 6ª, deberá destinarse mínimo el quince por ciento (15%) de los mismos 
a la actividad señalada en el literal a) del presente artículo.
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En los eventos en los cuales los municipios de que trata el presente parágrafo hayan logrado el correspondiente 
equilibrio entre subsidios y contribuciones, podrán destinar un porcentaje menor de los recursos del Sistema 
General de Participaciones para el sector de agua potable y saneamiento básico para tal actividad, conforme 
a la reglamentación que para el efecto expida el Gobierno nacional.

Artículo 12. Constitución de patrimonios autónomos. Los departamentos, distritos y municipios podrán, 
con cargo a los recursos del Sistema General de Participaciones con destinación al Sector de Agua Potable 
y Saneamiento Básico, constituir patrimonios autónomos con el fin de garantizar proyectos de inversión de 
mediano y largo plazo dirigidos a asegurar la prestación eficiente de los servicios públicos de acueducto, 
alcantarillado y/o aseo a sus habitantes, en los eventos en los que les corresponda asegurar su prestación.

Artículo 13. Giro de los recursos de la participación para agua potable y saneamiento básico. Los recursos de 
la participación para agua potable y saneamiento básico serán transferidos directamente a los departamentos, 
distritos y municipios.

Sobre la base del 100% de la apropiación definida en la ley anual de presupuesto, se determinará el programa 
anual de caja, en el cual se establecerán los giros mensuales correspondientes a la participación para agua 
potable y saneamiento básico a departamentos, distritos y municipios.

Los giros deben efectuarse en los diez (10) primeros días del mes siguiente al que corresponde la transferencia, 
para tal efecto, se apropiará la participación para agua potable y saneamiento básico del Sistema General de 
Participaciones en la Ley Anual de Presupuesto.

Los recursos del Sistema General de Participaciones con destinación para el sector de agua potable y saneamiento 
básico se girarán directamente al prestador o prestadores de los servicios de acueducto, alcantarillado y aseo, a 
los patrimonios autónomos o a los esquemas fiduciarios que se constituyan o se prevean para el manejo de estos 
recursos, siempre y cuando la entidad territorial competente así lo solicite y en los montos que esta señale.

Lo anterior aplica en los casos en que la entidad territorial haya vinculado a uno o varios prestadores para 
prestar uno o varios servicios públicos domiciliarios del sector y/o en los casos en que exista un convenio 
firmado entre la entidad territorial y el prestador para la asignación de subsidios al Fondo de Solidaridad y 
Redistribución de Ingresos.

Parágrafo. En el evento de toma de posesión de una empresa de Servicios Públicos de acueducto, alcantarillado 
y/o aseo, por parte de la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, se mantendrán los compromisos 
en cuanto al giro de recursos para subsidios a la demanda por parte de la entidad territorial. Los recursos del 
Sistema General de Participaciones destinados a inversión en infraestructura de estos servicios, se ejecutarán en 
obras y proyectos establecidos en el plan de inversiones que defina, para la prestación del servicio, el designado 
por la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios.

T Í T U L O III

ATENCIÓN INTEGRAL A LA PRIMERA INFANCIA

Artículo 14. Destinación y distribución. Los recursos de que trata el parágrafo transitorio 2° del artículo 4° 
del Acto Legislativo 04 de 2007 se destinarán a la financiación de las acciones en primera infancia, definidas 
como prioritarias por el Consejo Nacional de Política Social, en desarrollo del artículo 206 de la Ley 1098 de 
2006 siempre que dichas acciones no generen gastos recurrentes. Lo anterior, teniendo en cuenta las prioridades 
que cada entidad territorial determine en sus planes de desarrollo.

De acuerdo con los recursos certificados por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público para atención integral 
a la primera infancia, el Conpes Social realizará, con base en la población de 0 a 6 años ponderada por el Indice 
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de Necesidades Básicas Insatisfechas, o el indicador que lo sustituya determinado por el DANE, la distribución 
de los recursos entre municipios, distritos y áreas no municipalizadas de los departamentos de Amazonas, 
Guainía y Vaupés y definirá las actividades financiables con ellos, atendiendo la priorización definida por el 
Consejo Nacional de Política Social.

A partir de la distribución realizada por el Conpes Social, se realizará un giro anual a los distritos y/o municipios, 
a más tardar el 30 de junio del año en el que se incorporen al Presupuesto General de la Nación.

Para el caso de las áreas no municipalizadas de los departamentos de Amazonas, Guainía y Vaupés, el giro se 
realizará al respectivo departamento.

Artículo 15. Transitorio. Las liquidaciones del mayor valor de SGP por crecimiento real de la economía superior 
al 4% correspondientes a las vigencias 2006 y 2007, de que trata el parágrafo transitorio 2° del artículo 3° 
del Acto Legislativo 01 de 2001, se destinarán a educación y a la atención integral de la primera infancia. El 
Conpes Social definirá la distribución de estos recursos.

T Í T U L O IV

ASIGNACIONES ESPECIALES

CAPÍTULO I

Asignación especial para alimentación escolar

Artículo 16. El programa de alimentación escolar se financiará con recursos de diferentes fuentes. Para el 
efecto, las entidades territoriales seguirán y aplicarán, en primer término los lineamientos técnico-administrativos 
básicos respecto de la complementación alimentaria, los estándares de alimentación, de planta física, de equipo 
y menaje y de recurso humano, y las condiciones para la prestación del servicio, que establezca el Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF) para el desarrollo del programa. Adicionalmente, considerarán los 
lineamientos previstos en sus planes de desarrollo.

El Instituto Colombiano de Bienestar Familiar articulará las acciones que desarrollen los diferentes agentes 
para la ejecución de este programa.

Parágrafo. Con el fin de alcanzar las coberturas universales básicas en el programa de alimentación escolar, 
en los términos del artículo 19 de la presente ley las entidades territoriales deberán garantizar la continuidad 
de la cobertura alcanzada en la vigencia fiscal de 2007 financiada con recursos propios, recursos de libre 
inversión y de libre destinación de la participación de propósito general y recursos de calidad educativa de la 
participación de educación del Sistema General de Participaciones.

El Gobierno nacional reglamentará a partir de la vigencia fiscal del año 2009, la distribución de los recursos 
del Presupuesto General de la Nación destinados a los programas de alimentación escolar, priorizando para la 
ampliación de la cobertura el logro de coberturas universales en los municipios con mayor índice de pobreza, 
medida con el Indice de Necesidades Básicas Insatisfechas o el indicador que lo sustituya determinado por 
el DANE.

El ICBF implementará a partir del año de 2009 un sistema de seguimiento y monitoreo a los recursos destinados 
a alimentación escolar en los establecimientos educativos oficiales en el país, que contemple las diferentes 
fuentes, con el fin de monitorear las coberturas alcanzadas y la eficiencia en el uso de los recursos de programa. 
Los entes territoriales y demás agentes deberán reportar la información que para el efecto se defina en los 
plazos y formatos que establezcan según reglamentación que expida el Gobierno nacional.
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Artículo 17. Criterios de distribución. Los recursos para alimentación escolar serán distribuidos entre los 
distritos y municipios, con base en los siguientes criterios:

1.	 El 95% por equidad, definida como el peso relativo que se asigna a cada entidad territorial de acuerdo con 
la matrícula de la vigencia anterior para la cual se realiza la distribución, certificada por el Ministerio de 
Educación Nacional, expandida por la dispersión poblacional y ponderada por el Indice de Necesidades 
Básicas Insatisfechas, o el indicador que lo sustituya determinado por el DANE.

2.	 El 5% por eficiencia, entendida como el incentivo a cada entidad territorial que reduzca la deserción escolar 
de un año a otro. Para el efecto el Ministerio de Educación Nacional adoptará los mecanismos para obtener 
y certificar la información correspondiente.

Parágrafo 1°. La expansión por dispersión se realizará solamente para las entidades territoriales beneficiarias 
que estén por encima de la dispersión nacional. Para el Departamento Archipiélago de San Andrés, Providencia 
y Santa Catalina se tomará un promedio de la dispersión de los municipios más dispersos del país. El Conpes 
Social definirá la metodología respectiva.

Parágrafo 2°. Para los años 2008 y 2009 la eficiencia se entenderá como el incentivo a la entidad territorial 
que conserve o aumente de una vigencia a otra la inversión en alimentación escolar con todas las fuentes de 
inversión, excepto la asignación especial del SGP con destino a alimentación escolar, y se distribuirá con base 
en el indicador de equidad definido en el presente artículo.

Artículo 18. Destinación de los recursos. Los recursos de la asignación especial del Sistema General de 
Participaciones para alimentación escolar serán destinados a financiar las siguientes actividades, de acuerdo 
con los lineamientos técnicoadministrativos establecidos por el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar:

a) Compra de alimentos;

b) Contratación de personal para la preparación de alimentos;

c) Transporte de alimentos;

d) Menaje, dotación para la prestación del servicio de alimentación escolar y reposición de dotación;

e) Aseo y combustible para la preparación de los alimentos;

f) Contratación con terceros para la provisión del servicio de alimentación escolar.

Cuando la prestación del servicio de alimentación escolar sea realizada directamente por las entidades 
territoriales beneficiarias, como mínimo el 80% de los recursos de la asignación especial para Alimentación 
Escolar del SGP serán destinados a la compra de alimentos. Los recursos restantes se pueden utilizar para los 
demás conceptos descritos en los literales b), c), d) y e) del presente artículo.

Artículo 19. Focalización de la prestación del servicio. La focalización es responsabilidad de distritos y 
municipios, y se llevará a cabo por las respectivas autoridades territoriales quienes, de acuerdo con las 
recomendaciones del Consejo Distrital y/o Municipal de Política Social, seleccionarán los establecimientos 
educativos oficiales, dando prelación a aquellos que atiendan población desplazada, comunidades rurales 
e indígenas y a los establecimientos educativos con la mayor proporción de la población clasificada en los 
niveles 1 y 2 del Sisbén.

En cada establecimiento educativo seleccionado se cubrirá progresivamente el 100% de los alumnos matriculados 
por grado, conforme a la disponibilidad de recursos, iniciando por el preescolar y grados inferiores de primaria. 
Una vez asegurado el cubrimiento del total de la población de preescolar y primaria, se podrá continuar el 
programa con escolares del grado sexto en adelante, dando prioridad a los grados educativos inferiores.
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Para efectuar la selección de la población beneficiaria se tomará la información del Sisbén validada por el 
Departamento Nacional de Planeación y la matrícula. Los departamentos suministrarán, antes del 30 de octubre 
del año anterior en que se realizará la programación y ejecución de los recursos del programa de alimentación 
escolar, la información sobre matrícula a los municipios no certificados en educación.

Parágrafo. La ampliación de cupos en el programa de alimentación escolar que las entidades territoriales 
realicen con recursos diferentes a la asignación especial para alimentación escolar del Sistema General de 
Participaciones y los asignados por el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, se deben mantener de forma 
permanente. En ningún caso podrá haber ampliación de coberturas mientras no se garantice la continuidad de 
los recursos destinados a financiar dicha ampliación.

CAPÍTULO II

Asignación especial para municipios ribereños del río Magdalena

Artículo 20. Destinación de los recursos. Los recursos de la asignación especial del Sistema General de 
Participaciones para municipios ribereños del río Magdalena serán destinados a financiar, promover y 
ejecutar proyectos relacionados con la reforestación que incluye la revegetalización, reforestación protectora 
y el control de erosión; el tratamiento de aguas residuales; y el manejo artificial de caudales que incluye 
recuperación de la navegabilidad del río, hidrología, manejo de inundaciones, canal navegable y estiaje; 
compra de tierras para protección de microcuencas asociadas al río Magdalena.

T Í T U L O V

PARTICIPACIÓN DE PROPÓSITO GENERAL

Artículo 21. El artículo 78 de la Ley 715 de 2001 quedará así:

“Artículo 78. Destino de los recursos de la Participación de Propósito General. Los municipios clasificados en 
las categorías 4ª, 5ª y 6ª, podrán destinar libremente, para inversión u otros gastos inherentes al funcionamiento 
de la administración municipal, hasta un cuarenta y dos por ciento (42%) de los recursos que perciban por 
la Participación de Propósito General.

Del total de los recursos de la participación de propósito general asignada a cada distrito o municipio una 
vez descontada la destinación establecida para inversión u otros gastos inherentes al funcionamiento de la 
administración municipal de que trata el inciso anterior y la asignación correspondiente a los municipios menores 
de 25.000 habitantes, definida en el inciso 3° del artículo 4° del Acto Legislativo 04 de 2007, cada distrito y 
municipio destinará el cuatro por ciento (4%) para deporte y recreación, el tres por ciento (3%) para cultura 
y el diez por ciento (10%) para el Fondo Nacional de Pensiones de las Entidades Territoriales, Fonpet.

Los recursos restantes deben ser destinados a inversión, en desarrollo de las competencias asignadas por la 
ley.

Parágrafo 1°. Con los recursos de la participación de propósito general podrá cubrirse el servicio de la deuda 
originado en el financiamiento de proyectos de inversión física, adquirida en desarrollo de las competencias 
de los municipios. Para el desarrollo de los mencionados proyectos se podrán pignorar los recursos de la 
participación de propósito general.

Parágrafo 2°. Con cargo a los recursos de libre inversión de la participación de propósito general y en 
desarrollo de la competencia de atención a grupos vulnerables de que trata el numeral 11 del artículo 76 de 
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la Ley 715 de 2001, los distritos y municipios podrán cofinanciar los gastos que se requieran para realizar 
el acompañamiento directo a las familias en el marco de los programas diseñados por el Gobierno nacional 
para la superación de la pobreza extrema”.

Artículo 22. Asignación de Propósito General para el Fonpet. Para el caso de la asignación al Fonpet 
señalada en el artículo anterior, el Ministerio del Interior y Justicia deberá enviar al Departamento Nacional 
de Planeación la certificación respectiva sobre las categorías adoptadas por los distritos y municipios para 
la vigencia siguiente a más tardar el 20 de diciembre de cada año.

Con base en dicha información, el Departamento Nacional de Planeación, al realizar la distribución de los 
recursos de la participación de propósito general, distribuirá el monto establecido para el Fonpet en el artículo 
anterior. Una vez aprobada la distribución del Sistema General de Participaciones por el Conpes Social, estos 
recursos serán girados directamente al Fondo Nacional de Pensiones de las Entidades Territoriales, con la 
misma periodicidad y oportunidad prevista para los recursos de la participación de propósito general.

En caso de que la categoría de un distrito o municipio no pueda ser certificada por el Ministerio del Interior y 
Justicia y no se encuentre en la categorización expedida por la Contaduría General de la Nación, se considerará 
la categoría certificada por dichas entidades para la vigencia anterior, y en última instancia, el Departamento 
Nacional de Planeación procederá a estimar dicha categoría, la cual, en este caso, solo tendrá efectos para 
la distribución del porcentaje destinado al Fonpet de que trata el artículo anterior.

Previa certificación expedida por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, quedan excluidos de la 
obligación de hacer la destinación al Fonpet prevista en el artículo anterior, los departamentos, distritos o 
municipios, que no tengan pasivo pensional, y aquellos que estén dentro de un acuerdo de reestructuración 
de pasivos conforme a la Ley 550 de 1999, o las normas que la sustituyan o modifiquen, siempre y cuando 
estos recursos se encuentren comprometidos en dicho acuerdo de reestructuración.

Artículo 23. El artículo 79 de la Ley 715 de 2001, quedará así:

“Artículo 79. Criterios de distribución de los recursos de la Participación de Propósito General. Los recursos 
de la Participación de Propósito General serán distribuidos de la siguiente manera:

1.	 El 17% distribuido entre los municipios menores de 25.000 habitantes, así:

a)	 El 60% según la pobreza relativa. Para ello se tomará el grado de pobreza de cada municipio medido 
con el Indice de Necesidades Básicas Insatisfechas, NBI, o el indicador que lo sustituya determinado 
por el DANE, en relación con el nivel de pobreza relativa nacional;

b)	 El 40% en proporción a la población urbana y rural. Para lo cual se tomará la población urbana y 
rural del municipio en la respectiva vigencia y su proporción sobre la población urbana y rural total 
del país, según los datos de población certificados por el Departamento Administrativo Nacional de 
Estadística, DANE, que deben tener en cuenta la información sobre la población desplazada.

2.	 El 83% distribuido entre los distritos y municipios, incluidos los menores de 25.000 habitantes, así:

a)	 El 40% según la pobreza relativa. Para ello se tomará el grado de pobreza de cada distrito o municipio 
medido con el Indice de Necesidades Básicas Insatisfechas, NBI, o el indicador que lo sustituya 
determinado por el DANE, en relación con el nivel de pobreza relativa nacional.

	 En consecuencia de lo anterior, el indicador de distribución para cada municipio y distrito será el 
resultado de dividir su NBI entre la sumatoria de los NBI de todos los municipios y distritos del país. 
Este indicador para cada municipio se multiplicará por el monto total de recursos a distribuir por el 
criterio de pobreza relativa;
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b)	 El 40% en proporción a la población urbana y rural. Para lo cual se tomará la población urbana y rural 
del distrito o municipio en la respectiva vigencia y su proporción sobre la población urbana y rural 
total del país, según los datos de población certificados por el Departamento Administrativo Nacional 
de Estadística, DANE, que deben tener en cuenta la información sobre la población desplazada;

c)	 El 10% por eficiencia fiscal. Entendida como el crecimiento promedio de los ingresos tributarios per 
cápita de las tres últimas vigencias fiscales. La información sobre la ejecución de ingresos tributarios 
será la informada por las entidades territoriales y refrendada por la Contaduría General de la Nación 
antes del 30 de junio de cada año.

	 En todo caso, los recursos asignados por este criterio no pueden superar el 50% de lo asignado por 
los criterios de población y pobreza relativa de que trata el numeral 2 de este artículo;

d)	 El 10% por eficiencia administrativa en la racionalización del gasto. Entendida como el incentivo a los 
distritos y municipios que cumplan con los límites establecidos para los gastos de funcionamiento de 
la administración central de que trata la Ley 617 de 2000 o las normas que la modifiquen, sustituyan 
o adicionen. El indicador de distribución será la diferencia entre el límite establecido por la Ley 617 
de 2000 y el porcentaje de gastos de funcionamiento certificado para cada municipio y distrito, por la 
Contraloría General de la República. La Contaduría General de la Nación será la entidad encargada 
de certificar al DNP, antes del 30 de septiembre de cada año, la diferencia entre el valor certificado 
a cada municipio y distrito por la Contraloría General de la República y el límite correspondiente 
establecido por la Ley 617 de 2000.

Un porcentaje de los recursos correspondientes a este criterio se podrá distribuir entre las entidades territoriales 
beneficiarias que mantengan actualizado, conforme a los criterios señalados por el DNP, el Sistema de 
Información de Beneficiarios, Sisbén, o el que haga sus veces, y/o que cumplan con las metas y lineamientos 
de las políticas priorizadas por el Gobierno nacional. Para el efecto el Conpes Social definirá la metodología 
correspondiente e informará previamente a las entidades territoriales beneficiarias, las metas y lineamientos 
priorizadas a evaluar.

En todo caso, los recursos asignados por el criterio de eficiencia administrativa no pueden superar el 50% de 
lo asignado por los criterios de población y pobreza relativa de que trata el numeral 2 de este artículo.

Parágrafo. Para efectos del cálculo de los indicadores para la distribución de los recursos de la Participación 
de Propósito General del Sistema General de Participaciones, relacionados con eficiencia, se entenderá que 
las entidades territoriales cumplen, como mínimo, con el promedio nacional del respectivo indicador, siempre 
y cuando haya concepto favorable del Ministerio de Hacienda y Crédito Público sobre el cumplimiento del 
respectivo Acuerdo de Reestructuración de Pasivos y/o Programa de Saneamiento Fiscal y Financiero.

Parágrafo transitorio. El Conpes Social podrá determinar la transición para la aplicación plena de las fórmulas 
de distribución de los recursos correspondientes a la eficiencia fiscal y administrativa de la participación de 
Propósito General establecidas en este artículo”.

T Í T U L O VI

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 24. El artículo 94 de la Ley 715 de 2001 quedará así:

“Artículo 94. Focalización de los servicios sociales. Focalización es el proceso mediante el cual, se garantiza 
que el gasto social se asigne a los grupos de población más pobre y vulnerable.
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El Conpes Social, definirá cada tres años los criterios e instrumentos para la determinación, identificación y 
selección de beneficiarios, así como, los criterios para la aplicación del gasto social por parte de las entidades 
territoriales.

El Gobierno nacional, a través del Departamento Nacional de Planeación, definirá las condiciones de ingreso, 
suspensión y exclusión de las personas a las bases de datos que hacen parte de los mencionados instrumentos, 
los cruces de información necesarios para su depuración y actualización, así como los lineamientos para 
su implementación y operación, el diseño de las metodologías, la consolidación de la información a nivel 
nacional, los controles de calidad pertinentes; y coordinará y supervisará su implementación, mantenimiento 
y actualización. En desarrollo de esta atribución, el Gobierno nacional, en situaciones especiales y con el 
objetivo de garantizar la efectividad de los instrumentos de focalización, de manera preventiva podrá suspender 
temporalmente su actualización en el país, con las excepciones a que hubiere lugar.

Para la definición de los criterios de egreso, suspensión o exclusión de las personas de las bases de datos, se 
tendrán en cuenta la aplicación de los principios de transparencia, igualdad y publicidad de la información, 
que no goce de protección constitucional o reserva legal, así como los principios constitucionales que rigen la 
administración de datos personales, de conformidad con las normas vigentes.

Las entidades territoriales tendrán a cargo su implementación, actualización, administración y operación de la 
base de datos, conforme a los lineamientos y metodologías que establezca el Gobierno nacional.

En todo caso, las entidades territoriales al realizar inversión social, especialmente mediante la asignación 
de subsidios, deben aplicar los criterios e instrumentos de focalización, definidos por el Conpes Social. Los 
diferentes programas sociales del orden nacional o territorial, deben definir la forma en que aplicarán los criterios 
e instrumentos para la focalización, contemplando además los criterios de egreso o cesación de la condición 
de beneficiarios que resulten pertinentes, en función de los objetivos e impactos perseguidos.

Los gobernadores y alcaldes deben tomar las medidas pertinentes para garantizar que los grupos de población 
pobre y vulnerable tengan acceso a los servicios básicos”.

Artículo 25. Prestación de servicios de salud. Modifíquese el artículo 45 de la Ley 715 de 2001 en los siguientes 
términos:

“Parágrafo. Los distritos y municipios que no hayan asumido la prestación de los servicios de salud, podrán 
hacerlo si cumplen con la reglamentación que para el efecto expida el Gobierno, y tendrán el plazo definido 
por este”.

Artículo 26. Competencias y responsabilidades diferenciadas. En el marco del actual esquema de competencias 
de las entidades territoriales y con el objeto de tener en cuenta la heterogeneidad de estas, en cuanto a sus 
capacidades administrativas, fiscales y técnicas, los Ministerios podrán establecer, de acuerdo con las políticas y 
las particularidades de cada servicio, los estándares técnicos y administrativos para que cada entidad territorial 
pueda asumir con eficiencia las competencias que le asigne la ley, de manera diferenciada según sus capacidades. 
Con base en ello los Ministerios, conjuntamente con las entidades territoriales podrán realizar un análisis de 
las capacidades relacionadas con su sector.

Con base en estos estándares y en el análisis conjunto de capacidades, las entidades territoriales podrán acordar 
con el Ministerio la prestación en forma conjunta o asociada de aquellas funciones de los servicios a su cargo 
para las cuales no tengan la capacidad requerida.

Parágrafo. Los Ministerios podrán establecer estímulos fiscales para los municipios, distritos y departamentos 
que se asocien y/o establezcan alianzas estratégicas para la prestación de un servicio determinado que sea de 
su competencia, previa evaluación del cumplimiento de metas y estándares de eficiencia, calidad y coberturas 
para cada sector, conforme al reglamento que expida el Gobierno nacional.



LEY 1176  DE 2007. A CUAL SE DICTAN NORMAS ORGÁNICAS EN MATERIA DE RECURSOS Y COMPETENCIAS DE CONFORMIDAD CON LOS ARTÍCULOS 151...ANEXO V

462

Artículo 27. Ajuste del Sistema General de Participaciones por Inflación. Para el cumplimiento de lo dispuesto 
en el parágrafo transitorio 1° del artículo 4° del Acto Legislativo 04 de 2007, cuando la inflación causada 
certificada por el DANE sea diferente a la inflación con la cual se programó el Presupuesto General de la 
Nación, el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, calculará el ajuste positivo o negativo correspondiente 
a las modificaciones de la tasa de inflación y lo aplicará en la programación del siguiente proyecto de Ley 
Anual de Presupuesto General de la Nación, que el Gobierno nacional presente a consideración del Congreso 
de la República.

Artículo 28. Ajuste del Sistema General de Participaciones por crecimiento real de la economía. Para el 
cumplimiento de lo dispuesto en el parágrafo transitorio 2° del artículo 4° del Acto Legislativo 04 de 2007, el 
Departamento Administrativo Nacional de Estadísticas, DANE, certificará al Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público, en el mes de mayo del año siguiente, el crecimiento real de la economía de la respectiva vigencia. 
Con base en esta certificación, si el crecimiento certificado es superior al 4%, el Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público incluirá la respectiva partida en el siguiente Proyecto de Ley Anual de Presupuesto General 
de la Nación, que el Gobierno nacional presente a consideración del Congreso de la República.

Parágrafo. Si el DANE modifica de manera definitiva el crecimiento real de la economía previamente 
certificado al Ministerio de Hacienda y Crédito Público, el Ministerio de Hacienda y Crédito Público calculará 
el ajuste positivo o negativo correspondiente y lo aplicará en la programación del siguiente Proyecto de Ley 
Anual de Presupuesto General de la Nación, que el Gobierno nacional presente a consideración del Congreso 
de la República.

Artículo 29. Artículo nuevo. El giro de las transferencias establecido en el último inciso del artículo 17 
de la Ley 715 del 21 de diciembre de 2001, deberá efectuarse en los diez (10) últimos días del mes al que 
corresponde la transferencia, y las entidades territoriales pagarán dentro de los dos (2) días siguientes a la 
transferencia de la Nación.

Parágrafo transitorio. En la vigencia 2008, el giro deberá efectuarse en los tres (3) primeros días del mes 
siguiente al que corresponde la transferencia. En la vigencia 2009, el giro correspondiente al mes de diciembre 
se realizará de la siguiente forma: una tercera parte en los últimos diez (10) días del año y el saldo en los 
tres (3) primeros días del mes siguiente al que corresponde la transferencia. En la vigencia 2010, el giro 
correspondiente al mes de diciembre se girará de la siguiente forma: dos terceras partes en los últimos diez 
(10) días del año y el saldo los tres (3) primeros días del mes siguiente al que corresponde la transferencia. 
En todos los casos, las entidades territoriales pagarán dentro de los dos (2) días siguientes a la transferencia 
de la Nación.

Artículo 30. Artículo nuevo. El inciso 1° del artículo 27 de la Ley 715 de 2001 quedará así:

Prestación del Servicio Educativo. Los departamentos, distritos y municipios certificados, prestarán el servicio 
público de la educación a través del sistema educativo oficial.

Solamente en donde se demuestre insuficiencia en las instituciones educativas del Sistema Educativo Oficial 
podrá contratarse la prestación del servicio educativo con entidades estatales o privadas sin ánimo de lucro de 
reconocida trayectoria e idoneidad, sin detrimento de velar por la cobertura e infraestructura en los servicios 
educativos estatales. El valor de la prestación del servicio financiado con estos recursos del sistema no puede 
ser superior a la asignación por alumno definido por la Nación.

Cuando el valor sea superior, el excedente se pagará con recursos propios de la entidad territorial, con las 
restricciones señaladas en la presente ley.

Cuando con cargo a recursos propios la prestación del servicio sea contratada con entidades no estatales, la entidad 
territorial deberá garantizar la atención de al menos el ciclo completo de estudiantes de educación básica.
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La Educación Misional Contratada y otras modalidades de educación que venían financiándose con recursos 
del Situado Fiscal, y las participaciones de los municipios en los Ingresos Corrientes de la Nación se podrán 
continuar financiando con los recursos del Sistema General de Participaciones.

Artículo 31. Artículo nuevo. Gastos de Administración. El Gobierno nacional determinará el porcentaje de 
las transferencias para prestación del servicio que se podrá destinar a financiar el personal administrativo 
de la educación. Dicho porcentaje debe garantizar el costo de la planta administrativa aprobada a la entidad 
territorial a 30 de noviembre de 2007; lo que supere el porcentaje señalado deberá ser asumido por la entidad 
territorial con sus recursos propios.

Artículo 32. Artículo nuevo. Adiciónase al artículo 42 de la Ley 715 de 2001 el siguiente numeral:

“42.21 Regular y promover el desarrollo del sistema integral de transporte aéreo medicalizado y servicios de 
telemedicina en concordancia con los objetivos de las Leyes 1151 de 2007 artículo 6°, Plan Nacional 
de Desarrollo 2007-2010 y la Ley 1122 de 2007”.

Artículo 33. Artículo nuevo. Adiciónase al numeral 44.1 del artículo 44 de la Ley 715 de 2001 el siguiente 
numeral:

“44.1.7 	Coordinar con la organización que agremia nacionalmente los municipios colombianos, la integración 
de la red local de salud con el sistema integral de transporte aéreo medicalizado y servicios de 
telemedicina en concordancia con los objetivos de las Leyes 1151 de 2007 artículo 6°, Plan Nacional 
de Desarrollo 2007-2010 y la Ley 1122 de 2007”.

Artículo 34. Artículo nuevo. Adiciónese un parágrafo 2° al artículo 58 de la Ley 715 de 2001, así:

Parágrafo 2°. Los giros de los aportes patronales a los que se refiere este artículo deberán ajustarse al 
esquema de recaudación de aportes previsto para el Sistema de Seguridad Social Integral. Para el efecto, 
dichos recursos se continuarán presupuestando y contabilizando sin situación de fondos, y se entenderá que 
la Nación los gira una vez los distribuya y deposite en las cuentas maestras abiertas para este propósito, por 
cuenta de las entidades del nivel territorial, en las que obren tantas subcuentas como entidades empleadoras 
de nivel territorial y sus entes descentralizados sean beneficiarias de los aportes patronales. De dichas 
subcuentas se debitarán y distribuirán electrónicamente los recursos correspondientes a cada administradora 
del Sistema de Seguridad Social Integral, una vez las entidades empleadoras cumplan con las obligaciones 
que les competen en materia de información y de giro de los descuentos que por concepto de aportes le 
hayan efectuado a sus trabajadores.

Cada vez que transcurran tres (3) períodos mensuales sin que la entidad empleadora hubiere cumplido sus 
obligaciones en esta materia, el recurso ya girado será transferido a las administradoras correspondientes, 
conforme con el reglamento que se expida para el efecto. En todo caso el representante legal de la entidad 
beneficiaria del giro de los aportes patronales y los funcionarios responsables del manejo y preparación de la 
información y disposición y giro de los recursos a la respectiva cuenta maestra en dicha entidad, incurrirán 
en falta gravísima como lo señala el numeral 28 del artículo 48 del Código Único Disciplinario.

El pago de los aportes deberá efectuarse hasta el último día del mes correspondiente. La forma, el plazo y 
la oportunidad en que deban cumplirse las obligaciones previstas en el presente parágrafo por parte de las 
diferentes entidades intervinientes, será determinado por reglamento del Gobierno nacional.

Artículo 35. Artículo nuevo. Los recursos del Sistema General de Participaciones girados a los departamentos 
del Vichada, Guainía, Vaupés y Guaviare, con sus respectivos municipios, destinados a prestar servicios de 
salud de primer nivel y prevención en salud, serán contratados por ellos exclusivamente con la red hospitalaria 
pública existente en lugar, siempre que tengan los servicios disponibles y estos sean prestados en forma 
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eficiente con tarifas competitivas y de buena calidad. El Ministerio de la Protección Social podrá diseñar 
planes de seguimiento para el cumplimiento de esta norma.

Artículo 36. Vigencia y derogatorias. La presente ley rige a partir del 1° de enero de 2008 y deroga las 
disposiciones que le sean contrarias.

La Presidenta del honorable Senado de la República,
Nancy Patricia Gutiérrez Castañeda.

El Secretario General del honorable Senado de la República,
Emilio Ramón Otero Dajud.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,
Oscar Arboleda Palacio.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,
Angelino Lizcano Rivera.

REPUBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y ejecútese.

Dada en Bogotá, D. C., a 27 de diciembre de 2007.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ

El Ministro de Hacienda y Crédito Público,
Oscar Iván Zuluaga Escobar.

El Ministro de la Protección Social,
Diego Palacio Betancourt.

El Ministro de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial,
Juan Lozano Ramírez.




